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EL  GOBERNADOR  DEL  DISTRITO  FEDERAL, 

Hace  saber :  que  el  ciudadano  Eafael  Fernando  Seijas  se 
lia  presentado  reclamando  el  derecho  exclusivo  para  publicar 
y  vender  una  obra  de  su  propiedad,  cuyo  título  ha  depositado 
y  es  como  signe :  ^'  El  Derecho  Internacional  hispano-ameri- 
cano,  público  y  privado ;  y  Cartilla  Internacional  hispano- 
americana.'' 

T  que  habiendo  prestado  el  juramento  requerido,  se  le 
pone  por  la  presente,  con  aprobación  del  Presidente  de  la 
Eepública,  en  posesión  del  privilegio  que  concede  el  artículo 
1?  de  la  Ley  de  8  de  Abril  de  1853,  sobre  producciones  li- 
terarias. 

Dado,  Armado  y  sellado  en  el  Palacio  de  Gobierno  d^l 
Distrito  Federal,  y  refrendado  por  el  Secretario  del  Despacho 
en  Oaracas:  á  trece  do  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro. — Afío  21?  de  la  Ley  y  26?  de  la  Federoción. 

N.  AuausTo  Bello. 

Befrendado. — El  Secretario  de  Gobierno, 

Feiro  O.  Sotillo. 


A  LAS  EEFDBLICAS  Iimi-AHEBICANAS. 


QUE  OBRA  ES  ESTA 


Este  libro  no  es  un  libro  común.  Descubre 
una  alta  tendencia,  j  va  derecho  al  fin  que  per- 
sigue :  codificar  la  legislación  internacional  hispano- 
americana, interna  y  externa,  en  síntesis  breve  y 
clara,  como  consecuencia  de  los  antecedentes.  Esta 
legislación  la  he  hallado  escrita,  cómo  y  dónde? 
Primero  en  el  sentimiento  precioso  de  la  dignidad  na- 
cional, que  ha  inspirado,  guiado  y  encaminado  la 
acción ;  luego  en  las  memorias  y  documentos  pú- 
blicos de  las  Gancillerías  de  todos  los  Estados  de 
las  Américas  Central  y  Meridional  que  me  han  su- 
ministrado los  puntos  discutidos,  que  -me  facilitan 
conclusiones  definitivas  por  autoridad  de  cosa  juz- 
gada ;  y  puntos  discutibles,  que  me  sugieren  el 
fundamento  de  conclusiones  generales.  Las  primeras 
no  hay  para  qué  volver  á  tocarlas :  han  recibido 
la  sanción  del  convencimiento,  de  la  práctica  y  de 
la  experiencia.  Sobre  las  segundas  habrá  que  vol- 
ver hasta  dejarlas  refrendadas  con  el  examen,  la 
discusión  y  la  aserción.     Pero  el  hallarlas  en  Código, 


vin 


hará  fácil  la  tarea,  llenándola  de  luz  y  confirmando 
aquellas  conclusiones  generales  hasta  equipararlas  y 
confundirlas  con  las^  primeras.  Unas  y  otras  se 
leerán  al  fin  del  libro,  sometidas  al  juicio  de  los 
gobiernos  hispano-americanos. 

Tendrá  esta  obra  alguna  utilidad^  Ko  puedo 
menos  que  contestar  afirmativamente,  desde  que  se 
reconozca  que  el  fin  declara  su  importancia.  Esta 
importancia  se  la  dan  las  decisiones  de  los  Minis- 
terios de  Belaciones  Exteriores  de  Venezuela,  Co- 
lombia, el  Ecuador,  el  Perú,  Chile,  Bolivia,  Buenos 
Aires,  el  Uruguay,  el  Paraguay,  y  las  Repúblicas 
de  la  América  Central,  en  todas  las  materias  de 
derecho  internacional  por  ellas  sostenidas  y  ganadas 
en  las  diferencias  interpuestas,  para  cada  caso,  por 
los  Representantes  de  las  potencias  extranjeras  ante 
el  gobierno  de  cada  una  de  ellas.  Las  opiniones 
y  las  decisiones  de  las  potencias  europeas  en  el 
curso  de  su  trato  recíproco  entre  sí,  vienen  á  con- 
firmar las  ventajas  ya  adquiridas,  obligándonos  á 
sostener  la  igualdad  en  el  trato  común  internacional. 
Se  acompañan,  desde  luego,  con  los  antecedentes  de 
cada  materia,  para  que  no  se  tachen  de  ligeras  ó 
irreflexivas  las   conclusiones  finales. 

Tan  elevado  propósito  como  el  de  procurar 
hacer  un  Código  especial  latino-americano,  que  re- 
gule nuestra  situación  con  las  Naciones  extranje- 
ras, no  podría  contemplarse  con  indiferencia,  puesto 
que  en  ello  va  envuelta  la  suerte  de  cincuenta  millo- 
nes de  americanos,  extendidos  en  un  territorio  inmen- 
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so,  capaz  de  dar  casa  y  asilo  holgados  nada  menos 
•que  al  veinte  por  ciento  de  la  población  total  del 
globo.  Y  con  una  circunstancia  muy  digna  de  no- 
tarse; que  esta  raza  latino-americana  es  una  raza 
homogénea,  que  habla  un  sólo  idioma,  ^ño  corrom- 
pido  en  dialectos,  que  tiene  las  mismas  creencias, 
el  mismo  tipo,  j  unas  mismas  necesidades  y  as- 
piraciones. Viniendo  de  Europa  los  primeros  po- 
bladores y  confundiéndose  con  la  raza  indígena,  se 
ha  llegado  á  formar  una  sola  Nación,  completa- 
ínente  identificada  en  lo  que  hoy  es  la  raza  típica 
latino-americana. 

Más  ha  prevalecido,  como  no  podía  menos  de 
esperarse  el  aire  y  el  aspecto  civilizador  de  la  raza 
que  con  la  nuestra  vino  á  mezclarse.  Y  viene  aquí 
muy  de  propósito  recordar  que  hace  algunos  años 
el  honorable  Representante  de  España  en  Caracas, 
sutil  investigador  sin  duda  de  las  causas  y  efectos 
de  lo  aseverado  en  el  párrafo  anterior,  tuvo  la  feliz 
idea  de  pretender  que  los  americanos  éramos  es- 
pañoles; aserción  que,  á  no  haber  sido  contradicha 
en  laborioso  y  concienzudo  documento  de  la  Oan- 
cillería  venezolana,  nos  habría  naturalmente  vuelto 
al  dominio  y  sujeción  de  la  madre  patria.  (Véase 
el  capítulo  "  Nacionalidad  española  en  hispano- 
araerica,"  ) 

En  la  materia  de  nacionalidad,  hemos  corrido 
el  riesgo  de  ver  convertida  la  patria  americana  en 
pequeñas  agrupaciones  coloniales  europeas,  á  no  ha- 
ber sostenido   con  entereza  el  principio   de  que   son 


americanos  todos  los  nacidos  y  que  nazcan  en  el 
hemisferio,  sea  cual  fuere  la  nacionalidad  de  sua 
padres. 

En  la  materia  de  reclamaciones  de  extranjeros, 
nos  hemos  extraviado  y  perdido  completamente,  co- 
metiendo errores  profundísimos,  cuyo  origen  puede 
verse  en  los  tratados  que  estas  Américas  celebraron 
con  España  para  el  reconocimiento  de  nuestra  inde- 
pendencia ;  tratados  en  que  adquirimos  obligaciones 
tan  impolíticas,  que  aún  sentimos  el  efecto  de  su 
inconveniencia,  y  lo  sentiremos  todavía  muchos  años, 
hasta  acabar  de  pagar  la  deuda  reconocida.  No  es 
inoportuno  decir  que  los  derechos  que  aquellos  tra- 
tados nos  dan  en  punto  á  reclamaciones  de  ameri- 
canos contra  España,  han  quedado  en  los  renglones 
de  los   deberes,  parando   en   ellos. 

No  otra  es  la  verdadera  fuente  de  todas  las 
reclamaciones  posteriores,  cáncer  que  ha  arruinada 
y  maltratado  á  todos  estos  países,  dando  lugar  á 
reclamaciones  violentas  de  las  potencias  europeas 
con  quienes  tenemos  amistad,  reconocidas  casi  en 
todos  los  casos  por  incalificables  debilidades  de  algu- 
nos Gobiernos. 

El  recuerdo  aquí  traído  no  reconoce  otro  móvil 
que  el  de  sacar  de  esos  errores  la  saludable  en- 
seuMuza  quo  nos  ofrecen  ;  de  ninguna  manera,  fomen- 
tar odios,  antiguamente  encendidos,  y  tan  lentamente 
apagados.  Las  relaciones  de  España  con  America  han 
cambiado  mucho  ;  reconócese  que  la  guerra  por  nues- 
tra independencia  fue  una  lucha  civil,    que  después 
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de  terniiDada,  ha  reunido  á  españoles  y  americanos, 
en  fraternal  abrazo,  en  una  misma  y  sola  familia. 
El  Monarca  actaal  es  el  soberano  liberal  y  pre- 
visor, que  ata  los  lazos  de  unión  de  los  dos  pueblos, 
y  coloca  la  piedra  fundamental  de  futuros  y  salu- 
dables pactos.  Comprendiendo  su  verdadera  situa- 
ción con  respecto  á  estos  países,  ha  aceptado  la 
tercería  entre  Venezuela  y  Colombia ;  ha  recibido 
á  Saldívar,  como  á  Presidente  que  es  de  una  Re- 
pública libre,  soberana  é  independiente ;  y  se  ha 
asociado,  aprobándolas,  á  las  manifestaciones  de  la 
prensa  española,  cuando  esa  ptensa  veterana,  sagaz 
é  ilustrada,  ha  hablado  de  nuestros  hombres  nota* 
bles,  y  calificado  los  versos  de  nuestro  poeta  Hera- 
clio  Martín  de  la  Guardia,  "  de  poesía  maravillosa," 
cantando  nada  menos  que  la  apoteosis  de  Bolívar, 
el  semi-dios  de  America,  a  quien  España  contem- 
pla,  como  hijo   suyo  que  es,  y   gloria  suya  también. 

''  Hago  aquí  una  parada  á  fin  de  poner  de  re- 
lieve la  significación  del  concurso  del  Excmo.  señor 
Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  C.  á  la  glori- 
ficación de  Bolívar.  Este  acto  constituye  una  ver- 
dadera y  absoluta  reconciliación  de  la  madre  con 
la  hija;  fue  lo  que  vino  á  completarla,  pues  á  la 
verdad  no  habían  obtenido  el  efecto  en  toda  su  ex- 
tensión ni  el  tratado  de  paz,  reconocimiento  y  amis- 
tad de  1845,  ni  los  posteriores,  ni  el  mutuo  envío 
de  Ministros  Diplomáticos.  Como  que  sobrevivía  al- 
guna sombra  de  lo  pasado,  algún  residuo  de  las  de- 
savenencias extinguidas;   mas  después  de   semejante 
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demostración  y  en  oportunidad  tan  notable,  nada  que- 
da por  hacer ;  y  esto,  sea  dicho  de  paso,  es  una  de 
las  consecuencias  importantes  del  Centenario.  Si  se 
tiene  en  cuenta  que  Agentes  de  España,  como  el 
de  Curazao,  asistieron  á  la  solemnidad  en  los  lugares 
de  su  residencia,  y  lo  que  se  escribió  en  la  penín- 
sula; se  asentirá  á  la  exactitud  de  aquel  aserto." 
(Memoria  del  Ministerio  de  Kelaciones  Exteriores 
de  Venezuela,  1884.) 

Generalmente,  las  potencias  europeas  abriendo 
los  ojos  y  viendo  la  luz  tropical  al  través  de  las 
densas  nieblas  del  invierno  de  sus  climas,  nos  envían 
ya  hombres  dignos  de  representarlas:  tal  sucede  á 
lo  menos  en  Caracas,  aunque  no,  para  traer  un  ejem- 
plo, en  cierta  República  donde  hace  poco  un  secre- 
tario de  legación  fue  causa  voluntaria  de  diferen- 
cias internacionales.  Paseábase  en  coche  el  dicho  se- 
cretario, y,  detenido  por  un  cuerpo  de  policía  tu- 
vo á  menos  darse  á  conocer,  lo  cual  motivó  su  de- 
tención y  la  atropelladora  reclamación  consiguiente, 
como  si  debiera  llevar  inscrito  en  su  frente  el  cargo 
que  le  revestía  de  convencionales  inmunidades  di- 
plomáticas. Este  caso  es  comparable  con  otro  ocu- 
rrido en  Caracas  hace  algunos  años,  pero  q^ue  tuvo 
curso  y  solución  diferentes.  Me  refiero  al  Ministro 
alemán,  quien  solicitó  y  obtuvo  de  nuestro  Gobierno 
certificado  escrito  de  su  carácter  público,  para  tran- 
sitar libremente  de  día  y  de  noche  por  las  calles 
de  esta  ciudad  en  todos  sentidos  cruzadas  de  patru- 
llas. De  suerte  que,  mi  aserción  primera,  queda  jus- 
tamente comprobada. 
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Otro  caso  ha  ocurrido,  si  mal  no  recuerdo,  en 
la  Kepública  de  Nicaragua,  por  diferencias  con  un 
cónsul,  caso   en  que  Alemania   no  tenía  otra  razón 

para  proceder  violentamente,  que  la  de  proteger  á 
sus  subditos  donde  quiera  que  se  hallaran.  Se  de- 
claró con  este  propio  motivo,  lo  respetado  que  son 
en  América  todos  los  extranjeros.  Y  yo  para  cai-ac- 
terizar  más  esta  verdad  debo  citar  el  caso  del  ho- 
norable caballero  E.  T.  O.  Middloton,  antiguo  Mi- 
nistro Besidente  de  S.  M.  B.,  quien,  después  de  haber 
terminado  su  larga  y  honrosa  carrera  diplomática, 
se  ha  hallado  tan  avenido  con  nuestra  sociedad  y 
cultura,  que  difícilmente  se  le  arrancará  del  seno 
de  una  Ilación  americana,  que  ha  venido  á  ser  para 
él  su  patria,  su  familia,  sus  lares.  Ha  resuelto  vivir 
todos  los  días  de  su  vida  entre  nosotros,  protegido, 
custodiado  y  guardado  por  el  afecto  invariable,  cons- 
tante y  firme,  de  una  sociedad  que  le  contempla  y 
le  quiere  como  á  hijo   suyo  muy  distinguido. 

Por  no  extenderme  demasiado  me  limito  á 
citar  ese  sólo  ejemplo,  que  prueba  cuan  respetados 
y  estimados  son  en  America  los  extranjeros  que  se 
hacen   dignos  de  nuestro  aprecio. 

Yo  me  olvidaría  mucho  del  deber  que  me  he 
impuesto  al  escribir  esta  obra,  si  no  tratara  de  des- 
impresionar a  los  habitantes  de  los  países  latino- 
americanos, del  infundado  temor  que  á  los  bombar- 
deos se  tiene.  Con  estos  se  nos  amonaza  constan- 
temente, prescindiéndose  de  la  ocupación  del  territorio 
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que   ha  probado  ser  funestísima  á   las  potencias  ex- 
tranjeras que   la  han   consumado   en    América. 

El  bombardeo  según  lo  han  calificado  eminentes 
estadistas  europeos,  no  es  sino  un  crimen  atroz^  que 
no  debe  hacernos  temblar. 

Guando  tengamos  la  razón  de  nuestra  parte,  no 
debemos  temer  á  ningún  poderoso,  ni  cometer  debi- 
lidades, ni  cejar  ante  el  derecho.  La  responsabilidad 
es  de  quien  comete  el  escándalo,  no  de  quien  se 
ampara  con   la  justicia. 

Tal  es  nuestra  actitud.  íío  es  aseveración  mia, 
sino  de  nuestro  Ministerio  de  Estado,  que,  en  la 
Memoria  de  Belaciones  Exteriores,  de  18T6,  hablan- 
do de  nuestras  diferencias  con  Holanda,  se  expre- 
sa así : 

"Hasta  ahora  el  estado  entre  Venezuela  y  Ho- 
landa es  el  de  mera  suspensión  de  relaciones  diplomá- 
ticas. Aunque  desde  principios  del  año  llegaron  á 
Curazao  algunos  buques  de  guerra  holandeses,  hay 
motivos  para  creer  que  su  presencia  allí  tiene  un 
objeto  diferente  del  de  encaminarse  á  nuestro  mares 
en  actitud  beligerante.  ÍTo  desea  Venezuela  la  gue- 
rra, no ;  mas  si  á  tal  extremo  adelantare  Holanda 
su  pretensión,  el  pueblo,  firme  en  su  derecho,  arros- 
trará todas  las  consecuencias  de  su  determinación, 
antes  que  consentir  la  mengua  de  la  soberanía  y 
dignidad  nacionales,  tan  encumbradas  hoy  al  ince- 
sante y  enérgico  esfuerzo  del  que  todo  lo  ha  re- 
generado  en  la  República." 
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Por  fortuna  para  nosotros  los  venezolanos,  ha 
Tenido  á  sustituir  en  el  gpder  al  General  Guzmán 
Blanco,  justamente  conocido  en  América  y  Europa 
con  el  título  de  Ilustre  Americano,  un  ciudadano  tan 
leal  á  sus  deberes,  que  no  dejará  perderse  los  esfuerzos 
hechos  por  aquel  personaje  en  el  sentido  de  levantar 
la  República,  en  sus  relaciones  internacionales,  á  la 
consideración  y  al  respeto  de  propios  y  de  extraños. 
El  General  Crespo  se  hombreará  con  la  justicia  para 
salvar  todo  lo  alcanzado  por  el  gobierno  anterior, 
y  hacer  ver  que  un  cambio  en  el  personal  de  la  Admi- 
nistración publica,  no  debe  alteraren  nada  el  principio 
esencial  gubernativo.  El  poder  y  la  Constitución 
son  los  mismos,  imperecedergs  ;  el  gobernante  no 
es  sino  un  accidente  en  quien  la  Nación  personi- 
tica  la  ley,  haciéndole  representante  del  ente  moral, 
la  República.  Tan  hermosa  prueba  do  buen  juicio, 
€n  un  hombre  tan  bien  intencionado,  como  nuestro 
actual  Presidente,  le  llenará  de  ghn'ia,  el  mejor  le- 
gado que  puede  dejar  á  su  familia  y  á  sus  hijos  ; 
y  el  don  más  trascendental  que  puede  hacer  á  su 
patria,  demostrando  que  el  gobierno  es  uno  é  in- 
divisible, que  las  responsabilidades  y  compromisos 
de   éste,  obligan  al  siguiente,  y  á  los  sucesivos. 

Establecer  el  poder  constitucional,  que  es  el 
poder  civil,  es  el  mayor  beneficio  político  que  pue- 
de hacer  un  mandatario  á  todas  estas  Repúblicas, 
tan  trabajadas  por  las  turbulencias  y  pronuncia- 
mientos de  una  ambición  sin  fin,  sin  programa,  sin 
objeto. 
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Gozamos  nn  día  de  paz,  j  creo  ver  descnbiertos- 
ante  mí  los  grandes  destinos  de  la  América,  que 
comenzarán  á  cumplirse  abierto  que  sea  el  Istmo 
de  Panamá  al  tráfico,  moyTmiento  y  confusión  de 
los  hombres  de  todas  las  razas  y  de  todos  los  pue- 
blos. El  Congreso  de  Panamá  ideado  por  Bolívar 
fue  el  principio  de  esta  revelación ;  el  Congreso  de 
la  Paz  en  Washington,  ideado  por  Blaine,  fue  la 
penúltima ;  la  apert,ura  del  Istmo,  realizada  por  Le- 
sseps,   es  la  última! 

Los  progresos  de  la  civilización  nos  traen  por 
estos  diversos  caminos,  al  camino  de  nuestras  obli- 
gaciones y   de   nuestros  deberes. 

Unidos  hasta  ahora  el  Norte  y  el  Sur,  la  na- 
turaleza como  que  indicaba  una  unión  perfecta  y 
sólida  entre  los  dos  hemisferios.  Mas,  no  realizán- 
dose, la  civilización  se  interpone  y  decide  de  nues- 
tra suerte,  separándonos  con  la  confusión  de  los  dos 
mares:   el  Atlántico  y  el  Pacífico, 

¿No  son  estos  indicios  señales  palpables  de  la 
necesidad  de  la  Confederación  latino-americana  ? 
Juzgo  que  sí,  y,  columbro  que  nuestro  primer  paso 
en  ese  sentido  es  la  reconstitución  de  Colombia, 
bajo  el  propio  sistema  federativo  de  la  raza  anglo- 
americana, conservando  cada  Estado  la  mayor  por- 
ción de  su  renta  aduanera,  y  un  sistema  eleccio- 
nario compatible  con  las  prácticas  de  las  Repú- 
blicas que  han  de  volver  á  confederarse.  Como 
paso  previo  debe  precederse  á  la  ratificación  y  canje 
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de  los  tratados  de  alianza  ofensiva  y  defensiva,  ce- 
lebrados en  Lima  en  1866,  para  afianzar  y  consa- 
grar la  responsabilidad  del  compromiso  general 
latino-americano. 

Reconstituida  Colombia,  ya  podría  pensarse  en 
pactar  alianzas  con  todas  las  demás  Repúblicas,  ó 
con  los  Estados  Unidos,  si  desgraciadamente  no 
consintieren  aquellas,  ó  con  España,  si  conviniere 
á  nuestros  intereses. 

La  satisfacción  de  estas  necesidades  es  de  día 
en   día  inevitable,  imprescindible. 

Intencionalmente  he  procurado  no  hablar  de  las 
diferencias  de  estas  Repúblicas  entre  sí  pendientes 
en  cuestiones  de  límites,  porque  creo  que  el  mejor 
medio  de  resolverlas,  es  el  arbitramento,  haciendo 
juez  arbitro,  en  cada  caso,  á  los  gobiernos  de  las 
Repúblicas  americanas  no  interesadas,  y  por  ningún 
motivo  á  extrañas  ISTaciones,  que  no  podrán  nunca 
conciliar  mejor  que  nosotros  mismos,  los  intereses 
que  nos  son   comunes. 

Para  abreviar,  compendiaré  en  los  ocho  números 
siguientes  el  pensamiento  de  esta  obra.  Por  su 
contenido  se  verá  que  no  puede  buscarse  en  mejor 
fuente  el  origen  de  nuestro  derecho  público  y  pri- 
vado. Varia  é  importante  materia  nos  suministran 
los  hechos  de  que  en  seguida  ^e  habla,  con  el  be- 
neficio de  procurarnos,  en  síntesis  general  unas  ve- 
ces, y  concreta  otras,  las  conclusiones  en  que  debe 
fundarse  nuestra  legislación  interna  y  externa. 
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1?  Kelación  histórica  de  las  dificultades,  con- 
troTersias,  reclamaciones  y  diferencias  de  Oolombia, 
primero,  y  luego  de  Venezuela,  en  el  curso  de  su 
trato  y  amistad  con  las  potencias  europeas. 

2?  Belación  idéntica  de  los  mismos  puntos  en 
lo  que  toca  a  las  demás  Kepúblicas  de  la  Améri- 
ca Meridional  en  sus  relaciones  diplomáticas  con 
Europa. 

3?  Esclarecimiento,  con  consulta  de  autores  y 
decisiones  de  los  gobiernos  europeos,  de  la  materia 
objeto  de  la  desavenencia. 

4?  Apreciación  de  los  hechos  finales  por  virtud 
de  las  dificultades  que  en  el  trato  internacional 
hayan  consumado  en  América  las  potencias  extran- 
jeras, y  apreciación  jurídica  sobrp  el  camino  que 
estas  mismas  potencias  han   debido  seguir. 

5?  Congreso  de  Panamá,  de  Lima,  de  la  Paz 
en  Washington,  etc. ;  y  tendencia  de  las  Kepúblicas 
americanas  á  establecer  un  derecho  propio  y  fijo 
que  les  sirva  de  guía  en  su  trato  internacional  con 
el  resto   del  mundo. 

6"  Estudio  sobre  el  sistema  consular  europeo 
y  americano. 

7?  Estado  actual  de  nuestros  negocios  diplo- 
máticos con  varios  gobiernos  europeos. 

8?  Influencia  anglo-americana  en  los  asuntos 
internacionales   de  Hispano-américa. 

Ya  preparo  el  segundo  tomo  que  se  ocupará  en 


la  discriminación  de  asuntos  importantes,  con  arreglo 
al  plan   propuesto. 

Indebidamente  he  titulado  este  primer  libro  in- 
troducción. Me  apresuro  á  rectificar  el  error  supli- 
cando al  lector  lo  tenga  por  la  primera  parte, 
y  agrego  que  este  primer  libro  no  contiene  sino 
conclusiones  definitivas,  pasadas  en  autoridad  de 
<$osa  juzgada. 


laí'. 


^^^^^. 


Caracas :  Julio  24  de  1884. 
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Importancia  que  se        Me    propoDgo  esciibir  uua  obra  que    rou- 

atribuye  á  la  necesidad  .        ,  e         e  ^  ^  «  -. 

de  ^ar  el  derecho  Ínter-    niendo    611    uno    Ó  más    volumenes   los    he- 

naeional  hispano-ameri-      ^i  ^„  i  ^  ^        ..       . 

cano.  Cüos    coDsumaaos    en    nuestro    territorio,    y 

hasta  donde  sea  posible,  en  el  territorio,  suelo,  ríos  y  ma- 
res de  todos  los  países  que  pueblan  las  comarcas  de  Cen- 
tro y  Sad -América,  por  virtud  de  nuestro  trato  con  las 
potencias  extranjeras  de  allende  el  Atlántico,  pueda  servir 
8i  nó  de  guía,  á  lo  menos  de  libro  de  consulta  paralas 
cuestiones  y  dificultades  sucesivas,  ocasionadas,  producidas  6 
desenvueltas  en  el  cirso  do  la  amistad  que  con  Europa  y 
otras  naciones   cultivamos. 

de^Tsto^Sbra.  El  objeto,  mira  y  tendencia  de  la  obra,  se 
descubrirán  en  la  presente  exposición,  destinada  á  plan- 
tear los  puntos  que  han  de  ser  en  ella  con  toda  puntualidad 
discriminados,  según   se  verá  en  estas  primeras  páginas. 

Unidad  de  la  legisla-        Oouvertidas  ya  casi    todas    estas  Eepúbli 

ción  internacional  hispa-  /•      i  i    ^  i         ^  ~    i 

no-americana.  cas    á    las   laborcs  de    la    paz,  que  señalan 

el  verdadero  asiento  del  engrandecimiento  y  da  la  prosperidad 
de  los  pueblos;  cruzadoKS  sas  mares  por  innumerables  líneas 
de  bnqaes  de  vapor,  y  el  cable  eléctrico  portador  cada  día 
de  las  nuevas  clel  progreso  y  civilización  universales;  comen- 
zados  los  trabajos  de  apertura  del  Istmo  de  Panamá,  que, 
terminado,  abrirá  nuevos  mercados  al  comercio  del  mundo; 
proyectándose  la  construcción  de  grandes  vías  ferrocarrileras, 
y  terminándose  otras  anteriormente  emprendidas,  es  llegado 
el  tiempo  de  fijar  una  regla  de  conducta  invariable,  franca, 

TOMO  X  1^ 


INTRODUCCIÓN 


firme  y  eiiérgica,  por  tod»  la  América  concertada,  para  tratar 
coD  las  potencias  earopeas.  CToa  debe  ser  naestra  legislación 
en  este  sentido,  como  ano  es  el  derecho  del  hombre  en  todas 
Jas  sociedades  y  en  todos  los  climas. 

Nuestras  relaciones  internacionales  con  Europa  deben  ten- 
der más  á  procarar  el  ensanche  de  nuestro  tráfico  mercan- 
til, que  á  fines  políticos  de  cualquier  naturaleza  que  sean. 

deWásbii^toD.      Asentando    Washington  este  mismo  principio, 
agrega  que,    ya    que    hemos    hecho   tratados,   debemos    cum- 
plirlos con    la    más  perfecta   buena    fe.    T  que  Europa  tiene 
an  cúmulo  de  intereses  primordiales  que  no  tienen  con  nosotros 
uinguna  ó  muy  remota  relación.    De  aquí  que  aquel  continente 
se  vea  con   frecuencia  envuelto  en  controversias  cuyas  causas 
son  esencialmente  extrañas  á  nuestra  incumbencia.    De  aquí 
también   inconveniente  que   nos  liguemos  con  lazos  artificiales 
en    las    ordinarias    vicisitudes    de    su    política,    d    ordinarias 
combinaciones  y  colisiones  de    sus   amistades  ó   enemistades. 
Nuestra  apartada  y  distante   situación,  nos  convida    y    hace 
aptos  para  perseguir  diferente  rumbo.    Si  permanecemos  sien- 
do  un   pueblo  unido,   bajo   un  Gobierno  eficiente,  no  veremos 
muy  remoto  el  tiempo  ó  período  en  que  podamos  contemplar 
con  desden  el  daño  exterior ;  en  que  podamos  tomar  tal  actitud 
capaz  de   hacer  respetar  escrupulosamente  la  neutralidad  que 
nos  convenga  imponer ;  en  que  las   naciones  beligerantes,    en 
la  imposibilidad    de    sacar    ventajas  de    nosotros,    apenas  se 
atreverán  á  provocarnos;  en  que  podamos  elegir  entre  la  paz 
y  la  guerra,    según   lo  aconsejen    nuestros  intereses,   guiados 
por  la  justicia.    ¿  Por  qué  renunciar  las  ventajas  de   una  posi- 
ción tan  peculiar?     ¿  Por  qué  dejar  nuestra  cansa  por  la  agena  ? 
¿  Por  qué,  enlazando  nuestra  suerte  con  la  de    alguna  de  las 
partes  de  Europa,  embarazar   nuestra    paz    y   prosperidad   en 
la  red  de  la  ambición,    rivalidades,   intereses,   carácter    ó  ca- 
prichos europeos?    Nuestra  verdadera   política  estriba  en   go- 
bernar libres  de  alianzas  permanentes    con    cualquier   porción 
del   mundo  exterior,  tanto  más  cuanto  que  estamos  en  liber- 
tad de  hacerlo. 
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d?MoSoe.  Y  luego,  Mr.  Monroe,  Presidente  de  los  Es- 
tados Unidos,  se  expresa  como  sigae:  ^'  el  Gobierno  ame- 
ricano considera  los  gobiernos  de  facto  como  legítimos,  y  se 
faa  propuesto  en  todas  ocasiones  mantener  relaciones  amisto- 
sas con  los  Estados  de  Europa,  y  conservarlas  por  medio  de 
una  política  franca,  firme  y  leal,  reconociendo  siempre  sus  jus- 
tas reclamaciones,  y  no  tolerando,  por  ningún  motivo,  ni  in- 
sultos ni  violencias  de  su  parte.  Sólo  cuando  son  hollados  ó 
seriamente  comprometidos  nuestros  derechos,  ó  cuando  nos  sen- 
timos heridos  en  nuestra  dignidad  nos  preparamos  para  de- 
fendernos. Sin  embargo,  nuestro  interés  por  todo  lo  que  ocu- 
rre en  esta  parte  de  nuestro  hemisferio  es  grande,  y  la  causa 
ÚQ  ello  no  puede  ser  más  racional  y  justa.  El  sistema  polí« 
tico  de  las  potencias  europeas  aliadas  es  esencialmente  distin- 
to del  que  hemos  adoptado,  y  esta  difereocia  proviene  de  la 
•que  existe  en  los  respectivos  Gobiernos.  Pues  bien,  teniendo 
en  cuenta  los  lazos  de  amistad  que  nos  uoen  con  dichas  po- 
tencias aliadas,  debemos  declarar  que  consideraremos  como  pe- 
ligrosa á  nuestra  tranquilidad  y  seguridad,  cualquiera  tenta- 
tiva de  querer  extender  su  sistema  político  sobre  nuestro  he- 
misferio. El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  no  intervendrá 
jamás  en  las  colonias  americanas  de  las  potencias  de  Europa ; 
pero  estimará  como  acto  de  hostilidad  cualquiera  intervención 
extranjera  que  tenga  por  objeto  la  opresión  de  los  Estados 
que  han  declarado  su  independencia  y  la  han  conservado. 
Ki  está  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  en  las  mismas  cir- 
cunstancias respecto  de  los  países  de  América.  Es  imposible 
que  Europa  extienda  su  sistema  sobre  cualquiera  de  los  países 
de  este  continente  sin  que  amenace  nuestro  bienestar,  y  es  cosa 
fundada  presumir  que  nuestros  hermanos  del  Sur,  entregados  á 
sí  mismos,  rechazarían  tal  sistema  político.  ]^o  podemos,  por 
tanto,  mirar  con  indiferencia  que  tal  política,  bajo  cualquiera 
forma  que  sea,  domine  en  los  territorios  americanos.  Compa- 
rando la  fuerza  y  los  recursos  de  España  con  los  de  los  nue- 
vos Estados,  y  teniendo  en  cuenta  la  distancia  que  los  se- 
para, es  evidente  que  España  no  volverá  jamás  á  reducirlos 
á  su  autoridad.    Pero  sea  de  ello   lo  que  quiera,  la  política  de 
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los  Estados  unidos  consiste  en  la  inteligencia  de  qne  las  de-^ 
más  potencias  obrarán  del  mismo  modo,  dejando  que  las  par- 
tes mismas  resuelvan  la  cuestión.  ^ 

Estas  declaraciones  del  Mensaje  del  Presidente  de  los  Es- 
tados Unidos  ejercieron  en  toda  Earopa  ana  influencia  muy 
notable  en  favor  de  la   política  americana. 

de  Mi^^B^ham.  Mr.  Brougham  no  tuvo  inconveniente  en  de— 
cir  que  se  había,  por  fin,  resuelto  la  cuestión  de  las  co- 
lonias españolas,  y  que  todos  los  amigos  de  la  libertad  estaban 
de  enhorabuena.  Y  Sir  James  Mac-Intosh  expresándose  del 
mismo  modo,  dijo :  que  su  más  vivo  deseo  era  qne  Inglaterra 
y  la  Bepública  Norte-americana  marcharan  siempre  unidas,  y 
defendieran  juntas  la  causa  déla  libertad  y  de   la  justicia. 

poiíSca*?r*iDgiatewa.  L»  íofluencia  que  esta  actitud  decidida  del 
Gobierno  americano  tuvo  sobre  la  vacilante  del  Gobierno 
inglés  fue  grande  y  poderosa;  y  como  dice  un  publicista 
Norte- americano;  los  gobiernos  absolutos  de  Europa  no  se 
atrevieron  á  empeñar  una  guerra  contra  un  poder  moraKy 
material  incontrastable  como  el  que  hubieran  ejercido  Ingla- 
terra y  los  Estados  Unidos  combatiendo  en  defensa  de  los 
gobiernos  constitucionales* 

de^°cSro.  Hablando  Calvo  de  la  segaudü  parte  de  la  d(jc- 
trina  de  Monroe,  expone:  que  en  la  época  de  las  declaraciones 
hechas  por  éste  (Monroe),  los  únicos  Estados  europeos  que  tenían 
posesiones  eu  la  América  del  Noite,  eran  luglaterra  y  Eusia. 
Que  España  habia  cedido  parte  de  los  territorios  que  ocupaba 
á  los  Estados  Unidos  y  habia  perdido  por  la  revolución  me- 
jicana, el  imperio  de  Moctezuma.  Que  en  Setiembre  de  1821, 
el  ruso  reclamó  la  posesión  de  ciertos  territorios,  situados  ha- 
cia el  Norte  de  esta  parte  del  continente  americano.  Que  esta 
reclamación  venía  á  complicar,  y  casi  á  echar  por  tierra,  las 
estipulaciones  del  tratando  de  1818  entre  Inglaterra  y  los  Es- 
tados Unidos,  en  virtud  del  cual  podian  ocupar  en  común  du- 
rante diez  años  todo  territorio  que  pudiera  ser  reclamado  por 
cualquiera  de  los  dos  Estados,  al  Noroeste  del  continente,  en  - 
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tendiéndose  que  esta  ocapación  no    perjadicaría  los    derechos 
•que  correspondieran    á  cada  ano  de  los  contratantes. 

Mr.  Adams,  qne  desempeñaba  entonces  en  los  Estados 
Unidos  la  Secretaría  de  Eelacioues  Exteriores,  autorizó  al  re- 
presentante en  Londres,  para  que  tratara  libremente  con  el 
Gobierno  inglés  acerca  de  este  asanto,  y  envió  al  mismo  tiempo 
copia  de  las  instracciones  al  Ministro  de  los  Estados  Unidos 
en  San  Petersbargo.  Los  principios  que  servían  de  base  ó  las 
instracciones  de  Mr.  Adams  eran,  qae  España  habia  perdido 
A  consecaencia  de  los  tratados  y  de  las  revoluciones  sus  de- 
rechos sobre  los  territorios  americanos ;  que  los  Estados  Unidos 
no  podian  admitir  qae  el  territorio  americano  faese  nueva- 
mente colonizado  por  los  Estados  de  Europa  en  la  parte  que 
no  les  estaviese  sometida,  y  que  la  soberanía  de  las  naciones 
que  se  habian  constituido  en  América,  bastaba  para  que  pu- 
diera considerarse  como  extendida  á  todo  el  continente,  respe- 
tando sólo  los  derechos  adquiridos.  Las  consecuencias  de  estas 
premisas  se  reduelan,  segdn  Mr.  Adams,  á  que  el  continente 
americano  no  volvería  á  ser  colonizado,  y  que  poblado  por 
Estados  libres  y  naciones  civilizadas,  no  sería  accesible  á  los 
europeos  sino  bajo  principios  de  absoluta  igualdad,  convirtién- 
dose el  Océano  Pacífico  en  un  mar  libre  como  el  Atlántico, 
y  dejando  la  navegación  de  los  ríos  y  aguas  jurisdiccionales 
á  lo  que  sobre  ella  determinaran  los  Estados  americanos.  Es- 
tas instrucciones  contienen  en  su  fundamento  la  declaración 
del  Presidente  Monroe  sobre  los  territorios  no  ocupados  de 
América.  Así,  Dana  observa  que  Mr.  Adams  es  verdaderamente 
el  autor  de  esta  parte  de  la  doctrina  de  Monroe. 

El  Gobierno  inglés  se  opuso  enérgicamente  á  esta  declara- 
ción, estimando  que  los  títulos  que  hasta  aquella  época  le 
habian  dado  derecho  á  territorios  americanos,  debian  ser  válidos 
y  producir  los  mismos  efectos  en  otra  cualquiera  ocasión  ;  pero 
Mr.  Monroe  posteriormente  en  su  Mensaje  insistió  en  declarar 
4][ue  América  habia  dejado  de  estar  sujeta  á  nuevas  coloniza- 
ciones europeas. 

Gomo  á  primera  vista  se  descubre,  el  objeto  y   fin   de  Mr. 
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MoDroe  era  extender  los  prineipioA  del  derecho  público  europeo» 
á  los  territorios  americanos,  cortando  así  las  pretensiones  mal 
encabiertas  ó  resueltamente  sostenidas  por  Inglaterra  y  Bastía. 
Pero  esta  declaración  era  sn mámente  lata.  Se  podía  entender 
por  ella  que  los  Estados  unidos  se  declaraban  come  protec- 
tores supremos  de  los  demás  Estados  americanos,  cuyos  terri- 
torios no  tenían  inconveniente  en  garantizar.  Así,  para  apre 
ciar  su  importancia  práctica  y  el  pensamiento  cardinal  que  lo 
determina,  hay  que  atenerse  á  los  hechos  posteriores  que,  co?) 
cretándola,  no  podían  menos  de  definirla  en  toda  su  extensión. 
Uno  de  estos  hechos  fue  el  Congreso  de  Panamá. 

Hasta  aquí  el  Doctor  Calvo.  Es  mi  deber,  antes  de^ 
ocuparme  en  el  asunto  Congreso  de  Panamá,  señalar  que 
Bolívar,  como  más  adelante  se  verá,  había  pensado  en  e¡ 
Congreso  de  Panamá  desde  1818,  y  que  el  Presidente 
Monroe  dio  á  conocer  su  doctrina  el  2  de  Diciembre  de 
1823,  en  su  Mensaje  de  inauguración  de  las  sesiones  del 
Congreso  americano. 

co¿Mw'de^p¿Sl'má.  *'  Scgún  uos  dcscubreu  las  palabras  ante- 
puestas á  la  composición  distinguida  con  ese  título,  la  his- 
toria de  Bolívar  está  á  punto  de  enriquecerse  con  los  trabajos 
del  General  Daniel  Florencio  O'Leary,  servidor  espontaneo  de 
la  independencia  desde  1811,  y  edecán  del  Libertador  desde 
1817,  hasta  su  muerte.  Tanto  más  apreciables  por  sus  Memo- 
rias inéditas,  cuanto  su  carácter  de  extranjero,  su  alta  ilustración 
en  los  diferentes  puestos  que  desempeñó  ya  como  militar, 
ya  como  diplomático,  la  circunstancia  de  ocupar  tanto  tiempo  el 
lado  del  grande  hombre  y  sus  cualidades  personales  de  austeri- 
dad y  honradez,  le  constituyen  testigo  muy  calificado  de  los  he- 
chos que  depone*  La  muestra  que  en  el  Repertorio  se  nos  presenta, 
basta  para  graduar  el  mérito  de  esa  nueva  contribución  con  que 
los  dignos  hijos  del  procer  augusto  quieren  favorecer  á  Vene 
zuela. 

Es  una  reseña  del  célebre  Congreso  de  Panamá,  en  cuya 
contemplación  se  extasiaba  anticipadamente  el  entusiasta  Obis- 
po de  Malinas,  siempre  tan  amigo  do  América,  que  el  Cuerpo 
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Legislativo  de  Oolombia  le  acordó  un  voto  de  gracias.    El  asan- 
to  no  tiene  sólo  an  interés  histórico :  la  necesidad  de  la  unión  de 
estos  pueblos  débiles  es  hoy  el    voto  del  patriotismo  en  todos 
ellos,  como  fue  al  principio  concepción  de  Bolívar.    El  la  an- 
tevio con  el   catalejo   de    su  perspicaz    inteligencia.    Los   que 
tienden  una  mirada  á  los  anales  del  nuevo  mundo,  se  sienten 
impulsados  á  confesar  la  superior    previsión   de  aquel  político. 
Quería  él  prevenir  los  males  de  sus  flaquezas  en  las  relaciones 
con   las  grandes    x^^^^^^^i^s  9  quería  extin/i^uir    los  gérmenes  de 
discordia  civil,  quería  matar  el    espíritu  de    las  revueltas,  que- 
ría establecer    medios    pacíficos  y  terminar   las    disputas  entre 
las  mismas  naciones,  para  que  formasen  una  sola,  pujante,  res- 
petable,  capaz    de    progreso    y  engrandecimiento    y  de    una 
igualdad,    no    escrita  en    el   papel,    sino   verdadera,    efectiva, 
práctica,  con  los  poderosos  de  la  tierra.    Malogróse  el  proyecto  : 
sólo  cuatro  Bepúblicas  asistieron  á  Panamá   por  medio  de  sus 
Plenipotenciarios,  después  de  no  pocas  dilaciones  y    cntorpeci- 
mifentos;   otras  faltaron    ó    por   adversas    á    la    idea,    ó    por 
envueltas    en  disidencias   domésticas:    los  tratados  y  conven- 
ciones   allí  suscritos  no  alcanzaron  la  aprobación   ni  del  pro- 
motor del    pensamiento,  ni  de    las  Legislaturas    de    las  partes 
representadas  en  la  capital  del  Istmo,  excepto  la  de  Colombia,  y 
la  falta  de  ratificación  y  canje  los   redujo  á  letra  muerta.    A 
pesar  de  haber  acordado  los  Ministros  proseguir  las  sesiones 
en  Taeubaya  por  la  insalubridad  de  Panamá,  y  juntarse  en  lo 
sucesivo  cada  dos  años,  no  tuvieron  ningunas  otras  conferen- 
cias.   Las  tempestades  políticas  de  los  posteriores  á  1826  obs- 
taron á  que  el  Libertador  volviese  á  ocuparse  en  el  empeño, 
y  desde  entonces  se  perdió  de  vista.    A  poco  la  grandiosa  Co- 
lombia, aliada  é  íntima  amiga  del  Pera,  que  le  debía  su  liber- 
tad, se  halló  envuelta  con  esta  hermana  en  la  guerra  que   ter- 
minó por  la  acción  de  Tarqui.    Sobrevino  la  destrucción  de  la 
gran  Bepública ;    la  paz  entre  Venezuela  y  las  otras  dos  sec- 
ciones corrió  graves    peligros,  y  estas  últimas  llegaron  efecti- 
vamente á  las   manos.    Mientras  se  verificaban  tales  sucesos, 
falleció  el  hijo  predilecto  de  Caracas,  cuyas  últimas  palabras 
á  los   colombianos  demuestran  el  profundo  convencimiento  que 
de  la  excelencia  de  la  unión  conservó  hasta  el  fin  de  sus  días. 
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Antes  de  referir  alganas  de  las  consecaencias  engendradas  por 
el  malogro  de  la  idea,  y  las  tentativas  que  por  realizarla 
se  han  hecho  de  caando  en  caando,  advertiré  la  equivocación 
de  un  artículo  publicado  en  el  número  3.137  de  La  Opinión 
Nacional.  Su  autor  duda  de  que  se  originase  en  el  cerebro 
de  Bolívar^  ó  en  el  de  O'Higgins.  Se  funda,  como  se  ve  de 
la  nota  puesta  á  ese  pasaje  en  que,  si  el  primero  invitaba  al 
proyecto  en  8  de  Enero  de  1822,  el  último,  en  su  manifiesto 
de  6  de  Mayo  de  1818  á  los  pueblos  de  Ghile,  hizo  referencia 
á  <^la  gran  confederación  en  el  continente  americano,  capaz  de 
sostener  una  libertad  política  y  civil."  Oaso  de  estribar  la 
duda  en  mejor  apoyo,  la  reseña  misma  del  General  O'Leary 
la  confuta.  Ko  sólo  nos  dice  que  Bolívar  presentó  oficialmente 
el  proyecto  á  Buenos  Aires  en  1818,  sino  también  que  escribió 
de  él  á  un  amigo  en  Jamaica  el  año  de  1815,  aun  cuando  las 
angustias  de  su  situación  lo  tenían  reducido  á  la  impotencia. 
Para  contradecir  con  buena  suerte  al  cronista  que  entró  en 
servicio  de  Venezuela  desde  1811,  que  se  halló  asi  en  tan 
feliz  proporción  de  averiguar  lo  cierto,  y  que,  sobre  estas  cua 
lidades,  aduce  documentos  en  corroboración  de  su  palabra,  se  ne- 
cesitaban otros  testimonios,  mayormente  cuando  aquella  va  acor- 
de  con  la  de  los  pocos  historiadores  que  han  fijado  sn  atención  en 
este  asunto,  y  la  de  los  demás  no  la  impugna.  Aunque  fuese 
de  otro  modo,  esto  no  redundaría  en  descrédito  de  Bolívar- 
Antes  que  él  otros  habían  trabajado  por  la  independencia,  y 
sólo  á  él  tocó  encaminar  la  realización  de  la  empresa. 

del  con^¿eBo.  Nadie  los  cxplicará  mejor  que  el  mismo  pa- 
dre del  designio,  cuando,  como  encargado  del  supremo  mando 
de  la  Eepública  del  Perú,  invitó  á  las  demás  el  7  de  Diciembre 
de  1824  á  enviar  sus  Bepresentantes  al  Istmo  de  J^anamá  con  el 
fin  de  celebrar  una  Asamblea  general. 

^<  Después  de  quince  anos  de  sacrificios  consagrados  á  la 
libertad  de  América,  por  obtener  el  sistema  de  garantías  que, 
en  paz  y  en  guerra,  sea  el  escudo  de  nuestro  nuevo  destino; 
es  tiempo  ya  de  que  los  intereses  y  las  relaciones  que  unen 
entre  sí  las  Bepúblicas    americanas,  antes   colonias  españolas. 
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tengan  ana  base  fandamental  qae  eternice,  si  es  posible,  la  da- 
ración  de  estos  Gobiernos. 

'^  Entablar  aqael  sistema  y  consolidar  el  poder  de  este 
gran  caerpo  político  pertenece  al  ejercicio  de  ana  autoridad 
sublime,  qae  dirija  la  política  de  nuestros  Gobiernos,  cuyo  influjo 
mantenga  la  uniformidad  de  sus  principios  y  cuyo  nombre  solo 
calme  nuestras  tempestades.  Tan  respetable  autoridad  no 
puede  existir  sino  en  una  Asamblea  de  Plenipotenciarios  nom- 
brados por  cada  una  de  nuestras  Bepúblicas,  y  reunidos  bajo 
los  auspicios  de  la  victoria,  obtenida  por  nuestras  armas  con  • 
tra  el  poder  español." 

^<  Diferir  por  más  tiempo  la  Asamblea  general  de  los  Pleni- 
potenciarios de  las  Eepúblicas  que  de  hecho  están  ya  confede- 
radas, hasta  que  se  verifique  la  accesión  de  las  demás,  s^ía 
privarnos  de  las  ventajas  que  produciría  aquella  Asamblea  desde 
su  instalación.  Estas  ventajas  se  encuentran  prodigiosamente, 
si  se  contempla  el  cuadro  que  nos  ofrece  el  mundo  político  y  muy 
particularmente  el  continente  europeo." 

"  El  día  que  nuestros  Plenipotenciarios  hagan  el  canje  de 
sus  poderes,  se  fijará  en  la  historia  diplomática  de  América 
ana  época  inmortal.  Guando,  después  de  cien  siglos,  la  pos- 
teridad busque  el  origen  de  nuestro  derecho  público,  y  recuerde 
los  pactos  que  consolidaron  su  destino,  registrará  con  respeto 
los  protocolos  del  Istmo.  En  él  encontrarán  el  plan  de  las 
primeras  alianzas,  que  trazará  la  marcha  de  nuestras  relacio- 
nes con  el  Universo.  ¿  Qué  será  entonces  el  Istmo  de  üorinto 
comparado  con  el  de  Panamá?" 

El  Vicepresidente  de  Colombia  contestó  : 

'<Es  para  mí  muy  satisfactorio  el  aseguraros  que,  hallán- 
dome animado  de  vuestros  mismos  sentimientos,  he  tomado 
de  antemano  todas  las  medidas  eficaces  para  acelerar  la  rea- 
lización de  un  acontecimiento  tan  esencial  á  nuestra  seguridad 
y  dicha  futura.  Las  necesidades  de  los  nuevos  Estados  ame- 
licanog^  »u  posición  con  respecto  á  la  Europa  y  la  terquedad 
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del  rey  de  España  en  uo  reconocernos  como  potencias  sobe- 
ranas, exigen  ahora,  más  qne  nanea,  de  nosotros  y  uaestros 
caros  aliados,  el  adoptar  nn  sistema  de  combinaciones  políti- 
cas qne  ahoguen  en  su  cana  caalquier  intento  dirigido  á 
envolvernos  en  naevas  calamidades.  El  principio  peligroso  de 
intervención  qae  alganos  Gabinetes  del  antigao  mundo  han 
observado  y  practicado  con  calor,  merece  de  nuestra  parte  una 
seria  consideración,  así  por  su  tendencia  á  alentar  las  a^nor- 
tignadas  esperanzas  de  nuestros  obstinados  enemigos,  como 
por  las  consecuencias  fatales  que  produciría  en  América  la 
introducción  de  una  máxima  tan  subversiva  de  los  derechos ' 
soberanos  de  los  pnebios." 

^e^c^i^  I^e    la   respuesta  del  Supremo  Director  de  Chi- 

le se   toma  el  siguiente  pasaje : 

**  El  Director  puede  asegurar  al  Consejo,  que  hace  mucho 
tiempo  que  este  sublime  proyecto  ocupa  su  atención;  pues 
está  íntimamente  persuadido  de  que,  después  de  haber  con- 
seguido la  América  su  libertad,  á  costa  de  tantos  sacrificios, 
su  realización  es  el  úuico  medio  que  se  le  presenta  de  asegu- 
rarla para  siempre,  de  consolidar  sus  instituciones,  y  de  dar 
un  peso  inmenso  de  opinión,  de  majestad  y  de  fuerza  á  estas 
nuevas  naciones,  que  aisladas  son  pequeñas  á  los  ojos  de  las 
potencias  europeas,  y  reunidas  forman  un  todo  respetable,  tan 
capaz  de  contener  pretensiones  ambiciosas,  como  de  intimidar 
á  nuestra  antigua  metrópoli.  Así  es  que  las  sabias  reflexio- 
nes que  el  Consejo  se  sirve  hacer  en  su  citada  nota  sobre  este 
laudable  objeto,  sólo  han  servido  para  aumentar  su  convic- 
ción y  persuadirlo  de  la  urgente  necesidad  de  que  cuanto  an- 
tes se  efectúe." 

Colombia  propuso  al  Perú  y  demás  aliados,  fuera  de  otros^ 
artículos   de  circunstancia,  los  siguientes : 

1®  **  La  renovación  solemne  entre  los  confederados  de  los 
pactos  de  unión  y  de  alianza  ofensiva  y  defensiva  contra 
España  y   cualquiera  otra   nación   que  intentara  subyugarlos. 

20  u  Publicar  un  manifiesto  en  que  se  exhibieran  las  mez- 
quinas miras  de  España,  los   grandes  males  que  su  Gobierno 
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había  causado  á  la  Amérioa,  y  !a  política  que  ésta  se  pro- 
ponía seguir  respecto  á  las  naciones  extranjeras,  es  decir, 
amistad  y  estricta  neutralidad  para  con  ellas." 

3**  "Adoptar  medidas  respecto  á  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto  Eico,  y  en  caso  que  se  resolviese  emanciparlas,  resolver 
sobre  su  futuro  destino." 

4?  "  Resolver  si  las  mismas  medidas  debenan  adoptarse 
respecto  de  las  otras  colonias  de  España,  las  islas  Canarias 
y  las  Filipinas." 

5*  "  Celebrar  tratados  de  comercio  y  de  navegación  entre 
los  aliados." 

Entre  los  aliados  y  loa  neutrales  se  tratarían  estos  ar- 
tículos : 

1**  "La  adopción  de  medidas  para  hacer  eñcaz  la  decla- 
ración del  Presidente  de  los  Estados  Unidos  del  Norte  al 
Congreso  de  aquella  República  para  frustrar  en  lo  venidero 
toda  tentativa  de  España,  de  colonizar  el  continente  ame- 
ricano." 

2®  "  Establecer  principios  fijos  de  derecho  internacional 
con  el  fin  de  evitar  choques  sobre  puntos  controvertibles  y 
más  particularmente  los  que  pudieran  adoptarse  entre  par- 
tes, de  las  cuales  una   fuese  beligerante  y  la  otra  neutral." 

3?  "Fijar  las  relaciones  políticas  y  comerciales  que  de- 
ben existir  entre  las  partes  contratantes  y  los  Estados  que, 
como  Haití,  han  declarado  su  independencia  de  la  metrópoli 
á  que  pertenecían,  pero  no  han  sido  reconocidos." 

4®    "  Abolir  el  tráfico  de  esclavos  de  África." 
50    u  p^jr.^^   evitar  la  ruina  que    naturalmente    causaría  la 
invasión  de  uno  de  los    nuevos  Estados,  si  sólo  tuviese  que 
sufrir  el  peso   de  la   guerra,   determinar  los    subsidios  y  con- 
tingentes con  que  los  confederados  deban  contribuir." 

6**  "Adoptar  un  plan  de  hostilidades  contra  España  con 
el  fin  de  obligarla  á  reconocer  la  independencia  de  los  cou> 
federados.  Prohibir  todo  comercio  directo  ó  indirecto  con  Es- 
paña ;  y  confiscar  la  carga  y  el  buque  que  la  importara.    Ce- 


12  INTRODUCCIÓN 


rrar  los  paertos  de  todas  las  Eepúblicas  para  los  españoles  qae 
darán  te  el  carso  de  la  revol  ación  babiesen  emigrado,  y  se- 
caestrar  sa  propiedad  mientras  se  celebra  la  paz.  Fomentar 
an  sistema  de  corso  para  acosar  el  comercio  español.  El  com- 
promiso de  los  confederados  de  no  celebrar  la  paz  por  se- 
parado.'' 

70  «Procarar  la  fijación  de  límites  territoriales  para  los 
naevos  Estados  adoptando  el  uti  possidetis  al  comenzar  la  re- 
volución." 

8"  '^  Gomo  la  América  necesita  an  largo  período  de  re- 
poso y  de  paz  para  reponerse  de  los  males  qae  ha  sufrido 
darante  I^  gaerra  con  España ;  y  como  ya  se  deja  ver  gran- 
de propensión  á  soberanías  ó  independencias  nacionales,  de- 
berá establecerse  qaé  porción  de  los  naevos  Estados  deberá 
considerarse  representante  de  la  soberanía  y  de  la  voluntad 
nacional  y  de  qué  manera  debe  establecerse  esto  para  que 
surta  efectos  legales." 

9^  <<  Decidido  este  punto,  se  declarará  que  1«8  Estados 
americanos,  lejos  de  fonentar  y  de  auxiliar  las  miras  de  los 
descontentos  y  ambiciosos  que  intenten  turbar  la  tranquilidad 
y  el  orden  público,  deberán  por  el  contrario  cooperar  con  el 
fin  de  sostener  los  Gobiernos  legítimamente  constituidos  por 
todos  los  medios  que  estén  ásu  alcance." 

10?  '' Al  ratificarse  por  los  diferentes  Gobiernos  los  trata- 
dos celebrados  por  el  gran  Gongreso  federal  de  los  Estados 
americanos,  deberá  declararse  que  esos  tratados  son  el  código 
del  derecho  público  americano,  y  que  es  obligatorio  para  los 
Estados  que  formen  el  Gongreso." 

Más  después  Golombia  añadió  los  nuevos  artículos  siguientes : 
!•    "  Que  la  pena  del  que  no  se  conforme  con  las   deci- 
siones de  la  Gonfederación  cuando  esta  haya    de  obrar  como 
arbitro  entre  dos  de  sus  miembros,  4sea  la  exclusión." 

2*    ^^Que   ninguno  de    los    confederados    puede    contraer 
alianza  con  una  potencia  extraña;  no  pueden   contraerla  tam 
poco  dos  ó  más  de  ellos  entre  sí  con  independencia  del   resto." 

3^    "Que  la   Ooufe<ieración  sea   mediador  necesario  en  las 
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desaveneucias  qae  por    desgracia    ocurran    entre  nno    de  los 
confederados  y  nn  extraño." 

á**  ^^Quo  la  Asamblea  del  Istmo  por  sí  ó  por  medio  de 
las  personas  á  quienes  delegare  la  competente  autoridad  pueda 
estipular  y  concluir  á  nombre  de  la  Gonfederación  ano  ó  máa 
tratados  de  alianza  puramente  defensiva  dirigida  á  la  conser- 
vación de  la  paz  f   y 

5^  ^<Qne  dicha  Asamblea  baya  de  renovar  sus  sesiones 
en  períodos  fijos  y  determinados." 

Tales  objetos  pueden  dividirse  en  varias  clases. 

Unas  que  miraban  á  la  conservación  de  la  tranquilidad 
doméstica. 

Otros  que  se  referían  á  la  alianza  ofensiva  y  defensiva  de 
las  partes,  á  fin  de  completar  la  obra  de  la  independencia. 

Otros  encaminados  á  establecer  entre  los  contratantes  re- 
laciones civiles  y  comerciales. 

Otros  relativos  á  las  posesiones  que  á  España  quedaban 
en  el  Atlántico  y  el  Mar  índico. 

Otros  concernientes  á  la  uniformidad  de  principios  de  de- 
recho internacional,   ó  sea  el  código  Americano. 

Otros  explicativos  de  la  infundada  conducta  de  España 
en  no  reconocer  las  nuevas  naciones,  y  la  política  de  ellas 
cou  las  demás. 

Otros  de  que  se  esperaba  el  mantenimiento  de  la  amistad 
entre  los  confederados,  como  el  de  fijación  de  sus  límites. 

Otros  de  humanidad  y  civilización,  como  el  de  abolir  el 
tráfíeo  de  esclavos  de   África. 

Los  tratados  suscritos  por  los  Plenipotenciarios  reunidos 
en  Panamá  no  contienen  nada  acerca  de  algunos  de  estos 
puntos.  De  donde  es  lícito  inferir  que  se  opusieron  á  ellos 
los  Eepresentantes  del  Peiú,  Guatemala  y  Méjico,  respecto 
de  que  no  podían  dejar  de  sostenerlos  eficazmente  los  de 
Oolombia,  (le  cuyo  Gobierno  emanaron.  Lástima  es  que  no 
tengamos  los  protocolos  de  las  conferencias  del  Congreso, 
porque  ellos  arrojarían  suficiente  luz  sobre  este  negociado. 
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Ko  86  escondía  á  Bolívar  la  necesidad  de  discarrir  algúu 
medio  de  evitar  las  turbaciones  internan  de  los  Estados,  los 
cuales  iban  á  inutilizar  tantos  y  tantos  esfuerzos  y  sacrificios, 
y  por  eso  deseaba  una  liga  parecida  á  la  anñctiónica.  Cono- 
cedor del  carácter  americano,  habiendo  luchado  desde  el  princi- 
pio con  los  obstáculos  nacidos  de  las  malas  pasiones,  palpaba 
que  el  mayor  peligro  de  los  independientes  no  tanto  consistía 
en  la  prosecución  de  la  guerra  con  España,  ya  casi  terminada^ 
como  en  las  desavenencias  que  iban  á  suscitarse  entre  ellos 
mismos  por  cuestiones  de  constitución,  de  leyes,  de  partidos, 
de  mando.  Penetraba  que,  destruyéndose  con  las  discordias 
intestinas  todo  elemento  de  prosperidad  y  grandeza,  se  vería 
América  expuesta  á  caer  otra  vez  en  manos  de  Espafia,  ó  á 
ser  juguete  de  las  demás  potencias.  Oon  tan  buenos  funda- 
mentos deseaba  poner  diques  al  espíritu  de  revueltas,  y  clara- 
mente se  dice  en  los  puntos  8^  y  9^  propuestos  por  Colombia  á 
los  aliados  y  á  los  neutrales.  Sólo  así  se  habría  conseguido 
la  perfecta  unidad  de  los  pueblos  americanos,  y  presentádo- 
sela  al  mundo  con  los  brillantes  caracteres  que  el  iniciador  del 
proyecto  se  imaginaba. 

No  se  proponía  él  hacer  de  Estados  harto  grandes  y  es- 
parcidos uno  solo  para  dominarlo;  no,  su  anhelo  era  que  la 
paz  de  cada  cual  se  cimentase  en  los  más  sólidos  fundamentos, 
de  modo  que  se  alejasen  los  trastornos. 

El  señor  O'Leary  le  vindica  de  los  cargos  que  arrojaron 
sobre  él  la  envidia  y  la  mezquindad,  y  demuestra  que  dejó  á 
los  Plenipotenciarios,  aun  consultado  por  uno  de  ellos,  proceder 
<;on  amplia  libertad,  cuando,  de  lo  contrario,  habría  bastado 
una  palabra  suya  para  inclinarlos  adonde  quisiese. 

Más  sana  y  grandiosa  aspiración  sería  imposible  hallarla. 
Yarios  sistemas  se  han  ideado  en  favor  de  la  conservación 
de  la  paz  internacional;  algunos  en  pro  del  mantenimiento 
del  sosiego  doméstico.  Ambos  problemas  están  aún  por  re- 
solver; sobre  todo  el  último.  Enlazarlos  en  América  habría 
sido  un  portento  digno  de  pirau^oiiarse  con  las  hazañas 
bélicas.  Figurémonos  adonde  habría  llegado  América,  si  no 
hubiese  caido  sobre  ella  el  azote  de  las  revoluciones. 
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Como  las  colonias  inglesas  del  Norte  formaban  un  solo 
paeblo,  y  juntas  gaerrearou  por  la  independencia,  tavieron 
la  sensatez  de  no  dividirse  después  del  triunfo,  sino  con- 
tíDnar  confederadas  su  carrera  de  gloria.  Hasta  llegaron  á 
inventar  una  federación  más  acabada,  con  mejora  de  todas 
las  precedentes,  por  ligarse  con  nudos  estrechísimos ;  j  tal 
ha  sido  y  es  el  secreto  de  su  pasmoso  crecimiento  y  poderío. 
I  Por  qné  no  hacer  la  América  española  algo  semeíante  ! 

Pues  en  segundo  grado  con  venia  mucho  prevenir  las  desa- 
TeneDoias  entre  las  nuevas  nacionalidades.  Iguales  en  su 
origen,  en  su  religión,  en  sus  cualidades,  en  su  lengua,  en  su 
levantamiento,  en  sus  luchas,  en  sus  victorias,  en  sus  ideas 
de  libertad  y  de  gobierno,  reunían  todas  las  circunstancias 
apetecibles  para  considerarse  como  hermanos  y  no  llevar  nunca 
al  abominable  teatro  de  la  sangre  la  decisión  de  sus  disputas. 
Si  algunos  pueblos  estaban  llamados  á  concertar  el  camino 
de  entenderse  sin  el  funesto  recurso  á  las  armas,  de  estipular 
para  siempre  el  medio  del  arbitramento,  estos  eran  los  hijos 
<ie  España.  Y,  siendo  las  cuestiones  de  límití*«5í  las  mis  sus- 
ceptibles (It^  agriar  á  los  adversarios,  reclamai»rta  la  atención 
en  primer  lugar,  y  exigían  el  establecimiento  de  una  base  á 
la  cual  se  arreglaran  todos.  ¡  Cuántos  males  no  han  resultado 
de^la  falta  de  la  confederación  americana,  no  menos  en  las  rela- 
ciones de  estos  pueblos  entre  sí,  que  con  las  potencias  euro- 
peas ! 

Convenir  en  principios  fijos  de  derecho  internacional,  ha- 
bría contribuido  no  sólo  á  elevar  á  América  en  la  considera- 
ción del  universo,  exhibiéndola  como  miembro  muy  importante 
de  la  sociedad  internacional,  libre  del  influjo  de  intereses  y 
preocupaciones  egoístas  y  movida  á  fundar  el  código  de  la 
razón  y  de  la  justicia,  sino  también  á  cerrar  la  puerta  á 
desagrados  y  conflictos.  Estas  reglas  no  existen  en  parte  alguna 
<;on  el  carácter  de  obligatorias  á  menos  que  se  hayan  asentado 
en  solemnes  estipulaciones.  En  los  demás  casos  quedan  sujetas 
al  arbitrio  é  interpretación  de  cada  uno,  que  por  lo  común 
las  entiende  como  cuadra  á  su  utilidad  y  preponderancia. 
Hay  máximas  que  han   ido  modificándose  con  el  trascurso  del 
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tiempo  y  loa  progresos  de  la  coltnrft.  Se  hallan  otras  acerca 
de  las  CQaIe8  andan  discordes  las  opiniones  y  las  prácticas. 
A  reqneriríSie  ejemplos,  se  citarían  las  cuestiones  de  derecbo 
internacional  privado,  del  uso  de  ríos  comunes,  de  interyención, 
de  reconocimiento,  de  libertad  de  los  mares,  de  clausura  de 
puertos,  de  visitas  de  naves  en  tiempo  de  paz,  de  presas,  de 
corsarios,  de  derechos  de  los  neutrales,  de  la  situación  de  los 
extranjeros,  de  privilegios  de  los  cónsules,  etc.  Tanto  se  ha 
sentido  esta  necesidad  de  principios  invariables  en  materias 
tales,  que  en  1856  la  conferencia  de  París,  terminada  la  guerra 
con  Eusia,  adoptó  la  célebre  declaración  de  derecho  marítimo, 
aceptada  por  la  mayor  parte  de  los  países  de  Europa  y 
América,  á  saber,  abolición  del  corso,  efectividad  de  los  blo- 
queos, exención  de  la  propiedad  enemiga  bajo  baMdera  neutral, 
excepto  el  contrabando,  y  de  la  propiedad  neutral  en  buque 
enemigo. 

El  señor  O'Leary  nos  informa  de  que  el  tratado  de  Pana- 
má no  satisfizo  al  Libertador.  En  la  carta  que  éste  escribió 
al  señor  Pedro  Briceñe  Méndez,  sólo  objeta  específicamente 
lo  que  dice  relación  á  contingentes  de  tropas,  y  al  modo,  casos 
y  cantidad  en  que  deben  prestarse ;  y  la  traslación  del  Con- 
greso á  Tacubaya.  Anuncia  allí  mismo  otras  muchas  razones 
que  le  obligaban  á  pedir  no  se  ratificase  lo  hecho  hasta  que 
él  volviese  á  Bogotá  y  lo  examinase  en  unión  de  aquel  ne- 
gociador y  de  otroH. 

Propendo  á  creer  que  esas  razones  no  individuadas  faeron 
la  omisión  de  los  puntos  propuestos  por  Colombia,  y  á  que 
me  he  referido.  Porque  supongo  que  ellos  componían  el  pro- 
yecto original  del  Presidente  de  esa  Eepública. 

Particularmente  tendría  mucho  peso  en  su  desconteuto 
la  falta  de  medidas  sobre  la  continuación  de  las  hostilidades, 
pues,  cuando  reflexionó  en  las  diferencias  que  había  entre  los 
intereses  del  Norte  y  los  del  Snr,  escribió  á  los  Plenipoten- 
ciarios de  Colombia  que  suscribiesen  con  Guatemala  y  Méjico 
una  liga  militar  con  las   siguient^es  estipulaciones : 

1^    <<  Que  se  dé  á  España  un  plazo  de  tres  á  cuatro  meses 
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para  qne  decida  si  prefiere  la  continuacióa  de  la  guerra  ó  la 
paz.'' 

2.*  ^^  En  estos  cuatro  meses  ha  de  verificarse  el  armamento 
y  reunión  del  ejército  y  escuadra  federal  ó  de  la  liga  como 
la  quieran  llamar." 

3*  "  El  ejército  no  bajará  de  veinte  y  cinco  mil  hombres 
y  la  escuadra  de  treinta  buques  de  guerra.  Estos  serán  cuatro 
navios  de  línea,  ocho  grandes  fragatas,  ocho  fragatas  menores, 
y  el  resto  entre  corbetas,  bergantines  y   goletas." 

4^  ^'Oada  Estado  pagará  lo  que  se  estipule  para  la  ma- 
nutención de  su  contingente  ;  tomando  para  ello  los  arbitrios 
que  juzgue  conveniente." 

5*  "  Cada  Gobierno  debe  mandar  su  contingente,  pero 
de  acuerdo  con  los  demás  y   con    la  mira  de  un  plan  dado." 

6'  "  Este  plan  se  fundará :  1*  En  defender  cualquiera 
parte  de  nuestras  costas  que  sea  atacada  por  los  españoles  ó 
nuestros  enemigos ;  2*  Bxpedicionar  contra  la  Habana  y  Puer- 
to Rico ;  3"  Marchar  á  España  con  mayores  fuerzas  después 
de  la  toma  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  si  para  entonces  no  quieren 
la  paz  los  «spafioles." 

7*  "  En  el  caso  de  reunirse  fuerzas  marítimas  ó  terres- 
tres, puede  estipularse  la  condición  de  que  el  oficial  más  an- 
tiguo mande  en  jefe;  pero,  si  los  confederados  de  Méjico  y 
Guatemala  no  quieren  aceptar  esta  condición,  Colombia  puede 
ofrecerles,  por  generosidad,  el  mando,  sea  en  tierra  ó  en 
mar." 

Esta  carta  no  produjo  ningún  efecto,  pues  de  sus  indica- 
ciones no  se  ve  rastro  alguno  en  los  trabajos  del  Congreso 
de  Panamá. 

Tampoco  ee  eucneutr#i  en  ellos  nada  respectivo  á  lo  que 
anteriormente  se  había  convenido  con  el  Perú,  Chile,  Guate- 
mala y  Méjico,  y  expresádose  respecto  de  todos  en  idénticos 
términos,  á   saber: 

"Luego  que  se  haya   conseguido  este  grande  é  importan- 

TOHO  X  2 
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te  objetOy  st)  reauiíá  aoa  Asamblea  general  de  los  Estados  ame- 
ricaDOS  compuesta  de  sns  PleDÍpoteDciarios  con  el  encargo  de 
cimentar  de  un  modo  más  sólido  y  estable  las  relaciones  intimas 
que  deben  existir  entre  todos  y  cada  uno  de  ellos  y  que  les  sir- 
va de  constjo  en  los  grandes  conflictos^  de  punto  de  contacto  en 
los  peligros  comunes^  de  fiel  intérprete  de  sus  tratados  públicos 
cuando  ocurran  dififCÜltadeSj  y  de  juez  arbitro  y  conciliador  en 
sus  disputas  y  diferencias.^' 

A  pesar  de  no  haber  correspondido  á  sns  esperanzas  la 
obra  de  la  Asamblea,  Bolívar  la  ratificó,  previa  la  aprobación 
del  Congreso  de  Colombia.  No  sncedió  lo  mismo  ni  en  Lima, 
ni  en  Onatemala,  ni  en  Méjico.  Así  aquella  labor  no  dio  re- 
sultado, y  las  relaciones  de  las  partes  contratantes  quedaron 
como  estaban. 

En  1822  con  el  Perú  y  Chile,  en  1823  con  Méjico  y  en 
1825  con  las  Provincias  Unidas  del  Centro  de  América  había 
celebrado  Colombia  tratados  de  nnión,  liga  y  confederación 
perpetua,  y  en  1823  con  Buenos  Aires,  uno  de  amistad  y 
alianza.  Algunos  dudan  de  la  perfección  de  esos  pactos,  aun- 
que corren  impresos  en  una  colección  que  se  dice  adoptada 
por  el  Gobierno  de  Venezuela  y  hecha  bajo  la  inspección  de 
la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores.  Mas  allí  se  habla  sólo 
de  las  fechas  y  términos  en  que  los  ratiicó  Colombia,  sin  de- 
cirse palabra  de  la  formalidad  del  ^canje,  que  habría  sido  su 
indispensable  complemento. 

Kótese  aquí  que  la  misma  Colombia  rechazó  de  tales  con- 
venios la  parte  que  autorizaba  los  mutuos  auxilios  en  el  even- 
to de  turbarse  la  tranquilidad  interior  de  cualquiera  de  los  Es- 
tados contratante?,  así  como  también  la  extradición  por  de* 
Utos   políticos.    Se  sabe  que  igual  repulsa  fue  hecha  en  el  Perú. 

^ e' *]p"ro/ccto"^     Al  CoDgreso  asistieron  sólo  Colombia,  el   Perú, 
Guatemala  y  Méjico. 

El  seSor  O'Leary   explica   que  Chile  no    pudo  concurrir  á 

causa  de  sus  discordias  internas;   que  un  Ministro  de  Buenos 

Aires  se  declaró  adverso  al  plan,  aun   después  que  el  Cuerpo 

'  Legi.'^lativo  autorizó  el  envío  de  sus  Representantes  á  la  Asam- 
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blea;  que  hasta  el  Perú  cambió  al  ño  sus  primitivas  instrnc- 
clones  por  otras  contrarias  á  cieitos  pantos,  y  que  su  Pleni- 
potenciario Vidanrre,  hombre  inquieto  y  veleidoso,  asomó  la 
pretensión  de  quedarse  el  Pera  con  Guayaquil,  al  modo  que 
Méjico  aspiraba  á  desmembrar  de  ana  de  sas  Provincias  á 
Guatemala.  Los  Bepresentantes  de  Solivia  no  pudieron  llegar 
Á  tiempo.  Y  casi  todos  los  demás  interesados  obraron  en  el 
asunto  cotí  lentitud  lamentable.  Se  imputó  al  grande  hombre 
que  trataba  de  formar  un  Gobierno  único  en  toda  la  América, 
ISo  se  sabe  qué  contestó  el  Brasil.  La  Gran  Bretaña  se  alar- 
mó, y  qaiso  le  explicasen  las  verdaderas  miras,  imaginándose  qae 
América  propagaba  doctrinas  contra  la  forma  monárquica. 
Convencida  de  la  falsedad  del  cargo  con  el  informe  de  haberse 
invitado  al  Imperio  del  Sur,  y  propuesto  á  ella  misma  una 
alianza  ofensiva  y  defensiva  con  la  Gonfederación,  se  tranqui- 
lizó, y  mandó  á  an  agente  suyo  encargado  de  oir  informes  y 
ayudar  con  sus  consejos  cuando  se  le  pidiesen,  sin  tomar  parte 
eu  las  deliberaciones.  Con  igual  propósito  asistió  á  la  Asam- 
blea un  comisionado  por  Holanda.  De  los  Plenipotenciarios 
de  los  Estados  Unidos  ano  murió  en  el  camino  y  el  otro  llegó 
fuera  de  tiempo.  Todas  estas  causas,  lo  impracticable  de  las 
estipalaciones  convenidas  en  Panamá,  según  las  calificó  Ees- 
trepo,  Secretario  de  lo  Interior  de  Colombia,  explican  el  fracaso 
de  ia  tentativa.      , 

Formar  de  todos  los  pueblos  de  América  un  gran  pueblo, 
cuyos  límites  corriesen  de  "Sovíe  á  Sur,  con  extensas  costas  en 
el  Atlántico  y  el  Pacíñco^  un  territorio  mayor  que  el  de  Europa, 
de  producciones  las  más  copiosas  y  variadas,  y  cruzado  por 
los  inmensos  ríos  del  nuevo  mundo,  enlazados  como  las  arte- 
rias del  cuerpo  humano,  con  naciones  inteligentes,  aguerridas, 
ambiciosas  de  honor  y  de  progreso,  con  inñnitos  gérmenes  de 
felicidad  y  engrandecimiento,  hijo  del  liberalismo  y  lleno  de 
aspiraciones  generosas,  que  en  lucha  cruentísima  había  ani- 
quilado la  dominación  extranjera  y  amenazaba  llevar  sus  armas 
á  Europa  y,  Ooeanía,  además  de  completar  la  redención  de 
sus  hermanos  de  este  continente,  que  iba  á  adquirir  en  mar  y 
en  tierra  un  grado  de  fuerza  difícil  de  sojuzgar,  que  había  de 
pesar  mucho  en   la  balanza  de  la  suerte  del   Universo,  y   le 


20  INTBODUCCIÓN 


vautarse  basta  el  nivel  de  loa  poderosos  de  ambos  hemisferios  ; 
empresa  fue  tan  estupenda,  que  no  cabía  le  faltasen  muchos 
y  gravísimos  obstáculos. 

Entre  los  Estados  tiene  práctica  aplicación  el  principio  de 
utilidad  proclamado  por  Beutham  como  criterio  de  la  mora- 
lidad de  los  actos  humanos.  Aquellos  no  conocen  los  senti- 
mientes  que  mueven  el  corazón ;  no  obran  sino  al  impulso  de 
sus  intereses;  facilitan  lo  que  les  conviene;  contrarían  lo  que 
temen;  se  alegran  de  los  males  de  otros;  se  aflijen  con  su» 
beneficios;  se  juntan  para  debilitar  á  sus  vecinos;  se  separan 
conseguido  el  plan ;  se  refugian  en  su  egoísmo ;  miran  con 
celos  el  crecimiento  de  sos  rivales  de  hoy  ó  de  mañana;  se 
aprovechan  de  sus  debilidades;  fomentan  sus  divisiones;  van 
á  sus  objetos  unas  veces  por  medios  públicos,  otras  por  ca- 
minos oscuros,  y,  en  una  palabra,  anteponen  á  todo  sus  propia» 
ventajas. 

Sin  embargo,  la  Confederación  americana  no  solicitaba  perju- 
dicar á  nadie,  y  el  designio  do  olla  estaba  excesivamente  jus- 
tificado por  lo.s  peligros  que  so  preveían. 

España  pe  mantenía  aferrada  en  el  propósito  de  conservar 
sus  dominios  de  América,  y  no  contenta  con  oponerse  á  que 
otras  potencias  reconociesen  el  hecho  de  su  emancipación,  ya 
consumado,  meditaba  conciertos  con  algunas  de  el^as  abundanda 
en  la  esperanza  de  reponerse  de  sus  pérdidas  mediante  1»  unión 
de  sus  fuerzas  y  bs  extrañas. 

En  1815  los  emperadores  de  Eusia  y  Austria  y  el  reí  de 
Prusia  hablan  concluido  por  sí  mismos  aquel  célebre  tratado 
conocido  con  el  nombre  de  la  Santa  Alianza,  en  el  cual  se 
prometieron  tomar  como  regla  de  conducta,  ya  entre  sí,  ya  en 
cuanto  á  sus  subditos,  los  principios  cristianos  de  amor,  fra- 
ternidad y  paz,  ayudarse  mutuamente,  y  considerándose  cual 
padres  de  familia  delegados  de  la  Providencia,  exhortar  á  sus 
pueblos  á  fortalecerse  en  estas  máximas  con  la  observancia  de 
los  deberes  religiosos  del  hombre.  A  este  pacto  accedió  Fer- 
Dí>n(lo  YIl  en  á  de  Junio  de  1817, 

Pronto  empezaron  á  descubrirse  los  verda  leros  objetos  que 
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86  proponían  los  soberanos  aliados.  Ella  deseaba  extingair  el 
germen  revolucionario;  y  denigró  los  actos  y  á  los  jefes  de  la 
de   los  independientes,  ya  que  no  pudo  otra  cosa. 

Én  el  Congreso  de  Aquisgran,  reunido  en  1818  se  trató  de 
comprometer  á  la  Alianza  en  operaciones  efectivas  contra  los 
americanos  del  Sur ;  y  se  sabe  que  la  noticia  allí  adquirida 
de  la  intención  de  los  Estados  Unidos  de  reconocer  á  Buenos 
Aires,  desconcertó  los  planes.  También  se  ha  publicado  que 
los  aliados  acordaron  mediar  colectivamente  entre  España  y 
sus  colonias,  para  someterlas  de  nuevo  ala  autoridad  de  ella; 
y  que,  si  no  se  puso  por  obra,  dependió  de  la  negativa  do  la 
Gran  Bretaña  á  la  condición  de  emplear  la  fuerza  en  segui- 
miento del  designio. 

En  1820  en  el  Congreso  de  Troppan  declararon  los  aliados 
que  los  acontecimientos  de  España,  de  Portugal  y  de  Kápoles 
les  imponían  la  obligación  de  atender  á  la  seguridad  de  Eu- 
ropa. En  consecuencia  establecieron  el  derecho  de  intervenir 
á  mano  armada  en  los  negocios  interiores  de  cualquier  país, 
considerando  todas  las  revoluciones  como  atentados  contra  los 
Gobiernos  legítimos,  y  lo  manifestaron  así  para  que  todo  el 
mundo  lo  tuviese  entendido. 

El  Congreso  de  Laybach,  continuación  del  anterior,  disertó 
en  cuanto  al  principio  monárquico,  y  dedujo  que  la  soberanía 
reside  esencialmente  en  el  príncipe,  y  que  los  actos  constitu-- 
clónales  no   son  otra  cosa  sino  formas  de  su  Gobierno. 

Austria,  Francia,  Prusia  y  Busia  firmaron  el  año  de  1823 
en  el  Congreso  de  Yerona  un  tratado  secreto,  adicional  al  de 
la  Santa  Alianza,  en  que,  manifestándose  convencidas  de  que 
el  sistema  de  gobierno  representativo  es  incompatible  con  los 
principios  monárquicos,  convenían  del  modo  más  solemne  en 
usar  de  todos  sus  esfuerzos  para  destruir  el  sistema  de  gobierno 
representativo^  en  todos  los  países  de  Europa  en  que  pudiese 
existir,  é  impedir  su  introducción  en  los  Estados  en  que  aún  fuese 
desconocido.  Estipularon  además  suprimir  la  libertad  de  la 
prensa  como  el  medio  más  poderosamente  empleado  por  los  su- 
puestos defensores  de  los  derechos  de  las    naciones   en    detri- 
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meuto  de  los  príncipes.  Se  obligaron  á  asistir  con  an  subsidio 
á  Francia,  encargada  de  terminar  las  dificnltades  de  Portngat 
y  España^  y  renunciaron  á  ocuparse  en  cualquier  otra  iiiea 
de  utilidad  ó  medida,  mientras  se  restauraba  en  la  Península 
el  orden  de  cosas  que  existia  antes  de  la  revolución  deGádiz. 

A  pesar  de  las  protestas  de  la  Gran  Bretaña,  se  resolvió 
el  empleo  de  la  fuerza.  El  duque  de  Angulema,  á  la  cabeza 
de  cien  mil  hombres,  entró  en  España,  y  repuso  á  Fernando 
en  el  trono.  Tropas  austríacas  penetraron  en  Kápoles  y  el 
Píamente,  y,  lo  mismo  allí  que  en  Portugal,  vinieron  al  suelo 
las  constituciones. 

Sus  planes  se  extendían  á  las  colonias  de  América ;  y 
que  no  se  pusieran  en  efecto,  se  debe  á  la  oposición  de  los 
Estados  Unidos,  y  á  las  amenazas  de  Inglaterra  de  que  apelaría- 
en  tal    evento  á  las  armas. 

Mr.  Glay  dijo,  entre  otras  cosas,  á  los  Plenipotenciarios 
de  los  Estados  Unidos  en  Panamá,  que  tenia  fundamento  para 
creer  que  una,  ó  tal  vez  más  potencias  europeas,  trabajaban  en 
subvertir  en  Colombia  y  Méjico,  y  tal  vez  en  otras  partes,  las 
formas  establecidas  de  gobierno  libre,  para  sustituir  á  ellas 
las  monárquicas,  y  colocar  en  los  nuevos  tronos  príncipes  eu- 
ropeos. Que,  en  honor  de  las  Bepúblicas  hermanas,  debía  afír- 
mar  que  habían  sido  rechazadas  estas  tentativas;  pero  que  el 
espíritu  que  las  dictó,  no  dormia  jamás,  y  podían  renovarRe. 
Que  el  aliciente  ofrecido  era  que  la  adopción  de  las  formas 
monárquicas  empeñaría  á  las  grandes  potencias  europeas  á  re- 
conocer la  independencia  de  los  nuevos  Estados,  y  á  recouci 
liarse  con  ellos. 

Eestrepo  opina  que  el  tratado  de  unión,  liga  y  confede- 
ración concluido  en  Panamá  contenía  excelentes  principios  de 
política  americana  y  grandes  miras  para  lo  venidero.  Añade 
que  habría  proporcionado  á  las  nuevas  repúblicas  un  poder 
sólido  que  hubiera  hecho  respetables  á  sus  Gobiernos,  así  in- 
terior como  exteriormente,  y  acelerado  el  reconocimiento  de  su 
independencia  por  la  madre  patria  ,*  pereque  desgraciados  sn 
cesos  y  revoluciones  inesperadas' impidieron   que  produjera  los 
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bienes  qae  de  él  Bolívar  se  habia  prometido.  Censara  las  gra- 
vosas estipulaciones  peoaniarias  contraídas  allí  por  Colombia, 
y  qae  reputaba,  en  el  atraso  de  sa  hacienda,  de  imposible 
observancia. 

ün  Ministro  de  Méjico  expresaba  en  1831,  que  el  Congreso 
de  Panamá  no  produjo  los  saludables  resultados  que  eran  de 
esperarse,  y  que  una  de  las  causas  que  contribuyeron  á  su 
desconcierto,  y  que  obró  de  una  manera  muy  directa  en  su  di- 
solución, fue  el  grande  aparato  que  se  quiso  darle,  así  como 
la  presencia  de  agentes  de  potencias  que  de  ninguna  manera 
estaban  interesadas  en  que  el  proyecto  saliera  avante, 

Francisco  de  P.  G.  Vijil,  que  no  vio  los  tratados  de  Pa- 
namá, juzgó  que  el  principal,  si  no  el  único  objeto  del  Con- 
greso, era  ponerse  en  actitud  imponente  contra  el  Gobierno 
español ;  y  que,  si  hubiera  tenido  más  sesiones,  habría  dado 
otra  tendencia  á  la  Confederación.  Bespecto  de  su  término, 
le  parece  consecaencia  del  cambio  del  Gobierno  del  Perú,  de 
la  mengua  del  influjo  de  Colombia,  y  de  la  desmembración 
que  sobrevino.  Da  también  alguna  parte  en  el  entorpeci- 
miento á  la  contradicción  de  escritores,  y  á  la  desconfianza 
oon  que  se  miraba  el  proyecto,  atribuyéndole  planes  ambi- 
ciosos. 

Bolívar  escribió  al  General  Paéz :  "  El  Congreso  de  Pa- 
namá, Institución  que  debiera  ser  admirable  si  tuviera  más 
eficacia,  se  asemeja  á  aquel  loco  griego  que  pretendía  dirigir 
desde  una  roca  los  buques  que  navegaban.  8tc  poder  será 
•una  sombraj  y  bus  secretos  serán  meros  consqosP 

Esta  última  cláusula  arroja  luz  sobre  el  símil,  y  al  pare- 
cer indica  que  el  Libertador  estimaba  necesario  que  el  Con- 
greso americano  tuviese  facultad  de  legislar  para  los  Estados^ 
como  el  actual  de  los  Estados  Unidos,  á  diferencia  de  su  pri- 
mitiva Confederación,  cuyos  inconvenientes  hicieron  que  se  la 
cambiase  por  la  federación  creada  en  1787. 

Cantú  atribuye  el  mal  éxtto  á  inexperiencia  de  los  nego- 
cios, á  celos  de  una  libertad  que  no  se  sabia  comprender,  á 
la    falta  de  prudencia  en   su  uso,  y  á  la  dificultad  de  sufrir 
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no  estado  social  que  enfrenase  las  sueltas  pasiones.  Este 
historiador  no  habla  con  noticias  exactas.  Así  se  eqaivoca 
cuando  asegura  que  Bolivia  no  estaba  aún  reconocida  para 
1826;  que  el  Brasil  no  fue  invitado  á  intervenir;  que  los 
norteamericanos  asistieron,  mas  no  tomaron  parte  en  las  de- 
liberaciones ^  que  Méjico,  Guatemala,  Colombia  y  Perú  Juraron 
mantener  la  federación  perpetua,  la  república  popular  repre- 
sentativa y  federal,  y  una  constitución  como  la  de  los  Esta- 
dos Unidos,  á  excepción  de  la  tolerancia  religiosa.  Confunde 
las  especies,  cita  hechos  que  no  son  ciertos,  supone  convenios 
no  celebrados. 

Acerca  de  los  Estados  Unidos  creo   oportuno  tratar  me- 
nos sucintamente. 

de  los  EffSidos  Unidoí.  luvitados  á  tomar  parte  en  el  Congreso, 
el  Presidente  Adams  dirigió  al  de  su  patria  un  Mensaje 
en  que,  al  comunicar  la  aceptación  de  la  propuesta,  y  pe- 
dir fondos  para  los  gastos  de  los  comisionados,  recordaba 
el  placer  con  que  el  pueblo  de  la  Unión  había  saludado  de 
común  acuerdo  la  libertad  de  las  nuevas  Eepúblicas ;  ponde- 
raba los  altos  fines  de  la  Asamblea,  la  iucooveuiencia  de  negar 
su  coucarso  y  la  posibilídiid  de  conseguir  importantes  refor- 
mas  en   el   derecho  internacional,  y   terminaba  así : 

^<  Que  el  Congreso.de  Panamá  realice  todos,  ó  siquiera 
algunos,  de  los  beneficios  trascendentales  que  trata  de  hacer 
á  la  raza  humana^  y  que  enardecieron  la  mente  del  primero 
que  lo  propuso,  no  podriamos  prometérnoslo  sin  presumir  muy 
favorablemente  del  curso  de  los  sucesos.  Por  su  naturaleza 
es  una  idea  especulativa^  y  experimental  ;  la  bendición  del 
cielo  puede  convertirlo  en  provecho  del  género  humano;  acci- 
dentes imprevistos  y  desgracias  que  no  deben  anticiparse, 
pueden  burlar  todos  sus  altos  fines  y  frustrar  las  más  hermo- 
sas esperanzas.  Pero  el  designio  es  grande,  es  benévolo,  es 
humano.  Se  encamina  á  la  mejor*^  de  la  condición  del  hom- 
bre. Es  hermano  del  espíritu  que  produjo  la  declaración  de 
nuestra  independencia;  que  inspiró  el  preámbulo  de  nuestro 
primer  tratado  con  Francia ;  que  dictó  nuestro  primer  tratado 
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coD  Prasia,  j  las  instracciones  se^ún  las  caales  fue  negociado ; 
que  llenó  los  corazones  y  abrasó  las  almas  de  los  inmortales 
fundadores   de  nuestra  revolación." 

Las  dificultades  con  que  tropezó  el  negocio  en  ambas  Cá- 
maras Legislativas  fueron  causa  de  que  no  llegaran  oportunamente 
los  elegidos   al  Istmo.    En  la   de  Bepresentantes  s^  quit^o  in- 
tervenir en  la  conducta  de  la  incumbencia,  que  la  G«»n8titucióu 
reserva  al  Ejecutivo  y  al  Senado.    No  sin  esfuerzo  venció  Mr. 
Webster  con   un  apropiado  discurso  la  oposición  de  los  enemi- 
gos de  la  idea.    Lo  que  los  aguijaba,  era  la  malhadada   cues- 
tión de  la  esclavitud.    Uno  dijo  que,  si  Méjico  y  Colombia  in- 
vadían á  Cuba,   fuera  con  el  propósito  de  la  emancipación  uni- 
versal,  y  entonces  ¿cuál  sería  la  situación    de  los  Estadgs  del 
Sor?    Otro  expresó  que  el  punto  por   decidir  se  reducía  á  si 
se  dejaba  que  Cuba  y  Puerto  Eico  pasaran  á  manos  de  "  pi- 
ratas embriagados  con  su  reconocida  libertad. "    Que,  pues  los 
intereses  de  la  nación  demandaban  que  dichas  islas  quedaran 
eomo  estuviesen,  así  se  debía   declarar  y  sostener  con  el  apo- 
yo de  la  fuerza.    "Esto  exijen  los  vitales  intereses  del  Sur.'' 
Otro  aña-dió  que,  si  el  Congreso  de  Panamá  aspiraba  á  la  con- 
quista de  Cuba  y  Puerto  Eico,  ó  á  quitárs<?las  á  la  corona  de 
España,  se  hacía  preciso  tomar  las  armas   áiites  para  impedir, 
qae  para  acelerar  tal  su)ceso.    Otro  inculcaba  que  se  enviasen 
los  Ministros  á  la  Asamblea,  donde  estaba  apercibiéndose  la  me- 
dida, á  fin  de  ^^  aconsejar,  representar,  amenazavy  si  fuese  ne- 
cesario, contra  un    paso  tan  peligroso  para  nosotros,  y  por  ven- 
tora fatal  para  ellos. "    Entre  los  medios  empleados  para  hacer 
t)dioso  el  Congreso  de  Panamá  en  el  Sor,  se  propagaba  que  John 
Sergeant,  el  más  conspicuo  de  los  dos  Plenipotenciarios,    se 
había  opuesto  esforzadamente  á  la  admisión  de  Misouri  como  Es- 
tado poseedor  de  esclavos.    He  aquí  la  clave  de  la  parte  res- 
pectiva .de  las  instrucciones. 

Instrucciones.  Ellas  confícren  la  facultad  de  tratar  sobre  co- 
mercio, navegación,  códigos  marítimos  y  derechos  de  neutrales 
y  beligerantes  con  todos  ó  algunos  de  los  concurrentes. 

Rechazan  el  carácter  legislativo  ó  anfictiónico  del  Congre- 
^,  no  sólo  como  cosa  impracticable  en  comarcas  tan  extensas, 
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sino  también  como  contrario  á  las  iustitaciooes  de  aqael  país. 
Yo  00  comprendo  por  qaé  no  habría  podido  aqael  caerpo  deci- 
dir controversias  entre  los  diversos  Estados  Americanos,  des- 
pués qne,  conforme  á  sus  particulares  constituciones,  se  bubie» 
sen  aprobado  los  pactos  en  que  lo  autorizaran  para  tanto.  Esa 
no  difiere  del  arbitramento,  de  que  los  Estados  unidos  han 
hecho  uso  en  varias  cuestiones  (;on  Inglaterra.  Eo  la  aplica- 
ción á  los  asuntos  internos  de  las  partes  sí  creo  fundada  la  re- 
pulsa, atento  el  sistema   de  gobierno  allí  establecido. 

Que  no  se  prestaran  á  la  alianza  contra  España,  con  la  cual 
se  hallaban  en  pacíQcas  relaciones',  y  de  quien  nada  podían  te- 
mer, no  es  maravilla,  sino  una  negativa  muy  conforme  á  las  cir- 

cnustancias. 
n 

Mas,  entre  los  objetos  que  han  de  llamar  la  considera- 
ción del  Congreso,  escasameote  puede  presentarse  otro  tan 
poderoso  y  de  tanto  interés,  como  la  suerte  de  Cuba  y  Puer^^ 
to  Rico,  y  sobretodo  la  de  la  primera.  Cuba  por  su  posicióriy 
por  el  número  y  carácter  de  su  población,  por  lo  que  puede 
mantener,  por  sus  grandes,  aunque  todavia  no  explorados  re- 
cursos,  es  el  gran  objeto  de  la  atención  de  España  y  de  Amé- 
rica. Ninguna  potencia,  ni  aun  la  misma  España,  en  todos  sen- 
tidos, tiene  un  interés  de  tanta  entidad  como  los  Estados  Unidos 
en  la  suerte  futura  de  esta  isla.  Nuestra  política  con  respecto  á 
ella  está  franca  y  enteramente  descifrada  en  la  nota  d  Mr.  Mid-^ 
dleton.  En  ella  manifestamos,  que,  por  lo  que  respecta  á  noso^ 
tros,  no  deseamos  ningún  cambio  en  la  posesión  ni  condición 
política  de  la  isla  de  Ouba,  y  no  veríamos  con  indiferencia  ¿*^ 
que  del  poder  de  España  pasase  al  de  otra  potencia  europea. 
Tampoco  querríamos  que  se  transfiriese  ó  agregase  á  ninguno 
de  los  nuevos  Estados  de  América.  Mas  en  caso  que  esta  gue 
rra  continuase  por  largo  tiempo,  en  una  de  estas  tres  alternati- 
vas ha  de  venir  á  parar,  y  todas  tres  merecen  una  particular í-^ 
sima  y  muy  seria  consideración. 

Se  aprecia  luego  el  sometimiento  probable  de  Ouba  á  Mé 
jico  ó  Colombia,  tentativa  que  baria  cambiar  totalmente  el  ca 
rácter  de  la  guerra  con  España,  exponiéndose,  que,  hasta  ahora 
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qae  estas  Bepúblioas  han  combatido  por  su  propia  indepen 
dencidy  han  tenido  de  8o  parte  la  baena  voluntad  y  simpa- 
tía de  nna  gran  parte  del  mando  y  en  especial  de  los  Estados 
Unidos;  pero  qae,  si  se  intentase  una  empresa  militar  contra 
Ooba  sería  ya  ana  guerra  de  conquista,  y  con  ella  (cnalquie<a 
qae  faese  el  resaltado),  se  comprometerían  altamente  los  inte 
reses  de  otras  potencias,  queá  pesar  de  su  actual  neutralidad, 
no    podrían  desentenderse  de  ellos. 

Ni  M^ico  ni  Colombia,  continúa  Mr.  Olay,  están  destinada» 
jpara  potencias  navales  de  primer  orden.    Ambas  ( y  en  espe- 
cial Méjico)  carecen  de  costas,  bahías,  ensenadas,  puertos,- (que 
son   el  plantel  de  marineros,)   en  fin  de  todos  los  elementos 
necesarios  para  formar  una  marina  fuerte.    (*) 

Los  sentimientos  de  humanidad  de  los  Estados  Unidos  en 
favor  del  más  débil  ( que  probablemente  sería  el  partido  que 
más  había  de  safrir  en  lucha  tan  terrible,)  junto  con  el  fnn* 
dado  temor  de  contagio  da  un  ejemplo  tan  próximo  y  peligroso, 
los  empeñaríaj  aun  á  riesgo  de  romper  con  Colombia  y  Méjico 
tina  amistad  que  tanto  aprecian^  á  valerse  de  todos  los  medios  ne- 
fíesarios  para  su  propia  seguridad. 

Otro   de    los    asuntos   que    ha  de   llamar    la  atención  del 
Ctongreso,    es  la    gran  obra  de    la  apertura    del  canal  de    na- 
Tegación    entre  el    Atlántico  y   el  Pacífico  por  el   Istmo   que 
divide    las  dos    Américas.    Esta  vastísima    empresa,  si  algún 
dia  ha  de  efectuarse,   interesa  á  todo  el  mundo,  pero  ninguno 
al  parecer  ha  de  reportar  de  su  ejecución  tantas  ventajas  c9mo 
este  continente,  y  aun  Colombia,  Méjico,  la  Bepública  Central, 
el   Perú  y   los   Estados  Unidos  son   las  naciones  americanas 
que  más  han  de  beneficiarse.    Por  consiguiente,  la  obra  que 
ha  de  redundar  en  utilidad  de  toda  la  América,  debe  costearse 
en  común  por  toda  ella,  y  no  dejarse  á  los  esfuerzos  separa- 
dos de  ana  sola  potencia,  cualquiera  que   sea. 

Es  probable  también  que  se  trate  en  el  Congreso  si   los 
naevos  Estados    deben  reconocer   á    Haití    por    nación  inde- 

(*)    Véase  Anuario  Estadístico  de  Venezuela,  y  obra  de  Humboldt 
que  prueban  lo  contrario. 
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Xjeiidiente.    Por  ahora  el  Presidente  no    está  dispaesto  á  decir^ 
que  Haití    debe  ser  reconocido  por  Estado  Soberano. 

Debe  reconocerse,  en  cuanto  á  creencias  religiosas,  la  más 
perfecta  libertad  de  cultos ;  lo  que  en  nada  altera  el  estable- 
cimiento de  nuevas  colonias  en  América. 

Debe  reconocerse  la  necesidad  de  reunir  el  arbitramento 
para  decidir  délas  diferencias  de  los  nuevos  Estados  meridio- 
nales entre  sí. 

Se  declara  que  los  Estados  Unidos  se  mantendrán  neu- 
trales en  la  dolorosa  guerra  encendida  entre  el  Brasil  y  La 
Plata,  y  se  notan  de  ilegales  los  pasos  de  los  beligerantes  en 
lo  tocante  á  bloqueo,  sin  tener  para  el  efecto  fuerzas  sufi- 
cientes de  mar.  En  orden  á  la  definición  del  bloqueo  servirán 
de  gobierno  á  los  plenipotenciarios,  los  tratados  últimamente 
concluidos  con   Colombia  y  la  Eepública  del  Centro  de  América. 

En  lo  tocante  á  comercio  y  navegación,  redúcense  lofl 
principios  generales  á  dos :  1®  que  no  puede  concederse  á  una 
nación  extranjera,  sea  de  este  ó  del  otro  continente,  ventaja 
alguna,  que  no  se  conceda  á  todas  las  demás  naciones  ameri- 
canas ;  y  2**,  que  los  efectos  que  de  un  país  extranjero  pueda 
exportar  6  introducir  una  nación  americana  en  sus  propios 
buques,  puedan  igualmente  exportarse  ó  introducirse  en  la  mis- 
ma nación  por  los  buques  de  cualquiera  otra  nación  america- 
na, siendo  en  este  caso  iguales  los  derechos  y  gastos  que 
tengan  que  pagar  por  el  cargamento  y  el  buque. 

En  conclusión,  el  Congreso  de  Panamá  no  dio  otro  resul- 
tado ostensible  y  práctico,  sino  el  de  definir  la  trascendencia 
é  importancia  de  la  declaración  de  Monroe,  en  el  sentido  de 
que  el  pensamiento  fundamental  de  la  misma  no  es  otro  que  el 
de  combatir  el  sistema  europeo,  inaplicable  á  la  nueva  situación 
de  América.  Dice  Calvo  que  estas  declaraciones  del  Presiden- 
te de  los  Estados  Unidos  se  conocen  más  con  el  título  de  doc- 
trina que  con  el  de  leyes;  y  que  su  propio  y  natural  sentido 
no  significa  un  divorcio  completo  y  absoluto  entre  el  conti- 
nente europeo  y  el  americano.  Protesta  esta  doctrina  de  Mon- 
roe  contra  la   dominación  política   europea  alcanzada  )>or  medio 
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de  la  fuerza    ó  por  intervenciones   en   los  afc^untos  interiores  de 
los    Estados  americanos ;  pero  no  protesta   contra  la  inflaencia 
civilizadora  que  puede   tener  en  Europa.    Obsérvase  también 
en    la  historia  de  los  Estados  Unidos,  que  á  pesar  de  la  gran* 
de   influencia  ejercida  por  aquella  doctrina,  el  Gobierno  de  aque- 
lla B^ública  no  haya  celebrado  bajo  esta  base  ningún  tratado 
de  alianza  con    los  demás   Estados  americanos.    Los  Estados 
Unidos  no   median  sino  en   rarísimas  excepciones  en  las  cnestio- 
n«8  do  las  Sopúblicas  meridionales  con  Europa. 

Los  sud-americanos  nos  hallamos  hoy,  1884,  como  en  1826, 
eo  lo  que  ee  refiere  á  nuestras  relaciones  diplomáticas  con 
Europa,  porque  si  algunas  ventajas  hemos  conseguido,  muy 
pocas  por  cierto,  las  debemos  á  la  paz  y  natural  crecimiento 
de  estas  comarcas  5  y  segundo  á  los  progresos  definitivos  de 
la  cÍTilizaclón  qne  lleva  su  luz  á  los  pueblos  más  apartados 
<le  la  tierra. 

Hemos  vivido,  y  no  puedo  menos  de  reconocer  que  general- 
mente vivimos  aún,  en  una  época  peligrosa  de  ensayos  polí- 
ticos. Dentro  del  sistema  republicano  hemos  ensayado  todos 
les  sistemas  de  gobierno,  hasta  parar  en  el  federativo,  que,  al 
parecer,  es  el  más  cónsono  con  nuestro  carácter,  costumbres, 
religión  y  climas.  Dios  quiera  que  se  consolide,  hasta  produ- 
cir la  confederación  general  de  nuestras  varias  Eepúblicas,  de 
modo  que,  quedando  asegurado  el  régimen  interior,  logremos 
fijar  la  vista  y  encaminar  el  pensamiento  y  la  acción  á  los 
altos  fines  á  que  está  sin  duda  destinado  el  Nuevo  Mundo. 

Oon    ríos   caudalosos  como   el  Amazonas,  el   Platea,   y    el 
Orinoco  5  con  un  litoral  inmenso  que  se  extiende  desde  el  Istmo 
de  Panamá  hasta  el  Oabo  de  Hornos  y  loados  más  grandes 
íDares  del   globo;   con  una   naturaleza  próvida,  abundante   en 
las  producciones  más  ricas  de  todas  las  zonas ;  con  minas  ina- 
gotables, entre  estas,  de  oro,  las   más  i^reciosas  y    estimadas 
como  las  más  ricas  del    mundo;  con  canales  marítimos  natura- 
les, en  donde  pueden   abrigarse  las  más  grandes  y  más  nume- 
rosas flotas;  con   nn  territorio  en    que  cabe  la  décima    parte 
de  la  población  humana ;  con   espléndidos  l.ngos    interiores,  y 
rn  posesión   de  todos  los  climas  conocidos,  desde  el  abrasador 
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hasta  el  páramo,  apenas  8i  nos  falta  el  aseguramiento  de  o aes- 
tra  tranqailidad  doméstica,  para  pouer  las  bases  imperecede- 
ras' é  incontrastables  de  naestro  poder  marítimo  y  político,  para 
hacernos  fuertes  y  respetables  en  el  exterior. 

ArtntrameDto.  En  cl  carso  dc  nncstras  relaciones  diplomáticas 
con  los  demás  países  meridionales  hemos  comenzado  á  alcanzar 
mncho,  fijándose  el  arbitramento  como  medio  propio  y  adecuado 
al  arreglo  de  las  diferencias  qne  puedan  ocurrir,  hasta  el  panto 
de  ser  cláusula  constitucional  en  algunos  de  ellos  qne  lio  se 
debe  concluir  tratados  sin  asentar  en  los  mismos  el  principio  que 
somete  á  la  decisión  de  i;n  tercero,  nombrado  á  veces  de  an- 
temano, el  zanjamiento  de  las  dificultades  que  ocurran.  La 
cnestión  de  límites  entre  Venezuela  y  Colombia,  por  ejemplo, 
ha  sido  sometida  al  fallo  inapelable  de  Don  Alfonso  XII,  rey 
de  España. 

Colombia  y  Chile  firmaron  en  3  de  Setiembre  de  1880  una 
convención  por  la  cual  se  estipuló  que  las  partes  contratantes 
procurarían  celebrar  con  las  otras  naciones  americanas  conve- 
nios análogos,  á  fin  de  que  la  solución  de  todo  conñicto  inter- 
nacional por  el  medio  humanitario  y  civilizado  del  arbitraje, 
viniera  á  quedar  definitivamente  consagrado  como  principio  de 
derecho  público  americano.  A  este  fin  se  convocó  á  las  na- 
ciones hispano-americanas  para  que  reunidas  en  Congreso  en 
Panamá,  por  medio  de  Plenipotenciarios  ad  hoc,  sancionasen 
aquel  principio.  Fracasó  este  proyecto  por  inasistencia  de  los 
Bepresentantes  de  la  Eepública  del  Uruguay,  Eepública  Ar- 
gentina, Santo  Domingo,  Perú,  Bolivia,  el  deYenezuela  que 
llegó  tarde  etc.  y  Chile  qne  no  juzgó  conveniente  á  sus  in- 
tereses contribuir  á  la  reunión  del  Congreso.  Sin  embargo, 
todas  las  naciones  americanas,  con  excepción  de  Méjico,  mani- 
festaron su  expresa  adhesión  á  aquel  principio  y  el  deseo  de 
que  forme  parte  del  derecho  público  del  continente. 

La  Constitución  de  Venezuela,  artículo  109,  dice :  ^^  en  los 
tratados  internacionales  de  comercio  y  amistad,  se  pondrá  la 
cláusula  de  que  '<  todas  las  diferencias  entre  las  partes  con- 
tratantes deberán  decidirse,  sin  apelación  á  la  guerra,  por 
aibitramento  de  potencia  ó  potencias  amigas." 
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La  del  Ecaador,  artícnlo  116  :  <<  en  toda  negociacióa  para 
alebrar  tratados  internacionales  de  amistad  y  comercio,  se 
Propondrá  qae  las  diferencias  entre  las  partes  contratantes  de- 
^ao  decidirse  por  arbitramento  de  potencia  ó  potencias  amigas, 
^ín  apelar  á  la  gnerra." 

En  el  tratado  sobre  conservación   de  la  paz  entre  los  Ple- 
nipotenciarios de  Yenezaela,  Bolivia,  Colombia,  Ghile,  Ecaador, 
Perú  y  el  Salvador,  conclnido  en  Lima  á  23  de  Enero  de  1865, 
reconvino:  ^'Artíeolo  V:  las  Altas  Partes  contratantes  se  obli- 
gan solemnemente  á  no  hostilizarse,  ni  ann  por  via  de  apre- 
mio, y    á  no  ocurrir  jamás  al  empleo  de  las  armas,  como  medio 
de  terminar  sns  diferencias,    qne  procedan  de  hechos  no  com- 
prendidos en  el  casiM  fcederis  del  .tratado  de  ali^inza  defensiva 
firmado  en   esta    fecha.     Por  el  contrario,  emplearán  exclnsi- 
vameute  los   medios  pacíticos    para   terminar    todas  esas    dife- 
rencias, sometiéndolas  al  fallo  inapelable  de   un  arbitro  cuando 
no  puedan  transijirlas  de  otro  modo.    Las  controversias  sobre 
límites  quedan  comprendidas  en  esta  estipulación.    Artícnlo  2®: 
cuando  las  partes  interesadas  no  puedan  convenir  en  el  nom- 
bramiento del  arbitro,  se   hará  este  por  una  Asamblea  especial 
de  Plenipotenciarios  nombrados  por  las  naciones   contratantes, 
-é   igual  en  número,   por  lo  menos,  á  la  mayoría  de  dichas  na- 
ciones.    La  reunión   se    llevará  á  efecto  en    el  territorio    de 
cualquiera  de  las  naciones  vecinas  á  las    interesadas,    que  de- 
signe aquella  que  primero  hubiese  solicitado  el  nombramiento. 
Artícnlo  3^ :  siempre  que  al  solicitarse  la  designación  de  arbitro, 
«o  el  caso  del   artícnlo  anterior,  estuviere  reunida,    en  el  nú- 
mero antes  determinado,   la  Asamblea  de  Plenipotenciarios  de 
que  habla  el  artículo  10  del  tratado  de  unión  y  alianza  sus- 
crito en  esta  fecha,  corresponderá  á  la  dicha  Asamblea  hacer 
el  expresado  nombramiento.    Artículo  4®  :  si  una  de  las  partes 
contratantes  rehusare  ó  eludiere  el   nombramiento  de    arbitro, 
la  otra    podrá   ocurrir  á  los  demás  Gobiernos  de   los  Estados 
aliados,  los  cuales  tomarán  en  consideración,  cada  uno  por  su 
parte,  la  exposición  del  caso,  y  procurarán  decidir  á  la  parte 
renuente   al  cumplimiento  de  la  estipulación  contenida    en  el 
artículo  1?    Artículo  5* :  cuando  las  partes  interesadas  no  bu- 
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biercu  lijado  de  antemano  la  manera  de  proceder  para  ventilar 
8U8  deiecbos,  corresponderá  al  arbitro  determinar  el  procedi- 
miento." 

^áéu^hl^i*  "  El  ejemplo  dado  al  mando  por  Inglate- 
rra y  los  Estados  Unidos,  sometiendo  á  la  decisión  ar- 
bitral la  diferencia  sascitada  entre  ambos  países  con  motivo 
de  las  reclamaciones  del  Gobierno  americano  conocidas  gene- 
ralmente con  el  nombre  de  Beclamaciones  del  Aldbamaj  es  la 
más  solemne  consagración  del  arbitraje  comojpedio  de  arre- 
glar los  litigios  internacionales.  La  preponderancia  de  las 
naciones  qae  lo  adoptaron  ;  la  solemnidad  empleada  en  la  for- 
mación del  tribunal  arbitral ;  el  valor  de  los  intereses  some 
tidos  á  sn  fallo,  y  la  importancia  de  las  cuestiones  de  de- 
recho por  él  tratadas  y  decididas,  han  dado  nueva  fuerza  á 
este  principio  civilizador^  y  contribuido  á  la  propagación  del 
pensamiento,  hoy  sostenido  por  los  más  notables  publicistas  en- 
ropeos  y  americanos,  de  someter  á  la  decisión  arbitral  los  con- 
flictos internacionales."  (Memoria  del  Secretario  de  Belaciones 
Exteriores  de    Oolombia  al  Congreso   de   1882.) 

Oalvo,  en  su  obra  de  derecho  internacional  teórico  y 
práctico,  dice  que  :  del  año  de  1873  data  un  nuevo  y  serio 
movimiento    en    favor  de   la   generalización  del  arbitraje  como 

medio  de  arreglar  las  diferencias  internacionales.  '  La  idea 
'  <ieja,  por  decirlo  así,  el  lenguaje  de  la  simple  teoría,  para 
asumir  un^carácter  práctico  ',  sale  del  gabinete  de  la  ciencia, 
de  la  filosofía,  para  entrar  en  la  arena  parlamentaria  y  gu- 
bernamental. 

Sin  embargo  do  lo  expuesto,  el  principio  del  arbitramento 
estuvo  á  punto  de  ser  nulo  é  iueficnz  en  Caracas  con  motivo 
de  la  Comiáióu  Mixta  nombrada  poi*  Venezuela  y  los  Estados 
Unidos,  para  conocer  de  las  reclaraacioaes  contra  la  Ecpú- 
blica  que  corporaciones,  compaSías  y  ciudadanos  particulares 
de  los  Estados  Unidos  de  América,  habían  presentado  á  su 
Oobierno  ó  á  su  Legación  en  Caracas.  Nombráronse  dos  co- 
misionados con  aquel  objeto,  y  se  nombró  el  arbitro  que 
debía   decidir  los  casos  en  que  aquellos  no  estuvieren  de  acuer- 
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do,  Ó  las  diferencias  qae  se  sascitasen  en  el  carso  de  sas 
actos,  teDíéndose  por  defíDítivos  los  fallos  de  éste.  (Conven  - 
oión  firmada  en  Caracas    á   25  de    Abril  de  1866). 

Xa  confabulación.  Confabulados  el  comisionado  americano  y  el  ar- 
bitro, burlaron  las  esperanzas  puestas  en  la  Comisión,  y  condena- 
ron á  Yenezaela  á  pagar  casi  el  dnplo  de  la  cantidad  reclamada 
por  los  acreedores.  Se  protestó  contra  todas  las  decisiones 
del  arbitro,  jazgadas  traadnlentas,  y  se  entabló  reclamación 
contra  las  sentencias  de  la  Comisión  Mixta.  Y  han  sido  tan- 
tas, tan  legítimas  y  bien  fundadas  las  aspiraciones  de  la 
Sepública  á  ver    anulados  aquellos    fallos,  que  por  fin    se    ha 

obtenido  del  Gobierno  americano  el  consentimiento  para  re- 
visarlos. El  Presidente  Hayes  en  su  Mensaje  de  1878,  dice: 
<'  á  consecuencia  de  acusaciones  de  fraude  presentadas  con- 
tra algunos  de  los  fallos,  se  ha  demorado  mucho  la  distribu 
ción  de  las  sumas  recibidas  de  Venezuela  en  conformidad  con 
el  tratado  de  25  de  Abril  de  1866,  y  aplicables  á  las  ad- 
judicaciones de  la  Comisión  Mixta  allí  creada.  Mientras  pen- 
dan en  el  Congreso  estos  asuntos,  el  Ejecutivo  no  puede 
arrogarse  la  facultad  de  decidir  las  cuestiones  presentadas, 
ni  distribuir  el  fondo  recibido.  Es  en  alto  grado  de  desearse 
qne  los  legisladores  tomen  una  resolución  perentoria,  ó  decla- 
rando finales  los  fallos,  ó  proveyendo  algún  modo  de  volver  á 
examinar  las   reclamaciones." 

Si  á  esto  se  agrega,  dice  la  Memoria  de  Relaciones  Exte- 
riores de  Venezuela  de  1878,  el  carácter  satisfactorio  de  las 
oonferencias  que  con  el  nuevo  Secretario  de  Estado,  señor 
Evarts,  ha  tenido  el  Ministro  de  Venezuela,  y  se  compara  á 
los  antecedentes  del  negocio  hasta  el  término  de  la  última 
administración;  se  echará  de  ver  desde  luego  lo  que  se  ha 
avanzado  en  el  reclamo  de  los  derechos  nacionales.  Por  otra 
parte,  desde  principios  de  Noviembre  se  introdujo  en  la  Cámara 
de  Eepreeentantes  un  proyecto  de  ley  que  contiene  disposicio- 
nes encaminadas  á  un  fin  idéntico.  Por  uno  de  sus  artículos 
se  previene  al  Secretario  de  Estado  se  abstenga  de  distribuir 
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los  fondos  existentes  de  las  entregas  hechas  por  Venezuela  á 
bnena  cuenta  de  los  fallos.  En  otro  ee  autoriza  al  Presidente 
para  proponer  á  este  Gobierno  nueva  Gomisión  que  revise  las 
sentencias  y  los  reclamos  á  la  anterior  sometida. 

comm^ón.  Se  indica  que  la  nueva  Gomisión  se  reúna  en  Wábh- 
ington  aso  de  pedirlo  así  el  Ejecutivo.  Por  último  se  la  faculta 
para  cancelar  los  certificados  existentes,  y  expedir  otros  á  los 
que  resulten  acreedores  á  ellos.  (*)  Leído  que  fné  el  Mensaje  en 
la  Cámara,  se  propuso  y  se  aprobó  que  se  pidiese  al  Presidente 
toda  la  correspondencia  recibida  del  Gobierno  de  Venezuela 
despaés  de  las  sesiones  pasadas,  sobre  el  asunto  de  que'  se 
habla.  Entre  los  documentos  fueron  una  carta  del  señor  Marray 
al  señor  Nobles,  y  los  recibos  del  comisionado  americano  señor 
David  M.  Talmage,  que  se  descubrieron  últimamente.  Sé  espe- 
raba que  con  esto  acabara  de  decidirse  la  Cámara  á  llevar 
adelante  las  ideas  déla  Comisión  de  Eelaciones  Exteriores  que 
informó  sobre  el  particular  en  31  de  Jnlio  de  1876,  aceptando 
las  fundadas  quejas  de  este  Gobierno.  Así  pued«^  desaparecer 
el  decreto  de  23  de  Febrero  de  1873,  que  reconoció  como  de- 
finitiva y  concluyente,  válida  y  subsistente  contra  la  Repú- 
blica de  Venezuela,  la  adjudicación  de  las  reclamaciones  hecha 
en  virtud  del  contrato  celebrado  con  ella  á  25  de  Abril  de 
1866.  El  documento  referido,  y  que  existía  en  poder  del  her- 
mano del  señor  IN'obles  á  consecuencia  de  la  muerte  de  éste,  es 
una  carta  del  señor  W.  P.  Murray,  cuñado  del  Ministro  Eesi- 
dente  señor  Thomas  K.  Stilwell,  y  apoderado  innecesario  de 
la  mayor  parte  de  los  reclamantes,  que  recibió  $  400.000  de 
los  certificados  expedidos  por  la  Gomisión   Mixta. 

descubierto.  A  la  vuclta  de  dicho  agente  á  los  Estados  Unidos, 
«scribió  una  carta  al  Coronel  Nobles,  en  que  le  daba  informe  del 
negocio  perteneciente  á  éste  y  á  los  señores  Beales  y  Gárríson, 
á  quienes  se  adjudicaron  $  250.000.  Allí  refiere  que  trató  de 
sorprender  al  comisionado  señor  Licenciado  Francisco  Conde, 
ofreciéndole  primero  $  25.000,  y  después  $  50.000,  si  convenía 
■  '  ■         < 

(*)    Qué  pena  debe  imponerse   á  los  reclamantes  fraudulentos,  y 
al  comisionado  y   arbitro  venales,  no  se  indica. 
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CU  conceder  $  200.000.  Como  encontró  la  merecida  repulsa,  hizo 
panto  de  sacar  del  destino  á  este  honradísimo  sageto.  Al  in- 
tento combinó  sus  esfuerzos  con  los  del  Ministro  señor  Stil- 
weUj  y  se  propusieron  influir  al  Presidente  Mariscal  Falcón 
para  el  buen  resultado  de  su  proyecto.  Mas  fue  también  di- 
ligencia inútil.  Habla  de  nuevos  esfuerzos  empleados  con  los 
Generales  Bruzual  y  Monagas,  á  cuyo  Gobierno  dice  que  se 
reconoció  inmediatamente  como  medio  de  prevenir  la  desapa- 
rición del  tribunal  mixto.  Expresa  que  dio  á  uno  ¿,  á  otro 
igualmente  ^^  al  tercero  $  25.000,  si  otorgaba  $  250.000,  Así 
invirtió  en  cohechos  $  112.000,  quedando  un  residuo  de 
$  137.000.  De  éstos  se  reservó  $  37.000  como  sus  honorarios, 
y  los  $  100.000  se  repartieron  entre  los  señores  l!7obles,  Beales 
y  Gárrison,  en  las  porciones  de  $  40.000,  $  30.000  y  $  30.000 
respectivamente.  Si  se  coteja  el  tenor  de  la  carta  con  lo  de- 
•clarado  por  el  señor  Talmage  ante  la  Comisión  inquisitiva  de 
Belaciones  Exteriores,  y  que  vuelto  en  español  se  imprimió  en 
la  Memoria  de  1877,  se  descubrirá  más  y  más  que  ese  comi 
sionado  y  juez  recibió  su  parte  de  soborno  en  el  caso  mencio- 
nadcr  En  efecto,  confesó  él  entonces  conservar  en  su  poder 
de  $  5.000  á  $  25.000  de  los  certificados  concernientes  á  la 
reclamación  de  Nobles,  Beales  y  Gárrison,  sin  que  pudiese 
ó  quisiese  decir,  cómo  ni  de  quién  los  había  obtenido,  ni  cuándo 
ui  á  quién  los  había  vendido.  También  se  nota  que  el  señor 
Murray  se  contrae  á  un  arreglo  hecho  entre  él  y  sus  princi- 
pales antes  de  su  salida  para  esta  ciudad,  y  explica  las  razones 
del  cambio.  - 

«i^píSducto^'^íSíide.  La  base  debía  ser  de  J  y  ¿,  y  el  señor  Murray 
pagó  más  porque  le  exigieron  más ;  pero  á  costa  de  Venezuela,  á 
quien  hizo  condenar  en  un  recargo  de  $  50.000  sobre  lo  que  él  y 
sus  cómplices  se  habían  ligado  al  principio  para  arrancarle. 
De  todo  resulta  la  confirmación  de  los  hechos  puestos  ya  en 
claro,  á  saber,  que,^antes  de  venir  á  Caracas,  los  señores 
Stilwell,  Murray  y  Talmage,  organizaron  una  confabulación 
para  apoderarse  de  los  reclamos  mediante  un  pacto  de  quota 
Uti8f  ofreciendo  buen  éxito  á  los  dueños,  si  cedían  la  mitad  ú 
otra   fracción   considerable  de    las   adjudicaciones,  seguros  i*omo 
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estaban  de  disponer  del   voto  de  los  jaeces,  sin   consideración 
algaua  al  mérito  de  las  demandas.    Para  los  qne  no  se  some- 
tieran á  la  exacción,  no  hubo  sentencia  ó  sentencia  favorable. 
La  distribución  que  se    efectuó  en  el  caso  de  Beales,  No- 
bles y  Oárrison,  fue  sin   duda  el  tipo  de  las  que  se  hicieron 
en   los  demás  casos  agenciados-  por  el  señor  Murray.    T  con- 
viene recordar  que  esa  agencia  versaba  únicamente  sobre   los 
manejos   del  fraude,   no  habiendo    ejercido    ni    podido    aquel 
ejercer   sus   funciones  de    abogado   ni   ante   este  Gobierno,  ni 
ante  la  Legación  anglo-americana,  ni    ante  ia  Comisión  Mixta^ 
que  había  prohibido  oir  á   nadie  de  partí^  de  los  reclamantes. 
Por  el  convenio  sólo  tenía  cabida  la  admisión  de  uno  que  repre- 
sentase á  cualquiera  de    los    dos  Gobiernos.     Ei   mismo  señor 
Talmage,  al  ser  interrogado,  hubo    de  confesar   que    el    señor 
Murray  nada  hizo  en   la  Comisión  respecto  de   los  negocios  so- 
metidos á  su  sentencia.     Aunque    sostuvo    dicho   comisionado 
que  el  señor  Murray  obró    en    favor  de    Driggs,    andando   á 
caza  de  sns  papeles  y   preparándolos,  y  que  ellos  estarían  en 
los  archivos  de  la  Legación,  y  en   los   de  este   Gobierno,  esta 
fue  una  de  tantas    falsedades  como   manchan    su    declaración 
ante  Mr.  Springer.    Un  eminente  abogado  á  quien  se  consultó 
sobre  el  valor  legal  de  los  papeles  recién  descubiertos,  fue  de 
opinión  que  la  carta  del  señor  Murray    era    auténtica  y  ori- 
ginal, y  la  firma  de  su  puño  y  letra ',  lo  que  resultiiba  asi  de 
la  procedencia  del  documento  como  del   cotejo  de  su  letra  con 
ia  otra  escrita   p  r  la  misma  persona  últimamente,  y  en   que 
contesta  á  preguntas   á    él    hechas    sobre  el    propio  negocio. 
Que  suministraba  prueba  directa  y  positiva  que  debía  impedir 
eficazmente  la  cobranza  de  la  adjudicación  decretada  en  favor 
de  los  señores  Beales,  Nobles    y    Gárrison.    Que,  si  la  carta 
estuviese  en  manos    de    los    empleados  correspondientes    con 
prueba  satisfactoria  de  su  autenticidad,   sería    obligación  del 
Gobierno  ordenar  la  comparecencia  personal  del  firmante  á  un 
tribunal  competente  para  declarar  y  hacer  qne  se  revelase  el 
proceder  de  la  Comisión.    Que,  si  se   probaran  los  asertos  de 
la  carta,  aparecería  que  miembros  de  la  Comisión  tenían  un  in- 
terés pecuniario,  é  incurrieron  en  grosera  corrupción  en  cuan- 
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to  á  una  parte  de  los  fallos,  y  que  participarou  de  los  frutos , 
de  éstos,  en  cumplimieato  de    an    contrato  previamente   cele- 
brado.   Que,  si  esto  se  probara,  el  espíritu  del  extracto  de  la 
nota  del  señor  Seward  al  señor  Muñoz  y  Castro,  Encargado 
de  Negocios  de  Venezuela,  exigiría   al   parecer  que  se  descar- 
tasen todos  los   procedimientos  y   las  sentencias  en  general   de 
todos  los  reclamos   como  inficionados  de  fraude,  y  se  autorizase 
una  nueva  Gomisión  conforme  al  convenio  entre  los  dos  Go- 
biernos, y  esto  á  cansa    de    los    elementos  de   unidad  en    la 
referencia,  consideración  y    proyectada   ejecución  gubernativa 
de  los  reclamos.    Concluye  con  estas  palabras :  "  en  todos  los 
casos  de  que  conocen  los  tribunales    de  justicia  del  país,    la 
corrupción  de  un  arbitro   viciaría   el  fallo,    ¿lío  se    aplicará 
esta  regla  cuando    las  partes   interesadas  son   naciones  ?    La 
honra  nacional  prohibe   se  haga  poner    en    efecto  la    decisión 
expedida  por  el  órgano  de  un  tribunal  cohechado,  y  exige  que 
se  abra  la  puerta  á    la    reconsideración   de  la  causa."    Ade* 
más  del  informe   analizado,    se    ha    escrito  á  este    Ministerio 
haberse  conseguido  varios  recibos  originales  de  las  partes,  con 
especificación  de  las  sumas  que  obtuvieron^  y  cartas  origina- 
les de  los  señores  Murray,  Stilwell  y  Talmage,  confirmatorias 
de  los  hechos  expuestos  por  el  primero  en  la   suya   al   señor 
j^obles.    Hasta  se  asegura  que    los  mismos  tenedores  de  los 
certificados,  vista    la  falta   de    apoyo  y    la    consiguiente  im- 
posibilidad de  continuar  el  combate,  han  dejado  el  campo  solo. 
Así  que,  todo  se  combina  esta  vez  para  dar  el  golpe  mortal 
á  la  confabulación  preparada  de  atrás   por  el  señor  Talmage, 
comisionado  americano,  que  solicitó  el  nombramiento  sin  nin- 
gunas prendas  para  merecerlo,    antes  de  salir  de  los  Estados 
Unidos  estableció  agencias  de  concesión  de  reclamos  mediante 
el  pacto  de  dejarles  una  parte  considerable  de  ellos,  dio  sen- 
tencias ajustadas  á  la  sola  norma  de  su   lucro,  fue  él  mismo 
poderista  de  varios  reclamantes,  recibió  de  sí  propio  como  tal 
no  pocos  certificados  de    reconocimiento,    imprimió    en  todos 
sus  actos    el  sello  de  aviesas    intenciones,    salió  d^  Caracas 
presuroso  y  como  á  hurtadillas,  se  extremó  en  hacer  declarar 
4il  Congreso  de  allá  la  validez  de  los  juicios,  percibió  en  Wásh- 


38  INTRODUCCIÓN 


iugton  dividendos  bajo  au  nombre  sapaesto,  y  al  cabo  eu  sa 
interrogatorio  por  Mr.  Springer,  Presidente  de  ia  Sab-comisióii 
de  Belacíones  E:rteriores  de  la  Oámara  de  Representantes,  dejó 
escapar  á  cada  minato  la  verdad  en  sas  estremos  conatos 
por  esconderla. 

de  M^7.  li»  carta  de  Mr.  Marray  (Memoria  de  Relaciones 
Exteriores  de  Yenezaela,  1880J,  descrita  en  otra  ocasión,  fue 
reprodacida  con  comentos  en  varios  periódicos,  y  el  defensor 
nuestro  compareció  ante  las  Oo.misiones  de  Relaciones  Exte- 
riores de  ambas  Cámaras.  También  fae  llamado  el  señor 
Nobles,  y  su  testimonio  puso  fuera  de  duda  la  impostura  de 
que  se  le  hubiese  ofrecido,  por  premio  de  la  comunicación  de 
su  documento,  hacer  despachar  favorablemente  el  reclamo  de 
su  difunto  hermano  y  de  Reales  y  Gárrison,  que  es  uno  de 
los  más  extravagantes.  Asimismo  se  examinó  de  nuevo  á  Mr. 
Talmage,  cuyas  contradicciones  se  multiplicaron  de  manera 
que,  con  el  fin  de  ponerlas  de  bulto,  le  interrogó  Mr.  Pile,  y 
después  las  dio  á  conocer  en  un  folleto  destinado  al  intento. 
Fueron  ellas  tales,  que  negó  rotundamente  sus  relaciones  de 
amistad  é  intereses  con  el  tercero  señor  Juan  I^epomuceno 
Machado,  para  la  época  en  que  se  constituyó  la  Oomisjón 
Mixta.  Más  debió  de  confundirse,  cuando  al  dí$i  siguiente  se 
presentó  copia  auténtica  del  poder  que  con  anterioridad  tenía 
otorgado  á  su  compañero  en  las  funciones  de  juez,  y  cartas 
originales  de  ambos,  corroborantes  de  su  intimidad  preexistente. 
Al  que  pare  la  consideración  en  las  dificultades  producidas 
por  la  conducta  del  señor  Talmage  en  el  capítulo  de  la  elec- 
ción del  arbitro  en  Caracas,  no  le  puede  quedar  la  menor  duda 
de  que,  como  parte  de  su  plan  de  infidencia,  sólo  se  propuso 
frustrar  semejante  acto,  y  manejarse  en  su  patria  de  suerte 
que  el  nombramiento  recayese,  según  sucedió,  en  el  amigo  y 
cómplice.  En  fin,  después  de  muchos  pasos  de  los  agentes 
nacionales,  y  en  particular  del  alegato  de  Mr.  Pile,  el  Con- 
greso, al  finalizar  una  sesión  laboriosa  y  prolongada,  sancionó 
lo  que  sigue  al  promediar  1878: 

^^  Decrétese  por  el  Senado  y  Oámara  de  Representantes  de  los 
Estados  Unidos  de  América,  reunidos  en  Congreso.  Que  se  abroga- 
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y  por  la  presente   qoeda  abrogada  el  acta  titulada  Acta  para 

hacer  cumplir  con   la  faerza  las  estipulaciones  del  convenio  de 

Yeneznela  de  25  de  Abril  de  1866,  y  el  pago  de  las  reclamaciones 

falladas,  aprobadas  en  25  de  Febrero  de  1873 ;  con  tal  sin  em- 

bargOj  que  nada  de  lo  contenido  aquí  ni  el  acta  derogada  se 

interprete  como  manifestación  de  alguna  opinión  por  parte  del 

Congreso  respecto  á  la  validez  de  cualesquiera  fallos  pronunciados 

en  virtud  de  dicho  convenio,  ó  en  cuanto  á  la  conveniencia  de 

qne  el  Ejecutivo  negocie  nuevo  convenio  respecto  á  los  mismos. '' 

^^d/ vSi^^S!**       Este  decreto,  continúa  la  Memoria,  destruyó  el 
grave  obstáculo  qne  se  oponía  á  la  admisión  de  las  justísimas  de- 
xnandas  de  Venezuela,  y  pasó  el  asunto  á  manos  del  Poder  Ejecu- 
t;ivo  que  es  la  autoridad  llamada  á  intervenir  desde  luego  en  la 
negociación  de  los  tratados.    Beiterose  ejitonces  nuestra  deman- 
da   sobre  los  fallos,    valiéndonos  de  los  argumentos   aducidos 
X>or  las  Comisiones  del  Congreso  contra  la  subsistencia  del  de~ 
^<5reto  de  1873,  y  proponiendo  la  celebración  del  nuevo  conve- 
:x3Ío  para  el  examen  y  juicio  de  los  reclamos.    Se  pensaba  sé* 
:xriamente  en  el  modo  de  aprovechar  la  costosa  experiencia  ad- 
^^uirida,  y  tomar  todas  las  precauciones  necesarias  al  fin  de  evi. 
otros  fraudes.    Se   reforzaron  las  pruebas    con   la    adición 
correspondencia  últimamente  conseguida  en  sus  originales, 
't^nto  más  cuanto  importaba  patentizar  que,  no  el  tamaño  de 
los  fallos,  ni  el  propósito  de  evadir  el  pago,  como  lo  asenta-* 
Iban  en  su  despecho  los  partícipes  del  fruto  de  la  confabula- 
<3ión,  sino  la  evidencia  de  ésta,  era    lo  que   había  movido  á 
Venezuela  á  elevar  ante  el  mundo  la  voz  de  sus  quejas  contra 
la  iniquidad  revestida  de  formas  judiciales.     En  22  de  Octubre 
de  1878  la  Legación  dirigió  al  Excelentísimo  señor  Evarts,  Se- 
cretario de  Estado,  el  extenso  y  nutrido  oficio  que  tenía  listo* 
Principió  por  insertar    las  declaraciones  de  Talmage   ante  las 
Oomisiones  del  Congreso,  á  cansa  de  constituir  las  pruebas  más 
irrefragables  de  su  prevaricato  ^  expuso  luego  las  informalida- 
des, amaños  y  motivos  que  mediaron  en  el  nombramiento  del 
señor  Juan  K.  Machado  para  arbitro,  sus  estrechas  relaciones 
con  Talmage  y  la  actitud  en  que  por  lo  mismo  se  hallaba  de  ser- 
Tir  álos  fines  déla  camarilla;  y,  en  conclusión,  hizo  una  resé* 


40  INTRODUCCIÓN 


¡la  de  lo  exorbitante  de  ciertos  reclamos.  Por  fortana,  la  dis- 
ensión empeñada  con  el  Gobierno  inglés  en  cnanto  á  lo  decidido 
por  la  Comisión  de  Halifax  qne,  en  sentir  de  los  Estados  uni- 
dos, estimó  en  más  de  lo  jnsto  el  resarcimiento  del  valor  de 
las  pesqnerías  del  Golfo  de  San  Lorenzo,  había  modificado  en 
algo  la  opinión  de  Mr.  Evarts  acerca  de  la  faerza  conclnyente 
6  irrevocable  de  las  sentencias  arbitrales.  Oontribnía  además 
á  facilitar  el  desenlace  favorable  de  la  cnestión  el  caso  análogo  de 
Méjico.  El  arbitro  entonces  falló  apoyado  en  datos  y  testimonios 
aparentemente  verídicos ;  mas,  terminados  qae  fueron  los  trabajos 
del  tribunal  y  satisfechos  los  dos  primeros  plazos,  el  Gobierno  de 
Méjico  halló  documentos  demostrativos  del  carácter  frandoloso 
de  dos  reclamaciones,  y  en  vista  de  ellos  el  Congreso  anglo- 
americano las  remitió  al  juicio  del  Ejecutivo.  En  su  dictamen 
sobre  esos  fallos  él  declara  que,  ^<  á  pesar  de  provenir  de  ana 
Comisión  internacional,  á  cuyos  jueces  y  arbitro  no  se  ha 
puesto  la  menor  tacha  ó  falta,  las  pruebas  aducidas  poste- 
riormente por  el  Gobierno  mejicano  no  dejan  duda  alguna  de 
ser  fraudulentas  las  reclamaciones  que  las  motivaron ;  y  no 
teniendo  el  Ejecutivo  facultades  coactivas  para  hacer  compa- 
recer y  examinar  á  las  partes,  devaelve  los  docameritos  al 
Congreso  por  si  creyere  necesario  seguir  la  averiguaeió*),  ó  sin 
ello,  eximir  á  Méjico  de  un  compromiso  que,  en  su  concepto, 
es  incompatible  con  el  honor  de  los  Estados  Utiivlos  hacer 
efectivo."  A  este  punto  habian  llegado  las  cosas,  cuando  en 
9  de  Diciembre  de  aquel  año  recibió  el  Agente  de  Venezuela 
una  comunicación  en  que  el  señor  Evarts  le  informaba  de  que 
creia  llegada  la  oportunidad  de  distribuir  entre  los  reclamantes 
los  fondos  existentes  en  caja.  En  consecuencia,  le  excitaba  á 
suministrar  todos  los  datos  que  se  estimase  autorizado  para 
comunicar  respecto  de  los  fallos  tenidos  por  fraudulentos,  y  á 
fijar  el  monto  de  la  demasía  de  cada  uno.  También  preguntó 
si  había  alguna  verdad  en  el  rumor  de  que  Venezuela  estaba 
comprando  ó  se  proponía  comprar,  en  todo  ó  en  parte,  los 
certificados  expedidos  por  la  Comisión  Mixta.  Eu  último  1q. 
gar,  le  participaba  que,  antes  de  resolver  sobre  la  distribu- 
ción,  oiría  los  alegatos  que  los   apoderados  de  los  reclamantes 


INTRODUCCIÓN  41 


-quisieren  someter  á  su  jaicio.  Extraño  parecía  qae,  en  vez 
de  decidirse  la  cuestión,  se  pensara  en  repartir  ios  fondos,  lo 
cual  venía  á  deshacer  lo  que  se  jazgaba  asegurado.  Porque, 
si  se  había  suspendido  la  entrega  de  ellos  en  virtud  de  la 
existencia  del  dolo,  demostrado  aún  en  las  Comisiones  de  las 
^Cámaras  Legislativas;  dar  un  paso  en  dirección  opuesta, 
equivalía  á  reconocer  que  ningún  impedimento  obstaba  al  pago. 
Por  otra  parte,  hacía  poco  que  el  señor  Secretario  había  de- 
clarado que  consideraba  en  toda  su  fuerza  la  protesta  del  Go- 
bierno de  Venezuela,  el  cual  desde  el  principio,  y  cada  vez 
sucesiva,  al  efectuar  algún  pago,  ha  puesto  á  salvo  sus  dere- 
chos, é  insistido  en  la  necesidad  de  no  efectuar  repartos.  La 
Legación  se  apresuró  á  renovar  las  protestas,  enumeró  los  re- 
clamos  de  mayor  cuantía,  mas  sin  exceptuar  del  nuevo  examen 
ni  á  loa  pequeños,  y  desmintió  rotundamente  la  voz  de  que 
se  estuviesen  adquiriendo  los  vales,  aun  cuando  se  había  ofre- 
cido por  la  mitad  dos,,  importantes  $  82.000,  de  la  pertenencia 
del  señor  Stilwell,  Ex-ministro  Residente  y  cuñado  del  se- 
ñor iTurray.  Entre  tanto,  volvió  á  reunirse  el  Congreso,  y 
por  esto  y  la  resolución  de  oir  á  todas  las  partes,  nada  se 
había  adelantado  en  el  negocio.  Mas  eu  8  de  Julio  pudo  el 
señor  Pile,  como  defensor  de  Yenezuela,  informar  ante  el  señor 
Evarts,  que,  durante  el  discurso,  le  interrumpió  algunas  veces 
con  el  propósito  de  poner  en  mayor  claridad  algunos  parti- 
culares. Este  .Despacho  tiene  á  la  vista,  é  impresa  en  un  fo- 
lleto, la  defensa,  que  es  obra  de  profundo  estudio  de  los  ex- 
pedientes, y  de  no  poca  pericia  en  el  derecho  y  prácticas  de 
aquella  Bepública.  Después  de  haber  demostrado  con  buenas 
razones  y  antecedentes  bebidos  en  la  historia  nacional,  que  la 
Federación  de  la  América  del  Korte  se  hallaba  en  aptitud 
de  hacer  justicia  á  la  apelación  de  Yenezuela  contra  uno 
de  los  actos  más  escandalosos  que  se  registran  en  archi- 
vos diplomáticos,  entró  á  individuar  las  circunstancins  que 
precedieron,  acompañaron  y  siguieron  á  la  organización  y 
procedimientos  y  sentencias  de  la  Comisión  Mixta.  Para 
el  esclarecimiento  de  los  hechos  previos  le  sirvieron  las 
declaraciones  de  los  señores  Talmage  y  Murray,  y  notablemente 
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la  carta  de  éste  hallada  entre  los  papelea  del  Ooronel  Nobles, 
qne  cootieoe  además  la  noticia  de  las  sumas  invertidas  en  co- 
hechos, con  el  objeto  de  lograr  una  decisión  favorable  á  la 
protección  de  aquel  individuo,  y  de  sus  socios  Beales  y  Oá- 
rrison.  A  los  jueces  se  ofrecía  más  ó  menos,  á  proporción  de 
lo  que  se  prestaran  á  conceder  á  los  interesados,  con  atención 
sólo  al  provecho  personal  y  á  costal  del  tesoro  de  esta  Bepú- 
blica.  Figuran  como  rasgos  descollantes  en  el  informe  la  cir- 
cunstancia de  que,  de  ana  lista  de  doce  reclamaciones  en  laa 
cuales  los  señores  Talmage,  Whiton  y  Murray  se  hicieron  dar 
poder,  y  que  están  admitidas,  se  privó  á  las  partes  en  ana 
del  60,  en  tres  del  33,  y  en  las  demás  del  50  por  ciento.  Y 
esto  aon  <)uando  la  Comisión  fijó  por  r^gla  de  procedimiento 
no  permitir  que  se  presentasen  en  ella  terceras  personas.  De 
modo  que  los  apoderados  no  podian  prestar  á  los  principales 
servicio  alguno  durante  el  examen  de  sus  solicitudes.  Los  re- 
clamantes  que,  como  Mr.  Mackie  y  Mr.  Woodruff,  no  se  avi- 
nieron á  beneficiar  á  los  miembros  de  la  camarilla,  quedaron 
repulsados.  Otra  cosa  hacia  la  cual  se  llamó  la  atención  del 
señor  Evarts,  y  que  sin  duda  le  impresionó  mucho,  fue  el 
proceder  del  comisionado  Talmage,  en  cuanto  á  división  de  las 
sumas  pretendidas,  apresuramiento  de  sus  operaciones,  secreto 
de  sus  actos,  salida  de  Caracas  en  son  de  fuga  y  llevándose- 
casi  todos  los  certificados.  Por  qué  se  expidieron  éstos  al  por- 
tador, y  nó  con  el  nombre  de  cada  uno  de  los  interesados,^ 
no  pudo  averiguarse,  no  constando  nada  absolutamente  sobre 
el  particular  en  el  libro  de  actas.  Así,  aunque  debieran  ha- 
berse dado  á  favor  de  los  reclamantes  con  la  especificación 
de  las  cantidades  á  ellos  reconocidas,  como  se  persuadió  Mr. 
Evarts  y  lo  dijo  extrañando  se  hubiese  hecho  lo  contrario,  lo 
cierto  es  que  importaba  á  los  confabulados,  y  los  eximia  de 
todo  temor  de  engaño,  el  apoderarse  por  sí  mismos  de  los 
bonos,  y  borrar  todo  vestigio  de  su  procedencia.  De  otra  ma- 
nera el  comisionado  de  los  Estados  Unidos  no  habria  podido 
servir  de  agente  ó  instrumento  para  cobrar  544.000  dollars 
por  honorarios  de  supuestos  procuradores.  Entre  las  observa- 
ciones que  el  señor  Secretario  profirió  en   la  discusión  con    el 
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señor  Pile,  hay  ana  di^na  de  meiicioDarse  como  criterio  para 
juzgar  de  lo  qae  antes  de  ahora  se  ha  exigido  á  Yeneznela 
en  casos  análogos,  y  de  lo  que  sentenció  la  Comisión  Mixta. 
Ella  habia  concedido  á  las  viadas  de  los  señores  Hammer, 
Bríssot  y  Stackpole  respectivamente  50.000,  25.000  y  35.000  pesos 
americanos  en  indemnización  de  la  muerte  de  los  dos  primeros 
y  heridas  del  último.  La  mitad  de  esas  adjadicaciones  la  tomó 
Mr.  Mnrray,  y  la  otra  mitad  permanecía  á  mediados  de  1879 
en  el  Departamento  de  Estado  de  Washington,  como  para  qae 
se  palpase  la  verdad  de  los  cargos  sustentados  por  Yeneznela. 
Hablábase  de  tales  asuntos,  cuando  dijo  Mr.  Evarts :  "en  Ve- 
nezaela  y  en  Méjico  se  estima  en  alto  precio  la  vida.  Nadie 
puede  ser  muerto  allí  sin  que  cueste  al  Gobierno  cincuenta  mil 
doUars.  La  regla  que  se  sigue  aquí  es  estimarla  en  cinco  mil 
dollars.''  El  señor  Secretario  acabó  por  hacer  al  señor  Pile  al- 
gunas indicaciones  que,  como  correspondia,  sometió  éste  al 
juicio  del  Gobierno. 

o?^*u''o.  Finalmente,  el  Libro  Amarillo  de  los  Estados 
unidos  de  Venezuela,  da  cuenta  del  resultado  á  que  ha  lle- 
gado este  asunto,  publicando  la  siguiente  resolución  del  Con- 
greso de  los  Estados  Unidos,  á  saber:  "El  Senado  y  Cáma- 
ra de  Bepresen tantos  reunidos  en  Congreso,  resuelven  :  su- 
plicar 9I  Presidente,  como  por  la  presente  se  hace,  que  entable 
correspondencia  diplomática  con  el  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  de  Venezuela  á  fin  de  revivir  las  estipulaciones  ge- 
nerales del  tratado  de  25  de  Abril  de  1866  con  aquel  Gobierno 
y  nombrar  conforme  á  él  una  nueva  Comisión  que  se  reunirá 
en  la  ciudad  de  Washington ;  cuya  Comisión  será  autorizada 
para  tomar  en  consideración  toda  la  prueba  presentada  ante 
la  primera  Comisión  con  relación  á  las  reclamaciones  que  en 
ella  se  hicieron,  junto  con  cualquiera  otra  prueba  adicional 
que  los  reclamantes  ofrecieren ;  y  de  los  fallos  que  á  los  re- 
clamantes se  dieren  se  deducirán  las  sumas  de  dinero  hasta 
ahora  pagadas  por  el  Departamento  de  Estado  por  los  res- 
pectivos certificados  que  por  sus  fallos  les  dio  la  primera  Co 
misión,  y  tales  certificados  se  tendrán  por  cancelados ;  y  el 
dinero  ahora  existente  en  el  Departamento  de  Estado   que  1  o 
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ha  recibido  del  Gobierno  de  Venezuela  á  cuHnt»  de  dichos  fallos 
y  todo  el  dinero  que  paeda  ser  pagado  en  lo  adelante,  según 
el  tratado  aludido,  será  distribaido  á  prorata  en  pago  de  los 
fallos  qae  diere  la  Oomisióu  qae  se  nombrará  conforme  á  esta 
resolución.'' 

Prevaricato  del  Hastd   hov,  que  vo  scpa,  no  se  ha  procedido    á 

comisionado   y  del  ,  ,  ...  T 

arbitro.  üombrar     los  comisionados    americano  y   vene- 

zolano, ni  el  arbitro,  que  han  de  volver  á  conocer  y  fa- 
llar de  las  reclamaciones  pendientes  de  ciudadanos  de  los 
Estados  Unidos  contra  Venezuela.  Pero  el  insólito  prevari- 
cato del  comisionado  anglo- americano  y  del  tercero  en  discordia, 
en  momentos  en  que  por  medio  de  tribunales  arbitrales  6us- 
can  las  naciones  de  la  tierra  un  modo  de  allanar  las  di- 
ferencias internacionales  sin  ir  al  recurso  extremo  de  la  guerra, 
ha  estado  á  punto  de  hacer  ineficaz  y  nulo  ese  propio  recurso,  si  la 
insistencia  del  Gobierno  de  Venezuela,  por  una  parte  ;  y  por  otra 
el  espíritu  de  rectitud  y  de  justicia  del  Gobierno  déla  América 
del  Korte,  reconociendo  el  fraude,  no  hubiese  vuelto  sobre  sus 
pasos  y    anulado  los  fallos  de  aquella  primera  Comisión. 

Las  consideraciones  expuestas  sugieren  á  mi  ánimo,  co 
mo  consecuencia  de  los  hechos,  varias  preguntas  :  1?  ¿  hasta 
qué  punto  conviene  que  los  nombrados  para  ejercer  lasfun- 
<5Íones  de  arbitro  sean  individuos  y  nó  gobiernos  constituidos  ? 
2^  ¿  si  nó  convendría  á  los  intereses  de  las  partes  contra- 
tantes, referir  la  decisión  arbitral  al  buen  juicio  de  otros  go- 
biernos, estableciéndose  este  principio  como  base  de  las  con- 
venciones entre  las  naciones  ?  3*.  ¿constituyendo  el  prevaricato 
de  los  comisionados,  ó  del  arbitro,  un  delito  castigado  por 
las  leyes,  á  cuál  de  las  partes  contratantes  incumbe  el  pro- 
cedimiento criminal  contra  el  delincuente  1  4?  ¿  si  rechazada  una 
reclamación  por  improcedente,  ó  averiguado  que  es  ilegítima, 
oque  se  han  falsificado  hechos  (aunque  nó  firmas,  caso  previsto), 
es  el  reclamante  culpable  de  un  delito;  qué  delito  es  éste 
(perjurio  ?)  y  si  hay   ó  no  acción  para  perseguirle  ? 

So  pena  la  falsedad  de^r  i  xji^i.'  •»         -rr  -i 

las  reclamaciones.        Un     dccreto    del     Gobicmo     de     Venezuela 
de  14  de   Febrero    de  1873,     establece    penas    para    castigar 
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el  delito  de  falsifícacióu  do  los  hecho»  en  el  artícalo  8°, 
que  dice  así  :  '^  Artícalo  ^^  El  que  aparezca  de  una 
mauera  mauifíesta  que  ha  exajerado  el  monto  de  los  per- 
jaicios  qae  diga  haber  safiido,  perderá  cualquiera  derecho 
qae  pueda  tener,  é  incurrirá  en  una  multa  de  quinientos  á  tres 
mil  venezolanos,  ó  prisión  de  tres  á  doce  meses.  Si  resultare 
que  la  reclamación  es  de  todo  punto  falsa^  el  culpable  in- 
corrirá  en  una  multa  de  mil  á  cinco  mil  venezolanos^  ó  pri- 
sión   de  seis  á  veinte  y  cuatro  meses,'' 

Importando  mucho  el  esclarecimiento  de  estas  cuestiones, 
como  to'las  las  que  aquí  hnn  de  estudiarse,  de  modo  qae  ven- 
gau  á  fijar  hasta  donde  sea  posible,  los  principios  del  dere- 
cho internacional  hispano-americano,  volveré  á  ocaparme  en 
ellas,  con  consalta  de  autoridades  competentes,  en  el  curso 
de   este  libro. 

Guatemala,  Costa  Eica,  nicaragua,  Méjico  y  otras  naciones 
de  la  América  del  Sur,  reconocen  la  necesidad  de  someter  al 
arbitramento  la  solución  de  sus  diferencias  con  otros  Estados. 

En  los  tratados  de  varias  potencias  europeas,  éstas  re- 
conocen también  aquella  necesidad  ;  y  terminantemente,  en  el 
tratado  de  Yenezuela  con  Dinamarca,  y  en  el  comercial  con 
España.  Figura  desde  1822  en  los  tratados  entre  Colombia 
y  el  Perú,  y  Colombia  y  Chile,  y  de  1823  y  1825,  con  Méjico 
y  Guatemala. 

En  ana  obra  llamada  ^^  luternatíonalism,"  de  Don  Arturo  de 
Marcoartn,  ex-diputado  á  las  Cortes  españolas,  se  afirma  que 
el  principio  del  arbitramento  lo  introdujo  Sir  John  Bowring 
en  los  tratados  concluidos  por  él  con  Bélgica,  Icalia,  Suiza, 
España,  Suecia  y  Noruega,  y  Hanover;  y  además  que  Es- 
paña, en  1870,  insertó  una  cláusula  relativa  á  arbitramento 
en  sn  tratado  de  amistad  y  comercio  con  la  Bepública  del 
Uruguay,  lo  mismo  que  en  el  celebrado]  con  Venezuela  en  20 
de  Mayo  de  1882. 

Y  cerno  esta  materia  se  enlaza  muy  bien  con  la  de  recia- 
macionfs  extranjeras,  objeto  de  la  Comisión  Mixta  para  deci- 
dir de  h^  pendientes  entre  Venezuela  y  los  Estados  Unidos,  es- 
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timamos  lógico  detenernos  un  poco  en  la  consideración  denn  pan- 
to qae  tanto  y  tan  constante  interés  ha  venido  á  despertar  en  las 
que  antes  faeron  colonias  españolas  y  son  boy  naciones  in- 
dependientes. 

^ítoSS^.  *'  Apenas  libradas  estas  Repúblicas  de  la  do- 
minación de  la  madre  patria,  y  no  terminada  aún  la 
guerra  por  la  independencia,  comenzaron  á  convertirse  en 
faente  de  especulación  contra  los  nuevos  Estados,  las  reclama- 
ciones de  los  individuos  de  otros  países  que  á  ellos  venian 
á  ocuparse  en  negocios  de  comercio,  ó  con  la  intención  de  esta- 
blecerse y  residir  en  el  territorio  americano.  Estas  reclama- 
ciones llegaron  á  ser  tanto  más  numerosas  y  considerables, 
cuanto  mayor  era  la  facilidad  con  que  acudiendo  los  inte- 
resados á  la  gestión  diplomática,  hallaban  y  aún  hallan  en 
ella  apoyo  tan  pertinaz  como  injustificable.  De  aquí,  el  origen  de 
casi  todas  las  diferencias,  disputas,  cuestiones,  controversias 
é  intervención  de  las  potencias  europeas  en  su  trato  inter- 
nacional con  Venezuela,  Colombia,  el  Ecuador,  Perú,  Bolivia, 
Chile,  el  Uruguay  y  el  Paraguay,  la  Eepública  Argentina, 
Guatemala,  l!7icaragua.  Honduras,  el  Salvador,  Costa  Bica  y  Mé- 
jico ;  llevadas  todas  hasta  el  punto  de  proclamarse  en  la 
última  el  imperio  de  Maximiliano,  ocupando  aquel  territorio 
fuerzas  aliadas  de  Francia,  Inglaterra  y  España,  y  terminando 
con  la  ejecución  del  intruso  en  Qnerétaro,  y  la  decidida  in- 
tervención  de   los    Estados  Unidos. 

^''hLp^^^ericfit^''  En  la  Memoria  del  Ministerio  de  Eelaciones 
Exteriores  de  Venezuela  (1882),  se  lee  :  <'  el  mal  de  las  reclama- 
ciones extranjeras  no  ha  sido  peculiar  de  Venezuela ;  se  siente  en 
todas  las  Bepúblicas  del  mismo  origen  de  largo  tiempo  á  esta 
parte,  aunque  no  siempre  en  el  mismo  grado.  De  esta  verdad 
abundan  pruebas  en  el  archivo  del  Ministerio,  y  las  suministran 
en  sus  informes  anuales  las  de  otros  Estados.  Poner  remedio 
á  la  calamidad  es  mandato  del  patriotismo.  Así  no  puede  extra- 
ñarse ningún  esfuerzo  que  á  ello  se  encamine.  Hasta  se  ha 
creído  á  propósito  un  concierto  entre  las  Kepúblicas  para  re- 
chazar las  solicitudes  de  los  extranjeros  que  no  se  acomoden 
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á  las  disposiciones  legales.  Ese  es  an  deber  Daoido  de  la 
más  seucilla  nocióu  del  derecho  de  geutes,  y  en  cayo  campli- 
miento  está  vincalada  la  soberanía  é  independencia.  Si  se 
deja  infringir,  si  se  aceptan  los  dictados  del  interés  particalar 
sobrepuesto  al  público,  si  no  se  resiste  á  la  preferencia  que  se 
arrogan  los  extraños,  vanamente  se  pretenderá  decir  que  estas 
naciones  merecen  el  nombre  de  tales.  La  igualdad  que  obser- 
van los  poderosos  en  el  trato  de  unos  con  otros,  es  y  de- 
biera ser  la  regla  aplicable  también  á  los  débiles,  porque  á 
los  ojos  de  la  razón  y  del  derecho  la  falta  de  fuerza  no  cons- 
tituye un  delito,  ni  justifica  el  uso  de  procedimientos  excepcio- 
nales. Este  mal  pasará.  Su  repetición,  su  enormidad,  claman 
por  una  medida  que  lo  desarraigue.  En  asegurándose  la  paz, 
primera  necesidad  de  América,  ella  se  levantará  de  su  situación 
actual,  crecerá  en  habitantes,  riqueza  y  podeno,  y  se  concillará 
la  estima  de  las  potencias  del  orbe.  Pero  entre  tanto  conviene 
•no  omitir  ningún  arbitrio  que  dé  á  conocer  la  conciencia  de  los 
-derechos  ofendidos  con  el  abuso  de  la  superioridad  y  la  reso- 
lución de  ponerle  término  mediante  el  e}ercicio  í1(^  indisputables 
atributos  de  soberanía.'' 

La  Memoria  del  mismo  Departamento,  de  1878,  hablando 
<le  las  dificultades  con  Francia,  dice:  '< vanos  han  sido  hasta 
^bora  los  esfuerzos  hechos  para  obtener  del  Gobierno  francés 
la  entrega  de  las  acciones  de  banco,  billetes,  órdenes  y  expe- 
dientes á  que  se  refieren  los  dichos  convenios  de  indemniza- 
ción. Todavía  hoy,  á  los  trece  años  de  celebrados,  se  ignora 
«I  número  y  nombre  de  los  reclamantes  á  quienes  comprendan. 
Por  falca  de  ese  dato  tan  importante  se  han  sufrido  los  in- 
convenientes sentidos  en  otras  Memorias.'' 

á  ?r?ícia.      Y  cuenta  que  á  Francia  se  han  pagado  crecidas 

4sumas  de  dinero  por  reclamaciones  de  sus  subditos  contra  el 

gobierno  de  Venezuela,   sin    saberse  hasta  ahora  como  queda 

arriba  dicho,  el  número  y  nombre  de  los  reclamantes  á  quienes 

comprenden   las  indemnizaciones  pagadas.    (Fr.  5.191.689.92). 

Con   Inglaterra,  España,  Dinamarca,  Holanda,  Italia,  Es- 
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tados  Unidos,  tenemos  convenciones  diplomáticas  para  el  pago- 
de  las  reclamaciones  de  sns  subditos. 

«uroí^n^América.  HaWando  Calvo  sobre  las  intervenciones  de 
los  Estados  europeos  en  los  de  América,  dice  qne  por  más 
qne  se  empeñe  en  ver  en  ellas  alguna  razón  qne  las  justifi- 
que, es  lo  cierto  que  no  se  encontrará  ninguna.  Y  agrega 
qne  otro  de  los  motivos  aparentes  en  que  se  han  funda- 
do, es  el  de  alcanzar  indemnizaciones  en  provecho  de  sus 
subditos  ó  de  extranjeros  cuya  protección  se  han  atribuido  in- 
debidamente; y  ha  llegado  hasta  un  punto  tal  este  abuso^ 
que  Mr.  Thiers  no  ha  tenido  inconveniente  en  hacer  una  gra- 
ve y  elocuente  revelación,  pronunciando  desde  la  tribuna  del 
Cuerpo  Legislativo  francés,  estas  palabras :  <^  En  la  época  de 
la  expedición  de  San  Juan  de  Ulloa,  el  Gobierno  francés  había 
disminuido  considerablemente  el  monto  de  las  reclamaciones  de 
nuestros  compatriotas:  las  había  reducido  á  tres  millones.  Y 
bien,  cuando  el  Ministerio  de  Belaciones  Exteriores  tuvo  que 
distribuir  estos  tres  millones,  encontró  que  en  realidad  no  tenía 
que  pagar  sino  dos^  Quedaba,  pues  un  millón,  qne  se  ha  em- 
pleado después  en  aliviar  otros  sufrimientos."  (Discurso  de  Mr. 
Thiers  sobre  la  expedición  de  Méjico). 

^''p^'ÜSi^^r^''  Estas  indemnizaciones  pecuniarias,  continúa 
Calvo,  hechas  sin  examen  alguno  de  causa  y  como  á  la 
aventura,  pero  con  la  amenaza  siempre,  por  parte  de  los  Go- 
biernos europeos,  de  apoyar  con  la  fuerza  sus  reclamaciones, 
han  sido  la  fuente  más  copiosa  de  las  intervenciones  de  dichos 
Gobiernos  en  América.  Pero  lo  cierto  es  que  en  derecho  inter- 
nacional, no  se  puede  admitir  como  legítimo  este  motivo  de 
intervención,  y  qne  tampoco  lo  han  admitido  en  sus  relaciones 
recíprocas  los  Estados  europeos.  ¿  Por  qué,  pues,  se  aplica  por 
estos  en  sus  relaciones  con  los  Estados  americanos? 

Interves  den  francesa         ¿-^  i_i.i.  \  i^i,. 

en  Méjico.  Orcemos,  no  obstante,  que  los  resultados  de  la 

intervención  francesa  en  Méjico  habrán  hecho  comprender  á 
los  Gobiernos  de  Europa,  que  deben  sostener  con  América  los 
mismos  principios  de  política  internacional  que  sostienen  entre 


INTEODÜCCIÓN  á^ 


8Í.    La  lección  ha  sido  mny  severa  para  esperar  qae  vaelva  á 
repetirse.    (Oalvo). 

o^^BstodS^^SdSs.    Esta    misma  Fraucia    que    se    maestra    tan 
enérgica  y  briosa  con    los  'Estados  de   las    Américas    Cen- 
tral y  Meridional,  fundándose  en  las  calamidades  de  la  gner- 
ra,    qae   segán  Mr.  Thiers,  las  han  trabajado  constantemen- 
te j    lo    cual,   para   restablecer   la  verdad    en  sa  paesto,    no 
es  tan  exacto  como  se  asegara,  para  vindicar  un  trato    inter- 
nacional diferente  con  estas  repúblicas,  faera  de  toda  equidad 
y  de  toda  justicia;  se  muestra  por  otra  parte,  benévola  y  sim- 
patizadora con  las  leyes,  principios  y  doctrina  de  la  Confede- 
ración anglo-americana,  que  sin  ejércitos  permanentes,  ui  fuerzas 
navales,  ha  caracterizado  el  lenguaje  de  la  diplomacia  con  la 
Tirilidad  y  energía  que  dan  el  sentimiento  del  derecho  unido 
4  nn  poder  real  incontestable,  y  el  respet(t  á   la  soberanía  y 
á    las   instituciones   de  un  pueblo,  que  lo  hacen   tan    libre   y 
fuerte  en  el  interior,  como  temido  y  respetado  en  el  exterior. 
lias  reclamaciones  de  los  extranjeros  en   ambas  Américas  se 
tundan,  en  el  may^^r  número  de  casos,  en  pretendidos  y  su- 
puestos perjuicios  ocasionados  por  el  levantamiento  de  faccio- 
nes en   tiempo  de  guerra  intestina,  por  expropiaciones  sufridas 
clarante  la  misma  época,  empréstitos  forzosos,  etc.,  perjuicios 
^e  que,  según  las  prácticas  del  derecho  internacional,  ningún 
Sistado  es  responsable.    Y  mucho  menos  entre  nosotros,  en  que 
xnuchas  y    varias    circunstancias,    entre  ellas,    el   alejamiento 
de  las  poblaciones  entre  sí,  su  escaso   número   de  habitantes, 
^1   trato  social  y  el  matrimonio    con  iodígenas,    identifican    al 
extranjero  con  el   nativo  hasta  el   extremo  de  inducirle  á  for- 
causa  común  con  éste,  compartir  sus  opiniones  políticas, 
aun  servirle  de  agente  de   sus  empresas,  y  cuidador  de  sua 
Camillas  é  intereses. 

Beciamaoión  francesa      Hablaudo  cl  Miuistro  dc  Ncgocios   Bxtrau- 

oootra  los  Estados  üni-  ,      .»^  .  «  ^  .        «  •« 

dos.  geros  de  Francia    sobre  el  convenio  firmado 

en  Washington,  con  el  objeto  de  constituir  una  Comisión  Mixta, 
encargada  de  decidir,  por  una  parte,  de  las  demandas   de  in- 

TOMÓ  I  4 
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(lemnizaciÓQ  de  los  franceses  motivadas  en  hechos  nocivos  con- 
samados en  la  América  del  Norte  dorante  la  gnerra  de  esci- 
sión, y  por  otra  parte,  de  las  reclamaciones  de  la  misma  na- 
turaleza de  ciadadanos  americanos  basadas  en  ciertos  actos  co- 
metidos en  la  misma  época  por  la  marina  militar  francesa,  ó 
consamados  en  el  corso  de  la  guerra  de  1870 — 1871,  dice :  '^  En 
lo  que  concierne  á  los  dafíos  provenientes  de  la  guerra  de  escisióny 
mucho  liaibriamos  deseado  que  se  aplicase  el  convenio  á  los  actos 
perjudiciales  cometidos  por  los  que  se  intitulaban  ^^los  confedera-- 
dosy^^  igualmente  que  por  las  autoridades  federales.  Pero  ha  mu* 
cho  tiempo  que  existe  en  los  Estados  Unidos  una  jurisprudencia 
detrás  de  la  cual  se  ha  atrincherado  el  gobierno  americano  para 
rechazar  toda  demanda  de  esta  categoría^  y  nuestros  esfuerzos  han 
venido  á  encallar  á  la  vista  de  una  actitud  resuelta  que  repul- 
saba toda  nueva  discusión  en  ese  terreno.^ 

a«  i.o?a  steniey.  No  0160,  dioe  Lord  .Stanley,  que  los  gobierno^ 
estén  obligados,  en  todo  el  rigor  de  la  palabra,  á  indemni- 
zar á  los  extranjeros  que  hayan  sufrido  daños  ó  perjuicios  á 
consecuencia  de  fuerza  mayor, 

déla  prensa  inglesa.  Y  la  autorizada  preusa  inglesa  asienta  que,  los 
hombres  que  marchan  á  otras  tierras  animados  por  el  espíritu 
mercantil,  deben  ir  dispuestos  á  sufrir  juntamente  con  los  natu- 
rales del  país  los  peligros  á  que  todos  están  expuestos  por  los 
desórdenes  y  perturbaciones  políticas.  La  jurisprudencia  inter- 
nacional se  ha  pronunciado  también  en  contra  de  la  pretendida 
responsabilidad  ;  de  suerte  que,  no  son  los  Estados  Unidos,  como 
ha  dicho  el  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  Francia  los 
que  se  han  atrincherado  detrás  de  su  especial  jurisprudencia; 
no,  es  la  práctica  universal  fundada  en  la  más  estricta  equi- 
dad, la  que  da  la  norma  de  este  derecho,  y  la  clave  de  este  prin- 
•cipio.  Si  así  no  íuera,  nosotros  los  centro  y  sud-americanos 
nos  veríamos  forzados,  no  obstante  la  liberalidad  de  nuestro 
carácter  y  de  nuestras  instituciones,  á  maldecir  la  generosa 
hospitalidad  que  en  el  ÍJ'uevo  Mundo  damos  al  extranjero,  ya 
que  tan  caramente  se  nos  hace   pagar. 

Irresponsabilidad  de  un      tt  i  a  -n-  '.  - 

Estado  en  cuanto  á  da-     tina    ley  00      Venczuela,   de  14  de  Febrero 

ñcs  causados  por  faccio-      ^^    torre,      ^-  .1      ,      ^  ^ 

nes.  de  1873,  dice  en    su  artículo  9°      "En   nin 
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gún  caso  podrá  pretenderse  ^ue  la  Nación  ni  los  Estados  in- 
demnicen daños,  perjuicios  ó  expropiaciones,  que  no  se  hubieren 
ejecutado  por  autoridades  legítimas,  obrando  en  su  carácter 
público.^  Este  importante  principio  embebido  en  convenios 
é  incorporado  ya  en  obras  de  célebres  publicistas,  ha  ad- 
quirido mayor  trascendencia  desde  que  forma  una  de  las  en- 
miendas hechas  á  la  constitución  de  los  'Estados  Unidos  pos- 
teriormente á  la  rebelión  de  cuatro  años.  Establecieron  que 
'*  no  se  pondrá  en  duda  la  validez  de  la  deuda  pública  de  los 
Estados  Unidos  autorizada  por  ley,  inclusive  la  de  deudas 
oontraidas  para  el  pago  de  pensiones  y  premios  de  servicios 
prestados  en  la  supresión  dé  insurrección  ó  rebelión,  Pero  ui 
lo8  Estados  Unidos  ni  ningún  Estado  en  particular  tomará  á 
eu  cargo  ni  pagarán  deuda  ú  obligación  contraída  en  auxilio 
de  insurrección  ó  rebelión  contra  los  Estados  Unidos,  ni  re- 
clamo proveniente  de  la  pérdida  ó  emancipación  de  algún 
esclavo;  sino  que  se  tendrán  por  ilegales  y  nulas  todas  las 
deudas,  obligaciones  y  reclamaciones  de  esta  naturaleza.'' 

La  ley  venezolana  en  su  artículo  11  declara  la  respon- 
sabilidad de  los  autores  de  daños  ó  perjuicios,  así :  <'  todos 
los  que  sin  carácter  público  decretaren  contribuciones  ó  em- 
préstitos forzosos,  ó  cometan  actos  de  despojo  de  cualquiera 
naturaleza,  así  como  los  ejecutantes,  serán  responsables  directa 
y  personalmente  con  sus  bienes  al  perjudicado."  La  propia 
ley,  dice  el  Ministerio  de  Eelaciones  Exteriores  de  Venezuela, 
saliendo  de  los  límites  del  rigoroso  derecho  y  situándose  en 
el  de  la  equidad,  impone  al  tesoro  público  el  gravamen  de 
los  daños,  perjuicios  ó  expropiaciones  que  causen  á  quien 
qaiera  qué  sea,  empleados  nacionales  ó  de  los  Estados,  en 
gaerra  civil  ó  internacional  ó  en  tiempo  de  paz,  siempre  que 
se  deduzca  la  acción  dentro  del  plazo  y  con  los  trámites 
señalados  y  ante  la  Alta  Corte  Federal. 

Expuestas  como  han  estado  frecueu  temen  te  las  repúblicas 
meridionales  á  conmociones  interiores,  deben  por  medio  de  leyes 
prácticas  y  previsoras  ponerse  al  nivel  de  las  otras  naciones 
caltas  de  la  tierra,  identiñcando  su  legislación  con  la  de  éstas 
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en  tíuaoto  sea  posible,  sobre  todo  á  la  peculiaridad  de  esa  si- 
tuación. 

£1  Estado  no  es  res-  Los  Estados  Unidos  hau  decidido  que  el 
te^r^lcto6^^^^«^i^  Gobierno  no  es  responsable  pecuniariamente 
dos  fedeg]^  d  de  los    ^^^  ^^^^  ^^  cmplcados    federales  ó  de   los 

Estados.  Respondiendo  al  argumento  de  que  ellos  son  elegidos 
por  el  Presidente  de  la  nación,  el  procurador  general  Gushing^ 
decía : 

^^  Esta  hipótesis  falsea  completamente  la  naturaleza  de 
todas  las  instituciones  de  la  sociedad  moderna.  Proveemos 
tribunales  de  justicia,  jueces  y  sus  empleados,  á  costa  del 
público,  para  que  las  partes  tengan  medios  legítimos  de  cobrar 
deudas,  demandar  daños  é  intereses  por  periuicios  particulares, 
y  obtener  que  de  otro  modo  se  juzgue  acerca  de  sus  privados 
derechos  personales  ó  reales;  mas  no  hay  sombra  de  funda- 
mento para  formarse  la  idea  de  que  el  gobierno  asegura  á 
tocto  litigante  la  feliz  prosecución  de  su  pleito,  ó  es  fiador  de 
la  buena  conducta  de  los  funcionarios  de  justicia,  sean  de 
nombramiento  de  los  Estados  Unidos  ó  de  un  Estado." 

^'  En  el  despacho  de  asuntos  públicos,  hay  dos  clases  de 
empleados,  unos  que  se  ocupan  en  recaudar  la  renta  y  cuidar 
las  propiedades  públicas,  que  representan  los  intereses  del 
gobierno  como  propietario;  y  otra  clase,  que  son  los  agentes 
de  la  sociedad  misma,  y  los  nombra  el  gobierno  sólo  en  su 
relación  de  parens  patrice.  De  los  actos  de  los  primeros,  el 
gobierno  se  juzga  responsable  en  muchos  casos,  porque  sus 
actos  se  ejecutan  para  el  inmediato  provecho  del  gobierno. 
Mas  de  los  actos  de  los  últimos  ningún  gobierno  se  juzga 
pecuniariamente  responsable.  El  provee  medios  para  hacerlos 
personalmente  responsables  ó  castigarlos  por  mal  causado  en 
ejercicio  de  sus  funciones,  y  haciendo  esto,  hace  cuanto  el 
pueblo  mediante  su  constitución  y  leyes  ha  exigido  al  go- 
bierno." 

^'  En  una  palabra,  es  demasiado  claro  para  necesitar  ar- 
gumento que,  examinados  los  hechos  del   caso,  nada  hay  que 
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jastifíqae  una  reclamación  contra  los  Estados  Unidos  por  parte 
de  nn  ciudadano  de  ellos." 

^^iQaé  resta  paes,  de  la  cuestión?  Sólo  resta,  eo  segaudo 
lugar,  saber  considerar  sí,  en  asunto  de  esta  naturaleza,  un 
ciudadano  de  la  Bepública  del  Pera  tiene  más  amplios  derechos 
•^ue  un  ciudadano  de  los  Estados  Unidos.  No  puedo  con- 
sentir en  que  los  tenga.  Nosotros  abrimos  naestros  puertos 
á  los  buques  del  Perú ;  admitimos  la  libre  entrada  de  sus 
ciudadanos  en  el  país,  la  mansión  en  él,  que  compren  y 
vendan,  y  gozen  de  todos  los  privilegios  y  ventajas  de  ex- 
tranjeros amigos,  inclusive  el  uso  de  los  prácticos  del  país  y 
de  los  tribunales  de  justicia  y  sns  ministros  para  recobrar  de 
tales  prácticos  daños  y  perjuicios,  si  ellos  se  portan  mal;  y 
todo  esto  en  el  mismo  grado  en  que  los  ciudadanos  de  ios 
Estados  Unidos  gozen  de  esos  derechos.  Mas  no  nos  hemos 
obligado  á  que  el  gobierno  les  sirva  de  procurador  en  la 
dirección  de  sns  pleitos:  y  menos  aún  á  que  se  convierta  en 
asegurador  de  todos  los  empeños  que  nuestros  ciudadanos  con- 
traigan con  ellos,  ó  ellos  con  nuestros  ciudadanos,  sea  en 
Oalifornia  ó  en  Marilandia." 

En  1871  otro  procurador  general  de  los  Estados  Unidos 
opinó  que  el  gobierno  del  Brasil  no  era  responsable  por  la 
alegada  corrupción  de  un  jnez  municipal  de  aquel  país,  que 
había  autenticado  y  ratificado  el  informe  de  una  junta  de 
peritos  acerca  de  un  buque  avenado,  aún  cuando  se  hubiera 
establecido   el  caigo. 

<^  Aun  cnando  se  hubiera  probado  el  cargo  de  corrup- 
-ción,  lo  que  no  consta  haya  sucedido,  opino  que  el  gobierno 
del  Brasil  no  sería  responsable.  El  mal  proceder  no  violó  las 
estipulaciones  de  ningún  tratado  del  Brasil  y  los  Estados 
Unidos,  No  aprovechó  al  tesoro  público  de  aquel  país,  sino 
sólo  á  intereses  particnlares." 

Bien  pues,  si  por  actos  cometidos  en  ejercicio  de  las  fan- 
ciones  públicas  de  los  empleados  no  es  responsable  el  Estado 
pecuniariamente,  mal  podría  serlo  en  razón  de  hechos  que 
ninguna  conexión  tienen  con  el  cargo  desempeñado.  Para 
•cometer     el    homicidio    en    que    desgraciadamente  incnrrió  el 
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señor  Eegioo  Díaz  no  neoesitaba  ser  jefe  del  resgoardo  de^ 
Garúpano.  Su  delito  es  delito  común ;  y  bien  se  sabe  qae  por  ellos- 
ann  los  fancionarios  de  alta  categoría  qnedan  ignaladoH  ^ 
cualquier  ciudadano,  siendo  así  que  por  los  delitos  del  ofí(*.io 
están  sujetos  á  procedimientos  y  penas  especiales. 

Por  otra  parte,  la  causa  está  pendiente  en  los  tribunale^i^ 
de  justicia ;  y  con  tomar  en  ella  el  Ejecutivo  la  intervencióib 
á  que  se  aspira,  se  violarían  principios  de  otro  orden. 

Sobre  todo,  resultaría  perjudicada  notablemente  la  nacióu 
con  su  liberalidad  en  admitir  extranjeros,  porque,  en  vez  cíh 
ayudarla  cou  la  introducción  de  conocimientos,  industrias^ 
capitales  pecuniarios,  entrarían  á  imponer  al  tesoro  pública 
sacrificios  que  ninguna  del  mundo  sería  capaz  de  sobrellevar^ 
con  recargo  de  los  que  ha  venido  haciendo  en  homenaje  á  I^ 
conservación  de  la  amistosa  correspondencia. 

Demasiado  ha  hecho  Venezuela  tomando  sobre  sí  la  res- 
ponsabilidad de  los  daños  que  las  autoridades  legítimas  come 
tan  contra  naturales  ó  extranjeros,    siempre   que    intenten   la 
acción  ante  la  Alta  Corte  Federal  y  la  deduzcan  con  sujeción 
á  los    trámites  por    ella   proscritos.    (Memoria  de  Eelacionea 
Exteriores  de  Venezuela,  1878.) 
^y^^^lo^*^!^®^'®'       En  14  de  Febrero  de  1873,  el   Presidente 

ro  de  1873   sobre   ex-  ' 

tranjeros.  dc  la  BcpúbUca  dc  Vcnezucla,  celoso  del  nom- 

bre, dignidad  é  intereses  bien  entendidos  de  la  nación,  qne  le 
imponen  las  más  graves  respousabilidades,  se  vio  obligado  por 
el  terrible  imperio  de  los  abusos  cometidos  y  de  los  que  se 
quieren  cometer,  sobre  el  duro  tema  de  las  reclamaciones  ex- 
tranjeras, á  dictar  las  siguientes  leyes : 

^'Antonio  Guzmán  Blanco. — Presidente  de  la  Bepública  y 
General  en  Jefe  de  sus  ejércitos  etc.,  etc.,  etc. — En  uso  de  las 
facultades  que  me  confirió  el  Gongreso  de  Plenipotenciarios 
de  los  Estados,  reunidos  en  Valencia  por  acuerdo  de  12  de  J  a- 
lio  de  1870.— Decreto : 

Art.  1®    Los  extranjeros  gozarán  en  el  territorio  de  Vene- 
zuela de  los  mismos  derechos  civiles  que  los  venezolanos,  sin 
más  limitación  que  las  establecidas   en  la  Gonstitución  y  las 
que  provengan  de  leyes   especiales. 
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Art.  2°  Se  tienen  como  domiciliados  para  los  efectos  de 
esta  ley,  los  extranjeros  que  se  enoaentren  en  algnnos  de  los 
casos  siguientes : 

P    Los  qae  hayan  adquirido  domicilio  de  conformidad  con 
\o  dispuesto  en   el  Código  Givil. 

2°  Los  que  hayan  manifestado  la  intención  de  domici- 
liarse en  el  país  al  Gobernador  del  Distrito  Federal  ó  á  los 
Presidentes  de  los  Estados. 

3®  Los  que  hayan  residido  en  el  territorio  voluntaria- 
mente, y  sin  interi^npción,  por  más  de  dos  años,  sin  carácter 
diplomático   ó  consular. 

4°    Los  que  hayan  comprado  bienes  raíces  en  el  territorio 
de    la  Unión,  y  se  encuentren  en  el  país. 

6®  Los  que  residan  en  el  territorio  con  negocios  de  co- 
iDoroio,  ó  de  cualquiera  otra  especie,  con  casa  establecida  aun- 
Qiie  tengan  carácter  consular. 

Art.  3°  Los  extranjeros  domiciliados  están  sujetos  á  las 
miemag  obligaciones  que  los  venezolanos,  en  sus  personas  y  pro- 
piedades. 

Ko  están,  sin  embargo,  obligados  ni  al  servicio  militar,  ni 
á  las  contribuciones  forzosas  y  extraordinarias  de  guerra,  en 
lOB  casos  de  conmoción  interior  á  mano  armada. 

Art  4®    Los  extranjeros  que  tomen  parte  en   las  contien- 
das domésticas  de  los  venezolanos,  pierden  su  carácter  de  neu- 
trales, y  se  considerarán  identificados  á  los  nacionales  para  el 
^^vto  de  soportar  los  gravámenes  consiguientes  al   estado  de 
guerra,  tanto  en    sus  personas  como  en    sus  propiedades. 

Ar.  5?  Ni  los  extranjeros  domiciliados  ni  los  transeúntes, 
tienen  derecho  para  ocurrir  á  la  vía  diplomática,  sino  cuando 
habiendo  agotado  los  recursos  legales  ante  las  autoridades  com- 
petentes, aparezca  claramente,  que  ha  habido  denegación  de 
jQstioia  6  injusticia    notoria. 

Art.  6®  Los  extranjeros  no  tienen  derecho  para  pedir  im- 
demnización  al  Gobierno  por  las  pérdidas  ó  perjuicios  pro  ve- 
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Dientes  de  la  guerra,  sino  en  los  casos  en  que   lo  tengan   los 
venezolanos. 

Art.  7°  Lo  dispuesto  en  esta  Ley  es  sin  perjuicio  de  lo  pac- 
tado en  los  tratados  públicos. 

Art.  8^  Los  Presidentes  de  los  Estados  y  el  Gobernador 
del  Distrito  Federal  procederán  inmediatamente  después  de  pu- 
blicada esta  Ley,  á  formar  una  matrícula  de  los  extranjeros 
domiciliados  en  el  territorio  de  su  respectiva  jurisdicción,  y  la 
remitirán  al  Ministerio  de  Belaciones  Exteriores. —  Dada  en 
Garacas :  á  14  de  Febrero  de  1873.-9^  de  la  Ley  y  14®  de  la 
Federación. — Qvamá/n,  Blanco J^ 

'^Antonio  Guzmán  Blanco,  Presidente  Provisional  de  la  Be- 
pública  y  General  en  Jefe  de  sus  ejércitos  etc.,  etc.,  etc.— En 
uso  de  las  facultades  que  me  confirió  el  Congreso  de  Plenipo- 
tenciarios Üe  los  Estados,  reunido  en  Valencia  por  acuerdo  de 
12  de  Julio  de  1870.~.Decreto  : 

Art.  V*  Los  que  intenten  reclamaciones  contra  la  Nación, 
sean  nacionales  ó  extranjeros,  por  razón  de  dafios,  perjaicios  ó 
expropiación,  por  actos  de  empleados  nacio/jales  ó  de  los  Esta- 
dos, ya  sea  en  guerra  civil  ó  internacional  ó  en  tiempo  de  paz, 
lo  harán  de  la  manera  que  establece  la  presente  Ley. 

Art.  2?  La  reclamación  se  hará  precisamente  por  formal 
demanda  ante  la  Corte  Federal. 

Art.  3?  En  estos  juicios  serán  citados,  además  del  Eepre- 
sentante  de  la  Nación,  el  empleado  á  quien  se  imputen  los  he- 
chos y  el  Estado  á  quien  pertenezca  dicho  empleado  si  tal 
fuere  el  caso. 

Art.  4®  Antes  de  la  contestación  de  la  demanda  el  Tribu- 
nal hará  publicar  eu  algún  periódico,  y  á  expensas  del  actor,  un 
extracto  de  la  demanda,  en  el  cual  se  expongan  los  hechos  y 
los  demás  fundamentos  en  que  se  apoye  la  acción,  el  nombre, 
apellido,  domicilio  y  profesión  del  demandante  y  la  cantidad 
demandada. 

Este  extracto  irá  firmado  por  el  Secretario  del  Tribunal. 

Art.  5?  En  estos  juicios  no  se  admitirá  la  prueba  testi- 
monial  sino  en  el  caso  de  acreditarse  que  el  empleado  que  causó 
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el  perjaicio  ó  expropiación,  se  n^gó  [á  dar  la  correspondiente 
-constancia  escrita,  ó  que  aparezca  comprobado  de  un  modo 
evidente,  por  la  naturaleza  y  ciroanstancias  del  caso,  que  fae  de 
todo  panto  imposible  obtener  aquella  constancia. 

Art.  6**  El  Tribunal  podrá  mandar  á  instruir  todas  las 
pruebas  que  crea  conducentes  al  descubrimiento  de  la  verdad, 
bien  sea á  petición  de  las  partes,  ó  de  cualquiera  otra,  persona, 
6  de  oficio. 

Art.  7^    La  Kación  tendrá  el  derecho  de  hacerse  reinte- 
grar por   el  empleado  responsable    ó    por  el    Estado  á   que 
•dicho  funcionario  pertenezca   al  tiempo  de  la  falta,  por  la  su- 
ma que  erogue  el  Tesoro  nacional  en  virtud  de  sentencia  con* 
denatoria. 

Art.  8^  El  que  aparezca  de  una  manera  manifiesta,  que 
ha  exajerado  el  monto  de  los  perjuicios  que  diga  haber  sufrido, 
perderá  cualquier  derecho  que  pueda  tener,  é  incurrirá  en  una 
n^ulta  de  quinientos  á  tres  mil  venezolanos,  ó  prisión  de  tres 
á  doce  meses. 

Si  resultare  que  la  reclamación  es  de  todo  punto  falsa,  el 
culpable  incurrirá  en  una  multa  de  mil  á  cinco  mil  venezolanos, 
ó  prisión  de  seis  á  veinte  y  cuatro  meses. 

Art.  9?  En  ningún  caso  podrá  pretender  que  la  Nación  ni 
los  Estados  indemnicen  daños,  perjuicios  ó  expropiaciones,  que 
no  se  hubieren  ejecutado  por  autoridades  legítimas,  obrando  en 
su  carácter  público. 

Art.  10.  La  acción  para  reclamar  los  daños,  perjuicios 
6  expropiaciones  de  que  habla  e^ta  Ley,  se  prescribe  por  dos 
años. 

Art.  11.  Todos  los  que  sin  carácter  público  decretaren  con- 
tribuciones ó  empréstitos  forzosos,  ó  cometan  actos  de  despojo 
de  cualquiera  naturaleza,  así  como  los  ejecutores,  serán  res- 
ponsables directa  y  personalmente  con  sus  bienes  al  perju- 
dicado. 

Art.  12.  En  estos  juicios  se  seguirá  la  ley  que  pauta  el 
.proeedimiento  de  la  Alta  Corte  Federal. 
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Art.  13.    Se  deroga  la  Ley  de  6  de  Marzo  de  1851   sobre- 
indemnización  á  los  extranjeros. 

Dada  en  Caracas:  á  14  de  Febrero  de  1873.— 9?  déla  Ley 
y  14  de  la  'Feáeveíción.'—Ouzmán  Blanco. ^^ 

^<  Beclamaciones  de  España  motivadas  en  los  sucesos  de- 
Saida  sirvieron  de  tema  á  una  disensión  entre  ella  y  Francia. 
En  el  debate  se  invocaron  por  la  última  nación  principios  que- 
una  y  muchas  veces  han  prestado  apoyo  á  la  defensa  de 
Venezuela,  aunque  no  siempre  con  buen  éxito.  Esto  forma 
justificación  insigne  de  los  decretos  expedidos  acerca  de  ex- 
tranjeros, en  14  de  Febrero  de  1873,  y  que  es  necesidad  vitab 
de  la  Bepública  sostener,  como  se  hizo  con  tanta  copia  de 
razón  y  sabiduría^  cuando  al  promulgarse,  suscitaron  observa- 
clones  de  los  representantes  de  algunas  potencias  amigas  en 
Garacas.  Y  hasta  prueba  que  la  responsabilidad,  asumida 
por  Yeneznelái  de  los  daños  causados  de  parte  de  legítimos 
funcionarios  de  la  Federación  ó  de  los  Estados,  excede  el 
límite  jurídico  de  sus  obligaciones,  y  debiera  reducirse  á  la 
indemnización  de  los  perjuicios  que  voluntaria,  intencional 
y  deliberadamente  se  ocasionaran  por  orden  del  gobierno, 
según  asentó  Mr.  de  Saint  Hilaire."  (Memoria  de  delaciones 
Exteriores,  1882)." 

^^iSf  sScíso^rJíi^^^'"    En  él  verá  como  Francia  á  su  vez  sostiene  el 
principio  que  sostuvo  Mr,  Thiers,  de  que  ^'el   Estado  no  in- 
demniza jamás  de  los  azares  de  la  guerra,   sino  de  los    per- 
juicios que   voluntaria,  intencional  y  deliberadamente  se  hayan^ 
ocasionado  por  orden  del  Gobierno.'' 

Y  dice  que — "  estés  medidas  de  reparación  no  pueden 
apoyarse  en  su  esencia  en  una  obligación  jurídica,"  y  que 
los  sucesos  de  Saida  entran  en  la  categoría  de  aquellos  hechos 
inevitables  á  que  se  encuentran  expuestos  todos  los  habitan- 
tes del  país,  como  á  los  efectos  de  una  plaga,  sea  cual  fuere 
su  naturaleza,  y  que  no  pueden  comprometer  la  responsabi- 
lidad del  Estado,"  y  dice  además: 

"  absteniéndose  de   formular    ninguna  reclamación   de 
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indemnizaoiÓQ  :  ha  conaidersido  qae  al  irse  á  establecer  en  el 
extraujero  sus  nacionales  han  aceptado  voiantariamente  ana 
parte  en   la  buena,  como  en  la  mala  fortnna  del  país." 

Y  en  otro  género  de  ideas : 

<^en  ana  cnestíón  de  principios  no  es   posible  ceder^ 

por  grande  que  faese  el  interés  político  que  aconsejara  ana 
transacción,  sin  exponerse  asentar  an   precedente  contrario  á 

los  principios  universal  mente  reconocidos  del  derecho  interna- 
cional." 

Y  finalmente : 

'^Qae  una  parte  de  la  prensa  española  cambie  de  tono,. 
por  no  ser  posible  ceder  ante  amenazas." 

^^  veneiueií^^'"^  '*  No  hay  priucipio  más  sólidamente  estable- 
cido en  el  derecho  internacional,  que  el  que  reconoce  como 
atributo  esencial  de  la  independencia  y  soberanía  de  las  na- 
ciones la  facultad  de  legislar  en  materia  civil  y  criminal. 
Todos  los  publicistas  asientan  unánimemente  que  faltando  ese 
poder,  no  se  concibe  Estado  soberano  é  independiente ;  y  bien 
que  esta  doctrina  sea  suficientemente  conocida  de  todos  los 
publicistas  y  gobiernos,  juzga  propio  de  la  oportunidad  re- 
cordar lo  que  algunos,  entre  muchos  respetables  autores,  ex- 
ponen sobre  la  materia. 

<<No  es  posible  que  se  considere  un  Estado  como  sobe- 
rano é  independiente,  si  no  tiene  el  poder  necesario  para  es- 
tablecer su  legislación  civil  y  criminal.  Los  Estados  que  care- 
cen de  él  se  hallan  privados  de  uno  de  los  atributos  esenciales 
de  la  soberanía  de  las  naciones,  y  deben  ser  mirados  más 
bien  como  dependientes  que  como  soberanos  y  libres. 

<^Un  Estado  semejante  no  podría  ejercer  jurisdicción  al- 
guna,  ni  llevar  á  cabo  las  empresas  que  estimara  convenientes, 
ni  celebrar  contratos;  sería  en  una  palabra,  un  Estado  ente- 
ramente muerto  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  de  gentes.'' 

Calvo.  «El  Derecho  de  legislación  y  jurisdicción   de 

los   Estados    es  extensísimo    dentro   de   sus   propios    límites. 
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Paede  y  debe  cada  uno  reglamentar  y  determinar  todas  las 
eoestiones  civiles  y  criminales;  fijar  las  condiciones  generales 
de  la  posesión,  trasmisión  y  expropiación,  lo  mismo  de  los 
bienes  muebles  que  de  los  raíces,  determinar  el  estado  y  ca- 
pacidad de  las  personas  que  eu  él  se  encuentren,  y  los  re- 
quisitos necesarios  para  la  validez  de  los  contratos,  y  los 
derechos  y  obligaciones  que  de  ellos  resulten ;  y  por  último, 
fijar  el  procedimiento  que  deba  seguirse  para  U  reclamación 
de  derechos,  y  determinar  el  modo  como  se  ha  de  administrar 
justicia.'^— (Calvo.    Derecho  interno). 

FoeUx.  FcBÜx  dice :    ^'  Onalquier  extranjero  puede  ser 

enjuiciado  en  el  Estado  de  su  residencia  temporal  por  los 
crímenes  y  delitos  que  cometa  en  el  territorio  del  mismo 
Estado.  En  materia  criminal,  como  en  materia  civil,  el  poder 
legislativo  y  el  poder  judicial  de  cada  nación  se  extiende 
hasta  la  frontera  del  territorio,  y  no  pueden  ejercer  sus  efectos 
en  países  extranjeros;  pero  estos  dos  poderes  alcanzan  á  todos 
los  individuos  que  se  hallan  en  el  territorio,  sean  regnícolas 
ó  extranjeros,  así  como  á  los  hechos  cometidos  por  unos  y 
otros.  En  efecto,  los  extranjeros  como  los  regnícolas  se  hallan 
de  hecho  bajo  la  protección  de  las  leyes  del  Estado ;  pero 
también  en  la  obligación  de  observarlas.  El  Poder  Soberano 
de  este  Estado  tiene,  pues,  necesariamente  el  derecho  de  repri- 
mir la  violación  de  estas  leyes,  so  pena  de  dejar  de  ser  soberano. 
IfTo  hay,  pues,  lugar  para  distinguir  si  el  autor  de  la  violación 
de  las  leyes  es  subdito  del  mismo  Estado,  ó  extranjero  que 
se  detiene  en  él  transitoriamente.  Por  lo  demás,  es  circuns- 
tancia indiferente  que  el  crimen  ó  el  delito  se  haya  cometido 
en  perjuicio  de  un  subdito,  ó  en  perjuicio  de  un  extranjero,  y 
<que  la  víctima  esté  presente  en  el  lugar  ó  ausente  del  terri- 
torio, la  violación  de  la  ley  local  existe  en  uno  y  otro  caso ; 
y  no  puede  desaparecer  por  la  ausencia  de  la  víctima.  Estos 
principios  profesados  por  los  autores  que  han  escrito  sobre  el 
derecho  de  gentes,  como  por  los  que  han  escrito  sobre  el 
derecho  criminal,  han  sido  sancionados  por  las  disposiciones 
terminantes  de  casi  todas  las  legislaciones  modernas." 
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Pradior  Foderú.  <^Pradier  Fodeié  establece  igaal  doctrina  casi  con 
las  mismas  palabras;  y  Twiss  asienta  qne:  '^el  imperio  de  una 
Nación  dentro  de  sn  propio  territorio  es,  por  derecho  natural, 
exclusivo  y  absoluto ;  qne  no  es  susceptible  de  ninguna  limi- 
tación que  la  misma  nación  no  imponga,  porque  cualquiera 
restricción  impuesta  á  su  ejercicio  qne  derivase  su  fuerza  de 
una  autoridad  externa,  indicarla  un  menoscabo  de  la  indepen- 
dencia de  una  nación  en  la  proporción  de  aquella  restricción, 
y  en  igual  proporción  un  investimiento  de  soberanía  á  aquella 
potencia  que  hubiese  impuesto  semejante  restricción.  Por  tanto, 
cualesquiera  excepciones  en  el  libre  ejercicio  del  derecho  de 
imperio  por  uua  nación  dentro  de  su  propio  territorio,  debe 
derivarse  del  consentimiento    de  la  nación    misma. 

^'El  derecho  de  legislación  civil  ó  criminal  con  respecto  á 
cualesquiera  propiedades  y  personas  dentro  del  territorio  de 
una  nación,  es  una  condición  del  derecho  de  imperio.  De 
aquí  se  sigue  por  tanto,  qne  las  leyes  de  cada  nación  ^obligan 
por  derecho  natural,  cualquiera  propiedad  situada  dentro  de  su 
territorio,  lo  mismo  que  á  todas  las  personas  residentes  en  él, 
sean  nacionales  ó  extranjeras." 

Phiiiimore.  Phülimore,  dice:  "El  derecho  de  jurisdicción 
civil  y  criminal  sobre  todas  las  personas  y  cosas  dentro  de 
los  límites  territoriales,  que  pertenece  á  un  Estado  con  rela- 
ción á  sus  propios  subditos  y  á  las  propiedades  de  éstos,  se 
extiende  también  como  regla  general  á  los  extranjeros  resi- 
dentes en  el  país." 

Pero  además,  la  ley  en  cuestión  es  de  naturaleza  penal, 
pues  que  tiene  por  objeto  reprimir  y  castigar  los  abusos  y  frau- 
des que  con  frecuencia  se  han  cometido  en  Venezuela  recla- 
mando y  obteniendo  por  medio  de  falsas  pruebas,  el  pago  de 
perjuicios  imaginarios ;  y  en  materia  penal  es  todavía  más  estricta 
la  regla  de  que  el  extranjero  está  sometido  á  la  jurisdicción 
del  país  en  que  comete  el  delito. 

Fhillimore  se  expresa  así:  '^Oon  respecto  á  la  ad 
mínistración  de  la  ley.  criminal  es  preciso  recordar  qn 
todo  individuo  al  entrar  en  un  territorio  extranjero,  se  obliga 
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por  nn  contrato  tácito  á  obedecer  las  leyes  dadas  en  él  para 
el  mantenimiento  del  bnen  orden  y  para  la  tranquilidad  del 
Estado ;  y  es  manifiestamente  no  sólo  el  derecho  sino  el  deber 
de  un  Estado  protejer  el  orden  y  la  seguridad  de  la  sociedad 
confiada  á  sa  caidado,  tanto  contra  los  delitos  del  extranjero 
como  del  natnral 

<^En  los  Estados  Unidos  del  Norte  América  y  en  los  do 
minios  británicos  se  ha  sostenido  may  rígidamente  la  regla   de 
limitar  la  justicia  penal  al  territorio  en  que  ha  sido  cometido 
el  delito,'' 

story.  <^Es  un  priucipío  general  de  derecho,  dice  Sto- 

ry,  que  los  delitos  tienen  siempre  carácter  local  y  que  sólo 
aou  justiciables  y  punibles  por  las  leyes  del  Estado  en  que  se 
han   cometido," 

PortaüB.  Portalis  añade:  <^cada  Estado  tiene  el  dere- 

cho de  velar  por  su  conservación,  y  en  este  derecho  es  que 
reside  su  soberanía.  ¿Gomo  podría  nn  Estado  conservarse  y 
mantenerse  si  tuviese  en  su  8eno  hombres  que  pudieran  impu- 
nemente violar  su  policía  y  turbar  su  tranquilidad  ?  El  poder 
soberano  no  podría  llenar  el  fin  para  el  cual  ha  sido  estable- 
cido, si  hombres  extranjeros  ó  nacionales,  fuesen  independien- 
tes de  este  poder.  El  no  puede  ser  limitado  ni  en  cuanto  á 
las  cosas  ni  en  cuanto  á  las  personas.  El  no  es  nada  si  no  qh 
todo.  La  calidad  de  extranjero  no  podría  ser  una  excepción 
legítima  para  aquel  que  se  prevaliese  de  ella  contra  el  poder 
público  que  rige  en  el  país  que  reside.  Habitar  en  el  terri- 
torio es  someterse  á  la  soberanía." 

Basta  lo  expuesto  para  concluir  que  la  ley  en  cuestión 
fue  expedida  por  la  República  con  perfecto  derecho,  en  ejer- 
cicio de  su  soberanía,  y  el  Ejecutivo  Nacional  no  puede  al- 
terarla de  modo  alguno,  ni  dejar  de  cumplirla  bajo  ningún 
pretexto,  ni  permitir  que  se  relaje  su  camplimionto  por  nin- 
gún   funcionario  público. 

Esa  ley  iguala  en  su  artículo  1^.  á  los  extranjeros  con 
los  venezolanos  en  el  procedimiento  que  unos  y    otros  deben 
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seguir  en  las  reclamaciones  qae  hagan  cx)ntra  la  nación  por 
razón  de  daños,  perjuicios  ó  expropiaciones  causados  por  fan- 
cionarios  públicos  en  tiempo  de  guerra  ó  dorante  la  paz. 
Si  ella  fijase  reglas  distintas  para  los  uuos  y  para  los  otros, 
estableciendo  respecto  de  los  extranjeros  trabas  que  no  hubiese 
puesto  á  los  nacionales,  para  hacer  uso  de  sus  derechos  ante  las 
autoridades  competentes,  habría  motivo  de  queja,  pero  estando 
igualados  como  se  ha  dicho,  la  pretensión  de  que  los  ciudadanos 
norte-americanos,  que  voluntariamente  y  por  propia  conveniencia 
residen  en  Venezuela,  sean  de  mejor  condición  que  los  venezo- 
lanos y  que  no  se  les  someta  á  la  legislación  del  país,  no 
puede  menos  que  estimarse  como  ofensiva  á  la  dignidad  de 
la  Bepública  y  atentatoria  á  la  independencia  y  soberanía 
^e   la  nación. 

Aun  suponiendo  que  las  penas  establecidas  en  la  men* 
Clonada  ley  para  los  que  tratan  de  defraudar  el  Tesoro  pú* 
blico  con  reclamaciones  falsas,  fuesen  demasiado  severas,  to- 
«davía  sería  insostenible  la  pretensión  de  cualquier  Gobierno 
extraño  de  que  sus  nacionales  uo  sufran,  llegado  el  caso,  las 
mismas  penas  que  sufriría  un  venezolano  en  iguaMml  de 
circunstancias,  pues,  como  muy  bien  dice  Ortolan  :  '^Ghaqne  Etat 
a  le  droit  de  punir  les  delits  commis  sur  son  territoire,  sana 
distinction  entre  les  délinquants  nationaux  ou  étrangers.  Et 
quelie  loi  y  appliquera-t-il  ?  Evidemment  celle  qui  y  est  en 
vigueur,  qui  est  la  loi  de  cet  Etat.  Objebera-t-on  que  cette 
loi  peut  etre  mauvaise?  C^ést  le  sort  possible  de  toute  loi  po- 
sitive :  mais  alors  elle  est  mauvaise  contre  les  nationaux  non 
moins  que  contre  les   étrangers.'' 

Ninguna  pena  más  severa  y  extraordinaria  que  la  de  muerte, 
borrada  por  fortuna  de  nuestra  legislación,  y  sinembargo  de 
-que  tal  pena  está  condenada  por  la  civilización  moderna,  las 
naciones  que  aún  la  conservan  en  sus  códigos,  en  uso  de  su 
soberanía,  uo  dejarían  de  aplicarla  á  los  extranjeros  que  incur- 
riesen en  ella,  por  más  reclamaciones  y  argumentos  que  se  hi- 
cieran contra  sü  conveniencia,  justicia  y   utilidad. 
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^"^'^  vml  ''"'^"'  En  2  de  Marzo  de  1873  expidieron  los  Estados- 
Unidos  nna  ley  con  el  objeto  de  prevenir  y  castigar  los  fraude» 
provenientes  de  falsas  reclamaciones,  asi  como  también  el  em- 
pleo de  falsos  documentos,  cuentas,  declaraciones  ó  testimonios : 
*<  for  the  purpose  of  obtaining,  or  aiding  in  obtaining,  the  appro- 
valorpayment  of  such  claim,  make,  use  any  false  bilí,  receipt 
Toucher,  entry  roll  acconnt,  claim,  statement  certiflcate,  affidavit 
or  deposition  etc."  de  que  se  pretende  hacer  uso  en  tales  casos. 
La  sección  3%  capítnlo  67  de  la  citada  ley  establece  :  que  cual- 
quiera persona  que  no  pertenezca  ai  ejército  ni  á  la  marina  de 
los  Estados  Unidos,  ni  esté  llamada  á  la  milicia,  ni  empleada 
en  actual  servicio  de  los  Estados  Unidos  que  ejecutare  ó  come- 
tiere cualquiera  de  los  actos  prohibidos  en  cualquiera  de  las  dis- 
posiciones de  dicha  ley,  perderá  su  derecho  y  pagará  á  los  Esta- 
dos Unidos  la  suma  de  dos  mil  pesos  fuertes  (dollars)  y  además  el 
doble  del  valor  de  los  perjaicios  que  hayan  sufrido  los  Estados 
Unidos  por  razón  de  la  ejecucióif  ó  comisión  de  tal  acto,  junto- 
con  las  costas  del  proceso,  y  tal  pérdida  y  perjuicios  se  recla- 
marán en  el  mismo  jnicjp ;  y  además  de  esto,  la  persona  que^ 
resulte  culpable  ante  el  tribunal  competente,  será  castigada 
con  prisión  que  no  baje  de  uno  ni  exceda  de  cinco  años  6 
con  una  multa  que  no  baje  de  mil  pesos  fuertes  ( dollars )  ni 
exceda  de  cinco    mil. " 

^SÍitriS"^"  Análogos  motivos  dictaron  las  dos  leyes  é 
idénticos  objetos  se  propusieron  uno  y  otro  Legislador;  pera 
el  de  los  Estados  Unidos  del  Norte  América  fue  todavía  más 
severo  que  el  venezolano,  imponiendo  mucha  mayor  pena  para 
casos  semejantes }  y  es  necesario  convenir  que  ni  el  Gobierno  de 
Venezuela  ni  ningún  otro  de  América  alcanzaría  que  sus  res- 
pectivos nacionales  fuesen  declarados  por  el  Gobierno  nor- 
te-americano exentos  de  tales  penas. 

Losdev;ícxtiaconia    Tcuieudo  alguuas  poteucias  europeas  colonias 
Guayana  inglesa.        gn  América,  auu  en  el  continente  propiamente 

dicho,  ocurre  iniciar  aquí  la  cuestión  límites,  de  que  se  tratará  en 
el  curso  de  esta  obra,  con  toda  la  amplitud  é  interés  que  merecen 
las  cuestiones  precedentemente  expuestas,  y  las  que  subsiguiente- 
mente se  indicarán  en  el  prospecto  con  que  terminará  esta  intro- 
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daoción.  Mas  no  dejaré  pasar  este  pauto  sin  deoir  al^o  quo  ou  liv 
pendiente  discasión  de  límites  entre  la  Guayaua  venezolana  y  la 
británica,  es  mny  digoo  de  notarse,  quizá  iH)rque  entraña  |h>- 
llgros  en  la  solncióu  futura  de  la  materia,  considerado  ol  alai  ma 
que  en  los  distiitos  auríferos  de  la  República  está  produoiendo 
largo  tiempo  hace,  la  ocupación  por  subditos  ingleses  do  las 
tierras  que  están  del  lado  acá  del  Escqnibo,  hacia  la  margen  oc- 
cidental de  este  río,  y  principalmente  las  al  Norte  y  Occidente 
del  mismo;  las  al  Oriente  hasta  el  desembocadero  en  ol  Atlán- 
tico; el  litoral  hasta  la  bahía  Moroco,  y  las  al  ()oc¡de^t•i^  d<« 
esta  misma  bahía  hasta  el  cerro  Parigüiza.  AsegúnisiMiuo  han 
hecho  exploraciones  en  las  tierras  de  ambas  margónos  dol  río 
Gaynni,  en  donde  tienen  embarcacioues,  amenazando  inviuliro) 
territorio  en  la  misma  dirección. 

En  1841  el  seüor  Fortiquo,  Ministro  do  Venezuela,  dirijió 
al  Gobierno  británico  una  nota  en  que  abría  la  negociación 
de  límites,  y  enumeraba  los  faiulamentos  que  tenía  la  Kcpn- 
blica  para  defender  la  frunterri  por  el  río  Esoquibo.  El  Oondo 
de  Aberdeen  creyendo  conveniente  declarar  desde  luego  loque 
la  Gran  Bretaña  escaba  dispuesta  á  conceder,  proponía  uini 
Ifoea  que  de  la  boca  del  Moroco  fuese  al  punto  en  que  ho  uno 
el  rio  Barama  con  el  Guainía;  de  allí  por  ol  Uarania  aguaH 
arriba  hasta  el  Aunama,  por  ol  cual  se  ascendería  liaHta  el 
lagar  en  que  este  arroyo  se  acerca  más  al  Acarabisi  lianta  hii 
confluencia  con  el  Guyuni ;  siguiendo  por  este  áltimo  ugutiH 
arriba  hasta  llegar  alas  tierras  altas  6  inmcdiacioncH  <lel  monto 
Boraima  en  que  se  divideo  las  aguas  que  fluyen  al  lOsfqiiibo 
de  las  que  corren  hacia  el  río  Branco.  A  este  puntal  habla 
llegado  la  negociación  cuando  ocurrió  la  muerte  del  Hirfíor  For  • 
tiqnei  y  en   tal   estado  permanece  basta  el  día  tU:  hoy. 

Befíriéodose  Codazzi  á  liuestros  líiniíen  con  la  (ju>syana  in- 
glesa, dice:  ''sise  atiende  á  lo  que  dion^  el  nefior  .1.  M.  lU:.-i- 
trepo,  Secretario  del  Interior  que  fue  en  la  JCejfíibJica  tU-. 
Colombia,  en  bu  hifetoria  de  la  revolución,  el  límite  UhkU  el 
Naciente  sería  distinto  del  demarcado  (en  el  mapa  de  ía^ay/za)  ; 
pnea  que  debía  ser  el  Eijequíbo  eu   lugar  de  la  boca  d^-J   Mo- 
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vaporeñ,  para  .-iaj^rlo  v  venderlo  ea  el  exterior.  Ni  necesitamos 
proveerno.s  áf:  mercancíad  trasarláaticas  ea  las  colonias  europeas 
de  América,  porque  nuestro  comercio  imporcador  tíeoe  todas 
las  facilidades  uecesarias  p¿ira  importarlas  de  Earopa,  traer- 
las directamente  y  comprarla:s  más  bararas,  pnesro  qae  uo 
SQfren  el  anmeuto  de  precio  que  el  cojiere:anr^>  antillano  ha 
de  imponerles  necj::sariamen te. 

' 'íÚÍ±í!I*ÍÍ^ItI?i¿r '^  Bl  decreto  legislativo  q:i-.-  e:<tablece  el 
30  p5  adicional  de  qne  hablamos,  tae  IÍ'.'lí'Íi»  por  nece- 
sidades X'^I^^^cas  y  económicas,  y  con  miras  ^ilcamente  pre- 
visoras. Las  Antillas  más  próximas  á  VeuezueUi,  qne  son  las 
únicas  con  qnienes  hemos  tt^uido  trato  uomer^ia),  han  sido  du- 
rante machos  anos  la  gaaridn.  de  los  LOusi)iradüres  contra  la 
paz,  el  sosiego,  las  instituciones  y  el  progreso  y  prosperidad  de 
la  Itepú])1ica.  Estas  mismas  Antillas  han  minado  también  la 
rt'iita  nacional,  fomentando  y  haciendo  el  contrabando,  en  tan 
alta  escala  y  con  tanta  perseverancia,  que  hoy  mismo,  á  pesar 
de  ]a  vjgilauí'ia  con  que  se  le  observa,  logra  todavía  cercenar 
buena  parte  de  la  misma  renta,  burlando  el  celo  de  las  auto- 
ridades, y  defendiéndose  á  mano  armada  de  las  persecuciones 
de  éstas. 

Las  grandes  desventajas  qne  el  comercio  de  las  Antillas  nos 
ocasiona  desde  el  siglo  pasado,  no  pueden  ser  más  considerables 
ni  desmoralizadoras  de  lo  que  han  llegado  á  ser.  Desde  1797 
en  que  la  isla  d*-  Trinidad  vino  al  dominio  de  la  Gran  Bretaña, 
se  estaljlecieron  y  faudaron  las  bases  del  aniquilamiento  de 
nuestro  comercio  en  aquella  época  y  en  el  porvenir.  Se  ú\6 
nacimiento  á  vicios  que  difícilmente  pueden  desarraigarse:  entre 

estos  al  contrabando. 

En  Junio  de  aquel  año  de  1797,  Sir  Thomas  Picton,  Goberna- 
dor de  Trinidad,  en  cumplimiento  de  órdenes  de  Mr.  Dundas, 
Ministro  de  Eolacioues  Exteriores  de  S.  M.  B.,  publicó  una 
prodama  *' promulgando  el  restablecimiento  díí  his  relaciones 
comerciales  entre  los  habitantes  de  Trinidad  y  los  üe  la  Costa 
Firme,  agregando  que  los  habitantes  de  Costa  Firme  hallarían 
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«n  la  isla  un  depósito  ó  almacén  general  de  todas  las  mana- 
facturas  qne  necesitaran."  El  comercio  ilícito  no  se  podía  pro- 
mover por  medios  más   activos  y  liberales. 

En  el  afio  de  1804,  dorante  la  gnerra  de  España  é  Inglaterra, 
los  ingleses  prefirieron  dar  salida  á  sus  manufacturas  por  me- 
dio del  contrabando  en  las  Antillas  y  colonias  españolas,  y 
no  contentos  con  hacer  el  comercio  casi  exclusivo  de  las  ricas 
posesiones  de  América,  aspiraron  por  el  mismo  medio  á  mono- 
polizarlo completamente. 

Los  buques  y  cruceros  británicos  promovieron  siempre  el 
aonirábmdo  por  medio  de  salvoconductos,  convoyes  y  otros 
arbitrios,  antes  adoptados  en  las  guerras  marítimas.  Estos  eran 
una  fuente  de  lucrativo  comercio  y  de  riquezas  para  la  Gran 
Bretaña,  qne  se  apoderaba  casi  exclusivamente  del  tráfico  y  de  las 
negociaciones  mercantiles  de  las  ricas  y  dilatadas  colonias  es- 
pañolas.   (Bestrepo.— Historia  de  Oolombia.) 

Por  lo  demás  es  lícito  oponerse  al  cumplimiento  de  los 
tratados  cuando  causan  grave  daño  y  perjuicio  á  uno  de  los 
contratantes.  ^^Guando  un  tratado  por  la  mudanza  de  cir 
cnnstancias  llega  á  producir  á  una  de  las  potencias  contra- 
tantes un  daño  grave  que  no  pudo  razonablemente  preverse, 
obraría  contra  la  equidad  la  otra  potencia  insistiendo  en  su 
•cumplimiento."    (Bello.) 

Bara  vez  se  juntan  consideraciones  más  graves  para  dictar 
una  medida  cuya  adopción  arrastra  consigo  el  derecho  á  la 
propia  conservación  y  seguridad  de  un  Estado,  encargado  de 
cuidar,  ante  todo,  de  la  suerte  de  sus  ciudadanos,  bajo  el  im- 
perio de  necesidades  tan  imprescindibles  como  absolutas.  En 
aquella  medida  están  interesados  el  honor  nacional,  la  salud 
pública,  el  convencimiento  de  la  razón  y  el  derecho  de  la 
soberanía.  Gomo  condición  de  futuros  pactos  internacionales, 
no  puede  ni  siquiera  ser  discutida.  Ello  entrañaría  una  re- 
nuncia perfecta  á  nuestra  independencia  y  á  nuestra  naciona- 
lidad, el  descalabro  de  la  renta  aduanera,  la  ruina  del  comer- 
cio honrado,  la  incertidumbre  de  la  paz  y  la  ineficacia  de  no 
-Gobierno  propio. 
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Oreo,  pues,  que  antes  de  procurar  anularla,  se  debe  pro- 
curar confirmarla  por  todos  los  medios  posibles.  Uno  de  estos 
medios  sería  el  de  proteger,  subvencionándolas  liberalmentey 
líneas  directas  de  buques  de  vapor,  que  partiendo  de  La 
Guaira  fuesen  hasta  Kutrias,  poi  Oriente,  tocando  en  Barce- 
lona, Oumaná,  Garúpano,  Güiria,  Ciudad  Bolívar  y  San  Fer- 
nando; y  de  La  Guaira  á  Maracaibo,  por  Occidente,  tocando 
en  Coro.  Favoreciendo,  de  la  misma  manera,  el  comercio  por 
vapor,  entre  los  Estados  Unidos  y  Europa,  con  nuestros  puertos 
de  Oriente  y  Occidente,  bañamos  cada  día  más  eficaz  la  tras- 
cendencia de  aquel  importantísimo  decreto.  Por  supuesto  que,, 
con  el  mandato  expreso  de  no  tocar,  por  ningún  motivo,  sea 
cual  fuere,  en  las  colonias  extranjeras. 

devinll^Tia.  Oonocidos  los  dcscos  del  Gobierno  de  la  Gran 
Bretaña  en  el  asunto,  el  Gobierno  de  la  Bepública  le  alegó  en 
contra,  que  el  derecho  adicional  impuesto  ahora  recaía  sobre 
las  mercancías  procedentes  de  las  Antillas,  de  cualquier  Nación 
que  fuesen  inclusive  Venezuela;  de  modo  que  si  de  allí  se 
trajeran  géneros  nacionales  (manufacturas  y  artefactos  indí- 
genas, por  ejemplo),  estarían  ellos  mismos  sometidos  al  grava- 
men. Notó  por  otra  parte,  que  la  existencia  de  derechos  dife- 
renciales sobre  objetos  procedentes  de  las  colonias,  no  está 
reñida  con  el  tratado  de  1825,  porque  cuando  él  se  celebró,  se 
hallaban  en  vigor,  y  en  vigor  continuaron  hasta  mucho  tiempo 
después,  sin  que  el  Gabinete  de  S.  M.  B.  hiciese  la  menor  ob 
servación  por  el  ejercicio  de  este  derecho  de  parte  de  la 
Bepública.  Para  convencerse  de  ello  basta  leer  la  ley  de  2  de 
Agosto  de  1823  sobre  importación.  Dividió  todas  las  mercan- 
cías en  cuatro  clases.  A  cada  una  do  estas  señaló  diversos 
derechos,  diversos  por  razón  de  bandera  y  por  razón  de  pro- 
cedencia. Las  conducidas  en  buques  nacionales  pagaban  me- 
nos que  si  venían  en  naves  extranjeras.  Las  despachadas  de 
colonias  pagaban  más  que  las  provenientes  de  Europa  ó  de 
los  Estados  Unidos.  Fue  Venezuela  quien  en  sus  leyes  dejó 
de  insertar  el  derecho  diferencial  por  la  procedencia,  aunque 
conservando  el  de  la  bandera.    En  cuanto  al  tratado,  su  ar- 
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tíoalo  1®  pactó  Ja  amistad  perpetua  entre  Venezaela  y  todos 
los  dominios  de  S.  M.  B.  El  2?  que  establece  la  libertad  de 
comercio  y  de  navegación,  lo  limita  á  los  dominios  de  S.  M. 
en  Europa,  lo  caal  es  excluir  terminantemente  las  posesiones 
de  Ultramar.  El  anícnlo  3?  es  una  concesión  de  S.  M.  para 
que  pudiera  Colombia  y  después  Venezuela,  importar  sus  pro- 
ductos naturales  y  fabriles  en  las  colonias  británicas,  sin  que 
dicho  artículo  impusiera  obligación  alguna  á  la  otra  parte 
contratante.  El  artículo  4?  que  se  invoca,  no  prescribe  á  Ve- 
uezuela  sino  la  obligación  de  no  gravar  las  importaciones  pro- 
cedentes de  dominios  británicos  con  otros  ó  más  altos  derechos 
que  los  impuestos  á  la  bandera  más  favorecida.  Y  como  la 
actual  ley  de  Venezuela  impone  el  derecho  diferencial  á  todas 
las  banderas,  se  vé  que  no  envuelve  infracción  ninguna  del 
tratado. 

u  xin^Tá^^as^An'tuus.  Además,  la  Federación  venezolana,  como 
se  dejó  dicho,  se  halla  en  situación  especial  respecto  á  las 
Antillas  holandesas  y  británicas,  asilo  constante  de  conspira- 
dores contra  la  paz  de  este  país.  Es  un  hecho  comprobado 
por  la  práctica  y  la  experiencia  más  constante  que  los  des- 
contentos de  Venezuela  buscan  en  ellas  refugio  seguro,  con- 
virtiendo aquellas  colonias  en  teatro  de  maquinaciones  y 
aviesos  intentos. 

de  los  E2ti^%ntre  sí.  El  Ministcrio  de  Relaciones  Exteriores, 
dice  á  este  propósito:  V conocidas  son  las  doctrinas  del 
derecho  de  gentes  y  las  reglas  de  los  tratados  que  pro- 
hiben cometer  hostilidades,  sean  de  la  clase  que  fueren, 
en  el  territorio  de  una  Kación,  contra  otra  con  la  cual  ella 
mantuvo  relaciones  pacíficas.  Levas,  conciertos  subversivos, 
formación  de  expediciones,  despacho  de  buques  ó  corres- 
pondencias de  armas  ó  pertrecho,  juntas  revolucionarias,  reu- 
niones, envío  de  comisionados,  compra,  equipo  de  naves,  au- 
mento de  sus  fuerzas,  en  una  palabra,  hacer  del  suelo  ó  aguas 
de  un  Estado  amigo,  base  de  operaciones  hostiles,  todo  cae 
bajo  la  prohibición  de  la  ley  internacional.  Por  consiguiente, 
deben  los  Estados  no  sólo  impedir  que  sus  subditos  ofendan 
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la  cousideración  é  intereses  de  los  paeblos  y  Gobieraos  amigoSy 
siüo  también  oponerse  rigorosamente  en  sa  territorio  á  toda 
maquinación  ó  combinación  de  tal  naturaleza  qae  tarbe  las 
relaciones  de  paz,  amistad  y  baena  armonía;  y  no  camplír 
esos  preceptos  es  tener  sobre  si  la  responsabilidad  de  las  con- 
secuencias. 

^üí3d(S  é'^^íte^"'  "Aun  tratándose,  no  de  tentativas  para  derro- 
car un  Gobierno  legítimo,  sino  de  Estados  beligerantes  con  todos 
los  derechos  de  tales,  vemos  que  los  Estados  Unidos  y  la  Gran 
Bretaña  reconocieron  solemnemente  en  1871  como  principio 
obligatorio  entre  sí,  y  estipularon  presentarlos  á  la  aceptación 
de  las  demás  potencias  marítimas :  1**  Que  un  Gobierno  debe 
emplear  toda  su  diligencia  para  impedir  dentro  de  su  juris- 
dicción el  equipo  y  armamento  de  todo  buque  que  tiene  mo- 
tivos razonables  para  creerse  destinado  á  concurrir  d  operacio- 
nes hostiles  contra  una  potencia  con  que  se  halla  en  paz, 
y  lo  mismo  para  impedir  la  salida  fuera  de  su  jurisdicción 
de  toda  nave  destinada  á  cruzar  ó  á  concurrir  á  operaciones 
hostiles,  habiendo  sido  allí  en  todo  ó  eu  parte  adaptada  á  osos 
de  guerra.  2®  No  permitir  á  ninguno  de  los  beligerantes  hacer 
de  sus  puertos  ó  aguas  baee  de  operaciones!,  ai  valerse  de 
ellos  para  aumentar  ó  renovar  abastos  militares  y  armamentos 
ó  para  reclutar  hombres.  3®  Ejercer  toda  la  diligeriGia  necesa- 
ria en  sus  propios  puertos  y  aguas^  y  respecto  de  todas  las  per* 
sonas  dentro  de  su  jurisdicción^  para  impedir  toda  violación  de 
los  deberes  antedichos.^ 

hot^nd^.  En  cnanto   á    las  Antillas    holandesas    ha    di- 

cho el  Gobierno  de  Venezuela,  que  ha  llegado  á  tanto  la  im- 
pudencia de  los  especuladores  de  Curazao,  que  apelan,  para 
su  defensa,  á  la  práctica  de  suministrar  fusiles  y  pólvora  á 
varias  de  las  Repúblicas  americanas,  como  si  el  hábito  de  de- 
linquir justificara  el  crimen,  como  si  la  impunidad  de  un  hecho 
cambiara  su  naturaleza,  y  como  si  el  alarde  de  una  maldad 
que  se  ceba  en  la  sangre  humana,  probase  otra  cosa  que  el 
endurecimiento  del  perverso.  Leyes  de  neutralidad  exis- 
ten en  los  Estados  Unidos  de  Korte  América  y  en  la  Gran 
Bretaña ;    y    en     otras    partes    se    publican    decretos    que    la 
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prescribeu  eo  cada  iiaeva  gaerra  que  sobreviene.  Bu  Ve- 
nezuela se  oaiifica  de  delito,  y  es  castigado  (jou  pena?*  de- 
terminadasy  el  hecho  cometido  en  el  país,  por  veaezolauos  ó 
extranjeros,  que  recluten  gente  6  acopien  armas,  ó  formen 
juntas,  ó  preparen  expediciones,  ó  salgan  del  territorio  de  la 
Bepública  en  actitud  hostil  para  acometer  ó  invadir  al  de 
una  Nación  amiga  ó  neutral. 

p«5to  de  neutr^idad    Por  el  artículo  12  del  tratado  venezolauo-espa 

entra  Espafia  y   Yene- 

soeía.  ñol  se  Obligan  ambas  partes    al    fin    de  evi- 

tar todo  motivo  de  queja  ó  de  reclamación  en  lo  sucesivo,  á  no 
consentir  que  desde  sus  respectivos  territorios  se  conspire  con- 
tra la  seguridad  ó  tranquilidad  del  otro  Estado  y  sus  depen- 
dencias, impidiendo  cualquiera  expedición  que  se  prepare  con 
tan  dañado  objeto,  y  empleando  contra  las  personas  culpables 
de  semejante  intento  los  recursos  más  eficaces  que  consientan  las 
leyes  de  cada  país. 

cota^w^BoH^TchiiS;  Eu  los  artículos  7«  y  8<»  del  tratado  conclui- 
**'^™sai'^or''^^''  do  en  Lima  el  23  de  Enero  de  1865,  para 
la  conservación  de  la  paz  entre  los  Estados  Unidos  de  Ve- 
nezuela, los  Estados  Unidos  de  Colombia),  Bolivia,  Ohile,  el 
Ecuador  y  el  Salvador,  cada  una  de  las  partes  se  compro- 
metió  á  impedir,  por  tovios  los  medios  qne  esta  viesen  á  su 
alcance,  que  en  su  territorio  se  preparasen  ó  reuniesen  ele- 
mentos de  guerra,  enganchasen  ó  reclutasen  gente,  ó  se 
aprestasen  buques  para  obrar  hostilmente,  contra  cualquie- 
ra do  las  otras  potencias  signatarias  ó  adherentes:  también 
á  impedir  que  los  emigrados  ó  asilados  políticos  abusaran  del 
asilo,  conspirando  contra  el  Gobierno  del  país  de  su  proceden- 
cia ;  y  finalmente,  cuando  dichos  emigrados  ó  asilados  políticos 
diesen  justo  motivo  de  queja  á  la  potencia  de  donde  proce- 
dieran, ó  á  otra  limítrofe  de  aquella  donde  residieran,  á  alejar- 
les de  la  frontera,  hasta  uua  distancia  suficiente,  para  disipar 
todo  temor,  siempre  que  la  potencia  así  amenazada  solicita- 
se su  intervención  con  documentos  justificativos.  Xi  siquiera 
podría  permitir  por  su  territorio  el  tránsito  de  tropas,  de  ar- 
mas  y  artículos  de  guerra  destinados  á  obrar  contra  alguna  de 
ellas. 
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^^^d8**Víe2uclí?"^  Todo  esto  prueba,  dice  el  Ministerio  de  Eelacio* 
nes  Exteriores  de  Venezuela,  el  nnánime  consentimiento  de  las 
Naciones  en  la  admisión  de  los  principios  salvadores  de  sn  paz  j 

tranquilidad  general.    Cada  día  adquieren  ellos  vigoren  la  prác- 
tica délos  pueblos  más  civilizados,  cuanto  más  se  profundizan  Ios- 
elementos  constitutivos  de  sn  independencia  é  igualdad  de  de- 
rechos.   Porque  es,  con  efecto,   una  especie  de  intervención  en 
los  asuntos  interiores  de  los  otros  Estados,  lo  que  se  ejerce  eu' 
ca^os  tales,  aiutorizando  las  tentativas  contra  el  orden   público- 
de   los  Estados  á  que  se  continúa  dando  el   título  de  amigo.. 

Y  resaltan  tanto   más   los  sucesos  de  Ourazao,  continúa  di- 
ciendo el  Ministerio,  cuanto  se  reflexiona  que  ésta  y  las  demás 
islas  de  Holanda  próximas  á  nuestra    costa,  bailan   en   el  co- 
mercio con  Venezuela  ventajas  no  poco  importantes,  y  sin  las 
cuales  se  expondrían  á  una  suerte   muy    diversa  de  lo  que  es 
ahora.    En  vez  de  interesarse   en  la  conservación  y  aumento- 
de   aquellas  relaciones  de  que  derivan  su  provecho,  correspon 
den   al  país,  que    con  facultad  de  abrir   ó  cerrar  sus   puertos 
se  los  ha  franqueado  generosamente,  soplando  el  incendio  de  las 
facciones  y  poniendo  en  manos  de  los  perturbadores  las  arma» 
y  demás  medios  de  destrucción.    De  aquí  resulta  que  esas  is- 
las tan  cercanas    á  Yenezuela  y  tan  á  propósito  para  concer» 
tar  y  ejecutar    proyectos,  son   un  enemigo  siempre  en   acecho 
que  no  busca  sino  la  ocasión   de    descargar  el    golpe,  y  que,, 
alentado    con    la  impunidad,    cree  haber    de   gozar    de    ella 
perdurablemente.    Si  para  justificar  más  el  derecho  de  Vene- 
zuela se  quisiese  buscar  el  apoyo  de  las  doctrinas  de  los    pu- 
blicistas no  sería  difícil  acumularlas  en  grandísimo  número. 

de  AndíSfidio.  "  Los  proscriptos  no  deben  abusar  de  la  hos- 

pitalidad que  se  les  dispensa  para  inquietar  á  las  naciones 
vecinas.  Si  lo  hacen,  el  Estado  en  cuyo  territorio  residan,  pue- 
de espelerlos  ó  castigarlos;  y  la  tolerancia  sería  mirada  justa- 
mente como  una  seüal  do  malevolencia  que  podría  tener  con- 
secuencias  graves,  y  tal  vez  como  una  infracción   de  la  paz. " 

Bocwnade  <f  Cualquicr    individuo    que    ofende    á    un    Es- 

tado,  hiere  sus  derechos,   tuiba   su    tranquilidad  ó  le  injuria. 
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86  declara  su  eueinigo,  y  se  pone  eii  el  caso  de  ser  justa- 
mente castigado.  El  que  maltrata  á  un  ciudadano,  ofende 
indirectamente  al  Estado  que  le  concede  protección,  y  su  So- 
berano deberá  vengar  la  injuria  cometida  y  obligar,  si  es 
posible,  al  ofensor  á  nna  reparación  completa,  ó  castigarle, 
porque  de  otro  mo^o,  el  ciudadano  ofendido  no  alcanzaría  el 
gran  fin  de  la  asociación  civil :  la  seguridad.  Por  otra  partís 
la  Nación  ó  su  Soberano  no  debe  permitir  que  los  ciudadanos 
injurien  á  los  subditos  de  otro  Estado  y  menos  aún  que  ofendan 
á  este  Estado  mismo,  porque  las  Naciones  deben  respetarse 
mntaamente,  abstenerse  de  toda  ofensa,  de  toda  lesión,  de 
toda  injuria,  en  una  palabra,  de  todo  lo  que  pueda  perjudicar 
á  los  demás.  Si  un  Soberano  que  puede  retener  á  sus  subditos 
en  los  límites  de  la  justicia  y  do  la  paz,  consiente  que  falten 
á  ana  Nación  extranjera,  es  como  si  él  mismo  le  faltara.  La 
salvación  del  Estado,  y  aún  la  de  la  sociedad  humana,  exije 
esta  atención  por  parte  de  las  demás." 

de  Calvo.         Oalvo    pregunta:    "j  Qué  actos    pueden  consi- 
derarse revestidos  de  carácter  verdaderamente  nacional  ó  pro- 
píos de  Estado  ?    «¿  Cuáles  pueden  conceptuarse  como  de  esfera 
privada  ó  individual,  y  no  implicando,  por  tanto,  la  responsa- 
bilidad de  aquel?    Y  añade:   <' He   aquí  una  cuestión  impor- 
tante para   el  derecho  de  gentes,    pero    que   se  resuelve,   no 
obstante,  con   facilidad.     Según  los  principios  admitidos  por  la 
jarisprndencia  general   de  las   Naciones,   el  Gobierno  se  con- 
fande  siempre  con  el  Estado  de  que  sea  órgano  :  por  tanto,    éste 
es   responsable  de  todos   los  actos  de   los   funcionarios  que  le 
representen,  lo  mismo    por  el   Poder    Ejecutivo,  que    por   los 
del  Legislativo   ó  Judicial.    Este  principio  general    de  juris- 
prudencia internacional  comprende  á  todos     cualquiera  que  sea 
la  forma  de  su  Gobierno." 

de  pwuimore.  "  Aúu  cuando  una  Nación  tiene  derecho  de 
conceder  lefugio  á  gobernantes  expulsados,  ó  hasta  á  cau- 
dillos de  rebeliones  que  huyen  de  otro  país,  debe  poner  todo 
el  cuidado  posible  en  que  ninguna  expedición  hostil  se  con- 
cierte en  sus  territorios,  y  en  dar  todas  las  garantías  razona- 
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bles  eu  este  respecto,  en   coutestacióu   á    las  representaciones 
de  la  Ilación  de  donde  se  han  escapado  aquellos  refagiados.^ 

Así  queda  demostrado  ei  pleno  derecho  de  Venezuela  para 
graduar  de  notoria  ofensa,  por  parte  de  Curazao,  la  existencia 
en  su  suelo  de  una  junta  subversiva  de  la  paz  y  tranquilidad 
de  la  Unión;  el  envío,  con  el  propio  objeto,  á  las  costas  de 
la  Eepública,  de  buques,  armas,  municiones,  oficiales  y  corres- 
pondencia; los  suplementos  de  dinero  hechos  para  instigar  y 
sostener  la  rebelión;  la  formación  y  salida  de  expediciones 
compuestas  de  militares,  y  la  tolerancia  de  las  autoridades, 
á  cuya  vista  ha  pasado  todo  eso,  y  que  advertidas  anticipada- 
mente de  las  tramas  que  se  preparaban,  se  abstuvieron  de 
tomar  las  providencias  indispensables  para  prevenir  los  males 
inminentes,  faltando  así  á  los  deberes  más  importantes  de  res- 
peto, consideración,  amistad  y  vecindad,  y  despojando  á  la  isla 
del  carácter  neutral  en  las  contiendas  domésticas  del  país.  Esto 
eu  cambio  de  la  liberalidad  con  que  sin  obligaciones  provenientes 
de  tratado,  ha  abierto  la  Eepública  sus  puertos  á  las  comunica- 
ciones con  Ourazao,  de  cuyo  comercio  constituyen  el  principal 
mercado  los   pueblos  de  Venezuela. 

Todo  lo  expuesto  en  el  párrafo  anterior  se  refiere  á  la 
rebelión  de  1874,  preparada,  fomentada  y  realizada  desde  Ou- 
razao; que  motivó  las  justas  reclamaciones  de  Venezuela,  pri- 
mero; y  la  ruptura  de  nuestras  relaciones  diplomáticas  con 
Holanda,  después.  Sesenta  mil  hombres  tuvo  el  Gobierno  ne- 
cesidad de  levantar  y  armar,  y  prepararse  para  una  campaña 
que  duró  tres  meses.  Tal  fue  el  resultado  de  la  última  inter- 
vención de  aquella  colonia  en  los  asuntos  domésticos  de  este 
país.  Su  gravedad  y  consecuencias  dicen  más  que  cuanto  aquí 
pudiera  agregarse,  para  establecer  las  razones  y  motivos  que 
la  Eepública  tiene  para  considerar  como  enemigos  de  su  paz 
j  su  tranquilidad  á  las  colonias  europeas  en  las  Antillas  Oc* 
eidentales. 

Debe  aquí  decirse  además  que  por  aquel  tiempo,  Venezuela 
había  cerrado  dos  de  sus  puertos  al  comercio  del  mundo;  y 
^que  Holanda  reclamaba  de  esta  medida,   antes  de  decidirse  si 
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oiría  ó  uó  ias  reclamacíoDes  qao  contra  ella  iatentó  esta  Be- 
ptbliea.  Mauera  directísima  de  intervenir  en  los  negocios  de 
este  Estado,  aunque,  no  nueva,  conocida  la  línea  de  conducta 
qae  en  éste  como  en  casos  idénticos,  se  ha  seguido  con  no- 
BOtros  después  que  estas  Ilaciones  se  independizaron,  entrando 
á  gozar  vida  propia. 

le  Holanda.  Esta  pretensión  inusitada  que  Holanda  ni  siqnie< 
rase  habría  adelantado  á  indicar,  en  igualdad  de  circunstancias, 
A  ningún  Estado  vecino,  encaminó  la  gestión  diplomática  de 
Tenezaela  en  otro  sentido:  el  del  decoro  y  dignidad  nacio- 
nal. El  ilustrado  Jefe  del  Gobierno  de  este  país,  que  tanto 
lo  ha  levantado  en  el  respeto  y  aprecio  del  mundo,  comunicó 
áaa  Ministro  en  La  Haya  instrucciones  perentorias  y  enérgicas, 
<ffde&áQdole  que  si  para  conocer  de  nuestros  reclamos  insistía 
^  Gobierno  de  La  Haya  en  pedir,  como  paso  previo,  la  rea- 
pertura de  los  puertos  cerrados  al  comercio  exterior,  diera  por 
tetmiDada  su  misión,  pidiese  sus  pasaportes  é  interrumpiese 
Aiuitras  relaciones  políticas  con  aquel  reino.  Estas  relaciones 
^^i  pues,  cortadas,  y  no  se  reanudarán  sino  luego  que  Ho- 
landa preste  la  más  seria  consideración  y  examen  á  las  justas 
demandas  de  Venezuela. 

áipioníátiSü' "°  Uno  de  los  abusos  más  constantemente  soste- 
nidos por  las  potencias  extranjeras  en  el  territorio  de  las  Amé- 
ricas  Meridional  y  Central,  es  sin  duda,  el  principio  de  inter- 
vención diplomática  en  favor  de  sus  nacionales  bajo  cualquier 
motivo  ó  pretexto,  sustrayéndolos  á  la  acción  legal  del  país  en 
Qoe  viven.    Por  esta  causa,  y  para  cortar    tamaSo  abuso,  los 
Gobiernos  de  estos  países  han  expedido   leyes  explicativas  del 
caso,  en  que  se  fijan  de    una  manera    clara  y  terminante   los 
deberes  y  derechos  de  los  extranjeros,  quedando  establecido  el 
siguiente    principio:  ^^ui    los   extranjeros    domiciliados,  ni  los 
transeúntes  tienen  derecho  para  ocurrir  á  la  vía   diplomática, 
sino   cuanJo  babieudo  agotado   los    recursos  legales  ante    las 
autoridades  competentes,   aparezca  clarameutü  que  ha  habido 
'denegación   de  justicia  ó  injusticia  notoria.'' 
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de^vattei.  ''^l  príucipe  no  debe  intervenir  en  las  causas 
de  sas  subditos  en  país  extranjero  y  acordarles  su  proteooíón  j 
sino  en  el  caso  de  una  denegación  de  justicia  evidente  y  pal- 
pable,  ó  de  una  violación  manifiesta  de  las  reglas  ó  de  las 
formas,  ó  en  fin,  de  una  distinción  odiosa  hecha  en  perjuioio  de 
sus  subditos  ó  de  los  extranjeros  en  general.  La  üorte  de 
Inglaterra  ha  establecido  esta  máxima  con  mucha  evidencia 
en  el  caso  de  los  buqties  prusianos  capturados  y  declarados  de 
buena  presa  durante  la  última  guerra."  En  esta  cuestión  ocapa 
Ingar  elevado  el  informe  que  dio  la  Comisión  nombrada  por 
la  Gran  Bretaña  para  responder  á  la  exposición  de  motivos 
de  Prusia;  informe  que  Yattel  califica  de  excelente  trozo  de 
derecho  de  gentes.  En  él  se  establece  esta  doctrina:  ^'aunque 
todo  demandante  prusiano  debe  haber  sabido  que  el  derecho 
de  gentes  le  prohibía  recurrir  á  su  propio  soberano,  hasta  que 
€n  última  instancia  se  le  hubiese  hecho  una  injusticia  mani-> 
fiestamente  averiguada,  y  que  ya  no  le  quedase  ningún  remedio 
aquí  (Inglaterra),  y  aunque  ninguno  de  ellos  haya  podido  ig- 
norar que  este  principio  del  derecho  de  gentes,  debia  obser- 
varse tanto  más  escrupulosamente  en  orden  á  las  presas  de 
la  última  guerra,  cuanto  que  dándose  toda  la  propiedad  de  ellas 
á  los  que  las  hacían,  ninguna  parte  podia  repetirse  de  los 
mismos,  sino  en  justicia  arreglada." 

d^^^Beuo.  ^^El  extranjero  á  su  entrada  en  el  país,  con- 
trae tácitamente  la  obligación  de  sujetarse  á  las  leyes  y  á  la 
jurisdicción  local,  y  el  Estado  le  ofrece  de  la  misma  manera 
la  protección  de  la  autoridad  pública  depositada  en  los  tribu- 
nales.  Si  éstos,  contra  derecho,  rehusasen  oir  sus  quejas,  ó 
le  hiciesen  una  injusticia  manifiesta,  puede  entonces  interponer 
la  autoridad  de  su  propio  soberano,  para  que  solicite  se  le  oiga 
en  juicio,  y  so  le  indemnice  los  perjuicios  causados.  No  hay 
denegación  de  justicia  si  no  se  ha  solicitado  la  reparación  por 
todos  los  medios  regulares  que  ofrece  el  régimen  judicial  de 
la  Nación  en  que  se  ha  perpetrado  la  ofensa.'^ 

Opinión  Hablando  estos  autores  del  (jaso  de  D.  Pacífi- 

<le  PhilUmore.  Martens. 

Calvo,  &o.  co,  dicen  :    **  según  la  legislación  griega,   que 

es  la  de  otras  Naciones  europeas,  y  según   las  reglas  del   de- 


INTRODUCCIÓN  79 


Techo  íuterDacioual  qae  la    Grau   Bretaña  misma  había   invo- 
cado á  sa  favor  en   niia  cuestión    con  Pcnsia  el  año  de  1752, 
el  señor  D.   Pdcítíco   debió  haber  inténtalo  una  acción  de  per- 
jaioios  ante  los  tribunales   giiegos  contra  los  perpetradores  del 
daño;  y  esta  Hcción   inteutida   oportanameute  y    apoyada  en 
pruebas  ñdedignas  del  monto   de  los  perjuicios,  habria  tenido, 
siu  doda  alguna,   mejor  éxito."    Phillimore  asienta  :  '^  el  Esta* 
do  debe  asegurarse  de  que  sus  subditos  han  agotado   los   me- 
dios de  reparación  legal  ante  los  tribunales  del  país  en   que  se 
les  ha  perjudicado.    Si  estos  tribunales  son   incapaces  ó  inhá- 
biles para  conocer    y  decidir,  queda    abierto  el  camino   de  la 
iDt4»TvenciÓD.    Pero  el  Estado  que  interviene  debe  poner  el  ma- 
yor  coidado,  primero;  en  que  la  denegación  de  justicia  sea  cla- 
ramente mauiíiesta;    segundo,  que   no  quede  menos  explícita- 
mente  comprobada   la   competencia  de    loe   tribunales    locales 
para  conocer  del  asunto." 

dd^Srícroaí.  Es  á  los  tribunales  y  de  acuerdo  con  las  le- 
yes del  país,  que  la  parte  agraviada,  cualquiera  que  sea  su 
nacionalidad,  debe  recurrir  y  pedir  Justicia." 

Opinión  <i  El   prescindimiento  de  esta   doctrina  equi- 

le  Teneiuelft  y  de  otras  . 

Repúblicas.  valdría  á  la  erección   de  un  fuero  excepcio- 

nal en  favor  de  los  extranjeros,  que  sustrayéndolos  de  la  juris- 
dicción nacional  ordinaria,  y  eximiéndolos  de  todos  ios  trá- 
mites y  fórmulas  legales,  los  constituiría  en  una  especie  de  seres 
privilegiados,  que  no  deberían  respetar  ni  obedecer,  dentro  del 
territorio  de  estas  Eepúblicas,  otra  autoridad  que  la  represen- 
tada por  su  respectiva  Legación,  ni  otras  leyes  que  las  de  su 
país  natal.  Tal  doctrina,  sobre  absurda,  es  altamente  ofen- 
siva á  la  dignidad  del  Estado,  incompatible  con  los  principios 
cardinales  de  toda  organización  política  y  atentatoria  á  la  so- 
beranía é  independencia  de  las  Naciones." 

docíí^vo.  Hablando  este  eminente  publicista  americano 
del  caso  en  que  un  Gobierno  sea  responsable  de  hechos  pú- 
blicos ó  privados,  ó  de  actos  jurisdiccionales  de  sn  territorio, 
y  de  los  que  emanan  ya  sea  de  sus  representantes  ó  delegados 
directos,  ya  de  particulares   colocados  bajo  su  autoridad  inme- 
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diata,  dice:  ^^en  el  círcalo  de  los  límites  juiisdicoionales  to- 
dos ios  agentes  de  la  autoridad  son  personalmente  los  unióos 
respoü8a^>]e8  de  sos  actos  en  la  medida  establecida  por  el  de- 
recho público  interno  de  cada  Estado.  Guando  éstos  faltan  á 
sns  deberes,  exceden  sas  atribuciones  ó  Tiolan  la  ley,  crean, 
según  Jas  circanstancias  á  aqnellos  cuyos  derechos  vulneran, 
un  recurso  legal  por  los  trámites  administrativos  ó  judiciales; 
pero  con  relación  á  terceros,  nacionales  ó  extranjeros,  la  res- 
ponsabilidad del  Gobierno  que  los  ha  instituido  es  puramente 
moral,  y  esta  responsabilidad  no  podria  ser  directa  y  efectiva 
sino  en  caso  de  complicidad  ó  denegación  de  justicia  manifiesta.'' 

hispa^°i^ricana.  Bstsk  opiuióü  univcrsal,  corroborada  por  la 
práctica  de  las  potencias  extranjeras  en  las  relaciones  que  en- 
tre sí  cultivan,  es  y  debe  ser  la  de  las  Naciones  independien- 
tes y  libres  de  las  Américas  del  Centro  y  del  Sud.  De  otra 
suerte,  se  retardaría  el  pensamiento  de  unificar  la  legislación 
internacional  de  estos  países,  que  es  el  deseo  más  cons- 
tante de  los  jurisconsultos  y  publicistas  bien  intenciona- 
dos, así  como  es  también  la  más  señalada  tendencia  de 
la  ciudadanía  de  estas  Eepúblicas,  establecer  y.  llegar  á  la 
igualdad  en  el  trato  común  internacional.  A  este  último  fin 
se  encamina  indudablemente  la  nueva  política  de  las  potencias 
europeas  al  invitarnos  á  tomar  parte  en  las  conferencias,  con- 
gresos y  juntas,  que  en  beneficio  del  progreso  de  las  artes, 
industrias  y  ciencias  se  celebran  periódicamente  en  las  ciuda- 
des y  capitales  de  aqnel  vasto  y  poblado  continente.  Aun  en 
las  convenciones  concluidas  para  moderar  los  usos  de  la  gue- 
rra, se  desea  y  solicita  uuestra  participación. 

ó  Tefr^^^d?  Xrca.  Esta  participación  no  podríamos  nunca  tomar- 
la para  el  último  fin  expuesto  en  el  párrafo  anterior,  en  lo 
que  se  refiere  á  la  expedición  de   patentes  de  corso. 

El  Congreso  de  representantes  de  algunas  potencias  reu- 
nido en  París  en  1856,  fijó  los  cuatro  puntos  siguientes ;  1?  abo- 
lición del  corso:  2.®  la  bandera  neutral  cubre  la  mercancía  ene- 
miga, excepto  el  contrabando  de  guerra:  3?  la  mercancía  neu- 
tral, excepto  el   contrabando   de  guerra,  no  es    apresable,  ni 
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aun  bajo  bandera  enemiga :  4.*^   los  bloqaeos  uo  son  obligato- 
rios sino  cuando  son  efectivos. 

Martens  |  Üoál  68,  en  cuanto  al  corso,  pregunta  Marteus, 

el  porvenir  del  principio  propuesto  por  la  declaración  del  Congre- 
so de  París  f  j,  Quedará  subsistente  como  convención  especial  en- 
tre las  potencias  que  proclamaron  su  abolición,  ó  se    le   incor- 
porará en  el  código  político    de  las  Naciones   con    el    asenti- 
miento unánime  de  todos  los  Estados  f    Ya  los  Estados  Uni- 
dos propusieron    suscribir  á  los    cuatro   principios  fijados  por 
el  Congreso,  con  la   condición    de    agregar  al  artículo    1?  de 
la  declaración   de  16    de  Abril,  la   regí»  siguiente:  "y  la  pro- 
piedad privada  de  los  subditos  de  cada  una  de  las  potencias  heli  - 
gerantes  no  podrá    ser  tomada  por  las  naves  de  la    otra    po- 
tencia, á   menos    que  no  consista  en   contrabando  de  guerra." 
Pero  habiendo  sostenido  los    plenipotenciarios  la  indivisibilidad 
de  los  cuatro  principios,  nada   se  ha    £)odido    adelantar,   bajo 
ningún  pretexto  y  por  ninguna  de  las  x)artes,  en  el  sentido  de 
la  propuesta  del  Gabinete  de    Washington,    j  Qué  valor  tiene 
esta   propuesta  ?    &n|iriniir  pura  y  simplemente  el  derecho  de 
armar  en  corso,  es,  según   se  ha   dicho  en  nombre  de  los  Es- 
tados Unidos,  coartar    la  libertad  que  cada  ciudadano  tiene  de 
tomar  parte  en    una  guerra    en    que    esté     comprometida   su 
Nación ;  es    privarle  de    los  recursos    que  los   Gobiernos  que 
no    tienen  grandes  fuerzas  navales    encuentran  eu   el    patrio- 
tismo de  sus    subditos  en  caso   de  guerra ;  y  en  fin,    la    re- 
nuncia  solicitada    produciría  el  efecto    de    abandonar    el  im- 
perio de  los   mares    á  dos  ó    tres  grandes  potencias,   y    muy 
probablemente  á  una   sola.    Ello     seria    también    preparar    el 
abatimiento  inevitable    de  Estados  que  se  niegan  á    mantener 
grandes  flotas  durante  la  paz.    En  el  fondo,  los   Estados  Uni- 
dos uo  están  dispuestos  á  renunciar  á  un  arma  que  les  parece 
preciosa  para  el    ataque    y   la  defensa    en    una    gran    guerra 
marítima. 

BcnJ^ímíricana.    Para  el  Gabinete  de  Washington,  al    contrario 
continúa  Martens,  el  único  medio  de  morigerar  los  inconvenientes 
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posibles  de  la  abolición  del  corso,  es  ir  más  lejos  en  la  vía 
de  las  iuDovaciouea  proclamadas  por  el  Congreso  de  París,  y 
aplicaí  á  la  gnerra  marítima  los  principios  vigentes  para 
hostilidades  en  tierra,  garantizando  la  propiedad  privada  de 
las  potencias  beligerantes  contra  la  captura  poi*  naves  de  la 
otra  potencia,  menos  en  el  caso  de  contrabando  de  gnerra, 
prohibiendo  á  buques  de  guerra  perseguir  buques  mercantes, 
aun  cuando  naveguen  bajo  bandera  enemiga.  En  los  osos 
de  la  guerra  en  tierra,  los  soldados  de  las  potencias  belige- 
rantes no  tienen  ningún  derecho,  no  pueden  ejercer  víaB  de 
hecho,  sobre  las  propiedades  particulares  de  los  subditos  de 
la  potencia  enemiga.  Por  qué  no  serían  aplicables  principios 
idénticos  ala  guerra  marítima!  La  proposición  adicional  del 
Gabinete  de  Washington  es  evidentemente  lógica.  En  vano  se 
ha  sostenido  (Journal  des  Débats  de  22  de  Octubre  de 
1856),  que  la  pretensión  de  los  Estados  Unidos  de  asimilar 
la  guerra  marítima  á  la  terrestre  no  era  ni  admisible  ni  justa, 
ni  aun  buena,  porque  las  calamidades  de  la  guerra  ofrecen 
la  ventaja  de  que  obrando  en  las  poblaciones  hacían  la  guerra 

más   corta  y  menos   frecuente Ko  se  puede    admitir    que 

propiedades  privadas,  que  son  libres  en  el  territorio  mismo  del 
enemigo,  en  el  suelo  invadido  por  un  ejército  victorioso  é  in- 
vestido del  derecho  de  conquista,  puedan  ser  justamente  cap- 
turadas  y  pilladas  en  el  mar,  elemento  libre  por  su  natu- 
raleza, que   no  es   ni  amigo  ni  enemigo. 

hispan^i^ericaná.  Las  mismas  razoucs  expuestas  por  el  Gabinete 
de  Washington  en  lo  relativo  á  abolición  del  corso,  y  otros  pode- 
rosos motivos  tenemos  nosotros  los  hispanos  americanos  para 
uo  consagrar  el  principio  de  abolición,  y  antes  bien  sostenerlo 
<;omo  una  necesidad  imprescindible  á  nuestra  defensa,  á  nues- 
tra seguridad  y  á  nuestra  conservación.  Lo  primero  porque 
tenemos  costas  inmensas  y  abiertas,  y  carecemos  completa- 
mente de  marina  de  guerra,  que  no  podemos  mantener.  No 
tenemos  ni  cañoneras  para  perseguir  el  contrabando.  Lo^se- 
guüdo,  porque  no  podemos  renunciar,  sin  atarnos  las  manos, 
á  un  medio  de  defensa  que  nos  pone  en  capacidad  de  mo- 
lestar el  comercio  enemigo  y  destruir  su  propiedad,  en  todos  los 
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mareSy  y  en  los  mismos  paertos  de  la  [>oteQcia  enemiga,  se- 
gún la  extensión,  latitud,  ventajas,  primas  y  privilegios  que 
nos  convenga  dar  á  las  letras  de  marca.  Y  lo  tercero,  por- 
que la  renuncia  á  nn  derecho  que  nos  da  la  práctica  univer- 
sal de  las  Kaciones,  no  borrado  aún  del  código  internacional, 
sería  renunciar,  por  perfección  de  impotencia,  los  derechos, 
necesidades  y  deberes  de  nuestra  propia  conservación. 

dFi^eoT^so.  Mntatis  mntandis,  todos  los  publicistas  concuer- 
dan  en  definir  el  corso  así :  ^^además  de  los  baques  de  guerra  ó 
fragatas  que  el  Gobierno  emplea  algunas  veces  de  cruceros, 
los  Estados  marítimos  acostumbran  todavía  autorizar  á  los 
particulares  á  armarse  en  corso,  excitándolos  por  el  incentivo 
del  botín  y  de  las  recompensas.  Lod  particulares  que  aco- 
meten semejante  empresa,  deben  proveerse  de  letras  de  marca, 
prestar  fianza  diferentemente  fijada  por  las  leyes  y  tratados, 
y  prometer  no  separarse  de  las  instrucciones  que  se  les  dan. 
En  este  caso  el  enemigo  debe  considerarlos  como  enemigos 
le^ifítimos.  Antes  de  disponer  de  la  presa  que  hayan  logrado 
hacer,  deben  llevarla  á  un  puerto  de  su  Soberano,  ó  si  el 
alejamiento  les  causa  inconveniente,  á  un  puerto  neutral,  en 
donde  están  obligados  á  aguardar  la  condenación,  después  de 
lo  cual  el  Estado  les  abandona  la  propiedad  entera,  ó  se 
reserva  una  parte  de  ella  para  sí   ó  su  almirante.'' 

La  Suecia  y  las  Provincias  unidas  de  los  Países  Bajos  se 
prometieron  por  tratado  de  1675,  artículo  14,  abolir  estos  ar- 
mamentos. Pero  el  artículo  separado  de  su  tratado  de  1679 
prueba  que  este  ensayo  no  tuvo  buen  éxito.  Busía  se  abstuvo 
en  1767  y  años  siguientes,  de  armamentos  en  corso.  Mas  en 
la  guerra  ulterior  á  1770  dio  letras  de  marca.  La  Prusia  y 
los  Estados  Unidos  se  prometieron,  on  1785,  no  dar  letras  de 
marca  cuando  se  hioieaea  la  guerra  entre  sí ;  pero  más  tarde 
«11   1799,  se  suprimió  este  artículo  en  el  nuevo  tratado. 

Oreo  que  en  los  tratados  de  estas  Repúblicas  con  el  ex- 
tranjero no  debe  convenirse  nunca  on  pactar  la  abolición  del 
corso,  80  pena  de  reducir  nuestros  medios  de  defensa  á  la 
nada,  y  hacernos   mucho    más  impotentes  irara  rechazar  cual- 
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quiera  ofensa  exterior.  Está  bien  qne  se  limite  á  los  Daciona- 
les  de  las  partes  beligerantes  el  nso  de  las  letras  de  marca, 
y  qne  se  tenga  y  jnzgne  como  á  piratas  á  los  armadores 
neutrales  qne  las  hayan  solicitado  y  adquirido.  Pero  antes 
qne  coartar  nnestra  libertad  de  acción  en  la  perspectiva  ó  en 
el  estado  de  guerra,  sería  mejor,  más  conveniente  y  previsivo, 
procurar  aumentar  los  medios  probables  de  defensa,  apartán- 
donos en  cuanto  sea  compatible  con  nuestras  conveniencias  y 
ventajas,  de  snscribir  á  tratados  ó  alianzas  políticas  con  las 
potencias  ultramarinas,  siguiendo  en  esto  el  saludable  ejempla 
de  la  doctrina  de  Washington. 

El  derecho  de  la  guerra  deriva  de  la  independencia  de 
los  Estados,  de  la  igualdad  que  en  todos  ellos  existe,  y  del 
principio  natural  de  propia  conservación.  Una  vez  rotas  las 
hostilidades,  el  derecho  temibl^  de  la  guerra  hace  lícitas,  según 
los  usos  aceptados,  muchas  medidas  deplorables,  pero  cuyo 
empleo  está  justificado  en  parte  por  la  necesidad^  6  la  presión 
imperiosa  de  las  circunstancias  6  de  los  acontecimientos.  La 
dirección,  la  acción  y  el  objeto  de  la  guerra  obedecen,  por  una 
parte,  á  la  defensa ;  por  la  otra  á  la  necesidad  de  subyugar  al 
enemigo "(El  Barón  de  Cussy)." 

proyed?o deabouiidn.  Y  por  qué  inslnuándose  la  ¡dea  de  respetar  la 
mercancía  enemiga  bajo  bandera  neutral  en  los  mares,  no  ^e  ha 
sostenido  también  la  conveniencia  de  aplicar  el  mismo  principio 
de  respeto  á  la  mercancía  neutral  en  tierra,  incendiada,  quemada 
y  destruida  por  p1  bombardeo  de  puertos  marítimos  f  Con- 
sidero tan  neutral  la  mercancía  del  comerciante  en  territorio 
beligerante,  como  la  mercancía  que  al  mismo  tiempo  con- 
ducen los  buques   que   los  corsarios  persiguen   en   el   mar. 

Siendo  uno  el  derecho  de  la  guerra  lo  mismo  en  tierra 
que  en  mar,  es  lógico  suponer  que  las  alteraciones  qne  se 
hagan  para  moderarlo  y  atenuarlo  en  lo  posible,  obedezcan 
á  la  uniformidad  y  unidad  del  propósito.  Nunca  me  permi- 
tiré dudar  que  los  hombres  bien  intencionados,  no^pten  con* 
migo  el  principio  do  que  es  más  cruel  y  terrible  bombar- 
dear poblaciones    enteras,    casi    siempre    ocupadas   por  gente 
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iaooente  y  laboriosa,  que  detener  y  apresar  un  buqae  mer- 
cante ea  el  mar.  En  este  último  caso,  safre  perjuicios  sólo 
una  parte  de  la  riqueza  privada ;  en  tanto  que  en  el  primero, 
se  destruyen  la  riqueza  privada  y  la  pública,  y  se  atacan 
de  muerte  los  derechos  más  sagrados  al  hombre  :  los  de  la 
familia  y  los  de  la  propiedad.  Y  qué  se  dirá  del  empleo  de 
brulotes  incendiarios  como  medio  de  aniquilar  al  enemigo  ? 
La  marina  inglesa  ha  recurrido  á  este  extremo  en  diversas 
circunstancias,  notablemente  en  ISOá,  como  se  verá  en  se- 
guida. 

in^¿ÍSo8.  "En  el  mes  de  Marzo  de  1809,  resolvió  el  Gabine- 
te británico  destruir,  á  cualquier  precio,  la  flota  francesa  reunida 
en  Bochefort  á  las  órdenes  del  valiente  vice -almirante  AUe- 
mand.  Partió,  en  consecuencia,  el  almirante  Gambier,  que  hizo 
anclar  atrevidamente  su  escuadra,  compuesta  de  trece  naves 
y  gran  número  de  fragatas,  corbetas,  bergantines  y  bombar- 
das, en  la  rada  de  los  vascos,  con  la  orden  de  sacrificar 
treinta  de  estos  buques  tranformándolos  en  brulotes  cargados 
de  máquinas  infernales  y  explosivas ;  medio  de  guerra  atroz, 
como  el  bombardeo  de  plazas  cuando  no  es  absolutamente 
necesario,  (Mr.  Thiers),  y  cuya  legitimidad  es  muy  contestable 
como  medio  de  hostilizar  al  enemigo,  puesto  que  el  empleo 
de  semejante  agente  de  la  guerra,  cuyo  resultado  nada  tiene 
de  glorioso,  es  contrario  á  todas  las  leyes  de  la  hfhnauidad 
y  de  la  lealtad  caballeresca  que  debe  guiar  á  los  guerreros 
encargados  de  un  mando  en  jefe,  más  celosos  siempre  de 
triunfar  por  el  valor  y  la  habilidad  estratégica,  que  por  los  re- 
veses del  enemigo  alcanzados  por  actos  de  barbarie. 

<¿E1  vice-almirante  Allemand  conoció  el  pérfido  designio  del 
almirante  inglés,  y  adoptó  sin  tardanza  y  resueltamente  los 
medios  más  adecuados  á  hacerlo  fracasar,  ó  á  lo  menos,  á 
atenuar  el  efecto  del  ataque  sobre  la  flota  confiada  á  su  alta 
inteligencia  de  la  guerra  marítima. 

'^Dirigiéndose  el  viento,  en  la  noche  del  11  al  12  de  Abril, 
hacia  la  línea  de  acoderamiento  de  los  buques  franceses,  el 
almirante  inglés    comenzó   sus  operaciones ;    treinta    brulotes 
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de  reoia  madera,  abandonados  de  la  tripalaeión,  avanzaron  sobre 
la  flota  francesa,  bajo  el  doble  impulso  del  viento  y  de  la 
marea,  y,  volcanes  flotantes,  prodajeron  por  sas  detonacionea 
seguidas  de  muerte,  y  por  los  fuegos  de  todo  género  que 
lanzaban  aun  sobre  la  costa,  horrible  confusión  entre  los  bu- 
ques del  almirante  Allemand.  Este  oficial  general  se  vló  en 
la  imperiosa  necesidad  de  hacer  cortar  las  amarras,  y  hacer 
varar  sus  naves  en  el  desem  bocadero  del  Charente ;  dos  de 
estas  fueron,  sin  embargo,  destruidas  por  los  ingleses,  que  les 
pusieron  fuego  después  de  haber  hecho  arriar  bandera;  otros 
dos,  el  Calcuta  y  el  Tanerre  se  sumergieron ;  el  capitán  Lafón^ 
viéndose  Imposibilitado  de  defender  su  buque,  lo  abandonó, 
llevándose  los  130  hombres  que  le  quedaban,  y  el  Calcuta 
saltó  en  pedazos  pocos  instantes  después ;  por  su  parte,  el 
capitán  Laronciére,  cuyo  buque  se  llenaba  de  agua,  logró,  no 
obstante  el  incesante  fuego  de  los  ingleses,  desembarcar  la  tri- 
pulación en  una  punta  de  la  roca,  desde  donde,  al  bajar  la 
marea,  podía  ganar  la  isla  Madame ;  y  por  fln,  él  mismo  in- 
cendió el  Toncrre. 

<'EI  resultado  de  la  expedición  incendiaria  de  la  flota  in- 
glesa fue,  pues,  para  Francia  la  pérdida  de  cuatro  buques 
que  se  perdieron  no  por  consecuencia  de  los  brulotes,  sino 
buscando  evitarlos ;  y  para  Inglaterra  '^  la  gloria  dudosa  de 
una  expedición  atroz  que  costó  á  Inglaterra  mucho  más  que 
á  Francia."  (Mr.  Thiers— Historia  del  Consulado  y  del  Imperio). 

Eeanudando  el  hilo  del  discurso,  y  conformándonos  con 
la  opinión  de  Yattel,  diremos  que  los  progresos  alcanzados 
para  lograr  hasta  cierto  punto  la  regularización  de  la  guerra 
en  tierra,  atenuando  mucho  sus  efectos,  no  han  concurrido 
hasta  ahora  á  regularizarla  en  el  mar.  El  derecho  de  la  gue- 
rra marítima  ha  quedado  siendo  lo  que  era,  si  se  exceptúa, 
hasta  cierto  punto,  el  modo  de  disponer  de  las  presas.  Los 
buques  de  comercio,  los  individuos,  tripulación  y  las  mercan- 
cías de  que  están  cargados  se  convierten  todavía  en  la  presa 
del  enemigo.  (Véase  Bynkershoek,  Martens,  Hautefeuille,  Par 
dessns,  Klüber,  Wheaton,  Massé,    Cauchy,  Calvo,  etc.). 
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Desde  el  siglo  XYII,  caando  la  gaerra  entre  Saecia  y 
las  Provincias  Unidas,  éstas  prometieron  no  servirse  de  arma- 
dores :  pero  como  las  mejores  resolaciones  no  son  siempre  las 
más  firmes,  el  tratado  de  paz  de  1679  prueba  suficientemente 
qae  esta  promesa  no  se  camplió.     (Véase  Dumont). 

En  el  decreto  de  21  de  Noviembre  de  1806  sobre  bloqueo 
de  las  islas  británicas,  conocido  con  el  nombre  de  decreto  de 
Berlín,  I^apoleóu  dice  que  el  derecho  de  la  guerra  es  uno  y 
el  mismo  eu  tierra  que  en  mar,  que  no  puede  extenderse  ni 
á  las  propiedades  privadas,  cualesquiera  que  sean,  ni  á  las 
personas  extraflas  á  la  profesión  de  las  armas.  Sin  embargo 
esta  tentativa  quedó  frustrada,  y  nunca  se  hizo  el  corso  con 
más  encarnizamiento  que  durante  las  guerras  de  la  ^Revolución 
j  del  primer  Imperio. 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  decretó  el  arma- 
mento de  corsarios  contra  el  comercio  de  los  Estados  sepa- 
ratistas, fundándose  en  que  los  confederados,  por  sus  arma- 
mentos en  corso,  habían  hecho  necesarias  estas  represalias. 

opinWn  de  Maesé.       Eu  cuduto  á  la  aboHclóu  del  corso,  no  llegará 

Peligros  de  1»  abolición  ,  .      ^ 

del  corso.  á  scr  definitiva  sino  cuando  la  renuncia  á  esta 

piáctica  sea  el  resultado  de  un  convenio  unánime  entre  las  nacio- 
nes. (Yattel).  Y  como  no  todas  están  dispuestas  á  convenir  en 
ello,  es  lógico  suponer  la  realidad  del  peligro  enunciado  por  Mr. 
Massé  al  asegurar  que,  si  uno  solo  de  los  beligerantes  renunciase 
al  corso,  el  otro  aumentaría  al  punto  sus  armamentos  particu- 
lares, favorecería  por  todos  los  medios  posibles  las  expedicio- 
nes de  corsarios,  y  aprovechándose  de  una  obediencia  irreflexiva 
á  principios  que  no  son  obligatorios  sino  en  tanto  que  todo 
el  mundo  consienta  en  someterse  á  ellos,  mantendría  ence- 
rrada en  sus  puertos  los  buques  de  la  Nación  más  escrupu- 
losa, ó  los  detendría  fácilmente  en   plena   mar  si  se  atreviesen 

á  dejarse  ver. 

Supongamos  el  desgraciado  caso  de  guerra  entre  Francia 
que  ha  declarado  ejecutivas  las  declaraciones  del  Congreso  de 
París,  y  algunas  de  las  Naciones  que  no  adhirieron    á  ellas, 
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(  prescindiría  Fraocia  de  ese  recnrso  ?  Antes  bien  es  oonjetarable 
pensar  que  volvería  al  ejercicio  de  jastas  represalias. 

Por  la  especial  condición  y  circanstaucias  de  los  Estados 
de  la  América  latina,  qne  no  les  permiten  renanoiar  al  corso, 
creo  qne  no  ha  llegado  aún  el  tiempo  en  qae  el  anánime 
acuerdo  de  las  Ilaciones  ha  de  hacer  efectiva  la  abolición  del 
referido  medio  de  guerra. 

b^^Sf  ^i^SS^'u  En  los  tratados  que  desde  el  año  de  1822 
S!SS^^¿i  ?UírtS?i¿¿!  y  siguientes  han  firmado  estas  Bepúblicas,  ya 
por  virtud  de  mutuas  y  recíprocas  convenciones  entre  sí,  ya 
con  los  Estados  Unidos,  Inglaterra,  España,  Francia,  Dinamar- 
ca, Italia,  Países  Bajos,  etc.,  se  ha  convenido:  P  en  que  la  ban* 
dera  neutral  cubre  la  mercancía  enemiga,  con  excepción  del 
contrabando  de  guerra:  2^  la  mercancía  neutral  con  excepción 
del  contrabando  de  guerra,  no  es  apresable  bajo  bandera  ene- 
miga. En  consecuencia  del  primero  de  estos  principios,  si  una 
de  las  partes  contratantes  permanece  neutral,  cuando  la 
otra  esté  en  guerra  con  una  tercera  potencia,  las  mercancías 
cubiertas  con  la  bandera  neutral,  excepto  el  contrabando  de 
guerra,  serán  reputadas  también  neutrales,  aun  cuando  per- 
tenezcan á  los  enemigos  de  la  otra  parte  contratante.  Se  ha 
convenido  igualmente  en  que  la  libertad  del  pabellón  se  extien- 
da también  á  los  individuos  que  se  encuentren  abordo  de  lo» 
buques  neutrales,  á  menos  que  sean  militares  en  servicio  del 
enemigo. 

E  igualmente  se  ha  convenido  en  que  la  propiedad  neutral, 
excepto  el  contrabando  de  guerra,  encontrado  abordo  de  un 
buque   enemigo,  será  también  considerada  como    neutral. 

Y  las  partes  contratantes  no  aplicarán  estos  principios  sino 
á  las  potencias  que  igualmente  los  reconozcan. 

Restricciones.  Sc  ha  establccido  igualmente  que  en  caso  de 
qne  la  bandera  neutral  de  una  de  las  partes  contratantes 
proteja  las  propiedades  de  los  enemigos  de  la  otra,  deberá 
siempre  entenderse  que  las  propiedades  nentrales  encontradas 
abordo  de    tales    buques  enemigos,   han  de  tenerse  y  consi- 
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4lerarse  como  propiedades  enemigas  y  como  tales  estarán  suje- 
tas á  detención  y  confiscación,  exceptuando  aquella»  propiedades 
que  hubiesen  sido  puestas  abordo  de  tales  buques  antes  de 
la  declaratoria  de  la  guerra,  y  aun  después,  si  hubiesen  sido 
embarcadas  en  dichos  buques  sin  tener  noticia  de  ella  ;  pero 
las  partes  contratantes  convienen  en  que,  pasados  dos  meses 
después  de  la  declaratoria  de  la  guerra,  sus  respectivos  ciud;?- 
danos  no  podrán  alegar  ignorancia.  Por  el  contrario,  si  la 
bandera  neutral  no  protegiere  las  propiedades  enemigas,  en- 
tonces serán  libres  los  efectos  y  mercaderías  de  la  parte  neutral 
embarcada  en  buques  enemigos. 

auM^^^^t^^^FUm»!  Para  evitar  todo  género  de  desorden  en  la 
visita  y  examen  de  los  buques  y  cargamentos  de  las  partes 
contratantes,  en  alta  mar,  se  ha  convenido  mutuamente  que 
siempre  que  un  buque  de  guerra  público  ó  particular,  se  en- 
contrare con  un  neutral  de  la  otra  parte  contratante,  el  pri- 
mero permanecerá  fuera  de  tiro  de  cauón,  y  podrá  mandar  su 
bote  con  dos  ó  tres  hombres  solamente,  para  hacer  el  examen  de 
los  papeles  concernientes  á  la  propiedad  y  carga  del  buque, 
sin  ocasionar  la  menor  extorsión,  violencia  ó  mal  tratamiento, 
porque  en  este  caso  los  comandantes  del  buque  armado  serán 
responsables  con  sus  personas  y  bienes.  A  cayo  efecto,  los 
comandantes  de  baques  armados  por  cuenta  de  particu- 
lares estarán  obligadoa,  antes  de  expedírseles  sus  comisio- 
nes ó  pateiítes,  á  dar  fianza  suficiente  para  responder  de  los 
perjuicios  que  causen.  Y  se  ha  convenido  expresamente  que 
en  ningún  caso  se  exigirá  á  la  parte  neutral  que  vaya 
abordo  del  buque  examinador  con  el  fin  de  exhibir  sus  papeles, 
ó  para  cualquier  otro  objeto,  sea  el  que  fuere. 

Formaiidadca  quo  han        Para  cvitar  toda  clase  de  vejamen  y  aba- 
de llenarse  para  obtener  .  _     _  .  .    . .  ,  i 

etras  de  marca.  80  eu  cl  examcu  de  los  pápele»  relativos  á  la 
propiedad  de  los  buques  pertenecientes  á  los  ciudadanos  de 
las  partes  contratantes,  han  convenido  y  convienen  que  en  caso 
de  que  una  de  ellas  estuviere  eu  guerra,  los  buques  y  bajeles 
pertenecientes  á  los  ciudadanos  ó  subditos  de  la  otra,  serán 
provistos  de   letras  de  mar  ó  pasaportes,  expresando  el  nombre, 
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propiedad  y  tamaño  del  baqae,  como  también  el  nombre  y 
logar  de  la-  residencia  del  maestre  ó  comandante^  á  fin  de 
que  se  vea  que  el  baqne,  real  y  verdaderamente  pertenece  á 
los  ciudadanos  ó  subditos  de  una  de  las  partes ;  agregándose 
que,  estando  cargados  los  expresados  buques,  además  de  las 
letras  de  marca  ó  pasaportéis,  estarán  también  provistos  de 
certificados  que  contengan  los  pormenores  del  cargamento  y 
el  logar  de  donde  salió  el  buque  para  que  así  pueda  saberse 
si  hay  á  su  bordo  algunos  efectos  prohibidos  ó  de  contrabando, 
cuyos  certificados  serán  hechos  por  los  oñciales^  del  lugar  de 
la  procedencia  del  buque  en  la  forma  acostnmbratia  ;  sin  cuyos 
requisitos  el  dicho  buque  puede  ser  detenido  para  ser  juzgado 
por  el  tribunal  competente,  y  puede  ser  declarado  buena  presa, 
á  menos  que  satisfaga  ó  supla  el  defecto  con  testimonios 
enteramente  equivalentes. 

conyoyados.  Sc  ha  conveuldo  adcmás  que  las  estipalacio- 

nes  anteriores  relativas  al  examen  y  visita  de  buques  se  apli- 
carán solamente  á  los  que  navegan  sin  convoy;  y  que  cuando 
los  dichos  buques  faeren  convoyados  bastará  la  declaración 
verbal  del  comandante  del  convoy,  bajo  su  palabra  de- 
honor, de  que  los  buques  que  custodia  pertenecen  á  la  Nación 
cnya  bandera  llevan,  y  cuando  se  dirijan  á  un  puerto  enemigo, 
que  los  dichos  buques  no  tienen  aborda  artículos  de  contra- 
bando de  goerra. 

Qué  artículos  constitu-    1.®  Ga&oues,  moitcros,  obuses,  pedreros,  trabu- 

yen  contrabando  de  7  #  »  /  . 

guerra.  cos,  mosquctcs,  fosiles,  rifles,  carabinas,  pistolas, 

revólvers,  picas,  espadas,  sables,  lanzas,  chazos,  alabardas  y 
granadas,  bombas,  pólvora,  dinamita  y  toda  sustancia  explosiva, 
sus  cápsulas  y  mechas,  balas,  con  las  demás  cosas  correspon- 
dientes al  uso  de  estas  armas  y  sustancias  explosivas.  2?  Es- 
cudos, casquetes,  corazas,  cotas  de  malla,  fornituras  y  ves- 
tidos hechos  en  forma  y  usanza  militar.  S.^  Bandoleras  y 
caballos,  junto  con  sus  armas  y  arneses.  4.**  Brulotes,  y  ge- 
neralmente, toda  especie  de  armas  é  instrumentos  do  hierro, 
acero,  bronce,  cobre  y  otras  materias,  manufacturadas,  pre- 
paradas y  formadas  expresamente  para  hacer  la  guerra  por 
mar  ó  tierra. 


INTRODUCCIÓN  91 


^'^^«us"  ^'  Sólo  los    tribanales    de    presas  establecidos 

para  cooocer  de  las  mismas  en  el  país  á  qae  seau  condacidas, 
d^ldirán  y  conocerán  de  las  presas.    Y  siempre  qae  semejante 
Wbanal  de   caalqaiera  de  las  partes  contratantes,  pronanciare 
^ntencia  contra  algún  bnque,  ó  efectos  ó  propiedad  reclama<la 
por  los  ciudadanos  ó  subditos  de  la  otra  parte,  la  sentencia  ó 
decreto  hará  mención  de  las  razones  ó  motivos  en  que  aquella 
se  haya    fundado,  y  se    entregará  sin    demora  alguna,   al  co 
mandante  ó  agente  de  dicho  buque,  si  lo  solicitare,  un  testi 
monio  auténtico  de  la  sentencia  ó  decreto,  ó  de  todo  el  proceso, 
pagando  por  él  los  derechos  legales. 

Idbertad  do  eoiúerciar  o      i  a-       i     i       x        t_»r  •      -  i 

7  Bftfegar  de  una  de  las  3(^  ha  cstipulado  también  quc  SI  una  de 
""ISiS^íS^^i^nS?*  ^  las  partes  contratantes  se  hallare  en  guerra 
COD  otra  potencia,  losciuda'lanos  ó  subditos  de  la  otra  podrán 
sin  embargo  continuar  su  navegación  y  comercio  con  aquella  po- 
tencia, con  excepción  solamente  de  las  ciudades  que  estuvieren 
realmente  bloqueadas.  Ha  de  entenderse  que  esta  libertad  de 
comercio  y  de  navegar  no  comprende  los  artículos  reputados 
contrabando  de  guerra.  En  ningún  caso  un  buque  de  comercio 
perteneciente  á  ciudadanos  ó  subditos  de  uno  de  los  dos  países, 
qne  fuere  despachado  para  un  puerto  bloqueado  por  el  otro 
Estado,  poará  ser  embargado,  apresado,  ni  condenado  sin  que 
se  le  haya  notificado  previamente  la  existencia  del  bloqueo,  etc. 
Y  á  fin  de  que  no  pueda  alegarse  ignorancia  de  los  hechos  y 
sea  lícito  apresar  el  buque  que  habiendo  sido  debidamente 
notificado,  vuelva  á  presentarse  en  el  mismo  puerto  durante  el 
bloqueo,  deberá  el  comandante  del  buque  de  guerra  que  lo 
reconozca  anotar  en  sus  papeles  de  navegación  el  día,  el 
Ingar  ó  altnra  en  que  lo  haya  visitado  y  le  haya  hecho  no- 
tificación del  bloqueo. 

Es  pirata  el  neutral  pro-        Siempre  quc   uua  dc  las  partes  contratan- 

Tisto  de  letra  de  ,  ,        .  —     i 

marca.  tcs   cstu Viere  cmpcuada  en  guerra  con  otro 

Estado,  ningún  ciudadano  ni  subdito  de  la  otra  parte  con- 
tratante aceptará  una  comisión  ó  letra  de  marca,  para  el  objeto 
de  ayudar  ó  cooperar  hostilmente  con  el  dicho  enemigo  con- 
tra la  dicha  parte  que  esté  así  en  guerra,  bajo  la  pena  de  ser 
tratado  como  pirata. 
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^partlcifiar\nu<frra.  Sí  i)or  alguiia  t»tal¡(lii(l  las  partes  contra- 
tes se  viereu  empeñadas  en  gaerra  uua  cun  otra,  se  ha  oón 
venido  en  que  se  concederá  el  término  de  seis  meses  á  los 
comerciantes  residentes  en  las  costas  j  en  los  paertou  de  en- 
trambas y  el  término  de  on  ailo  á  los  qne  habitan  en  el  inte- 
rior para  arreglai  sns  negocios  y  trasportar  sns  efectos  donde 
qnieran,  dándoseles  el  salvoconducto  necesario  para  ello,  qae 
les  sirva  de  suficiente  protección  hasta  que  lleguen  al  paerto 
que  designen.  Los  ciudadanos  de  otras  ocupaciones  que  se 
hallen  establecidos  en  los  territorios  ó  dominios  de  las  partes 
contratantes,  serán  respetados  y  mantenidos  en  el  pleno  goce 
de  la  libertad  personal  y  propiedad,  á  menos  que  su  condaota 
particular  les  haga  perder  esta  protección  que,  en  considera- 
ción á  la  humanidad,  las  partes  contratantes  se  comprometen 
á  prestarles. 

Tendencia  hispano-      Por  lo  quc  anteccdc  cscrito,  pucdc  estimársela 

amerieana    al   logro  de 

una  alta  civiUzación.  sinccrídad  y  bucua  fe  de  los  países  de  la  Amé- 
rica latina,  al  suscribir  tratados  Aq principiossinternadonalesy  qae 
implican,  es  cierto,  la  más  alta  trascendencia  de  la  civilización, 
pero  que  han  sido,  son  y  continuarán  siendo  entre  las  potencias 
extranjeras,  no  sólo  motivo  de  apreciación  y  aplicación  diferen- 
tes, sino  de  constantes  modificaciones  en  el  terreno  de  los  hechos 
y  en  la  tribuna  de  las  discusiones.  Para  llegar  á  la  unidad 
en  la  legislación,  se  requiere  el  acuerdo  unánime  de  las  na- 
ciones, y  para  llegar  á  este  acuerdo,  se  requiere  alcanzar  pri- 
mero la  homogeneidad  de  los  pueblos,  de  las  razas  y  sobre- 
todo, de  una  extensión  más  lata  y  general  del  desenvolvimiento 
del  progreso  humano,  tan  estrecho  todavía  en  el  propio  territorio 
de  los  pueblos  que  ))0r  su  inteligencia  han  logrado  fundarlo. 

Cualquier  filósofo  sagaz  hallaría  candorosos  estos  proce- 
dimientos en  pueblos  nuevos,  que  ni  aún  siquiera  habían  ter- 
minado la  guerra  de  su  independencia,  y  que  por  consiguien- 
te, tampoco  habían  tenido  tiempo  para  fundar  y  consolidar  en 
el  interior  el  sistema  político  que  se  proponían  implantar. 
Pero  imbuidos  los  directores  de  nuestro  Gobierno  en  el  más 
alto  principio  de  respeto  á    lan  cosas  humanas,  y  á  la  libertad 
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é  independencia  de  las  Bepúblicati  qae  habían  formado,  poco 
después  de  la  declaración  de  los  derechos  del  hombre,  procla- 
mados por  la  revolución  francesa  de  1799,  que  sacudió  los 
tronos  conmoviendo  el  mundo,  anhelaron  para  gloria  suya  y 
estabilidad  y  grandeza  de  las  nacientes  nacionalidades,  las  más 
elevadas  adquisiciones  de  la  ciencia  humana,  y  la  más  acabada 
experiencia  de  este  último  siglo,  que  ha  juntado  en  haz  de 
mejoras  y  sintetizado  y  reunido  en  códigos»  el  resultado  com- 
parativo de  las  especulaciones  sociales  de  los  diez  y  ocho  siglos 
anteriores. 

TSo  nos  pese,  empero,  haber  obrado  como  á  la  lijera,  que 
es  siempre  digno  pensar  noblemente.  El  día  de  reunimos  en 
DBa  vasta  confederación  es  ya  próximo,  y  entonces  estas  leyes 
de  Boestro  Gobierno,  estas  aspiraciones  de  nuestra  índole,  y 
eetoB  progresos  prematuros  en  la  difícil  ciencia  de  los  tra- 
Mo8,  serán  rico  tesoro  de  paz  y  prosperidad  en  nuestro  suelo, 
?  poderoso  atractivo  á  la  inmigración  de  hombres  y  capitales 
de  lae  otras  Naciones. 

Por  tanto,  en  tratados  posteriores  debemos  atenernos  sobre 
^^ono,  mercancías  neutrales,  garantía  de  la  propiedad  par- 
ear en  tierra,  á  los  artículos  ya  expuestos,  haciéndolos 
<XHidÍGión  invariable  de  futliros  pactos. 

Btoqueos.  Es  también  inaceptable  por  las  Bepúblicas  de 
'ft  América  latina  el  principio  de  efectividad  material  del 
■^Deo  de  puertos  nacionales,  por  las  mismas  razones  ya 
apuestas  para  rechazar  la  abolición  del  corso.  Obvio  es  asen- 
tar aquí,  de  paso,  que  los  principios  de  legislación  interna- 
®<wial,  manteniéndose  dentro  de  los  límites  de  la  soberanía 
"O  QD  Estado,  pueden  y  deben  ser  modificados  se¿úu  las  es- 
Pacíales  circunstancias  del  país  que  los  adopta.  Esto  en  lo 
ÍUe  se  refiere  á  la  clausura  de  puertos  interiores  de  un 
^tedo,    que   puede  abrirlos  ó  cerrarlos    cuando    le  parezca. 

vtfctíecfl.  A  las  primeras  noticias    del  motín   de  Ciudad 

Bolívar  OQurrido  en  29  de  Enero  de  1880,    y   por  anticiparse 
^  todas  las    contingencias,  el   Presidente  de   la   Eepública  de 
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Venezaela  decretó  la  supresión  de  la  a<liiaDa  de  aqael  pi 
la  prohibición   de  navegar  el   río   Orinoco  y  el  bloqueo  d 
costas   que  abrasan  sus  bocas.    Se  comunicó  circularmen 
Cuerpo  Diplomático  de  Caracas,  y    á  los  Cónsules  de  la 
páblica.    Prevínose  á  éstos  que,  al    llegarles  la  comunica 
publicaran   los  avisos  correspondientes    para    informe    de 
mercio,  y  se  abstuviesen  de  intervenir  en  el  despacho  de 
ques  destinados  á  Ciudad  Bolívar,  sobre  lo  cual   se  les 
mendaba  el  más  estricto  rigor,  pues  no  se  admitía  demo 
escusa  de  ninguna   especie.    ISo   llegó    á   consumarse  el 
queo,  habiendo  caido  prontamente  el  lugar  sublevado  en 
der  de  la   Ilación  por   el  esfuerzo    espontáneo  de   los   c 
sores  del  orden   en  Guayana.    Así  es  que  para  el  13  de 
se   mandó  cesaran  los  efectos  de  ambas  providencias,  y  se 
luego  en   conocimiento  de  los  mismos  á  quienes  se  habí 
terado  de  los  decretos.    ISo  se  presentaron  incidencias  not 
en  el  corto  tiempo  que  duraron  vigentes.    Apenas  se  hab 
los  plazos  que  debían  correr  despnes  de  la  publicación, 
guntándose  si  se  entendía  de  la  hecha  en  Europa  y  otras 
tes;  y  el  Ministerio  contestó   que  se  refería   á  la  public 
contenida  en  la  Oaceta.    Ko  se  disputó  á  la  República,  < 
ha  Hucedido  otras  veces,  el  derecho  de  cerrar  los  puerto 
se  hallan  en    poder  de  una  facción,  siendo  así    que  el 
está  previsto  en  el  Código  fiscal,  y  que,  con  negar  los 
sules  el  despacho  de  las  naves  para  lugares  sublevados,  q 
eficazmente  impedido  el  comercio  exterior  de  ellos.  (  Memor: 
Eelaciones  Exteriores  de  1881.) 

El  bloqueo  es  válido  desde  el  día  eu  que  se  veuzai 
plazos  fijados  en  la  notificación,  y  subsistente  mientras  i 
revoque  ésta. 

La  noticia  especial,  dice  Bello,  basta  para  que  se  sup 
á  la  nave  neutral  suficientemente  informada;  porque  si  la  c 
nicación  de  Gobierno  á  Gobierno  es  para  conocimiento  d 
individuos,  con  la  noticia  especial  se  logra  todavía  mejo 
te  objeto ;  y  que,  si  ha  precedido  notificación,  el  act< 
ZH^rpar  con    destino    al    puerto    bloqueado    constituye    d 
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Sobre    esta    materia,     ha    sido    también    objeto    de    tratados 
públicos    qoe :   ^^  por    cuanto    frecaentemente    saoede  que  los 
bnqaes  navegan  para  un   puerto  ó  lugar    perteneciente  á  un 
enemigo,  sin  saber  que   se  halle    sitiado,  bloqueado  ó  embes- 
tido, se  conviene  en  que   á  todo  buque,  en  tales  circunstan- 
cias, se  le  pueda  hacer   retroceder    de  dicho  puerto  ó  lugar; 
pero  DO  será  detenido,    ni  confiscada  parte  alguna  de  su  car- 
gamento, no  siendo  contrabando;  á  menos  que  después  déla 
iatimación  de  semejante  bloquc^o   ó  embestimiento  por  el  Co- 
mandanta de  las  fuerzas  bloqueadoras,  intentase  otra  vez  en- 
trar; pero  le   será    permitido    ir    á   cualquier   otro  puerto  ó 
lagar  á  donde  lo  tuviere  por  conveniente.    ISi  á  buque  alguno 
<|ue  no  hubiere  entrado  en  un  puerto  ante»  de   que  estuviere 
.  sitiado,  bloqueado  ó  embestido,  se  le  impedirá  salir  de  él  con 
sil  cargamento ;  ni  siendo  hallado  allí  después  de  la  rendición 
y  entrega  del  lugar,  estarán  sujetos  á  confiscación  el  tal  buque 
6  Ba  cargamento,  sino  que  serán   restituidos   á  sus  dueños." 

En  el  tratado  entre   Francia  y  el  Brasil,  de  28  de  Agosto 

*4«1828,  se  estipula:    "que  ningá'i  buque  mf^í'-inte   perteue- 

^te  á  subditos  de  una  de  las  dos  altas  partes  contratantes, 

despachado  para  un  puerto  bloqueado  por  la  otra,  podrá  ser 

^"^BUido,  capturado  ó  condenado,  si  previamente   so  se  le  ha 

ootífieado  ó  hecho   conocer  la  existencia  ó  de  la  continuación 

^^  bloqueo  por  las  fuerzas   bloqueadoras  ó  por  algún   buque 

^06  haga  parte  de  la  escuadra  ó  de  la   división  del  bloqueo; 

^  P&ra   que    no    se  pueda  alegar    pretendida   ignorancia  del 

^'^Qeo,  y  que  el  buque  intimado  pueda    ser   aprehendido  si 

^oalvQ  ¿  presentarse  ante  el    puerto  bloqueado   mientras  dure 

l^'oqueo,  el  Comandante  del  buque  de  guerra    que  haga  la 

pwftfiación  deberá   visar  los   papeles   del  buque  visitado,  in- 

^oaoclo  el  día,  el  lugar  y  la  altura  en  que  se  haga  la  notifica- 

.        ^ue  contenga   las   mismas  declaraciones   exigidas    por  el 

^'^'^     bueno.» 

•rge¡J«i5«)  de  las  costas        El  bioquco  ha  tomado    varias   formas    en 

^S*"  vot  crucero»  tt         •  j  i         i         i. 

^^^aeeses.  Europa.     Ha  Sido    unas    veces   local,   otras 

B^íi^tal  á  todas  las  costas  y  puertos  de  una  ó  más  Naciones 
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y    otras  vcc-eM  continental,  llegando,  por  último,  á  concretarse 
eu  la   decía rficióu  del  Congreso  de   París  (1856),  qae  estatuye, 
que   para  ser  válido  ha   de  ser  efectivo.    Pero  la  forma    más 
original   del  bJoqaeio  ^s  la  conocida  con  el  nombre  de  bloquea 
pacífico,  qoe  consiste  en  declarar  bloqueado  y  cerrado  al  co — 
meroio  exterior,  los  paertos  y  costas  de  una  Kación  con  quien, 
no  se  está  en    guerra.    El  primer  ejemplo  de  este    hecho  fn^k 
el  bloqueo   de    las  costas  de  Grecia,  en  1827,  motivado  por  1» 
intervención  de  Inglaterra,  Francia  y  Easia  en  los  negocios  del 
Peloponeso;  el  segando,  en   1831,  el  bloqueo  de  las  costas  de 
Portugal  por  Francia,  á  causa  de  maltrato  á  subditos  franceses 
en  aquel  reino ;  el  tercero,  en  1833,  el  bloqueo   de  las  costas 
de  Holanda,  por  Francia  é  Inglaterra,  con  el  objeto  de  vencer 
la  resistencia  del  Eey   de   los    Países  Bajos  á    la  separación 
de  Bélgica  consagrada  en  principio  por  tratado  de  15  de  No- 
viembre de  1831. 

de^M^ca  Algunos  aSos  más  tarde,  dice  Calvo,  en  1838, 
Francia  seguia  la  misma  conducta  bloqueando  los  puertos  de 
Méjico  y  apoderándose  del  'fuerte  San  Juan  de  ülúa,  pro- 
testando la  conservación  de  relaciones  pacíficas  entre  los  dos 
países;  pero  en  presencia  de  hechos  tan  evidentemente  hostiles, 
el  Gobierno  mejicano  se  vio  obligado  á  lanzar  á  Francia  formal 
declaración  de  guerra,  los  efectos  de  la  cual  no  cesaron  sino 
por  el   tratado  de  paz  de  O  de  Marzo  de  1839. 

d?LÍ*Tuíta.  Un  cuarto  ejemplo  de  bloqueo  pacífico,  con- 
tinuad mismo  autor,  nos  lo  suministra  la  expedición  combinada 
que  la  Gran  Bretaña  y  Francia  dirijieron  eu  1838  contra  la 
Confederación  Argentina,  bajo  la  dictadura  de  Rosas.  Segúu 
Hautefeuille,  sólo  consideraciones  de  interés  y  no  de  humanidad 
guiaron  á  Francia  ó  Inglaterra  á  declarar  el  bloqueo  pacífico 
de  Méjico  y  del  Eío  de  La  Plata.  ''  En  el  asunto  de  Méjico, 
agrega,  no  menos  que  en  el  ú^  Buenos  Aires,  no  descubro 
motivo  de  humanidad  ni  aun  para  servir  de  pretexto  á  la  me- 
dida tomada.  En  la  primera,  Francia  sola,  y  en  hi>  segunda, 
Francia  é  Inglaterra  reunidas  han  consultado  únicamente  sus 
propios  intereses,  y    han  violado  los  derechos    de  un  pueblo 
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']  .1      Quienes  se  hace.    Esta  conolasión   es  incontestable;  se  deriva 
«    J      de  todos  los  principios  del  derecho  internacional   primitivo  ó 
secandario.    Todos  los  tratados  que  han  hablado  del  bloqueo 
se  expresan  de  la  misma  manera,  si  nó  con  las  mismas  pala- 
brsBf  sí    en  el  mismo  sentido.    Todos  sin  excepción  suponen 
qae  una  de  las  partes  contratantes  está  comprometida  en  gue- 
rra con  una  tercera  potencia,   que  la  otra  Kación  signataria  es 
neutral,  y  establecen  los  derechos  de  la  potencia  que  ataca  y 
ios  deberes  de  la  parte  pacífica.    Es  imposible  negar,    deseo- 
.  nocer  este  hecho.    Desde  los  tratados  más  antiguos  hasta  nues- 
tros días,  no  hay  ano  solo  en  que  no  se  haya  empleado  las 
expresiones   enemigo^   heligerante,   neutral^  y  cuyo  conjunto  de 
disposiciones  no  indique  claramente  que  el  bloqueo  es  un  acto 
d^    guerra. " 

El  mismo  celoso  publicista,  como  lo  llama  Bello,  después 
4e  referirse  á  la  destrucción  de  las  fuerzas  navales  musulma- 
nas   en  la  batalla  de  Uavarino,  1827,  dice:  <*  después  de  esta 
^£>ooa,  la  Inglaterra  se  valió  del  mismo  medio  para  reducir  á 
n^o  de  los  nuevos   Estados  de  América  á  concederle  ciertas 
^H^tisfacciones.    La  Francia  lo  empleó  igualmente  contra  Méjico, 
^     después  de  dos  años  de  bloqueo,  cuando  un  ataque  de  los 
ttJ4*a   vivos   hizo   caer  en  sus  manos  la  fortaleza  de  San  Juan 
**^   TTlloa  (Ulúa),  protestaba  todavía  que  no  estaba  en  guerra 
®^*í    los  mejicanos." 

^*  Finalmente,  en  1838  la  Inglaterra  y  la  Francia  estable- 

'on  de  concierto  un  bloqueo  pacífico  sobre  los  puertos  de 

^^    República  Argentina;  y  al  cabo   de  más  de  diez  anos   de 

^^tso  acto  de  guerra,   sostenían  todavía  los  bloqu-eadores   que 

*^^  paz  no  había  cesado  jamás  de  reinar  entre  ellos  y  la  Eepú- 

■^lica.    Los  tales  bloqueos  fueron  declarados  obligatorios  para 

*^a    neutrales,  y  aún  se  notificaron  diplomáticamente  á  las  Oor- 

^^s    amigas.    El   bloqueo  de  Buenos  Aires  atrajo'  gran  número 

^^   €)xpediciones  en  que    las  naves  de  guerra  y   las  embarca- 

Qioxies  francesas  ó  inglesas,  tomando,  quemando  ó  destruyendo 

Dnques   argentinos,  han   observado  una  conducta  quo   á   pesar 

"®    toda  mi  buena  voluntad  no  me  es  posible  llamar  pacífica." 

*  ^í^ico  *5^Francia.    Eu    1838,   dice   Oiilvo,   Francia  al   iniciar   su 
**® lición  contra  Méjico,  se  limitó  á  secuestrar  las  luives  ineji 
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canas  audacias  en  la  rada  de  Veracraz;  pero  habiendo  pro- 
ducido la  toma  de  la  fortaleza  de  San  Jaan  de  ülloa  (XTlúa) 
formal  declaración  de  gaerra  por  parte  del  Presidente  Santa 
Ana,  el  Yice*almiranto  Baudiu  captaré  cierto  número  de  bu- 
ques de  gaerra  ó  mercantes  y  aún  pretendió  convertir  en  ver- 
daderas presas  los  buques  simplemente  secuestrados  antes  de 
la  ruptura  de  las  hostilidades.  Habiendo  ei  Gobierno  mejicano 
rechazado  esta  pretensión  como  exhorbitante  y  aun  exigido  la 
restitución  pura  y  simple  de  todo  cuanto  la  escuadra  francesa 
se  había  apoderado  indebidamente,  se  convino  por  fin  en  re- 
ferir la  cuestión  de  principio  al  arbitramento  de  la  Beina 
Victoria." 

Rduavictorii!"  "Esta,  por  sentencia  de  P  de  Agosto  de 
1844,  decidió:  1?  que  habiendo  sido  declarada  la  gaerra  por 
Méjico,  Francia  había  adquirido  el  derecho  de  condenar  á 
confiscación  los  buques  que  ya  había  secuestrado  y  á  tratar  co 
mo  buenas  y  válidas  presas  los  buques  de  guerra  ó  mercantes 
capturados  posteriormente  á  la  ruptura  de  la  paz  proclamada 
por  el  General  Santa  Ana;  2?  que  no  había  lugar  á  la  resti- 
tución de  las  propiedades  tomadas,  y  mucho  menos  á  indem- 
nizaciones pecuniarias  en  beneficio  de  Méjico. " 

Siento  que  el  eminente  publicista  argentino  no  se  haya 
detenido  un  poco  en  el  análisis  de  una  sentencia  cuyos  fun- 
damentos y  legalidad  son  muy  controvertibles.  Pues  aun- 
que ya  antes  dice  que  no  acepta  el  principio  de  bloqueos  pa- 
cíficos sino  á  condición  de  que  una  causa  verdaderamente  jus- 
ta haya  en  alguna  manera  justificado  el  empleo,  y  que  la  eje- 
cución práctica  vaya  acompañada  del  conjunto  de  precaucio- 
nes y  garantías  que  el  uso  ha  consagrado  relativamente  á  los 
bloqueos  en  tiempo  de  guerra,  tales  como  anuncios  oficiales, 
avisos  particulares,  cruceros  efectivos,  etc.,  no  deja  ver  cuál 
sea  la  diferencia  entre  el  bloqueo  en  tiempo  de  guerra,  y  el  blo- 
queo pacífico  en  tiempo  de  paz. 

Qué  efecto  tiene  una  declaración  de  guerra  auic  la  reali- 
dad de  hechos  que  hablan  mejor  y  con  más  claridad  que  la 
declaración  misma? 
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En  el  caso  de  que  se  trata^  el  Presldeute  Santa  Aua  uo 
hizo  sino  publicar  nu  estado  de  cosas  conocido  y  práctico. 
El  puerto  de  Veracruz  había  sido  ocupado  y  cerrado  por 
las  fuerzas  navales  francesas  que  pusieron  bajo  secuestro  las 
naves  allí  encontradas,  y  las  mismas  fuerzas  navales  ejecu- 
taron actos  de  guerra  al  atacar  la  fortaleza  de  San  Juan  de 
Ulúa,  de  que  se  apoderaron,  después  de  un  combate. 

^woiiue?.'^^^  "Los  sitios  y  los  bloqueos  son  operaciones  de 
guerra  que,  por  el  empleo  de  fuerzas  terrestres  ó  marítimas, 
están  destinados  á  impedir  el  acceso  y  la  salida,  ó  á  producir 
la  rendición  de  una  ciudad,  de  una  fortaleza  ó  de  un  puerto. " 

<<  El  bloqueo  se  limita  á  cercar  la  plaza  de  modo  de  cortar, 
hasta  donde  lo  hagan  posible  las  fuerzas  humanas,  las  relacio- 
nes y  la  correspondencia  con  el  exterior,  á  fin  de  que  el  ene- 
migo encerrado  en  ella  no  pueda  recibir  socorro  de  ninguna 
especie,  ora  en  refuerzos  de  hombres,  ora  en  municiones,  ora 
en  víveres."    (Calvo.) 

"  Una  plaza  está  sitiada  cuando  está  embestida  y  á  tiro  de 
cañón  del  enemigo.  Está  solamente  bloqueada  cuando  el  ene- 
migo se  limita  á  cerrar  de  tal  suerte  las  entradas  y  salidas 
que  no  se  puede  ni  entrar  ni  salir  de  ella.  Así  el  bloqueo 
en  mar  como  en  tierra  no  tiene,  ni  puede  tener  otro  objeto 
que  el  estrechar  una  plaza  de  modo  que  no  le  puedan  allegar 
socorros  ni  subsistencias,  y  el  forzar  al  enemigo  á  rendirse 
para  preservarse  del  hambre. "    (Garden.  ) 

<<Un  puerto  bloqueado  es  aquel  cuyas  entradas  y  salidas 
están  ocupadas  por  fuerzas  marítimas  y  permanentes.  Se  blo- 
quea una  plaza  para  reducirla  por  hambre  cuando  no  se  la 
puede  tomar  por  la  fuerza. ''    (  Massé.) 

^'  El  objeto  del  bloquee  es  cortar  toda  comunicación  de  co- 
mercio con  la  plaza   bloqueada. ''    ( Fhillimore. ) 

"  El  bloqueo  es  un  medio  de  forzar  al  enemigo  á  rendirse 
sin   destruirle."    (Oauchy.) 

Hablando   de  les   caracteres  que  distinguen  los  bloqueos, 
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dice  üalvo,  qae  la  n\ayor  parte  de  los  publioifitas  ooncaerdan  en 
mirar  el  bloqueo,  y  uotabiemente  el  marítimo,  como  un  pro> 
greso  del  derecho  iuternacioaal  bajo  el  panto  de  vista  de  la 
liamauidad,  y  como  un  medio  de  gaerra  hasta  cierto  panto 
pacíñco  y    natural etc. 

Gauchy;  anteriormente  citado,  considera  el  bloqueo  como 
<<el  mayor  atentado  por  la  guerra  al  derecho  de  los  neutra- 
les." Los  otros  medios  de  guerra,  agrega,  pesan  á  vece» 
exclusivamente,  pero  siempre  principal  y  directamente,  sobre 
el  enemigo;  en  tanto  que  el  bloqueo  puede  decirse  que  pesa 
casi  tanto  sobre  los  neutrales  como  sobre  el  beligerante  blo- 
queado ;  porque  de  la  prohibición  del  comercio  que  de  él  resulta, 
el  buque  neutral,  cargado  de  mercancías  neutrales  é  inofensi- 
vas, es  colocado,  cuando  viola  el  bloqueo,  en  la  misma  con- 
dición que  la  nave  enemiga  ó  la  nave  cargada  de  contrabando 
de  guerra  por  cuenta  del  enemigo,  etc. 

<<  El  objeto  del  sitio,  dice  Duer,  es  reducir  la  plaza  á  ca- 
pitular ó  hacerla  caer  por  otro  medio  en  poder  de  los  sitiado- 
res. Se  trata  de  alcanzar  este  fin  por  el  empleo  directo  de 
la  fuerza  y  no  es  sino  oponiendo  igualmente  la  fuerza,  que  el 
adversario  puede  impedirlo." 

No  hay  por  qué  no  aplicar  esta  misma  definición  al  blo- 
queo marítimo,  ya  que  en  el  caso  de  que  hablo,  la  escuadra 
francesa  atacó  y  rindió  por  la  fuerza  la  fortaleza  de  San  Juan 
de  Ulúa,  y  que  todas  las  Naciones  reconocen  el  bloqueo,  en 
la  práctica,  como  un  estado  real,  positivo  y  efectivo  de  guerra, 
sometido  á  las  conveniencias  del  beligerante  y  á  las  restricciones 
que  el  Estado  bloqueador  impone  á  los  neutrales.  El  bloqueo 
pacíñco  no  pasa  de  ser  una  ficción  meramente  diplomática  en 
el  concepto  universal,  interpretado  sólo  de  diverso  modo  cuan- 
do se  trata  de  Estados  de  segando  orden  ó  de  Estados  teni- 
dos por  débiles,  como  si  la  justicia  fuera  susceptible  de  admi- 
nistrarse condicional  ó  convencionalmente. 

El  derecho  del  beligerante  á  emplear  el  sitio  ó  bloqueo 
para  apoderarse  de  una  plaza,  ciudades,  puertos,  etc.,  es,  se- 
gún Hautefeuille,  perfecto  y  absoluto:  es  un  derecho  esencial 
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&e  la  gnerra.    Si  aplicamos  estos  principios  al   bloqaeo  maríti- 
mo, vemos  qae  desde  el  momento  en   que  nn   beligerante   ha 
bloqueado    un   puerto   de  su  adversario,  ha  conqnistado  esta 
paite  del  dominio    enemigo  que   hemos  llamado   mar  territo- 
rial, y  el   beligerante  tiene  el  derecho  de  dar  á  esta  conqnista 
las  leyes  qnejuzgne  más  adecuadas  á  favorecer  sus  proyectos. 
Para  el  beligerante  es  tan   perfecto   este  derecho  como  aquel 
en   virtud  del  cual  puede  prohibir  á  los  extranjeros  hacer  el 
comercio  en  general  ó  especial  en  sus  antiguos  £stados.    Por 
consiguiente  puede    no    sólo    promulgar    la  prohibición,   sino 
también    decretar    la  pena   aplicable  á  los    qae    pretendiesen 
infringir  esta  ley,  porque  el  lugar  en   el   cual  se  consuma   el 
hecho  está  sometido  á  su  jurisdicción.    El  derecho  de  bloqueo 
tiene  su  origen   en  la  ley   primitiva  ó  divina,   pero,    como  se 
«Bbei  este   origen  es  completamente  diferente    del  de  la   pri- 
-   mera  restricción  á  la  libertad  del  comercio  neutral.    El  con- 
.    trabando  de  guerra  proviene  en  efecto  de  un   deber   natural 
^l08  pueblos  neutrales;  el   bloqueo,   de  un  derecho  del  beli- 
prante.  , 

Blantschli  dice  que  la  base  del  derecho  de  bloqueo  no 
i^de  en  la  soberanía,  sino  únicamente  en  el  derecho  de  la 
.íwrra.    (Véase  Calvo,  libro  V,  sitios  y  bloqueos). 

''Eq  efecto,  los  que  defienden  la  teoría  de  la  conquista  ó 
da  )a  ocupación  de  hecho  de  las  aguas  territoriales,  como  los 
^ne  invocan  la  ley  de  la  necesidad,  llegan  igualmente  á  reco- 
nocer que  el  bloqueo  es  un  derecho  sancionado  por  las  leyes 
d^    la  gnerra,  y  que  el  ejercicio  de  este    derecho   no   podía 
P^    ningún  título  ser   contestado  á  los  beligerantes;    ahora 
'^^9   nna  vez  que  hay  acuerdo  en  este  punto,  puede   parecer 
^   poco  pueril  buscar  en  su  auxilio  sofismas  ó  argucias  de 
^^    edad  para  apuntalar   la  base  de  uu  derecho  cuya  anson- 
^^ft    liaría  las  guerras  marítimas  casi  imposibles  ó  mucho  mé- 
»os  eüoaces."  (Calvo). 

^^  Por  lo  demás,  dice  el  mismo  autor,  fuera  de  las  excep- 
ciones mencionadas  (el  bloqueo  del  Eío  de  La  Plata,  el  de  Méjico, 
Holanda,  Portugal  y  Grecia) ;  no  hay  un  solo  tratado  que  dé 
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Haución  formal  á  los  bloqueos  establecidos  ea  tiempo  de  pas; 
el  texto  mismo  de  la  declaración  de  16  de  Abril  de  1856,  es 
en  este  respecto,  tan  explícito  como  es  posible. 

Y  más  adelante  agrega :  '^  las  dos  Kaciones  que  más  fre- 
oaentemeute  lo  han  empleado  (el  bloqueo  pacífico),  la  Gran 
Bretaña  y  Francia,  no  están  de  acnerdo  ni  sobre  su  carácter 
ni  sobre  sus  consecnencias.  En  caso  de  violación  por  los  neu- 
trales la  primera,  Inglaterra,  captura  y  confisca  la  propiedad 
neutral  tan  bien  como  la  del  Estado  sometido  al  bloqueo;  la 
segunda,  Francia,  confisca  igualmente  los  bienes  neutrales, 
pero  generalmente  se  contenta  con  secuestrarlos  y  embargar  la 
propiedad  pública  hasta  completo  del  monto  de  las  indem- 
nizaciones ó  resarcimientos  pecuniarios  cuyo  abono  persigue.^ 

^^Wf^MM)!«n^°^.^°  No  excluyendo  el  bloqueo  pacífico  las  pres- 
cripciones é  imposiciones  del  bloqueo  en  tiempo  de  guerra,  sino 
que  antes  por  el  contrario  las  estima  justas  y  necesarias,  no 
es  ni  puede  ser  aceptable  por  los  Estados  americanos  del  Oentro 
y  del  Sur  la'  ficción  diplomática  tras  de  la  cual  se  pretende 
atriucherar  un  principio  tan  ilógico  como  falso.  Ea  el  caso 
de  Buenos  Aires,  este  sistema  de  ataque  por  parte  de  Francia 
é  Inglaterra,  no  fae  sino  un  atentado  á  la  soberanía,  á  la  inde- 
pendencia y  á  la  existencia  de  la  República  Argentina.  En  el 
caso  de  Méjico,  fue  además  un  medio  de  apoderarse  por  la 
fnerza  del  territorio  mejicano,  como  vino  á  comprobarse  algu- 
nos años  más  tarde,  cuando  la  invasión  y  ocupación  del  terri- 
torio mejicano  por  las  potencias  europeas  aliadas.  Conside- 
raremos, pues,  el  bloqueo  pacífico,  como  un  verdadero  estado 
de  guerra,  rechazable  con  las    armas  en  la  mano. 

Piratería.  Debc  scr  Calificado,  juzgado  y  sentenciado  como 
pirático  todo  acto  de  violencia,  robo,  depredación,  bombardeo, 
etc.,  cometido  en  alta  mar  ó  en  el  mar  territorial  de  una  Nación 
con  quien  se  está  en  paz,  bien  sean  estos  actos  cometidos  por 
particulares,  ó  bien  por  naves  de  un  Estado  cualquiera,  cuan- 
do  éste  lo  comete  antes  déla  declaración  formal  de  guerra. 

Los  jefes,  tripulantes  y  marineros  de  estas   naves  particu- 


INTEODÜOOIÓN  105 


lares,  y  los  jefes,  tripulaates  y  mariueros  de  baques  de  guerra 
de  nu  Estado  cualquiera  con  quiea  se  está  eu  paz,  pueden  y 
deben  ser  en  todo  tiempo  juzgados  como  piratas  por  la  comisión 
eu  el  mar  territorial  ó  en  alta  mar,  de  actos  de  violencia, 
bombardeo,  robo,  depredación,  etc.,  siempre  que  caigan  bajo  la 
jurisdicción  del  país  en  que  hubieren  cometido  estos  hechos 
piráticos. 

Bi« Cántabro."  Los  buqucs  dc  propiedad  particular  de  ciuda- 
dadanos  hispano- americanos  están  comprendidos  bajo  el  im- 
perio de  la  misma  definición  y  ley.  (Y  cómo  podría  ser  de 
otra  suerte?  Oómo  podrían  basarse  excepciones  sin  estable- 
cerse diferencias  odiosas  quedarían  pretexto  á  reclamaciones 
extrañas  f 

En  el  mes  de  Mayo  de  1882  expidió  el  Gobierno  de  Ve- 
nezuela un  decreto  declarando  pirata  al  vapor  Cántabro  6  Colón^ 
en  virtud  de  los  hechos  siguientes: 

1?  Por  haberse  presentado  en  el  puerto  de  ¡Higuerote, 
donde  despojó  á  la  goleta  nacional  Esperanza  de  sus  velas,  apa- 
rejos y  otras  cosas,  entre  ellas  un  bote. 

2?  Por  haberse  llevado  dos  botes  de  pescadores  con  sus 
tripulantes,  y  el  velamen  y  timones  de  otras  embarcaciones. 

3?  Por  haber  hecho  fuego  de  cañón  y  de  rifle  sobre  el 
pueblo,  y  apresado  al  cabo  del  Besguardo  que  fué  á  pasarle 
visita,  y  á  cuatro  remeros  del  bote  conductor  de  aquel  y  el 
bote  mismo. 

4?  Por  haberse  presentado  sin  bandera  en  el  puerto  de 
La  Ouaira,  en  doqde  el  buque  nacional  Eeivindicador  le  disparó 
un  tiro  y  luego  otro,  que  produjo  su  fuga  para  la  cual  alzó 
bandera  italiana. 

5?  Porque  siguiendo  rumbo  de  Occidente  con  bandera  de 
Colombia,  fondeó  á  la  capa  en  Oruba,  dejó  á  un  español  lla- 
mado Ferrer,  envió  na  bote  en  solicitud  de  provisiones  y  se 
llevó  dos  muchachos  que  fueron  abordo,  y  la  embarcación 
de  ellos. 

Estos    hechos    pueden  resumirse  así :   engaño  del    Cónsul 
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de  Colombia  en  San  Thomas,  qnién  le  concedió  pasavante  sin 
atribnción  legal  para  ello;  abnso  de  la  bandera  de  Golombia 
para  cometer  á  sa  sombra  hostilidades ;  engaño  á  todo  el  mana- 
do disfrazando  su  carácter  de  faccioso  bajo  la  insignia  qae  la 
vecina  Bepública  ha  adoptado  para  sas  naves;  robo  de  hom* 
bres,  botes  y  aparejos  navales,  y  lo  primero  no  sólo  en  la 
costa  venezolana,  sino  también  en  la  colonia  holandesa  de  Oraba; 
faego  de  cañón  y  de  rifle  sobre  la  población  de  Higuerote ;  sa- 
perchería  enpleada  en  La  Guaira,  enarbolando  pabellón  ita- 
liano. 

Opinidn  del  Gobierno  a    i.  •  j  t  t  i 

de  YeD^ueía.  SabiQO  es  quc   aKí  como  las  personas,   1 03 

bajeles  deben  tener  nacionalidad  determinada.  De  otra  saerte 
faltaría  la  garantía  del  buen  nao  de  los  mares  libres.  Por 
eso  sólo  á  los  Estados  es  posible  tener  bnqnes,  y  ellos  no 
pueden  navegar  sin  la  posesión  de  documentos  que  los  auto- 
ricen al  efecto,  y  sin  haber  asegurado  con  uoa  ñanza  el  buen 
nso  del  pabellón  que  se  les  permite.  Si  ésto  es  aplicable  á 
naves  mercantes,  con  razón  infinitamente  mayor  lo  es  á  la» 
naves  de  guerra,  que,  no  sólo  en  alta  mar,  como  aquellas,  sino 
donde  quiera  se  miran  como  parte  del .  territorio  de  un  Edi- 
tado, y  conducen  representantes  de  su  poder  soberano.  De 
consiguiente,  la  existencia  de  un  buque,  y  buque  de  guerra  en 
manos  de  rebeldes  de  todo  pnuto  aislados,  no  tiene  ni  siquiera 
pretexto,  y  cabe  bajo  la  denominación  de  piratería. 

Opiniun  de  CalYO  'y  de  ^  ,  -l       u    x.  •  j 

lasgrandespotencias.  Auu  CU  los  casos  ou    quc  ha  habido  Ver- 

dadera guerra  civil  como  en  España  en  1873,  y  en  que  naves 
sublevadas  han  sido  declaradas  piratas,  las  doctrinas  estable- 
cidas y  puestas  en  práctica  por  las  grandes  potencias,  segdn 
las  resume  Calvo  en  su  tercera  edición  de  1880,  libro  14,  sec- 
ción 2%  se  reducen  á  lo  siguiente  en  el  particular  que  me 
ocupa : 

''  Las  naves  armadas  por  las  facciones  opuci^tas  al  Go- 
bierno de  hecho  y  no  reconocidas  como  beligerantes  carecen 
de  toda  representación ;  pueden  ser  detenidas  y  apresadas 
en  alta  mar  y  aun  en  las  aguas  de  su  propio  Estado,  cuando 
cometen  violaciones  del  derecho    de  gentes,  en     daño   de  ter- 
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ceras  Naciones  ó  de  t^otá  ciadadaiioa,  ó  caando  llegan  á  puertos 
de  esas  Naciones  ;  y  en  uno  y  otro  caso  pueden  ser  entre- 
gadas al  Gobierno  de  cuya  obediencia  se  han  sustraído  por 
medio  de  la  rebelión." 

El  Cántabro  no  enarboló  pabellón  desconocido  sino  el  de 
Golombia  y  el  de  Italia,  lo  cual,  lejos  de  atenuar,  agrava  ^w 
caso  con  motivo  de  la  falsedad. 

Guando  no  constituyesen  piratería  los  actos  consumados 
por  el  vapor,  no  se  podría  negar  que  á  lo  menos  constituyen 
robo.  Este  delito  y  aun  el  de  hurto  se  ven  comprendidos 
con  la  piratería  en  el  vigente  artículo  tercero  del  Tratado 
Goncinido  entre  ambas  Repúblicas  en  22  de  Julio  de  1842,  y 
qae  estipula  la  extradición  de  tales  delincuentes  y  otros. 

Por  estas  razones,  Venezuela  pidió  y  obtuvo  de  Colombia 
la  detención  del  vapor  OántabrOj  la  extradicción  de  sus  tri- 
palanteSi  y  la  remoción  del  Cónsul  colombiano  en  San  Thoma-^, 
por  haber  dado  pasaporte  al  referido   vapor. 

***rt*í?cfiS¡ro.'?^^  ''Como  V.  B.  lo  sabe  y  lo  manifiesta  el 
Excmo.  señor  Seijas,  el  expresado  vapor  Cántabro  fae  consi- 
derado por  mi  Gobierno  como  pirata  y  apresado,  desarmado 
y  mandado  custodiar  en  Colón,  cumpliendo  así  un  deber  re^- 
peeto  de  una  Bepública  amiga  y  de  un  Gobierno  con  quien 
conserva  y  desea  conservar  el  de  mi  patria  las  más  cordiales 
relaciones."    ( Nota  de  Colombia  á  Venezuela). 

Baxonei  raíase  apeya  ^^  porquc  los  actos  criminosos  del  vapor 
faeron  ejecutados  en  agaas  territoriales  de  Venezuela  y  el 
Gobierno  de  esta  Bepública  lo  ha  declarado  pirata  conforme  á 
su  legislación. 

2?  Porque  aunque  la  piratería,  delito  contra  el  género 
humano,  está  sugeta,  según  el  derecho  de  gentes,  á  la  ju- 
risdicción de  todas  las  Naciones  y  especialmente  á  la  de 
aquella  que  aprehende  á  los  delincuentes,  en  el  caso  del 
Cántabro^  la  jurisdicción  de  Venezuela  es  privativa  por  cnan- 
to los  actos  criminosos  se  ejecutaron  en  aguas  de  esa  Be- 
pública. 
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3*  Porque  en  e!  Tratado  con  Venezuela  et^tá  estipulada 
que  se  acuerde  la  extradición  por  el  delito  de  piratería, .  i 
como  en  el  caso  de  que  nos  ocupamos,  ésta  8<^  ha  come- 
tido en  Venezuela,  conforme  sin  duda  á  su  legislación,  Oo- 
lombia  no  puede  prevenir  el  juzgamiento  de  los  culpables,  y 

4^  Porque  es  un  deber  de  una  Nación  hermana  y  amiga 
que  en  el  caso  presente  quiere  gustoso  cumplir  mi  Oobierno 
tratar  de  facilitar  á  otra  de  iguales  condiciones,  su  aidmiais- 
tración  de  justicia  y  los  medios  preventivos  para  asegurar  si 
paz  y  seguridad  interior. 

Venezuela  pidió  también  el'  buque,  armas  y  municiones,  no 
sólo  porque  la  ley  de  la  República  castiga  la  piratería  en 
parte  con  la  confiscación  de  todas  estas  cosas,  sino  también 
porque  es  principio  general  que  se  eutregue  al  Estado  ro-' 
clamante  cuanto  ha  sido  elemento  del  delito  ó  puede  servir 
para  la  comprobación  de  él,  y  esto  aun  cuando  haya  sido 
imposible  aprehender  al  delincuente. 

""""'"df  ooiomb^^^^^^  En  16  de  Junio  el  Gobierno  de  OolomWií 
comunica  sus  órdenes  al  Inspector  del  puerto  de  Oolón.  ^<Dfl 
los  documentos  remitidos  por  usted  á  esta  Secretaría  y  da 
otros  que  ha  suministrado  la  Secretaría  de  Relaciones  Exte* 
riores,  resulta  que  el  vapor  nombrado  anteriormente  Oántábro 
y  ahora  Colón  no  es  un  buque  colombiano,  puesto  que  ni  bs 
sido  construido  en  la  IfTación,  ni  ha  sido  registrado  en  ningftfl 
puerto  de  la  misma,  ni  patentado  por  las  autoridades  y  con 
las  formalidades  que  las  leyes  previenen  ^  que  el  Oónsul  d< 
Colombia  en  San  Thomas,  no  ha  tenido  facultad  para  expedíJ 
el  pasavante  á  dicho  buque,  cuyo  documento  no  tiene  por  k 
mismo  valor  ni  importancia  de  ninguna  especie ;  que  todo  in 
dnce  á  creer  que  la  venta  del  buque  al  señor  García  ha  con 
tado  con  la  complicidad  de  éste  para  sorprender  al  Gónsu 
y  obtener  el  pasavante  referido ;  que  los  dueños  del  buque  nc 
han  tenido  razón  ni  derecho  para  comprometer  la  neutralidac 
de  Colombia,  usurpando  como  han  usurpado  su  nombre  y  ban 
dera  infiriendo  así  una  injuria  á  ésta  para  'hostilizar  á  ans 
Nación  con    la   cual  aquella  conserva    amistosas    relaciones 


INTEODUOOIÓN  109 


que  estos  hechos   no    pueden   autorizarse  ni  disimalarse   por 
el  Gobierno  de  Golombia^  sin  hacerse  responsable  de  su  eje- 
eación,  y  por  último,  que  un  buque  que  no  pertenece  á  Na- 
ción alguna  y  que  navega  sin  bandera  y  sin  patente  legítima 
no  tiene  derecho  á  reconocimiento  y  protección  de  ningún  Go- 
bierno y  debe  más  bien  ser  considerado  como  una   amenaza 
para  todos,  se  resuelve  :    El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
de  Colombia  considera  como  pirata   al  vapor  nombrado  ahora 
Oolán  y    antes  Cántabro  que   navega  según    se  asegura   con 
bandera  colombiana.    En  consecuencia  los  Inpoctores,  Jefes  de 
los  Resguardos  del    Atlántico   procederán    en    su   calidad    de 
í  foncionarios  de  instrucción,  á  detener  el  expresado  buque  tan 
I   lodgo  toque   en   alguno  de  dichos    puertos,  á  embargar    sus 
pa^es  y  á  practicar  las  diligencias  sumarias  correspondientes, 
las  cuales  pasarán  al  Juez  competente  una   vez  comprobado 
d  delito.    Comuniqúese  á  los  Inspectores    de  los  puertos  del 
Atlántico  y  á  los  Gobiernos  de  los  respectivos   Estados  para 
que  ies  presten  apoyo.    Lo  trascribo  á  usted  para  su  inteligen- 
(ú  y  le  acompaño  copia   del  pasavante  y  del   rol  de  la  tri- 
PBllciéii. — Firmado. — Benjamín  Noguera.'^''  El  buque  fue  detenido 
7  aprdiendido  el  20,  quedando  á  disposición  de  Venezuela. 


fcÜ¡^&áSfí'j¿?    "Gobierno    de  las  Antillas  Danesas,  St.  Tho- 
'*^'S!?»**"^"'"    mas:  Julio  13  de  1882.— El  10  del  presente 
nóbí  el  oficio  del  seOor  Cónsul  General  fecha  22  del  pasado, 
loompafiando  copia  y  traducción  de  una  nota  á  usted  del  señor 
Hioistro  de  Belaciones  Exteriores  de  Venezuela,    fecha  8  del 
^1  niiimo,  en  que   se  queja  del    proceder  de  la    goleta  Petrel  de 
Maisla  por  haber  llevado,  y  en  la  isla  holandesa  '^Saba"  tras- 
udado  á  bordo  del    vapor    Colón^   armas   y   municiones  de 
gnenay  como  también  algunas  personas  hostiles   al    Gobierno 
de  la  Bepública. — Una  directa  comunicación    del  mismo   con- 
tenido se  recibió  tambicu  del    señor    Ministro  de    Eelacioues 
&teriores  por  conducto  del  Cónsul  venezolano  en  esta  isla. — 
Con  este  motivo  teüg;>  el  honor  de  avisarle  que  al  dueño  de 
la  goleta  Petrel  se  le  ha  impuesto  una  multn  por  haber  fal- 
Mo  en    la    referida    ocasión    á    las    leyes   que    rigen  en   el 
puerto  y  las  aguas  danesas,  y  además  se  le  sigue  unaaveri- 
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¿rnaoióD  qne  aún  no  ee  ba  concluido,  para  saber  si  de  aqa 
ha  tenido  lugar  algún  ilegal  embarque  de  armas  y  manioiones 
en  cayo  caso  los  culpables  safrirán  el  debido  castigo. — Le  sa 
plico  qne  se  sirva  comanicar  lo  qne  precede  al  sefior  Minis- 
tro  de  Belaciones  Exteriores  de  Yenezaela  y  además  en  m 
nombre  acusar  recibo  de  la  nota  de  S.  E.  fecha  24  del  pa- 
sado, con  la  adición  de  que  el  asunto  será  comunicado  poi 
este  Gobierno  al  Gobierno  Eeal  de  S.  M.— (Firmado.)— Are» 
dupj  Gobernador." 

de  ssnto^DraiiDgo.  '^Bepúblíca  Dominicana. — Secretaría  de  Bsta 
do  de  Belaciones  Exteriores. — Santo  Domingo  :  17  de  Junio  d( 
1882. — Señor  Ministro : — He  tenido  la  honra  de  recibir  la  atenta 
circular  de  Y.  E.,  fechada  á  16  del  mes  próximo  pasado,  qa< 
incluye  el  decreto  por  el  cual  el  Excmo.  señor  Presidente  d< 
la  Bepública  de  los  Estados  unidos  de  Venezuela  declara  pi 
rata  el  vapor  antes  nombrado  Cántabro  y  hoy  Colono  que  h 
pasado  á  ser  de  los  revolucionarios  de  Venezuela  cometiendo 
hostilidades  en  las  costas  de  esa  Bepública  hermana,  y  soli- 
cita al  propio  tiempo  del  Gobierno  dominicano  el  concurse 
necesario  para  detener  dicha  'nave  hasta  probar  su  crimen  ec 
el  caso  en  que  aparezca  en  aguas  dominicanas. — En  contesta 
ción  me  es  satisfactorio  manifestar  á  V.  E.  que  habiendo  dad< 
cuenta  á  mi  Gobierno  del  caso  que  se  denuncia,  éste  ha  n 
suelto  que  por  el  Ministerio  de  Marina  se  den  órdenes  te 
minantes  para  preceder  contra  el  citado  vapor  si  surcare  aga' 
dominicanas,  lo  cual  participaría  esta  Secretaría  ,de  Estada 
la  del  digno  cargo  de  V.  E.  en  la  debida  oportunidad.— B 
nuevo  á  V.  E.  el  testimonio  de  la  alta  y  distinguida  con^ 
deración,  con  que  soy  de  V.  E.  atento  servidor. — Cro.  A» 
MoyaP 

do^ngiítwr».  ^'Ministerio  de  Belaciones  Exteriores. — Juli 

6  de  1882.— Señor  Ministro : — Tengo  la  honra  de  avisar  recib 
de  vuestra  carta  del  22  último,  llamando  mi  atención'  á  h 
actos  de  un  vapor  conocido  como  el  Cántabro^  alias  el  Coló 
el  cual,  según  me  informáis,  no  lleva  patente  de  uavegaciói 
y  ha  cometido  varios  actos  de  piratería  en  las  agaas  de  Ve 
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^^oela  y  en  sas  costas. — Ea  contestación  me  tomo  la  libertad 
*c  exponeros,  para  informe  de  vuestro  Gobierno,  que  en  con- 
^aencia  de  los  informes  qae  han  sido  enviados  por  los  Agentes 
^0  S.  M.  relativos  á  los  movimientos  del  baque,  se  ha  expedido 
^idenes  al  Oomandante  en  jefe  de  la  estación  Norte  Ameri- 
^Aa  é  ludia  Occidental,  al  Comodoro  en  Jamaica  y  al  Oficial 
'DAjor  de  marina  en  Barbada,  para  que,  si  se  encontrare  con 
^Jgtino  de  los   baqnes  de  S.  M.,  don  los  pasos  necesarios  para 
verifloar  sas  papeles  y  nacionalidad. — El   informe    qae   se  ha 
f6cil>ido  respecto  á  ese  baqae,  se    ha   comanicado  también  al 
Gobernador  de  Trinidad  y  á  los  Gobernadores  de  las  otras  co- 
loniza británicas  de  las  Indias  Occiden talen. — Tengo   la  honra 
de  ei«r  con   la  más  distinguida  consideración,    señor   Ministro, 
Dítty  obediente  y  segare  servidor. — OranvilleJ^ 

ctiTo.  El  Doctor  Calvo  dice  que  "en  el   lengaaje  in- 

ternacional debe  entenderse  por  piratería  todo  robo  ó  pillaje 
^0  ixn  buque  amigo,  toda  depredación,  todo  acto  de  violencia 
coQti^^ijQ  á  mano  armada  en  alta  mar  contra  la  persona  ó  los 
bteti^s  de  nn  extranjero,  y<*  en  tiempo  de  p^/i,  ya  en  tiempo 
"®   guerra." 

Más   adelante  añade  el   propio  autor.    "  En  cuanto    á  las 

'^^tieltas  aisladas,    en   cierto    modo    individuales,  que  van    á 

{'^^ar  á  actos  de  depredación  en  alta  mar  cometidos   bajo  un 

í|*tiell6n  uo  reconocido  como  perteneciente  á   un  Estado  cons- 

^^xxido  y  soberano,  es  evidente  qne  comportan  plenamente  la 

**iiaiilación  á  ia  piratería  y  la   represión  como  crimen  del  de- 

''^Olio  de  gentes."    Alega  en  su  apoyo   el  caso  de  los  buques 

**"«  FIy  y  Aratico,  inglés  el  uno  y  chileno  el  otro,  de  qae  en 

^^1  se    apoderaron  insurrectos   partidarios  del  General    Cruz 

^    ^e  valieron  para   ejercer  hostilidades  contra    el  poder  cons- 

"t^cional    establecido  en  Chile.    De  ambas   naves  hizo  presa 

almirante  inglés  Moresby,  y  fueron  restituidas  á  sus  respec- 

os  propietarios. 


ti 

c^  Al    fin  del    libro  14  se  expresa    así  el  citado   publicista, 

^os  malhechores  aislados  que,  para  vivir  del  pillaje  y    de- 
jaciones,   acometen  á  mano   armada   á  los  Gobiernos    es- 
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tablecidos  ó  las  propiedades  privadas,  toman  el  nombre  c 
bandidos,  cuando  obran  en  tierra  firme,  y  el  de  forbante 
cuando  obran  por  mar  en  las  costas.  Sn  campo  de  aociC 
es  generalmente  limitado;  no  se  extiende  mucho  más  al! 
de  las  fronteras  de  una  Nación;  cuando  las  traspasan,  se 
justamente  considerados  como  puestos  fuera  del  derecho  a 
mún,  indignos  de  asilo,  y  sus  embarcaciones  pueden  ser  tratada 
como  piratas  por  todo  buque  de  guerra,  guarda-costa  ú  ot:3 
que  llegue  &  capturarlas." 

^*"**ErtSu»^tSdi.^  ^^'  Ningún  hecho  puede  asimilarse  más  á  la  pir- 
tería  que  el  de  facciosos  no  reconocidos  por  ningún  Oobiern 
que  arman  naves  para  hacer  la  guerra  al  que  está  en  posesiC 
legítima  de  la  autoridad  y  acatado  interior  y  exteriorment  - 
Así  es  costumbre  declarar  piratas  á  semejantes  individuos 
y,  por  no  invocar  ejemplos  de  las  Bepúbiicas  Hispanc 
americanas,  me  referiré  sólo  á  los  de  la  Gran  Bretaña,  1« 
Estados  Unidos  del  Norte  y  de  España  en  diferentes  é[^ 
cas.  La  primera  Nación  declaró  piratas  las  colonias  de 
América  del  Norte  sublevadas  contra  ella  en  la  guerra  c 
su  independencia.  España  hizo  otro  tanto  en  1850  y  182 
cuando  el  General  Narciso  López,  con  expediciones  sacadas  c 
Nueva  Orleanfj  invadió  el  territorio  de  Cuba.  "  Puede  4- 
plorarse,"  escribía  estonces  M.  John  Lemoine,  escritor  y  publ 
cista  distinguido,  ^'  el  triste  y  sangriento  ñn  de  algunos  ce::: 
tenares  de  infelices  enviados  al  pillaje  ó  á  la  muerte  por  1« 
especuladores  de  Nueva  Orleans ;  mas  no  puede  disputarse  ^ 
evidente  justicia  de  la  sentencia  que  ha  caído  sobre  ellos.  Le 
aventureros  que  en  plena  paz  maquinaban  y  equipaban  á  L 
faz  del  sol  una  expedición  armada  en  las  posesiones  do  u. 
país  amigo,  eran  según  todas  las  reglas  del   derecho  de  gente 

y  del  derecho  de  las  Naciones,  lisa    y  llanamente  j>ira^a9 

El  Gobierno  americano  mismo  había  repudiado  á  los  boucanier 
que  deshonraban  el  pabellón  federal  convirtiéadolo  en  un  pa 
bollón  de  piratas 'y  había  proclamado  en  voz  alta  que  los  qn 
violaban  así  todas  las  leyes  de  las  Naciones  civilizadas,  m 
tenían  ningún  derecho  á  la  protección  de  su  patria,  y  que  seríai 
abandonados  á  la  suerte  que  hubiesen  merecido." 
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de  L^^'l^seu.  ^' Los  priQoipios  de  honradez  y  jasticia  del  Pre 
sidentei"  escribía  Lord  J.  Eassell,  Secretario  de  Negocios  Ex- 
traojeros  de  S.  M.  B.,  ^'han  debido  hallarse  heridos  viendo 
xennirsé  bandas  de  hombres,  con  desprecio  flagrante  de  ios 
tratados,  y  partir  de  los  puertos  de  los  Estados  Unidos  para 
ir  á  atacar  como  piratas  el  territorio  de  una  potencia  amiga 
de  aa  patria."  En  1873  el  Gobierno  español  declaró  piratas 
^s  naves  de  sa  marina  qne  contra  él  se  habían  sablevado. 

.  ,       Alegato  El  Gobierno    de  los  Estados  Unidos  hizo 

« iOB  Sitados  Unidos  en  .^    ,       ,  .  ^  i     i      i      /-,  t> 

Ginebra.  capítülo  dc  qneja  contra  el  de  la  Gran   Bre- 

^¡tóa  por  sn  reconocimiento  como  beligerante  de  los  rebeldes 
del  Snr,  porqae  con  ól  los  había  puesto  á  cubierto  de  la  con- 
sideración y  penas  heüaladas  á  los  piratas.  Sobre  el  particn- 
lar  el  alegato  de  los  Estados  Unidos  presentado  al  tribunal 
de  arbitramento  de  Ginebra,  contiene  estas  palabras  :  "  Mien- 
^*a8  la  rebelión  de  los  Estados  Unidos  permaneció  privada 
4e  derechos  de  beligerante,  toda  guerra  marítima  en  su  nombre 
«abría  tenido  el  carácter  le¿^iil  de  pirática  violencia  y  robo.  Ila- 
^^  sido  justiciable  como  tal  donde  quiera,  y  punible  segán 
*^  jurisdicción  á  qne  fuese  sometida.^' 

^  XKircMjheunsfbrd.       Eu  la  Cámara  británica  de  Lores,  durante  un 

^^bate  suscitado  sobre  cierta  i) reclama  del   Presidente  de   los 

'^'^tados  Unidos   que  declaró  sujeta  á  las  leyes   de  la  Unión, 

^^Caminadas  á    prevenir  y  castigar  la  piratería,  á  cualquiera 

-Persona  que  ejerciese  el  corso  por  autoridad  de  los  pretensos 

"tetados  Unidos   confederados,  Lord  Ohelinsford   observó   que, 

^i    la  Confederación  del   Sur  no  hubiera   sido  reconocida  por 

^  Gran  Bretaña  como  poder  beligerante  y  cualquier  ingles  hu~ 

^^©Be   de  equipar   un  corsaria    con   el  objeto    de  ayular  á   los 

*^^tado8  del    Sur    coutra  el   Gobierno  federal,   sería  sin   duda 

de  Diratería,'' 


Habiéndose   hecho    un    reparo  á    la    califíoación  de  pirata 
•^í     OániabrOj    el    Gobierno  de  Venezuela    esclareció    más  el 
lito,  como  se   verá  en  seguida,    en    la    contestación   que    el 

TOMO  X 
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MiDístro  de  Belaciories  Exteriores  (lió    al    Miuistro  Be»iilente 
de  la  Gran    Bretaüa  en  Caracas. 

^^'ve^iS.  ^*  "  Caracas,  Agosto  6  de  1880.— Señor  Miuistro : 
Elevé  á  la  consideración  del  Ilustre  Americano,  Presidente 
de  la  Bepública,  el  oñcio  que  Y.  E.  se  dignó  escribirme  en 
27  de  Jallo.  Eefiriéndose  al  decreto  de  10  de  Febrero  úftimo, 
que  colocó  en  el  predicamento  de  piratas  las  naves  extrau- 
jeras  equipadas  para  la  gaerra  por  los  insurgentes  en  el 
Orinoco  ó  sus  inmediaciones,  manifiesta  V.  E.  que  su  Gobier- 
no se  ve  compelido  á  poner  reparo  (to  take  exceptióuj  á  este 
modo  de  proceder  con  baques  extranjeros  que  no  se  halla 
autorizado  ni  poi  la  práctica  de  las  J^aciones  ni  por  el  derecho 
internacional.  Añade  que,  como  i^l  decreto  ha  sido  analado, 
se  ha  hecho  innecesario  presentar  una  comunicación  más  for- 
mal. 

Voy  á  responder  conforme  á  las  instrucciones  que  se  me 
han  dado.  Como  Y,  E.  sabe,  en  31  de  Enero  de  este  año 
ocurrió  en  Ciudad  Bolívar  un  motín  de  cuartel,  cuyos  prime- 
ros actos  fueron  el  asesinato  del  General  Castrillo,  Coman- 
dante de  Armas,  y  el  robo  de  los  caudales  públicos  entre- 
gados á  la  agencia  del  Banco  de  Caracas.  Tal  horror  ins- 
piraron esos  actos,  que  la  parte  sana  de  la  población  del 
Estado  de  Gnayana,  consultando  su  propia  seguridad,  se 
apresuró  á  condenar  el  ominoso  levantamiento  y  á  tomar  las 
armas  para  sufocarlo.  A  los  quince  díaá  cayó  bajo  el  peso 
de  la  indignación  general,  y  sin  haberse  atrevido  á  oponer 
resistencia. 

Cuando  tuvo  el  Gobierno  las  primeras  noticias  del  hecho 
tomó  con  diligencia  las  medidas  que  la  situación  demandaba. 
Una  de  ellas  fué  suprimir  la  aduana  de  Ciudad  Bolívar  trasla- 
dándola á  Carúpaup.  Otra  declarar  prohibida  la  navegación 
del  Orinoco  y  en  estado  de  bloqueo  las  costas  adyacentes  á 
su   boca.     El   artículo  6**   del   segundo  decreto   dice  : 

"  Los  buques  nacionales  ó  extranjeros^,  que  se  encuentrea 
armados  en  guerra   en  el  Orinoco,    ó    en    sus    inmediaciones 


INTEODUCCIÓN  115 


por  los  insarrectos,  se  coDsiderarán  como  piratas,  y  como 
tales  serán  perseguidos  y  apresados  hasta  ponerlos  á  dis- 
posioión  del  apostadero  de  marina  establecido  por  decreto 
<1e  esta  fecha,  en  el  paerto  de  üarápano  del  Estado  Oamaná." 

Beconócense  dos  clases  de  piratería,  la  del  derecho  de 
gentes  y  la  del  derecho  interno  de  cada  Estado.  Deñnen  al- 
gaoos  la  primera  diciendo  que  es  <<el  delito  de  cometer  de- 
predaciones en  los  mares  sin  autorización  de  un  Estado 
soberano,  ó  con  patente  de  diversos  soberanos  que  están  entre 
sí  en  guerra."  Los  piratas  pueden  ser  capturados  por  los 
buques  de  cualquier  Estado  particular  y  sometidos  á  su  juris- 
dicción territorial.  Los  piratas  de  la  segunda  clase  sólo  pue- 
den ser  juzgados  por  la  potencia  en  cuya  jurisdicción  delin- 
quieron. 

Si,  pues,  dichos  amotinados  hubiesen  armado  buques,  como 
muy  bien  habrían  podido  i^orque  estaban  en  inteligencia  con 
los  asilados  en  la  isla  británica  de  Trinidad,  y  trataron  con 
efecto  de  apoderarse  del  Tubálkaín  y  del  Héroe,  y  hubieran 
cometido  depredaciones,  habrían  caído  en  la  categoría  de  pira- 
tas conforme  á  esa  deñnición  del  derecho  de  gentes.  Sin 
embargo,  el  decreto  no  habla  de  su  persecución  por  otros  Es- 
tados, sino  sólo  por  buques  nacionales,  al  autorizar  aquella, 
su  apresamiento  y  su  conducción  al  apostadero  de  marina  de 
•  Carúpano. 

Aun  cuando  se  les  hubiese  declarado  piratas  del  derecho 
de  gentes,  nada  habría  que  extrañar  en  el  decreto.  El  artícu- 
lo 38  de  la  Ordenanza  de  corso  vigente  en  Venezuela,  manda 
declarar  buena  presa  los  buques  piratas  ó  levantados,  con  cuanto 
se  les  aprehenda. 

La  Gran  Bretaña  tuvo  por  piratas  á  los  insurrectos  do  sus 
colonias  de  la  América  del  Ií"orte,  mediante  decretos  repetidos 
de   año  en  año  hasta  su  reconocimiento. 

Defendiendo  Mr.  Oanning  el  que  Inglaterra  había  hecho 
de  las  antes  colonias  españolas  de  América,  dijo  al  Ministro 
de  S.  M«  O.    "  Toda  íTación  es  responsable  de   su  corplucta  á 
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las  Otras,  esto  es,  se  halla  ligada  al  camplimieato  de  lo» 
deberes  qae  la  Dataraleza  ha  prescrito  á  los  pueblos  en  su 
comercio  recíproco  y  al  resarcimiento  de  caalqaiera  injaria 
cometida  por  sns  ciadadanos  ó  subditos.  Pero  la  metrópoli 
no  paede  ser  ya  responsable  de  actos  qae  no  tiene  medio 
algnno  de  dirigir  ni  reprimir.  Besta  pues,  ó  que  los  habi- 
tantes de  los  países  cuya  independencia  se  halla  establecida 
de  hecho  no  sean  responsables  á  las  otras  J^aciones  de  su 
conducta,  ó  que,  en  el  caso  de  injuriarlas,  sean  tratados  como 
landidos  y  piratasP  Si  esto  se  decía  de  las  ]^aciones  de 
América  después  de  quince  años  de  lucha  y  cuando  habían 
establecido  á  poder  de  armas  su  independencia,  ¿  qué  criterio 
habrá  de  aplicarse  al  motín  de  cuartel  que  principió  como  se 
ha  dicho  f  Con  efecto,  no  puede  navegar  licitamente,  y  mucho 
menos  ejercer  hostilidades,  la  nave  que  no  pertenece  á  alguna 
bandera,  es  decir,  á  una  Kación  reconocida.  Por  consiguiente 
es  razón  tener  como  piratas  á  los  buques  de  los  alzados.  Y 
poco  importa  que  sean  del  Estado  contra  el  cual  conspiran 
ó  extranjeros,  y  que  tales  naves  auxilien  á  los  facciosos  de 
grado  ó  por  fuerza,  porque  tanto  dañan  unos  como  otros,  y 
así  no  se  tiene  en  cuenta  esta  diferencia  en  el  derecho  de 
las  libaciones. 

Cuando  la  rebelión  de  los  cuatro  anos  en  los  Estados 
Unidos,  dijo  Lord  Chelinsford  en  el  J*arlamento  británico :  . 
''  Si  la  Confederación  del  Sur  no  hubiera  sido  reconocida  como 
potencia  beligera^ao  por  el  Gobierno  britíínico,  y  cualquier 
inglés  hubiera  de  equipar  un  corsario  con  el  objeto  de  ayuJar 
á  los  Estados  del  Sur  contra  los  del  líorte,  sería  culpable  de 
jpirateríaP 

Muchas  veces  han  declarado  las  Naciones  que  tratarían 
como  piratas  á  los  corsarios  que  tomasen  parte  en  la  guerra  con 
sus  eneniiííos,  siendo  estos  verdaderos  Estados.  Con  mayor  ra- 
zón, puess,  «e  podrá  hacer  lo  mismo  respecto  de  los  que  ayudan 
motines. 

En   la  épi.ea  arriba  dicha,  los  Estados    Unidos  proclama- 
ron *'  que  cualquiera  persona  que  obrase  bajo  la  pretensa  auto- 
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ridad  de  los  Estados  rebeldes  y  molestase  los  baques  do  los 
Estados  Cuidos,  quedaría  sujeta  á  las  leyes  de  la  Unión 
dirigidas  á  impedir  y  castigar   la  piratería,^^ 

Agregúese  á  esto  que  el  crimen  de  piratería  con  fiecuon- 
cifi  recibe  de  las  legislaciones  y  los  tratados  y  los  publicistas 
mayor  extensión  que  la  supradicha.  Así  Venezuela  tiene  cla- 
sificados de  piratas  á  los  que  se  ocupan  en  el  tráílco  de  es- 
clavos, y  en  15  de  Mayo  de  1839  se  obligó  para  con  la  Gran 
Bretaña  á  conservar  tal  disposición  y  su  pena.  Así  la  Gran 
Bretaüa  ha  establecido  por  sus  leyes  nuevos  casos  de  x>ira- 
tería.  Así  el  Congreso  de  los  Estados  Unidos  del  Norte  estfi 
autorizado  por  la  Constitución  para  deúnir  y  penar  la  pira- 
tería, como  lo  ha  hecho.  Así  Field  en  su  proyecto  de  Código 
internacional  enumera  como  casos  de  piratería  algunos  no 
comprendidos  en  la  explicación  que  de  ella  dan  Wheaton  y 
otros. 

Lo  que  precede  alegado,  y  más  que  podría  añadirse,  prueba 
que  no  tiene  bastante  peso  la  razón  aducida  por  el  Gobierno 
de  S.  M.  para  objetar  el  punto  que  es  materia  de  la  atenta 
comunicación  de  V.  E." 

doMr!*oSSng.  Cuaudo  Mr.  Coning  sostenía  la  necesidad  de 
reconocer  las  que  habían  sido  colonias  de  España,  se  apoyaba 
con  este  argumento  :  <<Toda  Nación  es  responsable  de  su  con- 
ducta á  laa  otras,  esto  es,  se  halla  ligada  al  cumplimiento  de 
los  deberes  que  la  naturaleza  ha  prescrito  á  los  pueblos  en  su 
comercio  recíproco  y  al  resarcimiento  de  cualquiera  injuria  co- 
metida por  sus  ciudadanos  ó  subditos.'' 

Decreto  del  aobierno  Por  uu  dccreto  del  Presidente  de    la  Ke- 

Nortc-^  axQcricauo  sobre 

el  ''Cántabro.'»  púbHca  dc  Ycnezuela  el  vapor  conocido  hasta 
hoy  con  el  nombre  de  Oántahv^  y  ahora  con  el  de  Oolón^  es 
declarado  como  pirata.  Y  el  Gobierno  venezolano  ha  pedido 
á  este  Gobierno  detener  el  CoUn  en  caso  que  aparezca  en  las 
aguas  de  los  Estados  Unidos,  hasta  tanto  que  se  hayan 
presentado  las  pruebas  de  actos  de  piratería  cometidos  por 
él  en  aguas  venezolanas ;  puesto  que  todas  las  Naciones  están 
interesadas  en   la  represión   de  tales  buques. 
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Se    tíxcitH  H   los   oficiales  de  las  aduauas  á  dar  todos  lo 

*  pasos  qae  sean   necesarios   para  detener  el   Colán  en  caso  qa 

arribe  á  sus  pnertos  ó  lugares  cercanos  á  éstos,  y  á  dar  i: 

mediatamente  informes  de  los  hechos  al  Departamento.    (Vea 

secciones  4.296  y  4.297,  Estatutos  revisados). 

Caso  deiTapor  «-Teiú-       Haco  aiguuos  auos  que  se  comvró  en  Sai 

grafo,"»  y  conducta  de  loa      _,  ^  _  -       j      m  ir       u»         g-% 

ÉstadoB  Unidos.  Thomas  un  vapor  denominado  Telégrafo.  C^ 
bandera  americana  salió  para  Santo  Domingo  llevando  á  bor 
al  General  Luperón,  que  iba  á  hacer  una  revolución  al  Pr 
sidente  General  Buenaventura  Báez.  Aunque  no  llevaba  m 
niciones  de  guerra,  sino  sólo  revolucionarios,  el  Gobierno  de  ] 
Estados  Unidos  envió  buques  de  guerra  que  lo  apresaran  ook 
pirata,  sin  embargo  de  haberle  expedido  el  Cónsul  de  ell 
en  dicha  isla  un  seor'pass» 

Extradición  de  los  in-    '^f^ijolución.— Por    todos    los  autcriores    fa 

dividuos      aprehendidos       ,  .  .    .  •■•  • 

á  bordo  del '  Cántabro.)'  damcutos,  exposicioues  y  cousideraciones. 
Poder  Ejecutivo  de  la  Unión  colombiana  en  vista  de  los  c 
cumentos  que  existen  en  este  Despacho,  y  de  las  leyes  j 
diciales  y  penales  de  Venezuela ;  en  ejecución  de  lo  esti{ 
lado  en  el  artículo  3**.  del  Tratado  vigente  entre  Venezu< 
y  Colombia ;  en  virtud  de  la  demanda  de  extradición  inte 
tada  por  el  Gobierno  de  esa  Eepública ;  teniendo  en  cuei 
los  principios  del  derecho  de  gentes  aplicables  al  preseí 
caso,  y  en  cumplimiento  de  un  deber  de  justicia  y  de  am 
tad  internacional  hacia  una  Kación  vecina,  hermana  y  amij 
— Eesuel  ve : 

1?    Concédese  la    extradición,  por    la  vía    administrati' 
de  los  individuos  que  fueron  aprehendidos  en    Colón  por 
autoridades    colombianas,   como    sindicados  del    delito  de  pi 
tería  cometido  en    las  aguas  territoriales  de  la  Bepública 
Venezuela ; 

2°,  En  consecuencia,  entregúese  al  Gobierno  de  esa  £ 
pública  los  individuos  que  aún  existan  detenidos  en  Colón,  • 
mo  responsables  de  ,  aquel  delito,  y  el  buque  llamado  Co 
tabro  ó  Colón  con  sus  armas  y  demás  objetos  que  se  c( 
sideran  como  instrumentos  del  delito,    y  que   tanto     por    ] 
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Principios  del  derecho  de   gentes    como    por  la  legislación  de 
Véoezaela,  qae  en  el  artículo  470   del    Oódigo    Penal  declara 
¡08  objetos    ó    instrumentos  de   los   piratas  caídos   en  comiso, 
deben    acompañarse    á  la  entrega  de   los  presuntos   reos  ; 

3^  Prevéngase  al  Agente  del  Ministerio  públioo  del  Es- 
tada de  Panamá,  que  intente  ante  quien  corresponda  la  acción 
legal  del  caso  para  exclarecer  y  exigir  la  responsabilidad 
de  los  -funcionarios  públicos  al  servicio  de  la  J^ación  ó  del 
Estado  que  tenían  á  su  cargo  el  deber  de  custodiar  á  los 
individuos  aprehendidos  á  bordo  del  Cántabro^  por  la  fuga 
de  éstos ; 

4?  Particípese  esta  resolución  por  telégrafo  y  por  carta 
oficial  que  llevará  el  correo,  al  Excmo.  Gobierno  de  Yene' 
xaela,  de  quien  se  impetrará  la  mayor  benevolencia  posible 
^    favor  de  los    desgraciados  delincuentes  ;  y 

6?    Dense  las   órdenes     ó    instrucciones    necesarias    á    las 
*^toridades  del  Estado  de  Panamá  y   á  los  agentes  nacionales 
^d  mismo  Estado,  para   que  esta  resolución   tenga  su  puntual 
.  '   afectivo    cumplimiento. 

Pnblíqnese  con  todos   sus   antecedentes   en  el  Diario   Oji- 

^        ¡mtri¿n5*°°'        El    bloqueo   pacífico  debe  ser  considerado  de 
^^   modos,  á  saber:  ó  como  una  declaratoria  efectiva  de  gue- 


^9    6  como  un   acto   pirático.    En    el   primer  caso,    debemos 

*"»rar    en  consecuencia,  sin    hacer    por  nuestra  parte    expresa 

^clarcuiión  de  guerra.    En  el   segundo  caso  debemos  preparar- 

^^    para  la  defensa,  calificar  de   piratas    las  naves   bloquea- 

Oras,  y,  en  previsión   de  contingencias  futuras,  sancionar  es- 

^   principio  en  los  tratados  de  comercio  y  navegación,  que  en 

^  Sucesivo  hayamos  de  suscribir    con  las   potencias    extranje- 
ra. 

Boxnbaideo.   El  Estado      >▼  '      •  ^  i  •  ^         i        i 

^»   ««ponsaucporiaa  No    Kcríi    luoportuuo    haccr    mención   de   los 

2^*^ext»^^^^TÍi  principios    de    derecho    de    gentes    que    han 

^¿SSm  d^tf" '"'"  recibido  nuevo  vigor,  con  motivo  de   preten- 

^/oxiea   fundadas  en    el  bombardeo    de    Valparaíso,    que   fue 
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<en  31  de  Marzo  de  1866.    Una  casa  AQglo-americaaa  allí  es- 
tablecida experimentó    pérdidas  coa  el  ¡Dcendio  de  sus  mer- 
caderías ocasionado  por  los  fuegos.    Se  suscitó  la  cuestión  de 
si  tenía  derecho  á  demandar  do  EspaQa  ó  de  Ohile  la  indem 
nización  de  los  menoscabos.    Sometido  el  punto  al  Procurador 
General,  opinó  por  la  negativa.    En    su  opinión    asienta  qae 
el   hecho,  aunque    de  extremada    severidad,    fue  un   acto    de 
guerra,  y  no  puede  decirse  contrario  á  las  leyes  que  la  go- 
biernan.   Ki  se  omitió  el  aviso  previo  acostumbrado  ení  seme- 
jantes circunstancias  en  favor  de  ios  que  no  combaten.     Le- 
jos de  hacerse  diferencia  en  daño  de  los  extranjeros,  se  pro 
curó  limitarlo  á  las  propiedades  de  la  Eepública.    Las  auto- 
ridades  de  ella  no  ejecutaron  ni  omitieron   ningún  actp   que 
diese  motivo  de  queja  á  los  Anglo-americanos,  ni  les  negaron 
la  protección  debida  á  ellos  y  á  sus  bienes.    "So   se  hizo  de- 
fensa contra  el  bombardeo  porque  habría  sido  infructuosa,   y 
habría  servido  para  agravar  los    daños,   no  estando   entonces 
fortificado  Valparaíso.    Ni  ios  funcionarios  del  país  distinguie- 
ron  á  los  naturales  de  los  extraños:   todos  fueron  del  mismo 
modo  partícipes  del  coman   desastre.     Es   regla    bien    estable- 
cida  del   derecho    internacional,   que  el   extranjero   que   reside 
en  el  país  de  un   beligeranr>e   no   puele   pretender  iu«lemiiiza- 
cióu  de  las  pérdidas  que  padece  en  sus  bienes,  acarreadas  por 
actos    como  el  de  que  se  trata.     El    abogado  cita  después    el 
caso  del  bombardeo  de  Copenhague  por  los  ingleses  en  1807, 
en  que  la  Gran  Bretaña  no  admitió  ninguna  reclamación,  sin 
embargo  de  los  gravísimos  perjuicios  causados   á   los   extran- 
jeros de  aquella  ciudad,  y  de  uo   haber  precedido    declaración 
de  guerra  contra  Dinamarca,  ni  fundamentos  justificativos  del 
bombardeo.    Becordó  también  el  de  San  Juan  de  Nicaragua, 
ejecutado  por  la  balandra    Cyane,  con   detrimento  de  propie- 
dades de  franceses  allí  establecidos.    Por  conducto   de  su  Mi- 
nistro en   Washington,    pero  sin   la  sanción    expresa   del  Go- 
bierno  imperial,  ellos   presentaron   una    demanda    de    resarci- 
miento.   Mr.  Marcy,  á  la  sazón  Secretario  de  Estado,  respondió  : 
— ''  El  infraescrito  no  tiene  noticia  de  que  alguna  vez  se  haya 
controvertido  seriamente,  ó  dejado  de  seguirse   en  la  práctica. 
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-el  principio  de  que  los  extranjeros  domiciliados  en  un  país 
beligerante  han  de  compartir  con  los  eiudail^uos  de  él  la 
suerte  de  la  gneria.^' 

La  misma  máxima      Sicndo  csta   máxima  la  que  se  proclamó  en 

aplicable  á  conmociones 

políticos  internas.  la  ley  de  6  dc  Marzo  de  1854  con  respecto 
á  las  conmociones  políticas ;  la  prohijada  en  ley  colombiana 
de  19  de  Abril  de  1865;  la  qae  presidió  al  convenio  cele- 
brado por  el  señor  Toro  en  Santander  en  18G1 ;  la  que  halló 
cabida  en  el  tratado  qae  él  mismo  hizo  con  Italia  ea  Junio 
de  aqael  año :  no  se  comprende  la  razón  de  que  se  haya 
protestado  contra  ella  en  algunos  casos.  Toda  la  diferencia 
consiste  en  que  allí  se  aplicaba  á  la  gnerra  de  Estado  á 
Estado,  y  aquí  se  contrae  especialmente  á  las  discordias 
intestinas.  Mas  toda  dificultad  desaparece  si  se  reflexiona 
que  ellas,  ó  tienen  cierta  extensión  y  otras  circunstancias,  y 
entonces  se  denominan  guerra  civil,  y  se  gobiernan  por  las 
propias  leyes  de  la  internacional ;  ó  no  llegan  á  tal  magni- 
tud, y  en  esta  hipótesis  constitayen  sólo  un  delito  privado  co- 
mo la  injuria,  el  hurto,  el  robo,  de  que  ninguna  Nación  ha 
pensado  en  hacer  responsables  á  los  demás.  En  las  con- 
troversias á  que  batí  dado  origen  la»  frecuentes  reclamacio- 
ues  instituidas  contra  Venezuela,  un  ha  ci:;sado  de  invoisirse 
regla  tan  justa  como  saludable.  (Menioria  de  Eeladoues 
Exteriores  de  Venezuela,  1869). 

Bombardeo  de  vaipftrftíso.       "  Estados  XTuidos    dc  Venozuela. — Ministe- 

Opinión  del  Gobierno  .,-»<»   i      .  -n    j.      •  «« 

dovenesaoia.  rio  dc  Kelacioues   JiiXteriores. — Sección    Gen- 

traK— Número  129.— Caracas,  Mayo  16  de  1866.— Año  3*  de 
de  la  Ley  y  8?  de  la  Federación.— El  infraescrito,  Encargado 
del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  ha  leido  al  Gran  Oiuda  - 
daño  Mariscal  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela  la 
nota  que  con  fecha  del  14  le  dirijióel  señor  Encargado  de  Nego- 
cios de  España;  y  siguiendo  las  órdenes  del  Primer  Magia- 
trado,  tiene  el  honor  de  contestar  á  la  Legación  del  modo  que 
va  á  verse. 

Principia  el  señor   Oeballos   por    hacer  una   reseña  d€ 
sucesos  que  ha  habido  en  esta  capital   y  en   La  Guaira  c 


122  INTRODUCCIÓN 


qae  llegó  el  último  vapor  de  Saint  Thomas,  trayendo  la  do- 
ticia  del  bombardeo  de  Yalparaiso  por  la  escuadra  española. 
En  cnanto  á  las  demostraciones  de  la  prensa,  el  señor  Mi- 
nistro reconoce  qne  ella  no  está  sujeta  al  Gobierno  ;  y  en 
verdad,  la  Oonstitución  Federal  garantiza  á  los  venezolanos 
la  absoluta  libertad  del  pensamiento,  sin  restricción  alguna 
en  el  caso  de  que  se  trata.  Así,  cualesquiera  que  hayan  sido 
las  calificaciones  á  que  se  alude,  en  ellas  no  hay  materia  im- 
putable á  las    autoridades. 

Las  manifestaciones  populares,  como  el  señor  Cebailos 
también  expresa,  han  sido  objeto  de  vigilancia  para  las  au- 
toridades, á  fin  de  impedir  que  pasando  más  allá  de  lo  lícito, 
llegaran  á  lastimar  derechos  que  el  Presidente  de  la  Eepú- 
blica  ha  cuidado  de  hacer    respetar. 

Los  demás  actos  á  que  se  refiere  la  Legación,  acreditan 
igualmente  el  celo  de  loa  públicos  funcionarios  y  de  los  ciu- 
dadanos por  quitar  á  la  expresión  de  un  sentimiento 
nacional  todo  lo  que  pudiese  tener  de  impropio  ó  menos  me- 
ditado, siendo  tales  las  leyes  del  decoro,  que  nunca  con- 
viene infringirlas,  ni  aun  en  medio  de  la  exaltación  que  las 
causas  de  enemistad  producen. 

El  señor  Encargado  de  Negocios,  pasando  á  consideracio- 
nes de  otro  género,  después  de  copiar  algunas  palabras  de 
la  contestación  del  Congreso  al  último  Mensaje  del  Presidente 
de  los  Estados  Unidos,  en  las  cuales  se  condena  el  bombar- 
deo de  Valparaíso,  ha  creído  oportuno  manifestar,  que  para 
el  Gobierno  español  no  tendrá  ese  juicio  importancia  ni  valor, 
como  emanado  de  juez  incompetente  para  decidir  las  contien- 
das entre  Naciones  soberanas  que  no  han  solicitado  la  media- 
ción y  arbitraje  de  aquel  cuerpo,  y  porque  en  nada  disminuye 
la  razón  que  asiete  á  España  para  obtener  por  la  fuerza, 
agotados  todos  los  medios  conciliatorios,  reparación  de  \o^ 
agravios  sufridos. 

El  ínfraescrito  pudiera  decir  á  la  Legación  de  S.  M.  C, 
como  en    casos  análogos   han  dicho     los   Estados    Unidos    de 
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Amérioa,  qae  las  comunickoiones  de  an  Departameuto  del 
Gobierno  á  otro,  tienen  au  carácter  doméstico,  y  el  lenguaje 
que  en  las  mismas  se  usa,  no  justifica  á  ninguna  potencia 
extranjera  para  fundar  en  él  reclamaciones,  aunque  contengan 
errores  ó  allí  se  saquen  injustas  consecuencias.  Esto  bastaría 
por  toda  contestanción ;  mas  el  abajo  firmado  añadirá  que  el 
Congreso  no  se  ha  hecho  juez  de  las  contiendas  existentes 
entre  España  y  Chile,  ni  pretende  que  se  sometan  á  su  fallo. 
TTnicamente  ha  manifestado  el  modo  de  ver  de  la  República  de 
Venezuela  acerca  del  acto  ejecutado  contra  Valparaiso  por  la 
escaadra^spañola  en  ei  Pacífico.  También  es  Venezuela  una 
Nación  soberana ;  y  así  por  esto  como  por  pertenecer  á  la  sociedad 
que  forman  todos  los  pueblos  del  universo,  y  de  consiguiente  ha 
liarse  interesada  en  la  observancia  de  los  grandes  principios  que 
regalan  sus  mutuas  relaciones  en  paz  y  en  guerra,  se  cree  con 
derecho  para  opinar  sobre  la  conducta  de  los  demás  miembros 
de  la  asociación,  y  para  expresar  libremente  sus  juicios.  La 
violación  de  una  regla  del  derecho  internacional  cometida  con 
nn  Estado,  es  una  amenaza  para  los  otros,  muy  señaladamente 
cuando  sus  circunstancias  los  colocan  en  la  misma  situación 
del  país  ofendido.  No  parezca  pues,  extraño  que  tomen  interés 
anos  por  otros,  que  demuestren  sus  simpatías,  que  aboguen  por 
la  causa  de  la  razón  y  de  los  principios.  Siempre  se  ha  vis- 
to la  vindicta  humana  como  una  de  las  principales  sanciones 
del  derecho.  Si  para  España  no  tiene  ninguna  importancia  la 
opinión  de  Venezuela,  no  se  comprende  el  objeto  con  que  el 
Gobierno  de  S.  M.  le  ha  comunicado,  por  el  órgano  del  señor 
Oeballos,  diferentes  circulares  relativas  á  sus  desavenencias 
con  el  Perú  y  Chile.  Y  sin  embargo,  es  general  la  práctica 
de  publicar  manifiestos  cuando  se  apela  al  doloroso  recurso 
délas  armas;  y  procurando  demostrar  que  la  justicíale  favo- 
rece, cada  beligerante  se  empeña  en  ganar  opinión  para  su 
causa. 

Así  como  en  Europa  hay  un  concierto  de  Naciones  que 
viven  bajo  un  sistema  común,  así  en  la  América,  por  motivos 
más  poderosos  que  aquellos  de  que  proviene  semejante  unión 
allá  en  el  viejo  mundo,  existe  una  estrecha  sociedad  entre  los 
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paebloa  que  nn  tiempo  dependieron  de  ERp^ua,  y  que  los  hace, 
en  determÍDados  pantos,  inseparables  á  unos  de  otros.  Por  esto 
ban  concluido  entre  sí  ahora  y  antes,  tratados  de  alianza,  liga 
y  Confederación.  Por  esto  hay  entre  ellos  la  mancomanidad 
de  que  otra  vez  se  ha  hablado  ni  se&or  Ministro  de  España. 
Por  esto  no  puede  Venezuela  mirar  indiferente  lo  sucedido  en 
Valparaíso,  mucho  menos  cuando  su  opinión  es  conforme  á 
la  de  crecido  número  de  agentes  extranjeros  que  se  opusieron 
al  acto  ó  de  él  protestaron. 

Por  lo  demás,  una  cosa  es  lo  que  reclama  la  dignidad  de 
Venezuela  como  Nación  y  Eepública  americana,  y  otra  lo  que 
pide  de  ella  la  justicia.  Esta  no  le  permite  de  ningún  modo 
desconocer  los  empeños  contraidos  con  el  Gobierno  español  en 
el  convenio  citado  por  la  Legación.  El  individuo  en  que  se 
ha  fijado  la  elección  del  Presidente  para  celebrar  el  ajusto  de- 
finitivo de  las  reclamaciones  españolas,  no  podrá  seguir  lue^o 
á  su  destine,  habiendo  de  detenerse  en  otra  parte  por  el  cui- 
dado de  su  salud;  mas  á  su  tiempo  se  le  comunicarán  las  ór- 
denes requeridas  para  el  cumplimiento  de   su  encargo. 

Eenueva  el  infraescrito  al  señor  Geballos  las  protestas  de 

su  consideración  distinguida. — Dios  y  Federación.— (Firmado), — 

Rafael  Séijas.-^Seííov  don  J.  A.  López  de  Oeballos,  Encargado 

de  Negocios  de  España.— (Memoria  de  fielaciones  Exteriores, 
1867). 

hispaiSmerioaiia.  "  Estados  Unidos  de  Venezuela.— El  Presidente 
de  la  República. — Ciudadano  Presidente  del  Congreso  Nacional. 
— La  próxima  clausura  de  las  sesiones  del  Congreso,  coinci- 
diendo con  las  noticias  que  acaban  de  recibirse  del  doloroso, 
del  funesto  bombardeo  de  Valparaiso,  por  la  escuadra  espa- 
ñola ;  la  natural  excitación  que  ellas  han  producido  en  nuestros 
pueblos;  la  visible  imposibilidad  de  un  término  satisfactorio 
para  ambos  beligerantes ;  las  probabilidades  que  asoman  en 
un  porvenir,  quiz4  poco  distante ;  y  la  gravedad  de  las  obli- 
gaciones que  me  ha  impuesto  la  Nación,  al  honrarme  con  sus 
votos  para  dirijirla  constitucionalmente  por  el  camino  de  la 
libertad,    del  deber   y  del    honor,  me   im])onen    la  necesidad  de 
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ocer  esplícitamente  la  volaotad  nacioua),  de  la  caal    sólo 

de  ser  órgano    fiel  y   legítimo  el   Cuerpo  augusto   en  que 

ha   colocado  á  los  Eepresentautes  del  pueblo  y  á  los  Ple- 

otenciarios  de  los  Estados. 

YeDCzaela  fue  la  primera  qae  proclamó  la  lodependencia 

ericana;  la  que  sostuvo  quince  años  la  gaerra,  en  que  fue 

a  siempre  y  tan  gloriosamente  conquistada';   la  que  mandó 

Bimi^    hijos  hasta  las  cercanías  del  Plata;  la  que  con  más  cons- 

Xai*xicia  ha   cultivado  la  fraternidad   de  la  gran  familia  conti- 

Di^xital  y   sostenido   la  unidad    de  su  santa  causa ;  y  ha  sido 

V^    primera  en  aprobar,  con  el  concurso  de  sus  poderes  públicos 

7  Ql  de  la  opinión  nacional  los  dos  grandes   Tratados  Ameri- 

CUIDOS  celebrados  en  Lima  el   año  anterior.    La  solidaridad  en 

^  eomúu   defensa  de  la  integridad  del  propio  imperio  de  todas 

y  cada  una  de  ellas,  en  cuyos  dos  grandes  derechos  soberanos 

consiste  esa  independencia,  propiedad  y  gloria  de  las  Bepúbli- 

blieas  del  Nuevo  Mundo,  es  un  principio  cardinal  6  inexorable 

de  la  política  de  Venezuela.    A  sostenerlas  para   siempre  nos 

eomprometen  nuestros  anales,  nuestros  más  sagrados  intereses 

j  nuestra  gloria. 

Mi  Gobierno,  fiel  á  su  alta  misión,  pone  la  actualidad  de- 
Jante  del  Congreso  con  la  franqueza  que  le  corresponde  obrar, 
y  excita  al  augusto  Cuerpo,  órgano  legítimo  de  la  Nación,  á 
emitir  su  juicio  en  tan  delicadas  como  graves  circunstancias, 
para  encontrarse  siempre  asociado  á  la  voluntad  pública  y 
poder  contar  con  su  cordial  y  robusto  apoyo. 

Con  la  más  alta  consideración  soy  del  ciudadano  Presiden- 
te muy  obediente  servidor.— J.  C.  Falcón.^^ 

Ciudadano  Presidente  del  Congreso  Nacional. — La  Co- 
misión encargada  para  presentar  la  minuta  de  contestación  al 
Mensaje  del  Gran  Ciudadano  ^lariscal  y  abrir  concepto  sobre 
ia  grave  materia  á  que  aquel  se  refiere,  tiene  el  honor  de 
hacerlo,  proponiendo  el  proyecto  de  contestación  que  sigue : 

''Puesto  el  Mensaje  que  tuvisteis  á  bien  dirigirme  el  día 
7  del  corrieüte,  cu  consideración  del  Congreso,  y  después  de 
oído  el  parecer  de  una  Comisión  de  su  seno,  ei  augusto  Cuerpo 
ha  BCorda<lo  daros  la  respuesta  siguiente: 
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El  Gongrene  de  los  Estados  üoidos  d»  Yeoezaela,  consi  - 
dera  atentatorio  á  la  dignidad  de  las  Eepúblicas  americanas, 
no  menos  qae  al  derecho  y  las  prárCticas  del  mundo  civilizadp, 
el  bombardeo  y  destrnoción  de  la  ciudad  desarmada  é  inde* 
feusa  de  Valparaíso  por  la  escuadra  española   del  Pacífico* 

El  pueblo  chileno,  prefiriendo  su  sacrificio  á  la  humilla- 
ción, ha  cautivado  ^ara  siempre  la  admiración  de  todo  pue- 
blo culto;  ha  radicado  y  perpetuado  el  amor  ya  tradicionar  del 
pueblo  de  Venezuela,  y  ha  grabado  en  los  anales  americanos 
un  alto  y  fecundo  ejemplo  del  más  noble  patriotismo. 

El  Poder  Ejecutivo  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela 
tendrá  como  norma  de  su  conducta,  mientras  se  expide  la  ley 
correspondiente^  el  tratado  de  alianza  celebrado  en  el  Con- 
greso continental  de  Lima  y  firmado  el  23  de  Enero  de  1865, 
aprobado  por  la  Legislatura  j^acional  en  5  de  Junio  y  ra- 
tificado por  el  EjecHtivo  en  14  del  mismo  mes  y  año,  y  llegado 
que  sea  á  su  juicio  el  oasiis  faederis  establecido  en  su  artículo 
1^,  y  definido  en  ios  tres  parágrafos  que.  lo  explican  y  am- 
plían, le    corresponde  hacer  la  competente  declaratoria. 

Hecha  que  sea  esta  por  virtud  del  mismo  tratado,  queda 
autorizado  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Unión  para  cumplir  en 
todas  sus  cláusulas,  las  estipulaciones  que  dicho  tr^itado  con- 
tiene y  muy  especialmente  la  de  su  artículo  2? 

Todos  los  recursos  de  la  Nación,  y  cuantas  medidas  exija 
tal  situación,  quedan  confiados  al  Poder  Ejecutivo  por  el  pre- 
sente acto.'' 

Caracas  :  Mayo  9  de  1866. — A.  Ouzvián  Blanco. — Manuel 
jy.  Vetancourt, — B,  Barrios, — Andrés  M.  Eiera  Aguinagalde. — 
Antonio  Par^oP 

zue?a"lobrrSiaue8^¿er.        ^^    autofidad    extrajo   del    vapor    alemán 

canessurtos^ensuspuer-      J^^^^ylfjf^    ^q    1871,     dOS   GcneralCS  OCUpadOS  CU 

operaciones  hostiles  á  tiempo  qae  o^^taba  surto  en  el  puerto 
de  La  Guaira  tomando  carga.  Aquellos  procedían  de  Curazao 
ó  iban  de  pasajeros  coii  dirección  á  Trinidad  á  unirse  á 
los  suyos,  y  conduciau  planes,  oficios  y  cartas  revolnciona- 
rioM.    Con    el    fundamento  de  constituir   ellos   y    sus   papeles 
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contrabando  de  gaerra,  y  sobre  todo  de  hallarse  en  actitud 
•enemiga,  y  bajo  la  jarisdicción  nacional,  se  jastifíca  el  hecho 
de  manera  que  no  sólo  no  tuvo  cousecaenoias  desagradables, 
sino  que  estableció  un  antecedeote  imitado  en  otros  casos  con 
igual  buena  suerte,  sin  embargo  de  la  negativa  del  Capitán 
de  la  nave  y  del  Cónsul  de  aquella  plaza  á  la  extradición 
de  dichos  individuos. 

otrocoao.  Uu  iudividuo  quo  estaba  bajo  la  vigilancia  déla 

policía,  se  embarcó  en  La  Guaira  á  bordo  de  un  vapor  paquete 
de  la  compafiía  trasatlántica.  Sdpolo  el  señor  Gobernador  del 
Distrito  Federal,  y  se  puso  en  comunicación  sobre  el  caso  con 
las  autoridades  de  Paerto  Cabello,  adonde  se  encaminaba  el 
bngue.  A  la  llegada  de  la  nave  allí,  el  tribunal  competente 
reclamó  la  entrega  de  aquel  ciudadano.  Oponíanse  á  un  tiempo 
«I  señor  Yice-cónsul  de  Francia  y  el  Comandante  del  paque- 
bote;, y,  habiendo  consultado  al  señor  Encargado  de  Negocios 
de  su  Ilación,  señor  Marqués  de  Tallenay,  él  juzgóque  se  debia 
entregar,  como  se  hizo,  á  dicho  individuo.  Esto  fue  cuanto 
pasó;  mas,  como  sucede  siempre  en  tales  cirrunstaucias,  se 
enviaron  fuera  por  personas  desautorizadas  informes  inexactos, 
repetidos  en  periódicos  en  qse  no  ha  parado  la  atención  el 
público  juicioso.  >To  ha  tenido  progreso  el  asunto;  lo  que 
implica  la  aprobación  del  Gobierno  de  Francia  á  la  conducta 
de  su  representante  en  Venezuela. 

de  la  G^J^Brotaña.  El  Príncipc  Eogcntc  do  la  Gran  Bretaña 
en  su  declaración  de  las  causas  de  la  guerra  de  1812  con  los 
Estados  Unidos  de  Norte  América,  declaró  como  derecho  be- 
ligerante la  prisión  de  los  marineros  ingleses  en  buques  mer- 
cantes neutrales,  aun  en  alta  mar  como  inviolable,  negando 
que  pueda  ser  considerado  violacióu  de  la  bandera  neutral  ni 
medida  hostil.  Wheaton  <^  Elementos  de  derecho  internacio- 
nal,^ 2*  edicióa  anotada  por  William  B,  Lawrence,  Londres  ISCá, 
página  217,  estima  como  un  derecho  beligerante  la  aprehensión 
en  buques  neutrales  de  personas  asimiladas  al  contrabando  de 
guerra,  aun  en  alta  mar :  y  en  la  misma  página  más  adelante, 
citando  en  su  apoyo  de  una  mauera  geueral  á  ios  estadistas  y 
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publicistas  coiitifientaleSy  exceptúa  como  caso  específico  de  la 
inmauidad  de  las  personas  aquellas  en  actual  servicio  militar 
del  enemigo. 

la  *•  (iSSrteriy  Keyicw."  La  Quartcrly  BevieWj  número  221,  Enero  1862^ 
artículo  8"*  página  140,  edición  americana,  se  ocupa  del  dere- 
cho de  apresamiento  en  alta  mar  en  buques  neutrales,  y  al 
reconocer  como  abandonado  ese  derecho  por  la  Gran  Bretaña, 
limita  el  abandono  á  los  marineros  que  antes  apresaba  aquella 
bandera,  por  el  principio  de  fidelidad  irrenunciable,  y  deja  en 
pié  el  derecho  de  apresamiento  del  enemigo  en  armas. 

Opinión  El  Gabinete  francés  servido  por  Mr.  Thou- 

de  Francia  y  Estados  ii/r       a  j     hm--    •   j. 

Unidos.  veuil  á  un  tiempo  con  Mr.  Seward,  Mmistra 

de  Belaciones  Exteriores  de  los  Estados  Unidos,  siguiendo  las 
modernas  Naciones  que  vienen  modificando  en  el  derecho  de 
¿entes  algunos  de  los  derechos  bélicos,  si  bien  admitieron  en 
1862  que  estuviese  abandonada  la  pretensión  de  apresar  per- 
sonas en  buques  neutrales  en  alta  mar,  expresamente  recono  • 
cen  la  excepción  de  loa  militares  en  actual  servicio  del  ene- 
migo. 

de  FríndíTingultcrra.  Oonformc  á  las  declaracioués  de  los  Gobier- 
nos de  Francia  é  Inglaterra  en  la  guerra  de  1854,  la  orden 
en  consejo  de  17  de  Febrero  publicada  en  el  London  Oazette 
reconociendo  la  inmunidad  de  la  propiedad  enemiga  en  buque 
neutral  y  la  del  neutral  en  buque  enemigo,  sujeta  á  embargo 
en  alta  mar  las  armas,  municiones,  pólvora,  artículos  de  ma- 
rina y  materiales  para  la  fabricación  de  tales  elementos,  como 
máquinas  de  vapor  marinas,  tornillos,  cilindros,  ruedas,  calderas 
y  tubos,  y  todas  y  cualesquiera  partes  componentes  de  máquinas 
de  vapor. 

«  Edimburg  Review.-'  Sít  Jamcs  Graba m  al  tratar  en  Parlamento 
del  carbón  mineral  lo  califica  de  artículo  ancípitis  visuy  es  de- 
cir, no  siempre  necesariamente  contrabando,  pero  sí  cuando 
exista  presunción  de  ser  aplicado  al  uso  del  enemigo.  ( Eevista 
de  Edimhurgo,  número  203,  artículo  C?,   Julio  de  1854.) 
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^  ,  ,    opwdn  El  Foreing  OflFioe  declaró  en  Mayo  de  1859, 

4al  VocoiDg  Office  inglés         ,     .  ^  **,  ^       ,      ^  .  ^ 

■obre  eimismopunta  al  tiempo  de  la  guorra  entre  la  Francia  y  Cer- 
defia  con  el  Anstria,  qne  uo  podían  determinarse  con  preci- 
Bi6n  los  objetos  de  embargo  ó  de  confiscación  en  bnqnes  nen- 
trales  de  nna  manera  previa,  que  según  los  casos  y  la  mayor 
6  menor  conjetura  de  que  sirviesen  para  hacer  la  guerra,  sería 
decidido  en  cada  caso. 

El  Lord  Brougham  declaró  en  la  Cámara  de  Lores  al  tiempo 
de  la  guerra  del  Norte  con  la  Oonfederación  del  Sur,  que  según 
las  mejores  autoridades  era  confiscable  todo  aquello  que  en 
posesión  del  enemigo  mejorase  sus  aptitudes  para  hacer  la 
gaerra. 

Opinión  de  Lord  El  Lord  Grauville,  a<!tual  Secretario  de  Re- 

OnuaTille  y  Lord  Kins-      ,       .  -^    ^      .  .      ,       ^  -^  ^ 

town.  lacioues  Exteriores  de  la  Gran  Bret>iua  ex- 

presó la  misma  opinión,  y  la  misma  fue  apoyada  por  Lord  Broug- 
bum  y  por  Lord  Kinstown. 

Moieiey.  -Mofeley,  eu  su  '^contrabando  de  guerra"  lleva 
el  examen  del  dert't^ho  de  embargo  sobre  aquello  que  paede 
seivir  al  enemigo  no  sólo  al  estado  de  guerra,  sino  á  la  pre- 
sunción inminente  de  la  guerra. 

Beyechocc.  Bijm  Bevechoce,  según  Duponceau,  es  terminante 
en  la  materia.  El  dice  :  ^'porque  aunque  sea  legal  para  nosotros 
hacer  el  comercio  con  los  enemigos  de  nuestros  amigos,  no  po- 
demos llevar  á  algunos  de  los  beligerantes  aquello  que  es  necesa- 
rio en  la  guerra,  como  cañones,  armas,  y  lo  que  es  más  esencial- 
mente- útil,  soldados.  La  ley  nos  ha  prohibido  proporcionar  á 
un  beligerante  tales  cosas,  porque  sería  como  hacer  nosotros 
la  guerra  á  nuestros  amigos." 

«•continentaijoumai.'  El  Continental  Journal  dice:  sábese  que 
existen  dos  sistemas  entre  los  cuales  se  han  dividido  los  pu- 
blicistas durante  siglos.  El  primero  es  el  déla  doctrina  fran - 
cesa,  que  Francia  ha  hecho  prevalecer  en  toda  ocasión  desde 
los  tratados  de  Utretch,  los  cuales  limitan  el  contrabando  de 
guerra  á  las  armas,  municiones  y  hombres  y  cosas  que  sirven 
directa  é  inmediatamente  á  las  operaciones  de  la   guerra.    El 
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segundo  es  el  de  luglaterra,  que  extiende  á  otros  objetos  la 
misma  calificación. 

Lord  Bussoii.  Lord  Bossell  en  su  iiltimo  despacho  relativo  al 
tren,  siguiendo  á  Bijm  Revechoce  aparece  en  la  doctrina 
francesa  y  expresamente  menciona  las  armas,  municiones  y 
soldados. 

wheaton.         Bcspecto  á  notas  ó  despachos  (  de  que  indada-- 
blemente  eran  portadores  los  militares  facciosos  que  se  tras — 
portaban  de  Curazao    al  Oriente,)  es  en  opinión   de  Wheaton 
mucho  más  grave  que  la  conducción  de  cualquier  contrabando 
de  guerra. 

scott.  SirW.  Scott  asienta;   "dos  ó  tres  cargamento! 

de  elementos  militares  son  una  asistencia  de  limitada  extiensión; 
pero  la  trasmisión  de  un  despacho  puede  encerrar  el  plan 
entero  de  nna  campaQa  que  destruya  todos  los  planes  del  otro 

beligerante."  Y  en  otra  parte  dice  :  "la  conducción  de  un  des- 
pacho es  por  tanto  un    acto  de  la  más  hostil  naturaleza."^ 

Yenesueía.  Scgúu  cstd  doctríua  el  buquc  neutral  que  & 
sabiendas  condujere  tales  despachos  á  uno  de  los  enemigos,  me- 
rece una  condenación  mayor  que  si  condujera  contrabando  de 
guerra. 

Eobinson,  al  hablar  del  caso  del  Atdlant  declara  que 
debe  ser  confiscado  ese  buque. 

Ya  se  ha  dicho  en  otra  ocasión  que  el  imperio  de  Ale« 
mania  tampoco  reclamó  del  uso  que  hizo  el  Gobierno  de  la 
República,  de  la  jurisdicción  de  ella  sobre  naves  mercantes 
surtas  en  aguas  territoriales,  sacando  del  paquete  alemán  Ba^ 
varía,  en  1871,  dos  Generales  que  se  habían  embarcado  á  bordo 
de  él  en  Curazao  y  que  se  encaminaban  á  Oriente  para  unirse 
á  revolucionarios. 

Así  se  ha  confirmado  el  saludable  principio  de  dicha 
jurisdicción,  perfectamente  establecida  sobre  las  aguas  maríti-- 
mas  comarcanas  hasta  cierta  distancia,  complemento  indispen-* 
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sable  de  los  derechos  de  soberanía  sobre  la  porción  terrestre 
de  sa  saelo.  Oou  efecto,  si  la  comunidad  de  la  alta  mar  se 
extendiese  hasta  la  parte  contigaa  á  la  costa,  íácil^  es  concebir 
á  qué  embarazos  y  peligros  se  hallarían  expuestas  las  Naciones 
díAñamente  en  el  ejercicio  de  sas  facultades  en  punto  á  de- 
fensa, navegación,  comercio,  contribuciones,  policía  de  puertos 
etc.,  etc.  Por  esto  se  considera  universalmente  que  el  dominio 
de  todo  Estado  llega  en  sus  aguas  confinantes  hasta  donde 
alcan^Q  el  tiro  de  los  cañones  colocados  en  la   ribera. 

jT  Consecuencia  de  esta  doctrina  es  el  ejercicio  de  la  sobe- 

ranía en  esa  porción  de  agua  llamada  territorial,  y  que  per- 
tenecQ  al  Estado  tan  completamente  como  las  demás  partes  del 
misncio. 

^a.Titefeiime.  Citaré,    aunque  ésta  es  una  doctrina  y  prác- 

tica   por    todos  los  publicistas  reconocida,   á    algunos  que  han 
tratudo  el  punto    ex  professo.    Hautefeuille,  en  su  obra    "  De 
Vm   derechos   y  deberes    de   las  Naciones  neutrales  en   tiempo 
d^  Sierra  marítima,"  después   de   haber    establecido    y     pro- 
bado el  principio  de  la    libertad    absoluta  del    mar,  presenta 
tt^o  primera    excepción   de    él   los   mares  territoriales,    que 
^M'  ba&an   las  costas,    confinan    con    ellas  y  en  cierto  modo    les 
ntVQQ  de  fronteras.    Los     considera    sometidos     á  la  Nación 
dueSo  de   la   costa,  como  que  están  bajo   su  dominio  de  igual 
^*  DOdo  y  por   el  mismo  título   que  la  tierra,  como  susceptibles 
de  posesión  y   de  posesión   exclusiva.    Se  funda    en  que     la 
Iftoón  puede  hacerse   respetar  allí,  castigar  á  los   violadores, 
tlfijar  las    naves  que  quisieran  acercarse  contra  su    voluntad 
6  destruirlas   si    resisten   á   sus  órdenes ;  en  que   el    pueblo 
riberefio  tiene,  además  de  poder,  interés   grande  en    alejar  á 
loe  otros  de  sus  riberas,    limitar,  reglamentar    la   navegación, 

■ 

0xolairlos  del  uso  libre  que  lo  perjudicaría  en  el  provecho 
de  sa  posesión,  y  lo  expondría  á  súbitas,  imprevistas  agre- 
jriones ;  en  que  las  producciones  de  sus  aguas  forman  para 
el  dueño  un  recurso  precioso  y  agotable;  en  que  sin  tal 
imperio  y  dominio  se  uniquílarÍMn  las  bases  del  comercio  ex- 
terior, hoy    fuente  la    luas    fecunda    de  la    fuc^rza    y    prosiíori- 
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dad  de  las  Nacíoiies.    De  aqaí  dedace  la    propiedad  de    ellas 
eu    los  mares    territoriales,  y    el  goce  de   todos  los  dereohos 
do  soberanía  sin  excepción,  como  si  se   tratase  de  territori# 
terrestre :  prohibición  absoluta,  ó  limitada  de  navegar,  fijaeiÓB 
del  número  de  bnqaes  de  guerra  que  pueden  entrar,  yisitaB  de 
aduana,  establecimiento  de  impuestos  de  comercio  etc.    El  aa< 
tor  signe    las  opiniones   de  su  patria,  Francia,  cuando  asientib 
que  los  extranjeros    que    entran    en  este    territorio  reservad^ 
deben    someterse  á.  las    leyes   del   príncipe,  eu    lo    que    coO'^ 
cierne  á  todas  las  relaciones  con  el  territorio  y  los  liabitanteé, 
del  mismo  modo    que  si    habitaran    ó    atravesaran    la    parte 
terrestre   de  sus  Estados ;  pero  que  en  orden  á  las   relaoionéi 
de    los  hombres    de  la  tripulación    de  una   nave  entre    al  ¿d.{ 
están  sometidas  á   esa    ley.    Con  copia    de     razones    soBtie^J 
que  toda  nave,  sea  de  guerra,  sea   mercante,  forma  parte  dÜj 
territorio  de  la  Kación  á  que  pertenece ;  que  continúan  adml 
nistradas,    gobernadas  y  protegidas  por  las  mismas  leyes  ^l 
el    territorio  continental,  pero   que  los    buques  mercantiles,  iéilig. 
sus  relaciones  con  el  país  extranjero  en    cuyo  puerto  se  haibi^ 
y  con    los  habitantes,  están    sometidos  á   la   ley   del  soberanea 
extranjero.  ., 

En  la  referida  obra  no  se  examina  la  cuestión  del  asit  m 
eu  bajeles  de  otro  Estado ;  pero  se  añrma  que  el  hecho  <fS 
recibir  á  bordo  de  ellos  á  un  subdito  prófngo  es  un  beclítí^ 
exterior,  una  relaí:ión  con  el  territorio  extranjero  y  de  con- 
siguiente uu  hecho  que  entra  en  la  jurisdicción  del  soberauó  | 
local ;  de  donde  resulta  que  este  último  tiene  el  derecho  dé 
exigir   la   entrega  de  los   culpados. 

Sin  embargo,  en  un  nuevo  libro  que  publicó  en  1868  con 
el  título  de  ^'  Guestiones  de  derecho  marítimo  internacional," 
no  sólo  condenó  el  proceder  de  los  Estados  unidos  en  el  asunto 
del  paquete  inglés  Trentj  del  cual  extrajo  el  Gomandaute  del 
San  Jacinto  á  los  comisionados  de  la  Confederación  del  Suf' 
seücres  SlideU  y  Masón  y  á  sus  dos  secretarios,  adelantán- 
dose hasta  á  negar  que  la  conducción  de  despachos  cous-  < 
titnya  contrabando,  aunque  en  su  primera  obra    habla    cali- 
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ficado  de  hostil  eso  trat^porte  eu  baqae  especial  meóte  des- 
tinado al  objeto  por  el  beligerante  mismo,  sino  que  se  ocapa 
en  el  caso  del  AtmiSj  paqaete  fraacés,  y  decide  también 
-contra  las  autoridades  italianas  qae  apresaron  en  él  á  cinco 
hombres   indiciados  de  salteadores. 

Cmo  d¡ri  "Annis."       /So    hay  para  qué  entrar    on  la  primera  cues 
iJóiiy  habiendo    pasado,  como    pasó    la  captara  en     alta  mar  ; 
mas  conviene    decir  algo    de    la  segunda.    El    Atmis,  que  ha- 
da   la  carrera  de  Marsella    á  puertos   italianos,    al    regresar 
.d^ BU. procedencia,  hizo  escala  en  Genova.    Esto  sucedió  en  18G3. 
Iban  de  pasajeros  cinco  individuos  provistos  de  pasaportes  re- 
t    galares,  visados   por  los  Embajadores  de  Francia    y    España, 
para  dirijirse  á  Marsella  y  de    allí  á    Barcelona.     Al    hacer 
el  vapor  escala  en  Genova,   un  comisario  de  policía,  acompa* 
I    <9ftdo  de  veinte  y  cinco  carabineros  armados,    subió  á  bordo  y 
.piJUó  la  entrega    de  aquellos  hombres ;    y,  como  se  le  negase, 
[■   ')S!B  extrajo  y  llevó  presos  á  las  cárceles   de    la  ciudad ;  bien 
^Utteon   la  intervención    de  un  delegado  del  Gónsul    general 
da  Ptancia  allí  mismo. 

Haatefeuille  presenta  este  hecho  como  una  violación  de  la 
ley  internacional,  como  una  invasión  del  suelo  extranjero,  co 
.  vo  OH  grave  insulto  á  la  bandera  de  Francia.  El  Gobierno 
.4e  ella  reclamó  satisfacción  y  los  presos  fueron  devueltos.  Lle- 
gados á  la  frontera  de  Francia,  y  mediante  la  demanda  de 
-Vi  extradición  conforme  á  tratados  existentes,  se  dispuso  su 
anesto,  con  el  fin  de  averiguar  si  eran  criminales  comunes  ó 
-defincuen tes   políticos . 


De  las  razones  aducidas,  tienen  suñciente  peso,  y  colocan  el 
'Caso  ea  situación  excepcional,  las  relativas  al  convenio  de  co- 
iieoB  firmado  entre  ambas  partes  en  1860,  y  que  prohibe  abso- 
lutamente sacar  de  á  bordo  de  los  paquetes,  á  los  pasajeros  que 
no  deseen  saltar  á  tierra. 

Los  argumentos  de  otra  clase  adolecen  de  la  exageración 
de  los  que  escriben  con  un  fin  exclusivo:  aquí  es  encarecer 
¡08  derechos  de    los   neutrales.    Si   no  puede  capturarse  á  un 
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delincaeQie  á  bordo  de  los  baqaes  mercantes  anclados  en  los 
puertos,  entonces  gozan  ellos  del  derecho  de  asilo  al  igual  de 
las  naves  extrañas  de  guerra ;  entonces  queda  paralizado  el 
ejercicio  de  la  facultad  de  defenderse,  fundamento  de  la  de  cas- 
tigar; entonces,  la  autoridad  del  Capitán  de  tales  buques  se 
sobrepondría  á  la  del  soberano  en  cuyo  territorio  se  hallan  ^ 
entonces  viene  abajo  lo  que  el  mismo  autor  había  dicho  antes, 
á  saber,  que  el  admitir  á  bordo  á  un  subdito  prófugo  es  un 
hecho  exterior,  una  relación  con  el  Estado  extranjero,  y  de 
consiguiente  un  hecho  que  entra  en  la  jurisdicción  del  sobera- 
no local,  y  autoriza  la  entrega  de  los  culpados.  Poco  importa 
el  lugar  de  la  procedencia  de  la  nave,  así  como  el  de  su  des- 
tino; ante  todo  debe  dominar  la  consideración  de  que  el  de- 
lincuente ha  venido  como  á  desafiar  el  poder  del  Estado  á 
quien  ofendió,  poniéndose  después  fuera  do  su  alcance.  Que 
el  Capitán  admita  un  prófugo  á  sabiendas,  sin  duda  agrava- 
ría el  caso  en  daño  de  aquel  ;  mas  el  supuesto  de  la  igno- 
rancia de  tal  antecedente  no  podría  dar  al  buque  una  exención 
nociva  al  soberano   de  las  aguas. 

Opinión  Inglesa.  .  Sabido  cs  quc  los  tribunales  ingleses  estiman 
sujetos  plenamente  á  la  jurisdicción  local  los  buques  extranje- 
ros estantes  en  puertos  ingleses,  respecto  de  todos  los  hechos 
que  pasen  á  bordo. 

En  1878,  y  con  motivo  del  asunto  del  Franconia^  nave 
alemana  que  en  1876  abordó,  por  imprudencia  del  Capitán,  al 
buque  inglés  StrotJwlyde,  en  el  canal  de  la  Mancha,  á  menos 
de  una  legua  marina  de  Douvres,  con  muerte  de  un  pasaje- 
ro del  último,  se  presentó  por  el  Gobierno  al  Parlamento  un 
proyecto  de  ley.  Para  evitar  la  repetición  de  casos  seme- 
jantes al  dicho,  en  que  se  declararon  incompetentes  las  Cortes 
inglesas,  tratándose  de  hecho  cometido  en  el  mar  por  un  ex- 
tranjero, á  bordo  de  buque  extranjero,  se  expidió  la  ley  en 
que  se  dispuso  que  la  infracción  cometida  por  un  indivi- 
duo subdito  ó  no  de  S.  M.  en  plena  mar  dentro  de  las  aguas 
territoriales  de  las  posesiones  de  S.  M.  cae  bajo  la  Jurisdicción 
del  Almirante,  aun  cuando  se  haya  cometido  á  bordo  de  na. 
ve   extranjera,    pudiendo    en    consecuencia    el  delincuente  ser 
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arrestado,  juzgado  y  castigado.  Se  ha  creído,  que  tal  ley  no 
es  conforme  al  derecho  de  gentes,  hasta  por  publicistas  ingle- 
ses, en  cnya  opinión  la  idea  de  soberanía  territorial  implica 
necesariamente  el  ejercicio  de  cierta  antoridad  y  jarisdicción 
sobre  el  mar  qae  baña  el  territorio,  mas  no  es  ilimitada,  y 
debe  tener  por  objeto  la  protección  del  territorio  mismo.  Se 
cita  á  Blnntschli,  según  el  caal  las  naves  que  pasan  á  lo  lar- 
go de  la  costa  de  nn  Estado  por  las  agaas  que  forman  par 
te  del  territorio  del  último,  están  sometidas  temporalmente  á 
la  soberanía  de  ese  Estado  en  el  sentido  de  que  deben  res- 
petai  las  ordenanzas  militares  ó  de  policía  dictadas  poi  él  pa- 
ro la  seguridad  de  su  territorio  y   de  la  población  costanera. 

Mas  eso  se  refiere  á  las  naves  que  pasan  por  aguas  terri- 
toriales, no  á  las  que  entran  en  los  puertos,  sea  con  objeto  de 
comerciar,  sea  con  el  de  llevar  y  tomar  pasajeros  y  correspon- 
dencia. Así  es  que  hay  en  su  Derecho  internacional  codifica- 
do otra  regla  del  tenor  siguiente,  número  319: 

*'Los  buques  que  penetran  en  las  aguas  de  un  Estado 
extranjero,  anclan  en  puerto  extranjero,  remontan  un  río,  etc., 
están  sometidos  á  la  soberanía  del  Estado  extranjero  mien- 
tras permanecen  en  el  territorio  marítimo  del  último." 

de  108  sSt!id^a°  Unidos,  hdk  Suprema  Corte  de  los  Estados  unidos 
estableció  que,  cuando  individuos  particulares  de  una  dación 
se  esparcen  por  otra  impelidos  por  sus  negocios  ó  su  capricho, 
mezclándose  indistintamente  con  los  moradores  de  esa  otra; 
ó  cuando  buques  mercantes  entran  con  fines  comerciales,  se- 
ría obviamente  inconveniente  y  peligroso  para  la  sociedad,  y 
snjetaría  las  leyes  á  continuas  infracciones,  y  el  Gobierno 
á  degradación,  que  tales  individuos  no  debiesen  fidelidad 
(allegiance)  temporal  y  local,  y  no  quedasen  bajo  la  jurisdic- 
ción del  país.  Wheaton  añade,  citando  este  pasaje,  y  después 
de  haber  establecido  la  exención  de  los  buques  de  guerra 
aniversalmente  admitida,  que  el  soberano  del  lugar  puede  des- 
truirla, reclamar  y  ejercer  jurisdicción,  ó  con  el  empleo  de  la 
faerza  ó    con    someter   esos    buques  á  tribunales   ordinarios ; 
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pero  JQzga  iudispeusuble  se  ejerza  tal  facultad  de  un  modo 
iuequivoco. 

de%Dcia.  £n  la  resolacióQ  del  Consejo  de  Estado  de 
Francia,  que  es  el  íandamento  de  sa  referido  principio,  se  pone 
por  primer  considerando :  '<  que  nn  buque  neutral  no  puede 
ser  mirado  indefinidamente  como  lugar  neutral,  y  que  la  pro- 
tección qtie  se  le  concede  en  los  puertos  franceses  no  pueds  quitar 
la  jurisdicción  territorial  en  cuanto  concierne  á  los  intereses  del 
Estado;  que  así  el  buque  neutral  admitido  en  nn  puerto  del 
Estado  se  halla  con  pleno  derecho  sometido  á  las  leyes  de  policía 
que  rigen  en  él  lugar  donde  ha  sido  recibido, 

caiTo.  Se¿ún  el  Doctor  Oalvo,  para  que  el  buque  mer- 

cante vaya  fundado  en  reclamar  la  protección  de  las  autori- 
dades territoriales,  es  preciso,  sobre  pertenecer  á  nna  Nación 
amiga,  que  no  se  ocupe  en  operaciones  hostiles,  prohibidas 
por  el  derecho  de  gentes  ó  de  tal  naturaleza  que  menoscaben 
la  tranquilidad  y  seguridad  del  país  en  cuyas  aguas  se  en- 
cuentra. Se  socorre  del  fallo  de  la  Corte  de  Casación  de 
Francia  pronunciado  en  1832,  respecto  de  la  nave  mercante 
Cario  Alberto,  que  se  había  acercado  á,  Marsella,  adotíde  llegó 
de  arribada  forzosa,  para  desembarcar  á  la  duquesa  de  Berry 
con  algunos  de  sus  partidarios  convenidos  en  ayudarla  á  de- 
rribar el  Gobierno  establecido  y  á  encender  la  j^uerr».   civil. 

Bueno  será  decir,  ya  que  este  caso  se  invoca  por  los 
seguidores  de  la  opinión  adversa,  atenta  la  soltura  de  los 
presos,  que  esta  fue  decretada  por  un  jurado,  cayo  voto  es 
sólo  efecto  de  su  leal  saber  y  entender,  y  de  consiguiente  no 
pnede  formar  ejemplo. 

^""u^L'S?'""'^'  Cuando  en  1840  fue  sacado  del  vapor  francés 
I/Océan  en  el  puerto  de  Alicante  el  ex-Ministro  señor  Sotelo, 
embarcado  á  su  bordo  en  otro  puerto  de  España,  en  vano  se 
reclamó  la  libertad  del  pasajero.  El  Gobierno  español  demos- 
tró satisfactoriamente  la  legitimidad  de    lo  becho. 

El  Doctor  Calvo,  contrayéndose  en  ei^pecial  al  derecho 
de  í>ervir  de  refugio  á  las  personas  colocadas,   como  ciriminales 
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^ó  como  meros  delincaentes,  bajo  la  acción  *U  la  soberanía 
territorial,  dice  que  so  niega  generalmente  á  las  naves  mereja- 
tes  extranjeras.  Al  revés  de  lo  qae  sucede  con  las  de  gaerra, 
respecto  á  las  cuales  se  ha  renunciado  al  derecho  de  buscar, 
perseguir  y  reclamar  á  los  que,  después  de  haber  infringido 
las  leyes  civiles  ó  políticas  del  país,  han  logrado  guarecerse 
bajo  el  pabellón  de  buques  públicos,  eso  puedd  hacerse  eu  los 
baques  particulares,  que  no  gozan  de  ningún  privilegio  y  quedan 
sometidos  á  las  leyes  de  policía  y  seguridal  del  BáCtlo  ow 
cuyas  aguas  se  encuentran, 

ortoian.  Opina  Teodoro  Ortolau  en  su  "Diplomacia  del 

mar,'^  siguiendo  los  mismos  principios,  que  la  autoridad  local 
■  tiene  derecho  de  trasladarse  á  las  naves  mercantes,  buscar  y 
arrestar  allí  á  las  personas  que  han  cometido  á  bordo  ó  en 
tierra  hechos  de  la  competencia  de  la  justicia  territorial,  salva 
la  obligación  de  buen  proceder  de  avisarlo  previamente  al 
Cónsul  ó  al  Comandante  de  las  fuerzas  militares  navales  de 
que  depende  la  nave.  Pero  niega  que  sea  dable  hacer  lo 
mismo  cuando  el  buque  mercante  embarca  los  refugiados,  no 
«n  las  aguas  del  Estado  que  los  perdigue,  sino  en  alta  mar 
ó  en  otro  país ;  porque  se  hallaban  fuera  de  su  territorio  cuando 
el  buque  los  recibió,  y  así  no  ha  habido  desprecio  de  su  policía 
ni  de  su  jurisdicción  ;  y  sostiene  que  el  Gobierno  no  puede  to- 
marlos de  propia  autoridad,  sino  reclamar  su  extradición  del 
Gobierno  á  que  el  bajel  pertenece:  siempre  que  la  presencia 
de  tales  individuos  sea  inofensiva  y  sin  dañado  designio,  sin 
el  objeto  de  aprovechar  la  ocasión  favorable  para  volver  á 
tierra  y  turbar  la  paz  pública ;  pues  el  Estado  amenazado  sa- 
caría entonces  do  esas  circunstancias  todos  los  poderes  que  da 
el    derecho  de  legítima  defensa. 

Parece  que  semejante  distinción  no  es  exactn,  si  se  tiene 
en  cuenta  que  la  acción  de  presentarse  en  el  puerto  de  un 
Estado  con  personas  que  por  delito  son  blanco  de  pesquisas, 
á  la  vista  de  la  autoridad  que  procede  contra  ellas  y  de 
cuyo  poder  se  han  evadido,  implica  falta  de  respeto  al  sobe- 
rano local,  tanto  más  c^^4nt">,  si  l'\  venida  puede  ser  resultado 
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de  la  oasaalidad  alganas  veces,  en  la  mayor  parte  de  los  casos 
se  ligará  con   planes  adversos  al  público  sosiego. 

Gnando  algún  baque  aun  de  guerra  procede  hostilmente^  lo 
mismo  qne  caando  un  Ministro  público  atenta  á  la  segaridad 
del  país  de  sa  residencia,  no  hay  privilegio  que  pueda  coartar 
en  el  perjudicado  el  derecho  de  defensa. 

En  la  Gran  Bretaña  hay  tendencia  á  dar  encada  á  la  ju- 
risdicción nacional  sobre  naves  públicas  extraüas  en  materia 
de  propiedad. 

En  los  Estados  Unidos  se  opina  que  el  derecho  de  gentes 
no  inviste  al  Comandante  de  un  buque  de  guerra  extranjero, 
de  inmunidad  de  la  jurisdicción  del  paÍ8  al  cual  viene;  y  que 
puede  librarse  auto  de  Habeos  Oorpm  para  la  presentación  de 
un  ciudadano  americano  detenido  ilegítimamente  á  bordo  de 
un  buque  extranjero. 

Caso  de  Becientemente  en  el  puerto  de  San  irrancisco 

"  La  Demdcrata."  de  Oalifomía  ordcuó  un  tribunal  notificar  al 
Comandante  de  la  cañonera  de  Méjico  La  Demócrata  que  en- 
tregase al  señor  Clodomiro  Cota,  mejicano  cuya  extradición  se 
había  pedido  y  alcanzado.  Hasta  llegó  á  bordo  el  sheriff  y 
comunicó  la  orden,  á  cuyo  cumplimiento  se  negó  el  oficial. 
En  la  noche  el  Cónsul  de  Méjico  llevó  á  tierra  á  su  compa- 
triota; y  después  el  Tribunal  se  declaró  incompetente  por 
falta  de  jurisdicción. 

^"U'^Ap?"'^'  Últimamente  en  1S80  ocurrió  en  la  República 
Argentina  un  nuevo  ejemplo  que  viene  á  propósito.  Según  la 
exposición  de  un  Senador  del  Brasil,  las  cosas  pasaron  de  este 
modo.  Fondeado  el  paquete  Rio  Apa  ea  el  puerto  argentino 
de  La  Paz,  se  trasladó  á  bordo  el  Comindante  déla  cañonera 
de  guerra  Rio  Uruguay,  y,  presentándose  al  Comandante  del 
Rio  Apaj  díjole  que  sabía  estaban  á  bordo  tres  ciudadanos  ar 
gen  tinos,  cuyos  nombres  llevaba  escritos  en  un  oficio,  y  los 
cuales  se  dirigían  á  Corrientes,  con  el  fin  de  conspirar  contra 
el  Gobierno  nacional  y  alimentar  allí  la  rebelión ;  que  el  Go- 
bierno nacional    tenía   puesta  aquella  Provincia  en   estado  de 
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fiitio  ^  que  tenía  ordeu  del  (señor  Miuistro  iuterveutor  para  cou* 
dacir  á  bordo  de  la  cañonera  de  su  maudo  á  dichos  tres  cía- 
danos^  y  que,  si  resistía  la  entrega,  tenía  orden  de  desem- 
barcarlos Á  viva  fuerza. 

Ellos  fueron  llevados  á  tierra  argentina.  El  suceso  di6 
margen  en  las  Cámaras  Legislativas  del  Brasil  á  interpelaciones. 
El  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  las  satisfizo  defen- 
diendo el  perfecto  derecho  con  que  habían  procedido  las  auto- 
ridades de  la  Bepública  Argentina,  si  bien  no  juzgaba  acer- 
tada aquella  manera  de  obrar.  Siendo  el  caso  una  nueva 
confirmación  del  principio  dominante,  ha  parecido  oportuno 
traducir  y  publicar  más  adelante  la  respuesta  del  señor  Mi- 
nistro de  Belaciones  Exteriores  que,  con  gran  copia  de  eru- 
dición histórico-diplomática,  salió  al  encuentro  de  las  censuras, 
y  dejó  bien  puesta  la  honra  del  Gobierno  en  la  dirección  del 
asunto- 

No  parezca  inoportuno  agregar  que  por  decreto  de  S.  M.  O ., 
expedido  en  17  de  Noviembre  de  1852,  se  determinó,  artículo 
37,  que  los  buques  mercantes  extranjeros  no  podrían  servir  de 
asilo  á  los  criminales  españoles;  y  cuando  se  refugiasen  á  su 
bordo,  las  autoridades  españolas,  de  acuerdo  con  el  Cónsul 
respectivo,  podrían  proceder  á  la  extradición. 

^^Fiore.^*^  Escrito  lo  que  precede,  llega  á  Venezuela  una 
obra  de  1880,  "Tratado  de  derecho  penal  internacional  y  de 
la  extradición,  por  Pascual  Fiore,"  que  comienza  precisamente 
tratando  esta  materia.  Después  de  haber  establecido  que  es 
cierto,  y  no  está  sujeto  á  discusión,  el  imperio  de  la  ley  penal 
sobre  todos  los  habitantes  del  territorio,  pasa  á  examinar  los 
delitos  cometidos  en  las  aguas  territoriales  del  Estado,  y  juzga 
que,  si  se  han  cometido  á  tai  distancia  de  la  costa  que  no  hayan 
podido  presenciarse  desde  ella,  se  deben  considerar  como  oje 
cutados  en  alta  mar  y  sometidos  por  lo  inismo  á  la  jurisdicción 
del  país  cuya  es  la  nave.  Relativamente  á  los  delitos  cometidos 
en  los  puertos  y  en  las  aguas  vecinas  de  la  costa,  afirma  que 
todo  el  mundo  admite  que  el  Estado  pirede  ejercer  su  autoridad 
represiva,  sin  distinguir   si   los  autores  son    naturales  ó    ex- 
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tranjero8.  Opina,  como  Hauteftíuille,  que  el  bajel  considerado 
aísladanicüte  y  prescindieado  de  cuanto  lo  rodea,  qaeda  bajo 
la  ínrísdicción  naoional ;  mas  en  sus  relaciones  exteriores  con 
las  personas  y  cosas  que  se  hallan  en  las  aguas  territoriales, 
es  la  soberanía  local  quien  lo  rije.  Al  examinar  el  caso  de 
an  delincuente  que  se  refugia  á  bordo  de  nave  mercantil  ex- 
tranjera, Di/  sólo  halla  una  falta  punible  á  la  luz  del  derecho 
en  general,  y  de  leyes  de  diversos  países,  en  el  Capitán  que 
lo  recibe  para  sustraerlo  de  la  acción  de  las  autoridades,  sino 
establece  que  se  le  puede  constreñir  á  entregar  el  fugitivo  ó 
hacer  una  pesquisa  en  el  buque.  Por  fin  añade  lo  que  más 
importa  al  propósito  de  estas  observaciones  : 

"Puede  suceder,"  dice,  *'que  la  nave  haya  recogido  al 
prófugo  en  alta  mar  ó  en  las  aguas  territoriales  de  una  ter- 
cera Nación,  y  que  penetre  después,  con  el  fugitivo  siempre 
á  bordo,  en  las  aguas  territoriales  del  país  que  busca  á  ese 
individuo.  Para  resolver  la  cuestión  de  saber  si  en  tales 
circunstancias  se  puede  proceder  al  arresto  del  malhechor 
que  se  halla  á  bordo,  observemos  que  es  absoluto  el  dere- 
cho de  jurisdicción  de  un  Estado  sobre  todas  las  partes  de 
su  territorio.  El  buque  está  cubierto  por  el  pabellón  de  su 
patria  y  queda  sometido  á  su  jurisdicción,  aun  en  los  puertos 
extranjeros,  pero  únicamente  en  cuanto  á  los  hechos  que 
conciernen  exclusivamente  á  la  nave  considerada  aisladamente  de 
lo  que  la  rodea  ^  respecto  de  los  actos  que  ninguna  relación  tienen 
con  el  lugar  donde  se  ha  anclado,  ni  con  los  ciudadanos  del 
Estado  extranjero.  Esto  supuesto,  se  hace  fácil  comprender 
que  el  solo  hecho  de  fondear  en  un  puerto,  llevando  á  bordo 
^nn  malhechor  4  quien  solicita  la  justicia  local,  es  por  sí  mismo 
una  ofensa  á  los  derechos  de  la  soberanía  territorial  y  cuyas 
consecuencias  inevitables  son,  al  punto  que  se  propaga  la  no- 
ticia, el  alarma,  el  mal  ejemplo  y  un  peligro  social.  Incon- 
veniente y  peligroso  sería  que  el  pabellón  pudiese  protejer  el 
buque,  aun  en  el  caso  en  que  este  atenta  á  la  seguridad  y 
tranquilidad  del  Estado  adonde  aporta;  ni  se  podría  entonces, 
sin  peligro,  modificar  en  cuanto  á  él  el  principio  tan  cierto 
de  que    las   leyes  de  policía  obligan  á  todos  lOvS    individuos 
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estante»  eu    el  territorio.    De  ahí  conclaiiuos    qae^  segúu  el 
derecho  comáu,  debería  ser  permitido  arrestar,  á  bordo  de  ios 
baqaes  mercautes,   á  malhechores  perseguidos  por  la  jasticia, 
hayanse  embarcado  allí,  bien  dentro  de  las  agaas  territoriales, . 
ó  aun   en  otra  parte." 

En  una  nota  á  este  pasaje,  impugna  á  pesar  del  ar- 
tículo 7^  del  convenio  postal  Franco-italiano,  el  modo  oomo 
se  resolvió  la  cuestión  citada  del  buque  12  AuniSj  sentando 
que  debió  darse  más  importancia  á  los  principios  del  dere- 
cho que  á  la  letra  del  pacto,  en  circunstancias  tan  excep- 
cionales en  que  se  trataba  de  cabecillas  de  salteadores,  cuya 
presencia  en  el  puerto,  luego  de  conocida,  habría  indudable- 
mente originado  graves  desórdenes. 

Becalcándose  en  la  doctrina  de  lo  obligatorio  de  las  leyes 
de  policía  y  seguridad  pública,  afirma  ser  aquella  tan  confor- 
me á  la  verdad  que  las  naves  de  guerra,  si  bien  inmunes 
de  la  jurisdicción  territorial,  porque  representan  el  Estado  á 
que  pertenecen,  y  á  causa  de  su  destino,  no  tienen  muchas 
relaciones  exteriores,  cuando  se  ven  forzadas  á  tenerlas,  se 
sujetan  á  la  misma  jurisdicción;  por  lo  cual  les  incumbe 
guardar  los  reglamentos  sanitarios  y  las  leyes  relativas  al 
lugar  y  distancia  del  fondeo,  el  modo  de  cargar  y  descargar 
municiones  y  á  otras  materias  análogas. 

Diré  por  conclusión  que  recientemente  se  ejerció  este  de- 
recho en  La  Guaira  con  el  vapor  auglo-americano  de  guerra 
KearsagCj  el  del  célebre  combate  (íon  el  corsario  de  los  pre- 
tensos confederados  del  Sur,  Florida,  imponiéndole  cuarentena 
por  traer  patente  sucia.  Ko  se  detuvo,  sino  continuó  su 
viaje  con  rumbo  á  Curazao  donde,  según  la  prensa,  tampoco 
fue  admitido  á  libre  práctica.  (Memoria  de  Belaciones  Exte- 
riores de  1881). 

Opinión  del  Brasil  Extracto  dc  la  scsíóu  del  Senado  del  Brasil 

en  el  caso  del  paquete       ,       r.-      ,         i.  ^        xi^.  i^i  -  -r»     -i 

•'Río  Apa.'  de  25    de    Agosto  último. — El    señor   Pedro 

Luis,  Ministro  de  lííegocios  Extranjeros 

Pasando  al  presupuesto  de  Negocios  Extranjeros,  desea,  antes 
de  responder  á  los  demás  asuntos  en  que  se  ocupó  el  noble 
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'Senador,  ventilar  la  caestión  del  paquete  Río  Apa,  Siente  no 
haber  oído  también  en  este  debate  al  noble  Senador  por  Pa- 
raná, porque  tendría  entonces  el  oomplemento  de  sn  discurso 
proferido  en  el  Senado  sobre  el  particular  en  una  de  las  se- 
siones anteriores.  Dice  complemento,  porque  el  noble  Senador 
á  quien  se  refiere,  se  obligó  á  desenvolver,  con  vista  de  los 
documentos  presentados  por  el  Gobierno,  y  á  deducir  su  ar- 
gumentación en  el  sentido  de  demostrar  que  el  Gobierno  pro- 
cedió mal  ó  con  escaso  patriotism9. 

El  noble  Senador  por  Bahía,  delicadamente,  es  verdad, 
como  está  en  sus  hábitos  y  en  sus  ideas,  hizo  una  injuria  al 
Gobierno  diciendo  que  el  Ministerio  no  había  dado  á  esta 
cuestión  la  debida  importancia,  porque  el  mismo  Ministerio, 
ó  no  sabe  el  orador  si  S.  E.  dijo,  los  Ministerios  entre  noso- 
tros se  ocupan  más  en  cuestiones  electorales  y  de  guardia 
nacional. 

Fue  injusto  el  noble  Senador  y  ha  de  hacer  justicia  en  su 
foro  íntimo  á  los  Ministerios  de  este  país,  liberales  ó  conserva- 
dores. Siempre  que  se  trata  de  cuestiones  externas,  cree  el 
orador  que  ningún  Ministro,  pertenezca  al  partido  á  que  per- 
teneciere, deje  de  preocuparse  seriamente  con  ellas.  Ko  in- 
fluirá de  cierto  el  espíritu  de  partido  hasta  el  punto  de  que, 
por  cuestiones  electorales  ó  de  patentes  de  guardia  nacional, 
descuiden  ó  sacrifiquen  los  grandes  principios  que  deben  regir 
nuestra  vida  internacional. 

Debe  decir  al  noble  Senador  que  en  la  materia  pendien- 
te, el  Gobierno  Imperial  estima  de  la  mayor  gravedad  el  in- 
cidente ocurrido  en  las  aguas  del  Paraná  y  también  se  preo- 
cupa con  él  muy  seriamente,  comprometiéndose  el  orador  á 
traer  al  Parlamento  cuanto  haya  en  tal  respecto  y  lo  que  esté 
pendiente  de  negociaciones. 

Pero,  tratando  de  discutir  la  cuestión  en  sí,  el  orador 
observa  que  los  pormenores  del  hecho  ocurrido  el  día  13  de 
Julio  del  corriente  año  en  el  Puerto  de  La  Paz  se  hallan 
minnciosamente  descritos  en  los  oficios  que  el  orador  leyó  ante 
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la  otra  Oámara  y  qae  el  honorable  Seuador  por  Paraná  com* 
prendió  en  so  discnrso. 

Hasta  ahora  nada  consta  al  orador  qae  paeda  alterar  la 
historia  de  lo  ocurrido  hecha  por  el  señor  García,  Coman- 
dante del  Rio  Apa,  Añadirá  sólo  qae  este  Comandante,  lle- 
gando á  Asunción,  consignó  ante  el  escribano  la  protesta  qae 
había  preparado  á  bordo,  ñrraada  por  los  pasajeros,  de  la 
Goal  recibió  el  orador  copia  qne  pasará  á  manos  del  noble 
Senador,  así  como  otros  documentos  qae  ya  tiene  en  sa 
poder. 

i  Puede  una  nave  mercante  en  las  condiciones  del  paquete 
Bio  Apa  negarse  á  la  entrega  de  individuos  en  la  hipótesis 
de  que  se  trata  ?    Ko  puede. 

Todas  las  ilTaciones  cultas  han  esclarecido  este  punto,  que 
es  hoy  no  sólo  incontestable,  sino  íncontestado. 

La  consulta  de  Estado  del  Gobierno  de  Francia  de  1806 
y  la  de  noviembre  del  mismo  ano  determinaron  la  doctrina, 
que  está  aún  vigente  y  que  ha  iccibido  la  aquiescencia  de  loa 
publicistas  más   notables. 

Allí  se  hace,  en  cuanto  á  la  jurindioción,  una  gran  distin- 
ción que  debe  prevalecer  en  lo  que  mira  á  las  naves  mer- 
cantes. 

Si  una  de  éstas,  en  las  aguas  territoriales  de  un  Estado, 
practica  actos  que  sólo  conciernen  á  la  disciplina  y  la  vida 
de  á  bordo,  actos  que  no  tienen  el  menor  enlace  ni  relación 
con  el  Estado,  todo  cuanto  se  refiere  á  este  orden  de  hechos 
queda  sujeto  á  la  jurisdicción  del  país  á  que  el  bajel  per- 
tenece. Pero,  si  esos  actos  hablan  con  personas  extraiías  á 
la  nave,  con  personas  qne  se  hallen  en  ese  Estado  ó  á  él 
pertenezcan,  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  territorial. 

Desafía  el  orador  al  noble  Senador  á  que  señale  un  caso 
que  no  haya  sido  condenado,  un  caso  que  tenga  validez,  y 
que    demuestie  lo  contrario. 

En  cuanto  al  primer  orden   de  hechos,  enumera  el  orador 
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bles  la  menor  dada  respecto  del   baeu   derecho  qae  asistía   al 
Gobierno  argentino. 

Dirá  el  noble  Senador  qae  los  refugiados  políticos  referidos 
no  comprometían,  á  lo  menos  en  lo  qne  podía  verificar,  la 
seguridad  del  Estado.  Esto  es  exactamente  lo  que  el  orador 
niega.  El  Gobierno  argentino  entendió,  en  las  circunstancias 
especiales  en  que  se  encuentra  aquella  Bepública,  con  los 
ánimos  exaltados,  la  paz  perturbada,  bailándose  en  estado  de 
sitio  la  Provincia  de  Corrientes,  que  debía  proceder  á  un  acto 
de  alta  política  y  por  eso  reclamó  la  entrega  de  tres  in- 
dividuos, que  el  mismo  Gobierno  suponía  ó  supone  que  eran 
conspiradores. 

Los  principios  generales  de  deiecbo  internacional  sancio- 
nan completamente  el  buen  derecho  de  que  usó  el  Coman- 
dante de  la  cañonera  por  parte  de    su  Gobierno. 

El  orador    recuerda    en    este  panto   y   expone   el    hecho 
ocurrido  eu  EspaSa  á  bordo  del  paquete  francés  Océaii,  hecho 
en  peores  condición p<»  que  el  de  que  se  trata,    pero    que   fue 
aprobado  por  todos  los  países  de  Europa. 

En  peores  condiciones,  porque,  según  los  publicistas,  cuando 
nna  nave  mercante  partiendo  de  un  puerto  del  Estado  que 
reclama  la  aprehensión  de  un  individuo,  va  para  otro  puerto 
del  mismo  Estado,  sin  abandonar  sus  agaas  territoriales,  ningún 
motivo  hay  para    negarse   á  la  entrega. 

El  paquete  francés  Océan  salió  de  Alicante,  mas  dejó  las 
aguas  territoriales  de  España,  aunque  entrase  después  en 
puerto  español.  Y,  todavía,  tuvo  efecto  la  entrega  del  in- 
dividuo reclamaüo. 

El  hecho  á  que  acaba  de  referirse,  quedó  como  antece- 
dente de  la  política  internacional  y  de  completa  lazón,  no 
801o  de  lo  que  hoy  se  debate,  reconociendo  el  buen  derecho 
de  los  argentinos,  sino  también  de  lo  que  hemos  hecho  en  la 
costa  del  Brasil  en  otros  tiempos. 

TOMO  I  10 
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Ko  hay  la  analogía  notada  por  el  noble  Senador  con  el 
hecho  del  Trent.  Guando  reventó  la  guerra  civil  en  los  Es- 
tados Unidos,  suscitóse  una  gran  cuestión,  que  tomó  bulto 
ante  los  Gobiernos  de  Europa;  á  saber,  si  debian  ser  consi- 
derados beligerantes  los  Estados  del  Sur. 

El  Gobierno  inglés,  en  combinación  con  el  de  París,  re- 
conocieron como  tales  á  los  referidos  Estados,  lo  que  in- 
mensamente desagradó,  como  era  de  preverse,  al  Gobierno 
federal. 

En  estas  condiciones,  cuando  éste  clamaba  y  reclamaba 
contra  los  actos  del  Gobierno  inglés  en  favor  de  la  rebelión, 
se  presentó  la  siguieote  emergencia  :  los  confederados  tuvie- 
ron la  pretensión  de  enviar  á  Inglaterra  y  á  Francia  dos 
emisarios  con  los  respectivos  secretarios.  El  Gobierno  fede- 
ral, teniendo  de  ello  noticia,  envió  inmediatamente  un  vapor 
para  vigilar  de  cerca  la  nave  en  que  se  habiau  embarcado 
los  emisarios.  Estos,  embarazados,  creyeron  zanjar  toda  difi- 
cultad embarcándose  en  el  Tre^it,  de  la  compañía  inglesa,  que 
hacía  la  carrera  de  los  Estados  Unidos  á  Southampton. 
Cuando  el  Trent  seguía  á  Europa,  fue,  no  en  aguas  territo- 
riales de  la  federación.  Anglo-americana,  abordado  por  el  Sa7i 
Jacinto^  buque  federal  al  mando  del  oficial  VilkeSj  quien  re- 
clamó la  entrega  de  los  emisarios  como  contrabando  de  guerra. 
Todo  esto  aparece  de  la  correspondencia  entre  los  señores 
Layard,  Ministro  inglés  en  Washington,  Seward,  Ministro 
americano,  y  Lord  John  Eussell,  Ministro  de  Negocios  Extran- 
jeros de  la  Gran  Bretaña. 

Como  se  ve,  no  hay  paridad  eutre  este  hecho  y  el  del  paquete 
Eio  Apa.  Guando  se  examinan  casos  semejantes  del  derecho 
internacional,  en  que  hay  lugar  para  considerar  el  tránsito  de 
la  nave,  lo  que  principalmente  cumple  averiguar  es  cuál  fue 
el  puerto  de  donde  inmediatamente  salió  la  nave  y  aquel  al 
cual  inmediatamente  se  destinaba.  Ahora  bien  el  Trent  salió 
de  puerto  neutral,  iba  á  puerto  neutral,  y  los  emisarios  fue- 
ron reclamados,  si  no  en  alta  mar,  á  lo  menos  fuera  de  las 
aguas    territoriales  de  los  Estados   Unidos;    4 de  dónde  pues, 
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'^'E^     paridad  que   encontró  el    noble  Senador  cuando    adujo  el 
^^cho  del  Trent  para  cotejarlo  con  el  del  Apa  f 

Mas   otra   circunstancia  había  que  conduce  no  omitir:  y 
^«s  que  Inglaterra  tenía   ya  reconocidos  como   beligerantes  á 
los    Estados  del  Sur,   de   los  cuales  eran  emisarios  los  indi- 
viduos aprisionados.    Esta  circunstancia  es  además  una  pro- 
funda diferencia  entre  el  caso  del  Trent  y  el  del  Rio  Apa. 

Guando  se  trata  de  refugiado»  políticos,  compréndese  que 
la  cuestión  es  difícil.  Entonces  los  publicistas  procuran  exa 
minar  por  el  estudio  de  las  circunstancias  si  los  refugiados 
podrían,  de  cualquier  modo,  alterar  el  orden  público  ó  hacer 
peligrar  la  seguridad  del  Estado  en  cuyas  aguas  se  halla  la 
DBve.  Yarian,  y  mucho  las  hipótesis.  Ortolan  reconoce,  en 
su  tratado  de  diplomacia,  el  derecho  que  en  general  asiste  á 
la  Nación  reclamante ;  mas  opina  que,  si  la  nave  hubiere  par- 
tido de  puerto  extraQo  á  aquel  cuya  autoridad  lo  reclama, 
no  se  debe   entregar  al  individuo  reclamado. 

Ese  es  el  caso  de  Bivarola  en  el  cual  el  noble  Senador 
por  Paraná  descubrió  identidad  con  el  del  Río  Apa,  cuando 
realmente   no  es  así. 

Guando  el  noble  Senador  por  Paraná  trató  de  ese  punto, 
€l  orador  se  alegró  mucho  viendo  los  elementos  que  trajo  á 
disensión,  y  entre  ellos  la  nota  del  señor  Vizconde  de  Ara- 
gaaya,  nota  que,  si  el  noble  Senador  no  1»  hubiese  leído,  la 
leería  ahora  el  orador,  con  tanto  más  placer  cuanto  las  doc- 
trinas en  ella  contenidas  merecieron  con  ocasión  de  la  lectura 
hecha  por  el  noble  Senador  de  Paraná  el  asentimiento  de 
an  noble  estadista  del  Senado,  el  honorable  seüor  Barón  de 
Gotegipe. 

Que  el  hecho  de  Eivarola  no  es  semejante  al  de  que  se 
tratdy  fácil  es  demostrarlo.  Eivarola  era  un  militar  paraguayo, 
partía  de  puerto  paraguayo,  se  destinaba  á  un  puerto  orien- 
tal, y  fue  reclamado  en  un  puerto  argentino;  ¿por  ventura  es 
ese  el  caso  del  Río  Apa  f  Añádase  que  el  pasaje  de  Eivarola 
fue  pagado  por  el  Gobierno  paraguayo,   del  cual  era   enviado. 
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Por  todos  esos  motivos  may  debidamente  iuterviuo  nuestra 
Legación  en  Baecos  Aires  poniendo  á  Bivarola  bajo  sa  sal- 
vagnardia.    Actualmente  el  caso  es  diverso. 

Analizando  el  hecho,  lo  estudió  el  seSor  Vizconde  de 
Araguaya  á  la  luz  de  los  principios  que  el  Gabinete  actual 
ha  seguido.    El  orador  lee  varios  pasajes  de  esa  nota,  en   la 

cual  aquel  diplomático  decía  no  ser  pretensión  del  Gobierno 
imperial  que  los  paquetes  gozasen  de  todas  las  inmunidades 
de  las  naves  de  guerra,  y  reconocía  msí  haber  casos  en  que 
la  intervención  del  Gobierno  local  es  legítima  con  la  mira 
de  poner  á  salvo  la  seguridad  del  respectivo  Estado.  Otra 
no  es  la  teoría  seguida  por  el  orador  y  por  el  Gobierno 
actual. 

Extrañó  también  el  noble  Senador  por  Paraná  que  el 
orador  hubiese  dicho  que  el  paquete  Eio  Apa  era  una  nave 
puramente  mercante.  Cierto  que  lo  es.  Ante  el  derecho  sólo 
hay  dos  clases  de  buques:  los  del  Estado,  incluyéndose  en 
esta  categoría,  y  conviene  notarlo,  sólo  los  buques  de  guerra, 
así  como  otros,  no  de  guerra,  mas  con  iguales  inmunidades^ 
y  los  buques  mercantes.'  Todos  los  que  no  entran  en  la  pri- 
mera categoría,  son   forzosamente  considerados  mercantes. 

Lo  que  suscitó,  tal  vez,  las  dudas  del  honorable  Senador 
por  Paraná  fueron  ciertas  circunstancias,  como  la  de  recibir 
la  nave  de  que  se  trata,  una  subvención  del  Estado ;  mas 
eso  en  nada  altem  ante  el  derecho  la  cualidad  del  buque,  ni 
le  da  inmunidades  de  buque  de  guerra.  Los  paquetes,  subven- 
cionados por  el  Estado,  deben  merecer  especial  protección  ; 
mas  esas  ventajas  no  llegan  hasta  el  punto  de  transformarse 
en  inmunidades  de  cierto  orden.  En  la  citada  nota  del  Viz- 
conde de  Araguaya,  leida  por  el  honorable  Senador  de  Pa- 
raná, se  desenvuelve  esa  misma  doctrina,  á  la  cual  el  orador 
se  complace  también  en  prestar  su   asentimiento. 

En  abono  de  las  doctrinas  seguidas  por  el  Gobierno  se 
han  manifestado  muchos  publicistas  ;  mas  no  sólo  <'se  torrente 
de  opiniones,  sino  también  los  actos  de  diversos  países  cultos » 
corroboran  el  pensar  del  Gobierno. 
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El  orador  cita  los  diversos  actos  á  que  se  refiere,  y  entre 
•ellos  las  instrucciones  americanas  de  1833,  la  circular  del  Mi- 
nistro de  Justicia  de  Italia  en  1865  y  las  instrucciones  del 
Gobierno   inglés  á  los  GÓDSules  en  1846. 

Se  refirió  el  honorable  Senador  por  Paraná  á  los  trata- 
dos y  convenciones  acerca  de  la  navegación  fluvial  en  la  hoya 
del  Plata;  mas  es  cierto  que  no  hay  en  esos  tratados  dispo- 
siciones que  se  opongan  á  las  deliberaciones  tomadas  por  el 
Gobierno  con  respecto  al  paquete  Bio  Apa.  El  orador  pro- 
ísede  á  la  lectura  de  varios  artículos  de  la  convención  de  7 
de  Marzo  de  1856  y  del  tratado  de  20  de  Noviembre  de  1857  5 
y  del  análisis  á  que  precede,  concluye  que  en  ninguno  de  esos 
actos  se  han  estampado  privilegios  para  las  naves  mercantes, 
aun  cuando  se  hallen  en  las  condiciones  del  paquete  Bio  Apa. 

inftaccidn  de  las  leyes    El  Eucargado  do  Ncgocios  de  Fraucia  hizo  en 

fiscales.    Caso  de  la  ^ 

ifoieteflancefla'iTrsTUa.-'    25  de  Octubrc    de    1875,  la  siguiente    recla- 
mación : 

"La  goleta  francesa  Ursule  del  puerto  de  Pointe-á-Pitre, 
perteneciente  á  los  señores  Du  Lyon  de  Bochefor  y  de  la  Eon- 
oiére,  comerciantes  de  esta  ciudad,  salió  de  la  Guadalupe  el 
22  de  Julio  último  para  ir  á  Barcelona  (Venezuela)  con  ol  ñn 
de  comprar  allí  un  cargamento  de  reses  en  pié.  Habiendo 
llegado  el  27  del  mismo  mes  delante  de  Margarita,  el  Capitán 
se  puso  á  la  capa  con  el  fin  de  tomar  un  práctico  para  con- 
tinaar  viaje,  y  habiendo  pasado  3  ó  4  horas  sin  que  viera  venir 
nna  embarcación,  y  arrastrando  la  corriente  la  goleta,  el  Ca- 
pitán tuvo  que  fondear  para  no  encallar  en  la  costa  en  un 
'banco  de  arena  que  no  podía  evitar. 

En  cuanto  la  goleta  echó  el  ancla,  fue  á  bordo  una  canoa 
montada  por  cuatro  hombres  con  un  empleado  de  aduana ;  se 
le  previno  al  Capitán  que  presentase  sus  papeles  de  mar  y 
fuese  inmediatamente  á  tierra. 

Mientras  sufria  un  interrogatorio  ante  un  magistrado  del 

lugar,  otra  embarcación  montada  por  quince  hombres  armados, 

•  se  paso  al  lado  de  la  goleta,  izó  las  velas  de  oficio  á  pesar 

de  la    oposición  del  segundo,   arrió  la    bandera,  y  la  fondeó  en 

la  rada,    quitando  la  verga,   que  llevó   (v  tierra. 
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Después  dtí  uu  procedí mieuto  de  11  días,  la  goleta  fae 
vendida  y  adjudicada  á  un  tercero.  Siguiendo  el  consejo  de 
sn  abogado,  el  patrón  de  la  goleta  pudo  rescatarla  en  3.500 
francos. 

La  cojida  de  la  goleta  Ursule  constituye  por  parte  de  las 
autoridades  venezolanas  un  acto  de  violencia  y  arbitrariedad 
contrario  al  derecho  de  gentes,  cuya  reparación  el  infraescrito 
ha  recibido  orden  de  pedir. 

En  efecto^  la  condenación  pronunciada  por  el  juez  del 
territorio  Marino  se  funda  únicamente  en  el  hecho  de  que  el 
buque  francés  fondease  en  aguas  venezolanas  sin  despacho  legal, 
lo  que  la  ha  hecho  considerar  como  contrabandista.  Ahora, 
está  perfectamente  establecido  por  una  parte,  que  la  Ursule 
habia  sido  despachada  en  lastre^  y  por  otra,  que  no  habia  venido 
voluntariamente  á  fondear  en  Margarita.  Ella  pasaba  á  vista 
de  tierra  para  tomar  un  práctico  que  necesitaba  para  llevarla 
á  la  costa  firme,  y  sin  cuyo  auxilio,  visto  el  estado  del  mar, 
le  era  difícil  evitar  un  siniestro.  La  cojida  y  la  confiscación 
de  la  Ursule  constituyen,  pues,  nn  conjunto  de  actos  condes- 
nados  por  el  derecho  de  gentes.  Es  un  principio  que  en  caso» 
de  arribada  forzosa  por  accidentes  del  mar,  no  se  aplican  las 
reglas  ordinarias  de  aduana,  y  lo  más  frecuentemente  ni  aun 
las  de  la  guerra. 

S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  ha  hecho  cons- 
tar  además,  qne  en  este  asunto  no  ha  sido  más  respetado  por 
las  autoridades  venezolanas  el  derecho  convencional  que  los 
principios  ordinarios  [del  derecho  de  gentes.  El  espíritu  ge- 
neral de  nuestro  tratado  de  navegación  de  25  de  Marzo  de 
1843,  y  especialmente  el  artículo  12,  implican  en  favor  de  los 
buques  que  entran  en  las  respectivas  aguas  de  los  dos  países 
por  causa  de  arribada  forzosa,  un  trato  todo  de  protección  que 
ha  sido  de  un  todo  desconocido,  y  esto  agrava  más  el  asunto. 

De  acuerdo  con  las  órdenes  formales  del  Duque  Decazes, 
llegadas  ayer,  el  infraescrito  declara  al  Gabinete  de  Caracas  que 
el  Gobierno  le  hace  responsable  de  los  daños  causados  á  ios 
propietarios  de  la  Ursule,  los  cuales  montan  á  28.600  francos, 
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á  saber  :  3.500  francos  á  qae  alcanzan  los  desembolsos  hechos 
por  el  Capitán  para  recuperar  sa  baque,  y  25.000  francos  por 
el  perjuicio  que  ha  cansado  la  violencia  de  que  fue  víctima." 

Contestación  ^'Ministerio  de  Belaciones  Exteriores. — Oa- 

^L**  *°*  racas,  Diciembre  9  de  1875.— El  Ilustre  Ame- 
ricano  Presidente  de  la  República  se  enteró  de  la  nota  dirijida 
al  infraescrito,  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  Venezuela, 
por  el  señor  Encargado  de  Negocios  de  Francia  en  25  de 
Octubre  último  y  relativa  á  la  goleta  Úrsula. 

Después  de  presentar  la  exposición  del  caso,  el  seüor  Des 
üToyers,  conforme  á  órdenes  de  su  Gobierno,  declara  que  el  úl- 
timo tiene  al  Gabinete  de  Garacas  por  responsable  de  los  da&os 
cansados  á  los  propietarios  del  buqne,  daños  que  se  elevan  á 
28.500  francos,  á  saber  :  3.500,  importe  de  los  desembolsos  he- 
chos por  el  Capitán  para  recobrar  su  nave,  y  25.000  francos 
por  el  perjuicio  causado  por  la  violencia  de  que  fue  víctima. 
E^to  se  funda  en  el  concepto  de  que  el  apresamiento  y  con- 
deDación  de  aquella  constituyen  un  acto  de  violencia  y  arbi- 
trariedad contrario  al   derecho    de   gentes. 

El  infraescrito  cumple  las  instrucciones  recibidas  del  Jete 
de  la  Administración,  principiando  por  observar,  en  réplica, 
qae  no  se  descubre  aquí  otra  cosa  sino  la  aplicación  en  aguas 
de  Venezuela,  y  por  consiguiente  dentro  de  su  territorio,  de 
las  leyes  fiscales  que  la  República  ha  creido  á  propósito  es- 
tablecer. 

Son  las  leyes  de  este  país  tan  favorables  al  comercio  y 
ja  navegación  como  pueden  serlo  ;  y  no  sólo  no  castigan  á  las 
embarcaciones  que  arriban  forzosamente  á  los  puertos,  sino  que 
les  conceden  toda  la  protección  que  está  al  alcance  de  las  au- 
toridades en  los  lugares  respectivos.  Una  ley  del  Código  de 
Hacienda,  la  30%  está  destinada  especialmente  á  regular  el 
panto  de  arribadas  forzosas.  A  ellas  se  aplica,  pues,  una  le- 
gislación excepcional,  y  no  la  ordinaria  de  aduanas.  Se  ad- 
miten: V  por  daño  en  el  casco,  arboladura,  aparejos,  velamen 
"á  otra  avería  que  impida  continuar   navegando  sin   grave  pe- 
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ligro.  2°  por  enfermedad  no  contagiosa  de  la  mayor  parte 
de  la  tripulación  ó  por  el  hecho  de  presentarse  á  bordo  al* 
gana  enfermedad  contagiosa.  Y  3?  por  faerza  mayor  qne  im- 
pida absolutamente  la  continuación  del  viaje.  Cuando  no  se 
comprueba  la  causa  de  la  arribada  forzosa,  el  buque,  el  carga- 
mento, el  Oapitán  y  sus  cómplices  quedan  comprendidos  en  el 
caso  9?  del  artículo  1^  de  la  ley  de  comiso.  Por  ese  caso  se 
confisca  todo  buque  nacional  ó  extranjero,  procedente  del  ex- 
tranjero, con  sus  enseres,  aparejos  y  cargamento,  qne  se  en- 
cuentre fondeado  en  cualquier  puerto  no  habilitado,  rada,  bahía, 
ensenada  ó  islas  desiertas. 

Tales  disposiciones  se  habrán  aplicado'  á  la  goleta  Ürsüla^ 
si  no  so  ha  probado  ninguno  de  los  tres  extremos  que  el  Có- 
digo especifica.  Supuesto  que  la  sentencia  no  fuese  justa,  el 
Oapitán  la  consintió  no  apelando  de  ella,  como  tenía  derecho 
de  hacerlo  nada  menos  que  para  ante  la  Alta  Corte  Federal, 
el  tribunal  más  autorizado  de  la  República.  Por  consiguiente, 
ni  aun  en  tal  hipótesis,  tendría  razón  para  quejarse  del  fallo. 
Aun  en  causa»  de  presas,  qne  sé  hallaw  en  predicamento  muy 
distinto  y  en  que  entran  de  lleno  los  principios  del  derecho 
de  gentes,  hay  deber  de  emplear  los  recursos  de  apelación. 
^^La  equidad  natural"  dice  Wheatou, '^uo  permite  que  el  Estado 
sea  responsable  de  sus  actos  (de  los  captores)  hasta  que  esos 
actos  sean  examinados  por  todos  los  medios  que  el  Estado  ha 
se&alado  al  intento.  Por  tanto,  como  se  acostumbra  en  países 
marítimos  establecer  no  sólo  tribunales  inferiores  de  presan 
para  juzgar  cuál  es  buena  ó  mala,  sino  igualmente  Cortes 
de  revista  á  que  las  partes  pueden  apelar  si  se  creen  agrá-* 
viadas  por  las  inferiores,  los  subditos  de  un  Estado  neutral 
no  pueden  tener  derecho  de  acudir  á.su  propio  Estado  en 
demanda  de  remedio  contra  una  sentencia  errónea  de  un  tri- 
bunal inferior;,  hasta  que  hayan  apelado  á  la  Corte  Superior 
ó  á  las  varias  Cortes  Superiores,  si  hay  más  de  una,  y  hasta 
qne  la  sentencia  haya  sido  confirmada  en  todas  ellas.  Porque 
estas  Cortea  son  otros  tantos  medios  señalados  por  el  Estado 
á  que  pertenecen  los  captores,  para  examinar -su  conducta; 
y  hasta  que  su  conducta  haya  sido  examinada  por  estos  medios. 
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<3ontinúa  el  derecho  exclusivo  del  Estado  para  jnzgar.  Des* 
paés  que  la  senteucia  del  tribunal  inferior  ha  sido  usí  con- 
ñrmada,  los  reclamantes  extranjeros  pueden  acudir  á  su  propio 
Estado  en  solicitud  de  remedio ;  mas  el  derecho  de  gentes  no 
les  dará  título  á  él,  á  menos  que  hayan  padecido  agravio 
efectivo."    La  misma  doctrina  asientan  Galvo,  Bello,  etc. 

Si  puede  citarse  el  tratado  Venezolano  Frauoós  de  1843 
como  archivo  de  principios  internacionales  convenidos  por  ara- 
bos países,  no  puede  invocarse  como  documento  que  imponga 
obligaciones  y  apareje  responsabilidades,  habiéndose  denun- 
ciado por  Venezuela  en  la  época  que  dice  la  última  Me- 
moria de  este  Ministerio  al  Oongreso.  Y  dado  que  estuviera 
vigente,  su  artículo  3^  ofrece  á  los  ciudadanos  respectivos 
la  protección  más  completa  y  constante  en  sus  personas  y 
propiedades,  dándoles  al  efecto  libre  y  fácil  acceso  á  los  tri- 
bunales de  justicia. 

El  Gobierno  ha  ordenado  al  infraescrito  entrar  en  estas 
explicaciones  para  poner  en  toda  su  luz  los  motivos  de  su 
disentimiento  de  la  opinión  del   señor  Daque  Decazes. 

Por  lo  demás,  Venezuela  ha  estableciclo  una  ley  qne  tie- 
signa  el  tribunal  y  se&aia  los  trámites  de  que  deben  va- 
lerse tanto  los  extranjeros  como  los  nacionales,  para  alcan- 
zar la  reparación  de  los  agravios  provenientes  de  actos  de  em- 
pleados nacionales  ó  de  los  Estados,  ya  sea  en  guerra  civil 
ó  internacional  ó  en  tiempo  de  paz. 

Si  se  necesitara  alguna  razón  para  comprobar  la  sabiduría 
de  tal  ley,  la  suministraría  el  presente  caso  en  que  los 
dueños  de  la  goleta  Úrsula^  con  una  exposición  desnuda  de 
pruebas  y  fijando  arbitrariamente  hechos  y  guarismos,  aspiran 
á  obtener  |por  indebido  camino  una  indemuizsción  cuan- 
tiosa. 

Tal  es  la  decisióo  del  Gobierno,  y  al  comunicarla  al  se- 
ñor Des  Noyers,  le  renueva  el  infraescrito  las  seguridades  de 
su  oonsideración  distinguida." 
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Caso  <«  Caracas,  Mayo  7   de  1877.— El  Gobierno  del 

uC  la  goleta  iogIpf>a  *  Ja-  #  t. 

n«  Francia."  lufraescrito,  Mluístro  Besidente  de  S.  M.,  fae 

pnesto  por  intermedio  de  éste  en  posesión  de  la  resolnción 
de  S.  E.  el  General  Gazmán  Blanco,  fecliada  Febrero  17 
último,  en  que  se  declara  qne  un  Capitán  de  nn  baque  ex- 
tranjero que  llega  á  un  puerto  no  habilitado  de  Veneznel»,, 
para  el  cual  obtuvo  despacho  de  un  Cónsul  venezolano,  no 
puede  reclamar  del  Gobierno  venezolano  indemnización  por 
pérdidas  que  sufra  á  causa  de  las  medidas  que  se  tomen  con- 
tra él  por  haber  infringido  la  ley,  sentencíese  en  su  contra 
ó   no. 

El  infraescrito  tiene  ahora  la  honra  de  informar  á  S.  E. 
el  Doctor  Andueza  Palacio,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  que  ha  recibido  instruc- 
ciones del  conde  de  Derby,  principal  Secretario  de  Esta<ío  de 
S.  M.  en  el  Despacho  de  ITegooios  Extranjeros,  para  poner  eti 
conocimiento  del  Gobierno  venezolano  que,  en  opinión  del 
Gobierno  de  S.  M.,  esta  disposición  municipal  no  puede  re- 
levar al  Gobierno  de  Venezuela  de  la  responsabilidad  que  en 
las  circunstancias  cuestionadas  le  pueda  afectar  por  derecho 
de  gentes,  de  compensar  los  perjuicios  causados  indebida- 
mente á  los  extranjeros  por  empleados  y  agentes  de  Vene- 
zuela en  el  desempeño  de  sus  funciones  públicas, — El  infraes- 
crito aprovecha  «te— 22,  T.  C.  Middleton.^ 

de  vSueía.  "Estados  Unidos  dc  Vcnczuela. — Ministerio  de 
Eelaciones  Exteriores. — D.  P.  E. — Número  llC. — Caracas,  Junio 
20  de  1877.— El  infraescrito^  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de 
los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  tuvo  el  honor  de. recibir  la  nota 
del  señor  Ministro  Residente  de  S.  M,  B.  de  7  de  Mayo  úl- 
timo, destinada  á  informar  al  Gobierno  de  h\  República  de 
que,  en  opinión  del  Gobierno  de  S.  M.,  la  resolución  de  aquel, 
expedida  por  el  Ministro  de  Ilactienda,  en  17  de  Febrero  úl- 
timo no  puede  eximirle  de  la  responsabilidad  que  le  impone 
el  derecho  de  gentes  de  compensar  los  danos  indebidaniente 
causados  á  extranjeros  por  empleados  y  agentes  de  Venezuela 
en  desempeño    de  sus  funciones  públicas. 
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Se  refiere  esto  á  la  determioacióu  ea  que  el  Ejecutivo 
declaró  que  el  Capitán  de  un  buque  extranjero  despachado  por 
un  Cónsul  de  Venezuela  para  un  puerto  no  habilitado  de  ella, 
no  puede  reclamar  indemnización  del  Gobierno  de  la  Bepdblica 
por  las  pérdidas  que  le  causen  las  medidas  tomadas  contra 
él  como  infractor  de  la  ley,  sea  condenado  ó  no. 

Desde  luego  ha  de  notar  el  infraescrito  que  el  caso  del 
cual  se  habla  ahí  en  abstracto,  ocurrió  con  la  goleta  inglesa 
llamada  Jane  Francia  que  vino  recientemente  de  .Deme- 
rara  á  Tucacas  con  despacho  del  Cónsul  de  Venezuela  en  esa 
Colonia  Británica.  El  Ejecutivo,  reclamada  indemnización  por 
el  señor  Middletou  á  causa  de  la  demora  que  ocasionó  á  tal 
nave  el  procedimierito  de  que  se  hizo  merecedora  por  su  con- 
ducta, accedió  á  convenir  en  el  pago  de  doscientas  libras  es- 
terlinas ;  pero  lo  hizo  por  deferencia  al  Gobierno  de  S.  M.  y 
con  la  expresa  condición  de  que  lo  hecho  no  formarla  ante- 
cedente para  lo  sucesivo.  No  se  deduzca  pues,  de  aquí,  que 
el  Gobierno  de  Venezuela  admite  su  responsabilidad  en  tales 
casos,  cuando  precisamente  él  ha  querido  sentar  lo  contrario 
por  medio  de  la  resolución  de  que  se  trata. 

La  nota  á  la  cual  se  responde,  no  asigna  ninguna  razón 
que  apoye  sus  conclusiones  :  ella  se  limita  á  sentar  que,  según 
el  derecho  de  gentes,  el  Gobierno  de  Venezuela,  en  las  cir- 
canstaucias  supuestas  es  responsable  de  los  daños  causados 
indebidamente  á  extranjeros  por  empleados  y  agentes  de  Ve- 
nezuela en   el  desempeño  de    sus  funciones    públicas. 

Examinando  esta  cuestión,  escribe  el  i)ublicista  Doctor 
Carlos  Calvo:  *' En  lo  interior  délos  límites  jurisdiccionales; 
los  agentes  de  la  autoridad  de  toda  clase  son  sólo  perso- 
nalmente responsables  en  el  grado  establecido  por  el  derecho 
público  interno  de  cada  Estado.  Cuando  ellos  faltan  á  sus 
deberes,  traspasan  sus  atribuciones,  ó  violan  la  ley,  crean,  se 
gún  las  circunstancias,  á  aquellos  cuyos  derechos  han  ofen- 
dido, un  recurso  legal  por  las  vías  administrativas  ó  judiciales, 
mas  con  respecto  á  los  terceros  nacionales  ó  extranjeros, 
la    responsabilidad   del  Gobierno    que    los  ha   instituido  per- 
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maiiece  puramente  moral,  y  no  puede  hacerse  <iirecta  y  efectiva 
sino  en  caso  de  complicidad  ó  de  manifiesta  denegación  de 
justicia." 

Es  verdad  que  el  mismo  autor  añade:  "Muy  distinta  co- 
sa sucede  cuando  se  trata  de  actos  ejecutados  en  país  extran- 
jero que  tengan  un  carácter  verdaderamente  internacional  é 
imputables  á  representantes  oficiales,  delegados  de  la  ^fuerza 
pública  y  otros."  Esto  no  puede  referirse  á  Cónsules,  como 
va  á  probarse. 

Guando  Halleck  habla  de  la  responsabilidad  de  los  em- 
pleados subalternos  del  Estado,  la  limita  á  sus  representantes 
militares,  navales  6  diplomáticos  provistos  de  plenos  poderes, 
y  que  obran  dentro  de  los  límites  de  sus  presuntas  faculta- 
des y  funciones,  sin  contraerse  para  nada  á  Cónsules.  Y  agre- 
ga: ^' hasta  que  tales  actos  sean  expresamente  desconocidos  por 
el  Estado  á  causa  de  no  haberlos  autorizado.  T  aun  entonces 
está,  en  general,  obligado  á  reparar  el  agravio  y  castigar  al 
delincuente,  porque  q1  mero  desconocimiento  no  siempre  es  sa- 
tisfacción para  la  parte  agraviada.  Esta  regla  es  particularmen 
te  aplicable  á  los  actos  de  sus  fuerzas  militares  y  nava- 
les.—  El  acto  de  un  empleado  militar  ó  naval,  en  su  cualidad 
oficial,  es  por  tanto  prima  facle  acto  de  su  Gobierno,  y  por 
tal  ha  de  considerarse  hasta  gue  él  la  desconozca.  ^^ 

Ahora  bien,  los  Cónsules  no  son  autoridades  militares  ni 
navales,  ni  diplomáticos  revestidos  de  plenos  poderes,  y  por 
tanto  no  cabe  decir  que  representen  al  Estado  hasta  el  pun- 
to de  identificarse  con  el  mismo.  Son  meros  agentes  de  co- 
mercio creados  para  favorecerlo,  sometidos  á  la  jurisdicción 
civil  y  militar  del  país  de  su  residencia,  y  desnudos  de  los 
privilegios  de  que  en  los  países  extranjeros  gozan  los  ejércitos 
extraños  á  quienes  se  permite  entrada,  las  naves  de  guerra 
y  los  agentes  diplomáticos. 

.Además  si  la  responsabilidad  del  Estado  subsiste  hasta 
que  él  desconoce  los  actos  de  esas  tres  clases  de  agentes,  no 
se  alcanza  razón  para  que  aun  respecto  de  ellos  no  se  declare 
úe  antemano  la  desaprobación  ó  prohibición  de  tales  ó  cuales 
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casos.  Lo  qae  puede  hacerse  después  de  ejecutarse  los  actos, 
¿por  qué  no  antes  para  impedirlos 9  Si  con  la  declaración  pos- 
terior desaprobativa,  se  detienen  las  consecuencias  de  la  res- 
ponsabilidad, natural  es  que  con  la  misma  declaración  antici- 
pada se  la  excluya  absolutamente. 

Por  otra  parte,  ese  principio  de  la  responsabilidad  de  un 
Estado  por  la  conducta  de  su  agente,  presupone  que  el  últi- 
mo ha  obrado  en  v]rtud  de  facultades  concedidas,  ó  auto- 
rización de  su  principal.  Ahora  bien,  falta  el  fundamento  de 
la  regla  cuando  el  principal  se  anticipa  á  desconocer  la  exis- 
tencia de  la  mancomunitlad  en  un  caso  determinado. 

Ni  es  de  olvidarse  que  las  leyes  prohiben  á  los  Cónsules 
despachar  buques  para  puertos  no  habilitados ;  de  suerte  que, 
cuando  alguno  hace  lo  contrario,  falta  á  su  deber  é  infringe 
sus  instruciones,  que  como  tales  deben  considerarse  los  pre- 
ceptos de  las  leyes.  Así  se  rompe  el  hilo  de  unión  entre  el 
mandante  y  el   mandatario. 

En  el  derecho  convencional  y  en  la  práctica  de  las  Na- 
ciones en  materia  de  apresamientos  navales,  se  ve  contradicho 
el  principio  de  la  responsabilidad  inmediata  del  Estado  por 
los  actos  de  sus  funcionarios  militares  y  navales.  Se  halla  ge- 
neralmente establecido,  que  de  dichas  capturas  no  responde  el 
Gobierno  del  captor  sino  después  que  las  Oortes  de  Almiran- 
tazgo han  tomado  conocimiento  de  ellas  y  pronunciado  la  sen- 
tencia definitiva,  y  eso  cuando  ha  habido  denegación  de  jus- 
ticia ó  violación  manifiesta  de  las  reglas  más  sagradas  del 
derecho  internacional.  Muy  terminante  es  la  aserción  de  Whea- 
ton.  <^  La  validez  de  las  presas  marítimas  ha  de  ser  determi- 
nada en  un  tribunal  del  Gobierno  del  captor,  establecido  en 
su  propio  país,  ó  en  el  de  su  aliado. " — "  Pero  donde  cesa  la 
responsabilidad  del  captor,  principia  la  del  Estado.  El  es 
responsable  para  con  otros  Estados  de  los  actos  de  los  capto- 
res que  han  procedido  en  virtud  de  su  despacho,  en  el  ins- 
tante en  que  estos  actos  son  confirmados  por  la  sentencia  de- 
finitiva de  los  tribunales  que  él  ha  nombrado  para  determi- 
nar la  validez   de    los  apresamientos. '^    Tales    apresamientos, 
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como  es  sabido,   se  efectúan  por  buques  de  guerra  6    por  cor- 
sarios del  Estado   qae  los  ordena. 

De  todo  lo  dicho  resulta  que  la  resolución  cuyo  valor  se 
pretende  desconocer,  va  fundada  en  principios  y  usos  del  de- 
recho de  gentes. 

Benueva  el  infraescrito  al  señor  Middleton  las  protestas 
de  su  consideración  más  distinguida. — B,  Andueza  Palacio, " 

infraccidn  del  principio     De  los  Estados  Unidos  vluo  un  vapor,  armado, 

de    neutralidad.    Caso  .  _       .  .  ^  \  _  ' 

dei<  ThomasSwan.''  scgún  SO  dccía,  cou  cuatro  canoucs,  y  tomaudo 
el  rumbo  de  Puerto  Oabello,  entró  con  bandera  americana  en  ser- 
vicio de  los  rebeldes.  Se  estuvo  allí  algún  tiempo,  y  en  seguida 
partió  para  Oriente  llevando  á  su  bordo  al  General  Oordero, 
jefe  de  los  amotinados.  En  aguas  de  Margarita  se  puso  aco- 
meter depredficiones.  Gon  este  motivo  se  representó  á  la  Le- 
gación de  los  Estados  Unidos  en  Garacas  el  quebrantamiento 
de  sus  principios  y  leyes  de  neutralidad  cometido  por  el  Thomas 
Swan  equipado  en  Nueva  York,  despachado  de  allí  para;  un 
puerto  insurrecto,  con  armas,  en  un  tiempo  en  que  se  ejerce 
gran  vigilancia  en  la  costa  de  la  unión,  en  que  ella  necesita 
hasta  de  las  naves  de  propiedad  particular.  Si  aun  en  las  gue- 
rras internacionales  que  tengan  Venezuela  ó  los  Estados  Uni- 
dos se  ha  prohibido  por  el  tratado  vigente  entre  ambas  par- 
tes y  se  considera  como  delito  punible  según  las  leyes  res- 
pectivas, que  los  ciudadanos  de  una  ú  otra  soliciten  ó  tomen 
patentes  ó  letras  de  marca  para  armar  algún  buque  ó  buques 
y  salir  á  corso  contra  los  ciudadanos,  pueblos,  habitantes  ó 
bienes  de  la  otra  parte,  ¿  cómo  había  de  ser  permitido  armar 
en  Nueva  York  un  bajel  que  viniera  á  favorecer  tal  facción 
como  la  de  Puerto  Oabello  ?  Los  Estados  Unidos  reclaman 
ahora  cou  encarecimiento  de  la  Gran  Bretaña  la  observancia 
de  la  neutralidad  en  no  permitir  allí  la  construcción  y  equi- 
po de  buques  como  los  que  ya  han  ido  á  manos  de  los  con- 
federados, y  tales  estragos  han  causado  en  el  comercio  y  ma- 
rina del  Norte.  Oon  la  propia  razóa  puede  quejarse  Venezuela 
de  la  salida  del  Thomas  Stvan  para  Puerto  Cabello.  De  se- 
mejantes   argumentos    se  hizo  uso  para   esforzar    la  demanda 
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diir  ijida  á  laLegaciÓQ  de  loa  Estados   Unidos,  de  la  captara  del 
v8i^¡>or  americano   por  baques  de  gaerra    de  aquellos,  atentas 
la&=^     circunstaucias  del  caso  y   la  autoridad  que  por  ley  tiene  el 
Presidente  de  la  Uuión  para  emplear  la  fuerza  pública  en  ha- 
cezT    cumplir  los  deberes  de  neutralidad,  como  en  otras  ocasiones 
se      lia  practicado.    El   Gobierno  celebró  ver  que  las  razones  por 
•él     alegadas  obtuvieron  el   asentimiento  del  Ministro  americano, 
el      cual,  reconociendo  la  fuerza  y   validez  de  la  ley  y  del  tra- 
tarlo susodichos,  aseguró  que  en  cuanto  se  supiese  que  el  va- 
poz**  ó  cualquier   individuo  interesado    en  él   habían    incurrido 
en       sus  penas,  ni  el  señor   Gulver  ni  su  Gobierno  excusarían 
esfoerzos    que    produjesen     el    fiel   cumplimiento  de   las    dis- 
posiciones de    la    ley.     El  Ministro   opinó    que  el   vapor  de- 
bí sl      ser    apresado    y     detenido,     para    lo    cual    pediría    con 
na«yor  urgencia  el    pronto    despacho  de  un   buque  de  guerra 
^      üiSL  Guaira.     Aseguró  también  de  la  disposición  de  los  Eáta- 
doR   TJnidos  á  conceder  por  su   parte  lo  que  demandan  á  las 
^t;r«8  Naciones,   y  á  poner  en   efecto  sus  leyes  de  neutralidad 
®^*     especial   tratándose  de   una  Eepública   Lorniana  que  lucha 
*<^    mismo  que  ellos  por  sacar  triunfante,  y  hact:   perman^^rte  su 
^^>rma  de   Gobierno   popular. 

Posteriormente   comunicó  á  esta  Secretaría  que  el    vapor 
o-wioí    Stcan,  desembarcado  el   General   Cordero    en   Ciudad 
olivar,  volvió  á  Puerto  Cabello,  saliendo  de  este  lugar  el  mis- 
día   de  su  ariibo,  para  ir  á  Saint  Thomas  por  vía  de  Gu- 
io, y   declarando  su  intención  de  proseguir  luego   á  Nueva 
;   que  había  dado  á  las  autoridades  navales  de  los  Esta- 
Unidos  algunos   avisos  sobre  el  vapor  y  su  carácter,  por 
*o    QQQ   conceptuaba  probable  su  detención ;  y  que  aguardaba 
t^^i"    el   próximo  paquete  noticias  que,  á  ser  interesantes,  pon- 
^*^ía  en    conocimiento  déla  Administración.    (Memoria  de  Ee- 
^^ciones  Exteriores  de  18C3.) 

Loi  paquetes  En   la  cncstíón    legal  suscitada  por  retar- 

««n   conriderados  como        _  ,      ,  ,  ,       ,  .  i  • 

boques  mercantea.  do  en  el  despacho  (Ic  los  paquctcs,  se  hizo 
Pí'eeente  á  la  Legación  francesa  que  no  se  había  dado  á  co- 
nocer de  un  modo  formal  la  variación  del  tiempo  que  los  de 
^ranoia  permanecerían  en   La  Guaira;    qae,  según  el  itínera- 


160  INTRODUCCIÓN 


rio  comonicado  por  el  seuor  Saillard,  la  detención  allí  debía 
ser  de  doce  horas  á  la  venida  de  Earopa  j  veinte  y  cuatro  á 
la  vuelta  Se  insistió  en  que,  ann  en  el  sapaesto  de  existir 
la  disposicién  tomada  por  la  compañía  trasatlántica  en  aso 
de  sn  derecho,  como  empresaria,  esto  no  podía  privar  al  Go- 
bierno de  su  i  ti  contestable  derecho  á  considerar  tales  paquetes 
correos  como  buques  mercantes,  cuando  constaba  que  condu- 
cian  á  nuestros  puertos  artículos  de  comercio  y  cobraban  su 
fletamento  como  cualesquiera  otros,  así  como  también  embar* 
caban  los  frutos  nacionales.  Se  observó  que,  á  ocupai^se  sólo  eo 
la  conducción  de  la  correspondencia,  entonces  llevaria  mejor 
camino  la  solicitud;  mas,  no  siendo  así,  había  que  conside* 
rar  tales  buques  como  mercantes  y  sometidos  á  las  reglas  pres- 
critas para  el  mejor  ner vicio  público.  Se  recordó  que  en  el  caso 
del  Trent  Mr.  Seward,  aun  cuando  no  era  sino  paquete,  lo  caliñc6 
de  buque  Ikiercante,  porque  el  derecho  marítimo  no  reconoce 
sino  tres  clases  de  naves :  bajeles  de  guerra,  guardacostas  y 
bnqnes  mercantes;  y  que,  al  replicar  Mr.  Bussell,  si  bien  asentó 
que  los  paquetes  tienen  derecho  á  la  protección  especial  de  los 
Gobiernos  en  cuyo  servicio  se  empleaban,  convino  en  que  no 
están  exentos,  á  folta  de  tratados  que  estipulen  lo  contrario, 
de  visitas  ni  de  pesquisas  en  tiempo  de  guerra,  ni  de  las  pe- 
nas de  la  violación  de  la  neutralidad.  Se  alegó  además  que 
m  en  el  proyecto  de  convenio  de  correos  firmado  entre  Ve- 
nezuela y  Francia  en  1867  se  pactó  ningún  privilegio  especial 
para  los  paquetes.  Y  por  ñu  se  manifestó  que,  á  pesar  de  no 
mediar  obligación  alguna,  eran  tratados  siempre  en  los  puer- 
de  Venezuela  con  el  interés  propio  de  la  naturaleza  de  su  em- 
pleo; y  aun  trayendo  mercancías,  se  despachaban  con  toda 
la  premura  posible;  que  se  seguiría  practicando  esto,  cumplido 
que  hubiesen  con  las  leyes  fiscales,  sin  u<ícesidad  de  aguardar 
más  tiempo. 

Reglas  Como  preguntase  el  Cónsul  en  Liverpool  si 

que  deben  seguirpo  para  *       «^  *. 

abanderar  buques.  podría  abanderar,  aunque  fuese  provisional 
y  condicionalmente,  tuques  extranjeros,  según  se  lo  habían 
pedido  armadores,  se  resolvió :  que  no  había  inconveniente  en 
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nacionalizarlos,  si  llegaba  n  á  puertos  de  la  República,  ob- 
fiervaban  las  condiciones  de  la  ley  y  salían  para  otros  países 
*eon  el  Capitán  y  á  lo  menos  la  mitad  de  la  tripulación  ve- 
nezolanos ;  pero  que  no  se  podía  oi  debía  facultar  á  los  üón- 
flules  para  cambios  de  bandera,  no  sólo  porque  no  lo  permi- 
tía la  ley  sino  porque  tal  acto,  ageno  de  ella,  se  estimaría 
por  los  beligerantes  de  entonces  cuyos  derechos  apareciesen 
por  dicho  medio  restringidos  como  una  ingerencia  á  favor  del 
comercio  de  las  partes  contrarias.  Se  motivó  la  decisión  en 
la  falta  de  facultad  de  aquellos  agentes  en  punto  á  naciona- 
lización de  buques ;  en  que  la  ley  36  del  Código  de  Hacienda, 
8Í  autoriza  la  de  naves  extranjeras  con  mudanza  de  lo  di^* 
paesto  en  la  de  10  de  Mayo  de  1842,  es  sometiéndolas  á  las 
reglas  allí  establecidas,  y  á  todas  las  demás  providencias  re- 
guladoras del  comercio  ile  cabotaje,  y  en  el  concepto  de  que 
no  tendrán  derecho  á  reclamaciones  á  que  en  igual  caso  no  la 
tengan  los  venezolanos  armadores  y  dueños  de  buques ;  en  que 
loa  requisitos  de  tal  ley  especialmente  el  de  la  fianza  por  el 
buen  uso  del  pabelló  k  no  pueden  cumplirse  sino  en  paertos 
nacionales ;  en  que  al  Ejecutivo  sólo  es  dado  expedir  las 
patentes  de  navegación  ;  y  en  que  allí  mismo  se  pena  todo 
cambio  simulado  de  nacionalidad  de  bajeles. 

inmimidadei  de  buques    A  bordo  del  Bólxvar.  buquc  de  guerra  de  Ye- 
de  goem.  Violaoiou 

en  Trinidad.  nczucla,  halláudosc  CU  Trinidad,   se    cometió 

en  Junio  de  1878  una  violación  de  sus  inmunidades,  por  dos 
ingleses  que  se  presentaron  allí  en  busca  del  segundo  ingenie- 
xo,  para  entregarle  un  pliego,  y  cnando  lo  leía,  trataron  de 
agarrarle  por  un  brazo;  mas,  como  lo  notara  el  oficial  de  guar- 
idla, los  hizo  salir  y  embarcar  inmediatamente  en  el  bote  que 
'los  condujo.  Dada  la  queja  al  señor  Gobernador,  coutestó  que 
los  dos  individuos  susodichos  eran  ayudantes  del  MarsTiáll^  y 
tenían  encargo  de  ejecutar  la  orden  expedida  en  una  deman- 
da privada  contra  el  señor  John  Ottie,  que  entendían  hallarse 
en  el  vapor;  que  no  tenían  ellos  el  carácter  de  empleados 
públicos,   ni    responsabilidad   de   sus    actos  para    con    el  Go- 
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bernador ;    que   tíl    Marshall  le  había  asegura<lo    que   bus  bu- 
balteruos  iguoraban   U  naturaleza  de   la  nave,    y    de    lo   con- 
trario no    habrían    tratado   de   ejecutar  con    ella  la    orden ;    y* 
en   fin,   que     sentía    la  desgraciada    ocurrencia    motivo  de    la 
queja. 

Tanto  más  era  de  extrañar  el  procedimiento,  cuanto,  como 
es  sabido,  hasta  en  el  caso  extremo  de  refugiarse  un  criminal 
«n  un  buque  de  guerra,  y  de  negarse  su  Comandante  á  la 
extradición  de  él,  nunca  se  le  saca  por  fuerza,  ni  queda  otro 
recurso  siuo  el  de  elevar  la  reclamación  al  Gobierno  del  mismo. 
(Memoria  de  Eelaxsiones  Exteriores,  1880). 

Impuesto»  á  buques  Eu  10  dc  Novicmbre  de  1873  el  Presidente  de 
cia8°du  ios  tratados^  los  Estados  Uuidos  dc  Ycnezuela  decretó  que 
los  buques  nacionales  ó  extranjeros  que  fondeasen  eu  La  Yela 
pagaran  un  derecho  de  diez  y  ocho  centavos  por  tonelada.  Excep- 
tuaba de  la  contribución  los  buques  construidos  ó  por  construir  en 
el  país  desde  cierta  época.  Por  otra  parte,  estipulándose  en  el 
tratado  venezolano  francés  de  1843  la  igualdad  de  bandera 
entre  los  buques  de  uno  y  otro  país,  ya  en  su  entrada  en  lo8 
puertos,  ya  eu  su  salida,  y  no  debiendo  por  lo  mismo  pagar 
los  franceses  otros  ni  más  altos  derechos  de  tonelada,  etc.,  que 
los  venezolanos;  ha  parecido  á  la  Legación  imperial  francesa,  y 
ha  parecido  igualmente  á  su  Gobierno,  que  hay  conflicto  entre 
ambas  disposiciones,  y  que  el  decreto  no  debe  hablar  con  bajeles 
de  Francia.  La  Secretaría  ha  defendido  el  decreto,  y  se  ha 
apoyado  en  que  él  no  propende  á  favorecer  los  buques  nacio- 
nales, pues  la  mayor  par¿e  de  estos  son  construidos  fuera  de 
Venezuela.  De  modo  que  el  privilegio  no  se  extiende  á  muchos 
de  los  mismos.  Aun  podría  suceder  que  naves  extranjeras 
lo  disfrutasen,  por  llenar  la  condición  requerida.  Atendido  el 
reclamo,  embarcaciones  francesas  quedarían  privilegiadas  sobre 
las  venezolanas  de  construcción  extraña,  y  no  se  había  pactado 
eso,  sino  la  igualdad  del  tratamiento.  El  comercio  francés  no 
frecuenta  el  puerto  de  La  Vela;  de  que  resulta  ó  que  el  de- 
creto no  tendrá  á  él  aplicación,  ó  que  siempre  caerá  el  impuesto 
sobre  menos  bajeles  franceses  que  venezolanos.  Donde  quiera 
se  acostumbra   ofrecer  primas  para  el  fomento  de  algún  ramo 
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especial  de  la  NaciÓD,  sin  qne  esto  se  considere  como  menoscabo 
de  la  igaaldad  consentida  á  favor  de  los  extraños.  En  com- 
probación se  citó  el  artículo  9*  del  Tratado  de  Oomercic^  pro- 
puesto á  Venezuela  por  J^rancia  en  1857,  donde  se  exceptúa, 
precisamente  hablando  de  la  igualdad  de  bandera,  lo  tocante 
á  las  ventajas  y  estímulos  particulares  que  puedan  tener  por 
objeto  la  pesca  nacional  de  uno  ú  otro  país.  Todas  estas  ra- 
bones han  inclinado  al  Poder  Ejecutivo  á  pensar  y  decidir  que 
el  decreto  incluye  á  los  buques  franceses,  á  menos  que  (supo* 
niéndolo  posible)  sean  construidos  en  Venezuela.  No  obstante, 
el  Gobierno  de  Francia  juzga  que  el  decreto  favorece  excep- 
cionalmente  á  los  ciudadanos  de  la  Bepáblica,  porque  sólo  ellos 
se  encuentran  en  aptitud  de  construir  buques  en  el  país,  y 
por  consiguiente  son  llamados  á  gozar  del  beneficio.  Así  el 
medio  empleado  para  fomentar  la  industria  de  las  construc- 
ciones navales  equivale  á  un  privilegio  de  bandera,  y  tal  conse- 
cuencia, obtenida  directa  ó  indirectamente,  se  halla  en  absoluta 
contradicción  con  el  tratado.  He  aquí  el  pro  y  el  contra  de  la 
disputa,  que  aún  está  pendiente. 

.  A  principios  de  1863,  la  corbeta  de  vapor  de  la  marina 
imperial  francesa  Le  Catinat  fué  despachada  á  La  Guaira 
con  encargo  de  comprar  cierta  cantidad  de  café  para  uso  de 
la  flota. 

Después  de  haberlo  puesto  á  bordo,  el  Comandante  se  dis- 
ponía á  partir,  cuando  la  Administración  de  la  Aduana  le  excitó 
á  pagar  los  derechos  de  puerto  como  que  había  ejecutado  una 
operación  que  asimilaba  la  nave  á  los  buques  mercantes. 
(Memoria  de  Relaciones  Exteriores,   1865). 

^"^pSñoM-^^chfz^BSÍ  A  principios  de  1877  se  informó  al  Ejecutivo 
*^**°'"territorio.T°  *^*^  ^^  q^c  el  vapor  de  guerra  español  Sánchez 
Barcain^  que  andaba  en  persecución  del  Mocteztima^  apresado 
por  cubanos,  había  anclado  en  Irapa,  despaés  de  recorrer  el 
golfo  de  Paria,  y  deteniéndose  allí  dos  días.  No  siendo  aquel 
puerto  habilitado  para  el  arribo  de  buques  extranjeros,  se  juzgó 
qne  con  su  entrada  el  vapor  había  infringido  los  preceptos 
fiscales.    Aunque   la  Constitución    federal    nada    dice   sobre  la 
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materia,  como  decía  la  de  1830,  y  el  silencio  implicara  permiso, 
según  opinan  los  expositores,  no  paede  ser  sino  con  arreglo  á 
las  leyes.  En  faerza  de  su  soberanía,  Yeneznela  posee  el  de- 
recho de  abrir  ó  cerrar  sns  puertos,  ó  de  poner  en  el  primer 
caso  las  limitaciones  qne  estime  convenientes.  Eso  lo  ha  hecho 
exclnyendo  de  la  venida  de  naves  extranjeras  los  puertos  no 
habilitados,  y  los  puertos  ó  costas  no  habilitados  para  la  im- 
portación, bajo  pena  de  comiso.  En  dicho  punto  de  entrada  al 
territorio,  lo  mismo  que  en  lo  relativo  á  sanidad,  ellas  tienen 
que  sujetarse  á  las  leyes.  Así  se  reconoce  en  el  artículo  2*  del 
tratado  que  Venezuela  firmó  con  Dinamarca  en  1836,  al  facul* 
tarse  á  los  buques  de  guerra  de  las  partes  recíprocamente  para 
llegar  á  todos  los  puertos,  ríos  y  lugares  en  donde  se  permita 
ó  en  adelante  se  permitiere  entrar  á  los  buques  de  guerra  de 
cualquiera  otra  Nación  ;  de  permanecer  allí  y  de  salir  de  ellos, 
sujetándose  siempre  á  las  leyes  y  reglamentos  de  los  respectivos 
países.  Gon  tales  razones  se  demandó  satisfacción  por  la  falta 
del  vapor  de  guerra,  español,  y  el  castigó  de  su  Comandante 
que,  penetrando  en  lugar  vedado  á  la  bandera  extranjera,  co- 
metió una  violación  de  territorio.  La  nota  que  sobre  el  parti- 
cular se  escribió  ail  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  3.  M. 
en  Caracas,  y  que  él  elevaría  á  su  Gobierno,  aún  no  ha  sido 
contestada. 

Patenu^iSpilT'sucia.  Estados  Uuidos  de  Venezuela. — Ministerio  de 
Belaciones  Exteriores.— Sección  Central. — Número  397.  -Cara- 
cas :  Agosto  28  de  1866. — Año  3**  de  la  Ley  y  8°  de  la  Federación . 

Por  los  periódicos  ha  sabido  el  Gobierno  la  existencia  del 
cólera  en  distintos  lugares  de  Europa  y  de  los  Estados  Unidos 
de  América,  y  extraña  que,  con  algunas  excepciones,  la  noti- 
cia no  haya  venido  antes  ó  al  mismo  tiempo  de  los  Cónsules 
6n  cayo  distrito  se  ha  presentado.  Sin  embargo,  habrá  pocos 
casos  en  que  importe  tanto  enviar  prontos  y  fidedignos  infor- 
mes, como  cuando  se  trata  de  precaver  la  invasión  de  enfer- 
medades tenidas  por  contagiosaS|  y  sobretodo  de  la  que  sa- 
liendo del  Asia,  ha  llevado  al  resto  del  mundo  la  desolación 
7  el  espanto  de  sus  estragos.    Como  aquella  omisión   puede 
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sor     c!saa8a  de  gravísimos  daños,  el  Encargado  del  Ejecutivo  Na- 
cióla Cfeil  ha  dispuesto  se  hagan   á   los  Cónsules  las  prevenciones 
s^gixicntes:  If    Que  miren   este  asunto  con  la  gravedad  que  no 
**^   Ttnerecido  hasta  ahora.    2*  Que  si,  en  puntos  donde  reina  el 
™h1,     ge  expiden  cartas  limpias  de    sanidad  á  buques   despa- 
chados para  Venezuela,   los  Cónsules,   al  visarlas,  manifiesten 
®^    I>ropio  juicio  acerca  de  la  exactitud  de  la  certificación,  y 
aaouaés  pongan  en  el   mismo  documento  una  nota  del  estado 
^^     la  enfermedad  el  día  de  la  partida  del  buque  y  en   los  días 
mndediatos.    3^  Que    se  estampe    igualmente  en  las   patentes 
^^^    los  Cónsules  tienen  derecho  de  expedir  á  las  embarcaciones 
"®    menos  de  doscientas  toneladas.    4*  Que,  si  un  buque  pro- 
<5©clo  de  otro  lugar,  el  Cónsul  de  cada  puerto  donde  haga  es- 
^^-'-d)  copie  dichas  anotaciones  en  la  carta  de  sanidad  que   le 
f  ^tienda,  6  en  la  que  sólo  le  toque  visar;  como  también  debe 
'^dloar  la  circunstancia  de  ser  limpias,  en  su  caso,  todas  las 
^^  tintes  obtenidas  por  la  nave  hasta  su   llegada  al  lugar  de 
^*^     residencia  del  Cónsul.   5*  Que  tales  observaciones  se  tras- 
^^^ban  directamente  á  este  Ministerio  con  la  puntualidad  debida. 
^    Qae,  aun  cuando  no  sea  con  ocasión  de  despacharse  bajeles 
^*^ arcantes  páralos  puertos  nacionales,  los  Cónsules  den  cuenta, 
^^^^    todos  los  paquetes,  de  cómo  se  halle  la  salud  pública  en 
^^   de  su  residencia,  y  en  los  demás  del  mismo  país  que  ten- 
U    relaciones  de  comercio  con  Venezuela,  si  faltan  en  ellos 
funcionarios.    7?  Que  cuidadosamente  se  recojan  y  segui- 
xxxente  se  remitan  al  Gobierno  las  publicaciones  célebres  que 
an  sobre  el  cólera,  muy  en  especial  los  métodos  preveuti- 
9  y  los  curativos  aplicados  con  buen  éxito.    S^  Que  se  co« 
^^Hiquen  los  resultados  producidos   por  las  cuarentenas  que 
impongan  ya  en  tierra,  ya  á  bordo  de  buques,  y  si  han   lie- 
o  á  suprimirse  en  alguna  parte. — Dios  y  Federación. — Ba- 
Seyas. 

^^BiSiS^iaScS"    -acerca   del  número  de  naves  admisible  de 
'"^  t^iurtos  naeiooaies.      uua    vcz  y  del  tiempo  de  su  permanencia, 


La  habían  dicho  las  leyes  ó  pactos  de  la  República.    Ape- 
'^  en  la  Constitución  de  1830  se  lee,  entre  las  facultades  del 
^^gí6S0,  la  de  no  permitir  por  más  de  treinta  días  ía  estación 
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de  escuadras;  lo  qae  no  se  coDtieoe  en  las  leyes  fandamenta- 
les  posteriores.  Pero  la  concesión  actaal  ba  pasado  más  allá, 
bastando  qae  se  solicite  antorizacióu  del  Presidente,  ya  para 
entrar  en  puertos  no  habilitados,  ya  para  permanecer  xK)r  un 
tiempo  mayor  que  el  dicho.  He  aquí  la  ley :  "  El  Congreso 
de  los  Estados  Unidos  de  Yeneznela,  decreta:  Artículo  1* 
Los  puertos  adonde  puedan  llegar  los  buques  de  guerra  de 
Otra  Kación,  son  únicamente  los  abiertos  al  comercio  extran- 
jero. Artículo  2^  Dichos  buques  no  pueden  entrar  en  tales 
puertos  sino  en  número  de  tres  ó  cuatro  á  lo  sumo,  ni  per- 
manecer en  ellos  por  más  de  treinta  días.  Artículo  3®  Cuan- 
do por  algún  motivo  válido  necesiten  entrar  en  mayor  nú- 
mero ó  prolongar  su  estadía  más  allá  de  ese  término,  ó  vi- 
sitar para  observaciones  científicas  puntos  do  habilitados,  debe 
pedirse  permiso  especial  al  Presidente  de  la  Bepública,  el  cual 
lo  concederá  ó  nó  á  su  juicio.  Artículo  4P  Los  buques  de 
guerra  extranjeros  están  sometidos  á  los  reglamentos  de  policía 
de  los  puertos,  como  los  de  sanidad,  los  relativos  al  lugar 
del  fondeo,  etc.  Artículo  5®  En  caso  de  infracción  de  los 
artículos  anteriores,  las  autoridades  locales  se  abstendrán  de 
tomar  medidas  contra  dichos  baques,  atenta  la  extraterrito- 
rialidad de  que  gozan,  y  se  limitairáa  á  dar  cuenta  al  Poder 
Ejecutivo  Nacional,  para  que  él  proceda  conforme  á  los  usos 
internacionales."    (Ley  de  11  de  Mayo  de  1882). 

hispanc^knu^icana.  La  opinióu  americana  en  todos  los  casos  an- 
teriores debe  ser  la  expresada  por  el  Gobierno  en  cada  uno 
de  los  anteriores,  tanto  más  cuanto  que  son  reglas  aceptadas 
por  los  Gobiernos  extranjeros. 

""arrí^."^"  Venezuela  ha  ofrecido  á  Colombia  reconocer, 
en  tratado  de  navegación  de  fuerza  perpetua,  el  derecho  á  nave- 
gar las  aguas  venezolanas  con  igualdad  de  gravamen. 

Es  verdad  que  viene  prevaleciendo  en  los  tratados  públicos 
el  lieclío  consentidOy  y  no  el  principio^  de  libertad  de  navegación 
de  aguas  fluviales,  con  tepdencia  á  hacerlas  de  um  común,  aun- 
que no  de  propiedad  común ;  pero  sería  imposible  encontrar  en 
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el  derecho  de  geutes,  sea  de  las  aatoridades  ya  remotas,  ó  sea 
de  las  recientes,  que  las  agaas  mediterráneas,  así  corrientes 
como  estancadas,  cajas  riberas  pertenecen  á  an  solo  dominio, 
puedan  ser  navegadas  por  otra  bandera  con  igualdad  de  de- 
rechos, sino  por  resaltado  de  convenciones  ó  tratados  en  que 
86  hayan  creído  justamente  equilibrados  los  intereses  de  los 
contratantes. 

Las  libertades  que  han  venido  concediéndose  á  la  navega^ 
ción  de  aguas  mediterráneas,  así  de  estrechos  marítimos  como 
de  aguas  fluviales,  han  tenido  origen  siempre  en  tratados  y 
eon venciones,  en  los  cuales  aparecen  á  veces  los  resultados  de 
la  negociación,  sin  la  mención  de  las  cansas  que  los  produjeron, 
y  en  otros,  que  son  los  más,  con  expresión  de  las  condiciones  6 
eoncesiones  que  los  han  equilibrado.  En  cada  época  y  en  cada 
caso,  se  encontrarán  fácilmente,  en  los  protocolos  respectivos, 
las  propuestas,  réplicas,  y  contraréplicas,  en  que  expresa  ó  tá- 
citamente quedaron  establecidas  compensacioneSj  ó  probaron  un 
interés  del  cedente,  qvLQ  sirvió  de  origen   á  la  concesión. 

oaiTo.  El  mismo  Calvo,  la  más  reciente  autoridad  del 

derecho  de  gentes,  y  ya  de  reputación  colosal  |  nos  demuestra 
que  la  práctica  no  ha  llegado  á  aceptar,  respecto  de  los  ríos, 
el  principio  de  perfecto  derecho  que  consagra  después  de  al- 
gún tiempo  la  libertad  de  los  mares.  Este  insigne  publicista 
nos  dice,  que  la  libre  navegación  de  los  ríos  está  aceptada 
en  principio  general,  como  conveniente^  pero  que,  en  su  aplica- 
ción no  están  de  acuerdo,  las  Naciones  ni  los  más  renombrados 
tratadistas  de  la  ciencia.  Que  ellos  reconocen  un  derecho  per- 
fecto de  propiedad  á  cada  Estado  sobre  los  ríos  que  atraviesan 
sus  territorios,  de   los  cuales  son  parte  integrante. 

Kiüber.  Klüber  sostiene  el    derecho  absoluto  de  la  pro- 

piedad de  los  Estados  sobre  sus  ríos. 

Martcns.         Marteus,  aunque  modifica  ese  derecho  lo  reco- 
noce como  tal. 

wheaton.  Whcatou  opiua,  quc  los  ríos  no  debieran  ser 
propiedad  de  un  Estado ;  pero  que,  si  de   alguna  manera  le  es 
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incómodo  ó  pcrjadícial  el  aso  do  sus  ríos  por  an  extraño^  puede 
excluirlo,  como  propietario  legítimo  y  sigue  llamando  herecho 
imperfecto  el  de  los  demás  Estados.  Termina  diciendo  que  para 
el  ejercicio  de  ese  üereclio  imperfecto j  ha  de  consultarse  la  ventaja 
(le  las  partes. 

ncffter.  Hefiter  sostiene,  que  la  jurisdicción  de  un  Estado 
se  extiende  sobre  todas  sus  vías  fluviales  hasta  su  csalida  al 
mar.  Sus  palabras  son  estas:  ** Privados  los  ríos  de  la  li- 
bertad que  distingue  á  los  altos  mares,  ellos  constituyen  ana 
dependencia  natural  de  los  terrenos  que  cruzan,"  Y  añade 
Hefftor:  ^^os  Estados  ríbereQos  pueden,  hasta  que  los  líoa 
entren  en  otro  territorio,  dedicarlos  á  su  propio  uso,  y  excluir 
de  él  á  los  demás." 

Es  un  error  creer  que  en  lo  antiguo  prevalecía  el  derecho 
de  dominio  de  un  Estado  sobre  los  ríos  que  cruzaban  su  terri- 
torio, y  que  es  un  adelanto  de  nuestros  tiempos,. el  que  viene 
modificando  ese  principio.  Lo  contrario  puede[verse  en  el  célebre 
Herodoto  como  en  S trabón.  Cierto  es  que  los  publicistas  más 
antiguos  daban  mucha  extensión  a!  jus  usus  innocuí,  pero  todos 
confesaban  la  propiedad  de  un  Estado  sobre  los  ríos  que  co- 
rrían por  su  territorio ;  y  la  necesidad  que,  en  ciertos  casos, 
había  de  modificar,  por  tratados  especiales,   tal  derecho. 

El  mismo  Oalvo,  refiriéndose  á  los  grandes  ríos  de  América, 
concluye:  <^que  la  navegación  de  los  ríos  que  corren  dentro  del 
territorio  de  un  Estado,  es  asunto  propio  y  exclusivo  de  él,  que 
puede  reglamentarla,  ó  impedirla  á  voluntad." 

Con  lijeras  variantes,  se  encontrará  la  misma  doctrina  en 
Hanteteuille,  Polson,  Biquelme,  Caratheodori,  Ortolan,  De  Ousay, 
y  cuantos  han  tratado  la  materia. 

Aun  respecto  de  ríos  que  cruzan  el  territorio  de  varios  Es- 
tados,  califican  todos  de  imperfecto  el  derecho  de  los  ribereños  6 
contribuyentes,  en  la  parte  en  que  ambas  riberas  pertenecen,  al 
otro  dominio;  y  Grocio,  que  pudiera  llamarse  el  fundador  de  la 
ciencia,  sostiene  esta  opinión. 

En  la  práctica  aparece  que  esas  doctrinas  son  fiel  y  cous* 
tan  temen  te  seguidas. 
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El  Bhin.  Sí  la  navegaciÓQ  del  Rhin  es  libre  eu  el  día,  ello 
se  debe  á  las  transacciones  del  Congreso  de  Riistadt,  y  á  la 
Convención  de  1804,  y  al  tratado  de  París  de  1814  ;  y  aan  á 
pesar  de  todos  ellos,  los  Países  Bajos  soatavieron  qae  la  parte 
^ne  corría  por  sa  territorio  era  de  sa  exclasiva  jarisdicción. 
Mediando  la  Inglaterra,  se  sometió  el  punto  al  Congreso  de  Ye- 
roña,  y,  dividida  la  opinión  entre  las  Plenipotenciaé^  de  Aastriai 
Prasia,  Ensia,  Francia  y  Holanda,  fae  en  31  de  Marzo  de  1831, 
caando  quedó  convenida  la  navegación  del  Bhin  sólo  por  dos 
de  sus  tres  principales  brazos,  el  Lech  y  Waal,  segán  los  tér- 
minos en  que  vino  á  transigirse  el  punto  en  la  Convención 
de  Maguncia.  Todavía  lioy  la  Holanda  no  permite  el  trán- 
sito, ni  aun  á  ribereños,  si  no  son  sábditos  legítimos  de  Esta** 
dos  contratantes. 

El  £8caida.  La  uavegacióu  del  Escalda  entre  el  Austria  y 
las  Provincias  Unidas  necesitó  el  tratado  de  Westfalia,  y  fue 
materia  en  los  de  Dtrecht  y  en  el  de  1815  entre  Austria, 
Inglaterra  y  Holanda.  Para  que  las  Provincias  Unidas  per- 
mitieran esa  navegación  del  Escalda^  fue  indispensable  que  el 
Emperador  renunciara  importantes  i)reten8Íones,  y  aun  después 
se  hizo  indispensable  el  tratado  de  Fontaineblean,  que  dejó 
cerrado  el  río,  sin  embargo,  á  las  Previ ueias  Bélgica <.  El 
tratado  de  París  de  30  de  Mayo  de  1814  contiene  todavía  la 
condición  de  que  Antuerpia  destruyera  sus  fortiñcaciones,  y 
se  convirtiera  en  punto  puramente  mercantil.  A  pesar  de  todo 
esto,  fue  imprescindible  nuevo  tratado'en  1839,  entre  Bélgica 
y  Holanda,  y  hasta  1863  no  consintió  ésta  en  la  renuncia  de 
sos  derechos  exclusivos  sobre  el  Escalda^  haciéndolos  valer 
contra  la  Bélgica,  sino  en  virtud  de  una  indemnización  de 
17.000.000  y  pico  de  florines. 

Los  Estados  Unidos  del  Norte  América,  eu  el  mismo  año 
de  1863,  se  obligaron  á  pugar  á  la  Holanda  una  parte  de 
esa  indemnización,  que  no  pasara  de  3.000.000  de  francos. 

El  Elba.  El    Elba    fue    objeto    de   un    tratado  en  1815, 

entre   Prnsia  y  Sajonia,  otro  en   1821,   entre  los  Estados   ri- 
bereños, y  otro  en  1844,  á   esfuerzos  de  la  ciudad  de  Hata^ 
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bargo;  y  despaés  de  todo,  el  Beino  de  Hanover  sostavo  er 

peaje  de  Stade,  qae   no  renanció   sioo  en  virtnd  de  una  in- 
demnización pecaniaria. 

£1  Fo.  La  navegación  del  To  dio  lagar  á  los  tratados 

de  1850,  entre  el  Austria  y  los  Ducados  de  Parma  y  Módena,. 
al  cnal  se  adhirieron  la  Francia  y  la  CerdeSa. 

£1  Danubia  En  cuanto  al  Danubio^  que  por  el  tratado  de 
Backarest  se  declaró  propiedad  de  Bnsia  y  Tarquía,  en  1812,. 
la  Ensia  se  lo  apropió  eu  1820  exclusivamente ;  y  aunque  en 
1840  trataron  la  Rusia  y  él  Austria  de  combinar  sus  intere- 
ses, DO  lograron  ponerse  de  acuerdo ;  y  no  fue  sino  en  1856, 
cuando  en  el  tratado  de  París,  consecuencia  de  la  toma  de 
Sebastopol,  cedió  la  Eusia  su  derecho  exclusivo  sobre  el  Da- 
nubio  eu  el  interés  de  la  paz. 

Ed  América  encontraremos  la  misma  práctica. 

£1  Missisipi.  Por  el  tratado  de  paz  de  1763,  eo  que  la  Es- 
paQa  cedió  á  Inglaterra  la  Florida,  y  Francia  el  Canadá,  quedó 
del  dominio  exclusivo  de  la  Oran  Bretaña;  y  como  después 
fue  cedida  á  España  la  Luisiana,  por  la  Francia,  y  la  Florida 
pcñ*  Inglaterra,  en  1783,  quedó  la  España  dominando  la  boca 
del  Missisipij  y  sostuvo  siempre  su  derecho  exclusivo  de  na- 
vegación, en  toda  la  parte  que  atravesaba  bus  dominios.  Ko 
fue  sino  por  el  tratado  de  reconocimiento  de  la  independencia 
de  los  Estados  Unidos  del  Norte,  que  por  cambios  de  con- 
cesiones, quedó  el  Missisipi  libre  á  la  navegación  de  la  Gran 
Bretaña,  por  consentimiento  de  la  España ;  pero  no  lo  quedó  para 
los  Estados  Unidos  basta  el  tratado  de  San  Lorenzo  en 
1705. 

Adquirieron  aquellos  Estados  posteriormente  la  Luisiana  y 
la  Florida,  y  quedó  el  Missisipi  desde  su  fuente  hasta  su  ría  de 
su  dominio  exclusivo. 

lEi  San  Lorenzo.    El   San  Lovenzo  dió  origen   á  una  célebre  dis- 
cusión entre  la   Inglaterra    y    los    Estados  Unidos«    Los  Es- 
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tados  alegaban  que  eu  el  Congreso  de  Yiena  bahía  con- 
sentido la  Inglaterra  misma  como  uuo  de  los  contratantes, 
en  la  libertad  de  navegación  de  las  agaas  eu  que  se  ocupó 
aquel  Congreso;  y  sobretodo,  eu  que,  antes  de  la  guerra  de 
iadepeudeucia,  las  colonias  tenían  el  derecho  de  libre  navega- 
ción del  San  Lorenzo^  derecho  que  había  entrado  á  ser  uno 
de  los  efectos  de  esa  independencia. 

La  primera  de  esas  razones  carecía  de  exactitud,  porque, 
como  se  ha  visto  en  las  demostraciones  anteriores,  la  Europa 
Z2  0  atendió,  ni  aceptó,  ni  practicó  lo  acordado  en  Yiena  del 
zxftcdo  que  suponían  los  Estados  Unidos.  La  segunda  razón 
t:^iiÍA  más  fuerza  pero  tampoco  constituía  un  ü^i^títio  perfecto,. 
porque  no   se  había  asegurado  por  tratado  público. 

Opinión  Inglesa.  La  Inglaterra  opuso  que  el  paso  de  una  ban- 
sobre  un  territorio  extranjero,  no  era  ni  podia  ser  nunca 

iereelio  perfecto^  pues  que  era  una  excepción  del  derecho  de 
propiedad,  y  que  los  acuerdos  de  Viena  habían  sido  resultado 
de  convenios,  equilibrando  intereses  de  los  contratantes,  y  no 
^uiválían   á  un  derecho  natural. 

deb?^d^e^ras.  Hasta  1854,  á  los  71  Huos,  fuc  ouando  vino  á 
^^sentirse  la  libre  navegación  del  San  Lorenzo  á  los  Estados 
unidos,  y  también  de  los  canales  del  Canadá,  pagando  iguales 
P^jes  las  dos  banderas,  en  lo  cual  no  se  ve  sino  el  resultado 
^  cálculo  de  los  intereses,  así  británicos  como  americanos,  y 
^  Qingán  modo  la  declaración  de  un  derecho  universal  de  libre 
iiaregación  de  las  aguas  fluviales. 

Y  esa  concesión  misma,  se  reservó  el  Gobierno  inglés  la 
*oultad  de  srispenderla,  con  previa  notificación  al  Gobierno  de 
'^^fishington,  cuando  lo  creyera  conveniente. 

Bn  el  Sur  de  América  encontraremos  la  misma  doctrina. 

^^Ai^^!^'  La  Eepública  Argentina  sostuvo  su  derecho 
exclusivo  en  la  navegación  del  río  de  La  Plata,  desde  1810 
l^a»ta  1853.  Todo  el  tiempo  que  creyó  que  no  le  convenía 
otorgar  la  libertad  de  tránsito  por  su  territorio  á  otra  bandera. 
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Fae  el  General  Urqniza  el  qae,  calculando  de  diferente  modo, 
y  en  el  interés  de  las  Provincias  del  interior,  pactó  con  Fran- 
cia, Inglaterra  y  los  Estados  Unidos,  la  facultad  de  que  nave- 
garan sus  banderas  por  el  Plataj  el  Paraná  y  el  Uruguay  /  pero 
exceptuaron  á  los  buques  de  guerra,  y  á  los  mercantes  que 
condujeran  armas  ó  municiones. 

Ko  fue  sino  en  1851,  cuando  los  Gobiernos  del  Brasil  y 
del  Uruguay  se  concedieron  recíprocaman te,  y  por  mutua  con- 
veniencia, la  navegación  de  sus  ríos. 

dJüSS^ay.  Y  el  Uruguay  en  1853  abrió  los  suyos  volunta- 
riamente á  todas  las  banderas,  no  >como  reconocimiento  de  un 
derecho  de  los  demás  Gqbiernos,  sino  como  concesión  espontá- 
nea en  pro  de  sus  intereses. 

defp^l^ay.  En  el  mísmo  año  permitió  el  Paraguay  á  la 
Francia  y  la  Inglaterra  la  navegación  del  Paraguay,  pero  sólo 
hasta  la  Asunción. 

La  Goníederaoión  4rgentina  extendió  al  Brasil  en  1857  la 
concesión  hecha  antes  á  Francia,  Inglaterra  y  Estados  Unidos 
del  Norte,  negándole  al  mismo  tiempo  la  navegación  de  los 
afluentes. 

En  1859  extendió  el  Paraguay  á  los  Estados  Unidos  la 
concesión  antes  hecha  á  Francia  y  á  Inglaterra. 

deBoUT^.  Bolivia  hizo  á  los  Estados  Unidos  del  Norte 
América  la  concesión  de  navegar  el  río  de  La  Plata^  en  el 
trayecto  que  corre  por  su  territorio,  y  declaró  puertos  habili- 
tados todas  sus  poblaciones  á  orillas  de  aquel  río.  Esta  de* 
claración  espontánea  de  Bolivia  no  fue  en  realidad  sino  una 
medida  administrativa,  procurando  puntos  de  contacto  con  el 
exterior,  de  los  cuales  carece,  por  no  tener  en  el  Pacífico  sino 
el  puerto  de  Clbija,  á  gran  distancia  del  centro  poblado,  y 
atravesando  país  desierto. 

Proceder  del       g,  p^^.^  ^  ^j  ^^^^^^  pactarou  CU  1851  la  libertad 
Tecíproca  de  navegación  del  Amazonas,  y  siguió  el  Brasil  negando 
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ese  derecho  á  los  riberefSos  de  )a  parte  superior  del  río,  y  también 
al  comercio  de  Earopa.  Por  fin  en  1867  la  concedió,  á  partir 
del  7  de  Setiembre,  hasta  su  frontera  occidental  en  el  Amazo- 
nas hasta  Gameta  en  el  río  Tocantines,  hasta  Santarem  en  el 
Tapajoz  hasta  Borba  en  el  Madeira,  y  hasta  Manaes  en  la 
parte  qne  le  toca  del  Bío  l^egro,  &1  Snr  de  sa  límite  con 
Yenesnela. 

deiEculdor.  SI  Ecuador  declaró  libre  la  navegación  de  sns 
ríos  en  1853,  consultando  sns  propios  intereses. 

Tanto  el  Perú  como  el  Brasil  negaron  á  los  Estados  Uni- 
dos el  derecho  qne  ellos  se  otorgaron  en  1851. 

Queda  demostrado  que  no  existe  derecho  perfecto  de  na- 
TegaoiSn  de  las  aguas  fluviales^  ni  aceptado  ni  practicado  en- 
tre los  pueblos  civilizados.  Queda  probado  que  todas  las 
excepciones,  existentes  hoy,  del  principio  universal  de  dominio 
sobre  las  aguas  fluviales,  en  cada  territorio  por  donde  corran, 
así  en  Europa  como  en  América,  no  provienen  del  reconoci- 
miento de  un  principio,  ni  de  un  derecho  que  acepte  el  mun- 
do civilizado,  sino  ya  como  concesiones,  en  virtud  de  compen- 
saciones equivalentes,  ó  ya  en  virtud  del  cálculo  de  los  pro- 
pios intereses  del  ceden  te. — (Memoria  de  Belaciones  Exteriores, 
1876). 

i.^SrtÍS;X°^"H«2  Don  Pedro  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la 
TÍrañ^s»F^to^  aclamación  unánime  del  pueblo,  Emperador 
constitucional  y  defensor  perpetuo  del  Brasil ; — Con  el  objeto 
de  desenvolver  la  prosperidad  del  Imperio,  facilitando  cada  vez 
más  sus  relaciones  internacionales  é  impulsar  la  navegación  y 
el  comercio  del  Amazonas  y  sus  afluentes,  del  Tocantín  y  del 
San  Francisco  ;—Nnesti o  Consejo  de  Estado  consultado ;  He- 
mos decretado  y  decretamos  lo  siguiente  : 

Art.  1^  A  contar  del  7  de  Setiembre  de  1867,  la  navega- 
ción del  Amazonas  hasta  la  frontera  del  Brasil  con  el  Perú, 
el  Tocanlíu  La^ta  Cauíetá,  el  Tapajoz  hasta  Santarem,  el  Ma* 
deira  hasta  Borba,  y  el  Bío  Kegro  hasta  Manaes,  queda  abierta 
á  los  buques  mercantes  de  todas  las  daciones. 
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Art.  2®  A  contar  de  la  fecha  determinarla  eo  el  »rtíoalo 
1**,  la  navegación  del  San  Francisco  basta  la  villa  de  Penedo 
quedará  abierta   de  la  misma  manera. 

Art.  3^  La  navegación  de  los  aflaentes  del  Amazonas  eñ 
las  partes  en  qae  ana  sola  orilla  pertenece  al  Brasil,  qneda 
sabordiuada  á  nn  acaerdo  previo  con  los  Estados  ribereSos, 
teniendo  en  consideración  los  límites  y  los  reglamentos  fiavia- 
les  y  las  medidas  de  policía. 

Art.  4^  Las  presentes  disposiciones  en  nada  modifican  las 
prescripciones  de  los  tratados  de  navegación  y  de  comercio 
en  vigencia  con  las  Eepúblicas  del  Perú  y  de  Yenezaela  con- 
formes á  los  reglamentos  espedidos  al  efecto. 

Art.  5®  Kuestros  Ministros  y  Secretario  de  Estado  formu- 
larán por  medio  de  las  administraciones  respectivas  las  conven- 
ciones que  tienen  por  objeto  el  artículo  3®,  y  expedirán  las 
órdenes  y  los  reglamentos  necesarios  para  la  ejecnción  de  este 
decreto. 

Antonio  Coelho  de  Sa  é  Albnquerqae,  de  nnestro  Consejo, 
Senador  del  Imperio,  Ministro  y  Secretario  de  Estado  de  Be- 
laciones  Esteriores,  qneda  encargado  de  la  ejecnción  del  presente 
decreto. 

Palacio  de  Río  Janeiro,  7  de  Diciembre  de  18G6,  año  45 
de  la  Independencia  y  del  Imperio.— Firma  de  S.  M.  el  Empera- 
dor.— Antonio  Coelho  de  8a  é  Alhuquerque. 

Me  parece  que,  para  llegar  á  nn  acaerdo  perfecto  en  el 
asunto  navegación  de  ríos,  sería  conveniente  la  reunión  de  un 
Congreso  de  las  Kacioues  que  tienen  ríos  comunes,  con  la  mira 
de  bacer  un  tratado  especial  y  confoime,  que  allane  las  difi- 
cultades presentes  y  prevea  las  futuras.  Mas  no  ha  de  pasar  de 
cincuenta  años,  porque  creo  impolítica,  inconveniente,  incons- 
titucional y  peligrosa  la  perpetuidad  de  los  tratados.  Entre 
tanto  hagamos  arreglos  parciales  amplios,  liberales  y  fraterna- 
les, rehuyendo  la  frase  '*  Nación  más  favorecida." 

"híspanL^ericana'^°        Dcbc    ser    igualmeute  libre  para    nosotros 
los  latino-americanos,  la  navegacióu   de  los  ríos   que   tengan 
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sa  nacimiento  en  el  territorio  de  cualquiera  de  estas  Eepú- 
blicas,  ó  que  en  cualquier  sentido  los  atraviesen,  sin  que  el 
'astado  propietario,  ni  el  Estado  ribereño  establezcan  impues- 
tos diferenciales.  Ea  cnanto  á  permiso  á  extranjeros  para  nave- 
gar estos  ríos,  la  Nación  propietaria  ó  ribereña,  someterá  á 
tratado  especial  la  concesión  del  permiso,  sin  las  cláusulas 
igualdad  de  bandera,  ni  Nación  más  favorecida^  porque  estas 
cláusulas  son  altamente  impolíticas,  y  no  nos  dan  ninguna 
compensación,  y  sí  nos  procuran  perjuicios,  reclamaciones  y 
disputas. 

Kitradición.  La    Mcmoría   de    Eelaciones    Exteriores    de 

Golombifi    de    1884    me    suministra   el   siguiente    ilustrado    y 
profundo  estudio  de  tan  importante  materia: 

Eti  punto  á  extradición,  la  solidaridad  del  mundo  va 
extendiéndose  de  tal  manera,  que  es  forzoso  para  todos 
los  países  perfeccionar  la  institución,  reglamentándola  con- 
venienteuipnte.  "  La  teorí»  antes  practicada  en  los  Esta- 
<lo8  Unidos,  eegün  la  cual  la  extradición  de  los  malhechores 
debía  ser  consideraíla,  en  ciertos  casos,  como  el  justo  ejercicio 
de  un  derecho  y  de  un  deber  internacional,  no  pudo  impedir 
que  surgieran  numerosas  dificultades."  T  por  esto  Bélgica,  los 
Estados  Unidos,  Inglaterra  y  Holanda  han  establecido  clara- 
mente en  leyes  los  casos  en  que  la  extradición  puede  y  debe 
.H«r  acordada.  La  igualdad  internacional  lo  requiere  así  efectiva- 
mente, y  la  conveniencia  de  una  ley  que  sirva  de  tipo  al 
Foder  Ejecutivo  para  ajustar  convenios  de  esta  naturaleza, 
resalta  á  primera  vista. 

'^F?oroVphuumore*'  La  Inglaterra,  con  su  sabio  Gobierno  y 
t^ns  hombres  de  Estado  profundamente  pensadores,  vaciló  mu- 
cho tiempo  en  adoptar  este  camino.  Fiore  apunta,  con  referen- 
cia á  Phillimore,  cómo  generalmente  se  decía  que  había  sido 
siempre  regla  de  conducta  en  ese  país  la  de  rehusar  la  en- 
trega de  cualquier  individuo  que  se  hubiera  refugiado  en  su 
territorio.  Mas,  por  fin,  otra  práctica  sobrevino  y  varios 
tratados  se  ajustaron,  de  los  cuales  sólo  tres  obtuvieron  el 
pase  del    Parlamento   inglés.    De    éstos,    el    ajustado    con    el 
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Gobierno  francés  el  12  de  Abril  de  1883,  prodajo  grande» 
iocoDveuienteH  en  la  práctisa,  como  qae  hasta  1866  se  habían 
rechazado,  {)or  distintas  cansas,  todas  las  demandas  de  ex- 
tradición promovidas  por  la  Francia,  lo  que  obligó  á  esta 
Ilación  á  hacer  sn  formal  denancia  para  la  abrogación  del 
convenio  vigente. 

Mas  estas  difícnltades  y  otras  posteriores,  que  es  inútil 
€DDmerar,  hicieron  ver  más  claras  las  cosas,  y  desde  1870 
comenzó  á  legislarse  en  la  materia  con  el  tino  y  sabiduría  pro- 
pios de  aqael   gran   país. 

Aponte  este  ejemplo  como  mny  á  propósito  para  hacer 
qne  la  opinión  tome  aqní  el  mismo  canal  de  indisputable 
conveniencia  que  está  sigaiendo  en  otras  partes,  aan  en 
aquellos  países  más  opuestos  al  principio  á  la  entrega  de  los 
malhechores  refugiados  en   su  territorio. 

En  nuestra  ley  debería  desde  luego  preverse  cuanto  la 
propia  organización  constitucional  tiene  establecido,  con  sus 
principios  libérrimos  y  sus  reservas  consiguientes,  porque  k 
eso  nos  fuerzan  respetables  precedentes  legislativos.  Países 
hay  que  entregan  al  inculpado  por  toda  clase  de  delitos,  y  hasta 
por  infracciones  verdaderamente  leves.  En  este  particular, 
nosotros  debemos  limitarnos,  como  lo  aconsejan  distinguidos 
;tratadistas,  á  los  delitos  y  crímenes  de  trascendentales  conae- 
cuencias  que  alarman  á  toda  la  especie  humana,  desechando 
aquellos  que  carecen  de  la  misma  gravedad  y  en  los  cuales  el 
voluntario  alejamiento  de  la  patria  puede  estimarse  como  san- 
ción  sufeiente. 

^'"í?«rrld'S'*''°         En  mi  concepto  pudieran  fijarse  como  deli- 
tos que  obligan  á  la  extradición   los  siguientes  : 
E*]  asesinato  en  todas  sus  formas^ 
Bapto  y  estupro  violento ; 
Atentado  contra  la  vida  de  los  Jefes  de  Gobierno ; 

Incendios^  estragos  cansados  por  destrucción  ó  varamien- 
to de  nave,  por  innndacióu  ó  por  explosión  de  una  mina  ó 
máquina  de  vapor  ; 
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Bobo  con  fuerza,  intimidación  ó  entrada  violenta  en  logar 
habitado ; 

Peculado ; 

Fabricación  ó  emisión   de  moneda  falsa 

Falsificación  de  instrumentos  públicos,  ó  de  documen- 
tos de  crédito  público  ó  auténticos,  y  la  circulación  de  los 
mismos } 

Falsificación  de  billetes  de  banco  ú  otros  títulos  ó.  valo- 
res de  crédito,  sean  públicos  ó  privados,  y  la  circulación  de  los 

mismos; 

Defraudación  de  las   rentas  públicas ; 

Defraudación  de  caudales  privados  ejecutada  por  un  bau- 
quero,  comisionista,  administrador,  tutor,  curador,  albacea,  de- 
positario, liquidador,  síndico,  director,  gerente,  cajero  ó  em- 
pleado de  una  sociedad,  compañía  ó  empresa; 

Bancarrota  ó  quiebra  fraudulenta; 

Danos  causados  en  los  caminos  de  hierro,  que  comprome- 
tan la  vida  de  las  [x^rsonas  ú  ocasionen  destrucción  de  pro- 
piedades ;  y 

La  piratería,  entendiéndose  por  tal,  para  los  efectos  de  la 
entrega,  el  motín  á  bordo  de  buques,  en  aguas  jurisdiciona- 
les,  cuando  la  tripulación  ú  otras  personas  á  bordo  se  hayan 
apoderado  del  barco  por  fraude  ó  violencia  contra  el  Capitán 
y  con  el  objeto  de  cometer  un  delito  privado.    (•) 

Y  como  complemento  de  la  ley  estas  otras  disposiciones  : 

EzoepcioncB.  Excoptuar  cxpresamentc  de  las  estipulaciones 
del  tratado  respectivo  los  hechos  ó  delitos  comprendidos  en  la 
calificación  de  poUticos^  acerca  de  los  cuales  en  ningún  caso 
podrá  solicitarse   ni  deberá  concederle  la  extradición  del  incul- 

(♦)    En  este  capítulo    disiento  de  la  opinión  do    Colombia   por 
la  extensión  que  doy  en  esta  obra  á  los  delitos  piráticos,  codb Hitan- 
do el  interés  general  hispano-cmericano  constantemente  amenazado 
por  las  Naciones  extranjeras.    (Véase  piratería  y  bloqueo  pacífico). 
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pado,  aunqne  aparezcan  cometidos,  eu  conexiÓQ  con  estos,  al- 
guDO  ó  algunos  de  los  delitos  arriba  especificados.  Debe  ea- 
tipularse,  además,  que  el  individuo  cuya  extradición  se  haya 
acordado  uo  podrá  ser  perseguido  por  ningán  delito  político 
anterior  á  la  extradición,  pues  ésta  sólo  deberá  tener  lugar  para 
perseguir  y  casti[2[ar  los  delijbos  comunes  determinados  arriba  j 
ejecutados  posteriormente  á  la  promulgación  de  la  ley. 

Jj2k  extradición  uo  será  concedida  si  hubiere  trascurrido  el 
tiempo  necesario  para  prescribir  la  acción  ó  la  pena,  conforaie 
á  nuestra  legislación.  Tampoco  tendrá  lugar  si  el  inculpado 
sufre  ó  ha  sufrido  ya  la  pena  correspondiente  por  el  hecho  do 
que  se  trate;  ó  ba  sido  juzgado  y  absuelto  en  el  territorio  de 
otra  Nación. 

En  caso  de  reclamación  del  acusado  ó  condenado  por  parte 
de  varios  Gobiernos,  por  crímenes  ó  delitos  cometidos  en  sus 
respectivos  territorios,  el  acusado  ó  condenado  se  entregará  de 
preferencia  al  Gobierno  que  haya  presentado  primero  la  demanda 
de  extradición;  y  si  estas  fueren  simultáneas,  á  aquel  en  cuyo 
territorio  se  cometió  el  primer  deliio. 

caflos  Si  el    individuo  reclamado    estuviere  conde- 

«nqaese  difiere  la  cnircgft  _  _        .  .  _  _    ,, 

deideuacuente.  nado,  acusado  Ó  pcrseguido  por    otro  delito 

cometido  en  nuestro  país,  su  extradición  será  diferida  hasta  qae 
termine  la  causa  criminal^  ó  se  extinga  la  pena  que  se  le  ha* 
biere  impuesto,  ó  después  de  haber  sido  absuelto  ó  indultado. 
Pero  no  será  obstáculo  para  la  extradición  la  responsabilidad 
por  obligaciones  civiles  contraidas  á  favor  de  particulares,  quie- 
nes conservarán  á  salvo  sus  derechos,  para  hacerlos  valer  á  sa 
tiempo  y  ante  la  autoridad  competente. 

En  casos  urgentes  y  sobretodo  cuando  se  tema  la  fuga 
Colombia  accederá  á  la  detención  del  inculpado  si,  apoyándose 
en  las  pruebas  requeridas  para  la  retención  provisional,  la  Ilación 
interesada  lo  exigiere  por  el  medio  más  rápido  y  aun  por  telé* 
grafo,  con  la  condición  de  que  se  presentarán  lo  más  pronta 
posible  las  pruebas  necesarias. 

Si  dentro  del   término  de  dos  meses,  contados  desde  el  día 
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■ew  qae  el  acusado  ó  condenado  habiere  sido  detenido  ó  arres* 
tado,  si  se  trata  de  la  entrega  á  algún  país  europeo,  ó  de  nn 
mes,  si  faere  americano  el  reqairente,  no  se  hubieren  presen- 
tado las  pruebas  suficientes  para  conceder  la  extradición,  e) 
preso  ó  detenido  será  puesto  inmediatamente  en  libertad ;  y 
RÓlo  en  virtud  de  la  presentación  posterior  de  pruebas  sufi- 
cientes, podrá  volver  á  ser  detenido  por  el  mismo  motivo. 

^'^"eí tíí 5a*  **  Los  individuos  acusados  ó  condenados  por  crí- 
menes ó  delitos  á  los  cuales  se  aplica  la  pena  de  muerte  con- 
forme á  la  legislación  de  otros  países,  ó  una  pena  temporal 
mayor  de  diez  años,  sólo  serán  entregados  por  Colombia  con 
la  condición  expresa  de  que  la  pena  de  muerte  será  conmutada, 
y  la  temporal  rebajada  al  cumplirse  aquel  tiempo. 

^•uneu^te""*  Ouando  haya  lugar  ala  extradición,  todos  los 
objetos  aprehendidos  que  puedan  servir  para  comprobar  el  de- 
lito y  sus  autores,  así  como  los  efectos  robados,  se  entregarán 
ft  las  autoridades  del  Gobierno  reclamante.  Dicha  entrega  se 
Terificará  también,  aunque  por  la  muerto  ó  fuga  del  incul- 
pado, la  extradición  de  éste  no  pueda  llevarse  á  efecto,  que- 
dando reservados  los  derechos  de  terceros  sobre  los  men- 
Clonados  objetos,  que  serán  devueltos  después  de  terminada 
la  causa. 

Los  gastos  qne  ocasione  el  arresto,  detención  y  trasporte 
del  individuo  reclamado,  serán  de  cargo  del  Gobierno  que  soli- 
cite la  entrega  hasta  el  día  en  que  ésta  se  verifique. 

raci!&mftci($iL  ^  Para  que  la  extradición  tenga  lugar,  se  enten- 
derán entre  sí  los  dos  Gobiernos,  sea  directamente,  sea  por 
medio  de  sus  Agentes  diplomáticos  ó  consulares.  La  reclama- 
ción especificará  la  praeba  ó  principio  de  prueba  que,  por 
las  leyes  del  Estado  en  que  se  haya  cometido  el  delito, 
sea  suficiente  para  justificar  el  arresto  y  enjuiciamiento  del 
inculpado. 

En  el  caso  de  fuga  del  reo,  despaés  de  estar  condenado, 
sin  haber  sufrido  la    pena,   la  leclamación  expresará  esta  cir 
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cnnstaiicia,  é  irá  ÚDicamente  acompañada  de  la  sentencia  de- 
finitiva. 

La  calificación  de  estas  praebas  corresponde  á  la  Oorte 
Saprema  Federa),  que  la  hará  en  an  término  no  mayor  de 
qaince  días. 

Colombia  tendrá  derecho  á  exigir  qne  las  sentencias  profe- 
ridas por  el  país  reclamante  le  sean  comunicadas  en  cada  caso, 
las  que  serán  publicadas  en  sa  periódico  oficial. 

En  el  caso  de  qae  un  individuo  cuya  extradición  haya  sido 
concedida  entre  otras  Naciones,  tenga  que  pasar  de  tránsito  por 
el  territorio  de  Oolombia,  este  tránsito  será  libre  y  seguro,  con 
tal  de  que  el  individuo  arrestado  no  vaya  custodiado  por  fuer- 
zas militares,  se  presente  á  la  primera  autoridad  política  del 
territorio  el  acto  de  entrega  ó  la  resolución  en  que  se  haya 
concedido  la  extradición  y  tenga  ésta  por  fundamento  alguno 
de  los  delitos  especificados  antes,  con  las  restricciones  apuntadas 
iniiH)  adelante. 

Desde  luego  es  fácil  caer  en  la  cuenta  de  que  en  la  lista  de 
delitos  arriba  escrita,  se  ha  restringido  el  delito  internacional 
de  la  piratería  al  motín  á  bordo  de  buques  surtos  en  aguas 
jurisdiccionales,  con  el  objeto  de  cometerse  un  delito  privado. 
La  razón  parece  clara,  porque  si  se  trata  de  la  piratería  en 
alta  mar,  como  estos  piratas  "  pueden  ser  perseguidos  y  apre- 
sados por  los  buques  que  los  encuentren,  y  juzgados  por  el 
Estado  que  haga  1.4  captura,''  el  interés  es  general,  y  no  habría 
por  qué  preferir  do  antemano  determinada  demanda,  cuando^ 
con  idéntico  fundamento,  podrían  intentarse  varias  á  la  vez. 
Y  si  se  trata  del  levantamiento  con  fines  políticos,  entonces, 
como  los  delitos  de  ese  nombre  están  exceptuados  de  la  extra- 
dición, la  excepción,  en  este  caso,  concuerda  con  la  regla  ge- 
neral del    otro. 

Obsérvase,  además,  que  para  los  Individuos  entregados  por 
crímenes  ó  delitos  á  los  cuales  se  aplique  en  la  Nación  re- 
clamante la  pena  de  muerte  ú  otra  temporal  mayor  de  diez 
aiios,  se  establece  la  condición  de  que  la  primera  será  con- 
mutada, y    la    temporal  rebajada  al    cumplirse  aquel   eepacio 


INTEODUOCIÓN  181 


de    tiempo    (incisos    1'  y   3®  del    artículo  15    de    la    Cousti- 
tación). 

Exenddn  déla  pena      La  exeuoiÓQ  dc  la  pciia  dc  muerte   para  el  eu 

de  muerte  para  el  ••  ■•.  ■         i 

deiincncntc.  tregado  pudicra  sostenerse  con  muy  buenas  ra- 

zones, considerada  aquella  en  abstracto  y  atendiendo  á  la  reac- 
ción qne  en  casi  todas  partes  comienza  á  hacerse  sentir  contra 
el  tremendo  castigo.  I^o  así  la  limitación  de  la  pena  temporal, 
cuando  la  experiencia  nos  tiene  demostrado  que  el  tiempo  de 
diez  anos  es  demasiado  largo  para  la  reforma  moral  de  los 
pocos  delincuentes  que  pueden  regenerarse  en  nuestro  defectuoso 
sistema  penitenciario,  y  demasiado  corto  como  escarmiento 
merecido  y  saludable  ejemplo.  Y  si  con  justicia  se  nos  ob- 
jetara, tanto  en  el  uno  como  en  el  otro  caso,  que  cada  país  es 
el  mejor  juez  de  sus  necesidades  y  que  no  tenemos  razón  para 
protestar  ápriori  del  Derecho  Penal  extranjero,  podríamos  con- 
testar victoriosamente  la  primera  objeción  con  lo  justamente 
humano  del  propósito,  y  esas  brillantes  razones  con  que  los 
criminalistas  más  afamados  han  combatido  en  las  sociedades  el 
derecho  de  quitar  la  vida  al  hombre ;  mas,  evidentemente  no 

nos  asiste  razón  para  dar  respuesta  á  la  segunda. 

La  lenidad  en  las  penas  genera  la  impunidad  del  delito, 
y,  á  la  larga,  por  ese  camino,  no  se  llega  sino  á  la  inseguri- 
dad social,  funesto,  alarmante  y  forzoso  resultado  de  cual- 
quiera indebida  condescendencia  departe  de  los  Legisladores 
en  materia  tan  delicada  como  grave.  Pudiéramos  ir  hasta  al- 
canzar que  el  Estado  en  que  se  ejecutó  el  delito  aplicara  la 
menor  de  sus  penas  temporales,  si  ésta  excede  de  diez  aiios, 
pero  nada  más. 

c  o  i^  m°b^TÍ  o  8 .  Con  respecto  á  los  delincuentes  colombianos, 
se  establece  que  no  podrán  ser  entregados  en  ningún  caso,  si- 
guiendo las  prácticas  más  generalmente  usadas  y  en  obe- 
decimiento también  de  la  garantía  consagrada  en  el  artículo 
15  (inciso  é^)  de  la  Constitución,  á  virtud  de  la  cual  los 
habitantes  y  transeúntes  en  Colombia  no  pueden  ser  juzga- 
dos por  Comisiones  ó  Tribunales  extraordinarios.  Aquellas 
prácticas  tienen    en   su   apoyo   la  opinión    del    mayor    número 
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de  JarisconsaltoB,  quienes  sostieaen  ''que  los  Gobiernos  uo 
pueden  hacerse  auxiliares  de  la  justicia  extranjera  contra 
los  subditos  que  tienen  la  misión  de  defender  y  proteg^er;"^ 
pero  en  contra  tenemos  argumentos  de  gran  fuerza,  como  el. 
que  aduce  Flore  en  su  Derecho  Penal  Internacional,  de  opo- 
nerse cada  país,  con  una  protección  exajerada  á  sus  naturales, 
á  la  más  completa  y  más  imparcial  Administración  de  justicia- 
Debido  é  imprescindible  será  examinar  bien  las  pruebas  adu- 
cidas de  la  culpabilidad  antes  de  su  entrega;  pero  la  excep- 
ción absoluta  podría  llevarnos  al  indulto  de  su  delito,  ó  á 
una  probable  impunidad,  en  atención  á  los  serios  embarazos 
con  que  se  tropezaría  para  iniciar  y  concluir  sumarios  en  1  n- 
gares  distantes  del  de  la  infracción.  El  nacional  no  habría 
alcanzado  gracia  alguna  sin  su  fuga,  ^y  será  justo  y  conve- 
niente que  por  este  solo  hecho  se  le  protega  hasta  detener  el 
curso  ordinario  de  la  justicia  1  {*)  Muy  buenas  razones  militan^, 
por  tanto,  en  contra  de  la  excepción,  y  ojalá  que  ella  que- 
dara eliminada  de  la  ley  nacional. 

Nada  debería  tampoco  establecerse  relativamente  á  rm- 
procidad.    A  este  respecto  dice  Fiore: 

"  La  extradición  es  obligatoria :  1**  Porque  tiene  por  ob- 
jeto protejer  los  intereses  del  género  humano  entero,  intereses 
para  cuya  protección  es  necesario  que  los  delitos  contra  las 
personas  y  las  propiedades  y  que,  por  tanto,  atontan  al  bie- 
nestar de  toda  la  sociedad,  sean  reprimidos  con  la  aplicación 
de  una  pena  que  tenga  por  objeto  apartar  por  el  ejemplo  á 
otros  individuos  de  la  idea  de  cometer  esos  mismos  delitos,  y 
detener  de  una  manera  permanente  ó  temporal  al  malhechor 
mismo  en  el  camino  del  crimen;  y  2®  Porque  resguarda  los 
intereses  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  ha  refugiado  el  cri- 
minal, para  lo  cual  es  necesario  que  éste  no  quede  largo  tiempo 
impune  en  el  mismo  territorio,  pues  es  probable  que  pudiera 
cometer  nuevos  delitos,  prevaliéndose  de  la  amplia  hospitalidad 
que  se  le  ofrece." 


(*)    Fiore,  Derecho  Penal  Internacional. 
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En  efecto,  al  Poder  Ejecutivo  debería  dejarse  en  completa 
libertad  á  este  respecto.  Lo  qae  á  la  Ilación  le  importa  es 
que  no  sufran,  por  omisión  de  sn  parte,  los  fueros  de  la  jns- 
ticía  universal,  qae  fúndala  obligación  jurídica  de  la  entrega 
del  delincuente,  hasta  con  prescindencia  de  los  tratados  inter- 
nacionales. Ningún  otro  interés  fuera  de  aquel  debe  guiarnos, 
salvo,  por  su  puesto,  el  de  aquellas  consideraciones  y  limita- 
ciones particulares  de  que  ya  me  he  ocupado  y  de  que  con- 
tinaaré  ocupándome  en  seguida. 

En  conformidad  con  lo  que  ha  venido  á  ser  casi  regla 
ÍQternacional,  de  que  los  tratados  públicos  pueden  aplicarse 
para  la  entrega  de  delincuentes  por  hechos  punibles  previstos 
en  ellos,  pero  cometidos  antes  de  concluirse  el  tratado,  en  los 
artículos  anteriores  se  ha  hecho  la  limitación  de  que  la  en* 
trega  uólo  pueda  tener  lugar  para  perseguir  y  castigar  delitos 
comunes  perpetrados  con  posterioridad  á  la  ley«  La  salvedad, 
para  ser  también  consagrada  en  los  tratados  que  lleguen  á 
celebrarse,  tiene  objeto  real.  Sin  ella  podría,  tal  vez,  exigir- 
senos  en  cualquier  tiempo  la  entrega  del  inculpado  por  críme- 
nes cometidos  antes  del  tratado  y  aun  antes  de  la  ley,  como 
qae  es  principio  corriente  de  interpretación  de  los  pactos  in- 
ternacionales que  á  ellos  no  deben  agregar¿ie  otras  excepciones 
qne  las  en  ellos  formuladas. 

poiuioos.  De  entre  los  delitos  políticos  se  ha  excluido 

el  atentado  contra  la  vida  de  los  Jefes  de  Gobierno,  colocán- 
dolo expresamente  entre  los  comunes  que  hacen  legítima  la 
entrega  del  inculpado.  La  definición  de  los  delitos  políticos 
es  varia  y  no  tenemos  una  que  satisfaga  completamente.  Hauss 
los  define  de  esta  manera :  <^  Por  delitos  políticos  se  entien- 
den los  crímenes  y  los  delitos  que  se  dirigen  exclusivamente  con- 
tra el  orden  político  y  que  tienden  á  derribarlo,  á  cambiarlo 
ó  á  turbarlo.  El  orden  político  comprende  en  el  exterior  la 
independencia  de  la  Nación  y  la  integridad  del  territorio;  y 
en  el  interiovj  la  forma  de  Gobierno  establecida  por  la  Cons- 
titución y  la  autoridad  constitucional  de   los  poderes  públicos, 
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es  decir,  de  las  Cámaras  y  del  Bey,  y,  ea  oonsecaeocia,  tam- 
bién la  fuerza  obligatoria  de  las  leyes,  la  inviolabilidad  de  la 
persona  del  Rey  y  los  derechos  constitacionales  de  su  dinas- 
tía. Los  crímenes  y  delitos  comunes  qae  se  han  cometido  con 
un  fin  político,  constituyen  infracciones  mixtas  6  hechos  co- 
nexos con  delitos  políticos.'^ 

De  acuerdo  con  este  concepto  y  la  opinión  de  Fiore,  ^^  los 
atentados  contra  el  Soberano  y  las  personas  revestidas  de  dig- 
nidades políticas  pueden  ser  delitos  políticos  si  se  dirigen  con- 
tra el  ente  moral  que  ejerce  el  poder  supremo,  ó,  en  otros 
términos,  si  son  atentados  dirigidos  contra  la  soberanía^  Pero 
si  el  delito  se  dirige  contra  el  hombre,  y  si  del  resaltado  que 
se  esperaba,  así  como  délas  circunstancias  de  lugar  y  tiempo, 
resulta  que  no  se  pretendía  derribar  la  soberanía  ni  apode- 
derarse  del  poder,  no  debe  darse  entonces  al  atentado  el  ca- 
lificativo de  delito  político." 

Gomo  se  ve,  la  discriminación  es  ardua,  y  nunca  faltarían 
disculpas  para  dar  colorido  político,  en  ciertos  casos,  al 
atentado  contra  la  vida  del  Soberano,  en  el  que,  por  la  natura- 
leza misma  de  las  cosas,  sejuntafi  de  ordinario  circunstancias 
de  premeditación  que  reagravan,  k  mi  juicio,  el  acto  criminoso, 
de  suyo  trascendental,  como  que  va  dirigido  contra  la  mávS  alta 
representación  del  Estado.  En  el  particular,  pues,  lo  más  sen- 
sato y  lo  más  conveniente  para  prevenir  las  perturbaciones 
sociales  que  pueden  surgir  de  la  muerte  violenta  del  Jefe  de 
la  Administración  pública,  es  no  hacer  diferencias  y  entregar 
el  responsable  al  país  que  lo  reclame  con  derecho.  Son  muy 
significativos,  y  los  incorporo  en  esta  relación  como  casi  deci- 
sivos en  el  asunto,  estos  conceptos  emitidos  en  la  Cámara  de 
los  Comunes  por  Lord  Stanley;  "Me  parece  que  si  por  una 
parte  deseamos  que  permanezca  inviolable  el  derecho  de  no 
ser  arrestados  los  individuos  culpables  por  delitos  ]>olíticos, 
por  otra  es  monstruoso  que  el  que,  por  ejemplo,  ha  cometido 
un  asesinato  en  las  calles  de  París  y  en  vseguida  se  refugia 
en  Inglaterra,  pueda  ser  castigado  en  tanto  que  la  persona 
asesinada  no  revista  carácter  político,  pues  si    tal    sucede,  las 
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leyes  inglesas  declararían  que  el  antor  no  pnede  ser  jazpfado. 
Tal  proposición  no  me  parece  sostenible."    (*) 

Las  leyes  se  van  modiflcando  con  los  tiempos  y  los  suce- 
sos, y  después  del  ataqae  contra  la  vida  del  Emperador  ]^apo- 
león  in  y  contra  la  de  los  Presidentes  de  la  Unión  Americana, 
Lincoln  y  Garfíeld,  ha  venido  á  ser  una  necesidad  de  primer 
orden  la  de  velar  del  mejor  modo  posible  por  la  se^nridad  de 
los  Jefes  de  la  Administración  pública,  para  combatir  esta 
peste  social  como  cualquiera  otra.  De  tal  manera,  cada  Jefe 
de  Gobierno  viene  á  gozar  de  mayores  garantías,  como  que  el 
qne  ose  levautar  la  mano  homicida  sabrá  bien  qae  la  justicia 
humana  tiene  medios  de  perseguirlo  por  toda  la  extensión  de 
la  tierra. 

Queda  admitida  en  las  disposiciones  arriba  apuntadas,  1» 
legitimidad  de  la  gestión  pnra  la  entrega  de  los  malhechores 
por  la  vía  diplomática  y  hasta  por  conducto  de  un  Agente 
Consalar,  en  cdso  de  falta  de  los  de  aquella  otra  categoría* 
Esto  es  lo  que  hoy  practican  las  Naciones  civilizadas  ;  mas  es 
entendido  que  no  debe  quedar  la  defínitiva  entrega  del  crimí* 
nal  al  arbitrio  del  Poder  Ejecutivo.  El  Poder  Judicial,  nues- 
tra Corte  Suprema  de  Justicia,  es  en  mi   concepto,  la  llamada 

C*)  Teniendo  el  Gobierno  de  Venezuela  las  mismas  ideas  enun- 
ciadas por  la  Cancillería  colomblaDa..  dio  en  Agosto  de  l^':2  el  si- 
guiente decreto: 

Guzmán  Blanco,  Ilustre  Americano,  Presidente  de  \on  Estados 
Unidos  de  Venezuela. — £n  uso  de  las  facultades  que  me  con  Crió  el 
Congreso  de  Plenipotenciarios,  ratificadas  por  la  Legislatura  Nacional 
en  3  de  Junio  de  1850,  ampliada/*  en  19  de  Mayo  de  1881  y  proro- 
gadas  en  4  de  Mayo  de  este  año.  Decreto.  Art.  1*  Para  píresentar 
á  S.  M.  Biítánica  una  alta  prueba  de  amistad  en  asunto  á  r^'ie  ella 
da  grande  importancia  y  en  que  ha  hecLo  encaieciíla  solicituri.  con 
un  acto  de  cortesía  internacional,  correfiyíondiente  al  ejecutado  por 
el  Excmo.  señor  Gobernador  de  Trinidad,  qae  en  157j  entre  sró  ¿Ve- 
nezuela la  persona  del  ciudadano  Gaspar  Hemárilez,  iridiciíido  de 
homicidio  y  roóo.  y  ater.ta  la  eñpeoiaüdad  del  ca-:o  de  vrilliam 
"West^ate,  a!:a-   '-'ic-.ael  O'Briec,  que  llecró  preso  á  P^ierto  Cabello  en 
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á  apreciar  y  calificar  las  pruebas  que  se  presenten,  sea  para^ 
el  arresto  provisional,  ó  sea  para  la  entrega  del  fugitivo  6 
responsable.  Debe,  pues,  el  Congreso  especificar  en  este  punto 
cuanto  la  ciencia  de  la  legislación  aconseja,  para  no  incurrir 
en  el  error  de  hacernos  instrumentos  pasivos  de  la  venganza  y 
hasta  de  la  crueldad  ajena.  Tan  beneficiosa  es  la  sensata  extra- 
dición délos  malhechores  cuando  su  culpabilidad  está  suficien- 
temente comprobada,  como  perjudicial  sería  nna  ilimitada  con 
descendencia  en  las  demandas  que  se  presentaran.  Prevost 
Parado),  hablando  sobre  este  particular,  se  expresa  asi : 

^*"*^Pa¿doi.  "^°^'  ''Si  la  extradición  es  imposible,  si  la  inipuuidail 
está  asegurada  al  culpable,  bastante  hábil  y  dichoso  para  fran- 
quear á  tiempo  la  frontera,  la  civilización  recibe  de  este  esta- 
do de  cosas  un  daño  y  ai  mismo  tiempo  nna  vergüenza ;  pero 
el  daño  y  la  vergüenza  no  son  menores  si  la  extradición  del 
extranjero  es  demasiado  fácil,  si  basta  á  un  Gobierno  reclamar 
en  todas  partes  á  sus  nacionales  para  cogerlos,  si  las  frontes- 
ras,  que  mantienen  entre  los  pueblos  una  indepf*nd^ticia  y  una 
diversidad  provechosa,  se  abaten  dt'cididamente  ante  el  e8)^4fi- 
tu  de  persecución  y  de  venganza,  y  si  los  poderes  humanos 
pueden  llegar  siempre   hasta  el  asilo  de   sus  enemigos  ó  sus 

el  buque  inglés    Gladstone   de  Swansea,  á  cuya  dotación  pertenecía 
por  orden  de  su  Capitán,  y  en  virtud  de  haber  confesado   eepontá- 
neamente  á  bordo  de  dicha  nave  su  participación  en  el  atroz  asesinato 
del  Lord  Friedrick  Cavendish  y  Mr.  Burke,  cometido  en  PhoenixPark, 
Dublín,  en  6  de  Mayo  último,  y  á  quien  se  ha  mantenido  en  prisión 
despnés    de  su  desembarco,  con  el  objeto  de  ayudar  á  la  represión 
de  tamaño  crimen,  como  lo  reclaman  la  justicia  universal  y  la  man- 
comunidad de  las  Naciones ;  se  acuerda   la  extradición  de   dicho  reo 
en  manos  del  señor  Willian  C.  Rarlake,  Comandante  del  buque  de  la 
marina    real     británica   Jauhome  que  ha    venido  á  La    Guaira    con 
el  encargo  de  conducirlo.    Art.  2*    Los   Ministros  de  Relaciones  Inte- 
riores y  de  Relaciones  Exteriores  darán  cumplimiento  á  este  Decreto. 
Dado,  firmado,  sellado  y  refrendado  por  los  Ministros  de  Relaciones 
Interiores  y  de  Relaciones  Exteriores  en  Caracas,   á  7  de   Agosto  de 
1882.— Año  14?  déla  Ley  y  19?  de  la  Federación.— (r?e2r?iwfw  JB/aiico.— 
Vicente  Amengual. — Bafael  Seijas. 
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TÍctimaSy  como  el  Centarióo  de  los  Césares  llegaba  sin  trabajo 
á  las  extremidades  del  mnudo  entonces  conocido,  para  tomar 
á  los  hombres  qne  erau  el  áltimo  ejemplo  y  la  última  honra 
de  sa  patria  degenerada.'' 

Béstame,  para  concluir  este  capítalo,  proponer  qae  en  la 
ley  se  inserten  disposiciones  relativas  á  la  esclavitad  y  á  las 
penas  contrarias  á  la  dignidad  humana,  como  el  látigo  ó  los 
azotes  y  el  tormento.  Knestra  Constitución,  en  su  artículo 
12,  dice  que  no  habrá  esclavos  en  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  de  manera  que  todo  el  qne  ingresa  en  nuestro  te- 
rritorio es  libre  con  ese  solo  hecho.  No  puede,  pues,  Colom- 
bia entregar  á  ningún  individuo  perseguido  por  esclavo;  y  si 
deán  criminal  de  esa  clase  se  trata,  deberá  ser  condición  im- 
prescindible de  la  extradición  la  de  que  sus  derechos  de  hom- 
bre libre  serán  garantizados.  Desde  luego  la  solicitud  que  se 
hiciera  debería. rechazarse  si  •  la  criminalidad  del  acto  imputado 
al  reclamado  dependiese  tan  sólo  del  quebrantamiento  de  leyes 
lelatijas  á  la  esclavitud.    [*] 

de  c^oiombia.  Eu   la  Mcmoiia    de  Belaciones  Exteriores 

de    Colombia,    1882,    hallo  los    siguientes   párrafos : 

"  El  honorable  señor  Dichman  participó  al  Poder  Eje- 
cativo,  con  fecha  29  de  Junio,  que  .el  Senado  de  los  Esta-  ^ 
.dos  Unidos  habia  dado  su  aprobación  á  la  Convención  de 
extradición  de  reos  celebrada  en  esta  ciudad  entre  el  Secre- 
tario de  Eelaciones  Exteriores,  señor  Eustacio  Santamaría,  en 
representación  de  Colombia,  y  el  mismo  señor  Dichman,  en 
nombre  del  Gobierno  de  aquella  República,  el  3  de  Enero 
anterior,  y  manifestó  su  deseo  de  que  se  veriücase  cuanto 
antes  el  canje  de  las  ratificaciones.  El  3  de  Octubre  se  dijo 
al  honorable  señor  Maney,  en  respuesta  á  la  nota  de  su 
antecesor,  que  el  canje  no  podría  verificarse,  en  atención  á 
que  el  Congreso  habia  modificado  el  texto  de  la  convención 
en  el  sentido  de  que  ^'  los  individuos  extraídos  de  los  dos 
países    con    arreglo  á    las   disposiciones  de  la    convención  en 

[*]    Idénticas  son  las  leyes  de  Venezuela  en  este  sentido. 
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ley ;  pero  no  es  el  jaez  que  aplica  esa  pena,  que  una  legislación 
más  hamanitaria  desconoce  y  prohibe. 

El  hecho  de  que  un  reo  escape  Á  la  acción  de  la  au- 
toridad qne  lo  persigne  y  so  asile  en  país  extranjero,  no  le 
inhibe  de  la  responsabilidad  á  qne  le  someten  las  leyes  qae 
ha  violado.  Conforme  á  las  prácticas  de  los  países  ciyilizadoB 
del  mundo,  la  mutua  extradición  de  los  reos  de  delitos  co- 
munes graves  y  atroces,  que  son  los  castigados  con  mayor 
severidad,  puede  considerarse  obligatoria.  ^'La  eptrega  de  los 
criminales  fu|i:itivos,''  dice  Olarke,  ''es  un  deber  internacional. 
Quizá  no  es  un  derecho  tan  claro,  que  la  denegación  á  con- 
cederla exponga  á  una  Ilación  á  la  contingencia  de  la  guerra; 
pero  la  no  concesión  es  tan  perjudicial  al  país  que  la  pone  en 
práctica  y  al  mundo  entero,  que  constituye  una  seria  violación 
de  las  obligaciones  morales  que  existen  entre  las  comunidades 
civilizadas."  (1)  Todas  estas  comunidades  han  consagrado  la 
extradición  en  sus  pactos  internacionales;  abandonando  anti- 
guas doctrinas,  la  han  estipulado  aun  respecto  á  los  mismos 
nacionales,  y  la  han  hecho  extensiva  á  muchos  delitos  y  crí- 
menes por  los  cuales  antes  no  era  otorgada.  Según  la  doq- 
trina  consagrada  en  los  tratados  concluidos  en  los  últimos 
treinta  años,  la  única  excepción  establecida  no  favorece  sino' 
á  los  refugiados  políticos.  (2) 

int:^¡í^r^^Xo^¡  Como  se  sabe,  se  instaló  en  Lima  en  9  de 
Tríros  "n  L.tÍ^°n  St¡  Diciembre  de  1877  un  Congreso  de  Plenipon-' 
de^MaMo'de^ísT»!*^  ^^  tenciarios  Jurisconsultos,  á  impulso  de  las  ex- 
citaciones del  Gobierno  del  Perú,  que  siempre  ha  mirado  con 
entusiasmo  la  causa  de  la  unión  de  los  pueblos  americanos. 
Ha  creído  que  contribuiría  mucho  á  ella  la  uniformidad  de  la 
legislación  en  ciertos  puntos,  con  el  objeto  de  borrar  las  di- 
ferenciasL  existentes  de  unas  á  otras  Bepáblicas,  y  preparar  así 

(1)  TJie  Law  of  Uxtradition,  cap.  1. 

(2)  Calvo,  Le  droit  inteniational,  §$1.208  y  1.260.  Bluntscüli, 
JDroit  ínternational  codijié,  {  §  395  y  396.  Field,  International  Code^ 
tit.  V,  cap.  XVII  y  XVIII,   sec.  I. 
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el  fundamento  de  la  Confedeíacióu  KÓlida  y  durable  do  todas. 
De  haber  acojido  Venezuela  la  iiivitacióo,  resultó  el  nombra- 
miento del  Licenciado  Pedro  Naranjo  para  hacer  sus  vecp«  en 
aqnella  Junta. 

Hasta  hoy  ha  tenido  por  efecto:  !•  El  Tratado  para  esta- 
blecer reglas  uniformes  en  punto  á  Derecho  luternacioual  Pri- 
vado. Tomaron  parte  en  éi,  además  del  Pleniponteciario  di- 
choy  los  de  la  Eepriblica  Argentina,  del  P<'rú,  de  Ohile,  de 
Bolivia,  del  Ecuador  y  de  Costa  Rica.  Se  encuentran  allí  re- 
sueltas varias  cuestiones  de  naturaleza  difícil,  y  adóptalos 
principios  que  tienen  el  apoyo  de  muchos  publicistas,  en  las 
materias  importantes  :que  este  ramo  abraza.  Fruto  del  estu- 
dio de  personas  elejidas  por  su  instrucción  eu  la  vasta  ciencia  del 
derecho,  y  de  fines  intrínsecamente  americanos,  merecerá,  el 
Eijecntivo  se  complace  en  esperarlo,  U  mayor  atención  de  las 
Cámaras,  tanto  más  cuanto  que  guarda  también  armonía  con 
disposiciones  contenidas  en  nuestros  Códigos. 

2*  Un  tratado  especial  de  extradición,  que  ñrmrron  b»s 
Repúblicas  de  Gu^ítemala  y  la  Oriental  del  Urr^juay,  friera  <le 
IflB  otras  mencionadas.  Descansa  en  estipulaciones  libr^rales; 
de  suerte  que,  asegurando  el  castigo  de  algunos  crím^Mios  con 
beneficio  de  la  sociedad  de  los  contratantes,  hace  todas  las 
concesiones  posibles  á  los  reos  ya  en  lo  con  (cerniente  á  la  mo- 
deración ó  simplicidad  de  la  pena,  ya  en  la  preft^r^noia 
«signada  á  las  judicaturas  de  su  patria,  ya  eu  la  ex'.tiuslóii 
de  los  delitos  políticos,  que  no  pueden  ser  materia  de  juicio, 
éan  cuando  se  acceda  á  la  entrega  de  peisona  que  haya  co- 
metido delitos  de  otro  carácter. 

En  ambos  documentos  se  ha  señalado  un  plazo  iud4^fini- 
do  para  el  canje;  y,  así  como  en  los  convenios  del  motrir  y  de 
correos,  de  que  ya  se  ha  hablado,  se  ha  introducido  la  nove- 
dad de  que,  en  vez  de  extenderse  tantas  ratificaciones^  cuan- 
tos son  los  Estados  partícipes  en  el  acto,  y  cambiarlas  uno  por 
las  de  todos  los  demás,  cada  cual  comunicará  su  ratificación 
h1  Gobierno  del  Perú,  que  debe  instruir  de  ella  á  las  otras 
ITaciones  contratantes.     Este  procedimiento  n^ira    sin  duda    á 
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facilitar  la  operación  del  caDje,  simplificándolo  y  concentrán- 
dolo en  un  solo  Ingar.  Gomo  ese  acto,  sin  embargo,  es  el  que 
da  ser  y  eficacia  á  los  instrumentos  de  derecho  convencional, 
acaso  uo  redundaría  en  utilidad  común  la  innovación  á  qne 
06  alude,  á  lo  menos  en  tratados  de  mayor  importancia  y  dn- 
ración  indefinida.  Puede  admitirse  en  los  convenios  tempora- 
les, y  de  que  las  partes  conservan  libertad  de  desligarse  fá- 
cilmente. 

El  Excelen  tí>)im o  señor  Ministro  del  Perú  ha  dicho  estar 
ya  ratificados  por  su  Gobierno  ambos  convenios,  así  como 
también  por  el  de  Costa  Bica;  mas  declarando  esta  última  no 
quedar  obligada  hacia  Guatemala,  con  quien  no  conserva  re- 
laciones oficiales;  y.  que  Guatemala  y  el  Uruguay  se  habían 
adherido  al  primero. 

La  ley  octava  del  Oódigo  de  Procedimiento  Oriminal  de 
Yenezuela  incluye  algunas  disposiciones  en  que,  sin  menos- 
cabo de  lo  convenido  en  los  tratados,  se  da  intervención  á  la 
Alta  Corte  Federal  siempre  que  haya  de  demandarse  á  otros 
países  la  entrega  de  algún  reo  prófugo,  ó  resolverse  la  análoga 
instancia  de  ellos.  Esto  constituye  nueva  seguridad  en  favor 
del  pulso  y  circunspección  con  que  se  procederá  en  la  ma- 
teria, por  los  conocimientos  jurídicos,  y  práctica  de  los  miem- 
bros de  aquel  tribunal,  en  cuya  organización  intervienen  loa 
Estados  por  grupos  y  el  Congreso. 

No  ha  tenido  la  Eepública  más  que  un  tratado  especial 
de  extradición.  Fue  el  propuesto  á  ella  por  Francia  en  1853, 
y  que  se  aceptó  eu  razón  de  la  proximidad  de  la  Cayena, 
adonde  se  deportan  criminales.  Estuvo  vigente  hasta  1870, 
en  que  por  acuerdo  de  la  Legislatura  terminó,  previa  su  de- 
nuncia. 

Convenciones  sobre  el  niismo  objeto  se  firmaron  eu  1848, 
1849  y  1850,  por  intermedio  del  Consulado  general  britáuico 
en  Caracas,  con  los  Gobernadores  de  Trinidad,  Barbad»,  Santa 
Lucía,  Granada,  San  Cristóbal,  Antigua  y  la  colonia  de  las 
islas  de  la  Virgen.  También  caducaron,  porque  en  Marzo  de 
1878  lo  resolvió  así  el  Gobierno  eu  ejercicio  del  derecho  con- 
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servado  á  las  p»rtes,  para  cuando  pasase  uu  semestre  del 
recibo  de  la  notificación,  que  se  hizo  desde  luego. 

En  el  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación  que  »e 
firmó  con  los  Estados  Unidos  del  Norte  en  27  de  Agosto  do 
1860,  hay  tres  artículos,  el  27,  el  23  y  el  29,  referentes  á 
extradición,  los  cuales  tampoco  subsisten. 

Ese  tratado  autoriza  á  los  Cónsules  y  Vice-cónsules  para 
lequerir  el  arresto,  prisión  y  entrega  de  los  desertores  de  los 
baques  de  guerra  y  de  los  mercantes  de  su  país  ,*  disposición 
que  se  halla  también  en  otros,  particularmente  en  el  de  Italia 
de  1861  y  en  el  de  Dinamarca,  los  cuales  se  mantienen  obli- 
gatorios. Por  último,  conserva  toda  su  fuerza  el  artículo  3* 
del  tratado  venezolano-granadino  de  23  de  Julio  de  1842, 
que  estipula  la  extradición  de  los  reos  de  incendio,  de  en- 
venenamiento, de  falsificación,  de  rapto,  de  estupro  violento, 
de  piratería,  de  hurto  ó  robo,  de  homicidio  ó  heridas  ó  con- 
tofiiones  graves,  con  premeditación,  alevosía,  ventaja  ó  con 
cnalquiera  circunstancia  especial  de  atrocidad,  los  desertores 
4el  ejército  y  de  lu  marina,  los  deudores  al  erario  público  y 
los  deudores  alzados  ó  fraudulentos  á  particulares.  (Memoria 
de  Belaoiones  Exteriores  da  Venezuela,  1880). 

Tratado  de  extradición       Legacióu  dcl  Pcrú  CU  cl  Oongrcso  Amcrí- 

flclebrado  por  el  Congreso 

Americano  de  juriBcon-    cano  dc  Juriscousultos. — Lima:  Marzo  de  1879. 

snltoa,  precedido  de  la  ex - 

poBieiónen  queseexpu-  — Seuor  Miuistro  de  Estado  en  el  Despacho  de 
tipiiiaoiones  que  contiene.  Belacioues  Extcriorcs. — Scuor  Miuistro. — El 
Congreso  Americano  de  Jurisconsultos  al  principio  de  sus  tareas 
pensó,  que  después  de  haber  cumplido  la  primera  parte  de  su 
programa,  debia  contraerse  á  uniformar  la  legislación  mercan- 
til de  la  América,  especialmente  en  todo  lo  que  se  refiere  al 
Derecho  Interusidoual  Privado.  Mas  con  posterioridad  acordó 
dar  la  preferencia  al  Tratado  de  Extradición  y  á  otro  Tra- 
tado mediante  el  cual  las  Bepúblicas  americanas  quedasen  obli- 
gadas, en  el  caso  de  ocurrir  entre  ellas  alguna  desavenencia, 
á  valerse  del  arbitraje  como  un  medio  pacífico  y  decoroso  de 
evitar  el  rompimiento  de  las  hostilidades. 

TOMO  X  13 
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A  coDSccaencia  de  ese  orden  que  se  ha  resuelto  observar 
en  las  labores  del  Congreso  Americano*  tengo  la  honra  de  re- 
mitir (i  US.  el  Tratado  de  Extradición  qne  se  ha  firmado  en- 
tre los  señores  Plenipotenciarios  de  las  Bepúblicas  signatarias, 
siéndome  sensible  no  presentar  á  US.  el  de  arbitraje,  satis- 
faciendo así  las  aspiraciones  generosas  de  S.  E.  el  Presidente 
de  la  Hepública;  porque  algunos  de  dichos  sefiores  han  creído 
indispensable  solicitar  y  obtener  de  sns  respectivos  Gobiernos 
una  antorización  expresa  y  las  consiguientes  instrucciones. 

Ei  señor  Plenipotenciario  de  Gbile,  encargado  de  redactar 
el  proyecto  que  sirviera  de  base  á  los  debates,  hizo  previa- 
mente una  consulta  sobre  si  los  delitos  que  exigieran  la  extra- 
dición, se  clasificarían  atendiendo  á  la  naturaleza  de  los  mismos 
hechos  criminales  ó  á  las  penas  que  se  les  hubiesen  impuesto. 
El  señor  comisionado  expuso  que  aunque  este  segundo  método 
contribuiría  mucho  á  la  sencillez  de  la  clasificación,  encontraba 
un  escollo  en  la  diversidad  de  los  sistemas  penales  adoptados 
en  las  Bepúblicas  americanas ;  pero,  que  no  obstante  deseaba 
oir  el  dictamen  de  la  Asamblea  antes  de  pasar  adelante  en  sus 
trabajos,  á  fin  de  que  se  disminuyesen  las  dificultades  de  la 
discusión. 

• 

El  Congreso  de  Jurisconsultos,  aunque  no  había  logrado 
acopiar  todos  los  Códigos  de  América,  según  lo  había  deseado, 
creyó  que  la  legislación  penal  de  Chile,  la  del  Perú,  la  del 
Ecuador,  la  de  Bolivia,  la  de  Gundínamarca,  la  de  Costa  Bica 
y  la  de  Guatemala,  que  se  tuvieron  á  la  vista,  eran  suficientes 
para  establecer,  que  convenía  designar  uno  por  uno  todos  aque- 
llos delitos  sujetos  á  extradición.  Las  escalas  de  la  penalidad 
son  realmente  diversas  en  los  Códigos  mencionados :  las  ob- 
servaciones que  se  hicieron  al  presentarse  la  consulta  pare- 
cieron, pues,   muy  fundadas. 

En  todos  los  tratados,  atendida  la  diversidad  de  las  leyes 
penales,  los  negociadores  también  se  han  abstenido  de  proceder 
por  indicaciones  generales  y  han  formado  un  catálogo  más  ó 
menos  extenso  de  todos  los  actos  pnnibles  que  pueden  servir 
de  fundamento  á  una  demanda  de  extradición.    Sin   embargo, 
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al  disentirse  la  clasificación,  qae  debía  ser  aceptada,  los  señores 
Plenipotenciarios  no  pudieron  avenirse.  Unos,  siguiendo  los 
preceptos  de  la  teoría  en  todo  su  rigor,  querían  extender  de- 
masiado ese  catálogo:  otros  deseaban  restrinjirlo  y  pensaban 
que  no  era  justo  ni  conveniente  arrancar  á  un  individuo  del 
lugar  de  su  refnjio  y  someterlo  á  todas  las  penalidades  de  un 
juicio,  para  que  al  ñn  del  proceso  sufriese  una  pena  muy  lí- 
jera.  El  señor  Plenipotenciario  de  Venezuela  para  uniformar 
las  opiniones  propuso  la  solación  que  aparece  en  el  artículo  1*, 
solución  que  después  de  algún  debate  fue  aceptada  con  )a  ca- 
lidad de  añadir  las  limitaciones  contenidas  en  los  dos  artículos 
siguientes  j  que  fueron  propuestas  por  el  señor  Plenipoten- 
ciario de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  por  el  del  Ecua- 
dor. La  primera  de  estas  limitaciones  tiene  por  objeto  evitar 
los  grandes  embarazos  que  se  presentarían  al  aplicarse  en  su 
sentido  literal  la  última  parte  del  proyecto  redactado  por  el 
señor  Bepresentante  de  Venezuela.  Blllot  dice :  ''  Puede  su- 
ceder que  el  acto  imputado  se  modifique,  no  por  un  cambia- 
mentó  efectuado  en  la  ley  sino  por  efecto  de  las  circunstancias 
que  lo  han  acompañado.  Así  un  crimen  previsto  por  la  Con- 
vención puede  ser,  en  virtud  de  excusas  ó  circunstancias  ate- 
nuantes, considerado  como  un  delito  y  castigado  con  penas 
correccionales.  En  este  caso  el  país  requerido  no  tiene  que 
preocuparse  por  las  modificaciones  que  las  excusas  y  circuns- 
tancias atenuantes  puedan  introducir  en  la  penalidad.  Lh  úni- 
ca cuestión  que  él  debe  examinar  es  la  de  saber  si  la  deman- 
da de  extradición  se  funda  en  alguna  de  las  infracciones  que 
el  tratado  ha  previsto.  La  decisión  del  Juez  sobre  los  bechos 
invocados  para  la  atenuación  de  la  pena  no  puede  influir  so- 
bre la  aplicación  de  un    pacto  internacional."    (*) 

La  segunda  de  las  limitaciones  ya  indicadas  tiene  asimismo 
un  fundamento  sólido.  Entre  un  hombre,  á  quien  solamente 
se  acusa  de  cierto  delito  y  aquel  que  ha  sido  condenado,  hay 
nna  gran  diferencia.  El  primero  puede  ser  inocente :  puede 
ser  víctima  de  apariencias  engañosas  ó  de  una  infame  ca- 
I     i   i  —  .11.. 

(♦)    Traite  de  L'  Extradition  lib.  3?,  cap.  3?,  pág.  123. 
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lamnia;  y  quizás  después  de  habérsele  perseguido  con  tanta 
severidad,  llega  á  obtener  una  absolución  que  no  lo  indemnize 
de  las  amargaras  y  calamidades  sufridas.  El  segundo  se  halla 
en  una  situación  mucho  más  grave :  no  puede  alegar  excusas  ; 
es  un  reo  declarado,  pesa  sobre  él  una  sentencia  legítima 
que  excluye  toda  presunción  de  inculpabilidad,  y  en  tal  caso 
parece  conveniente  ensanchar  un  poco  más  el  límite  de  la  ex- 
tradición. 

Organizado  ya  el  proyecto  sobre  las  bases  que  acabo  de 
expresar,  se  ha  dado  en  él  solución  á  todas  aquellas  cues- 
tiones cuyo  examen  era  indispensable  al  celebrarse  un  Tra- 
tado de  esta  especie.  ¿Pueden  ser  extraídos  tan  sólo  los 
subditos  de  la  Nación  donde  se  ha  perpetrado  el  delito  f  4  La 
extradición  ha  de  limitarse  á  los  actos  ejecutados  después  de 
la  ratificación  del  Tratado,  ó  por  el  contrario  éste  producirá 
un  efecto  retroactivo!  4  A  qué  condiciones  se  otorgará  la 
extradición  y  cuáles  serán  los  delitos  que  no  puedan  producir- 
la t  Todas  entas  cuestiones  tienen  una  gran  importancia:  son^ 
por  decirlo  así,  las  cuestiones  capitales;  no  podían,  pues,  omi 
tirse  sin  dejar  vacíos  que  originasen  posteriores  reclamacio- 
nes ;  y  el  Congreso  de  Jurisconsultos  se  ha  visto  obligado  á 
examinarlas    con  la  mayor  atención. 


La  primera  <le  esas  cuestiones  ha  sido  resuelta  de  un 
modo  afirmativo  por  algunos  publicistas.  Martens  dice,  que 
según  la  jurisprudencia  general,  la  extradición  no  se  extiende 
sino  á  los  subditos  del  Estado  que  la  solicita.  Es  cierto  que 
Martens  al  presentar  esta  regla  ni  la  aplaude  ni  la  funda; 
pero  al  abstenerse  de  refutarla,  como  lo  hace,  cuando  habla 
de  otras  prácticas  opuestas  en  su  sentir  al  derecho  de  las 
Naciones,  da  á  entender  muy  claramente  que  no  merece  su 
desaprobación. 

En  algunos  tratados  se  ha  prevenido,  que  si  la  persona 
reclamada  no  pertenece  al  Estado  que  la  reclama,  se  solicite 
la  venia  de  su    Gobierno  antes  de  acceder   á  la  extradición. 
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TÍO  obstante,  esas  doctrinas  aanque  antes  hayan^^tenido  pro- 
sélitos de  macha  nombradla,  han  perdido  ya  su  prestigio  y 
actualmente  se  les  considera  como  opuestas  al  derecho  qae 
compete  á  cada  Estado  para  hacer  aso  de  su  poder  en  favor 
de  la  justicia  y  del  bien  de  las  sociedades.  Si  es  cierto  que 
un  pueblo  soberano  no  tiene  más  qne  una  obligación  moral 
de  entregar  á  los  delincuentes  refugiados  en  su  territorio  y 
que  para  dar  un  carácter  jurídico  á  esta  obligación  se  re- 
quiere precisamente  un  Tratado,  también  lo  es  que  está  en 
la  esfera  de  sus  legítimas  atribuciones  entregar  á  los  reos  de 
esos  actos,  que  en  todas  partes  se  clasifican  de  criminales  y 
excitan  la  animadversión  pública  por  ser  atentatorios  á  los  prin- 
cipios en  que  descansa  todo  el  edificio  social. — Un  delincuente 
sea  cual  fuere  su  patria,  no  tiene  el  derecho  de  que  se  le 
conceda  la  impunidad  por  el  simple  hecho  de  trasladarse  á 
otro  país  y  burlarse  así  de  la  vigilancia  de  la  autoridad  que 
lo  persigue.  Cualquiera  de  las  Bepúblicas  al  consentir  en  la 
extradición  no  comete,  pues,  una  injusticia  contra  el  que  debe 
ser  extraído,  ni  ofende  á  la  Kación  de  que  él  es  miembro : 
lo  que  hace  en  realidad  es  favorecer  el  derecho  de  la  Nación 
ofendida,  á  fin  de  que  se  castiguen  esos  delitos  que  merecen 
una  represión  severa,  como  lo  exige  el  bien  de  la  humanidad. 
Bertauld  dice  :  "  ¿  Un  Gobierno  puede  reclamar  la  extradición 
de  las  personas  que  no  le  pertenecen  por  el  lazo  de  la  na- 
cionalidad! Algunos  publicistas  han  dado  una  respuesta  ne- 
gativa, sosteniendo  que  la  extradición  es  la  restitución  de  un 
reo  á  su  soberano.  Pero  comenzar  por  definir  es  comenzar 
por  la  conclusión.  Según  mi  parecer  y  según  la  necesidad  so- 
cial, la  extradición  es  la  restitución  del  reo  á  la  justicia 
represiva  de  un  país.  Mas  la  justicia  represiva  de  un  Estado 
tiene  derechos  sobre  los  que  han  violado  su  ley,  sea  cual  fuere 
su  nacionalidad.^'    [♦] 

Por  todas  estas  consideraciones  el  Congreso  de  Jurisconsul- 
tos no  ha  aceptado  la  limitación  de  que  habla  Martens :  ha  se- 
guido por  el   contrario   el   ejemplo  de  otras   Kaciones  que  en 

[*]     Cours  du  coda  Penal,  pag.  575,  2*    edición. 
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SUS  Últimos  «tratados  no  han  restringido    la  >xtradicióa  á    los 
subditos  de  los  Estados  contratantes. 

n 

Después  de  ventilada  esta  cuestión  se  presentó  otra  que, 
aunque  al  principio  pareció  muy  sencilla,  no  obstante  fue  el 
objeto  de  nn  debate  prolongado.  ¿  Los  Gobiernos  de  las  Be- 
públicas  entregarán  también  á  sus  nacionales  ó  será  preciso 
acordar  en  favor  de  ellos  una  excepción  explícita  T  El  autor 
del  proyecto,  aceptando  la  regla  establecida  en  el  Pacto  de 
extradición  celebrado  por  la  Eepública  Argentina  con  la  Orien- 
tal del  Uruguay  en  15  de  Junio  de  1865,  propuso  que  Ios- 
Gobiernos  de  las  Repúblicas  signatarias  entregasen  á  sus  na- 
cionales, con  excepción  del  caso  en  que  el  delincuente  pre- 
firiese ser  juzgado  por  las  autoridades   de  su  país. 

Presentada  esta  solución,  dos  señores  Plenipotenciarios 
la  impugnaron ;  algunos  vacilaron  para  admitirla ;  y  los  demás 
la  apoyaron  abiertamente.  En  el  concepto  de  los  impugnado- 
res,^  el  rigor  de  los  principios  jurídicos  exijía  que  en  el  Trata- 
do no  se  estableciese  distinción  alguna  entre  nacionales  y  ex- 
tranjeros. Si  se  escucha,  dijeron,  el  lenguaje  de  la  razón, 
iguales  motivos  se  presentan  para  extraer  de  su  asilo  á  los 
anos  y  á  los  otros,  cuando  son  insignes,  criminales.  La  legiti- 
midad de  la  extradición  no  depende  de  la  nacionalidad  de  los 
delincuentes,  sino  de  la  inmoralidad  de  sus  hechos,  de  las  le- 
yes que  han  violado  y  de  los  males  que  su  delito  ha  causado 
en  otro  país.  Tratándose  de  las  Bepúblicas  americanas  hay 
todavía  más  obstáculos  para  admitir  el  artículo  propuesto  por 
la  comisión.  Los  pueblos  de  la  América  latina  quieren  estre- 
charse con  un  lazo  fraternal ;  para  conseguirlo  se  ha  instalado 
este  Congreso  de  Plenipotenciarios;  y  no  se  realizarían  cum- 
plidamente tan*  elevadas  miras,  si  al  cometerse  un  delito  gra- 
ve en  cualquiera  de  las  Eepúblicas  signatarias,  las  demás  no 
se  apresurasen  á  facilitar  el  juzgamiento  y  el  castigo  do  los 
autores  ó  cómplices. 

Aunque  las  Bepúblicas,  se  agregó,  queden  comprometidas 
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á  juzgar  á  sos  Dacionales  en  el  caso  de  la  excepciÓQ,  ese  com- 
promiso DO  salvará  todos  los  iuconveuientes,  ui  evitará  el  en- 
torpecimiento de  la  justicia  social.  En  el  juicio  que  se  siga 
contra  el  reo  fuera  del  lugar  en  que  perpetró  su  crimen,  se 
encontrarán  á  cada  paso  embarazos  y  resistencias  que  dificul- 
tarán la  recta  administración  de  justicia,  si  no  la  hacen  impo- 
sible. En  las  primeras  indagaciones,  en  lo  que  se  llama  el 
plenario  y  en  todas  las  estaciones  de  la  causa  babrá  necesi- 
dad de  frecuentes  exhoitos,  que  ó  no  serán  atendidos,  ó  no 
surtirán  su  efecto  sino  con  una  gran  tardanza^  y  alguaas  di- 
ligencias importantes  llegarán  á  ser  impracticables. 

A  pesar  de  todas  estas  ideas  emitidas  en  una  forma  se- 
ductora para  cnalqnier  americano,  la  Asamblea  de  Jurisconsul- 
tos ha  tenido  que  detenerse  en  el  examen  de  la  opinión  con- 
traria y  de  todos  sus  fundamentos.  A  la  verdad,  según  la 
práctica  generalmente  ob^servada  y  el  parecer  de  muchos  ju^ 
risconsultos,  un  Gobierno  no  debe  consentir  en  la  extradición 
de  sus  nacionales,  sea  cual  fuere  el  delito  de  que  se  les  acu- 
se. Bertanld  al  tratar  esta  materia  se  expresa  en  los  térmi- 
nos signientes:  ''¿Se  puede  pedir  á  un  Gobierno  la  extradi- 
'<  ción  de  sus  nacionales  f "  ^'  En  general  se  dice  que  nó.  En 
**  efecto,  ó  el  hecho  es  punible  según  la  ley  nacional,  ó  no  es  • 
^<  en  el  primer  caso  la  ley  nacional  alcanzará  al  delincuente 
^^  en  virtud  de  su  personalidad :  en  el  segundo  caso,  ¿  por  qué 
^^  contribuir  á  que  una  Ilación  extranjera  castigue  un  hecho, 
"que  según  la  ley  nacional  no  es  digno  de  represión!"  [a] 
Otros  autores  miran  la  cuestión  bajo  un  aspecto  distinto ;  y 
aunque  profesan  la  doctrina  expuesta  por  Bertauld,  se  proponen 
fundarla,  no  tanto  en  las  teorías  sobre  la  jurisdicción  nacio- 
nal, cuanto  en  razones  de  conveniencias  y  en  las  exigencias 
naturales  del  patriotismo.  Kluit  á  quien  cita  Fcolix  [b],  per- 
tenece á  esta  clase.  El  expresa  su  parecer  en  términos  muy 
concisos:  se  limita  á  pronunciar  una  especie  de  aforismo  j  pe- 
ro, las  pocas  palabras    de  que    hace   uso,    descubren    todo  su 


f  a  J     Cours  du  Codo  Penal,  pág.  575,  2*  edición. 

[  b  J     Traité.du  Droit  International  Privó,  "n(»ta  "  1 1  del  núm.  G08 . 
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pensamiento  y  toda  la  faerza  de  su  observación.  "  Prudentia 
política,  dice,  deditionem  civis  dissuadet. "  Le  Sellyer  usa  de 
la  misma  concisión  j  habla  en  el  mismo  lengaaje.  Este  autor 
tampoco  ve  los  más  graves  inconvenientes  en  los  fueros  de  la 
soberanía  de  sa  patria  sino  en  las  creencias  y  los  sentimientos 
populares.  ^^  Un  loable  sentimiento  de  nacionalidad,  dice,  se 
*  subleva  al  pensar  que  un  francés  sea  entregado  por  el  Go- 
"  bierno  de  Francia  á  la  jurisdicción  de  tribunales  extranje- 
"ros.'^  [a] 

En  Bélgica,  en  la  Unión  Norte  Americana  y  en  otros  mu- 
chos Estados  reina  sin  contradicción  la  doctrina  profesada  por 
los  expresados  autores  y  se  le  considera  como  una  de  las  doc- 
trinas más  interesantes  del  Derecho  internacional.  En  Fran- 
cia un  decreto  imperial,  expedido  en  25  de  Octubre  de  1811, 
prescribió  ciertos  trámites  para  conceder  la  extradición  de  un 
francés,  [b]  Sin  embargo,  en  el  año  de  1841  el  Ministro  de 
Justicia  en  una  circular,  redactada  con  el  objeto  de  reglamen- 
tar la  extradición,  estableció  como  un  principio,  que  en  nin- 
gún caso  se  extraería  á  los  nacionales  refugiados  en  el  terri- 
torio de  su  patria;  y  posteriormente,  al  discutirse  en  la  Cá- 
mara de  Diputados  la  reforma  del  artículo  7**  del  Código  de 
la  lustrncción  Criminal,  en  el  sentido  de  juzgar  á  los  franceses 
por  los  crímenes  que  cometiesen  en  otro  país,  el  mismo  Mi- 
nisterio para  fundar  la  refoima,  expuso,  que  la  extradición  de 
los  franceses  por  el  Gobierno  de  Francia  era  contraria  al  dere- 
cho público  de  la  Nación.  A  juicio  del  señor  Ministro,  desa- 
probar la  reforma  equivalía  á  sancionar  un  escándalo,  cual 
era  el  de  conceder  la  impunidad  á  los  franceses  que  come* 
tieran  un  crimen  en  cualquier  otro  Estado  y  viniesen  después 
á  su  patria  para    evitar  el  castigo. 

Todas  estas  consideraciones  parecieron  incontentables ; 
la  reforma  al  fin  fue  aprobada  ;  y  la  Francia,  adoptando  ya 
francamente  la  jarisprudencia    sostenida   por    su     Ministro    de 

[a]  Traite  du  Droit] Criminel,  núm.   1.941. 

[b]  Folix,  obra  citada,  núm.  611. 
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J^asticia  en  aqaella   época,  estipula  en  todos  san  Tratados,  qne 
los  Gobiernos  contratantes  no  entregarán  á  sus  subditos. 

Examinando  así  el  artículo  de  la  comisión  por  su  lado  ju- 
rídico y  por  su  lado  político,  el  Congreso  le  prestó  su  apro- 
bación. Entre  otras  razones,  creyó  que  una  cláusula  por  la 
que  los  Gobiernos  de  las  Bepúblícas  se  obligasen  á  entregar 
á  sus  nacionales,  podría  ser  juzgada  como  una  disposición 
odiosa,  no  tendría  el  sello  de  la  prudencia  y  correría  el  pe- 
ligro de  no  ser  muy  eficaz,  como  todo  aquello  que  se  opone 
á  las  corrientes  populares. 

ni. 

Como  al  fijarse  las  condiciones  de  la  extradición  no  se 
agrava  la  responsabilidad  civil  y  criminal  en  que  incurre  el  delin- 
cuente, ningún  embarazo  se  ha  encontrado  para  acordar,  que  el 
Tratado  tenga  un  efecto  retroactivo.  Se  persigue  al  reo  por  la 
violación  de  una  ley  preexistente :  se  trata  de  imponerle  una 
pena  qne  ya  tiene  merecida ;  y  se  le  entrega  sin  más  objeto, 
que  coadyuvar  á  que  en  el  lugar  donde  delinquió,  se  repare 
el  desorden  cansado  por  su  delito  y  no  se  hagan  ilusorias  las 
prescripciones  de  la  justicia  pública.  Nada  se  opone,  pnes,  á 
que  los  efectos  del  Tratado  se  extiendan  á  los  hechos  ejecu- 
tados antes  de  su  celebración.  Lo  contrario  sería  sostener  una 
doctrina  que  no  tendría  apoyo,  ni  en  la  ciencia,  ni  en  el  ver- 
dadero interés  de  los  pueblos  civilizados.  Por  eso  aun  en  aque- 
llos países,  que  procuran  con  el  más  vivo  anhelo  no  impedir 
la  inmigración  y  donde  las  instituciones  políticas  son  alta- 
mente liberales,  no  se  han  exajerado  los  deberes  de  la  hos- 
pitalidad, excluyendo  de  la  extradición  los  delitos  perpetra- 
dos antes   de  ratificarse  el  Tratado. 

En  Nueva  York  se  promovió  una  ruidosa  controversia  con 
motivo  de  haber  solicitado  el  Gobierno  de  Italia  la  entrega  de 
un  subdito  suyo,  para  juzgarlo  por  un  crimen  de  asesinato.  El 
reo  se  opuso  á  tal  solicitud  alegando  que  el  hecho  de  qne  se 
le  acusaba  era  anterior  al  canje  del  Tratado  existente  entre 
el  Gobierno  de  la  unión  y  el  italiano.    La  cuestión  se  discutió 


203  INTEODUCOIÓN 


con  macho  empe&o   por  ambas  partes  ;  y  por    último    triaufó' 
la  pretensión  del  Bepresentante  de   Italia.    ^<  El  hecho    de  la 
extradición,  dijo  el  jaez  de    la  cansa,    propiamente    hablando,, 
no  puede  mirarse  como  ana  pena  en  el  sentido  legal    de   esta 
palabra,  trayéndose  al  debate  la  caestión    de  las  leyes  ex  post 
facto.    Los  tratados  y    las  leyes  relativas  á  la   extradición  no 
tienen    por  objeto  castigar    al  reo    fugitivo  en     razón   de    su 
crimen.    Esos  tratados  declaran   simplemente  que  la  protección 
del   país  del   refugio  no    va   á  interponerse  entre    el    fujitívo 
y  las  leyes  que  él  ha  violado ;  y  que  si  él  huye  á  un  territorio- 
extranjero  para   obtener  protección,   el  Gobierno  ofendido  bien 
puede    e¿?perar  y  recibir  del   Gobierno    de  ese  territorio  el  au- 
xilio necesario.    El    país  del   refugio  no  pretende  ejercer,     ni 
ejerce  el  derecho  de  castigar  el  crimen.    El   acto  de  privar  de 
BU  libertad  al  fnjitivo  no  tiene  el  oarí^cter  de  una  pena."     [♦] 

Ese  fallo  fue  recibido  con  aplauso^  las  ideas  que  en  él 
prevalecieron,  han  merecido  después  la  aprobación  de  muchos 
jurisconsultos  y  están  generalmente  aceptadas  no  sólo  eu  la  Unión. 
Korte- American  a  sino  en  otros  muchos   Estados. 

IV 

Establecida  la   regla  de  que  sean  extraídos  aun    los  que- 
hayan  delinquido  antes  de  celebrarse  el  Tratado,  era  también 
preciso  resolver  si  deberán  ser  juzgados   tan  sólo  por  el  hecho 
que  motive  su  extradición,  y  si  para  abrirles  un  juicio  diverso 
se  solicitará  el  consentimiento   del  Gobierno  que  los  entregue. 

Acerca  de  este  punto  no  están  acordes  los  jurisconsultos, 
ni  son  iguales  los  principios  que  las  Kacioues  han  establecido 
en  sus  diferentes  Tratados.  Foelix,  Beitauld  y  Billot,  sostienen 
que  el  reo  no  debe  ser  juzgado  sino  por  el  hecho  que  ha 
originado  su  extradición,  á  no  ser  que  él  consienta  en  lo  con- 
trario ó  que  se  obtenga  el  permiso  del  Gobierno  del  lugar 
donde  quiso  buscar  un  asilo.    En  el  Tratado  que  ajustaron  el  29 

L*J  Journal  du  Droit  International  Privé,  Mayo  y  Junio  de  1875, 
pag.  225. 
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deKoviembie  de  1869  la  Fraucia  y  ei  Eeino  de  Baviera  aparece 
sancionada  la  doctrina  que  proclaman  los  mencioaados  auto- 
res; pero,  en  los  ((ne  ha  celebrado  la  Bepública  francesa 
con  la  de  Monaco  y  con  la  del  Perú,  nada  se  dispone  sobre 
el  particular.  El  Gobierno  del  Perú  y  otros  Gobiernos  ameri- 
canos tampoco  han   seguido  constantemente  nn   mismo  sistema. 

Esta  variedad  que  se  nota  en  la  jurisprudencia  de  las 
KacioueSj  también  se  ha  presentado  en  las  ideas  de  los  seño- 
res Plenipotenciarios ;  y  han  sido  necesaiias  algunas  conferen 
cias  para  encontrar  una  fórmula  en  que  vengan  á  ponerse  de 
acuerdo  las  opiniones  diferentes.  Todos  han  convenido  en  que 
el  Gobierno  á  quien  se  concede  la  extradición  de  un  indivi- 
duo para  que  lo  juzgue  por  nn  delito  determinado,  también 
tiene  el  derecho  de  juzgarlo  por  cualquier  otro  acto,  siempre 
que  esté  incluido  en  el  Tratado.  Bealizada  la  extradición  de 
nna  persona,  á  quien  se  le  imputa  un  robo,  puede  suceder 
que  se  descubra  después  de  concluido  ese  juicio  ó  antes  de 
sa  conclusión,  que  el  mismo  reo  á  sangre  fria  y  con  una 
crueldad  refinada  haya  cometido  un  asesinato.  La  autoridad 
que  obtuvo  la  extradición,  no  puedo  quedar  impasible  á  la 
Tista  de  tan  odioso  descubrimiento.  Tiene  al  reo  en  su  poder  ; 
la  opinión  general  de  su  país  pide  un  escarmiento ;  y  el  or- 
den social  alterado  por  las  nuevas  revelaciones  también  lo 
reclama  de  una  manera  imperiosa.  El  Gobierno  del  territorio 
donde  estaba  asilado  el  reo,  no  debe  cubrir  con  su  protección 
el  atentado  últimamente  descubierto :  tiene  por  el  contrario  la 
obligación  de  no  oponerse  á  que  caiga  sobre  el  asesino  todo 
el  peso  de  la  justicia.  El  Tratado  cabalmente  se  encamina  á 
facilitar  el  castigo  de  los  crímenes,  poner  así  un  freno  á  las 
pasiones  maléficas  y  evitar  que  ellas  hagan  estremecer  los  fun- 
damentos de  la  seguridad  pública.  Pero,  ¿no  pueden  presen- 
tarse delitos  de  un  carácter  disputable  ?  i  y  en  tal  casóla  cali- 
ficación del  hecho  se  someterá  únicamente  al  Gobierno  que  se 
ha  apoderado  del  reo  ! 

Las  pr,ácticas  seguidas  en   muchos  pueblos  cultos,  los  pre- 
ceptos de  la   ciencia  y  el  respeto  que   debe  profesarse    á  los 
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tratados,  demuestran  que  en  el  caso  propuesto  no  purxle  abrir 
se  el  nuevo  juicio  sin  el  consentimiento  del  reo,  ó  sia  el  acuer- 
do del  Gobierno  que  lo  entregó.  Parece  imprescindible  una  cláu- 
sula de  esta  naturaleza  para  que  las  condiciones  bajo  las  cua- 
les se  consiente  en  la  extradición,  queden  perfectamente  ase- 
guradas y  también  para  cerrar  la  puerta  á  cuestiones  tan  fre- 
cuentes como  espinosas. 

El  soberano  que  entrega  á  un  hombre  residente  ó  domici- 
liado en  su  territorio,  no  obra  á  ciegas,  aunque  haya  prece- 
dido un  Tratado.  Examina  primero  los  documentos  en  que 
apoya  su  petición  el  Gobierno  reqnirente ;  ve  si  esos  docu- 
mentos manifiestan  la  existencia  de  un  delito,  que  exija  la  ne- 
gación del  asilo;  y  cuando,  evacuado  ese  examen,  entrega  al 
acusado,  no  le  retira  del  todo  su  patrocinio  ni  conviene  en  que 
se  le  juzgue  y  castigue  discrecionalmente  hasta  por  los  delitos 
exceptuados.  No  se  puede  discurrir  de  otra  manera  sin  in- 
currir en  contradicciones  y  desviarse  de  lo  pactado.  Al  extraer 
á  un  hombre  del  lugar  de  su  refugio  y  ponerlo  bajo  la  auto- 
ridad que  le  imputa  un  hecho  grave,  no  se  extinguen  por 
eso  los  derechos  y  las  obligaciones  que  el  Tratado  establece  entre 
las  altas  partes  contratantes.  El  Gobierno  que  ha  obtenido 
la  extradición,  al  ejercer  su  autoridad,  sobre  la  persona  extraída, 
debe  respetar  las  cláusulas  del  Tratado;  y  esta  obligación 
supone  en  el  otro  Gobierno  el  derecho  de  ocurrir  á  los  medios 
legítimos  y  acostumbrados,  para  evitar  que  esas  cláusulas  se 
infrinjan;  lo  que  no  puede  realizarse  si  no  interviene  en  la 
calificación  del  nuevo  delito. 

Algunos  señores  Plenipotenciarios,  sin  conceder  una  gran 
fuerza  á  esas  consideraciones,  han  opinado,  que  exigir  peren- 
toriamente para  la  apertura  de  ese  nuevo  juicio  ó  el  consen- 
timiento del  reo  ó  el  permiso  del  Gobierno  que  lo  ha  entre- 
gado, sería  retardar  el  éxito  del  proceso  y  embarazar  la  re- 
presión de  los  delitos  en  las  Eepúblicas  americanas.  En  el 
inesperado  caso  de  que  la  República  que  ha  conseguido  tener 
bajo  su  jurisdicción  al  reo  fugitivo,  quisiera  juzgarlo  por  otros 
delitos  que  no  mereciesen  la  extradición,  el  interesado  ten- 
dría expedito    sn     derecho  para   fundar    en   el  mismo  Tratado 
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laexcepciÓQ  de  incompeteDcia  y  sostenerla  por  medio  de  aqaellos 
recursos  qae  le  permitiese  la  legislación  del  país.  Greer  qae 
todas  las  autoridades  á  las  cuales  ocurriese,  estarían  anima- 
das por  el  deseo  de  sobreponerse  al  Tratado  y  que  en  todas 
las  instancias  serían  desatendidas  las  más  justas  reclamaciones, 
sería  aceptar  una  suposición  injuriosa  para  la  América  y  dar 
á  entender  que  sus  Jueces  y  Tribunales  están  muy  lejos  de 
la  I  rectitud,  de  la  calma  y  de  la  circunspección  que  su  augusto 
miuisteiio  requiere.  Las  mismas  razones  se  han  considerado 
aplicables  al  caso  de  un  delito,  cuya  naturaleza  puede  ser 
apunto  de  disputa.  Si  el  Gobierno  que  extrajo  al  reo  opina, 
que  tal  ó  cual  hecho  es  un  delito  común,  habiendo  algunos 
motivos  para  calificarlo  como  un  delito  político,  no  hay  nece- 
sidad de  someter  la  decisión  al  fallo  de  una  autoridad  tal 
vez  prevenida  ó  dominada  por  algún  sentimiento  hostil  :  esa 
cuestión  también  será  ventilada  detenidamente  ante  el  Poder 
Judicial,  que  gozando  de  independencia  en  todas  las  Be- 
públicas,  apreciara  sin  pasión  las  razones  alegadas  en  uno  y 
otro  lado. 

Han  creído  además  algunos  señores  Plenipotenciarios,  que 
sí  se  pretende  conseguir  las  mayores  garantías  de  imparcia- 
lidad, ellas  se  hallarán  más  bien  en  el  lugar  del  nuevo  juicio, 
qne  en  el  territorio  donde  el  reo  por  su  anterior  residencia 
ó  domicilio  puede  contar  con  relaciones  más  ó  menos  influyen- 
tes. Todas  estas  argumentaciones,  sin  embargo,  no  han  sido 
saficientes  para  que  la  mayoría  del  Congreso  renuncie  el  pro- 
pósito de  estipular  alguna  precaución,  á  fin  de  que  el  presente 
Tratado  no  dé  lugar  á  interpretaciones   peligrosas. 

Agotado  el  debate,  se  estudió  una  redacción  que  concillase 
la  celeridad  posible  en  los  procedimientos  judiciales,  con  las 
garantías  que  deben  prestarse  al  reo  y  con  los  derechos  corres- 
pondientes al  Gobierno  del  país  donde  se  hubiese  asilado.  El 
juicio  de  que  se  trata,  podrá  iniciarse  desde  luego  ^  las  dili- 
gencias del  sumario  seguirán  su  curso  regular^  los  testigos 
necesarios  podían  comparecer  ante  la  autoridad  competente  ¡ 
y  á  consecuencia  de  la  facilidad  de  las  comunicaciones,  el 
Gobierno  que  otorgó  la  extradición  y  á  quien  se  dará  el  aviso 
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oportuuo,  podrá  iiiterveoir  para  qae  »e  sobresea  eu  la  causa, 
si  considera  que  el  hecho  del  uuevo  juzgamiento  no  está  com- 
prendido en  el  pacto  internacional.  Tales  son  los  anteceden- 
tos  de  los  artículos  16?  y  17?  cuyo  tenor  ha  dado  fin  k  todas 
las  discusiones. 


En  cnanto  á  los  delitos  que  pueden  producir  la  extradición, 
el  Congreso  de  Jurisconsultos  ha  creído  indispensable,  excluir 
los  delitos  políticos  y  aun  los  que  tengan  conexión  con  ellos, 
no  porque  deje  de  reconocerse  que  esos  delitos  en  ciertos  casos 
tienen  una  alta  gravedad  y  cansan  mayores  males  que  los 
comunes,  sino  porque  hay  algunas  razones  para  no  someter 
unos  y  otros  al  mismo  sistema  de  represión.  Eu  realidad,  el  que 
sin  motivos  poderosos  é  impulsado  por  una  ambición  insensata 
se  rebela  contra  las  autoridades  de  su  país  y  promueve  la  guerra 
intestina,  es  un  criminal  ante  la  ley.  á.  él  deben  imputarse 
los  caudales  que  se  inviertan  en  la  lucha  civil,  la  sangre  que 
se  derrame  y  el  trastorno  que  sufran  todos  los  elementos  del 
orden  social.  ¿  Pero  esos  delitos,  por  estrepitosos  y  perjudi- 
ciales que  sean,  manifiestan  la  misma  perversidad  que  los  de- 
litos comunes?  ¿tienen  la  misma -marca  de  infamia?  ¿están 
igualmente  maldecidos  por  la  conciencia  pública?  La  pasión 
política  en  otros  tiempos  los  ha  considerado  como  los  delitos 
más  atroces;  ha  perseguido  á  sus  autores  con  más  encarniza- 
miento que  á  los  reos  ordinarios;  y  los  ha  condenado  al  úl- 
timo suplicio.  Mas  el  progreso  de  las  luces  ha  modificado 
esas  opiniones ;  la  soberana  voz  de  la  razón  se  ha  escuchado 
al  fin  en  la  mayor  parte  del  mundo  civilizado ;  y  hoy  día  se 
confiesa  generalmente  que  la  criminalidad  política  casi  siem- 
pre lleva  consigo  muchas  cansas  de  atenuaeión.  "  Los  crí- 
menes comunes,  dicen  Ohauveau  y  Helio,  son  en  todas  partes 
crímenes  :  los  atentados  contra  la  existencia  del  hombre  ó  contra 
sus  propiedades  son  actos,  cuya  criminalidad  no  expira  en  las 
fronteras  de  un  Estado:  ellos  son  castigados  eu  todos  los 
pueblos  porque  su  inmoralidad  es  proclamada  por  la  concien- 
cia del   género  humano,   porque  su   peligro  es  el  mismo  bajo 
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todas  las  formas  de  Gobierno.  Maa  la  constitocioQ  de  uq  Es- 
tado, so  -forma  8oc¡al,  do  es  sino  ana  iostitacióa  hamaoa,  esen- 
cialmente variable  y  coyas  rápidas  modificaciones  están  snjetas 
á  las  necesidades  de  los  tiempos  y  de  las  costumbres.  Un 
hecho  coya  criminalidad  variable  depende  de  los  tiempos  j 
úe  los  lagares  ndnca  se  confundirá  con  los  delitos,  coya  infa- 
mia se  ha  proclamado  oniversalmente  en  tolos  los  poeblos  y 
todos  los  siglos.^    (*) 

Los  principios  políticos,  en  efecto,  no  son  tan  absolotoa 
ni  tan  claros  como  los  qoe  atropella  nn  hombre  al  perpetrar 
nn  delito  común.  £1  falsificador,  el  incendiario,  el  ladrón,  el 
asesino,  no  se  ergaSau :  saben  en  todo  caso  qoe  infringen  nn 
deber  sagrado.  Al  cometer  un  crimen,  lo  ven  con  todos  sos 
odiosos  caracteres  y  se  detienen  tan  sólo  ante  las  difícoltades ; 
pero,  cuando  hallan  el  medio  de  vencerlas,  sofocan  el  grito 
de  sn  conciencia  y  proceden  á  la  ejecución,  arrostrando  todos 
los   obstáculos  morales  y  legales  que  tienen   por  delante. 

No  es  esa,  por  lo  general,  la  conducta  «'o  un  delincuente 
político.  Las  doctrinas  relativas  a  la  orgaii;/ icióu  de  l-i  so 
ciedad  y  á  los  deberes  que  tienen  los  individuos  de  un  Es- 
tado con  respecto  á  sus  autoridades,  sou  materia  de  frecuentes 
discusiones  y  algunas  veces  las  más  importantes  de  esas  doc- 
trinas llegan  á  ser  envoeltas  en  la  oscuridad.  Las  mismas 
leyes  políticas  son  objeto  de  disputa,  en  cuanto  á  su  espíritu 
y   á  la  extensión  de  sus  efectos. 

Estas  obseivaciones  adquieren  más  peso,  cuando  se  trata 
de  las  sociedades  qce  viven  bajo  el  régimen  representativo  y 
especialmente  de  las  Bepúblicas,  en  que  todos  los  ciudadanos, 
sin  distinción  de  clases,  tienen  el  derecho  de  sufragio  y  to- 
man una  parte  más  ó  menos  activa  en  la  dirección  de  los 
negocios  del  Estado.  En  las  Repúblicas  americanas  nada  se 
escapa  al  examen  y  al  juicio,  no  sólo  de  los  ciudadanos,  sino 
aun  de  aquellos  que  no  ejercen  los  derechos  de  la  ciudadanía. 
..En   la  arena  de  la  discusión   pública,   todas   las    opiniones'   se 

[•]     "  Théorie  du  Cede  Penal"  tomo  2%  pág.  17.   5*  edición. 
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exhiben  sin  embozo,  todas  las  leyes  se  controvierten,  todo» 
los  actos  de  las  autoridades  se  juzgan  y  todas  las  cansas  que 
pndieron  producirlos,  se  escudriñan.  No  es,  pues,  extraño  que 
en  medio  de  estas  polémicas  ardientes  y  continuas,  muchas 
rerdades  se  vuelvan  problemáticas  y  muchos  errores  sean  aca- 
tados como  la  expresión  de  la  justicia  6  de  la  conveniencia 
general. 

Algunos  Pintores  han  querido  que  no  se  confundan  con 
los  delitos  meramente  políticos  esas  rebeliones  para  cuya  rea- 
lización se  emplean  medios  criminales,  considerados  en  la  ley 
como  delitos  comunes,  ni  tampoco  las  que  manifiestan  una 
gran  perversidad  y  tienen  por  única  causa  el  delirio  de  la 
ambición,  ó  la  avidez  de  una  codicia  desenfrenada.  Sin  em- 
bargo, el  Oongreso  de  Jurisconsultos  ha  creído  que  sería  pe- 
ligroso en  las  circunstancias  actuales  de  la  América  admitir 
tales  ó  cuales  excepciones ;  por  lo  que  ha  acordado  establecer 
una  barrera  entre  todos  ios  desórdenes  políticos  y  los  delitos 
ordinarios.  Aun  entre  estos  últimos  se  ha  considerado  nece- 
sario hacer  una  distinción,  excluyendo  todos  esos  hechos  de 
poca  gravedad  y  cuya  naturaleza  no  exige  la  violenta  extra- 
dición de  los  autores  ó  cómplices.  En  el  Tratado,  según  la 
fórmula  adoptada,  quedan  incluidos  tan  sólo  esos  hechos  que  ex- 
citan una  gran  alarma  y  no  merecen  disculpa,  ya  porque  violan 
los  derechos  más  sagrados  de  las  personas,  ya  por  los  gran- 
des estragos  que  causan  en  todas  las  relaciones  civiles.  Son 
un  motivo  suficiente  para  demandar  la  extradición,  el  homicidio 
en  todas  las  graduaciones  de  su  criminalidad,  el  incendio  vo- 
luntario, la  falsificación,  la  quiebra  fraudulenta,  y  en  general, 
todo  delito  á  que  se  aplique  una  pena,  por  lo  menos  de  dos 
años  de  prisión.  Lo  que  no  pertenezca  á  esta  serie  de  hechos 
criminales  podrá  ser  castigado  en  la  Eepublica  donde  el  de- 
sorden se  cometió  ;  pero  la  persecucióa  contra  los  culpables 
no  se  extenderá  más  allá  de  los  límites  de  ese  Estado. 

También  se  ha  creído  indispensable  declarar,  que  si  los 
delincuentes  extraídos  merecen  la  pena  de  muerte  según  la 
iey  que   han  infringido,  no  se  les  impondrá   sino  la  pena  in- 
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mediatamente  inferior.  Sin  descender  á  la  cuestión  de  si  ese 
castigo  terrible  es  ó  uo  necesario  para  la  conservación  del 
orden  social,  ha  parecido  impolítico  y  aun  odioso  deferir  sin 
xeserva  alguna  á  la  extradición  del  hombre  á  quien  se  per 
Bfgne  para  llevarlo  al  cadalso,  üiertamente  en  todas  las  Be- 
públicas  signatarias,  exceptuando  la  de  los  Estados  Unidos  de 
Venezuela,  se  conserva  la  pena  capital  como  un  recurso  supremo 
45ontra  ciertos  delitos,  bien  que  todos  convienen  en  que  no 
debe  ser  aplicada  sino  á  los  asesinos,  á  los  bandidos,  y  en 
una  palabra,  á  los  autores  de  esos  atentados,  que  excitan  un 
flentimiento  de  horror  y  merecen  el  castigo  más  ejemplar, 
Pero,  esta  restricción  saludable  no  se  aplica  con  la  misma 
exactitud  en  todas  partes,  ni  so  emplea  la  misma  medida  para 
graduar  la  magnitud  de  los  delitos.  En  algunas  legislaciones, 
por  ejemplo,  se  aplicu  la  pena  de  muerte,  á  ciertos  hechos 
que  se  consideran  de  la  más  alta  gravedad  por  motivos  pura- 
mente políticos,  mientras  que  según  otros  Códigos  no  se  cas- 
tiga  á  sus  autores  sino  con  la  pena  de  expatriación.  A  la 
vista  de  estas  designaldade-^  era  conveniente  adoptar  una 
XMOlución,  que  sin  desviarse  del  fin  ó  que  debe  dirigirse  el 
Tratado,  evitase  toda  contradicción  con  las  ideas  dominantes 
on  algunas  de  las  Repúblicas  contratantes.  Ko  se  conceda 
una  protección  escandalosa  á  los  criminales ;  entregúeseles  á 
la  justicia  represiva  del  país  que  los  reclama,  para  que  ella 
ejerza  sus  severas  atribuciones.  Este  es  el  principio  funda- 
mental de  la  extradición,  es  también  el  objeto  á  que  tiende 
en  la  actualidad  todo  el  mundo  civilizado ;  pero  que  al  menos 
los  que  se  refugien  en  alguna  de  nuestras  Bepúblicas,  que- 
den libres  de  an  castigo  tan  irreparable  y  tremendo  como  la 
pena  de  muerte. 

VI 

Los  procedimientos  que  el  Tratado  designa  para  la  en- 
trega de  los  delincuentes,  son  los  adoptados,  como  frutos  de 
la  experiencia,  por  la    Francia,  la    Bélgica,  y  otros    muchos 
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Estados.  Aotes  uo  ise  couoedía  la  extradicióa  sino  en  virtad 
de  OD  fallo  condenatorio,  ó  después  qae  las  diligencias  del 
snraario  manifestaban  la  necesidad  de  entablar  contra  el  in- 
dividuo reclamado  una  acnsación  en  forma.  El  Congreso  de 
Jnrisconsaltos,  ha  considerado  suficiente  para  concederla,  una 
providencia  que  con  arreglo  á  las  leyes  del  lugar  del  juicio 
ordene  la  captura  del  enjuiciado;  porque  se  ha  reconocido  qae 
así  el  reo  podrá  tener  intervención  en  las  primeras  diligencias^ 
que  tanto  influjo  ejercen  en  el  éxito  del  proceso ;  y  también 
porque  la  justicia  criminal  podrá  marchar  con  la  posible  ra- 
pidez, teniendo  á  su  disposición  desde  el  principio  de  la  causa, 
todos  los  medios  de  rasgar  ese  velo  misterioso,  con  que  sueleo 
cubrirse  los  criminales. 

VII 

En  otras  de  las  cláusulas  se  estipula  que  las  Repúblicas 
signatarias  deferirán  á  la  solicitud  del  arresto  provisional, 
siempre  que  se  pida  con  indicación  de  la  causa  que  lo  jus- 
tifique; y  con  la  calidad  de  reclamar  la  extradición  con  las 
piezas  necesarias  dentro  de  un  término  competente.  Esta 
disposición  tiene  más  importancia  de  la  que  á  primera  vista 
aparece  y  ha  venido  á  ser  una  de  las  cláusulas  esenciales  en 
los  Tratados  de  extradición. 

Algunas  veces  un  hombre  cubierto  con  la  máscara  de  la 
honradez  sorprende  á  algunas  personas,  consigue  que  le  con- 
fíen sus  caudales  para  algún  negocio  útil  y  de  repente  se  alza 
con  esos  bienes  ó  con  una  parte  de  ellos  para  establecerse  ea 
otro  país  con  cnalquier  nombre  supuesto.  Un  hombre  mal- 
vado puede  cometer  un  asesinato  alevoso,  hundir  en  la  des- 
gracia la  familia  de  su  víctima  y  trasladarse  después  á  otro 
lugar,  creyendo  que  sus  precauciones  bastarán  para  envolver 
su  delincuencia  en  tinieblas  impenetrables.  En  éstos  y  otros 
casos  semejantes  las  autoridades  de  la  República  donde  el 
crimen  se  cometió,  pueden  en  virtud  de  presunciones  fundadas 
exigir  la  detención  provisional  de  los  presuntos  reos,  antes  que 
éstos  se  pongan   en  salvo  y  dejen   borradas    enteramente    sus 
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huellas.  £s  preciso  ea  tales  cireanstaDcias  no  perder  loa  mo- 
mentos: la  demora  de  ud  sólo  día  puede  hacer  infiractaosa 
toda  persecQciÓD,  deJAudo  borlados  loa  derechos  de  la  Be- 
pública  ofendida. 

Esa  detención  precautoria  no  se  opone  á  las  garantías 
individuales  que  ha  consagrado  la  legislación  política  de  al- 
gunas Repúblicas  americanas.  Xo  se  trata  de  una  detención 
inmotivada ;  se  trata  de  perseguir  á  un  hombre,  porque  se  le 
reputa  autor  de  an  grave  delito ;  y  la  autoridad  que  soli- 
cita su  detención,  es  la  competente  para  juzgarlo  y  castigarlo. 
2X0  se  puede  ver  por  lo  tanto  en  ese  acto  ana  arbitrariedad  verda- 
deramente tiránica  é  incompatible  con  las  bases  esenciales  del 
sistema  republicano.  A  pesar  de  todo  esto,  para  remover  cual- 
quiera dificnltad  se  ha  agregado  al  artículo  la  calidad  de  que  sea 
atendida  la  demanda  del  arresto  provisional,  con  arreglo  á  las 
leyes  de  la   República  en  que  ha  de   tener  efecto. 

Yin 

He  reasumido,  pues,  en  esta  ligera  exposición  todas  las 
opiniones  emitidas  en  el  curso  de  los  debates  j  tarabiéu  los 
motivos  en  que  se  fundan  las  cláusulas  principales  del  pacto 
internacional  de  extradición,  habiendo  prescindido  de  todas 
las  relativas  á  detalles  que  no  pueden  ser  objeto  de  dudas 
ni  de  cuestiones.  S:n  embargo,  lo  expuesto  basta  para  que  se 
conozca  la  tendencia  de  estos  trabajos  del  Congreso  y  si  ellos 
producirán  algunos  beneficios  á  la  América    Latina. 

Aunque  algunos  publicistas  opinan,  que  los  Gobiernos  s:n 
necesidad  de  usa  Convencía  a  Diplomática  deben  acceder  á 
la  extradición  de  los  delincuentes  asilados  en  su  terñrorio. 
esta  opinión  no  es  conforme  á  la  jurísprudercia  que  rige  general- 
mente en  Europa  y  ea  los  pueblos  americanos.  Massé  cree. 
que  la  base  de  la  extra^lición  puede  hallarse  en  una  región 
más  elevada  que  1;^  de]  iotrrés  recíproco  de  los  £s:ados.  es 
decir,  en  un  principio  de  juiticia  y  de  moral,  que  no  se  ec- 
cierre  en  los  limites  de  los  pueblos  y  que  imponga  á  to-ios 
las  mismas  oti.i^acioieü.   ••oofir'.é:ididej>    los    mismos    dereeb'.-s. 
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No  obstaute,  el  citado  aator  reconoce  tambiéo  qae  esta  teoría 
DO  ba  asentado  todavía  sa  imperio  y  ningnua  Ilación  se  conside- 
ra naturalmente  obb'gada  á  consentir  en  qne  los  malhechores  se 
extraigan  de  su  seno.    (*) 

La  extradición,  dicen  otros  escritores,  es  una  relación  de 
Soberano  á  Soberano,  relación  muy  difícil  de  regularse,  si  pié 
viamente  no  se  estipula  la  reciprocidad  y  no  se  fijan  tanto  los 
casos  en  que  deben  ser  entregados  los  criminales,  cuanto  las 
formalidades  que  bau  de  preceder  á  su  entrega.  Lo  que  puede 
anunciarse  como  una  verdad  uuiver'salmente  reconocida  es,  que 
el  interés  general  de  las  Naciones  c-xige  la  celebración  de  tra 
tados  capaces  de  asegurar  por  los  mediof«  niíls  convenientes  la 
represión  de  los  delitos. 

Los  señores  Plenipotenciarios,  reconociendo  la  importancia 
de  esta  última  observación,  ban  celebrado  varias  conferencias 
extraordinarias  para  no  retardar  el  cumplimiento  de  esta  parte 
de  su  programa.  £1  seiior  Representante  de  Bolivia  y  el  de 
Chile  han  procurado  con  el  mismo  objeto  remover  las  dificulta- 
des; pero  al  tiempo  de  suscribir  el  Tratado,  han  expuesto  se- 
paradamente que  firmarían  tan  sólo  los  ejemplares  que  se  en- 
tregasen á  los  otros  señores  Plenipotenciarios. 

La  Asamblea,  deplorando  tan  desagradable  incidente,  ma- 
nifestó el  deseo  de  que  restablecida  la  buena  inteligencia  entre 
las  dos  Eepúblicas  indicadas,  ellas  no  tengan  embarazo  para 
obligarse  recíprocamente  á  cumplir  lo  que  bau  estipulado  con 
las  demás  Bepúblicas. 

Los  Estados  de  la  América  española,  casi  todos  ellos  limí- 
trofes, destinados  á  vivir  en  una  comunicación  muy  frecuente 
y  bajo  el  imperio  de  leyes  que  respetan  mucho  la  libertad  in- 
dividual, están  más  obligados  que  otros  países  á  unir  sus  es- 
fuerzos para  que  sus  territorios  no  lleguen  á  ser  el  asilo  de 
las  paciones  ciiminales.    Así  el  Tratado  que  acaban  de  firmar 


f*]    Le  Droit  Commercial    dans  ses  rapports  avcc  le  Droit   des 
Gens  número  528. 
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loB  señores  Plenipotenciarios  de  la  América,  viene  á  satisfacer 
ana  necesidad  urgente.  De  hoy  en  adelante  los  hombre»  de 
hábitos  depravados  no  tendrán  la  espectativa  de  ana  impnnidad 
fácily  pasando  rápidamente  de  una  Bepública  á  otra.  La  au- 
toridad encargada  de  perseguirlos  y  juzgarlos  encontrará  una 
cooperación  eficaz  en  toda  la  extensión  de  las  Bepúblicas  aliadas 
y  consegairá  que  se  ejecute  su  inexorable  fallo,  dejando  así 
satisfecho  el  voto  de  la  conciencia  pública — Dios  guarde  á  US. 
— Antonio  Arenas. — Es  fiel  copia  de  su  original,  Miguel  Antonio 
de  la  Lamay  Secretario  de  la  Legación. 

La  Bepública  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  la  Ar- 
gentina, la  del  Perú,  la  de  Chile,  la  de  Bolivia,  la  del  Ecuador, 
la  de  Costa  Bica,  la  de  Guatemala  y  la  Oriental  del  Uruguay ; 
con  el  propósito  de  facilitar  la  administración  de  justicia  en  la 
represión  de  los  crímenes  y  delitos  cometidos  en  su  respectiva 
Jurisdicción  territorial,  restringiendo  convenientemente  los  casos 
de  refugio,  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  de  Extradi- 
ción por  medio  de  sus  respectivos  Plenipotenciarios  reunidos 
por  iniciativa  del  Gobierno  del  Perú,  en  Congreso  Americano 
de  Jurisconsultos,  habiendo  nombrado  como  tales : 

La  Bepública  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  al  señor 
Doctor  D.  Pedro  Xaranjo; 

La  Bepública  Argentina,  al  sefior  Doctor  D.  José  E.  Uri- 
baru,    su  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario ; 

La  Bepública  del  Perú,  al  señor  Doctor  D.  Antonio  Arenas ; 

La  Bepública  de  Chile,  al  señor  Doctor  D.  Joaquín  Godoy, 
8n  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario; 

La  Bepública  de  Bolivia,  al  señor  Doctor  D.  Zoilo  Flores, 
8u  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario; 

La  Bepública  del  Ecuador,  al  señor  Doctor  D.  Miguel 
Siofrío,  su  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario; 

La  Bepública  de  Costa  Bica,  al  señor  Doctor  D.  Antonio 
Arenas ; 
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La  Eepública  de  Gaatemala,  al  señor  Doctor  D.  Tomás 
Lama ;  y 

La  Bepública  Oriental  del  CTragnay,  al  señor  Doctor  D.  Fran- 
cisco de  Panla  Bravo: 

Qaienes,  previa  exhibición  de  sas  PJenos  Poderes  qae  hallaron 
en  debida  forma^  y  después  de  las  conferencias  y  disensiones  del 
caso,  han  acordado  las  estipnlaciooes'  siguientes  : 

Art.  1?  Las  Bepúblicas  signatarias  se  comprometen  á 
entregarse  recíprocamente  los  individnoa  prófugos  de  una  y 
refugiados  en  otra  de  ellas,  enjuiciados  por  los  delitos  de 
homicidio,  incendio,  robo,  piratería,  peculado,  falsiñcación  de 
moneda  ó  de  instrumentos  públicos,  defraudación  de  las  rentas 
públicas,  quiebra  fraudulenta,  falso  testimonio  y  en  general  por 
todos  aquellos  que  tengan  señaladas  las  penas  de  muerte,  pe 
nitenciaría,  presidio,  trabajos  forzados  ó  prisión  que  no  baj& 
de  dos  años  en  la  Nación  en  que  se  hubiese  cometido,  aunque 
la  pena  sea  menor  ó  distinta  en  la  del  refugio. 

Art.  2?  La  pena  de  dos  años  de  prisión  mencionada 
en  el  artículo  anterior,  señala  solamente  la  naturaleza  de  lo» 
delitos  que  motivan  la  extradición,  cuando  ésta  se  pide  du- 
rante el  enjuiciamiento;  pero  no  limita  los  efectos  del  juicio, 
si  por  circunstancias  atenuantes  ú  otros  esclarecimientos  fa- 
vorables al  reo  fuese  éste  sentenciado  á  sufrir  ana  pena  menor. 

Art.  3?  Guando  la  extradición  se  pidiere  en  virtud  de 
sentencia  ejecutoriada,  el  reo  será  entregado  siempre  que  la 
pena  impuesta  no  baje  de  un  año  de  prisión,  cualquiera  que 
sea  la  infracción  legal  que  haya  causado  el  juicio  y  la  sentencia» 

Art.  4?  Para  los  efectos  de  la  extradición  se  comprenden  en 
la  jurisdicción  nacional  las  aguas  territoriales,  los  buques  mer- 
cantes en  alta  mar  y  los  de  guerra  donde  quiera  que  se  en- 
cuentren. 

Art.  6?  Guando  la  pena  del  crimen  ó  delito  que  motiva  la 
extradición>o  sea  igual  en  la  Nación  reclamantey  en  la  del  refu- 
gio, sufrirá  el  delincuente  la  menor,  y  en  ningán  caso  se  le  im- 
pondrá la  de  muerte. 
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Art.  6*  El  presente  Tratado  podrá  aplicarse  á  los  críme- 
neH  y  delitos  cometidos  autes  de  estar  en  vigor ;  pero  en  tal 
caso,  la  persona  entregada  no  será  perseguida  en  la  Repúbli- 
ca reclamante  por  ningnna  infracción  distinta  de  la  que  ha- 
ya   motivado  la  extradición. 

Art.  7?  No  se  comprenden  en  las  disposiciones  del  presen- 
te Tratado  los  delitos  políticos.  Corresponde  al  Gobierno  de 
la  República  del  asilo  calificar  la  natnraleza  de  todo  delito  de 
este  género,  y  no  concederá  la  extradición,  annqne  resulte 
cometido  en  conexión  con  algún  crimen  ó  delito  que  pudiera 
motivarla. 

Los  refugiados  qife  hayan  sido  entregados  por  delitos  comu- 
nes, no  podrán  ser  juzgados  ni  castigados  por  delitos  políticos 
cometidos  antes  de  la  extradición. 

Art.  8^  Para  la  extradición  se  entenderán  entre  sí  los 
Gobiernos,  sea  directamente,  sea  por  la  vía  diplomática  ó  por 
cualquier  funcionario  debidamente  autorizado.  Eu  la  reclama- 
ción se  especificará  la  prueba  ó  principio  de  prueba  que  por 
las  leyes  del  Estado  en  que  se  haya  cometido  el  delito  sea 
bastante  para  justificar  la  captura  y  enjuiciamiento  del  in- 
culpado. 

En  caso  de  fuga  del  reo  después  de  estar  condenado  y 
antes  de  haber  sufrido  ó  extinguido  la  pena,  la  reclamación 
expresará  esta  circunstancia  é  irá  acompañada  únicamente  de 
la  sentencia. 

Art.  9°  En  casos  urgentes  so  podrá  solicitar  la  detención 
provisional  del  inculpado  por  medio  de  comunicación  telegráfica 
6  postal,  dirigida  al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  directa- 
mente ó  por  medio  de  Agentes  diplomáticos.  El  arresto  pro- 
Tisional  se  verificará  en  la  forma  y  según  las  reglas  estable- 
cidas por  la  legislación  del  país  del  asilo;  pero  cesará  si  en 
el  término  de  tres  meses,  contados  desde  que  se  verificó  no 
86  formalizase  la  reclamación  de  la  manera  indicada  en  el  ar- 
tículo precedente. 

Art.  10.    Si   el  reo  fuese  ciudadano  del  país  en  que  se  ha 
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refagiado  y  se  Holicitase  sa  extradicíóa  paraqae  sufra  la  pena 
impuesta  por  sentencia  ejecutoriada,  se  entregará,  con  suje- 
ción á  lo  dispuesto  en  los  artículos  5^,  G?  y  7?  ;  pero  si  la 
extradición  se  pidiere  por  cansa  de  enjuiciamiento,  el  Qo> 
biemo  no  estará  obligado  á  concederla  si  el  reo  prefiriese  ser 
juzgado  por  los  tribunales  de  su  país ;  y  en  este  caso,  con 
los  antecedentes  recogidos  en  el  punto  donde  se  hnbiese  come- 
tido el  delito,  se  entenderán  los  tribunales  de  una  y  otra 
Xación,  expidiéndose  los  exhortos  que  fuesen  necesarios  en  el 
curso  de  la  cansa. 

Art.  11.  Guando  haya  lugar  á  la  extradición,  todos  los 
objetos  aprehendidos  que  tengan  relación  con  el  delito  y  sus 
autores  se  entregarán,  sin  perjuicio  del  derecho  de  tercero, 
á  la  Bepública  reclamante*  Dicha  entrega  se  verificará  tam- 
bién, annqne  por  la  muerte  ó  fuga  del  inculpado  no  pneda 
llevarse  á  efecto  la  extradición. 

Art.  12.  No  será  concedida  la  extradición,  si  el  reo  recla- 
mado hnbiese  sido  ya  juzgado  y  sentenciado  por  el  mismo 
hecho  en  la  Bepública  donde  reside  ó  en  otra  de  las  signa- 
tarias, ó  si  hubiese  trascurrido  el  tiempo  necesario  para  la 
prescripción  de  la  acción  ó  de  la  pena,  conforme  á  las  leyes 
de  la  República  en  cuyo   territorio  se  encuentre. 

Art.  13.  Si  el  reo  cnya  extradición  se  solicita  estuviese 
acnsado  ó  hubiese  sido  condenado  por  crimen  ó  delito  come- 
tido en  la  jurisdicción  territorial  de  la  Eepúblíca  en  que  se 
encuentra,  no  será  entregado  sino  después  de  haber  sido  ab- 
suelto  ó  indultado,  y,  en  caso  de  condenación,  después  de  haber 
sufrido  la  pena. 

En  los  casos  en  que  el  reo  cuya  entrega  se  pide  hubiese 
contraído  obligaciones  que  no  pueda  cumplir  á  causa  de  la 
extradición,  ésta  se  llevará  siempre  á  efecto  quedando  la  parte 
interesada  en  libertad  de  gestionar  sus  derechos  ante  la  auto- 
ridad competente. 

Art.  14.  Cuando  un  reo  sea  reclamado  por  dos  diversos 
Estados,  toca  al  del  asilo  decidir,  según  las  circunstancias,  á 
cnál  de  los  reclamantes  ha  de  entregar  al  reclamado. 
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Art.  15.  Los  gastos  qae  ocasione  el  arresto,  detención  y 
-coDdacción  del  individao  reclamado,  serán  de  <^argo  de  la  Re- 
pública qne  solicite  la  entrega. 

Art.  16.  (Jaando  para  cnmplirse  la  extradición  solicitada 
por  cnalqniera  de  las  Bepúblicas  contratantes  hnbiese  de  pasar 
el  reo  por  territorio  de  otra  de  ellas,  sas  autoridades  propor- 
cionarán los  medios  necesarios  para  impedir  la  evasión  de  aqael 
y  la  interrupción  de  sa  viaje, 

Art.  17.  En  cada  caso  de  extradición,  el  Gobierno  que  la 
hnbiese  obtenido  comunicará  al  que  la  concedió  la  sentencia 
definitiva  pronunciada  por  sus  Tribunales. 

Art.  18.  El  presente  Tratado  aprobado  que  sea  por  loa 
Congresos  y  ratificado  por  los  Gobiernos  de  las  Bepúblicas  sig- 
Datarias,  será  canjeado  en  Lima  en  el  menor  tiempo  posible. 

Art.  19.  "So  es  indispensable  para  la  observancia  de  este 
Tratado  su  aprobación  por  todas  las  Kaciones  signatarias ;  la 
que  lo  apruebe,  comunicará  su  ratificación  al  Gobierno  del  Perú 
para  que  instruya  de  ella  á  las  demás  Naciones  contratantes* 
Este  procedimiento  hará  las  veces  de  canje. 

Art.  20.  Hecho  el  canje  en  la  forma  indicada  en  el  ar- 
tículo anterior,  el  tratado  quedará  en  vigor  <lesde  ese  acto  y 
por  tiempo  indefinido  entre  las  Naciones  que  lo  hubiesen  efec- 
teado. 

Art.  21.  Si  alguna  de  las  Naciones  contratantes  creyese 
necesario  introducir  modificaciones  en  este  Tratado,  antes  ó 
después  de  estar  en  vigor,  lo  hará  saber  á  las  demás  ;  pero 
-en  el  segundo  caso,  no  quedará  desligada  sino  un  año  después 
de  este  acto,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo 
acuerdo  por  la  vía  y  en  la  forma  que  se  crea  más  conveniente. 

Art.  22.  El  artículo  18  es  extensivo  á  las  Repúblicas  que 
no  habiendo  concurrido  á  este  Gongieso,  quisieren  adherirse  al 
presente  Tratado. 

En  fe  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  de  las  Repúblicas 
mencionadas  lo  hemos  firmado  y  sellado  en  el  número  de  nueve 
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ejemplares  á  los  veintisiete  días  del  oies  de  Marzo  de  mil  ocho-» 
cientos  setenta  y  nneve. 

(L.  S.)  (firmado)  Pedro  Naranjo. — (L.  S.)  (firmado)  José  B. 
Urtburu. — (L.  S.)  (firmado)  Antonio  Arenas. — (L.  S.)  (firmado) 
Joaquín  Oodoy. — (L.  S.)  (firmado)  Zoilo  Flores. — (L.  S.)  (firma* 
do)  Miguel  Bio/rio. — (L.  S.)  (firmado)  Antoyiio  Arenas.-^(L.  S.) 
(firmado)  Tomás  jLama.— (L.  S.)  (firmado)  Francisco  de  Paula 
Bravo. 

Tratado  para  establecer    R,    P, — Lfgación  del    Fcrú  en    el    Oongieso 

en  América  reglas  unifor- 

xnes  sobre  Derecho  ínter-    Amcricano  dc  Jotistas. — Lima:  Noviembre  12 

nacional  Priyado  y  expo-  ^  ««^        r-i  ••«.    .  -.        -r^  i  « 

■icidn  enque  se  expucan    dc  1878. — Scnor    Miuistro  de    Estado  eu   el 
dones  adoptadas  por  los    Despacho   de  Belaciones    Exteriores. — Sefior 

representantes  de  las  Be-      _  _ 

públicas  signatarias.  Ministro : — El  Gongreso  dc  Jarlsconsoltos,  co- 

mo  lo  anunció  en  sn  programa,  ha  dedicado  sus  primeros  tra- 
bajos á  uniformar  la  Jurisprudencia  de  la  América  en  lo  que 
se  refiere  al  Derecho  Internacional  Privado,  que  en  la  actúa- 
lidad  tiene  mucha  importancia  por  la  facilidad  de  las  comuni- 
caciones y  el  incremento  de  los  negocios  mercantiles.  Con  fre 
cuencia  se  presentan  cuestiones  en  que  es  necesario  resolver 
si  regirá  la  ley  nacional  de  un  extranjero,  ó  la  de  su  domi- 
cilio ó  la  del  lugar  en  que  existen  sus  bienes.  La  certidumbre 
de  las  reglas  que  se  adopten  en  tales  casos,  será  provechosa^ 
tanto  para  los  extranjeros  cuanto  para  el  Estado  que  les  ofrezca 
su  hospitalidad. 

En  la  América  llamada  española  es  todavía  más  indispen- 
sable definir  con  bastante  exactitud  la  condición  de  los  indi- 
viduos de  otras  Kaciones,  Las  nuevas  Eepúblicas  tienen  en 
su  territorio  grandes  gérmenes  de  riqueza;  mantienen  con  mu- 
chos pueblos  relaciones  comerciales ;  y  están  llamadas  en  una 
época,  no  muy  lejana,  á  multiplicar  esas  relaciones,  para  ad- 
quirir todo  el  vigor  y  toda  la  prosperidad  de  qoe  pueden  ser 
susceptibles.  Es  pues,  muy  importante  que  los  extranjeros 
vean  con  claridad  las  reglas  á  que  estarán  sujetos,  cuando 
vengan  á  la  América  5  y  si  esas  reglas  les  otorgarán  la  pro- 
tección compatible  con  los  intereses  americanos. 

Brocher,  cuyas  ideas  recomienda  el  señor  Pradier  Federé, 
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Decano  de  nuestra  Facultad  de  Giencias  Políticas  j  Adminis* 
trativas,  [*]  reanme  los  fandamentos  del  Derecho  Internacional 
Privado  en  las  proposiciones  siguientes: 

1*  "  Cada  uno  debe  estar  seguro  dt  obtener  el  goce  de  sus 
derechos  civiles  no  sólo  en  su  patria,  sino  también  en  otro  país : 
2*  debe  saber  con  fijeza  según  qué  leyes  serán  juzgados  los  dere^ 
chos  referentes  á  su  persona,  á  sus  bienes  y  á  sus  actos :  3?  esa 
competencia  legislativa  debe  establecerse  de  una  manera  racional 
y  conforme  á  la  naturaleza  de  las  cosas  con  el  objeto  de  con' 
servar  los  derechos  adquiridos  y  producir  la  seguridad.^ 

Estas  pocas  palabras,  que  manifiestan  estudios  serios  y 
miras  muy  elevadas,  no  han  sido  desatendidas  en  el  curso  de 
nuestras  discusiones. 


La  primera  cuestión  qne  se  ha  debatido  en  el  Congreso, 
ha  sido  la  de  saber,  cuál  es  la  ley  que  regulará  el  estado  y 
la  capacidad  jurídica  de  las  personas.  Sobre  esta  materia, 
así  como  sobre  otras  que  también  son  importantes,  no  hay 
uniformidad  en  los  Códigos  europeos,  ni  en  las  doctrinas  de 
los  más  acreditados  jurisconsultos.  Pothier  y  Story  sostienen 
que  la  condición  jurídica  de  las  personas  debe  sujetarse  á  la 
ley  de  su  domicilio,  bien  que  se  refieren  al  domicilio  de  origen, 
que  se  confunde  con  la  nacionalidad.  Pero,  Demangeat  y  otros 
claramente  dan  la  preferencia  á  la  ley  del  domicilio  actual.  En 
el  concepto  de  esos  autores,  no  es  compatible  con  los  intereses 
morales  y  políticos  de  un  Estado  conceder  á  los  extranjeros 
el  derecho  de  fijar  en  él  su  domicilio  y  el  asiento  principal 
de  sus  negocios,  sin  exijirles  al  mismo  tiempo,  que  en  todo. 
lo  relativo  á  sus  personas  y  bienes  queden  sometidos  á  las 
leyes  del  país.  No  conviene  ciertamente,  dicen,  que  el  estado 
y  la  capacidad  de  las  personas  se  rijan  por  la  ley  del  lugar 
donde  éstas   residen   transitoriamente;    porque   así   se   harian 


[*]    Véase  la  exposición  que  precede  al  Derecho  Internacional 
Stívado  de  Fiore  traducido  al  francés. 
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inciertos  los  estados  civiles  y  se  daría  origen  al  abaso  de  qae 
unas  personas  faesen  mayores  de  edad  en  an  país  y  menores 
en  otro.  Pero,  caando  el  extranjero  está  domiciliado,  en  ten* 
dióndose  por  domicilio  la  residencia  permanente  y  con  ánimo 
de  no  variarla,  parece  que  ha  consentido,  si  no  en  despren- 
derse enteramente  de  sa  patria,  al  menos  en  hacerse  subdito 
de  las  leyes  de  sn  domicilio,  las  cuales  regularán  todas  aas 
relaciones  civiles. 

En  este  modo  de  discurrir   se  confunden  los  efectos    del 
domicilio  con  los  que  produce  la  naturalización.    Sin  embargo, 
hay  entre  ambas  cosas  una  gran  distancia.    El   simple  hecho. 
de  que  una  persona  establezca  su    domicilio  en  un   país,   no 
significa  que  ha  perdido  su  carácter  de  extranjero.    Para  qae 
lo  pierda  es  necesaria  la  naturalización,  mediante    la  cual  nn 
individuo  llega  á  gozar  de  todos  los  derechos  concedidos  á  los 
nacionales,  quedando  al  mismo  tiempo  snjeto  á  todas  las  car- 
gas que  impone  la  nacionalidad.    Los  requisitos  indispensables 
para  naturalizarse  son   diversos  y  dependen   de  las  leyes  po- 
líticas de  cada  país.    Donde  rige  un  sistema  liberal  y  se  quiere 
que  los  extranjeros  contribuyan  á  los  progresos  del  país  con 
su  talento,  sus  luces  y  su  experiencia,  son  mayores  lasfacili* 
dades  para  adquirir  la  naturalización.    Pero    en  todas  partes 
la   ley    designa  las    condiciones    según  las    cuales  otorga  las 
ventajas  de  la    nacionalidad  á  los  que  no  han  nacido  en   el 
país;  y  mientras  el  extranjero  no  consiente  en  naturalizarse, 
cumpliendo  dichas  condiciones,   no   puede  considerársele  como 
subdito  del  Estado  donde  tiene  su  domicilio.    Profesando  es- 
tas ideas,  se  concilla  el  bienestar  de  los  pueblos  con  las  reglas 
de  la  justicia;  se  abren  las  puertas  de  la  patria  á  los  extran- 
jeros átiles;  y  al  mismo  tiempo  se  respeta  sa  libertad  indi- 
vidual, no   imponiéndoles  una   sujeción  forzosa  y  contraria  á 
sus  aspiraciones  legítimas,  como  sucedia  en  la  época  del  feu- 
dalismo.   Los  vínculos  que  un  hombre  tiene  con  su  Kación, 
son  muy  estrechos  y  no  pueden  romperse  sino  por  un  hecho 
claro,  en  virtud  del  cual  renuncie  su  nacionalidad  primitiva  y 
adopte  una  nueva  patria. 

El  domicilio  por  otra  parte  es  variable ;  y  la  misma  ra- 
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zÓD  qne  hay  para  rechazar  la  ley  de  la  simple  resideDcia,  obra 
contra  la  ley  del  domicilio,  que  tambiéo  haría  ÍDcierta  la  con- 
dición jarídica  de  lais  personas.  Por  último,  como  dice  Flore, 
las  caalidades  distintivas  de  una  persona  son  la  consecaencia 
de  la  raza,  de  los  usos,  de  las  tradiciones  qae  existen  en  el  la- 
gar de  su  nacimiento ;  en  una  palabra,  del  conjunto  de  todos 
los  elementos  que  constituyen  el  carácter  y  el  genio  de  cada 
pueblo.  No  es  posible,  por  consiguiente,  admitir,  que  esas 
cualidades  cambien  con  el  domicilio,  produciendo  en  los  nego- 
cios más  importantes  de  la  vida  civil  una  instabilidad  funesta. 

Por  todos  estos  motivos  el  Congreso  de  Jarisconsultos, 
después  de  examinar  las  diferentes  opiniones,  ha  adoptado  el 
principio  que  se  establece  en  la  legislación  civil  de  Francia, 
en  la  de  Bélgica,  en  la  de  Berna  y  en  la  del  nuevo  reino  de  Ita- 
lia ;  á  saber,  que  la  ley  nacional  de  las  personas  es  la  regu- 
ladora  de  su   estado  y  capacidad. 

Al  aceptar  este  principio  se  ha  creído  que  él  no  puede  con- 
vertirse en  una  ley  positiva,  sin  darle  una  forma  compatible 
con  los  límites  á  que  debe  estar  ceñida  la  jurisdicción  nacio- 
nal. Las  Bepúblicas  americanas  no  pueden  imponer  preceptos 
á  los  Estados  que  no  han  tenido  representación  en  el  Congreso 
de  Juristas :  no  pueden  disponer  que  sus  reglas  tengan  obser- 
vancia ^n  otros  países,  cuyas  legíslacioues  adopten  sistemas  di- 
yersos  y  aun  contrarios.  £n  Prnsia  el  estado  y  las  cualidades 
personales  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  real  de  las  perso- 
nas ;  pero  con  la  calidad  de  que  si  el  contrato  se  celebra  por 
an  extranjero  en  el  territorio  prusiano  y  sobre  objetos  que  se 
encuentren  en  él,  se  preñera,  entre  la  ley  de  domicilio  y  la 
prusiana  aquella  que  más  favorezca  la  validez  de  la  conven- 
ción. En  otios  Estados  se  signe  el  sistema  de  Flore;  pero  con 
algunas   modiicaciones. 

Las  Eepúblicas  signatarias  no  podrán  evitar,  pues,  que  sus 
ciudadanos  cuando  residan  en  otro  país,  queden  sometidos  á 
las  leyes  de  bu  residencia.  Pero,  aplicarán  ios  principios  que 
hubiesen  aceptado,  si  las  cuestiones  sobre  el  derecho  de  las 
personas  i^e  ventilasen  ante  sus  tribunales. 
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Cuando  los   extranjeros  ban    adquirido  nua    fortuna  en 
territorio  donde  residen  ó    están    domiciliados,   pnede  sncede 
qne  las  leyes  de  sa  patria  sobre  el  modo  de  regnlar  los  deie ' 
chos  reales  difieran  de  las  qne  rigen   en   el  logar  de   sa  resi- 
dencia ó  domicilio.    Ha   sido  por  tanto  inevitable   acordar  las 
reglas  convenientes  para  resolver  tales  conflictos. 

Todos  los  Códigos  modernos  establecen,  qne  los  bienes  in- 
mnebles  deben  regirse  por  la  ley  de  sn  situación.  Portalis 
funda  eHa  regla  sobre  el  principio  de  la  soberanía  territorial. 
En  su  discnrso  pronunciado  ante  el  Consejo  de  Estado  sobre  el 
título  preliminar  del  Código  de  Napoleón  dice:  ^^ La  sobera^ 
nía  €8  indivisible.  Ella  dejaría  de  serlo,  si  las  porciones  de  un 
mismo  territorio  pudiesen  ser  regidas  por  leyes  que  no  emanasen 
de  su  soberanía.  Está^  pues,  en  la  misma  esencia  de  las  cosom^ 
que  los  inmuebles,  cuyo  conjunto  forma  el  territorio  público  de 
ii7(  pueblOj  sean  regidos  por  las  leyes  de  ese  pueblo,  aunque  una 
parte  de  esos  inmuebles  sea  poseída  por  extranjeros.  *' 

La   soberanía  de  nn  E'^tado,  en   efcK^to,  incluye  el   derecho 
de  arreglar  el  régimen  de  la  propiedad   en   la  forma  y  el  mo- 
do más  conveniente  á  sos  intereses  políticos  y  económicos.    Sa- 
pongamos  que  los  extranjeros  no  están  sujetos   á  las  leyes  del 
país  en    lo  qne  hace  relación  á   sus   bienes;  y  se  introducirá 
nn   gran  trastorno  en  los  negocios  civiles.    Los  austríacos  es- 
tarán  sujetos  á  la  ley  autriaca ;  los  fraueeses   á  la   francesa  ; 
los  italianos  á  la  italiana  etc.,  y  en  tal  caso  llegarán  á  ser  ilu- 
sorios los  fines   que  el  legislador  nacional  se  propuso  al  reíjular 
la  adquisición,    el   goce  y   la  trasmisión  de   los  bienes   iurñae- 
bles.    La  doctrina  de  Portalis  es  también  la  de  Merlín,  FcbIIx. 
Marcado,  y  casi   todos  los  jurisconsultos.     Marcado  dice  :  *•  Per^ 
mitir  que  un  territorio  sea  fraccion^ado  jurídicamente  para  que  sus 
diversas  partes  sean  regidas  por  tantas  legislaciones  cuantas  sean 
las    diferentes  clases  de  extranjeros  que  residen    en  el  país,    sería 
trastornar  el  orden  nacional  y  romper  la  unidad  de  la  soberanía.  ^' 

A  todos   esos  inconvenientes  es   preciso  añadir  las    trabas 


y 
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embarazosas  qae  teudría  la  admiuistración  de  justicia,  estable- 

H^lda  la  necesidad  de  que  Ioh  jueces    aplicasen  las  legislaciones 

'  extranjeras  á  cada  paso  eu  las  cuestiones  que  se  ofreciesen  so- 

*  bre  la    propiedad.    Es   preciso    también    considerar  las    redes 

^ne  se  tenderían   á  la   baena   fe,  ignorante  de   los  requisitos 

'^ijidos  por  las  leyes  extraOas  para  la  validez  de  muchos  ao- 

¡[     tos  jurídicos. 

La  ley  territorial  es  pues,  la   que  debe  decir  cuáles  cosas 

^a  muebles  y  cuáles  itunuebles,   así  como  el   mododeadqui- 

tir  estas  últimas,   las  cargas  de  que   sou    susceptibles,  los  de- 

'eobos  de  sus   dueños  ó  poseedores  y  las  causas  por  las  cuales 

te  puede    perder  su   posesión  ó  su  dominio.    Loa    extranjeros, 

«in  embargo,  son  libres  en   todo  aquello  que  no   contraría  las 

f^^ises  sobre  que  descansa  la  legislación   civil  de  la  Bepública. 

•B^ta  es   la  doctrina  racional  y  la  que  se  concilia  no   sólo   con 

'c>is  intereses  especiales   de  cada   Estado,   sino  también  con  las 

^^Yibnciones  anexas   á   sn   soberanía. 

En  cnanto  á  los  bienes  mnebles,  las  opif^^ones  e^tán  más 
'^  i  "vididas.  Los  Códigos  de  los  países  más  civilizados  no  están 
^•^^ordes  sobre  el  particular ;  y  la  discusión  durn  todavía  entre 
^^3^  dos  los  jurisconsultos.  Unos  sostienen  como  regla  general, 
^^jie  los  muebles  deben  estar  sujetos  á  la  ley  del  domicilio; 
ros  proclaman  el  imperio  de  la  ley  nacional  de  los  dueños 
poseedores;  otros  pretenden  que  los  muebles,  del  mismo 
odo  que  los  inmuebles,  sean  regidos  por  la  ley  del  lugar 
n  que  estén  situados.  Hay  además  una  escuela  que  acepta, 
or  decirlo  así,  un  término  medio  y  según  la  cual  deben  ser 
lados  por  la  ley  del  país  tan  sólo  los  muebles  que  tienen 
Q  él  una  situación  permanente,  su j tetándose  á  la  ley  del  do- 
^^nicilio  ó  á  la  nacional  los  que  el  extranjero  lleva  siempre 
^^^onsigo  y  son  de  su  uso  personal,  asi  como  los  que  tieue 
para  trasladarlos  á  otro  lugar  extraño  ó  venderlos  en  él.  El 
Oódigo  argentino  ha  adoptado  esta  soluoióu,  apoyáudovse  en 
la  autoridad  de  Story. 

En  medio  de  esta  variedad  de  opiniones  ha  sido   preciso 
analizar  la  cuestión,  examinar  los  diferentes  casos,  y  decidirse 
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en    favor  de  aquella   regla    qae    pueda   llevarse    á    cabo   con^ 
meuos  iijoouvenieates.    Savigoy,   que  se  ha  propuesto  profun- 
dizar esta    materia^  comienza    por  preguntar  si  en  la  misma 
naturaleza  de  ks  cosas  muebles   é  inmuebles  hay  un  motivo 
para  someterlas  á  leyes  locales   diferentes. 

El  cree  qne  ese  motivo  no  existe,  y  que  la  causa  de  la 
diversidad  de  pareceres  consiste  en  que  se  ha  planteado  la 
cuestión  en  términos  muy  abstractos,  sin  atender  á  todas  las^ 
situaciones  que  se  presentan  en  la  vida  real  de  las  personas. 
Savigny  se  propone  examinar  esas  diferentes  situaciones,  y 
cree  fácil  descubrir  así  el  elemento  de  verdad  que  hay  en  la 
opinión  de  los  que  invocan  para  las  cosas  muebles  la  obser- 
Tancia  de  la  ley  del   domicilio. 

Según  ese  autor,  cuando  se  considera  el  lagar  ocupado- 
por  las  cosas  muebles  en  el  espacio,  se  presentan  dos  casos 
enteramente  opuestos  y  sobre  los  cuales  no  se  puede  legislar 
del  mismo  modo«  El  lugar  ocupado  por  la  cosa  mueble  puede 
ser  tan  indeterminado  y  variable,  que  sea  muy  difícil  tener 
una  idea  fija  del  punto  en  que  se  halla,  lo  que  excluye  la 
sujeción  voluntaria  á  la  ley  local  de  ese  territorio,  ün  viajero, 
conducido  en  una  diligencia  ó  en  un  ferrocarril  con  su  equi- 
paje, puede  en  un  solo  día  recorrer  diversos  países,  sin  cui* 
darse  de  saber  cuál  es  aquel  en  que  se  encuentra  momentá- 
neamente. Sucede  lo  mismo,  cuando  el  comerciante  lleva  un 
cargamento  de  mercaderías  á  un  país  lejano,  tocando  en  di- 
ferentes puertos,  durante  su  viaje.  En  todas  estas  circuns- 
tancias, dice  Savigny,  importa  crear  con  el  pensamiento  un 
lugar  que  represente  la  situación  del  bien  mueble  por  un 
tiempo  más  ó  menos  largo.  A  veces  ese  lagar  es  indicado  de 
una  manera  cierta  por  la  volunta<l  del  propietario :  las  más 
Teces  coincide  con  su  domicilio.  Savigny  piensa  que  por  ba- 
berse  considerado  tan  sólo  esto»  últimos  casos,  se  ha  preten- 
dido aplicar  generalmente  á  las  cosas  muebles  la  ley  del  do- 
micilio. 

El   otro   caso   enteramente   opuesto   es   aquel  en  que    los 
muebles  están  destinados  á  permanecer  en  un  logar,  como  los 
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infitrameDtos    necesarios  para  el   cultivo   de  qq  foodo  rústico, 
los  maebles  de  una  casa  y  los  libros  de  ana  biblioteca. 

Ifiogaua  razóu  hay  para  qae  esos  bienes  dejen  de  estar 
SDJetos  á  la  ley  de  su  situación  real.  Es  verdad  que  no  obstante 
el  uso  á  que  se  les  ha  aplicado,  pueden  trasladarse  á  otro 
lagar  por  algún  suceso  imprevisto.  Pero,  esas  traslaciones 
accidentales  iio  bastaú  para  fundar  una  regla. 

Savigny  dice  que  entre  esos  dos  casos  extremos  de  que 
86  ha  hablado,  hay  otros  muchos  intermedios,  como  el  de  un 
viajero  que  por  ocurrencias  inesperadas  se  detiene  eu  un  lugar 
más  ó  menos  tiempo,  y  añade  que  en  tal  situación  es  preciso 
estndiar  las  bircunstaneias  particulares  para  determinar  la  ley 
que  debe  regir  los  muebles. 

Bien  se  comprende  que  la  opinión  de  Savigny  en  cuanto 
á  las  dos  situaciones,  que  él  llama  extremas,  puede  admitirse 
fiiu  contrariar  los  principios  más  elevados  de  la  ciencia.  La 
ficción  jurídica  que  él  acepta  para  los  muebles  que  están  de 
tránsito  en  un  país  ó  no  existen  en  él  sino  de  una  manera 
precaria,  se  funda  en  una  necesidad  imperiosa  ]  así  como  la 
Bigeción  á  la  ley  territorial,  para  los  muebles  considerados  en 
el  caso  enteramente  opuesto,  no  se  puede  impugnar  con  argu*- 
mentes  victoriosos. 

El  motivo  por  el  cual  muchos  jurisconsultos  sostienen  que 
la  ley  del  país  no  debe  regir  los  bienes  muebles  de  los  extran- 
jeros, consiste  en  que  la  acción  legal  sobre  los  bienes  de  esa 
especie  puede  ser  fácilmente  eludida;  pues  que  sometidos  hoy 
á  la  ley  española,  mañana  pueden  estarlo  á  la  inglesa,  según 
la  voluntad  del  propietario.  No  existe,  dicen  los  partidarios 
de  esa  doctrina,  una  relación  estrecha  y  permanente  entre  los 
bienes  muebles  y  la  ley  del  lugar  en  donde  están  situados. 
Pero  cuando  se  trata  de  los  que  tienen  una  situación  estable 
en  el  territorio  del  Estado,  todas  esas  consideraciones,  tengan 
6  no  un  gran   valor  jurídico,   desaparecen  por  completo. 

Es  perfectamente  aplicable  á  los   bienes   muebles  que   no 

TOMOl  15 
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tienen  en  el  país  ana  existencia  transitoria,  lo  qae  escribe 
Lanrent  sobre  esta  materia :  Si  se  puede  hacer  abstracción,  dice, 
de  las  tradiciones^  es  preciso  rechazar  la  distinción  de  los  mtie- 
bles  é  inmuebles.  Ella  no  tiene  fundamento  racional.  La  con- 
sideración del  valor  no  es  un  motivo  jurídico;  y  si  se  le  invoca^ 
la  balanza  seria  por  lo  menos  igual  entre  la  riqueza  móvil  y  la 
inmóvil.  Se  dice  que  los  muebles  sirven  para  el  usó  de  la  persona. 
Esto  es  verdad  respecto  de  algunas  cosas;  pero  no  lo  es  respecU 
de  las  acciones  y  obligaciones  creadas  por  el  comercio  y  la  tu- 
dustria.  Ellas  sirven  á  la  persona  del  mismo  modo  que  los  in- 
muebles, es  decir,  como  un  instrumento  de  desarrollo  intékctwá 
y  moral. 

En  cnanto  la  diferencia  de  gradoaciones  que  paeden  existif 
entre  las  dos  situaciones  extremas,  en  qa«  puede  hallarse  ll 
riqueza  móvil,  es  preciso  también  aceptar  alguna  regla  y  do  de- 
jar las  cosas  en  una  fluctuación  qne  cansaría  cnestioues  mu] 
embarazosas  y  frecuentes. 

¿  Pero,  enál  es  la    ley  que    debe  servir   de    norma  Y    ¡80 
aceptará  la   ley  i^e  la   situación  ?    Eso  sería  exponerse  á  perij 
turbaciones  funestas.    Las  cosas  muebles  que  no  tienen  asiente 
fijo  en  un   territorio,  están  siempre  expuestas  á  variar  de  lo- 
gar, atendida  la  multitud  y   celeridíid    de    los   medios  de  co- 
municación que  harían  difícil    en  muchos  casos  la  determioA- 
ción  de  la  ley  que  debe  ser  aplicada.    Si  se  pueden  presentad 
casi  todos  los  días  esos  obstáculos ;  si  conviene  dar  la  seguridad 
posible  á  las  relaciones  civiles  ]  y  si  tal  fin    puede  obtenerse} 
adoptando  una  ficción  jurídica,  como  Savigny  y  otros  autoreí 
la  proponen  para  los    bienes  ambulantes,  la  razón   y   los  in* 
tereses    del  comercio    indican   también    ese    partido  como  ^ 
modo  de  resolver  la  cuestión  que  tanto  divide  los  pareceres- 
Este  es  el  sistema  que  se  ha  seguido  en  el  Código  argeutioO) 
coyas  disposiciones  ha  aceptado  el  Congreso  de  Juristas,  aunqi*^ 
sostituyendo  á  la  ley  del    domicilio,    la    nacional   del   duefSo 
poseedor  de   los  bienes, 

Esta  sostitución  ha  parecido  más  conforme  al  orden  lógi^ 
y  más  á  propósito  para  allanar  todas  las  dificultades;  porq^ 
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Si    la  riqueza  móvil,   no  adherida  al  país,  debe  ser  considerada 

como   un  accesorio  de  la  persona  para  darle  una  ley  algo  cierta 

y    estable,    conviene    sin   duda    preferir    la  ley  nacional,   que 

1^1  ene  una  relación  más  estrecha  con  el  dueño  de  esa  riqueza 

y  puede  ser    más    fácilmente   comprobada..    Esto   también  es 

C2onforme  á  las  doctrinas  aceptadas  en  la  jurisprudencia  mo- 

cierna. 


III 


Pasaré  ahora  á  exponer  los  fundamentos  de  las  disposi- 
ciones aprobadas  sobre  los  contratos  celebrados  fuera  de  las 
Bepúblicas  signatarias.  Aquí  el  terreno  no  es  tan  escabroso 
ni  oscuro.  En  la  actualidad  todos  los  jurisconsultos  y  todas 
las  legislaciones  aceptan  las  mismas  reglas :  en  todas  partes 
se  reconoce  la  necesidad  de  observarlas  con  rigurosa  exactitud. 
Los  que  pretenden  derivar  el  derecho  internacional  privado  de 
la  conveniencia  de  los  Estados  ;  los  que  quieren  deducirlo  del 
respeto  á  ciertos  derechos  inviolables  de  los  extranjeros ;  los 
qne  admiten  la  división  de  las  leyes  en  estatutos  reales  y 
personales  5  ^7  los  que  rechazan  abiertamente  esa  clasificación 
como  origen  de  disputas  y  oscuridades  ;  todos  convienen  en  que 
la  forma  y  la  sustancia  de  los  contratos  ajustados  fuera  del 
país  deben  regirse  por  las  leyes  vigentes  en  el  lugar  donde 
han  sido  celebrados. 

Hablando  de  la  forma  de  los  contratos,  dice  Merlín  t     [*] 

Ifo  por  un  motivo  de  conveniencia  se  ha  preferido,  en  cuanto 
á  la  forma  de  los  actosy  la  ley  del  lugar  en  que  ellos  han  pasa- 
do :  los  verdaderos  principios  han  determinado  esa  elección.  Én 
efecto^  los  actos  reciben  su  ser  en  el  lugar  en  que  han  ocurrido : 
la  ley  de  ese  lugar  els  la  que  les  dá  vida;  y  por  consiguiente 
ella  es  la  que  debe  reglar  y  modificar  su  forma. 

En  cuanto  á  la  sustancia  de  los  contratos,  Eiore  y  Fcelix 
fundan  la   segunda    regla   en    la    sumisión   voluntaria  de    las 

f *J    Bepertorío  V  preuve  sec.  II  $  3?  artículo  !•  número  3. 
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partes  á  la  ley  del  lugar  donde  se  realizó  el  acto  jarídico* 
Segúu  el  primero  de  esos  autores,  en  todo  lo  que  depende 
del  libre  arbitrio  de  los  cou tratantes,  se  debe  presumir  que 
ellos  se  han  referido  á  la  ley  del  lugar  donde  se  ha  perfec» 
'  clonado  la  obligación ;  de  lo  que  resulta,  que  las  condicioued 
necesarias  para  la  ralidéz  del  acto  y  para  que  él  produzca 
sus  efectos  jurídicos,  deben  ser  juzgados  según  esa  misma  ley. 
Sin  embargo,  Wheaton  y  otros  autores  aceptan  la  misma 
conclusión,  apoyándose  tan  sólo  en  los  derechos  inherentes  á 
la  soberanía  de  los  Estadoií.  Todos  los  actos  jurídicos  que 
pasan  en  un  país,  están  sujetos,  según  esa  opinión,  á  la  ley 
local,  que  da  fuerza  á  la  obligación,  arma  h  las  partes  de  los 
medios  indispensables  para  exigir  el  cumplimiento  de  lo  esti- 
pulado ;  y  por  tanto  debe  fijar  las  condiciones  según  las  cuales 
interpone  su  autoridad,  declarando  válidos  unoi^  actos  y  pro^ 
hibiendo  otros,  para  conservar  en  su  territorio  el  imperio  de 
la  justicia.  Pero,  si  esas  doctrinas  manifiestan  alguna  diver- 
sidad en  las  premisas,  convienen  en  las  mismas  conclusiones, 
que  son  las  aceptadas  en  los  artículos   4**  y  6**. 

Parece  aquí  oportuno  hacer  algunas  advertencias  sobre 
los  motivos  de  las  restricciones  contenidas  en  el  1**  de  esos 
artículos.  Pretenden  algunos  que  cuando  un  contrato  se  cum- 
pla en  un  país  distinto  de  aquel  en  que  se  ha  celebrado,  se 
sujete  en  todo  á  las  leyes  del  lugar  de  la  ejecución.  Flore 
recomienda  mucho  la  diferencia  entre  lo  que  se  llama  el 
vinculum  juris  y  el  onus  conventionis.  El  vinculu7n  Jwm,  según 
Fiore,  es  la  obligación  derivada  del  mutuo  consentimiento  de 
los  contratantes:  el  onus  conveniionis  comprende  lo  relativo  á  la 
manera  de  cumplir  lo  estipulado.  El  lazo  jurídico  debe  regu- 
larse en  cualquier  caso  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato 
se  ha  celebrado;  pero  la  manera  de  cumplir  la  obligación  se 
regirá  por  la  ley  del  lugar  en  que  ha  de  ser  ejecutada.  [*J 
.Fcdlix  poco  más  ó  menos  opina  del  mismo  modo.  Según  este 
•  autor,  cuando  por  la  naturaleza  del  contrato  ó  la  voluntad  de 
las  partes   el  acto  jurídico  ha  de  realizarse  en  un  lugH^r  diverso 

.■i  .— ■— »»  11  II  II  m  m  11 

[*]    Derecho  luternacional  Privrado,  lib.  2"  N.  242. 


INTRODUCCIÓN  229 


de  aqael  en  que  ha  recibido  sa  perfección ;  la  ley  de  este  úl- 
timo lagar  determinará  las  formalidades  de  la  entrega  ó  del 
pago,  la  mensnra  de  las  tierras  ó  do  los  muebles  enajenados, 
la  manera  en  qae  ha  de  entregarse  el  precio,  lo  qne  constituye 
la  mora  y  la  responsabilidad  qne  ella  prodace  en  cnanto 
á  daños  y  perjuicios.  [*]  Enel  Congreso  de  Juristas  se  ha 
tenido  en  consideración,  que  pueden  presentarse  dos  casos  en 
lo8  cuales  no  sería  justo  ni  conveniente  establecer  la  misma 
regla.  Se  ha  resuelto,  pues,  que  si  el  contrato  se  ejecuta  acci- 
dentalmente en  un  país  diverso  de  aquel  en  que  fue  celebrado, 
la  validez  y  los  efectos  jurídicos  de  sus  estipulaciones  se  su- 
bordinen á  las  leyes  del  lugar  de  su  celebración ;  pero,  que  al 
contrario  dependa  de  las  leyes  de  las  Repúblicas,  si  el  contrato 
ha  de  cumplirse  precisamente  en  ellas,  ya  porque  así  lo  exije 
su  naturaleza,  ya  por  una  disposición  expresa  de  las  partes. 
Esta  es  la  opinión  de  Savigoy  y  Story  y  también  la  más 
conforme  al  principio  de  que  al  cumplirse  un  contrato  debe 
respetarse  la  voluntad  expresa  ó  tácita  de  los  contratantes, 
en  lo  que  no  se  oponga  á  las  leyes  prohibitivas  del  lugar  de 
la  ejecución. 

IV. 

Después  de  haber  establecido  todas  las  reglaei  precedentes, 
8e  ha  dedicado  un  título  á  los  matrimonios  contraídos  por  ex- 
tranjeros, dentro  ó  fuera  de  la  Bepública.  Grandes  disputas 
8e  han  promovido  y  se  promueven  todavía  sobre  e$l  modo  de 
regular  los  efectos  civiles  de  esos  enlaces.  Si  el  matrimonio  pu- 
diera considerarse  como  un  simple  contrato,  todos  los  obstáculos 
desaparecerían ;  todas  las  opiniones  estarían  uniformes ;  y 
los  principios  antes  expuestos  bastarían  para  facilitar  en  todos 
los  casos  soluciones  satisfactorias.  Pero,  el  matrimonio,  aun- 
qne  mirado  bajo  cierto  aspecto  participa  en  algo  de  la  naturaleza 
de  los  contratos,  es  al  mismo  tiempo  una  venerable  institución, 
que  da  origen  á  la  familia,  produce  entre  sus  miembros   las  más 

[*]    Tratado  de  Derecho  Internacional  Privado,  lib.  2?  N.  98. 
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sagradas  relaciones  y  ejerce  uua  gran  inflaeucia  sobre  la  suerte 
de  los  pueblos.  La  unión  conyugal  no  puede  quedar,  pnes^ 
sujeta  enteramente  á  la  voluntad  de  las  partes.  La  ley  tiene 
que  otorgarle  su  protección,  fijarle  sus  condiciones  y  garantir 
el  cumplimiento  de  ellas  para  que  el  matrimonio  alcance  sus 
altos   fines  y   no   trastorne  los  fundamentos  del  orden  sociaL 

Que  la  capacidad  para  casarse  debe  ser  reglada  por  la  ley 
nacional  de  los  contrayentes ;  y  la  forma  del  matrimonio  por 
la  ley  del  lugar  de  su  celebración,  son  ya  en  el  dia  verdades 
generalmente  reconocidas.  La  determinación  de  la  ley  que  ba 
de  regir  los  derechos  y  deberes  entre  los  cónyuges  y  entre 
éstos  y  sus  hijos  es  la  causa  de  todas  las  controversias.  Dos 
escuelas  se  disputan  el  triunfo  con  el  más  grande  ardor.  Una 
de  ellas  pretende  que  se  aplique  »la  ley  de  domicilio  conyugal  ^ 
y  la  otra  dá  la  preferencia  á  la  ley  nacional  del  marido,  que  e»» 
el  jefe  de  la  familia. 

En  el  Oódigo  Oivil  de  Francia  se  ha  sancionado  la  primera 
de  esas  doctrinas,  aunque  no  aceptándola  claramente  en  toda 
su  extensión  y  en  todas  sus  consecuencias.  Se  proclama  el 
principio;  pero,  mutilándolo;  se  habla  de  los  franceses,  pero 
nada  se  dice  sobre  los  naturales  de  las  otras  Kaciones.  El  ar- 
tículo 170  del  citado  Oódigo  prescribe,  que  el  matrimonio  con- 
traído en  país  extranjero  entre  franceses  ó  entre  un  francés  y 
una  extranjera,  será  válido  si  se  hubiesen  observado  las  for- 
malidades prescritas  en  ese  país,  con  tal  que  no  se  haya  con- 
travenido á  las  disposiciones  del  capítulo  anterior  que  deter- 
mina la  capacidad  de  los  esposos  y  los  impedimentos  diri- 
mentes é  impedientes.  Portalis,  al  comentar  ese  artículo  parece 
inclinado  á  darle  una  significación  más  ;amp]ia,  aunque  contra- 
yéndose siempre  á  los  franceses.  La  foirma  del  contrato^  dice, 
€9  reglada  por  la  lej  del  lugar  en  que  se  ha  celebrado.  Mas  todo 
lo  que  corresponde  á  la  sustancia  misma  del  contrato^  á  las  cuali- 
dades y  condiciones  que  determinan  la  capacidad  de  los  contrayen- 
tes^ continúa  siendo  dirigido  por  las  leyes  francesas. 

Fcelix  dice  :  que  por  no  mencionarse  en  el  articulo  170  del  Có- 
digo francés  los  matrimonios  celebrados  en  Francia  por  extranjeros^ 
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la  cueitión  sobre  la  validez  de  tales  matninonios  ha  quedado  sU' 
jeta  á  los  principios  generales  del  derecho  ;  j  eu  otra  parte  de  su 
obra  ya  citada  Bostieue  de  aua  maaera  muy  explícita  que  la 
le¡f  nacional  del  marido  es  la  competente  para  regular  las  relaciones 
defamilia,  [h]  La  opiuión  que  Fce'ix  emite  en  ese  pasaje, 
no  e8  aislada :  tieue  eu  la  actualidad  el  apoyo  de  autorida- 
des respetables.  La  profesau  también  Fiore,  Brocher,  Laurent, 
nae^stro  decano  de  ciencias  politicis,  Mazzoui  y  algunos  ju- 
xiscoDijulcos  notables  de  lulia,  cuyo  Coligo  Civil  ha  sancio- 
nado esa  doctrina  cou  algunas  limitacione.^.  [b]  Los  juris- 
GODBQltos  modernos  y  con  especialidid  Fiore,  no  quieren  me- 
dios empíricos  para  resolver  los  conflictos  de  las  legislaciones  ; 
no  se  contentan  con  exponer  lo  que  existe,  ni  tampoco  acep- 
tan algunas  tradiciones  que  les  parecen  viciosas.  Su  propó- 
sito  es  mirar  las  cosas  desde  un  punto  más  elevado ;  asentar 
los  verdaderos  principios  y  aplicarlos  en  términos  convenientes 
para  no  alterar  en  los  Estados  las  bases  esenciales  de  su 
organización  civil  y  sus  instituciones  políticas.  Para  ellos 
las  legítimas  reglas  del  Derecho  Internacional  Privado  están 
muy  lejos  de  ser  arbitrarias  ;  son  por  el  contrario  decisiones 
de  la  razón  ilustrada,  y  por  tanto  deben  tener  un  fundamento 
oientlfico.  Según  esta  teoría,  aunque  cada  Estado  es  soberano 
é  independiente,  no  puede  vivir  en  un  aislamiento  absoluto; 
porqne  sean  cuales  fueren  el  grado  de  su  ilustración  y  sus 
faerzas  prodoctoras,  le  es  indispensable  comunicarse  con  otras 
Naciones  para  cambiar  sns  productos,  y  satisfacer  muchas  de 
aas  necesidades  ;  de  lo  que  resulta  que  la  división  del  tra- 
1>ajo  y  el  interés  de  la  asociación  unen  más  ó  menos  á  los 
pueblos  civilizados,  fomentando  el  comercio  internacional,  que 
contribnye  tan    poderosamente  al  progreso  del  género  humanó. 

En  medio  de  esas  vastas  relaciones  la  ciencia  no  puede 
guardar  silencio:   tiene  que  establecer  sns  preceptos  para  po- 

- 

[a]     Foelix.  Derecho  Internacional  Privado  lib.  1?  título  P.  X^  33. 

[b"!  Título  6*>.  De  las  disposiciones  generales  del  Código  italiano. 
El  estado  y  la  capacidad  de  las  personas,  así  como  las  relaciones  do 
familia,  son  regidas  por  la  ley  de  la  Nación  á  la  cual  ellas  pertenecen. 
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uer  en  armonía  todos  los  derechos  y  todos  los  intereses  legí- 
timos. Sobre  el  Derecho  Internacional  Privado  el  principio  re- 
galador es  semejante  al  que  restrinje  la  acción  de  la  ley  po- 
Hitiva  en  el  seno  de  las  sociedades  civiles.  Así  como  el  legis- 
lador tiene  qne  detenerse  ante  el  ejercicio  inofensivo  de  la  li- 
bertad humana,  de  esa  libertad  que  no  daña  ni  los  derechos 
individuales^  ni  los  del  Estado;  así  cada  dación,  aunque  cier- 
tamente es  soberana  y  ejerce  una  jurisdicción  plena  dentro  de 
los  límites  de  su  territorio,  no  debe  estorbar  el  derecho  de  los 
extranjeros,  ni  contrariar  sus  afecciones  nacionales,  cuando  de 
ello  ningún  daño  resulta.  Este  principio  no  tiene  más  que  una 
sanción  puramente  moral:  puede  ser  violado  impunemente  6 
por  un  error  de  la  inteligencia  ó  por  un  abuso  de  poder.  Mas 
no  por  eso  dejará  de  ser  un  principio  luminoso  que  servirá  de 
guia  á  los  pueblos  en  la  senda  de  la  civilización. 

Tratándose  de  matrimonios  celebrados  entre  extranjeros, 
es  preciso  establecer  una  distinción  entre  las  relaciones  que 
se  refieren  á  los  intereses  privados  de  los  cónyuges  y  las  que 
tienen  por  objeto  conservar  la  moralidad  y  dirigir  el  ejercicio 
del  poder  doméstico  en  las  familias.  Los  extranjeros  desde  que 
pisan  el  territorio  de  un  país,  están  obligados  á  respetar  sq 
soberanía,  y  no  pueden  invocar  derechos  contrarios  á  las  leyes 
que  en  el  lugar  de  su  residencia  ó  domicilio  están  destinadas 
á  conservar  el  orden  público  y  las  buenas  costumbres.  Mas 
en  todo  lo  que  pertenezca  á  sus  derechos  meramente  pri- 
vados, pueden  estar  sometidos  á  sus  leyes  nacionales. 

Que  los  cónyuges  están  obligados  á  una  fidelidad  recíproca ; 
que  el  marido  es  el  jefe  de  la  familia ;  que  debe  vivir  con  su 
mujer  y  costearle  la  subsistencia  en  proporción  á  sus  faculta- 
des; que  el  marido  y  la  mnjer  tienen  la  obligación  de  alimentar 
y  educar  á  sus  hijos;  estas  y  otras  disposiciones  de  ignal  na- 
turaleza, que  se  reputan  imdispensables  para  salvar  altos  in- 
tereses del  Estado,  obligan  á  todos  los  habitantes,  sean  na- 
clónales  ó  extranjeros,  ya  se  hayan  cavsa^^o  en  el  país  ó  fuera 
de  él.  Tal  es  la  teoría  que  se  ha  presentado  en  el  terreno  de 
la  discusión  promovida  por  los  hombres  dedicados  á  estudios 
tan  graves  y  de  tan  grande  importancia. 
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Mi  opíDióa  primitiva  ha  sido  qae  con  las  precauciones  con- 
venientes  se  siga  el  movimiento  reformador  de  esas  doctrinas; 
porque  ellas  me  han  parecido  más  conformes  á  la  ciencia  y 
más  á  propósito  para  favorecer  una  inmigración  provechosai 
que  tanto  necesitan  los  paeblos  americanos.  Es  cierto  qae  al 
conceder  efectos  extraterritoriales  á  ciertas  leyes  extranjeras 
sobre  matrimonios,  es  preciso  obrar  con  mucha  cautela :  tam- 
bién es  cierto  que  conviene  disipar  las  oscuridades  y  dar  á 
los  tribunales  un  criterio  seguro,  para  que  en  las  cuestiones 
elevadas  á  su  conocimiento  comprendan  con  facilidad  cuáles  son 
las  leyes  pertenecientes  al  derecho  público  del  país  y  sin  cuya 
fiel  observancia  se  perturbaría  el  orden  de  la  Kación.  Esto 
DO  podría  conseguirse  con  una  fórmula  sintética :  no  bastaría 
la  enunciación  de  un  principio,  como  sucede  en  otras  materias: 
sería  preciso  designar  los  casos  en  que  las  leyes  patrias  preva- 
lecerán sobre  las  extranjeras,  como  se  ha  practicado  ya  en  el 
Código  Oivil  de  Italia.  Tales  aclaraciones  removerían  por  lo 
menos  las  mayores  dificultades,  evitarían  muchas  reclamaciones 
y  simplificarían  las  controversias  judiciales  que  se  pudiesen 
promover. 

Ko  obstante,  algunos  señores  Plenipotenciarios  han  creído 
que  hay  otras  razones  de  un  orden  elevado  para  no  aceptar 
ose  sistema,  aunque  se  presenta  revestido  de  un  aparato  cien- 
tífico. En  el  sentir  de  dichos  señores,  llamada  la  América  es- 
pañola por  la  fertilidad  de  su  territorio  y  sus  instituciones  ge- 
nerosas á  recibir  una  inmigración  abundante  de  todas  las  par- 
tas del  mundo,  consideraría  como  un  inconveniente  para  su 
reposo  y  sus  progresos,  permitir  que  rigiesen  eh  sus  Estados 
las  leyes  matrimoniales  de  otros  países.  Si  los  extranjeros, 
cuando  se  casen  en  las  Bepúblicas  ó  vengan  á  ellas  casados, 
han  de  sujetarse,  no  á  las  leyes  de  su  domicilio,  sino  á  las 
de  su  patria  en  todo  lo  perteneciente  á  sus  derechos  y  de- 
beres de  familia,  llegarán  á  formar  con  el  tiempo  colonias  más 
^  menos  numerosas,  que  complicarán  sus  relaciones  con  el  res- 
to de  la  población,  causarán  couñictos  frecuentes  y  embara- 
zarán la  marcha  regular  y  tranquila  de  la  sociedad  en  que 
ejerzan  sus  industrias  ó  profesiones.    No  es  esto,  se  ha  dichdy 
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lo  qae  conviene  á  los  intereses  americanos,  sino  al  contrario 
propender  á  la  asimilación  del  elemento  extranjero.  Bneuo  e^ 
conceder  á  los  naturales  de  otras  Naciones  los  mismos  derechos 
civiles  de  qae  gozan  los  cindadancs;  bueno  es  también  ofre- 
cerles las  garantías  necesarias,  para  que  pnedan  dedicarse  á 
nn  trabajo  honroso  y  levantar  ana  fortuna  bajo  el  amparo  del 
sistema  republicano.  Pero,  también  es  preciso  evitar  que  las 
familias  formadas  por  ellos,  constituyan  grupos  en  que  reinen 
legislaciones  diversas  y  aun  opuestas  entre  sí :  es  preciso  pro- 
curar  que  esas  familias  se  adhieran,  en  cuanto  s^a  posible,  á 
nuestro  régimen  civil,  para  que  al  fin  lleguen  á  mirar  á  la  Amé- 
rica   como    á  su   patria    adoptiva. 

A  conseguir  tal  objeto  tienden  ciertas  leyes  fundamen- 
tales de  los  pueblos  americanos.  Segáu  la  Constitución  del 
Perú,  son  peruanos  todos  los  nacidos  en  la  Bepública.  Lo 
mismo  se  ha  sanclouado  en  la  Eepáblica  Argentina,  Chile,. 
Bolívia,  el  Ecuador,  los  Estados  Unidos  de  Venezuela  y  los 
de  Colombia.  Los  artículos  que  contienen  esa  disposición,  son 
generales  :  comprenden  á  los  hijos  de  extranjeros,  sean  estos 
domiciliados  ó  nó ;  y  en  un  precepto  de  esta  naturaleza  han 
visto  algunos  señores  Plenipotenciarios  un  obstáculo  insupera 
ble  para  admitir  el  imperio  de  leyes  extrañas  sobre  las  rela- 
ciones procedentes  del  matrimonio.  Si  los  nacidos  en  la  Re- 
pública, se  ha  dicho,  son  nacionales,  no  pueden  tener  deberes 
ni  derechos  establecidos  por  las  leyes  de  otros  Estados;  por- 
que eso  los  colocaría  en  una  situación  anómala,  presentaría 
muchas  diñcultades  y  menoscab<iría  las  atribuciones  anexas  á 
la  soberanía  territorial. 

Por  otra  parte,  las  leyes  que  declaran  la  nacionalidad 
de  los  nacidos  en  la  Kepública,  no  pueden  derogarse  ni  al- 
terarse sino  por  motivos  poderosos ;  cuando  así  lo  exija  la 
opinión  pública  y  previos  los  trámites  designados  para  cual- 
quiera reforma  constitucional,  siendo  además  digno  de  atención, 
que  esas  leyes  han  echado  ya  raíces  profundas  con  el  tras- 
curso de  los  años.  A  pesar  de  las  agitaciones  qae  han  sufrido 
algunos   pueblos  de  América  para  organizarse  de  una  manera 
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definitiva :  en  medio  de  las  lachas  que  sus  hombrea  púbiioos 
han  sostenido  para  lograr  el  triunfo  de  sus  ideas  políticas, 
las  reglas  que  determinan  la  nacionalidad,  se  han  conserva- 
do inalterables  y  se  han  reputado  como  una  salvaguardia  de 
la   paz  interior  y  exterior. 

Estas  razones,  aducidas  en  el  curso  de  los  debates,  han 
parecido  suficientes  á  la  mayoría  del  Congreso  de  Juriscon- 
sultos para  seguir  resueltamente  las  doctrinas  de  Story,  adopta- 
das en  el  Código  argentino  y  en  el  del  Estado  de  Luisia- 
na.  Story  pretende  qu»  la  ley  del  domicilio  conyugal  rija 
los  derechos  y  deberes  que  emanan  del  matrimonio  5  que  las 
capitulaciones  matrimoniales  regulen  los  bienes  ;  y  que  á 
falta  de  ellas,   impere  la  ley  del  mismo  domicilio  conyugal. 

Pero  si  esta  teoría  se  admite  sin  ninguna  modificación : 
sise  entiende  que  la  ley  del  domicilio  del  marido  al  tiempo 
de  celebrarse  el  matrimonio,  es  la  que  dettsrmina  los  derechos 
y  deberes  de  familia,  la  regla  que  se  quiere  establecer  que- 
dará expuesta  á  las  mismas  objeciones  que  la  doctrina  con- 
traria. Las  familias  que  vengan  á  establecerse  en  el  país, 
deberán  estar  sujetas  en  todas  esas  relaciones  á  la  ley  del 
lugar  donde  estaban  domiciliados  los  cónyuges  al  tiempo  de 
contraer  su  matrimonio  ^  y  sería  preferible  en  tal  caso  aceptar 
la  ley  nacional,  que  estando  más  ligada  con  los  recienveuid<>s, 
por  el  amor  natural  que  los  hombres  profesan  á  su  patria, 
facilitaría  el  ingreso  de  familias  extranjeras.  Para  evitar  tal 
inconveniente,  que  es  á  lo  que  aspiran  Story  y  otros  juris- 
consultos americanos,  se  ha  hecho  inevitable  admitir  la  ins- 
tabilidad  de  la  ley  reguladora,  proclamando  que  si  los  cónyu- 
ges abandonan  su  primitivo  domicilio  conyugal  y  se  establecen 
en  otra  Nación,  quedarán  sometidos  á  la  ley  de  su  nuevo 
domicilio.  No  hay  otro  remedio  para  el  mal  que  tanto  se 
teme :  no  hay  otro  modo  de  impedir  que  las  leyes  ma- 
trimoniales de  otros  países  produzcan  efectos  extraterrito- 
riales. 

La  mayoría  del  Congreso  de  Juristas  ha  aceptado  también 
estas  consecuencias.    Luego  que  los  extranjeros  pisen  el  terri- 
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torio  de  cada  República,  qaedaráu  por  e:?te  solo  hecho  bajo 
la  acción  de  las  leyes  del  país,  ya  sobre  hus  derechos  y  debe- 
res personales,  ya  en  todo  lo  relativo  á  sas  bienes,  salvas 
laF  c:ipitaIaciones  matrimoDiales,  qae  prodacirán  sas  efectos 
con   las  restricciones  impaestas  á   los  demás    contratos. 


Otra  de  las  cuestiones  que  se  han  examinado  detenida- 
mente, es  la  que  se  refiere  al  modo  de  reglar  la  sucesión  testa- 
mentaria en  los  bienes  de  los  extranjeros. 

Ninguna  dificultad  se  ha  presentado  para  aceptar,  que  la 
forma  del  testamento  se  juzgará  por  la  ley  del  lugar  en  que 
se  haya  otorgado.  Lo  que  se  ha  ventilado  en  algunas  con— 
ferencias  antes  de  llegar  á  un  acuerdo  definitivo,  es  la  cues- 
tión sobre  la  ley,  á  cayo  imperio  se  someterán  las  disposi- 
ciones testamentarias  y  la  sucesión  intestada. 

Un  extranjero  puede  fallecer  testado  ó  intestado  en  la 
Eepública,  y  tener  en  ella  el  todo  ó  parte  de  sus  bienes  ; 
también  puede  suceder  que  poseyendo  bienes  en  la  Eepública, 
teste  ó  muera  intestado  en  otro  país;  puede  tener  cónyuges 
ó  hijos  nacidos  en  la  Eepública;  y  en  todos  estos  casos  es 
menester  determinar  cómo  se  regalará  la  trasmisión  de  la 
herencia. 

La  filosofía  jurídica  considera  la  sucesión  hereditaria  como 
ana  emanación  directa  del  derecho  de  propiedad,  en  virtud  del 
cual  el  hombre  dispone  libremente  de  sus  bienes,  según  con- 
venga á  sus  necesidades,  intereses  y  propensiones.  Si  no  se 
ocurre  á  ese  derecho,  es  muy  difícil  explicar  por  qué  se  reco- 
noce en  el  testador  la  facultad  de  ordenar  la  distribución  y 
administración  de  su  patrimonio  para  después  de  su  muerte. 
La  sucesión  intestada  tiene  el  mismo  fundamento  :  en  todas  par- 
tes es  reputada  como  la  voluntad  presunta  del  testador.  La 
ley  positiva,  es  verdad,  regla  y  aun  restringe  esas  manifesta- 
ciones del  derecho  de  propiedad :  establece  la  herencia  forzosa 
á  favor  de  algunas  personas,  fija  la  cuota  disponible,  señala 
la  cantidad  de  las  legítimas  y  arregla  el  derecho  de  represen- 
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*tacióu,  según  la  manera  cómo  el  legislador  ha  estadiado  y 
compreudido  ciertos  hechos  sociales.  Pero,  m  no  hay  herederos 
forzosos,  el  testador  puede  disponer  de  sus  bienes,  como  le 
plazca,  salvas  aquellas  prohibiciones  dictadas  con  la  mira  de 
proteger  los  intereses  generales.  Lo  qae  importa  saber  es  á  qué 
ley  compete  prescribir  todas  esas  limitaciones. 

La  doctrina  antes  seguida  casi  sin  contradicción  y  que  aun 
subsiste  en  muchos  Estados,  hace  una  distinción  de  los  bienes  y 
admite  dos  principios:  á  los  bienes  inmuebles,  aplica  la  ley  de 
la  situación ;  y  á  ios  muebles  la  "ley  personal  del  difunto. 

Los  señores  Plenipotenciarios  habrían  aceptado  ese  sistema, 
8i  no  hubieran  creído  que  las  observaciones  hechas  contra  ú\  en 
estos  últimos  tiempos  por  algunos  autores  de  nombradla,  están 
distantes  de  ser  un  conjunto  de  vanas  sutilezas  ó  teoríai  des- 
lumbradoras,  pero  impracticables. 

-La  nat\iraleza  de  la  sucesión  hereditaria,  dicen  los  impug- 
nadores de  la  doctrina  antigua,  no  justifica  la  división  de  los 
bienes  en  inmuebles  y  muebles  para  el  efecto  de  que  en  los 
primeros  impere  la  ley  de  su  territorio,  mientras  que  los  se- 
gundos quedan  bajo  el  dominio  de  la  ley  que  determina  el  es- 
tado de  las  personas.  Los  bienes  raíces  están  realmente  sujetos 
á  la  ley  de  su  situación;  pero  en  el  sentido  que  se  ha  indi- 
cado antes.  Las  formalidades  y  condiciones  indispensables  para 
la  enagenación,  los  efectos  jurídicos  de  la  posesión  y  del  do- 
minio, las  incapacidades  especíales  de  adquirir  establecidas  por 
un  motivo  de  orden  público,  el  modo  de  constituir  las  hipotecas 
y  sus  resultados  dependen  ciertamente  de  la  legislación  del 
territorio.  Cuando  la  ley  del  país,  por  ejemplo,  exija  la  tradi- 
ción para  trasladar  el  dominio,  no  se  considerará  trasladado 
sin  cumplir  esa  formalidad,  aunque  según  la  ley  nacional  del 
propietario,  tal  condición  no  sea  indispensable.  Las  cláusulas 
testamentarias  que  funden  un  vínculo  ó  dejen  una  herencia 
para  manos  muertas,  no  tendrán  valor  en  donde  esas  dispo- 
siciones estén  i>robibi<Ias :  sólo  quedará  en  pié  lo  que  perte- 
nezca exclusivamente  á  las  relaciones  privadas  de\  testador. 
üi  los  fueros  de  la  soberanía  territorial  demandaran  de  ana 
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manera  absoluta,  que  sus  leyes  rigiesen  la  sucesión  en  los  bie-' 
lies  de  los  extranjeros,  no  habría  razón  alguna  para  excluir  los 
muebles  que  tienen  en  el  país  una  situación  estable  y  que  en 
muchos  casos  por  el  incremento  de  los  asuntos  mercantiles  y 
de  las  instituciones  de  crédito  componen  toda  la  fortuna  de 
un  individuo,  ó  al  menos  su  mayor  parte. 

Savigny  expone,  ^^que  el  patrimonio  de  un  difunto  considerado 
como  unidad^  es  un  objeto  ideal,  de  un  contenido  indeterminado , 
que  puede  componerse  de  propiedades,  derecho  á  ciertos  bienes  y 
deudas j  teniendo  estas  una  existencia  invisible.^  De  esta  reflexión 
deduce  dicho  jurisconsulto,  que  no  se  puede  aplicar  á  la  su- 
cesión hereditaria  la  máxima  lex  loci  rei  sitce.  Considerar,  dice, 
como  asiento  de  ese  patrimonio  el  lugar  en  que  está  situada  la 
mayor  parte  de  los  bienes,  seria  un  expediente  muy  arbitrario; 
porque  tal  idea  no  tiene  nada  de  precisa  y  porque  la  menor  parte 
de  los  bienes  merece*  ser  tomada  en  consideración  tanto  como  la 
mayor  parte.  Si  se  abandona  ese  expediente,  no  resta  más  que 
considerar  la  sucesión  en  donde  se  encuentra  cada  uno  de  los  bienes 
que  la  componen.  Mas  cuando  estos  bienes  estén  diseminados  en 
lugares  distintos,  eso  nos  llevaría  á  admitir  miichai  sucesiones^ 
independientes  las  unas  de  las  otras  y  sometidas  á  leyes  diversas, 
sin  contar  que  esto  seria  aplicable  únicamente  á  una  parte  de  la 
sucesión  y  nada  se  decide  sobre  la  otra  parte.  8e  ve,  pues,  que 
este  sistema  no  reposa  sobre  nada  real  y  verdadero,  sino  sobre  una 
simple  apariencia.  [♦] 

Cuando  se  trata  de  la  sucesión  intestada,  otra  gran  di- 
ficultad se  presenta  contra  la  teoría  de  los  que  subordinan 
el  dwrecho  hereditario  á  la  ley  de  la  situación.  Segán  Fiore, 
en  el  caso  de  que  un  individuo  muera  intestado,  la  manera 
de  sucederle  es  arreglada  por  la  ley,  cayo  mandato  se  con- 
sidera como  un  testamento  presuntivo,  adoptando  cada  dere- 
cho positivo  la  presunción  que  le  parece  más  apropiada  á  la 
naturaleza  de  las  relaciones    de   familii^  y  «1  la»   tendencias  na- 

f  •  J  Tratado  sobre  Derecho  Romano  traducido  por  Genoax,  Lib. 
VIII.  375. 
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tárales  del  ñnado.  Mas  sieado  esa  presaucióo  diversa,  según 
el  espirita  de  las  leyes  de  cada  paíei,  no  paede  eoocebirse  qae 
el  difunto  tenga  tantas  voluntades  cuantos  sean  los  lagares 
«n  que  estén  situados  sus  bieues,  institujendo  por  su  here 
dero  para  los  bienes  de  un  lugar,  al  mismo  que  ha  excluido 
para  los  bienes   existentes  en    nn  lugar  distinto. 

Todas  estas  razones  se  aducen  para  que  se  reconozca  la 
necesidad  de  admitir  una  sola  ley,  ó  la  nacional  del  difunto 
•6  la  del  último  domicilio.  Bertauld,  Laurent,  Fiorcy  Mazzoni 
y  otros  se  han  decidido  abiertamente  en  favor  de  la  pri- 
mera de  esas  leyes,  por  ser  la  que  influye  más  sobre  las 
personas,  la  que  merece  con  especialidad  sus  afecciones  y 
también  la  que  suministra  una  regla  cierta  y  constante, 
naientras  que  la  ley  del  domicilio  hace  consistir  la  regulación. 
de  la  herencia  y  los  derechos  de  la  familia  en  un  hecho  va- 
riable   y    accidental. 

Los  señores  Plenipotenciarios  sin  desatender  enteramente 
t;odas  estas  ideas  emitidas  en  una  cuestión  de  tanta  entidad, 
no  han  convenido  en  la  aplicación  de  la  ley  nacional  sino 
<:on  dos  calidades  que  les  han  parecido  necesarias.  Mazzoni, 
haciendo  nna  interpretación  extensiva  de  lo  dispuesto  al  final  del 
artículo  9  del  Código  italiano,  opina  que  el  testador  extran- 
jero es  libre  para  testar  según  su  ley  nacional  ó  la  de  sa 
domicilio  ;  y  que  el  espíritu  de  esa  disposición  es  faóilitarle 
el  medio  de  que  otorgue  su  testamento  con  sujeción  á  la  ley 
italiana,  si  su  ha  domiciliado  en  el  reino.  [*]  Sea  fundada 
ó  no  la  interpretación  de  Mazzoni,  ningún  embarazo  se  ha 
encontrado  para  conceder  á  los  extranjeros  esa  libertad  de  que 
él  habla ;  pero  expresándolo  de  un  modo  terminante  en  la 
disposición  legislativa,  para  evitar  litigios  al  tiempo  de  dis* 
tribuir  la  herencia  y  también  para  que  el  testador  al  disponer 
de  sus  bienes  pueda  elegir  con  toda  seguridad  la  ley  que  más 
Je  convenga.  Se  ha  declarado  además  que  en  la  sucesión  de 
an  extranjero  tendrán  los  nacionales  á  título    de  herencia,  de 

»  I  ■  '  'i  ■  I  !■  II  ■  I  lili  I.       I  ,       » 

[♦]    Tomo  1°  55  N.  169  y  nota  1»  de  la  obra  citada. 
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porción   conyugal   ó    de  alimeotos  los  mismos  derechos  qae  leB 
correspondieran     en    la    sucesión  de  sus   compatriotas. 

Esta  restricción,  dictada  con  el  objeto  de  proteger  el  interés 
de  los  nacionales,  es  en  realidad  una  excepción  del  principio 
que  domina  las  otras  disposiciones  contenidas  en  este  título. 
Pero,  se  ha  considerado  que  en  el  caso  de  que  un  extranjero 
adquiera  algunos  bienes  en  la  Eepública  á  la  sombra  de  nues- 
tras instituciones  liberales  y  sin  embargo  rehuse  naturalizarse  ; 
nada  tendrá  de  odioso,  ni  aun  de  extraño,  que  su  viuda  y  sus 
hijos,  sisón  nacionales,  merezcan  la  protección  de  las  leyes  de 
su  país  en  los  términos  expuestos. 

VI 

El  título  4?  trata  de  las  obligaciones  contraídas  en  país 
extranjero;  de  los  casos  en  que  los  extranjeros  no  domiciliados 
en  la  Bepública,  pueden  ser  demandados  ante  las  autoridades 
locales;  y  por  último,  del  modo  de  proceder  en  todos  esos  li- 
tigios. En  esta  parte,  la  comisión  encargada  de  presentar  la 
base  de  las  discusiones  aceptó  las  reglas  establecidas  en  el 
Código  peruano,  reglas  que  han  sido  aprobadas  con  muy  pocas 
alteraciones. 

La  admisión  de  las  demandas  sobre  obligaciones  originadas 
fuera  délas  Eepúblicas  no  es  una  novedad  peligrosa:  es  por 
el  contrario  un  medio  de  favorecer  la  realización  de  la  Justicia, 
imitando  la  conducta  de  otras  daciones  ilustradas. 

Todos  los  ptíéblos,  dice  Fiore,  gobernados  por  las  leyes  ci^ 
"üiles  convienen  en  que  la  obligación  derivada  de  un  contrato 
tenga  un  valor  extraterritorial.  Los  romanos  mismos  tan  rígidos 
hacia  los  extranjeros  consideraban  que  Ja  mayor  parte  de  los 
contratos  pertenecían  al  derecho  de  gentes. 

En  otro  lugar  el  mismo  autor  expone :  que  la  obligación 

no  puede  ser  plenamente  eficaz,  sino  cuando  el  deudor  es  com^ 

pelido  d  una  prestación  por  medio  de  Ja  acción  ejercida  en  la  vía 

judicial.    Wheaton  hace  notar  que,  segda  la  jurisprudencia  de 

Inglaterra  y  de  la   Unión  Norte  Americana,  <<  todas  Us  acciones 
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per8cnále9  ex-delito  ó  ex-coniraciu  pueden  ser  entabladas  ante 
las  autoridades  del  territorio^  cualesquiera  que  sean  las  partes 
g  el  lugar  en  queresas  acciones  han  tenido  origenP 

A  pesar  de  la  importaucia  de  esos  ejemplos,  no  se  ha  consi- 
derado conveniente  aceptar  ana  disposición  tan  absoluta.  Quien 
implora  la  protección  de  las  autoridades  para  asegurar  ó  recu- 
perar lo  que  es  suyo,  merece  ser  escuchado,  si  de  hacerlo  no 
resulta  una  perturbación  del  orden  público.  Este  es  el  principio 
que  proclaman  los  mencionados  autores.  Pero,  al  aplicarlo, 
importa  mucho  no  ir  más  allá  de  sus  verdaderos  límites,  para 
que  la  protección  otorgada  á  la  demanda  no  degenere  en  una 
especie  de  violencia.  Es  preciso  conciliar  el  derecho  df*  acreedí*^ 
con  el  que  compete  al  deudor,  para  no  ser  demandado  sir.) 
ante  su  juez  competente.  El  artículo  V*  no  admite,  pnes,  en 
cualquier  caso  las  acciones  sobre  contratos  celebrados  fuera  del 
territorio  nacional;  las  admite  cuando  í^on  dirigidas  contra  los 
regnícolas  ó  loa  extranjeros  domiciliados ;  porque  se  entiende 
que  unos  y  otros  están  bajo  la  jurisdicción  de  las  autoridades 
locales.  No  obstante,  hay  circunstancias  en  que  se  puede 
prescindir  del  fuero  personal  de  la  parte  demandada,  consi- 
derándolas como  excepciones  de  la  regla  general.  Si  el  acto 
de  que  nace  la  obligación  jurídica  es  suficiente  para  presumir 
la  intención  de  someterse  á  los  tribunales  del  país,  no  hay 
embarazo  para  que  estos  acojan  la  demanda ;  y  tal  es  la  con- 
eideración  que  explica  las  disposiciones  contenidas  en  los  ar- 
tículos siguientes. 

Concedido  á  los  extranjeros  el  derecho  de  comparecer  en 
juicio  contra  los  ciudadanos  de  las  Kepúblicas  para  pedir 
aun  el  cumplimiento  de  los  contratos  celebrados  en  otro  país, 
se  presentó  naturalmente  la  ocasión  de  ventilar  si  la  parte  de- 
mandada podía  oponerse  al  curso  de  esas  demandas,  mientras 
no  se  le  prestase  una  garantía  capaz  de  responder  por  las 
consecuencias  del  litigio.  Algunos  señores  Plenipotenciarios 
dudaron  si  sería  mejor  no  decidir  cosa  alguna,  dejando  subsis- 
tente, lo  que  estuviese    determinado  sobre  el  particular  en  las 

TOMÓ  I  16 
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respectivas  legislaciones  civiles.    Si u  embargo,  se  advirtió  C^^ 
aegÚQ    el    programa    aprobado    era    iodispensable    disentir         ^ 
cuestión   propuesta;   examinar  si  era  posible  darle   nna   S(^/^. 
€ÍÓD  uniforme  sin  contrariar  Ihs  necesidades  especiales  de  ca^f/n 
Bepública;  y  dejar  así  bien   definida  la  condición  de  los   ex- 
tranjeros. 

En  el  Código  del  Perú  se  disp)one  de  una  manera  general  qae, 
*^  El  extranjero  transeúnte  ó  que  no  tiene  bienes  conocidos,  géa 
obligado  á  prestar  fianza  en  el  juicio  en  que  fuere  actor J^  Esa 
fianza  no  es,  como  algunos  escritores  han  dicho,  la  caución 
^^judicatum  solvi^^  que  según  el  antigno  derecho  romano  se  exl- 
jía  en  ciertos  pleitos  á  la  persona  demandada:  es  más  bien  i 
ttiía  caución  ^^pro  expensisP  Pero,  la  disposición  del  Código 
peruano,  si  bien  no  manifiesta  la  dureza  de  la  antigua  juris- 
prudencia de  Eoma  y  tiende  tan  sólo  á  correjir  la  facilidad  de 
promover  juicios  maliciosos,  no  deja  de  estar  en  alguna  opo- 
sición con  las  reglas  de  la  justicia  y  aun  con  los  verdaderos 
intereses  de  la  América,  necesitando  por  estos  motivos  algunas 
modificaciones. 

Demangeat,  comentando  el  artículo  16  del  Código  Oivil  de 
Francia,  dice : 

"  Hasta  el  dia  se  ha  explicado  este  articulo  por  el  deseo  k 
evitar  que  un  extranjero  pueda  entablar  ante  nuestros  tribunaHü 
una  demanda  desnuda  de  todo  fundamento^  encontrando  en  m 
misma  calidad  de  extranjero  él  modo  de  sustraerse  al  reembolso  ik 
los  gastos  y  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  que  un  procesé 
temerario  ha  causado  á  su  contendor.'*^    (*) 

En  el  terreno  de  las  doctrinas  saludables  la  fianza  de  qoa 
se  trata  no  puede  fundarse,  pues,  en  el  deseo  de  hostilizar  i 
los  extranjeros,  ni  en  el  de  colocarlos  en  una  posición  inferior 
4  1a  de  los  naturales :  es  una  simple  garantíí^que  se  concedí 
á  la  parte  demandada  para  que  no  se  le  perjudique  con  uní 
demanda  temeraria. 

(•)    1*  nota  de  Mr.  Demangeat  sobre  el  n°  132  libro  2?  Der 
Internacional  Privado  de  Foolix. 
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En  realidad,  si  el  demandante  no  está  ligado  al  país  ni 
por  el  amor  patrio,  ni  por  los  lazos  de  la  familia,  ni  por  los 
de  sa  conveniencia  :  si  pnede  trasladarse  á  otro  lagar  j  li- 
brarse fácilmente  de  cualquiera  responsabilidad  que  su  deman- 
da le  imponga,  se  presentará  el  peligro  de  que  se  inicien  juicios 
aventurados  con  el  objeto  de  alcanzar  alguna  ventaja  ilegítima 
ó  con  otra  mira  reprensible.  Mas  ese  peligro  no  existe,  cuando 
el  extranjero,  tenga  ó  no  una  residencia  fija,  posea  en  la  Be- 
pública  bienes  suficientes  para  responder  por  el  éxito  de  la 
acción  judicial.  En  tal  caso  hay  medios  de  hacer  efectivas  las 
responsabilidades  que  se  le  impongan  con  motivo  de  su  deman- 
da: su  contendor  está  bien  asegurado;  y  deja  así  de  existir  la 
necesidad  de  una  caución  precautoria.  Si  el  extranjero  está 
domiciliado,  consideraciones  de  otra  especie  también  exijen  que 
no  se  le  ponga  esa  traba  para  ocurrir  á  los  tribunales.  El 
domicilio  no  se  obtiene  con  una  residencia  pasajera:  se  requiere 
para  adquirirlo,  tener  en  el  país  el  hogar  doméstico  y  el  asiento 
principal  de  los  negocios  propios  ó  ejercer  alguna  industria  ó 
profesión;  y  todas  esas  circunstancias  suponen  vínculo  masó 
menos  estrechos  entre  la  persona  domiciliada  y  el  lugar  de  su 
domicilio.  A  fin  de  que  no  se  establezcan,  pues,  desigualda- 
des odiosas  sin  un  motivo  poderoso,  contrariando  así  los  prin- 
cipios tutelares  del  sistema  republicano;  el  gravamen  de  la 
fianza  no  se  ha  impuesto  sino  al  extranjero  transeúnte  y  sin 
bienes  conocidos.  También  ha  parecido  conveniente  supri- 
mirla en  algunos  otros  casos,  que  excluyen  la  presunción  de 
mala  fe.         ' 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  6?  y  7?  del  título  4®  no  puede 
ser  objeto  de  disputas  ni  de  vacilaciones :  cuanto  allí  se  pres- 
cribe pertenece  á  la  jurisprudencia  casi  universal.  Las  formali- 
dades del  juicio,  cuando  se  entabla  una  acción  para  el  cum- 
plimiento de  contratos  celebrados  fuera  de  la  Eepública,  que- 
dan subordinadas  á  las  leyes  nacionales :  porque  á  no  ser  asi,  las 
autoridades  del  país  dependerían  de  las  leyes  extranjeras,  que 
les  trazarían  las  reglas  de  su  conducta,  menoscabando  la 
soberanía  del  Estado.    Según  Mazzoni : 

"  La  acción  considerada  como  un  medio  por  el  í^nal  se  soli- 
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cita  el  auxilio  de  la  autoridad  judicial  contra  una  persona  para 
obligarla  á  respetar  miestro  derecho  y  reparar  el  daño  que  noi 
ha  eausadOj  es  necesariamente  arreglada  por  la  ley  del  lugar  en 
que  se  sigue  el  juicio ; "  porqne  en  verdad,  el  orden  jadicial 
es  parte  esencial  de  la  Gonstitaeión  del  Estado.  [1]  He 
aqaí  como  Massé  funda  la  misma  doctrina : 

"  £a  reglaj  dice,  en  esta  materia  es  que  el  modo  de  proceder 
así  como  la  competencia  se  reglen  por  la  ley  del  lugar  en  que  la 
demanda  se  ha  interpuesto  ;  porque  el  Juez  no  es  competente  sino 
á  condición  de  observar  las  formas  según  las  cuales  le  es  per^ 
mitido  juzgar  ;  y  porque  además  siendo  el  derecho  de  administrar 
justicia  uno  de  los  atributos  de  la  soberanía,  el  modo  de  adminis- 
triarla  depende  necesariamente  de  las  leyes  establecidas  por  el 
soberano  ó  por  la  autoridad  piíblica.  Los  Jueces  que  procedieran 
según  las  formas  establecidas  por  leyes  extranjeras,  perderían  toda 
la  autoridad  que  les  comunican  las  leyes  de  la  Ilación,  las  cuales 
los  han  constitítido  para  juzgar  en  cierta  forma  y  bajo  ciertas 
condiciones,    [2J 

Para  fijar  la  ley  á  qae  deben  arreglarse  las  decisiones, 
lo  que  se  requiere  es  atender  al  asunto  de  la  controversia  ; 
y  examinar  cuidadosamente  el  derecho  que  se  ventila.  En 
las  cuestiones  pertenecientes  á  la  sustancia  del  contrato,  á  su 
interpretación  y  á  sus  efectos  inmediatos  se  respetará  la  ley 
bajo  cuyo  imperio  ha  nacido  la  obligación.  Pero,  el  fallo  «era 
conforme  á  la  ley  iiacionaly  si  la  disputa  versare  sobre  acciones 
ó  excepciones  que  uo  tienen  su  raíz  en  el  mismo  «outrato  sino 
en  hechos  posteriores  y  accidentales  ocurridos  en  el  lugar  del 
juicio,  como,  por  ejemplo,  el  abandono  de  la  instancia,  la 
ratificación  de  un  contrato  vicioso,  la  modificación  de  las 
obligaciones  primitivas  y  otros  hechos  de  igual  naturaleza. 
Todas  estas  disposiciones  se  deducen  de  los  principios  acepta- 
dos en  el  título  primero  y  están  de  acuerdo  con  las  doctrinas 
profesadas  por  Merlín,  Massé,  Foelix    y  todos  los  autores  que 

[1]     Inst.  del  Der.  Italiano  tomo  I  número  176. 

[2]  Derecho  Comercial  en  relación  con  el  Derecho  de  Gentes  y 
el  Civil,  títviip  II  número  712. 
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han  escrito  sobre  estas  materias.  En  lo  que  no  hay  unifor- 
midad es  en  el  modo  de  juzgar  las  diferentes  especies  de 
prescripciones.  Casi  todos  convienen  en  que  la  prescripción 
de  los  inmuebles  se  juzgue  según  la  ley  del  lugar  donde 
están  situados ;  porque  generalmente  se  reconoce  que  siguiendo 
otro  sistema,  se  comprometería  el  régimen  de  la  propiedad, 
fundado  por  la  legislación  territorial.  Pero,  en  cuanto  á  los 
bienes  muebles,  unos  aceptan  la  ley  del  domicilio  del  propie- 
tario; y  otros,  la  del  lugar  del  juicio.  Sobre  la  prescripción 
de  acciones  también  hay  diversos  pareceres,  que  se  resienten  de 
las  teorías  profesadas  en  otra  época.  Pothier,  que  sin  duda 
alguna  ocupa  un  lugar  .muy  distinguido  entre  los  jurisconsul- 
tos de  Francia  y  coya  opinión  cita  Fiore,  cree  que  las  acciones^ 
como  todas  las  cosas  que  no  tienen  una  situación  fija,  están 
sujetas  á  la  ley  personal  del  acreedor,  entendiendo  por  ley 
personal  la  del  domicilio.  Otros  pretenden  que  la  prescripción 
de  acciones,  se  arregle  por  la  ley  del  domicilio  no  del  acreedor, 
sino  del  deudor,  para  cuyo  beneficio  consideran  adoptada  esa 
manera  de  extinguir  las  obligaciones  civiles;  y  últimamente 
hay  autores,  que  no  viendo  en  la  prescripción  extintiva  y  en 
la  adquisitiva  sino  instituciones  de  puro  procedimiento,  quie- 
ren que  una  y  otra  dependan  de  la  ley  del  país  donde  se 
ejerce  la  acción. 

El  Congreso  de  Juristas  ha  seguido  las  doctrinas  más  acre- 
ditadas en  el  día,  que  son  las  de  Savigny,  Demangeat,  Pra- 
dier  Foderé  y  Phillimore.  En  las  Bepúblicas  signatarias  la  pres- 
cripción de  los  derechos  reales  dependerá  de  la  ley  del  lugar 
en  donde  están  situados  los  bienes ;  y  la  prescripción  de  accio- 
nes, de  la  misma  ley  que  rige  la  obligación.  Los  otros  sis- 
temas sobre  la  prescripción  de  acciones  no  concillan  la  facilidad 
de  la  ejecución  con  las  exijencias  del  orden  civil  y  los  principios 
de  la  ciencia. 

La  eficacia  de  una  obligación  consiste  en  que  el  acreedor 
tiene  el  derecho  de  ocurrir  á  los  tribunales  para  que  su  deudor 
«ea  compelido  al  cumplimiento  de  lo  pactado.  Mas  ese  dere- 
cho no  es  eterno:   tiene  una  duración  fija;   y  si  deja  de  ejer- 
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cerse  eu  el  térmiuo  prefijado,  se  extiugue  jnntamente  con  la 
obligacióa  relativa.  Entouces  se  présame  que  el  acreedor  ha 
renanciado  sa  derecho,  ó  hablando  eu  un  lenguaje  más  cien- 
tífico, que  ya  no  necesita  la  prestación  obligatoria.  Así  el  tér- 
mino señalado  para  que  pueda  ejercerse  la  acción,  fija  también 
el  tiempo  durante  el  cual  el  deudor  permanece  obligado  al 
camplimiento  del  crédito,  ó  por  decirlo  así,  es  la  duración  del 
vinculo  jurídico  que  resulta  del  contrato;  y  la  ley  á  que  co- 
rresponde fijar  esa  duración,  no  es  la  ley  del  domicilio  de  loa 
contratantes,  sino  la  del  lugar  donde  la  obligación  ha  tenido  su 
origen. 

La  teoiía  que  se  acaba  de  exponer  está  á  cubierto  de  cual- 
quiera refutación  sólida;  disipa  todas  las  oscuridades;  y  ofrece 
además  otra  ventaja,  cual  es  la  de  fijar  de  una  manera  cierta 
la  ley  que  debe  resolver  estas  cuestiones,  en  vez  de  hacerla  de- 
pender del  domicilio  ó  del  lugar  del  juicio,  dejando  en  cual 
quiera  de  esos  casos  al  arbitrio  de  uno  de  los  interesados  ex- 
tender ó  restrinjir  el  término  de  la  prescripción. 

Además,  los  que  consideran  como  una  cuestión  de  proce 
dimiento  el  modo  de  prescribir  las  acciones,   incurren   en  una 
especie  de  anomalía,  suponiendo  que  la  lexfori  puede  oponei 
una  barrera  al  derecho  del  acreedor,  aunque  según   la  ley  del 
contrato  la  obligación   no  haya  dejado  de  existir. 

Vil 

El  Congreso  de  Juristas  ha  creído  que  las  Eepúblicas  sig- 
natarias deben  uniformar  también  sus  legislaciones  sobre  los 
casos  en  que  la  jurisdicción  de  las  autoridades  locales  puede 
extenderse  á  los  delitos  perpetrados  en  un  país  extranjero. 

El  derecho  de  castigar,  dicen  ciertos  autores,  es  uno  de  los 
atributos  más  importantes  del  poder  social ;  pero  su  único  ob- 
jeto es  prestar  una  garantía  á  los  elementos  que  constituyen 
el  orden  del  Estado.  Si  la  sociedad  se  ve  amenazada,  la  mi« 
sión  de  la  autoridad  es  defenderla :  si  algunos  individuos  im- 
pulsados por  pasiones  maléficas,  atacan   el  derecho  de  los  par- 
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ticalares,  debe  acadir  inmediatamente  en  auxilio  de  ese  derecho ; 
8i  á  pesar  de  sa  vigilancia  los  males  quedan  consumados,  debe 
reparar  el  desorden  por  medio  de  los  castigos.  Nada  tiene  que 
haoer  sin  embargo  sobre  los  delitos  cometidos  en  otro  territorio, 
sea  cual  fuere  su  gravedad  y  sean  sus  antores  nacionales  ó 
extranjeros. 

Al  frente  de  esta  doctrina  se  presenta  otra  que  se  funda 
en  un  principio  contrario  y  da  á  la  justicia  criminal  una  ex- 
tensión inmensa.  Según  esta  teoría,  si  se  ejecuta  una  acción 
criminal,  el  autor  y  el  cómplice  merecen  un  castigo.  Este  es 
un  principio  absoluto :  es  el  voto  de  la  conciencia  nniversal ; 
y  para  que  no  sea  ilusorio,  la  autoridad  de  cada  Estado,  si 
aprehende  al  delincuente  en  su  territorio,  tiene  el  derecho  de 
juzgarlo  y  castigarlo. 

En  la  Jurisprudencia  de  la  Inglaterra  y  de  la  Unión  Norte- 
americana se  sigue  la  primera  de  estas  doctrinas  radicales. 

En  Francia,  los  crímenes  atentatorios  á  la  seguridad  del 
Estado,  la  falsificación  de  sellos,  monedas  ó  documentos  ofl> 
cíales  y  la  de  billetes  de  banco  autorizados  por  la  ley,  pueden 
JQzgarse  por  las  autoridades  de  Francia,  si  los  delincuentes, 
sean  nacionales  ó  extranjeros,  llegan  á  ser  aprehendidos  en  el 
territorio  francés  ó  se  obtiene  su  extradición :  los  franceses  que 
en  país  extranjero  han  cometido  algún  delito,  también  pueden 
ser  juzgados  ante  las  mismas  autoridades.  En  Bélgica,  según 
la  ley  de  30  de  Diciembre  dé  1836,  los  belgas  serán  juzgados 
y  castigados  por  las  autoridades  de  su .  patria  si  delinquieren 
en  otro  país  contra  otro  belga ;  y  también  lo  serán  en  el  caso 
de  cometer  contra  cualquier  extranjero  algunos  de  los  crímenes 
ó  delitos  indicados  en  la  ley  de  extradición ;  pero,  con  tal  que 
proceda  querella  de  parte  lejítima  ó  aviso  oficial  de  las  auto- 
ridades del  lugar  en  que  el  hecho  punible  se  haya  realizado. 

En  Baviera,  Noruega,  Hannover  y  otros  pueblos  alema- 
nes son  juzgados  los  regnícolas  por  cualquier  delito  que  co- 
metan en  otro  territorio  ;  y  los  extranjeros,  únicamente  por 
los  delitos  que    perpetren   contra    el  Estado  ó  sus  subditos. 

Según  Foelix,^  el  artículo  9^.    de  la  Instrucción    criminal 
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de  los  Paíse»  Bajos  que  comenzó  á  regir  en  1®.  de  Octabre 
de  1838  da  competencia  á  las  antoridades  locales  para  jas- 
gar  á  los  extranjeros  qae  en  otro  país  han  cometído  contra 
los  subditos  del  reino,  asesinatos,  incendios,  robos  con  frac- 
tara,  maltratos  con  armas  ú  otras  circunstancias  agravantes,   f*] 

En  cnanto  á  la  penalidad,  todas  las  Naciones  no  signen 
el  mismo  sistema.  En  Austria,  Bélgica,  y  Baviera  se  juzga  al 
reo  según  la  ley  del  Estado.  En  el  Código  general  de  Prnsia, 
se  dispone  que  los  extranjeros,  perseguidos  en  razón  de  crí* 
menes  ó  delitos  cometidos  fuera  del  reino,  sean  juzgados  con 
arreglo  á  la  ley  del  lugar  de  la  perpetración  ;  pero  qae  se 
les  aplique  la  pena  impuesta  por  la  ley  prusiana,  si  es  más 
dura  la  pronunciada  por  la  ley  extranjera.  Esta  última  ca- 
lidad, emanada  tan  sólo  de  consideraciones  equitativas  y  qae 
tieude  á  templar  el  excesivo  rigor  de  algunas  leyes  penales 
también   aparece  sancionada  en  otros  Códigos   europeos. 

El  Congreso  Americano  ha  procurado    establecer  lo     más 
conforme  en    su  concepto    á    la  seguridad  y    al  orden  de  los 
pueblos,    sin    plegarse  á  ninguna  teoría  extrema.     No  se   han 
seguido  las  opiniones    de   'os  que   pretenden   ceñir   Ici    justicia 
criminal  de    un  Estado   á  los   actos  ejecutados  en  8U  territorio, 
ni  tampoco    la  pretensión   de  los    que  mirando   á  la  justicia  pú- 
blica  como  una   delegación     de    la   justicia  del   cielo,   quieren 
que  ella    castigue  los  hechos  inmorales,   aunque  no    lo    exija 
imperiosamente  el   interés    de  la  sociedad  :  se    han    aceptado, 
én   cuanto  no  se    oponen    á  las  leyes'  fundamentales    de    la 
América,  las    doctrinas  de   los  que    han   escrito    con    alguna 
profundidad  sobre  este    ramo  del   Derecho  Internacional   Pri- 
vado. 

En  primer  lugar  se  ha  establecido  la  competencia  de  las 
autoridades  de  la  Bepública  para  juzgar  á  los  falsificadores 
de  monedas,  billetes  ó  documentos  nacionales  ó  billetes  de 
banco  autorizados  por  la  ley  ;  lo  que  estA  generalmente  admitido 
en  otros  países  y  se  funda  en  el   derecho  que   tienen  las  Na- 


[*!    Foolix,  obra  citada  libro  2?  número  557, 
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eiones   para  reprimir    á  los    qne    por    medio  de  un    crimen 
causan  estragos  en  la  riqaeza  pública. 

Annqae  algunos  Códigos  se  limitan  á  prescribir  que  los 
flúbditos  del  Estado  queden  snjetos  á  la  jarisdicción  de  las 
antoridades  locales,  si  delinquiesen  contra  uno  de  sus  com- 
patriotas y  regresasen  á  su  patria,  se  ha  creído  que  una  ley 
de  esa  especie  no  se  presenta  como  un  verdadero  homenaje 
prestado  á  la  justicia  internacional,  sino  como  un  medio  de 
protejer  á  los  hijos  del  país.  Los  representantes  de  las  Re- 
públicas signatarias  en  vez  de  adoptar  una  disposición  se- 
mejante, han  tomado  por  norma  en  esta  parte  la  instrucción 
criminal  citada    por  Fcelix  y  de  que  se  ha  hecho  mención. 

En  la  regla  aprobada  se  comprende  tan  sólo  esos  hechos 
inmorales  que  ocupan  el  primer  lugar  pn  la  serie  de  los  crí- 
menes; pero  no  se  establece  una  excepción  en  perjuicio  de  los 
•extranjeros  contra  los  cuales  puede  cometerse  el  hecho  criminal. 
Así  los  nacionales  que  en  un  país  extranjero  cometan  el  de- 
lito de  robo,  incendio,  asesinato  ó  cualqu^ier  otro  de  esos  de- 
Utos  por  los  cuales  se  solicita  la  extradición,  quedarán  some- 
tidos á  las  autoridades  de  la  Eepública,  si  regresan  á  ésta 
y  precede  acusación  de  parte  lejítima  ó  requerimiento  df»!  Go- 
bierno, cuyo  territorio  ha  sido  teatro  del   crimen. 

Se  ha  creído  tanto  más  indispensable  dar  á  la  ley  esa 
liberal  amplitud,  cuanto  que  los  nacionales  no  están  sujetos 
¿  la  extradición,  según  la  práctica  generalmente  observada» 
No  conceder  á  los  Oobiernos  extranjeros  el  derecho  de  exigir 
la  extradición  de  los  hijos  del  país  y  al  mismo  tiempo  no 
permitir  que  éstos  sean  juzgados  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, aunque  se  hagan  culpables  de  un  gran  crimeo,  sería 
otorgarles  una  impunidad  escandalosa,  tan  opuesta  á  las  leyes 
del   orden   moral,   como   á  la  conveniencia  pública. 

Si   los  extranjeros  son  los  autores  ó  cómplices   del  hecho 
punible,  también  quedarán  sujetos  á  las  disposiciones   mencio- 
nadas, en   el  caso  de  que  el  delito  se  haya   cometido  contra 
io^  ciudadanos  de  la  República;  y  se  ha  prescindido  de    in- 
Kslnir  el  caso    contrario,    porque  cuando   el  hecho    criminal  se 
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ejecata  contra  otro  Estado  ó  sns  subditos,  estará  expedita  la 
extradición  del  delincnente  y  aun  so  expnlsión,  si  las  leyes 
del  país  no  lo  prohiben. 

La  competencia  de  las  aatoridades  de  la  Bepública  para- 
juzgar  á  los  extranjeros  ^ne  delinquen  contra  los  nacionales, 
no  se  opone  á  la  verdadera  teoría  de  la  legislación  pena). 
En  el  robo,  el  asesinato  y  otros  delitos  de  e^ta  naturaleza^ 
hay  una  inmoralidad  tan  patente  que  no  se  puede  poner  en 
duda.  En  todas  las  épocas  y  bajo  el  imperio  de  todas  las 
legislaciones  ha  recaído  el  anatema  del  género  humano  sobre 
esos  crímenes  que  conmueven  los  fundamentos  de  la  seguridad 
pública.  Se  ha  predicado  contra  el  excesivo  rigor  de  algunas 
leyes  represivas:  se  ha  levantado  uu  grito  de  reprobación 
contra  esas  penas  que  parecen  como  una  crueldad  tan  refi- 
nada como  inútil  para  el  bien  de  la  sociedad :  se  ha  llegado 
aun  á  sostener  que  el  patíbulo  no  debe  levantarse  ni  para 
los  asesinos.  Pero,  siempre  se  ha  reconocido  que  el  robo,  el 
asesinato  y  otros  actos  de  gran  perversi<lad  merecen  un  castigo 
severo. 

Si  el  culpable  para  librarse  de  la  persecución  de  la  justicia 
logra,  pues,  ausentarse  del  lugar  de  la  perpetración :  si  viene 
á  refugiarse  en  la  patria  del  mismo  que  ha  sido  víctima  del 
crimen,  la  autoridad  de  este  país  no  puede  mantenerse  impa- 
sible: ella  tiene  el  deber  de  protejer  á  sus  nacionales  y  tam- 
bién el  de  impedir  que  se  turbe  el  sosiego  público  con  la 
presencia  y  la  impunidad  del  delincuente. 

He  aquí   lo  que  dice    Ortolan : 

"  Cada  Qobierno  debe  una  protección  pública  á  sits  nacionales 
aun  fuera  de  su  territorio.  Si  alguno  de  ellos  lia  sido  victima 
de  un  crimen  en  país  extranjero,  es  deber  del  Qobierno  y  sus 
Agentes  Diplomáticos  ó  Consulares,  ponerse  en  movimiento,  in- 
tervenir cerca  de  las  autoridades  locales,  reclamar,  si  es  necesario 
y  obtener  el  castigo  del  culpable.  ¿  Cómo  será,  pues,  posible,  que 
si  viene  á  su  propio  territorio  ese  culpable,  trayendo  con  su 
presencia  el  peligro  y  la  alarma,  se  vea  reducido  á  la  facultad 
de  conducirle  fuera   de    las  fronteras  ó  entregarle  á  un  poder, 
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gue  le  dejará  tcU  vez  impune?  Qm  cada  Estado  se  limité  á 
estas  medidas^  cuando  se  trata  de  crímenes  cometidas  en  otro 
pais  par  un  extranjero  contra  otro  extranjero^  nada  más  conve- 
niente;   pues  el  interés  social  no  exige  entonces  más. 

^^  Pero  tratándose  de  crímenes  graves  contra  sus  naeionaleSy 
él  Estado  debe  tener  un  poder  más  eficaz ;  y  ese  poder  es  el 
derecho  de  castigar  al  criminal  extranjero^  si  lo  aprehende  en  su 
territorio.  Asi  para  que  exista  el  derecho  de  castigar  á  los  ex- 
tranjeros por  liechos  extraterritoriales^  se  requiere  :  1**  una  alta 
gravedad  en  los  hechos :  2"*  que  esos  hechos  se  hayan  cometido 
contra  un  nacional;  porque  en  otras  drcunstanciaSj  el  derecho 
de  expulsar  al  extranjero  6  de  someterlo  á  la  extradición  bastan 
para  la  garantía  socialJ'^ 

Ortolan  con  sa  aatorizada    palabra   apoya,  pue»,  la  cou- 

clasiÓQ  de  los  Plenipoteociarios  americanos.  Eu  el  caso  á  qae 
esa  conolasiÓQ  se  refiere  estáu  reanidas  ea  efecto  las  dos 
condiciones  indispensables  para  qne  la  autoridad  pública  jaz- 
gue  y  castigae  al  autor  del  delito :  se  trata  de  actos  qne 
violan  las  leyes  más  sagradas  de  la  humanidad;  y  por  otra 
parte,  hay  un  gran  interés  social  en  reprimirlos.  El  delincuente 
tampoco  puede  decir  que  se  le  juzga  con  violencia,  que  se  le 
condena  sin  piedad  y  que  debe  ser  castigado  con  arreglo  á 
la  ley  del  lugar  de  la  perpetración ;  porque  se  ha  resuelto  que 
8i  la  pena  es  diferente  en  los  dos  territorios,  se  le  imponga 
la  menos  severa.  Por  lo  demás,  el  reo  hallará  siempre  en  las 
fórmulas  de  la  ley,  en  la  serenidad  y  rectitud  de  los  jueces, 
y  aun  en  el  voto  público,  la  protección  que  necesite  para 
defenderse   de  cualquiera  acusación  calumniosa. 

VIII 

Al  resolver  las  cuestiones  relativas  á  las  sentencias  pro- 
nunciadas en  país  extraDJero,  de  que  trata  la  última  parte  del 
programa,  se  ha  examinado  lo  que  se  dispone  en  la  mayor  parte 
de  los  Estados,  aceptándose  los  principios  más  análogos  al  sis- 
tema republicano  y  de  más  fácil    aplicación. 
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No  ejecutar  esas  sentencias  sino  despnés  de  ana  revisiÓD 
que  recaiga  sobre  las  formas  <le  procedimiento  y  el  fondo  de 
]a  controversia,  sería  quitarles  mucho  de  nu  valor  é  imponer 
á  la  parte  victoriosa  el  gravamen  de  emprender  un  nuevo  y 
dilatado  juicio  para  obtener  el   cumplimiento  del  fallo. 

En  ese  sistema  el  principio  exagerado  de  )a  soberanía  te- 
riitorial  domina  exclusivamente  todas  las  otras  consideraciones- 
La  presunción  que  hay  en  favor  de  las  decisiones  pronunciadas 
por  magistrados  conocedores  de  las  leyes,  las  relaciones  que  . 
nacen  del  comercio  .-de  los  pueblos,  las  exigencias  de  la  mo- 
ralidad pública,  todo  se  sacrifica  al  recelo  de  que  se  menos- 
cabe la  independencia  nacional.  Si  un  deudor  logra  8alir  del  lugar 
del  juicio  alcanzará  las  ventajas  más  ilegítimas  :  quedará  destrui- 
da la  eficacia  de  la  decisión  pronunciada  contra  él ;  podrá  también 
desarmar  á  su  acreedor,  privándolo  de  las  pruebas  que  existían 
en  el  proceso;  de  este  modo  se  dará  aliento  al  fraude  y  á 
la  mala  fe. 

No  conceder  á  los  fallos  extranjeros  más  importancia  que 
la  de  servir  de  fundamento  á  la  excepción  de  cosa  juzgada, 
sería  encerrar  sus  resultados  jurídicos  en  un  círculo  muy  es- 
trecho. Si  se  interpone  una  demanda  removiendo  algún  pleito 
ya  fenecido  fuera  del  país,  la  persona  demandada  saldrá  de  su 
estado  pasivo ;  hará  uso  de  la  excepción  litis  finitce;  y  hallará 
así  un  remedio  para  defenderse  del  que  viene  á  turbar  sa 
reposo.  Pero,  esa  situación  no  puede  presentarse  sino  cuando 
la  demanda  ha  sido  rechazada  ó  siquiera  corregida  en  el  juicio. 
Si  el  fallo  extranjero  tiene  otra  significación,  si  se  ha  orde- 
nado el  pago  de  una  deuda ;  y  el  acreedor  viene  en  pos  de 
su  deudor  fugitivo,  encontrará  lleno  de  obstáculos  el  camino 
de  la  justicia.  Así  se  ve  claramente  que  dar  fuerza  al  juicio 
extranjero  tan  sólo  cuando  se  presenta  bajo  la  forma  de  una 
excepción,  es  adoptar  un  partido  que  no  presenta  una  solución 
completa;  que  no  atiende  á  todos  los  intereses,  ni  concilia  en 
los  casos  más  graves  los  derechos  individuales  con  la  sobera- 
nía del  país  en  donde  se  pretende  que  se  respete  la  sentencia. 

En  Francia  los  fallos  judiciales,  expedidos  en  otro  país,  no 
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puedeu  ejecatarse  siu  la  revisióa  de  aa  tribunal  francés.  Mas 
en  cnanto  á  la  naturaleza  de  esa  revisión,  están  divididas  las 
opiuioaes  de  los  eminentes  jurisconsultos.  Sostienen  algunos 
que  8Í  un  extranjero  ha  sr.cnmbido  en  el  litis,  el  examen  del 
tribunal  se  reducirá  á  saber  si  hay  en  el  fallo  alguna  dispo- 
sición contraria  á  la  soberanía  de  la  Francia,  á  sus  intereses 
6  á  BU  derecho  público :  pero  si  el  juicio  se  ha  expedido  ó 
segaido  contra  un  francés,  la  revisión  se  extenderá  á  mucho 
más  y  tendrá  por  objeto  no  sólo  la  forma  sino  también  la 
snstancia  del  litigio.  Entonces  todo  lo  que  se  ha  hecho  fuera 
de  la  Francia,  quedará  sin  valor  3  la  parte  citada  para  la  eje- 
cución podrá  oponerse  á  ella  por  todos  los  medios  legales  ; 
aducir  nuevamente  todas  sus  excepciones^  y  el  fallo  no  ten- 
drá autoridad  sino  después  que  el  tribunal  lo  haya  confirmado, 
previa  una  nueva  discusión. 

Massé  cree  que  esas  doctrinas  y  la  variedad  que  se  nota 
en  las  decisiones  de  los  tribunales  franceses,  resultan  de  que 
los  artículos  2.123  y  2.128  del  Código  Civil,  así  como  el  5iQ  del 
Código  de  procedimientos  judiciales,  no  han  sido  interpretados 
con  exactitud.  (*) 

Según  su  parecer,  el  verdadero  sentido  de  esas  disposi- 
ciones legales  es  abolir  [as  antiguas  prácticas  y  ordenar  que 
el  tribunal  francés  revise  los  fallos  pronunciados   en  otro  país 


(•)  El  artículo  2.123  del  Código  Civil  dice :  '*La  hipoteca  no 
pnede  resultar  de  juicios  dados  en  país  extranjero  sino  en  tanto  que 
liayan  sido  declarados  ejecutorios  por  nn  tribunal  francés^  sin  perjuicio 
de  las  disposiciones  contrarias  que  pueden  existir  en  las  leyes  polí- 
ticas y  en  los  tratados. 

Art.  2.128.  Los  contratos  realizados  en  país  extranjero  no  pueden 
dar  hipoteca  sobre  los  bienes  de  Francia,  si  no  hay  disposiciones 
contrarías  á  este  príncipio  en  las  leyes  políticas  ó  en   los  tratados. 

Art.  516  del  Código  de  procedimientos:  ''Los  juicios  expedidos 
por  los  tribunales  y  los  actos  autorizados  por  oficiales  extranjeros  no 
son  susceptibles  de  ejecución  en  Francia  sino  de  la  manera  y  en  los 
casos  previstos  por  los  artículos  2.123  y  2.128  del  Código  Civil. 
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sólo  para  el  efecto  de  averiguar  si  renneo  las  formas  indis- 
pensables  y  coustitotivas  de  todo  jaieio  acabado;  si  se  han 
expedido  por  autoridad  competeute;  y  si  do  se  opoDea  á  las 
leyes  del  orden    público. 

Sea  de  eso  lo  que  fuere,  las  opiniones  de  Massé,  á  las  que 
el  Congreso  de  Juristas  ha  prestado  sa  adhesión^  son  las  que 
reinan  actualmente  en  la  Jurisprudencia  de  mnchas  Naciones 
y  las  que  están  más  en  armonía  con  los  adelantos  de  la  ci- 
vilización y  los  principios  fundamentales   de  la  justicia. 

Ciertamente,  ningdn  Estado  puede  consentir  que  en  su  te- 
rritorio ejerzan  actos  de  soberanía  las  autoridades  de  otro  país ; 
porque  eso  sería  comprometer  su  independencia  y  subvertir  su 
orden  interior.  La  facultad  que  compete  á  los  tribunales  de 
una  Nación  para  ejecutar  sus  fallos  y  que  se  llama  "  Imperio'' 
en  el  leguaje  jurídico  no  se  extiende  más  allá  de  las  fronteras. 
Esos  fallos  en  cualquiera  parte  serán  mirados  como  actos  de 
legítima  jurisdicción,  como  resoluciones  definitivas  de  un  asunto 
contencioso ;  pero  si  se  pretende  que  tengan  un  valor  extrate- 
rritorial, es  menester  qne  las  autoridades  del  lugar  en  donde  son 
presentados,  ordenen  la  ejecución ;  y  esas  autoridades  no  de- 
ben hacerlo,  sino  poniendo  á  salvo  los  derechos  6  intereses  de 
su  patria.  Llenada  esta  condición,  no  habrá  obstáculos  para 
cumplir  la  sentencia,  observándose  las  leyes  del  país  en  todo 
lo  perteneciente  al  modo  de  proceder. 

Según  Mazzoni:  *<  Las  sentencias  judiciales  hablando  rigorosa» 
mente j  no  debían  tener  efecto  fuera  de  los  limites  del  territorio  de  la 
Nación  á  que  pertenece  la  autoridad  que  las  ha  pronunciado.  Mas 
lo  resuelto  por  la  autoridad  judicial,  reputándose  como  una  ex^ 
presión  de  la  justicia,  al  menos*  en  una  Nación  civilizada  en 
donde  toda  autoridad  goza  de  independencia;  y  mereciendo  la  jus- 
ticia en  todas  partes  homenaje  y  cumplimiento  ;  se  concede  en  el 
reino  ejecución  á  la  sentencia  pronunciada  en  una  Nación  extran- 
jera. Mas  para  que  no  suceda,  que  la  fuerza  dada  por  el  país 
sirva  para  consumar  una  injusticia  ó  turbar  el  orden  público^ 
debe  ser  declarada  ejectitiva  en  la  forma  establecida  por  el  Código 
de  procedimiento  civil,  mediante  un  juicio  sumario  en  que  la  Corte 
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de  apelación  éxaínine:   1"  si  esa  sentencia  se  ha  pronunciado  por 
autoridad  judicial :   2'  si  se    ha  citado  regularmente  d  la  parte  : 
3"  si  ésta  ha  sido  legalmente  representada  :  4*  si  la  sentencia  con, 
tiene  disposiciones  contrarias  al  orden  público  interno.-'  (1) 

Según  mi  parecer^  dice  el  jorUconsulto  belga  Borgeox,  en 
el  juicio  expedido  en  un  país  extranjero  y  que  según  la  Uy  de 
ese  país  ha  adquirido  fuerza  de  cosa  juzgada^  por  regla  general 
debe  ser  una  ejecutoria  ea  Bélgica  con  un  s'mple  pareatis  sin  nue 
vo  ddnite^  ya  se  haya  expedido  ese  juicio  contra  un  belga  ó  en 
su  prorecho,  ó  entre  extranjeros.  Esta  regla  no  tiene  para  mí 
más  que  una  excepción  ;  cuando  el  belga  ha  sido  compelido  á  acep- 
tar la  jurisdicción  extranjera^  sin  embargo  de  que  los  tribuna- 
les belgas  eran  los  únicns  competentes.  Un  poco  más  adelan- 
te añade:  Asi  pues  para  man\teitir  más  á  las  claras  mi  pen- 
samiento, elpapel  de  Jos  tribuna^ei  belgas  será  sumainente  fdclL 
Ellos  no  tendrán  que  verificar  sino  ¿si  el  juicio  definitiro  es  sus- 
ceptible de  ejecHCtón :  en  tal  cano  acordaron  el  pareatis  y  el  con 
denado  no  podrá  abrir  nueco  debate.  El  único  recurso  fíerd  esta- 
tlecer  que  'a  decisí'j.i  no  e*  ejecutoría  en  el  pü'*  en  que  na  hido 
expedida,  ó  bien  qiK  na  tenido  yi  cumplimiento.  ^  Qué  ívcederá 
ei  el  tribunal  ordena  la  prisión  corporal  no  permitiendo  la  Uy 
belga  esta  ría  rigoroía  de  fj^.cuc\»'*ñ  f  La  respuesta  es  ^hnple  : 
no  se  autorizará  ui  prisión.  (2) 

Estas  doctríDíis  con  may  poca  difereDcia  sirven  íle  ba.se 
al  régiiLeD  acordatlo  por  e!  Congreso  para  qne  se  cnmplau 
en  las  Bepábücas  los  inicios  ventilados  en  ana  yación  extran- 
jera. La  ejecGción  .se  ordenará,  sin  ningún  embarazo.  .&i  se  La 
citado  legaimente  á  la  parte  vencida:  si  el  jaicio  ba  sido  vá- 
lidamente cf'LC^aído:  y  s:  lo  resue'ro  ei  él  no  es  incompatible  con 
la  Coní?rtac:ón  po'ítica  del  pa:a.  n:  con  cna'qniera  otra  de  las 
leyes  de  orden  púb'.ico.  advir::erido  de  p^so  que  se  Lan  pre- 
ferido estas  íl'<  úl::mís>  palíi^rás  á  las  de  *•  Derecho  Pú'«Iico 
Interno  ■"  qne  j'ropns*".  s'^aíendo  el  dictamen  de  Lanrer.t :  por- 

( 1 )    liét.  Gt¡   Derwbo  cjt:¡  I:¿l:aLo  del  3'  cap.  A-  tit  .Cí  - '  1*0. 
(2j    Bev.  ce  Derecho  IrierLacioia!.  l€\. 
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qne  los  demávS  señores  Plenipotenciarios  han  preferido  la  re- 
dacción adoptada  en  otros  Códigos ;  y  han  creído  qae  asi 
también  se  comprende  el  espirita  de  la  disposición  legislativa. 
Todas  las  leyes  civiles  de  nn  Estado  tienden  en  realidad  & 
mantener  el  orden ;  pero  nnsrs  se  encaminan  directamente  á 
protejer  los  intereses  generales  de  la  sociedad;  y  otras  á  con- 
ceder la  mismvi  protección  á  los  intereses  particnlares  de  los 
asociados.  Las  qao  prohiben  las  vincalaciones ;  las  qne  con- 
denan la  esclavitad ;  las  que  declaran  la  fhcapacidad  de  los 
religiosos  para  heredar  y  otras  de  igaal  trascendencia  pertenecen 
á  la  primera  especie:  no  pneden  atrepellarse  por  ningún  moti- 
vo y  se  repntan  como  absolntamente  indispensables  para  la' con- 
servación del  orden  interno. 

Ese  jnicio  de  revisión  sobre  los  exhortes  remitidos  por 
nna  autoridad  extraña  es,  paes,  muy  diverso  del  qne  se  signe 
sobre  los  derechos  controvertidos  entre  las  partes;  la  misión 
conferida  á  los  jaeces  ó  tribanales  ejecutores  no  tiene  más 
objeto  que  salvar  los  fueros  de  la  soberanía  territorial.  Yo 
habia  deseado  sin  embargo,  que  esa  revisión  se  hiciese  por 
la  Excma.  Oorte  Suprema  ó  ;el  tribunal  más  encumbrado  de 
cada  Bepública,  oyendo  primero  á  su  Fiscal,  ya  porque  mi 
propósito  era  no  convertirla  en  una  cuestión  contenciosa,  ya 
porque  la  más  alta  autoridad  eu  el  orden  judicial  tiene  más 
medios  de  conseguir  el  acierto.  Pero  algunos  señores  Pleni- 
potenciarios han  creído  que  en  el  sistema  político  de  sus  Estados 
pueden  hallarse  dificultades  para  adoptar  ese  modo  de  proce- 
der; y  ha  sido  por  tanto  indispensable  para  evitar  un  desa- 
cuerdo, convenir  eu  que  la  revisión  se  efectúe  por  la  autori- 
dad encargada  de  ejecutar  el  exhorto,  añadiendo  que  sobre  la 
resolación  de  esa  autoridad,  pueden  los  interesados  interponer 
los   recursos  que  Sdan  legales  eu   el  país  de  la  ejecución. 

IX 

En  cuanto  á  legalizaciones,  ha  predominado   el  deseo  de» 
disminuir  los  gastos  y  las  demoras,   prescribiéndose  tan  sólo 
ciertos  trámites,  sin  los  cuales  habría  sido  imposible  autenti- 
car los  actos  jurídicos  realizados  fuera  de  la  República. 
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Para  determinar,  como  dicen  los  jarisconsaltos,  si  el  acto 
ejecutado  en  an  país  es  6  nó  auténtico,  conviene  saber  si  se- 
gún la  ley  de  ese  país  está  revestido  de  las  formalidades 
necesarias  para  producir  la  autenticidad ;  y  sobre  este  punto 
«s  irrecusable  el  testimonio  de  la  autoridad  ó  del  empleado  á 
^uien  la  ley  del  lugar  faculta  para  legalizarle  y  hacerle  digno 
de  la  fe  pública.  Es  preciso  además  que  la  firma  de  esa 
autoridad  sea  legalizada  por  otro  oficial  público  que  por  la  na- 
turaleza de  sus  funciones  merezca  entero  crédito  en  el  país 
de  la  ejecución.  Esto  es  todo  lo  esencial,  lo  que  nunca  puede 
omitirse  y  lo  que  aparece  en  el  método  acordado  por  el  Con- 
greso de  Juristas,  habiéndose  también  removido  toda  dificul- 
tad respecto  de  aquellos  Estados,  cuyos  Gabinetes  rehusan  re- 
mitir á  otros  Gobiernos  los  exhortes  ó  documento^»  emanados 
de  un  asunto  particular. 


Besueltos  todas  las  cuebtiones  planteadas  en  el  programa 
de  Derecho  Internaci«>ital  Privado,  faltaba  señalar  los  límites 
dentro  de  los  cuales  las  leyes  dictadas  y  los  actos  celebrados 
en  un  territorio  extranjero  podían  cumplirse  en  la  Eepública. 

Las  restricciones  aprobadas  con  tal  objeto  son  las  indis- 
pensables para  dejar  incólumes  los  principios  fundamentales 
de  los  Estados  americanos ;  y  las  que  pueden  llevarse  á  cabo 
ein  hacer  odiosa  la  situación  de  los  extranjeros.  Exceptuado 
el  artículo  que  prohibe  aplicar  las  leyes  extrañas  sin  que  la 
parte  interesada  lo  pida  y  pruebe  la  existencia  de  ellas,  todo 
lo  demás,  que  el  último  título  contiene,  es  poco  más  ó  menos 
lo  sancionado  en  el  artículo  10  del  Código  Italiano,  artículo 
que  ha  merecido  aplausos  por  la  forma  tan  sencilla  de  su 
redacción ;  y  m^s  que  todo,  por  la  sensatez  de  sus  disposi- 
ciones. 

El  Congreso  de  mi  patria,  al  que  elevará  US.  esta  Me- 
moria junto  con  el  respectivo  tratado,  se  dignará  prestar  su 
atención  á  las  razones  anteriormente   expuestas,  para  conocer 
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los  motivos  de  todas  las  reglas  aceptadas  por   los  Pleoipotea- 
darlos  de  las  Bepúblicas. 

Gomo  se  notará  á  primera  vista,  mo  ha  querido  presciadir 
de  mncbos  detalles:  se  bao  establecido  únicamente  los  prin- 
cipios á  que  bau  de  arreglarse  las  decisiones ;  y  ha  quedado 
A  cargo  de  cada  Bepública  desarrollar  las  consecuencias  eu  el 
modo  que  lo  exija  su   sitaación. 

Para  obtener  todos  esos  acuerdos  ba  sido  pieciso  vencer 
algunas  dificultades  en  el  curso  de  los  debates.  £)1  Derecho 
Internacional  Privado  es  tan  escabroso :  hay  dictámenes  tan 
encontrados  sobre  pnntos  de  alta  gravedad,  que  algnnos  aato- 
res  después  de  presentar  el  pro  y  el  contra  de  esas  tesis 
tan  disputables,  recomiendan  los  tratados  como  el  único  medio 
de  poner  fín  á  las  disputas.  Pero,  como  dice  Ortolán,  los 
tratados  no  ofrecen  un  remedio  radical :  no  fijan  reglas  genera- 
íes  y  permanentes:  aplazan  las  cuestiones  en  vez  de  resolver- 
las. No  era  esa  la  misión  de  la  Asamblea  que  be  tenido  la 
honra  de  presidir:  su  misión  era  muy  seria  y  de  más  extensos 
resultados:  era  regular  de  un  modo  definitivo  las  relaciones 
civiles  de  los  extranjeros. 

Los  seiiores  Plenipotenciarios  que  componen  el  Congreso 
<le  Juristas,  desean  vivamente  que  si  estos  trabajos  merecen 
la  aprobación  de  los  Estados  á  quienes  representan,  sean  consi- 
derados como  un  testimonio  de  las  intenciones  saludables  qoe 
guían  á  la  América  en   su  política    mternacional. 

Las  Eepúblicas  signatarias,  después  de  haber  ofrecido  á 
los  extranjeros  el  goce  de  los  derechos  civiles,  han  querido 
darles  más  garantías  de  seguridad,  fijando  reglas  inalterables 
y  equitativas  para  los  casos  en  que  haya  oposición  entre  las 
leyes  extranjeras  y  las  de  nuestros  Estados.  Esto  es  lo  que 
significan   las  primeras  labores  del  Congreso  Americano. 

Para  conseguir  un  objeto  tan  importante  se  han  tomado 
de  la  Europa  ilustrada  todas  aquellas  ideas  que  pueden  in- 
troducirse en  la  Jurisprudencia  de  estas  nuevas  sociedades, 
sin  turbar   su   vida  republicana.    Eu   los  diferentes  títulos  que 
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contienen  los  acnerdoB  celebrados,  no  huy  miras  estrechas,  ni 
disposiciones  de  que  puedan  ofenderse  las  otras  daciones : 
todo  conduce  á  facilitar  el  comercio  de  los  pueblos  -.  todo 
tiene  el  sello  de  una  política  liberal  y   desinterenada. 

Si  los  principales  Estados  de  Europa,  á  pesar  de  haber 
logrado  la  reunión  de  algunos  Congresos  Internacionales  para 
asuntos  de  gran  importancia,  no  han  uniformado  aún  su  Juris- 
prudencia sobre  algunos  puntos  capitales  de  Derecho  Interna- 
cional Privado,  eso  no  serf*  un  motivo  par»  que  se  tache  de 
mny  arrogante  á  esta  gran  porción  de  la  América,  por  haber 
entrado  resueltamente  en  un  sendero  que  todavía  no  han  re- 
corrido otros  pueblos  más  antiguos  y  poderosos. 

La  organización  política  de  las  Eepúblicas  americanas, 
qae  antes  fueron  Colonias  españolas,  difiere  mucho  de  la  que 
tienen  los  Estados  de  Enropn.  En  esta  parte  de  la  América 
no  hay  rivalidades  O'.liosas,  ni  pretensiones  de  supremacía 
territorial,  ni  el  temor  de  que  la  preponderancia  de  los  Gobier- 
nos vecinos  ponga  en  peligro  la  independencia  nacional.  El 
idioma  y  las  ideas  dominantes  son  iguales:  el  régimen  interior 
descansa  sobre  los  mismos  principios;  en  todas  las  clases  ele- 
vadas de  la  sociedad  hay  una  sed  ardiente  de  ilustración  y 
mejoras;  y  en  todos  los  pueblos  existe  la  tendencia  á  estre- 
charse con  un  lazo  fraternal.  No  es,  pues,  sorprendente,  que 
á  virtud  de  tantas  afinidades  morales  y  políticas,  la  América 
latina  encuentre  menos  obstáculos  que  otros  pueblos  para  uni- 
formar su  Jurisprudencia  sobre  la  condición  jurídica  de  los 
extranjeros  y  sobre  otros  ramos  de  su  legislación. 

Las  disposiciones  adoptadas  pueden  mejorarse  ó  ampliarse 
después,  si  alguna  necesidad  lo  requiere.  Pero  de  todos  mo- 
dos ya  se  han  dado  los  primeros  pasos  en  la  vía  que  con- 
duce al  término  deseado  por  los  héroes  de  nuestra  indepen- 
dencia. Lo  que  antes  pjirecía  una  ilusión,  ha  comenzado  á 
realizarse.  Las  Bepúblicas  signatarios  han  levantado  una  ban- 
dera de  alianza  pacifíc.a ;  van  unidas  y  con  ánimo  sereno  en 
pos  de  su  prosperidad ;  y  hay  la  esperanza  de  que  las  demás 
Bepúblicas  hermanas  las  acompañen  en  una  empresa  tan 
laudable. 
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Esa  auiÓD  andiiudo  el  tiempo,  dará  grandes  resoltados  : 
aumentará  naestro  crédito  exterior ;  facilitará  el  desarrollo  de 
todos  los  elementos  reparadores  que  hay  en  nuestro  suelo  : 
perfeccionará  de  una  vez  nuestras  instituciones;  y  al  fin  lle- 
gará el  día  en  que,  como  lo  han  vaticinado  algunos  de  nuestros 
hombres  públicos,  la  América  tranquila  y  feliz  sea  la  patria 
común  de  todos  los  americanos. — Dios  guarde  á  JJ8.— Antonio 
Arenas. 

La  Eepública  de  los  Estados  Unidos  <1ü  Venezuela,  la 
Argentina,  la  del  Perú,  la  de  Ohile,  la  de  Bolivia,  la  del 
Ecuador  y  la  de  Costa-Rica,  reconociendo  la  necesidad  de 
uniformar  en  cuanto  sea  posible  la  Legislación  de  los  Estados 
americanos,  decidieron,  por  iniciativa  del  Gobierno  del  Perú, 
reunir  un  Congreso  de  Plenipotenciarios  Jurisconsultos.;  y  nom- 
braron como  tales : 

LA  REPÚBLICA  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  DE  VENEZUELA, 

Al  seííor  Doctor  Don  Pedro  !Naranjo  ; 

LA  BEPÚBLIOA   ARGENTINA, 

Al  señor  Doctor  Don  José  B,  Uriburu,  su  Enviado    Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario ; 

LA    REPÚBLICA    DEL  PEBÚ, 

Al  señor  Doctor  Don  Antonio  Arenas ; 

LA  REPÚBLICA  DE  CHILE, 

Al   señor  Doctor  Don  Joaquín  Godoy,   su   Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  5 

LA  REPÚBLICA  DE   BOLIVIA, 

Al  señor  Doctor  Don  Zoilo  Plores,  su  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario. 

LA  REPÚBLICA  DEL  ECUADOR, 

Al  señor  Doctor  Don  Miguel  Biofrío^  su  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario; 

Y  LA  REPÚBLICA  DE  COSTA-RICA, 

Al  señor  Doctor  Don  Antonio  Arenas: 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  respectivos  plenos  pode- 
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res,  que  hallaron  ec  debida  íormu,  han  discutido  en  una  serie 
de  conferencias  la  primera  parte  del  programa  acordado,  rela- 
tiva al  Derecho  Internacional  Privado;  y  han  convenido  en 
que  las  Naciones  por  ellos  representadas  adoptarán,  como  ley, 
las  disposiciones    contenidas  en  los  títulos  sigaientes: 

TÍTULO    PRIMEBO. 

De  la  ley  que  rige  él  Estado  y  la  capacidad  jurídica  de  las  per- 
sonaSj  los  bieties  situados  en  la  B^ública  y  los  contratos  ce- 
lebrados en  país  extranjero. 

Art.  1^  Los  extranjeros  gozan  en  la  Kopública  de  los  niÍH- 
mos  derechos  civiles  qae  los  nacionales. 

Art.  2®  El  estado  y  la  capacidad  jurídica  do  las  personas 
86  juzgarán  por  su  ley  nacional,  aunque  se  trate  do  actos  eje- 
catados  ó  de  bienes  existentes  en  otro  país. 

Art.  3^  Los  bienes  inmuebles  existentes  en  la  Uopíiblica 
y  los  muebles  que  tengan  en  ella  una  situación  permanente, 
serán  regidos  por  las  leyes  nacionales,  aunque  sus  duefíos  sean 
extranjeros  6  no  residan  en  el  Estado,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  título  de  las  sucesiones. 

Art.  4?  Los  contratos  celebrados  fuera  de  la  Bepública,  se- 
rán  juzgados,  en  cuanto  á  su  validez  intrínseca  y  efectos  ju- 
rídicos de  sus  estipulaciones  por  la  ley  del  lugar  de  su  cele- 
bración; pero  si  esos  contratos  por  su  naturaleza  6  por  con- 
venio de  partes  tuviesen  que  'sumplirse  precisamente  en  la  He- 
pública,  se  sujetarán  á  las  leyes  de  ésta.  En  uno  y  otro  caso,  el 
modo  de  ejecutarlos  se  regirá  por  las  leyes  de  la  Bepública. 

Art.  5*  Las  formas  ó  solemnidades  extemas  de  los  con- 
tratos 6  de  cualesquiera  otros  actos  jurídicos,  se  regirán  ¡lor 
la  ley  del  lugar  en  que  han  sido  celebrados. 

Art  6?  La  prueba  de  la  autenticidad  de  los  iBitrumeutoN 
otorgados  en  otro  país,  estará  sujeta  á  las  leyes  de  la  Itepúblíca. 

TÍTULO  SEGUNDO. 

De  los  matrimonios  celebrados  en  país  extrat^ero  y  de  los  oele* 
brados  por  extranjeros  en  la  Beiifúbliea, 

Art.  7?    La  val  déz  del  matrimonio  para  Ion  i*M\Um  tíivíliii 
se  juzgará  por  la  ley  del  lugar  en  que  se   Im  aelebrtldOr 
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Art.  8<*  Sd  reputará  también  válido  para  los  mismos 
efectos,  el  matrimonio  contraído  por  un  nacional  en  el  ex- 
tranjero ante  el  Agente  Diplomático  ó  Consular  de  la  Be- 
pública,  con  arreglo  á  sns  leyes. 

Art.  9^  El  matrimonio  celebrado  según  los  cánones  de  la 
Iglesia  católica,  producirá  efectos  civiles  en  la  Bepública, 
aanqne  no  los  prodazca  en  el  Ingar  en  qae  se  contrajo. 

Art.  10.  La  capacidad  jarídiea  para  contraer  matrimo- 
nio se  jnzgará  por  la  ley  nacional  de   los  contrayentes. 

Art.  11.  Los  extranjeros  que  pretendan  casarse  en  la  Be - 
pública,  estarán  obligados  á  probar  su  capacidad  jurídica  ante 
la  autoridad  que  la  ley  local  designe. 

Art.  12.  También  estarán  sujetos  á  las  leyes  de  la  Be- 
pública,  en  lo  relativo  á  impedimentos  dirimentes. 

Art.  13.  Los  derechos  y  deberes  personales  que  el  ma- 
trimonio produce  entre  los  cónyuges,  y  entre  éstos  y  sus  hijos , 
serán  regidos  por  la  ley  del  domicilio  matrimonial ;  pero  isi 
éste  variase,  se  regirán  por  las  leyes  del  nuevo  domicilio. 

Art.  14.  Las  capitulaciones  matrimoniales,  celebradas  fuera 
de  la  Bepública,  estarán  sujetas  á  las  mismas  disposiciones 
que  reglan  los  contratos. 

Art.  15.  Ko  habiendo  capitulaciones  matrimoniales,  la  ley 
del  domicilio  conyugal  regirá  los  bienes  muebles  de  los  cónyuges, 
sea  cual  fuere  el  lugar  en  que  aquellos  se  hallen  ó  en  que 
hayan  sido  adquiridos. 

Art.  16.  Los  bienes  inmuebles  y  los  muebles  de  situación 
permanente  se  regirán,  en  todo  caso,  por  la  ley  del  lugar  en 
que  estén  situados,  conforme  al  artículo  3.° 

Art.  17.  El  matrimonio  disuelto  en  otro  país  con  arreglo 
á  sus  propias  leyes,  y  que  no  hubiera  podido  disolverse  en 
la  Bepública,  no  habilitará  á  los  cónyuges  para  contraer  nuevas 
nupcias. 

TÍTULO  TERCERO. 

Be  la  sucesión. 

Art.  18.  La  capacidad  para  testar  se  regirá  por  la  ley 
nacional  del  testador. 
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Árt.  19.  Los  extraDJercB  podrán  testar  eu  la  Bepública 
con  arreglo  á  las  leyes  del  país  de  su  uacímiento  ó  nataralí- 
zaciÓD,   ó  según  las  de  sn  domicilio. 

Art.  20.  La  capacidad  para  saceder  y  la  sucesión  se  re- 
girán por  la  ley  á  qae  se  haya  sujetado  el  testad^tr,  con  las 
restricciones  siguientes : 

1*  No  tendrán  efecto  las  disposiciones  testamentarias  sobre 
bienes  existentes  en  la  República,  si  se  oponen  á  lo  qne  se 
establece  en  el  artículo  5á. 

2*  En  la  sacesióu  de  nn  extranjero  tendrán  los  naoiona- 
leSy  á  título  de  herencia,  de  porción  conyugal,  ó  de  alimentos^ 
los  mismo?)  derechos  que  según  las  leyes  del  Estado  les  co- 
rresponderían sobre  la  sucesión  de  otro  nacional ;  y  los  harán 
efectivos  en  los  bienes  existentes  en  el  país. 

Art.  21.  Los  testamentos  otorgados  fuera  de  la  Bepública 
j  qne  deban  cumplirse  en  ella,  estarán  sujetos  á  las  limitacio- 
nes  establecidas  en  el  artículo  anterior. 

Art.  22.  Las  solemnidades  externas  del  testamento  se  re- 
girán por  la  ley  del  lugar  en  que  ha  sido  otorgado. 

Art.  23.  Las  donaciones  inter-vivos  se  sujetarán  á  las 
disposiciones  contenidas  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  24.  La  sucesión  intestada  se  regirá  por  la  ley  na- 
cional del  difunto,  con  las  limitaciones  contenidas  en  el  artículo 
20.  A  falta  de  parientes  con  derecho  á  la  herencia,  los  bienes 
existentes  en  la  Bepública  quedarán  sujetos  á  las  leyes  de 
ésta. 

TÍTULO  CUAETO. 

De  ¡a  competencia  de  los  Tribunales  naeionaUs  sobre  aetoi  Ju- 
ridicos  realizados  fuera  de  la  República  y  sobre  los  celebrados 
por  extranjeros  que  no  residan  en  ella. 

Art.  25.    Los  que  tengan  domicilio  estableoido  ea  la  Re- 
pública, sean  nacionales  ó  extranjeros,    y   estén    preventea    ^ 
ausentes,    pueden  ser  demandados   ante  loa  tribunales  terr 
líales  para  el  cumplimiento  de  contratos  celebrados  en 
país. 
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Art.  26.  También  pueden  serlo  los  extranjeros  que  se  ha- 
llen en  el  país,  aunque  no  sean  domiciliados,  si  esos  oontratos 
se  hubiesen  celebrado  con  los  nacionales,  ó  con  otros  extran- 
jeros domiciliados  en  la  Bepáblica. 

Art.  27.  Los  extranjeros,  aunque  se  hallen  ausentes,  pueden 
^er  demandados  ante  los  Tribunales  de  la  Nación : 

I**  Para  que  cumplan  las  obligaciones  contraídas  6  que 
deban  ejecutarse  en  la  Bepública. 

2°  Guando  se  intente  contra  ellos  una  acción  real  con- 
cerniente Á  bienes  que  tengan  en  la  Bepública. 

3""  Si  se  hubiese  estipulado  que  el  Poder  Judicial  de  la 
Bepública  decida  las  controversias  relativas  á  obligaciones 
contraídas  en  otro  país. 

Art.  28.  Los  extranjeros  no  domiciliados  en  la  Bepública 
que  entablen  alguna  demanda  contra  ios  naturales  ó  contra 
los  extranjeros  naturalizados  ó  domiciliados,  afianzarán  las 
resultas  del  juicio,  si  así  lo  exigiere  el  demandado. 

Art.  29.  "So  se  exigirá,  sin  embargo,  tal  fianza,  en  los 
casos  siguentes: 

1°  Si  el  extraojero  apoyase  su  demanda  en  uu  documento 
fehaciente ; 

2°    Si  tuviese  en  la  ISepública  bienes  sufieieutes; 

3°  Si  la  parte  líquida  y  reconocida  del  crédito  cuyo  pago 
solicita,  fuese  bastante  para  responder  de  los  resultados  de 
su  demanda  ; 

4^    Si  la  demanda  versare  sobre  actos  comerciales; 
5*    Si  el  extranjero  hubiese  sido  compelido  judicialmente 
á  interponer  la  demanda. 

Art.  30.  En  los  juicios  que  se  promuevan  sobre  el  cum- 
plimiento de  obligaciones  contraidas  en  país  extranjero,  el  modo 
de  proceder  se  arreglará  á  las  leyes  de  la  Bepública. 

Art.  31.  Se  juzgarán  también  por  las  mismas  leyes  las 
excepciones  provenientes  de  hechos  que  se  hayan  realizado  en 
la  Bepública,  así  como  las  acciones  rescisorias,  resolutorias  ó 
revocatorias  que  se  funden  eu  ellos ;  pero  cuando    se  trato  do 
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probar  la  existencia  de  un  acto  jarídico,  ocarrido  faera  del 
país,  la  praeba  se  arreglará  á  la  ley  del  lugar  donde  ese  acto 
se  realizó. 

Art.  32.  La  prescripción,  considerada  como  medio  de  adqui- 
rir bienes,  se  juzgará  por  la  ley  de  la  situación  de  estos. 

Art.  33.  La  prescripción,  considerada  como  medio  de  extin- 
guir las  obligaciones,  se  juzgará  por  la  ley  del  lugar  en  que 
éstas  hayan  tenido  origen. 

TÍTULO  QUINTO. 

De  la  jurisdicción  Nacional  soire  delitos  cometidos  en  país 
extranjero^  y  sobre  los  de  falsificación  en  perjuicio  de  otra 
Estados. 

Art.  34.  Los  que  delinquieren  fuera  del  país  falsificando 
la  moneda  nacional,  billetes  de  banco  de  circulación  legal, 
títulos  de  efectos  públicos  ú  otros  documentos  nacionales,  serán 
juzgados  por  los  tribunales  de  la  Bepública  conforme  á  sus 
leyes,  cuando  sean  aprehendidos  en  su  territorio  ó  se  obtenga 
su  extradición. — También  son  competentes  los  tribunales  na- 
cionales para  juzgar; 

P  A  los  ciudadanos  de  la  Bepública  que  hubiesen  co- 
metido en  país  extranjero  un  delito  de  incendio,  asesinato, 
robo  ó  cualquier  otro  que  esté  scgeto  á  la  extradición,  siempre 
que  haya  acusación  de  parte  ó  requerimiento  del  Gobierno  del 
país  en  que  el  delito  se  hubiese  cometido ; 

2°  A  los  extranjeros  que,  habiendo  cometido  los  mismos 
delitos  contra  ciudadanos  de  la  Bepública,  vengan  á  residir  en 
ella,  siempre  que  preceda  acusación  de  parte  interesada ; 

3°    A  los  piratas. 

Art.  35.  El  procedimiento  en  esos  juicios  se  sujetará  á 
las  leyes  del  país. 

Art.  36.1*  Guando  •  en  el  lugar  de  la  perpetración  y  en  el 
del  juicio  sea  diferente  la  pena  que  corresponda  al  delito,  se  apli- 
cará la  menos  severa. 

Art.  37.    Las  disposiciones  que  preceden  no  tendrán  efecto: 
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1?  Si  el  deliocaoDte  ha  sido  jazgado  y  castigado  en  el  la- 
gar de  la  perpetración   del  delito. 

2^  Si  ha  sido  jazgado  y  absaelto  ú  obtenido  remisión  de 
la   pena; 

3*  Si  el  delito  ó  la  peo  a  se  hubiesen  prescrito  con  arre- 
glo á  la  ley  del  país  en  qoe  se  delinquió. 

Art.  38.  La  responsabilidad  civil  proveniente  de  delitos  ó 
caasi  delitos  se  regirá  por  la  ley  del  lagar  en  qae  se  hayan  ve- 
rificado los  hechos  qae  los  constitnyen. 

Art.  39.    Serán  castigados  en  la  Eepública  conforna  á  sas 
leyes,  los  delitos  consistentes  en  falsificar  para  la  oircnlación  ; 
1*    Moneda  qne  tenga  carso  legal  en  coalqaier  país; 

2?  Obligaciones  ó  capones  de  la  deada  pública,  ó  billetes 
de  banco  de  caalquier  Nación,  con  tal  que  sn  emisión  esté  aato* 
rizada  por  una  ley  de  la  misma ; 

3*  Obligaciones  ú  otros  títulos  emitidos  en  cualquier  paia 
por  sus  municipalidades  ó  establecimientos  públicos  de  toda 
especie,  ó  cupones  de  intereses  ó  de  dividendos  correspondien- 
tes á  tales    títulos : 

4*  Acciones  de  sociedades  anónimas,  legalmento  consti- 
tuidas en   otro  país. 

TÍTULO  SEXTO. 

De  la  ejecución  de  las  senUnoias  y  otroi  actos  jurisdiceienales. 

Art.  40.    Las  sentencias  y  cualesquiera  otras  resolucioneei 
jadiciales  en  materia  civil  expedidas  en  las  Eepúblicas  signa 
tarias,    se  cumplirán   por  las  autoridades  nacionales  con  suje- 
ción  á  lo  prevenido  en  este  título. 

Art.  ál.  La  ejecución  de  dichas  sentencias  ó  resoluciones 
se  pedirá  al  Juez  ó  Tribunal  del*  Instancia  del  logaren  que 
han  de  cumplirse,  para  lo  que  se  le  dirigirá  un  exhorto  con 
inserción  de  todas  las  piezas  necesarias. 

Art.  42.    El  Juez  exhortado  le  dará  cumplimiento  con  su- 
jeción á  lo  dispuesto    en  el  artículo  54.  • 

1?    Si  no  se  opone  á  la  jurisdicción  nacional. 
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*2^    Si  la   parte  bubie^^e  sido   legaimente  citada. 

3'  Si  la  seuteucia  ó  resolacióu  estaviese  ejecutoriada  con 
arreglo  á  la  ley  del  país  eu  que  se  haya  expedido» 

Art.  43.  La  parte  que  se  considera  perjudicada  por  el  ant(» 
del  Jaez  exhortado,  puede  interponer  los  recursos  que  la  lev 
pennita  en  el  país  de  la  ejecución;  pero  será  prohibida  tod: 
controversia  que  no  se  refiera  á  alguno  de  los  casos  puntua- 
lizados en  el  artículo  42. 

Art.  44.  Los  exhortes  que  se  expidan  en  las  BepúblicaR 
signatarias  para  la  ejecución  de  los  landos  ó  fallos  arbitrales, 
se  cumplirán,  con  arreglo  á  las  disposiciones  precedentes,  í^i 
están  homologados. 

Art.  45.  Los  laudos  que  no  estén  homologados  se  suje- 
tarán á  las  mismas  reglas  que  los  contratos. 

Art.  46.  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  surtirán  sus 
efectos  bajo  las  mismas  condiciones  establecidas  en  el  ar- 
tfenlo  42. 

Art.    47.    Los  exhortes  que  tengan  por    objeto  ^'*cer  una 
simple  uotiflcación,    recibir   declaraciones,    6   cualesqu.  r  otras 
diligencias  de  esta  naturaleza,  se  cumplirán    siempre   que  es 
tuvieren   debidamente  legalizados. 

Art.  48.  Lo  dispuesto  eu  los  artículos  41,  42,  43,  y  44, 
86  observará,  también,  respecto  de  las  sentencias  y  otros  actos 
judiciales,  así  como  sobre  los  arbitrales  expedidos  en  países  ex- 
traaos á  las  Bepúblicas  signatarias. 

V  Si  favorecen  el  derecho  de  los  ciudadanos  de  dichas 
Bepúblicas. 

2<*    Si  aunque  sean    expedidos  á  favor  de  otras  personas, 

se  acredita  que  en  el  Bstado  donde  tuvo  lugar  el  juicio  ó  el 
arbitraje,  se  observa  la  reciprocidad. 

Art.  49.  No  se  exigirá  la  reciprocidad  para  ejecutar  los 
exhortoB  relativos  á  actos  de  jurisdicción  voluntaria  ó  á  sim. 
pies  diligencias  judiciales. 

Art.  50.    Los  medios  de  ejecución  para    el    cumplimiento 
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de   los    exhortes  á   que   se    refteren    Ioh    artículos    auteriores, 
seráu  los  establecidos  en   la  Eepública. 

TÍTULO  SÉPTIMO. 

De  ios  legalixacianes. 

A.rt.  51.  Para  que  los  exhortos  y  otros  iustrumentos  pú* 
bucos  procedentes  de  un  país  extranjero  produzcan  efectos  le- 
gales  en  la  Bepública,  su  autenticidad  será  comprobada  con* 
forme  á  las  reglas  siguientes: 

Los  exhortos  en  que  se  solícita  la  ejecución  de  sentencias 
j  laudos,  serán  legalizados  en  la  Nación  de  su  procedencia 
conforme  á  la  ley  6  práctica  establecida  en  ella. 

Si  la  última  firma  de  esa  legalización  fuere  la  del  Agente 
Diplomático  ó  Oonsular  del  país  de  la  ejecución,  será  anteu* 
ticada   por  el  Ministro  de  Relaciones   Exteriores  del  mismo. 

Si  la  última  firma  fuere  la  del  Agente  Diplomático  6 
Consular  de  una  Nación  amiga,  el  Bepresentante  6  Agente  de 
ésta  en  el  país  de  la  ejecución  la  autenticará,  y  pasará  el 
exhorto  al  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  para  los  efectos 
indicados  en  el  inciso  anterior. 

Si  la  Nación  de  que  procede  el  exhorto  tuviese  en  el 
país  en  que  ha  de  cumplirse  Agente  Diplomático  ó  Consular 
podrá  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  aquella  Nación 
remitirle  el  exhorto  para  que,  previa  la  autenticación  de  su 
firma,  pase  al  de  igual  clase  de  la  Nación  an  que  ha  de  eje- 
catarse  á  fin  de  que  le  dé  el  curso  respectivo. 

Art.  52.  Los  demás  documentos  surtirán  sus  efectos,  si 
son  legalizados  por  el  Agente  Diplomático  ó  Consular  de  la 
Bepública,  ó  de  manera  que  la  comprobación  pueda  hacerse 
por  el  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  del  país  de  la  eje- 
cución. 

TÍTULO    OCTAVO, 

Disposiciones  comunes  á  los  títulos  precedentes. 
Art.  63.    Las   disposiciones  de  los   títulos    anteriora»    no 
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alteran  las   establecidas  en   los   tratados   vigentes    con    otras  * 
Ilaciones. 

Art.  54.  Las  leyes,  sentencias,  contratos  y  demás  actos 
jurídicos  qae  hayan  tenido  origen  en  país  extranjero,  sólo  se 
observarán  en  la  Eepública,  en  cuanto  no  sean  incompatibles 
con  sa  Constitución  política,  cou  las  leyes  de  orden  público 
6  con   las  buenas  costumbres. 

Art.  55.  Gorrespoude  al  que  invoca  una  ley  extranjera 
y  pide  su  aplicación,  conforme  á  los  títulos  precedentes,  pro- 
bar la  existencia  de  dicha  ley. 

Art  56.  El  presente  tratado,  aprobado  que  sea  por  los 
Congresos  y  ratificado  por  los  Gobiernos  de  las  Bepúblicas 
signatarias,  será  canjeado  en  Lima  en  el  menor  tiempo  po- 
sible. 

Art.  57.  1^0  es  indispensable  para  la  vijencia  de  este 
tratado,  la  aprobación  de  todas  y  cada  una  de  sus  estipula- 
eiones  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe 
m  todo  ó  en  parte,  lo  comunicará  al  Gobierno  del  Perú  para 
qne  lo  trasmita  á  las  demás  Naciones  contratantes.  Este  pro* 
cedimiento  hará  las  veces  de  canje. 

Art.  58.  Heóho  el  canje  en  la  forma  indicada  en  el  artículo 
anterior,  el  tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto,  y  por 
tiempo  indefinido,  entre  las  Naciones  que  lo  hubieren  efec- 
tuado. 

Art.  59.  Si  con  el  trascurso  del  tiempo,  alguna  de  las 
Naciones  contratantes  creyere  necesario  introducir  modificacio- 
nes en  este  tratado,  notificará  á  las  demás  su  voluntad  de 
hacer  cesar  sus  efectos,  en  la  parte  correspondiente;  pero  no 
quedará  desligada  sino  tres  años  después  de  ese  acto,  término 
en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo  acuerdo  por  la  vía  y 
en  la  forma  que  se  juzgue  más  conveniente. 

Art.  60.  El  artículo  57  es  extensivo  á  las  Bepúblicas  que, 
no  habiendo  concurrido  á  este  Congreso,  quieran  adherirse  al 
presente  tratado.  En  fe  de  lo  cual,  etc.  Noviembre  7  de 
1878. — Pedro  Naranjo.-^Antonio  Arenas.'^José  E.  Uriiuru,^ 
Joaquín  Oodoy.-^Zoilo  Flores. — Miguel  Biofrio, 
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en  materia  de  e/ecuei6n  1^0  hay  cuostióu  qoe  ofrezca  mayor  iuterés 
íñfSÍc?a.V"*M°cíú*  en  derecho  internación»!  privado,  que  laque 
ieVp^Miin**de^Sí]*  concieme  á  la  ejecución  en  territorio  extran- 
jtdio  de  las  sentencias  pronunciadas  por  tribunales  de  otro  país. 
Es  interesante  dar  cuenta  de  un  fallo  reciente  de  la  Sala  de 
Apelaciones  de  la  Oorte  de  Casación  de  Francia,  dictado  en 
asnnto  en  que  dicha  Corte  tenía  que  examinar  la  demanda  de 
ejecución  de  la  sentencia  de  un  tribunal  portugués  y  hecha 
apelación  de   ella  ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Con  motivo  de  un  abordaje  ocurrido  en  aguas  de  Portugak 
el  20  de  Enero   de  1875,  entre  el  buque  inglés  City  of  Melca  y 
el  portugués  Insulano,  distintas  compañías  de  seguros  maríti- 
rnOwS  intentaron  acción  de  responsabilidad  contra  Smith  &  Sons, 
armadores  del  City  of  Méka  y  contra  su  Capitán  Anderson. 

El  23  de  Enero  de  1879,  un  fallo  contradictorio  de  la  Corte 
de  Lisboa  acogió  la  acción  de  los  aseguradores  y  condenó  á 
los  armadores  y  Capitán  del  buque  inglés  á  pagar  los  perjui- 
cios provenienies  del  abordaje. 

Los  aseguradores  hicieron  entonces  citar  á  los  dichos  ar- 
madores y  Capitán  ante  el  Tribunal  del  Havre,  para  oir  y 
declarar  ejecutoria  en  Francia  la  referida  sentencia,  la  que  loa 
obligaba   al  pago  de  175.000  francos,  condenación  principal 

Smith,  Sons  y  Anderson,  sostuvieron  ante  el  Tribunal  del 
Havre,  que  la  acción  no  era  de  ley,  que  la  doca mentación  era 
irregular,  que  el  debate  originario  se  habia  suscitado  entre 
dos  extranjeros,  que  la  sentencia  de  Lisboa  no  era  terminante^ 
que  el  abordaje  no  era  imputable  al  Capitán  del  City  of  Méka. 
Por  fallo  de  23  de  Agosto  de  1879,  el  Tribunal  del  Harre 
rechaza  esas   razones  y  acepta  la  apelación. 

A  la  apelación,  la  siguiente  sentencia  fae  dictada  por  la 
Corte  de    Euan,  con  fecha  de  Abril  de  1880 : 

^^Atendido  que,  para  rechazar  la  demanda  de  ejecución 
intentada  contra  Smith,  Sons  y  Anderson,  por  las  compañías 
de  seguros  marítimos  Lo,  Atlántica  y  otras,  aquellos  sostienen 
que   teniendo  los  tribunales  franceses  cierto  derecho  de    revi- 
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sión  Hobre  los  fallos  extraujeros,  la  sootencía  de  la  Oorte  de 
Lisboa^  fecha  23  do  Enero  de  1879  »o  puede  hacerse  ejecu- 
toria en  Francia,  porqne  ella  desconoce  los  reglamentos  inter- 
nacionales, on  materia  de  abordaje,  de  lB83,  lo  qae  constitaye 
nna  cuestión,   en  Francia,  de  derecho  publico. 

"Que    ellos    pretenden  en    segando    lugar,  que  la  senten- 
"  cia  de  Lisboa  no  ha  adquirido  en   PortagaT  la  autoridad  de  la 
cosa  juzgada. 

"Que,  en  fin,  la  ejecución  no   puede  ser  ordenada  sin  obli- 
^  g^ación,  por  parte  de  las  compañías  de  presentar  ñanza  con- 
forme  al  artículo  8D0  del  Código  de  Procedimiento  portugués, 

:  *'Sobre  la  primera   alegacióa  : 

"Atendido  que,  según  los  artículos  h^^  del  Código  de  Pro- 

y  oedimiento  y  2.123   del   Código   Civil,    las    sentencias  pronun- 

\  ciadas  por    tribunales   extranjeros  no    i>ueden   tener  ejecución 

ti^D   Francia  sino  después  <k»  haber  sido  declaradas  ejecutorias 

\  por  .un  triluuia!  francés  ;  que  el  legi-lador  al  llamar  á  un  tribunal 

F-  á  pronunciar  la    scictoncia  de  ejecución,  le   »:o.»tirió    implícita- 

wieute  la  fa^íultad   de  examinar  á   tbndo  la  causa;  que  él   debe 

•^  desde  luego  deliberar  antes  de    pronunciar   respecto   al   litigio 

-que  le  está  sometido,   aun  en  caso  de  que  deje  de  comparecer 

el  demandado ;    que,  si  no  hubiera  lugar  á  deliberación,  y,  por 

-  consecuencia,  posibilidad  de  negar   la  ejecución,  la  ley  hubiera 

«■encargado  simplemente  á  un  solo  magistrado  de  dar  una  carta 

¡F*  auxiliadora,  como  en  materia  de  fallos  pronunciados  por  arbitros 

1^  rcTestidos  con   carácter  de  jueces. 

'  '^Que,  si  las  leyes  que  nos  rigen  son  menos  absolutas  que 

las  ordenanzas  de  1G29,  según  las  cuales    las    sentencias  pro- 

Tionciadas  en  reinos  extranjeros  no  podían    tener  ejecución  en 

''    Francia,  no  aparece  de  ningún   texto  que  el  legislado:    actual 

baya  querido   renunciar  á  uno  de  los  atributos    esencia  ds  de 

r-  la  soberanía,  restringiendo  el  derecho  de   revisión   á    fondo   y 

1^.  abandonar  la   protección  debida  á    sus    nacionales,  que  si   es 

y.  así   respecto  á  estos  ante  los  tribunales  franceses  no  hay  rno- 

.    tÍFO  para  que  pueda    privarse  de  esa    garantía  á  los  extran- 
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jeros  que  tícneu  bienes  en  Francia,  puesto  que  el  artículo  6M 
del  Código  á^  Procedimiento  no  hace  distinción; 

''Que  además,  si  se  consultasen  en  el  caso  las  leyes  da  ttr 
ciprocidad,  tampoco  se  encontraría  dificultad,  pues  que  confonxM 
á  los  artículos  805  y  1.087  del  Oódigo  de  Procedimiento  Oivü 
de  Portugal :  ''Las  sentencias  pronunciadas  por  tribunales  ex 
tranjeros  no  son  absolutamente  ejecutorias  en  el  reino,  sino  de^ 
pues  de  haber  sido  revisadas  y  confirmadas  por  una  Oorte  át 
Apelación,  oídas  la»  partes  interesadas  y  el  Ministerio  Pública 
salvo  estipulación   contraria  entre  las  partes; 

''Que,  en  tales  circunstancias,  el  derecho  de  revisión  no 
puede  ser  absolutamente  contestado  por  las  compañías  y  qne 
ellas  no  piden  que  la  sentencia  de  Lisboa  sea  ejecutada  sin 
averiguaciones  y  completo  examen  ;  que  ellos  presentan,  por  el 
contrario  todos  los  documentos  que  pueden  servir  á  jnstifloai 
lo  bien  fundado  de  su  reclamación; 

"  Que  admitido  que  la  Oorte  de  Lisboa,  no  haya  absoln- 
talnente  interpretado  como  la  jurisprudencia  francesa  el  ar- 
tículo 15  del  decreto  portugués  de  12  de  Marzo  de  1863  j  el 
artículo  14  del  reglamento  inglés  sobre  la  navegación,  no  re- 
sultaría menos  que  ella  ha  aplicado  regularmente  el  derecho  á 
las  respuestas  hechas  por  el  Tribunal. 

"  Que  la  regla  de  estribar,  que  los  apelantes  fingen  con- 
asiderar  como  un  principio  de  derecho  público  en  Francia,  es 
fiólo  una  regla  de  navegación  factible  de  ser  modificada  por 
las  circunstancias,  según  los  términos  mismos  del  decreto  que 
la  estableció ;  que  los  Capitanes  de  buques  deben  darse  cuenta 
de  todos  los  peligros,  á  fin  de  evitar  un  peligro  inmediato, 
(el  mismo  decreto). 

"  Que  si  el  Capitán  del  Insulano^  al  venir  sobre  estribor, 
debía  maniobrar  de  modo  que  no  embarazase  la  marcha  del 
vapor  inglés  Oiiy  ofMéka^  es  cierto,  de  todas  maneras,  que  los 
dos  buques  se  aproximaron,  qne  el  Inmlano  hizo  esfuerzos, 
evolucionando  hacia  el  Sur  para  evitar  el  abordaje  é  hizo 
señales  al  City  of  Meka   para  que  maniobrara  en  sentido  in- 
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verso  ^  qne  éste,  ún  embargo,  no  hizo  nada  para  evitar  el 
peligro;  que  siguió  su  camino  á  todo  vapor,  aun  después  del 
primer  choque;  que  es  pues  á  su  marcha  que  debe  imputarse 
la  colisión  y  que  la  responsabilidad  del  abordaje  incumbe  á 
SCI    Capitán ; 

"  Que  así,  á  la  vez  que  reconociendo  en  la  Corte  el  dere- 
^bte  de  revisión  es  evidente  que  la  seutencia  de  Lisboa  ha 
^X^reciado  sanamente  los  hechos  de  la  causa,  sin    desconocer 

^lügún  principio  que  toque  los  intereses  de  orden   público  en 

^rancia. 

'^  Sobre  la  segunda  alegación  : 

^'  Que  la  sentencia  de  que  se  trata  parece  efectivamente   ha- 
ber sido  objeto    de   un  recurso    ante  el   Tribunal    Supremo  de 
Portugal;   pero  que,  8i    dicho    Tribunal  puede  proceder   á    la 
revisión  cuando  el  valor  de  la  causa  excede  de  áOO   pesov,  el 
artículo  1.150  del  Código  de  Procedimiento   portugués  decfera 
que  'el    recurso    de  revisión  no    tiene   efecto  suspensivo,  sino 
cnando  se  trata   del  estado  de   personas,  de  un    conflicto    de 
Járisdicción,    ó  de  un  recurso  al  Bej;  que    no    encontrándose 
ninguna   de    esas  circunstancias   en  el   caso,  el   fallo   de   23 
de   EnerOf   ha  adquirido  la  autoridad  de  la   cosa  juzgada    en 
Portugáh 

■ 

'<  Que  no  es  posible  además,  argumentar  por  analogía  de 
los  tratados  estipulados  entre  la  Francia  y  la  Suiza,  ó  el  Gran 
I>ucado  de  Badén ;  que  los  tratados  de  comercio  j  navegación 
establecidos  con  Portugal  el  9  de  Marzo  de  1853,  no  contienen 
ninguna  cláusula  concerniente  á  la  ejecución  de  sentencias 
dictadas  por  ninguno  de  los  dos  países; 

'*  Atendido  que  «íi  las  compañías  de  seguros,  por  una  parte, 
lian  alegado  que  el  artículo  806  del  Código  de  Procedimiento 
portugués  fue  aplicable  en  el  caso  de  apelación  ante  el  Tri- 
bunal Supremo ;  y  si  Anderson  y  Smith  por  otra  parto  han 
sostenido  que  no  se  trata  en  dicho  artículo,  según  su  traduc- 
ción   literal  sino    de  recursos  contra  sentencias  pronunciadas 
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por  un  tribnnal  extranjero,  de  lo  caal  se  trata  en  el  artículo 
S95j  esa  díficaltad  de  interpretación  desaparece  hoy,  toda  Tez 
qae  las  compañías  intimadas  piden  acto  de  qae  ellas  estáo 
dispuestas  á  prestar  garantías  en  caso  necesario; 

^^  Qae  admitiendo  qae  sea  exacta  la  versión  presentada  por 
los  apelantes,  se  hará  jn^ticia  á  su  petición  en  rirtad  de  la 
promesa  precitada; 

'<  Sobre  las  costas  : 

<^  Qae  habiendo  consentido  los  intimados  en  la  fianza  y  do 
teniendo  razón  los  apelantes  sobre  los  otros  pantos,  deben  que- 
dar las  costas  á  su  cargo. 

'^  Por  tales  motivos,  la  Corte,  desecha  la  apelación,  y  ha- 
ciendo justicia  á  la  demanda  de  ejecución  declara  que  la  sen* 
tencia  que  motiva  la  apelación  tendrá  efecto;  ordena  la  eje* 
cuciÓB  en  Francia  del  fallo  de  la  Corte  de  Lisboa,  fecha  23  de 
Enero  de  1879,  contra  O.  Smith  y  Sons,  y  el  Capitán  Ander- 
son,  en  provecho  de  las  compañías  de  segaros  marítimos,  La 
Atlántica^  y  otras. 

<<Da  acto  á  las  compañías  intimadas  de  que  ellas  están 
dispuestas  á  dar  fianza." 

*'  Los  armadores  y  Capitán  del  boque  inglés  City  of  Melca 
apelaron  sosteniendo  que  la  sentencia  de  Buán  había  violado 
los  artículos  646  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  2.123  y 
2.128  del  Código  Civil,  1.382  y  1.383  de  este  mismo  Código,  el 
artículo  14  del  decreto  de  15  de  Octubre  de  1862  y  el  regla- 
mentó  internacional  de  12  de  Marzo  de  1863 ;  toda  vez  que  la 
sentencia  aludida  había  declarado  ejecutorio  en  Francia  un 
fallo  de  la  Corte  de  Lisboa,  dictado  entre  los  demandantes  en 
Casación,  y  eventuales  los  demandados,  puesto  que,  por  una 
parte  este  fallo  había  sido  interrumpido  por  un  recurso  ante 
el  Tribunal  Supremo  de  Portugal,  y  sin  que,  por  otra  parte, 
se  hubiera  realmente  ejercido  á  fondo  el  derecho  de  revisión 
que  pertenece  en  la  materia  á  los  tribunales  franceses,  derecho 
de  revisión  que  verdaderamente  ejercido  habría  llevado  el 
asunto  á  una  solución  del  todo  opuesta  á  la  adoptada  por  la 
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La  Sala  de  reclamaciones  de  la  Oorte  de  Oasación,  des-, 
pnés  de  oído  el  informe  del  Consejero  Mr.  Férand  Giraud,  las 
observaciones  de  Mr,  Sabatier,  abogado  de  los  demandantes 
j  las  conclasiones  del  Abogado  general  Mr.  Petitón ;  desechó 
la  apelación  en  sa  audiencia  de  28  de  Mayo  de  1881.  He  aquí 
la  sentencia. 

<'  Atendido  qne  está  comprobado  por  el  fallo  atacado  qne 
la  sentencia  extranjera  de  la  cual  se  pedia  la  ejecución,  había 
adquirido  en  Portugal  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  que  ca- 
reciendo, desde  luego  de  veracidad  el  alegato  de  que  la  sen- 
tencia no  había  sido  definitiva,  es  inútil  buscar  cuál  había 
sido  su  solución  en  derecho ;  que  por  otra  parte,  la  sentencia  ex- 
tranjera ha  sido  objeto  del  examen  y  revisión  de  la  Corte  de  Euán, 
sea  en  hecho  ó  en  derecho  y  que  se  ha  reconvenido  que  sus  dis- 
posiciones son  justas  bajo  esos  dos  puntos  de  vista ;  que  la  sen- 
tencia atacada  comprueba  aún,  que  si  la  regla  establecida  en  el 
artículo  14  del  decreto  de  25  de  Octubre  de  1882,  no  fue  ob- 
servada por  el  Capitán  del  InsülanOj  es  porque  el  artículo  19 
del  mismo  decreto  deroga  según  las  circunstancias  del  peligro 
la  observación  de  esa  regla;  qne  en  virtud  de  estos  hechos 
comprobados,  los  artículos  de  las  leyes  citadas  no  podían 
haber  sido  violados." 

La  sentencia,  como  se  vé,  resuelve  al  terminar  una  di- 
ficultad relativa  á  la  aplicación  de  las  reglas  en  materia 
de  abordaje,  suscitada  por  la  apelación.  Ella  admite  que  la 
sentencia  de  un  tribunal  extranjero  no  puede  declararse  eje- 
cutoria en  Francia,  sino  después  de  revisión  por  un  tribunal 
francés,  no  solamente  en  derecho,  sino  aun  en  hecho,*  y  en  el 
estado  de  hechos  comprobados  en  la  sentencia  atacada,  ella 
no  cree  deber  resolver  la  cuestión  suscitada  por  la  apelación 
con  respecto  al  recurso  que  se  sostenía  haber  interrumpido  la 
sentencia  extranjera.  He  aquí  como  se  había  expresado  el  Ee- 
latoi,  sobre  la  dificultad  principal  y  sobre  la  cuestión  secun- 
daria : 

"  Según    las    disposiciones  de    los  artículos  2,126  y    2.138 
del   Código   Civil,  546  del  Cóiligo    de    ProcíMÜmiento  Civil,  es 
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del  todo  cierto  que  ningana  sentencia  pronanciada  en  el  ex- 
tranjero paede  tener  por  sí  misma  faerza  de  ejecución  en 
Francia.  ¿  Guando  y  en  qué  condiciones  puede  obtener  esa 
sentencia  fuerza  ejecutoria  en  Francia  t  La  contestación  á 
esta  pregunta  ha  sido  origen  de  dos  sentencias  principales. 

^'  Según  un  sistema^  habría  lugar  primeramente  á  hacer 
cierta  diferencia  entre  las  sentencias  extranjeras  dictadas  en 
provecho  de  un  francés  y  las  dictadas  en  su  perjuicio.  En 
este  segando  caso  debería  aplicarse  el  artículo  11  de 
la  ordenanza  de  1.629  y  el  francés  podría  debatir  sus  dere- 
chos en  Francia,  como  si  nada  hubiese  sido  juzgado  en  el  ex- 
tranjero. En  el  primer  caso,  por  el  contrario,  si  la  sentencia 
extranjera  ha  sido  pronunciada  en  favor  de  un  francés,  ella 
debería  ser  declarada  ejecutoria  en  Francia,  sin  examen  á 
fondo,  y  con  sólo  el  testimonio,  por  parte  de  la  autoridad  ju- 
dicial francesa,  de  que  ella  no  encierra  ninguna  disposición 
contraria  al  derecho  público  y    al  orden  público  en  Francia. 

'^  Según  el  segando  sistema,    ninguna  sentencia    pronun- 
ciada en   el    extranjero  podría  tener    autoridad  en  Francia.    La 
parte  citada  ante   los    tribunales    franceses,  con    el  fin  de  oír 
ordenar    la  ejecución   de  esas  sentencias,   tendría  el  derecho  de 
discutir    todos  los   medios  que  se    le  ofreciesen,  como     si    la 
sentencia  no  existiese  y  la  justicia  francesa  el   de  apreciarlos 
con  libertad  é  independencia    absolutas,  de  suerte  que  siendo 
sólo  ejecutorio  el    fallo    que  rindiera,  conocido  á  fondo  el  litigio, 
el   fallo  del  tribunal  francés  sostituiría  completamente  la  sen- 
tencia   extranjera,  de  la  cual    poco    importarían    las    concia- 
sienes. 

<'  Limitémonos  á  recomendar  á  los  que  deseen  estudiar 
á  fondo  esos  sistemas,  los  notables  trabajos  de  Mr.  Foelix 
y  de  sa  sabio  colaborador  Mr.  Demangeat, .  y  apresarémonos  á 
decir,  quo  si  ambos  sistemas  tienen  numerosos  y  ardientes  de- 
fensores eif  doctrina,  el  segando  es  hoy  casi  exclusivamente 
adoptado  por  la  jurisprudencia; 

^'Oreemos  en  efecto,  qae  los  que  rechazan  este  último  sis- 
tema, tienen  para  ello  razones  que  podrían  conducir  al  legis- 
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ladoi  á  rechazar  aa  aplicación  en  Francia;  pero  en  verdad  de 
coBas  está  conforme  con  las  reglas  de  naestro  derecho.  A  no 
estarlo  ¿por  qué  la  Francia  bajo  la  antigaa  legislación  habría 
conclaido  con  la  Cerdeña  un  tratado  especial,  á  fin  de  que 
entre  los  dos  países,  por  derogación  de  la  regla  general,  fuese 
aplicado  el  primer  sistema  en  lugar  del  segundo  Y  ¿A  qué  e»e 
tratado  si  el  segundo  sistema  no  hubiera  constituido  el  dere 
cho  común  Y  ¿Por  qué  en  nuestros  días  se  hubiera  procedido 
del   mismo  modo  con  la  Suiza  y  con  Badén  Y" 

El  informe  cita  en  seguida  las  sentencias  de  la  Corte  de 
Casación  de  19  de  Abril  de  1819,  10  de  Marzo  de  18<i3,  20  do 
Agosto  de  1872,  16  de  Junio  de  1875,  ó  indica  que  el  princi- 
pio seguido  hoy,  en  opinión  de  Fcelix,  había  sido  formulado 
exactamente  por  Joulier,  tomo  X,  número  81  y  82,  cuando  dice  : 
^\  La  ley  no  considera  sino  lo  extraño  del  poder  del  cual  emana 
la  sentencia,  no  distingue  ni  persona  ni  materias.  Así,  toda 
persona,  extranjera  ó  francesa,  á  la  cual  se  opone  una  sen  ten- 
da  pronunciada  en  el  extranjero,  puede  debatir  sus  derechos, 
como  enteros  ante  los  tribunales  franceses.'' 

El  informe  explica  el  modo  como  la  sentencia  atacada  ha 
adoptado  y  aplicado  esos  principios.    Examina  en  seguida  si 
la  regla  de  estribor  establecida  en  el  decreto  de  25  de  Octu- 
bre de  1862,  y  el  reglamento  internacional  de  12  de  Marzo  de 
1863,  no  han  sido  respetados  por  la  sentencia. 

Examinando  luego  la  dificultad  suscitada  por  la  apelación 
qae  sostenía,  que  una  sentencia  extranjera  no  puede  ser  eje- 
cutoria en  Francia;  que  si  ella  constituye  una  decisión  defi- 
nitiva, no  basta  que  sea  ejecutoria  donde  ha  sido  pronunciada, 
sino  que  es  necesario  qae  ella  haya  adquirido  la  autoridad  de 
la  cosa  juzgada  y  no  sea  susceptible  de  recurso,  añade :  <'Se 
alega  para  sostener  este  sistema,  que  ordenándose  en  Francia 
la  ejecución  de  una  sentencia  extranjera  susceptible  de  refor- 
ma, la  justicia  francesa  se  expondría,  si  proviniese  esa  reforma, 
ó  á  retractar  su  primera  decisión,  lo  que  sería  contrarío  al  poder 
de  los  tribunales  en  lo  relativo  á  fallos  por  ellos  pronunciados, 
ó  (i  sostener  en  Francia  la  fuerza  ejecutoria  de  una  sentencia 
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anulada  en  el  extranjero.  La  objeción  sería  seria  si  los  prin- 
cipios qne  establece  el  mismo  escrito  respecto  á  la  ejecación 
en  Francia  de  sentencias  extranjeras,  no  faesen  exactamente  los 
mismos  admitidos  por  nosotros  j  los  mismos  caya  aplicación  re- 
clama el  demandante. 

<<  Sí,  si  el  tribunal  francés  no  tiene  más  qne  dar  ana 
simple  carta  auxiliadora,  la  apelación  tiene  razón.  Si  tiene 
razón ;  basta  que  el  tribunal  francés,  sin  examen  á  fondo  en 
derecho  y  en  hecho,  se  limite  á  apreciar  si  la  sentencia  ex- 
tranjera no  encierra  ninguna  disposición  contraria  al  ordei^ 
público  en  Francia,  ó  al  derecho  público  francés. 

Pero  si  la  ejecación  no  debe  ser  ordenada  sino  después 
de  revisión  en  hecho  y  en  derecho,  es  decir,  después  dt- 
examen  á  fondo  del  asanto  y  declaración  de  los  tribunales 
franceses  de  que  ha  recibido  en  hecho  y  en  derecho  las  solu- 
ciones debidas,  ¿qaé  se  hacen  las  consideraciones  presentadas 
por  la  apelación?  La  misma  justicia  francesa  habrá  prona n 
ciado  una  decisión  sobre  las  contestaciones,  y  suceda  lo  qn^ 
suceda  más  adelante,  esa  decisión  subsistirá  y  deberá  justa 
mente  subsistir  con  todos  los  efectos  en  Francia,  de  una  sen- 
tencia pronunciada  por  los  tribunales  franceses ;  porque  luego 
que  la  justicia  francesa  haya  declarado  que  una  sentencia  ha 
apreciado  bien  el  derecho  y  el  hecho,  que  ésta  sentencia  et^ 
no  sólo  regular  sino  justa  y  legal,  y  que  por  tales  títulos  deb.* 
recibir  ejecución,  y  así  lo  haya  declarado  en  todos  los  grados 
de  apelación,  la  justicia  francesa  habrá  juzgado  definitiva- 
mente el  proceso,  agotados  sus  poderes,  y  no  podrá  pronun- 
ciar otra  sentencia. 

<*  Se  insiste  y  se  nos  dice:  la  regla  que  nosotros  estable 
cemos  es  de  tal  modo  cierta,  que  está  inscrita  en  los  trata 
dos  especiales  concluidos  entre  la  Francia  y  diversas  Naciones 
respecto  á  ejecución  de  sentencias.  Según  el  tratado  firmado 
entre  la  Francia  y  Badén,  no  se  puede  conferir  fuerza  ejecutoria 
en  un  país  á  las  sentencias  pronunciadas  en  el  otro,  sino  en 
el  caso  de  que  ellas  hayan  adquirido  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada ;  y  el  tratado  Franco-Suizo  exige  para  la  declaración 
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de  ejecución  la  exhibicióa  previa  de  aa  certiñcado,  comprobau- 
do  qae  no  existe  ningún  recurso.  Luego  es  esa  una  regla  de 
derecho  común. 

*'  Ifosotros  respondemos,  sí,  es  nna  regla  de  derecho  co- 
mún en  todos  los  casos  en  que  en  virtnd  de  tratados  ó  de 
disposiciones  legislativas,  las  sentencias  extranjeras  deban  ser 
declaradas  ejecutorías  por  simple  visto- bueno,  sin  examen  á 
fondo  en  derecho  ni  f^n  becbo,  porque  en  tales  casos,  cajen 
do  esas  sentencias,  todo  cae  con  ellas.  Pero  la  regla  contra- 
ria debe  ser  el  derecho  común,  cuando  no  existen  las  razoues 
citadas  y  en  lagar  de  un  visto- bueno  dado  por  el  tribnnal 
francés,  hay  de  su  parte  un  juicio  completo  del  proceso  y  un 
fallo  qne  se  basta  á  sí   mismo  sustituyéndose  al  extranjero. 

'^  En  esta  causa^  el  tribunal  francés  tenía  derecho  de 
deoidir  (contrario  á  los  tribunales  portugueses)  que  los  arma- 
dores del  City  of  Méka  no  estaban  obligados  á  ninguna  res- 
ponsabilidad en  el  abordaje  del  Insulano  y  esta  decisión  des- 
pués de  los  recursos  permitidos  en  Francia,  habría  sido  de- 
jSnitiva  é  irrevocable  en  lo  que  concierne  á  sus  ejecuciones 
posibles  en  el  territorio  francés.  La  justicia  ha  decidido  lo 
contrario,  su  decisión  no  debe  ser  menos  respetada,  cualquiera 
qne  fuese  más  tarde  el  resultado  del   recurso  portugués. 

<'  Además,  la  sentencia  atacada  declara  que  la  decisión 
que  le  fue  sometida  había  adquirido  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada.  ¿  Se  habría  ella  equivocado  en  eso  contraviniendo 
las  leyes  portuguesas?  ¿Habría  ella  violado  esas  leyes  en  la 
comprobación  en  hecho,  que  deducía  en  derecho  de  la  aplica- 
ción do  una  ley  extranjera  T  Después  de  una  jurisprudencia 
constante,  vosotros  no-  tendríais  que  buscar  si  la  ley  extran- 
jera ha  sido  bien  ó  mal  interpretada,  y  puede  ser  que  os  baste, 
fiin  resolver  la  cuestión  de  derecho  que  se  os  ha  propuesto, 
desechar  la  apelación  en  virtud  de  la  comprobación  que  con- 
tiene en  hecho  la   sentencia  atacada." 

En  Venezuela  se  cumple  siempre  que  no  ataque  la  sobera- 
nía.   (Véase  Código  Civil). 
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Sobre  u  competftncia       Es  un  priiicíoio  en  Huestra  jarispradenoia 
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saoión  de  París.)  Dir  entre  extranjeros.  Pero  ese  principio  en 
cierra  algunas  excepciones.  Bajo  las  ordenanzas  de  1673  y  1681 
no  se  aplicaba  ya  sino  en  materia  comercial  ^^  y  después  de  la 
discusión  del  Oódigo  Civil  quedó  bien  entendido  que  ese  an- 
tiguo estado.de  cosas  debía  subsistir.  Gomo  dijo  Mr.Pardes- 
sus,  á  propósito  del  artículo  420  del  Oódigo  de  Procedimiento  : 
'^JEay  ahí  en  cierto  modo  una  ley  de  policía  de  la  cual  no 
tienen  derecho  de  sustraerse  los  extranjeros." 

Esa  doctrina  ha  sido  constantemente  observada  per  la  Oor- 
te  de  Casación.  He  aquí  como  ella  se  expresa  en  una  (Pa- 
tencia de  la  sala  de  Apelaciones  dictada  en  22  de  noviembre 
de  1875,  visto  el  informe  de  Mr.  Guillemard. 

^'La  Corte: 

<^  Atendido  que  según  los  términos  del  artículo  631  del 
Código  de  Comercio  conforme  á  antigaos  principios,  los  tribu- 
nales de  comercio  son  competentes  para  conocer  de  toda»  las 
contestaciones  relativas  á  compromisos  y  transrtociones  entre 
negociantes  vendedores  y  banqueros  y  entre  toda  clase  de 
personas  en  las  diferencias  referentes  á  actos  de  comercio,  sin 
atender  á  la  nacionalidad  ile^  las  partef?;  qae  sfif^ún  el  artículo 
420  del  Código  de  Procedimiento,  el  demandante  puede  ha- 
cer comparecer,  á  su  elección,  sea  ante  el  tribuna)  de  comer- 
cio del  Distrito  en  qae  la  promesa  fae  hecha  y  la  mercancía 
entregada,  ó  ante  el  Distrito  en  que  el  pago  debía  tener  efecto, 
y  que  este  artíoulOy  no  menos  que  el  artículo  631,  del  Código  de 
Comercio  no  hace  distinción  entre  el  extranjero  y  el  francés:  De- 
secha la  apelación;" 

Es  de  llamarse  la  atención  hacia  una  nueva  sentencia  del 
tribunal  de  Casación  (19  de  Diciembre  de  1881)  que  confirma 
una  vez  más  la  misma  doctrina.  He  aquí  en  qué  circuns' 
tandas  fue  dictada  dicha  sentencia. 

Por  citación  de  13  de  Junio  de  1877,  el  señor  Jowler  ve- 
cino de  Smithwích,  hizo  comparecer  ante  el  tribaual  de  comer- 
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cío  del  Sena  al  señor  Waters  cambista  de  París.  Jowler  ale- 
gaba que  en  Octabre  de  1876  había  remitido  \i  Waters,  con 
ñn  determinado,  la  sama  de  12.625  francos,  qae  no  habiéndose 
efectaado  la  operación  para  la  caal  había  sido  enviado  dicho 
dinero  había  reclamado  varias  veces  á  Waters  la  restitnción, 
que  éste  se  negaba  á  ella  y  qae  era  caso  de  obligarlo.  Waters 
alegó,  fandándose  en  la  nacionalidad  de  las  partes,  ta  incom- 
petencia del  tribanal  de  comercio  del  Sena,  p^ra  o  .uocer  la 
cansa.  He  aqaí  la  sentencia  del  tribanal  dictada  con  f^^ii^i  7 
de  Febrero  de  1878 : 

''  Atendido  qne  se  establece  en  los  debatos  qae  Waters  está 
domiciliado  en  París,  en  donde  tiene  nn  escritorio  en  qae  se 
ocupa  de  operaciones  de  cambio  para  lo  caal  está  patentado; 
qae  resalta  de  ¡as  explicaciones  de  las  partes  qae  la  deman- 
da actaal  tiene  por  objeto  la  retribnción  de  ana  sama  de  di- 
nero remitida  al  demandado  en  sn  domicilio  en  París,  pa- 
ra operación  de  comercio,  qae  hay  lagar  desde  laego  pa- 
ra establecer  bajo  todos  respectos  qae  la  caasa  era  comer- 
cial y  el  tribunal  competente  para  conocer  de  ella.  Por  esos 
motivos  reserva  la  cansa." 

Apelación  de  Waters,  sentencia  confirmativa  de  la  Corto  de 
París,  en  13  de  Junio  de  1879. 

Waters  debatía  esta  sentencia  ante  la  Oorte  Saprema  con 
alegación  que  él  formulaba  así :  ^<  Violación  ó  falsa  aplicación 
de  los  artículos  13  y  14  del  Código  Oivil,  59  y  420  del  Có- 
digo de  Procedimiento  y  631  del  de  Comercio,  toda  vez  que 
)a  dicha  sentencia  declara  los  tribunales  franceses  competen- 
tes para  conocer  de  una  contestación  entre  extranjeros  respecto 
á  un  contrato  que  debe  tener  su  ejecución  en  Inglaterra,  y 
que  hace  comparecer  al  demandado  ante  un  tribunal  que  no 
es  el  do  su  domicilio." 

¿Está  bien  fundada  esa  alegación?  No  debe  creerse  y 
he  aquí   sencillamente  por  qué. 

Según  el  Tribanal  de  Comercio  del  Sena :  '<  Se  establece 
en  los  debates   qne  Waters   está    domiciliado  en  París.''    La 
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Corte  (le  Apelación  se  limita  á  decir  que  '' Water s  es  comer 
ciaiite  de  París."  Esto  implica  evidentemente  en  el  pensa- 
miento de  la  Corte  de  Apelación  qae  si  Waters  en  su  calidad 
de  extranjero  no  puede  considerarte  en  toda  la  acepción  de  la 
palabra  domiciliado  en  París,  por  lo  menos  reside  en  61, 
Luego  el  artículo  59  del  Código  de  Piocedimiento  dice  ter- 
minantemente que  en  materia  perf^onal  el  demandado  deberá 
comparecer  ante  el  tribunal  de  su  domicilio  y  si  no  tiene 
domicilio  ante  el  de  su  residencia.  Si  esta  disposición  se 
aplica  en  materia  personal,  con  mucha  más  razón  debe  apli- 
carse en   materia  mercantil. 

Además,  si  Waters  tiene  compromiso,  como  lo  pretende 
Jowler,  lo  tiene  en  virtud  de  un  acto  de  su  comercio,  acto 
consumado  en  París.  Este  acto  es  un  cuasi-contrato  el  cual 
consiste  en  la  recepción  de  una  suma  que  se  le  remitió  para 
operación  determinada  que  no  se  verifícó,  de  tal  modo  que 
Waters  está  bajo  la  acción  que  los  jurisconsultos  romanos 
llamaban  con  ditio  ob  rem  dati  re  nonsecuta.  En  una  palabra 
Waters  debe  ser  visto  como  si  en  ejercicio  de  su  comercio 
hubiera  recibido  como  empréstito  de  Jowler  en  París,  lugar 
de  !a  residencia  de  aquel,  la  suma  de  que  se  trata.  Aquí 
aun  la  residencia  equivale  al  domicilio  en  cnanto  se  refiere 
al  lugar  en  donde  el  pago  debe  ser  efectuado:  las  deudas 
de  dinero,  salvo  conversión  contraria,  son  siempre  requerihles. 

He  aquí,  como  complemento,  el  texto  mismo  de  la  sen- 
tencia   relativa   al    asunto,    dictada    el   19    del   Diciembre    d*; 

1881. 

"  La   Corte : 

^<  Atendido  que  la  sentencia  atacada  hace  constar  eviden- 
teinenté  que  Waters  ejerce  en  París  un  negocio  de  banco  y 
cambio ;  que  Jowler,  que  habita  en  Inglaterra,  le  remitió  » 
París  la  suma  de  12.525  francos  para  ser  aplicada  á  la  sus- 
cripción de  acciones  de  una  compañía  que  estaba  entonces  en 
vía  de  formarse  en  Inglaterra;  Jowler  reclama  la  restitución 
do  dicha  suma,  en  virtud  de  que  ella  era  destituida  de  un 
fin   determinado    que  no   se    verifícó;    Atendido   que    resulta 
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de  los  hecboH  averiguados,  1®  qae  Witters  reside  eu  París  en 
donde  ejerce  el  comercio :  2*  que  es  en  París  que  él  debía 
pagar  la  suma  que  se  le  reclama.  Atendido  desde  luego,  que 
sea  conforme  á  los  términos  del  primer  parágrafo  del  artfcnlo 
59  del  Código  de  Procedimiento,  sea  conforme  á  los  térmi- 
nos del  artículo  420  in  fine  del  mismo  OódigOj  los  cuales  son 
aplicables  á  extranjeros  como  á  franceses,  el  Tribunal  del  Sena 
era  competente  para  conocer  de  la  acción  intentada  por 
Jowler  contra  Waters:  Desecha   la  apelación." 

mS^V^eilSo^B  Qniso  el  Gobierno  dejar  bien  establecido  el 
SW*S'?SItS5Í  principio  legal  ó  la  doctrina  jurídica  aplica 
ble  á  los  matrimonios  celebrados  en  Venezuela  por  extranjeros 
ante  los  Agentes  Diplomáticos  de  sus  respectivos  países  y  con- 
forme á  sus  peculiares  legislaciones,  en  cuanto  á  si  son  vá- 
lidos en  la  Bepública  y  surten  los  mismos  efectos  que  los 
contraídos  en  ella,  de  acuerdo  con  el  artículo  69  del  Código 
Civil,  para  que  pueda  precederse  á  la  celebración  del  matri- 
monio eclesiástico  tai  como  se  dispone  por  el  articulo  70  «leí 
mismo  Código.  En  consecuencia,  determinó  elegir  una  comí- 
8ión   compuesta  de  tres   abogados  respetables  que   informase: 

1**  Si  es  válido  y  produce  en  Venezuela  los  mismos  efec- 
tos que  el  matrimonio  celebrado  en  ella  con  arreglo  5  nuestra 
legislación  nacional,  el  que  contraigan  ciudadanos  extranjeros 
entre  sí  ó  con  venezolanos  ante  sus  respectivos  Agentes  Di- 
plomáticos y  conforme  á  la  legislación  del  país  á  que  ellos 
pertenezcan. 

2?  Si  vale  en  Venezuela  y  surte  los  mismos  efectos  que 
el  matrimonio  civil  contraído  en  ella  con  arreglo  á  nuestra 
legislación,  el  celebrado  en  su  casa  y  con  una  venezolana, 
por  un  Agente  Diplomático,  según  las  leyes  de  su  Nación, 
ante  un  funcionario  de  su  patria  á  quien  aquél  haya  dele- 
gado facultades  para  ello  en  el   caso  de  poder  hacerlo. 

Sirvió  de  motivo  á  este  paso  la  consideración  de  que 
hay  en  Venezuela  crecido  número  de  extranjeros  de  ambos 
sexos,  número  que  á  menudo  se  eleva  con  los  que  vienen  á 


i 


284  INTRODUCCIÓN 


cst>il)lecer86  temporal  ó  perpetuamente,  en  el  ejercicio  de  al- 
guna industria  ó  en  cualquier  clase  de  negocio ;  y  la  proba- 
bilidad de  que  ocurran  frecuentes  casos  de  matrimonios  hechos 
en  las  Legaciones  entre  extranjeros  de  ana  misma  ó  de  dis- 
tinta nacionalidad,  6  entre  ellos  y  venezolanos.  Prever  las 
difícnltades  y  evitarlas  con  una  resolución  oportuna,  pareció 
exigido  por  la  prudencia. 

En  30  de  Octubre  último  los  señores  comisionados  con- 
sultaron que,  á  su  juicio,  '^  en  general  es  válido  el  matrimonio 
celebrado  entre  extranjeros  de  una  misma  nacionalidad  ante 
su  respectivo  Agente  Diplomático  y  conforme  á  la  legislación 
del  país  á  que  pertenezcan ;  porque  tal  es  la  doctrina  co- 
rriente del  derecho  internacional  privado,  y  porque  así  se 
desprende  de  varias  disposiciones  de  nuestra  propia  legisla- 
ción, sin  que  obste  el  dicho  artículo  69,  que  no  ha  te- 
nido por  objeto  hacer  alteración  en  los  principios  de  aquel 
derecho  internacional.  En  tal  caso,  para  la  celebración  del 
matrimonio  eclesiástico,  bastaría,  en  nuestro  sentir,  que  se 
hiciese  insertar,  en  los  registros  del  estado  civil,  copia  autén- 
tica del  acta  matrimonial,  autorizada  por  el  respectivo  Agente 
Diplomático,  y  vertida  al  castellano,  si  no  estuviese  en  este 
idioma. 

'<  Mas  no  creemos  que  pueda  aceptarse  la  validez  de  aque- 
llos matrimonios  en  que  alguno  de  los  contrayentes  fuere  ve- 
nezolano; porque  faltando,  como  falta  entonces,  la  competencia 

en  el   Agente  Diplomático,  el  acto  es  radicalmente  nulo." 

^^  Sobre  el  segundo  punto,  es  nuestro  dictamen  no  poder 
aceptarse  semejante  matrimonio,  fundado  en  lo  mismo  que 
dejamos  expuesto  en  el  punto  anterior,  respecto  de  la  incom- 
petencia del  Agente  Diplomático.^' 

Se  pasó  el  asunto  al  Ministerio  de  Belaciones  Interiores, 
con  el  dictamen  de  los  abogados,  como  de  su  competencia. 
Qué  resolución  se  haya  tomado,  no  consta  aún  en  el  expe- 
diente. 

En  Italia  han   ocurrido  muchos  casos    de  matrimonios  de 
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cindadanos  de  los  Estados  Unidos  del  Norte,  y  á  la  Legacióu 
de  eUo»  en  Eoina  se  bau  pedido  frecuentemente  informes  en 
oaanto  á  los  requisitos  legales  de  esos  matrimonios  y  á  sus 
efeotos  en  los  derechos  do  propiedad  y  herencia.  El  Ministro 
Anglo*americano  ka  aconsejado  siempre  que  previamente  se 
dea  ios  pasos  necesarios  á  la  seguridad  de  los  bienes  conforme 
á  las  leyes  del  Estado  á  que  la  mojer  pertenece ;  que  se  efec- 
túe el  matrimonio  con  estricta  sujeción  á  las  disposiciones  del 
Código  Civil  de  Italia  5  y  que,  á  mayor  abundamiento,  asista 
á  la  ceremonia  un  empleado  consular  de  los  Estados  Unidos 
del  Norte  y  lo  certifique.  Difícil  ha  sido,  y  algunas  veces 
imposible,  seguir  puntualmente  las  indicaciones,  y  las  partes 
han  querido  más  bien  correr  el  riesgo  de  contraer  matrimonios 
ilegales,  que  sujetarse  á  lo  dispuesto  en  el  Código  italiano, 
contentándose  con  la  unión  celebrada  por  un  olérigo  americano 
6  no,  en  presencia  de  un  empleado  consular  de  los  Estados 
Unidos.  Suponía  el  Ministro  que  semejantes  matrimonios,  se- 
gaidoB  de  cohabitación,  serian  tenidos  por  válidos  en  los  tri- 
banales  de  justicia  de  los  Estados  americanos ;  mas  miraba 
como  enteramente  incierto  que  los  reconociesen  legales  los  jueces 
de  Italia.  Eminentes  juristas  italianos  le  hablan  dicho  que 
cualquier  matrimonio  válido  según  las  leyes  de  la  Nación  de 
la  parte,  sería*  también  allí  considerado  tal,  en  cuanto  concer- 
niese á  los  derechos  y  las  obligaoion«*s  de  la  misma.  El  Mi- 
nistro creía  que  esa  era  una  opinión  profesional,  no  apoyada 
en  ley  ni  sentencia,  y  que  ad<-más  no  abarcaba  todos  los  pun- 
tos. Le  parecía  deseable  que  se  proveyese  remedio,  y  el  mejor 
camino,,  estipular  un   tratado  que  previnierii  ios  inconvenientes. 

En  1873,  apenas  publicada  la  ley  de  matrimonió  civil,  el 
señor  Encargado  de  Negocios  de  Holanda,  al  mismo  tiempo 
de  aplaudirla  como  progreso  que  satisfacía  una  necesidad  ya 
argente,  significó  que,  pues  acababa  de  recibir  de  su  Gobierno 
la  facultad  de  registrar  los  actos  del  estado  civil,  los  subditos 
neerlandeses  aquí  residentes  tendrían  á  su  disposición  dos  me- 
dios de  hacci  ooii6tar  aquellos.  Pero  el  Ejecutivo  le  observó 
en  contestación  que,  según  el  artículo  10,  sólo  sería  válido  el 
matrimonio  celebrado  con  arreglo  á  sus  cánones,  y  el  único  que 
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produciría  efeotOH  legales  en   cuanto    á  las  personas  y  bienes 
(le  loa  contrayentes,  y  que  el  precepto  obligaba  así  á  los  ve- 
nezolanos  como    á   los    extranjeros  de  cualquier   otra  Ilación. 
De   modo  que,   si  el   Feüor  Biakel  presenciaba  matrimonios  en 
tre  holandeses  en  virtud  de  su  antorizazión^  produciendo  efectos 
en  los  Países  Bajos  y  sus  dominios,  aquí  no  tendrían  ninguno. 
En  vano  insistió  aquel  caballero  alegando  la  ley  de  su  patria 
que  declara  obligatorias  para  los  holandeses,  aun  cuando  re- 
sidan en  país  extraño,  las  leyes  concernientes  á  los  derechos, 
estado  y  capacidad  de  las  personas  ^  principio  en  cuyo  apoyo 
se  socorrió  de  la  autoridad   de  Wheaton.    Sin  desconocer  tal 
principio,  repetido  en  el  artículo  8?  del  Oódigo  Oivil  de  7ene 
nezuela,  el  Despacho  no   creyó  que  su  admisión    dispensara  á 
los  holandeses   de  cumplir  la  ley    de  que  se    trataba,  porque 
también  entre  ellos    ^<  el  derecho  civil  del  reino  es  uno  mismo 
para  los  extranjeros  que  para  los  neerlandeses,    en  tanto  que 
la  ley  no  haya  establecido  expresamente  lo   contrario.^    Y  se 
agregó  que  Wheaton,  al  enumerar  las  excepciones  de  la  regla, 
expresa  ser  una  ellas   la  preferencia  que  se  debe  á  la  lex  loci 
contractus.    Hablando    precisamente  del    matrimonio,  dice  que 
la  capacidad  personal  de  contraerlo,  como  el  consentimiento  de 
los  padres,  la  edad  etc.,  se  rige  generalmente    por  la  ley  del 
Estado  de  que  las  partes  son  subditos,  pero  las   formalidades 
del  matrimonio  se  rigen  siempre  por  la  ley  del  lugar  en,  que 
se  ha  celebrado  ^  y  que  el  matrimonio  válido  allí,  lo  es  en  todas 
partes,   á  menos  que  los  contrayentes  hayan  querido  eludir  las 
leyes  de  su  Nación.    Hubero  enseña  lo  propio.    Se  citó  tam- 
bién á  Oalvo,  el   cual  establece  que,  por  lo  mismo  que  el  es- 
tatuto personal  es  consecuencia  lógica  de  la  soberanía    de  un 
Estado,  no  puede  imponerse  á  otro  sin  que  este  deje  de  perder 
la  suya  5  y   en  otra  parte,  que  el  valor  legal  que  dentro  de  un 
Estado  pueden  tener  las  legislaciones  extranjeras,  depende  de 
su  consentimiento  expreso  ó  tácito;   de  donde    se  deduce  que, 
cuando  hay  en  él  un  precepto  especial,  significativo  de  su  vo- 
luntad, debe  prevalecer  sobre  los  extranjeros.    En  fin  se  invocó 
el   principio  que  hace  obligatorias  para  cuantos  se  hallan  den- 
tío  (le  los  límites  de  un  Estado,  aun  cuando  sólo  sea  tempo- 
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raímente,  las  leyes  de  oa»1a  potencia  relativas  d  las  peráooas 
y  cosas  sitnadas  en  sa  territorio ;  y  la  doctrina  del  Oanciller 
Kent  acerca  de  la  necesidad  de  qae,  en  materia  de  matrimonio, 
la  ley  del  domicilio  prevalezca  sobre  la  ley  de  la  Nación  del 
individuo,  y  la  ley  del  lagar  del  contrato  sobre  las  otras.  Has- 
ta aqaí  llegó  la  disensión,  qae  pnede  darse  por  terminada. 

Debe  tomarse  además  en  caenta  que  Yenezaela  no  impo- 
ne á  los  ciudadanos  ausentes  la  obligación  de  casarse  según 
los  preceptos  de  la  ley  patria,  admitiendo  la  validez  de  los 
matrimonios  celebrados  conforme  á  la  del  Ingar  del  contrato; 
y  rony  en  particular,  que  el  artículo  124  prevé  específicamente 
el  caso  de  unión  de  extranjeros  en  la  Eepública,  y  lo  incluye  en 
el  mandato  general,  con  añadidura  de  un  requisito. 

Cuando  sólo  se  conocía  entre  nosotros  el  matrimonio  ecle- 
siástico, era  concebible  la  repugnancia  de  los  adictos  á  otros 
cultos  á  someterse  á  él;  mas,  desde  que,  prescindiéndose  de 
la  parte  religiosa,  se  adoptó  un  sistema  uniforme  para  la  ce- 
lebración del  contrato  civil,  vino  á  tierra  el  obstáculo,  y  hoy 
no  existe  motivo  alguno  que  justifique  la  falta  ^le  cumplimien- 
to de  la  Ley. — (Memoria  de  Eelaciones  Exteriores  de  Vene- 
nezuela,  de  1880.) 

oaM  del  Encargado  Durautc  cl   auo  dc  1880,  sc  casó  CU    esta 

■Je     Negocios    de   Italia  .     j     •«        .     >i  • 

en  Caracas.  ciudad,  SI  bicu  cou    uua  scuora   venezolana, 

el  Honorable  señor  Enrico  St^lla,  Encargado  de  Negocios  de 
Italia,  ajustándose  á  los  preceptos  de  la  Ley  nacional  de  la 
materia. 

Caso  del  Eniíargado  Posteriormcute  hizo  otro  tanto  el  Honora- 

""  ""^^r^'J'"^'"  ble  señor  E.  van  Brayesel.  Encargado  de 
Negocios  de  Bélgica,  con  la  particularidad  de  ser  también  ex- 
tranjera como  él  su  esposa,  y  además  participante  de  los  pri- 
vilegios diplomáticos,  siendo  de  la  familia  del  Honorable  señor 
Marqués  de  Tallenay,  Encargado  de  Negocios  de  Francia. 

señiríto'^BJnoh.  NI  cs  dc  olvidarsc  el  caso  de  la  se&orita  Bunoh 
hija  del  Excelentísimo  señor  Ministro  Eesidente  de  S.  M.  B», 
á  quién  casó  su  padre  según  el  rito  anglicano  en  la  Legación 
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rencia  pneden  depender  de  la  validez  de  loB  matrimonios,  no 
será  demasiada  la  cautela  que  pongan  los  Cónsules  en  ase- 
gurarse, cuando  se  pida  su  presencia  en  un  matrimonio  pro- 
yectado, no  sólo  de  que  las  partes  pueden  casarse  legitima- 
mente,  según  las  leyes  del  país  donde  va  á  tener  efecto  la 
ceremonia,  sino  también  de  que  se  han  cumplido  todos  los 
requisitos  de  ley  necesarios  para  la  ralidéz  del  matrimonio. 
En  ningún  caso  debe  el  Gónsnl  tomar  sobre  sí  el  desempeño 
de  la  ceremonia,  á  no  autorizarlo  para  eso  las  leyes  del  país. 
La  ley  prevé  que  la  ceremonia  ha  de  ejecutarse  en  su  pre- 
sencia, mas  debe  ser  ella  conforme  á  las  leyes  locales.  Sin 
embargo  estas  consideraciones  no  se  aplican  á  países  orien- 
tales, como  China,  el  Japón,  Turquía,  etc.,  más  especialmente 
nombrados  y  referidos  en  el  estatuto.  Allí  el  Cónsul  sólo 
habrá  de  determinar  si  las  partea  tendrían  aptitud  para  ca- 
sarse á  residir    en  el  Distrito  de  Colombia." 

^"^cL^^  ^'*  "  Mr.  Oass,  Secretario  de  Estado,'^  dice  Law- 
rence,  ^^eu  una  instruccióu  de  12  de  noviembre  de  1860  á 
Mr.  Jay,  Ministro  eu  Berna,  afirma  que  no  existe  en  los  Es- 
tados Unidos  ni  ley  de  Estado  ni  ley  federal  que  confiera  sea 
á  Ministros,  sea  á  Cónsules,  autoridad  para  celebrar  matri- 
monios. 

<'En  lo  que  toca  á  los  Cónsules,  el  párrafo  31  del  acta 
del  Congreso  de  1860  no  tiene  por  objeto  sino  exigir  la  pre- 
sencia de  un  oficial  consular  en  la  celebración  del  matrimo- 
nio. Esa  es,  sin  ninguna  duda,  medida  llena  de  cordura,  no 
sólo  porque  es  por  sí  misma  una  garantía  contra  el  fraude, 
sino  porque  facilita  más  la  comprobación  auténtica  de  ese  ma- 
trimonio en  los  Estados  Unidos.  Pero  esa  medida  no  quita 
á  las  autoridades  locales  la  celebración  de  tal  matrimonio,  ni 
da  ningún  poder  al  empleado  consular  para  hacer  él  mismo  la 
ceremonia. 

<^  En  lo  que  toca  á  los  Ministros  en  país  extranjero,  la 
cuestión  es  algo    diferente,   atento  que,  discutiendo  el    poder 
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<le   elioH,   se  ha    m<uitení<lo  que    o.s    oonaecneucia   de)   derechol. , 
deextrateiritorialidüiJ.     Pero,  iniíiqui^  el  principio  según  el  cnil| 
un  Minisno  extianjero  está  exento   de   la  jurisdicción  del  ptb| 
en   que  ue  halla   acreilitudo,    proteje    hu   peréioua  y  su    domi-* 
ciliO)  yo   no    veo    en    qué   este    principio    lleve    consigo  la  ft-|' 
cultaíi  dtí  ejercer  autoridad,  cualquiera    que    «ea,    civil   ó  cri- 
mii.'al.     No  admito   que  una  ohli;;i!cióu    contraída    en    la  reri- 
deu'tia  del    Ministro  de  los   Esta<lo.s   Unií^os     en  París,  contn§' 
las  le.vert  francesas,  puebla   llegar   {l  ser  vá(i<ia  cuando  las  par 
tes  se  hallan  en  los  Estados  Unidos,     Por   lejos  que   ee  Uef^ 
este  principio  de  extraterritorialidad,  no  puede  extendeise  has 
conferir  á  un   Ministro   en  país  extranji^ro    una  autoridad  qQt' 
no  seii   necesariamente  inherente   á  su  posición    oñcial,   ó   qoo 
lio   le  Mea   «lolegada   por  alguna   ley  d«   su  propio   país.'' 

motrimúiíi'/eui'aií.^.  En   1857  se  casó    en    París,    dentro   de  lil 

casa    de    la    Legación    de    los   Estados  Unidos,  presen tándosoj 
como  cin»?:idaifO  de  ellos,  nn  natural  de   Nueva  Orle^ua,    pe»| 
bijo  de  padres  franceses  y  considi-ra^lo  en  Francia  como  súbdil 
con    Vi  Ti  a    iiíglesa,   á   presencia    del    Ministro   americano   y 
test/¿:rs.     Intentada  una  acción  de   nulidad  del    matrimonio 
el  Trihunal  del   Sena,   él   la  declaró  procedente, 

^'^^uL^lJ^Lilner"^         En   1868-1869  el  mismo  Tribunal,  tratán- 
dose de  nupcias  celebradas  entre  un  francés  y  una  amerioana 
en   la  misma  Legación  de  los  Estados  Unidos,    decidió  que  se 
reputaban  contraidas  en  país  extranjero,   y    debía  trascribirae 
el  acto  en  el  registro  pública  de   matrimonios,  como  se  pedia* 
Apelada  esta   sentencia,  la  Corte  Imperial    la   revocó  }    y   eon 
el  fundamento  de  que  el  esposo  no   podía  contraer   matrimo- 
nio sino  conforme   á  la  ley    de    Francia;    de  que   el    certifica- 
do del  acto  ejecutado  en    la  Legación   no  tenia  ningún   valor^ 
no  establecía   ningún    vínculo  ni  producía  efecto  entre  las  par 
tes   que  habían  á   él   concurrido  ;  y  de  que  la    ficción  del  dere- 
eUo  de  gentes  que  reputa  continuación  del  territorio  extranjero 
la   morada  de  los  Agentes  Diplomáticos,  sólo  tiene   por  objeto 
asegurar  la  inviolabilidad   de    su   persona    y    las  iumunidadea 


"t 
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rosa/tantcs  de  ese  prJn<!Ípio :    mandó    proceder    al    matrimonio 
por  ante  el  oficial  del  Estado  civil. 

^o^B  ▼áüdo  en  Prancu        Bü  otro  caso  de  la  sucewión  de  un  inglés  ca- 

.    «iBo  confonno 

«  la.  ley  fnincosa.        flttdo  con  ana  ffaucesa  en  la  Embajada  inglesa 

^^    B^arís,  el  Tribanal   del  Sena  falló,   en  16  de  Abril  de  18G9 

^^^^y  siendo  contraído  el  matrimonio  en  Francia,  para  ser  válido 

uel>i<5    haber    sido  celebrado    públicamente   ante  el  oficial   del 

Estticlo  civil  de  la  mujer. 

inguterra.***     Determinaciones  semejantes  «e  han  dado  ñor  tri- 

b^tiE^les  ingleses;  y  sa^.  recuerda  el  heciio  recientemente  acaecido 

^^    E^spaíia,  donde   las  autoridades   arrestaron  á  una   espionóla 

^^^      se  había  atrevido  d  casarse  y  vivir   maritalmente  cou  an 

^^6^<Ss,  habiéndose  hecho  el  mvitrimonio  en  el  Consulado  brirámco 

^^  Barcelona;  sin   que  la  Corte   de   Londres  pudiera  oponerse 

^^  procedimiento. 

Mflcxiitadcs  Por  líis  levcs  infflcsas   pueden  solemnizarHe 

*«  !•  ley  inglesa  en  .  .      '^  ^  ^  ^         .  .... 

ciertos  caeo8.  matrimonios    en    país   extraiíjero,  ü  bordo    de 

Dn  buque  de  guerra  estacionado    en  lugar  extraüjero.    por  un 
nÍDistro  de    la  iglesia  anglicana    ó   escocesa,    un    funcionario 
diplomático  ó  consular,  ó  el   oficial    Comíindante  de   la   nave, 
entre  subditos  británicos  ó  entre   partes  de    las  cuales   una   lo 
sea.    Mas  ha  habido  casos  en  que    se    ha    puesto  en  duda  la 
validez    de  dichas  uniones,    cuando   uno  de   los  contrayentes 
uo  era  subdito  británico,  por  no  reconocerlas  las  leyes  del  país 
donde  se  han  celebrado.    Eso  indujo  en  28  de  Febrero  de  1867 
á  decir  en  circular  á  los  Kepresentantes  diplomáticos  de  S.  M.  B. 
que,  oídos  los  abogados   de  la  corona,  se  había   resuelto    co- 
municarles  la  instrucción  de  informar  á  los  subditos  ingleses, 
á  fia    do    hacerles    comprender    bien    la   situación   en    que  se 
hallarían  en   tales  circunstancias,  que  un    matrimonio  así  con- 
traído no  es  necesariamente   válido  fuera  de  las  posesiones  de 
S.  M. 

de  Ky^^riS^lna.  Por  la  ley  de  1870  se  dispuso  en  la  Con- 

federación Germánica  que   el  Oiinciller   de    ella  pudiese  auto- 
rizar á  los  Enviados  diplomáticos    y  á   los  Cóii.sules    federales 
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para  asentar  las  aotas  de  matrimonio  de  subditos  de  la  Oon-- 
federación  j  poner  constancia  de  sns  nacimientos,  matrimonios 
y  defunciones.  Se  dice  qne  sucede  con  esta  ley  lo  mismo 
que  con  la  inglesa  ya  citada;  esto  es,  que  los  matrimonios 
contraídos,  aun  entre  ciudadanos  alemanes,  en  los  países  cris- 
tianos,  no  son  eficaces  sino  en  el  Imperio  Germánico,  á  menos 
que  se  hayan  seguido  las  formalidades  usadas  en  los  países 
donde  se  celebran. 

Se  han  aducido  estos  ejemplos  y  antecedentes  para  de- 
mostrar la  irregularidad  de  los  hechos  aquí  al  principio  men- 
cionados, con  la  notable  circunstancia  de  que  el  susodicho  Oón  • 
sul  no  sólo  hizo  un  matrimonio  entre  extranjeros,  sino  tam- 
bién procedió  á  disolverlo,  para  lo  cual  no  se  cree  que  en 
ningún  caso  tengan  autorización  ni  los  Agentes  Diplomáticos, 
cuanto  menos  los  consulares. 

'<  De  los  matrimonios  de  subditos  extranjeros  en  los  pala- 
cios de  los  Embajadores  del  país  extranjero  á  que  pertene- 
cen, no  hay,  que  yo  sepa,  reconocimiento  judicial  sobre  este 
punto ;  mas  la  opinión  generalmente  difundida  de  que  tale^» 
matrimonios  son  válidos,  hace  este  reconocimiento  no  may 
improbable  si  se  pusiera  en  tela  de  jaicio  la  cuestión  asi 
presentada.^ 

Pero  esto  sf^  escribe  en  un  asunto,  decidido  por  Sir 
William  Scott,  pu  que  se  trataba  de  los  matrimonios  de 
países  d^nde  no  podrían  celebrarse  conforme  á   una  ley  local. 

venczoiaiía.  Sin  hablar  de  otras  legislaciones,  la  reciente 

de  Venezuela,  artículo  121  del  Código  Oivil,  declara  que  el 
matrimonio  celebrado  en  país  extranjero  entre  venezolanos  ó 
entre  venezolanos  y  extranjeros,  con  las  formalidades  estable- 
cidas por  las  leyes  del  país  en  que  se  celebre,  ó  por  las  leyes 
venezolanas,  producirá  en  Venezuela  los  mismos  efectos  civiles 
que  si  se  hubiera  celebrado  en  territorio  venezolano. 

Lo  primero  es  dar  valor  al  matrimonio  arreglado  á  las 
leyes  locales^  subsidiariamente  se  atribuye  la  misma  fuerza  al 
matrimonio  hecho  conforme  á  las  leyes   de    Venezuela.    Mas 
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ello  presnpoDe  alguna  aatorízación  á  los  Agentes  Diplomáti- 
cos 6  Consulares  do  la  República,  para  saplír  las  veces  de 
los  Presidentes  de  los  Consejos  Municipales  acompafiados  del 
Secretario  de  ellos,  á  quienes  corresponde  entre  nosotros  esta 
facultad ;  así  como  para  lo  relativo  á  la  intervención  de  los 
Jueces  de  parroquia,  publicación   de  proclamas,  etc. 

Atenerse  á  la  ley  del  lugar,  Ux  loci  contraetus,  es  el  ca- 
mino más  ventajoso  por  todos  respectos.  Tal  principio  está 
incorporado  en  el  Código  Civil  de  Venezuela,  artículo  9^,  tiuan- 
do  establece  que  la  forma  extrínseca  de  los  actos  entre  vivos 
y  de  última  voluntad  se  rige  por  las  leyes  del  paír.  donde 
86  hacen;  aunque  añade  que  los  venezolanos  podrán  seguir 
las  disposiciones  de  las  leyes  venezolanas,  en  cuanto  á  la  mis- 
ma forma  extrínseca,  cuando  el  acto  sea  otorgado  ante  el  em- 
pleado competente  de  la  Bepública  en  e)  lugar  del  otorga- 
miento. Ya  hemos  visto  que,  en  punto  á  matrimonio«,  no  hay 
todavía  en  países  extranjeros  empleado  venezolano  competente 
para  autorizarlos;  y  aquella  extensión  de  la  máxima  sólo  es 
susceptible  de  aplicarse  á  las  protestas  y  declaraciones  á  que 
se  reñere  la  ley  vigente  sobre  consulados  y  agencias  comer- 
ciales. 

Sólo  el  matrimonio  co.        No  cabo  admitir  fucrza  en  matrimonios  aquí 

Ubradoeonformt  &  laley      _       _  _  .  _   _  _     _ 

Tenezolan»  produce efoe-      bcchOS    CU    LogaClOUeS  Ó  CoUSUladOS,  SIU   COU- 

"uc2.  ^^"  tradecir  abiertamente  el  artículo  69  de  dicho 
Código,  según  el  cual  ^^  sólo  el  matrimonio  que  se  celebre  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  este  título  será  válido  y  el  único 
que  producirá  efectos  legales  con  respecto  á  las  personas  y  bienes 
de  los  contrayentes  y  de  sus  descendientes ; "  sin  chocar  con  el 
artículo  5^,  que  extiende  la  autoridad  de  la  ley  á  todos  los 
habitantes  de  la  Bepública,  inclusos  los  extranjeros,  salvas  las 
limitaciones  generosas  contenidas  en  decreto  de  14  de  Febrero 
de  1873 ;  y,  lo  que  es  más,  sin  herir  de  frente  el  capítulo  4*, 
sección  7^  de  la  ley  de  esponsales  y  matrimonio,  que  de  un 
modo  especial  y  terminante  da  reglas  para  el  matrimonio  de 
los  extranjeros  en  Venezuela,  y  que  les  exije,  sobre  las  for- 
malidades comunes,  1&  comprobación  de  su  estado  de  soltería 
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ó  vindéz,  con  graves  penas,  caso  de  faltar  á  ia  verdad  ellos  6 

sns  testigos. 

No  hay  ningún  inconveniente  en  que  los  extranjeros  cum- 
plan, como  deben,  esas  disposiciones,  destinadas  exclusivamente 
para  ellos ;  porque  las  dificultades  religiosas,  que  han  sido  los 
principales  móviles  de  la  autorización  conferida  á  los  Agentes 
Diplomáticos  y  á  los  Consulares  para  intervenir  en  los  enlaces 
de  sus  conciudadanos,  como  se  expresa  en  las  leyes  respec- 
tivas, lian  desaparecido  desde  que  se  trata  de  la  unión  para- 
mente civil  á  que  se  contrae  la  lej  venezolana. 

inguaa.  Consta  quc  en  Inglaterra  las  leyes  no  se  han  ocu- 
pado en  los  matrimonios  de  ios  extranjeros ;  de  suerte  que  allí 
siguen  éstos  las  reglas  generales  aplicables  á  los  nativos ;  y 
es  de  notar  que  no  se  tienen  en  cuenta  las  leyes  particulares 
del  domicilio  de  las  partes  en  orden  de  su  capacidad. 

franela.  I^o  mismo  acoutcce  en  Francia.  Nada  dice  su 
legislación  relativamente  á  los  matrimonios  que  allí  se  con- 
traigan entre  extranjeros  ó  entre  franceses  y  extranjeros;  y  se 
entiende  que,  en  cuanto  á  la  forma,  dependen  de  las  leyes 
locales.  Sí  se  les  exige  el  consentimiento  de  sus  padres  ó  los 
actos  respetuosos  para  pedirlo  judicialmente  caso  de  negativa^ 
aunque  las  leyes  de  sus  propios  países  no  establezcan  esos 
reglamentos. 

itaua  ^^  Italia  el  extranjero  que  desea  contraer  matri- 

monio, debe  presentar  en  la  oficina  del  Estado  civil  una  declara- 
ción de  la  autoridad  competente  del  país  á  que  pertenece  y  con  la 
cual  pruebe  que,  según  la  ley  de  que  depende,  nada  se  opo- 
ne á  la  unión  proyectada.  Siendo  así,  no  pueden  parecer 
^sino  muy  fundadas  las  opiniones,  otra  vez  dichas,  del  Mi- 
nistro de  los  Estados  Unidos  en  Boma  que,  por  creer  sin  valor 
los  matrimonios  de  sus  compatriotas  hechos  en  Italia  con 
olvido  de  las  formalidades  allí  establecidas,  les  aconsejaba 
cumplirlas  estrictamente. 

pruSo.  También     en    Prusia  se    somete  á  los  extran- 

jeros deseosos  de  casarse,    á    la  condición  de  probar  con    do- 
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oamentos  auténticos  que  las  leyes  de  sa  patria  no  se  lo  im- 
piden. 

Boiia.  En    Rusia    les  es    pl3rmitido    unirse  con    suje- 

ción á  las  leyes  generalen  como  qaejéstas  no  ponen  diferen- 
cia entre  nativos  y  extraños,  en  la  materia  á  que  nos  con- 
traemos. 

Venezuela  también  requiere  de  sus  ciudadanos,  como  va 
observado,  que  al  desposarse  en  Nación  extranjera,  no  contra- 
rengan  de  ningún  modo  á  las  leyes  de  la  Eepública^  en 
el  concepto  de  que,  si  tal  hacen,  la  infracción  producirá  los 
mismos  efectos  que    si  se    hubiera   cometido    en  ella. 

Sin  duda  con  esto  ha  querido  darse  ^sanción  al  artfcalo  7? 
del  Oódigo,  por  el  cual  *'  las  leyes  concernientes  al  estado  j 
capacidad  de  las  personas  obligan  á  los  venezolanos,  aunque 
residan  ó  tengan  domicilio  en  país  extranjero;"  estado  y  ca- 
pacidad que  pertenecen  á  las  solemnidades  internas  de  los  actos 
tatre  vivos  y  de  última  voluntad,  mientras  que  su  forma  se 
tige  por  la  ley  del  lugar  donde    se  otorgan. 

El  primero  de  esos  principios,  ya  se  considere  en  el  do- 
minio del  derecho  de  gentes,  ya  en  el  de  la  legislación  inter- 
na, está  lejos  de  ser  absoluto.  En  el  primero  tiene  que  ce- 
der ei  estatuto  personal  á  la  fuerza  preponderante  de  las 
leyes  del  lugar,  desde  que  entre  él  y  ella  exista  la  menor  con  • 
tradicción,  porque  la  cortesía  de  las  gentes,  comitas  gentium, 
que  permite  la  aplicación  de  las  l6yes  extranjeras  faera  de  los 
limites  jurisdiccionales  del  legislador,  nunca  puede  llegar  á 
convertirse  en  detrimento  de  la  soberanía  del  Estado  á  que 
el  favor  se  debe.  La  más  notable  excepción,  y  que  practican 
todos  los  países,  consiste  en  naturalizar  extranjeros,  con  lo  cual 
se  rompen  los  vínculos  que  los  ligaban  á  su  patria  anterior 
y  se  sustituyen  con  otros  nuevos.  Por  el  segundo  aspecto, 
para  que  tengan  verdadero  valor  semejantes  disposiciones,  faerza 
es  que  vuelvan  los  ausentes  al  alcance  de  la  autoridad  á 
quien  toca  el  castigo  de  su  inobservancia  ;  como  que  nunca 
se  dan  efectos  extraterritoriales  á  las  condenaciones  en  materia 
criminal. 
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Sobre  lo  qae  precede  expuesto,  hay  no  pocos  motivos 
de  general  conveniencia  qae  reclaman,  en  negocio  tan  grave 
y  frecuente  como  es  el  de  matrimonios,  el  establecimiento  de 
una  regla  uniforme  cual  medio  de  prevenir  incertidnmbres, 
discordias,  litigios.  Por  ejemplo,  cuando  van  á  enlazarse  ex- 
tranjeros de  distintas  nacionalidades,  si  pueden  acudir  á  los 
Agentes  Diplomáticos  ó  Consulares  de  su  Kación,  no  se  sabe 
á  quienes  dar  la  preferencia,  si  á  los  del  cónyuge  6  á  los 
de  la  cónyuge.  De  aquí  probablemente  se  originarán  dis- 
putas, ya  sobre  la  fuerza  de  la  unión  misma,  ya  sobre  la 
influencia  en  los  bienes  de  los  esposos.  Mientras  que  los 
tribunales  de  una  potencia  han  declarado  írritos  matrimonios 
hechos  en  lo  exterior  de  un  modo  no  conforme  á  sus  leyes, 
los  de  la  otra  en  cuyo  territorio  se  habían  .  observado  las 
nacionales,  los  han  tenido  por  firmes  y  estables ;  de  suerte 
que    los   casados  aparecen   aquí  como  tales,  allí  no. 

Sin  salir  de  aquí,  encontramos  ano  de  estos  casos.  En 
un  lugar  de  la  Bepñblioa  se  casaron  dos  extranjeros  de  la 
misma  nacionalidad  ante  el  Cónsul  de  otra  diferente.  Años 
después  los  separó,  mas  con  la  reserva  de  no  poder  contraer 
ninguno  de  los  dos  nuevo  enlace.  Entonces  el  hombre  ya 
divorciado,  vivió  en  concubinato  con  una  segunda  mujer  de 
quien  tuvo  hijos.  Los  instituyó  herederos  por  tAístamento 
otorgado  ante  aquel  mismo  Cónsul.  Se  dice  que  le  han  so- 
brevivido parientes.  Parece  que  pueden  de  aquí  resultar  di- 
versas pretensiones  á  la  herencia,  en  coya  decisión  se  habrán 
examinado  y  resuelto  judicialmente  puntos  importantes  de 
derecho  internacional  privado. 

Loa  Agentes  Dipiomáti-        Otro   motivo     dc    cvitar    los     matrimouios 

001  j  Consulares  no  tie- 
nen facultad  para  decidir     hcchos  por  Ageutcs  Diplomáticos  ó  Consulares 

d«  la    anulación   <J    di-  c  o  c  •* 

Torcio.  es  que    estos  empleados,  aun  cuando  tengan 

autoridad  para  intervenir  en  los  enlaces,  carecen  de  ella 
para  decidir  de  las  controversias  sobre  su  anulación  ó  divorcio  ; 
de  modo  que,  cuando  tales  casos  ocurran,  no  hallarán  los  in- 
teresados partido  que    tomar. 

Pero  se  dice  que  el  matrimonio  valido   según  las  leyes  de 
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la  Nación  de  la  parte,  debe  también  considerarse  tal  en  los 
demás  £stados.  Pnede  concederse  sin  temor,  pero  es  con  la 
traba  de  qae  no  se  haya  contravenido  en  ningún  panto,  como 
qaeda  dicho,  á  las  leyes  de  esos  otros  Estados.  Y,  como  no 
resaltaría  acorde  con  las  de  Yenezaela  el  matrimonio  celebra- 
do en  sa  territorio  por  Agentes  Diplomáticos  ó  Gonsalares  de 
otra  Nación,  no  cabe  atribairle  consecnencias  legal  oh. 

autoii¿dk^tiSa pa^^  P»ra  conclair,  recordaré  algunos  pasajes  de 
^^^^b  cSí^^^^'  la  citada  opinión  del  Procurador  general  de 
los  Estados  Unidos,  señor  Oáleb  Oushing,  á  qaien  se  comuni 
có  ser  práctica  de  los  Cónsules  de  ellos,  hasta  cierto  punto, 
casar  á  sus  compatriotas  ó  no,  sin  observancia  de  las  leyes  del 
lugar  en  cuanto  al  matrimonio,  y  se  le  consultó  si  tales  ma- 
trimonios valían  en  aquella  Bepáblica,  ya  respecto  del  itatus 
de  las  partes  de  su  descendencia,  ya  respecto  de  los  derechos  de 
propiedad  dependientes  de  la  relación  matrimonial.  El  dicho 
jurisconsulto  respondió  en  4  de  Noviembre  de  1854;  que  esos 
empleados  no  t^uían  legítima  autoridad  para  solemnizar,  como 
tales,  matrimonios  en  países  comprendidos  en  la  esfera  del  de- 
recho público  iuternaeional  de  la  cristiandad ;  pero  sí  en  países 
no  cristianos,  donde  por  convención  ó  de  hecho  gozan  losciu* 
dadanos  de  los  Estados  Unidos  de  los  derechos  de  extraterrito- 
rialidad. 

Empieza  el  informe  por  mencionar  la  comunidad  que  exis- 
te entre  los  diversos  Estados  cristianos,  todos  soberanos  é  in- 
dependientes unos  de  otros,  pero  todos  unidos  por  la  correspon- 
dencia de  derechos  y  deberes. 

Trae  á  colación  que  la  regla  general  de  derecho  público 
entre  ellos  es  que  cada  uno  es  soberano  .en  sí  mismo  y  tiene 
jurisdicción  más  ó  menos  completa  sobre  todas  las  personas 
que  están,  cosas  que  suceden,  contratos  que  se  otorgan,  ó  ac- 
tos que  pasan,  dentro  de  su  propio  territorio. 

Explica  que  la  jurisdicción  es  más  ó  menos  completa^ 
porque,  á  pesar  de  lo  exclusivo  de  ella,  cada  Estado  cede  al 
otro  ciertos  derechos  recíprocos  dentro  de  sí  mismo,  que  á  ve- 
ces se  denominan,  con  el  término  de  derecho  civil,  servidambí* 
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del  derecho  de  gentea  :  ellas  uac^n  ó  de  coDTeuclÓD  expresa^ 
ó  de  aso  fand»do  eu  consentimiento.  Coa  de  ellas  es  el  efec- 
to qae,  eu  ciertos  casos,  an  Estado  concede  á  las  leyes  de 
otro  respecto  á  contratos  hechos  en  el  último,  y  los  recípro- 
cos derechos  otorgados  de  residencia  personal  ó  trato  mercan- 
til y  de  la  mntna  admisión  de  Ministros  y  Oónsnles ;  conce- 
siones que  modifican  la  integridad  de  la  soberanía  interna  de 
cada  ano. 

De  aquí  pasa  á  inferir  que,  en  disensiones  de  derecho  in- 
ternacional privado,  domina  la  comprensiva  distinción  entre  el 
estatuto  personal  ó  leyes  del  propio  domicilio,  el  estatuto  real, 
ó  las  leyes  que  son  independientes  de  la  persona,  y  que  re- 
gulan eu  un  país  extranjero  sus  actos  é  intereses  sin  tener  en 
cuenta  su  domicilio.  El  estatuto  personal  es  ambulante  y  sigue 
á  la  persona;  el  estatuto  real  se  limita  principaiment*  á  cosas, 
de   que  dispone  sólo  en  el  locus  rei  sitw^  6    territorio  dado. 

Afiade  que  en  la  jurisdicción  regular  de  cada  país  sobre  per-* 
sonas,  cosas  y  actos,  hay  ciertas  excepciones  absolutas,  según  el 
derecho  público  admitido.  Estos  son  loa  varios  casos  de  extraterri- 
torialidad ;  esto  es,  las  varias  condiciones  eu  que  un  individuo, 
aunque  esté  fuera,  se  halla  exento  de  la  jurisdicción  extraña, 
y  se  cree  que  permanece  todavía  dentro  del  territorio  y  juris- 
dicción  de  su  propia  patria. 

Enumera  luego  las  personas  que  disfrutan  el  privilegio,  á 
saber :  el  actual  Soberano  de  un  Estado  independiente,  su  per 
sona,  comitiva,  casa  y  muebles,  mientras  reside  ó  habita  pa- 
cíficamente en  país  extranjero;  un  ejército  extranjero,  ya  en 
paz,  ya  en  guerra;  un  buque  de  guerra  en  general,  y  á  veces 
un  buque  mercante,  en  un  puerto  extranjero,  y  unos  ú  otros 
eu  alta  mar,  en  todas  circunstancias.  En  todos  estos  casos, 
y  expresamente  en  el  de  Ministros  extranjeros,  el  privilegio  se 
extiende  tanto  á  la  casa  como  á  la  persona  de  ellos,  y  á 
ciertos  actos  legales  ejecutados  en  su  presencia. 

Afirma  que,  según  las  decisiones  judiciales  y  las  opiniones 
de  las  primeras  autoridades  modernas  en  el  continente,  los 
Gónsules  no  participan  de  los  privilegios  diplomáticos }  que  en 
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sas  negocios  personales  están  sometidos  á  los  tribunales  del 
lagar  y  á  los  mismos  medios  de  ejecnción  qne  loa  demás  ex- 
tranjeros; y  qne  no  pueden  pretender  la  misma  inviolabilidad 
personal  y  exención  de  jnrisdicoión  qne  el  derecho  de  gentes 
otorga'  á  los  Ministros  extranjeros. 

Asienta,  como  principio  general  de  los  Estados  Unidos 
qne  entre  personas  sui  jícris,  el  matrimonio  ba  de  determinarse 
por  la  ley  del  Ingar  dd  la  celebración.  Si  es  rálido  allí,  en 
tonces,  annqao  las  partes  sean  transeúntes,  y  el  natrimonio 
DO  en  forma  ó  sustancia  válido  según  la  ley  de  sn  domicilio, 
sin  embargo,  vale  donde  quiera :  con  algunas  excepciones,  quizáj 
de  cuestiones  de  incestos  y  poligamia.  Si  es  válido  donde  se 
celebró  lo  es  donde  quiera. 

jOomo  excepciones  de  esta  última  proposición,  presenta, 
1*  Sos  enlaces  celebrados  en  países  cuyas  leyes  imposibilitan  de 
coutraerios  legítimamente.  2°  Los  casos  en  que,  en  algunos 
país#a  extranjeros,  la  ley  local  reconoce  como  válido  nn  nía 
trimonio  contraído  según  la  ley  del  domicilio.  3*  Cuando  la 
lej  del  país  viaja  con  las  partes,  esto  es  en  la  contingencia 
de  sn  extraterritorialidad  personal,  lo  que  sucede  con  un  ejército 
y  sus  seguidores  que  invaden  un  país  extranjero  6  toman  po- 
sesión de  él ;  y  tal  vez,  con  un  ejército  de  tránsito  por  un 
Estado  amigo,  y  con  un  buque  de  guerra  en  los  puertos  de  la 
Nación. 

Saca  de  aquí  por  necesaria  consecuencia  qne,  salvo  en 
los  enumerados  casos  de  excepción,  un  matrimonio,  celebrado 
en  cierto  lugar,  ha  de  serlo  conforme  á  la  ley  del  lugar  y  por 
una  persona  á  quien  esas  leyes  designen,  á  no  poseer  la  per- 
sona por  la  cual,  ó  la  casa  donde  se  celebra,  los  privilegios 
de  extraterritorialidad. 

''Así  pnede  suceiler,"  continúa  escribiendo,  ''según  la  opinión 
de  Lord  Stowell,  que  la  presencia  de  un  Soberano  extranjero  que 
permanece  en  país  amigo,  ó  la  de  sn  Ministro  Plenipotenciario, 
ó  el  acto  de  nn  clérigo  en  la  capilla  ó  palacio  de  tal  Soberano 
6  de  sn  Embajador,  den  legalidad  á  matrimonio  entre  subditos 
suyos  ó  miembros  de  su  comitiva.^ 
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^'Mas  aún  tal  derecho  de  un  Soberano  extranjero  6  de  sn 
Embajador  para  celebrar  nn  matrimonio,  si  existe,  se  aplica 
sólo  á  sas  subditos,  paisanos  ó  comitiva.  Tales  personas  se 
casarían  según  la  ley  de  sn  domicilio,  ó  la  del  Soberano  ó  Em- 
bajador en  cnyo  servicio  están,  en  el  snpnesto  de  qae,  para 
todos  los  fines  áe  derecho,  sa  domicilio  va  con  ellas,  y  están 
todavía  en  casa,  y  por  el  pmnto  de  vUta  legal,  no  en  el  país 
extranjero  donde  se  celebra  efectivamente  el  matrimonio.  £1 
matrimonio,  celebrado  por  tal  Soberano  ó  au  Embajador  en  país 
extranjero,  entre  ciudadanos  de  ese  país,  ó  extranjeros  allí  re- 
sidentes ó  estantes,  no  derivaría  fuerza  de  él :  sería  nulo  y  Bin 
efecto,  á  no  legalizarlo  ;ia   ley  del  lugar." 

<'Es  aún  más  evidente  que  los  Cónsules  no  tienen  ni 
sombra  de  poder  para  celebrar  matrimonio  entre  extranjeros. 
Ki  pueden  hacerlo  entre  sus  propios  paisanos,  á  no  ^tar 
expresamente  autorizados  por  la  ley  de  su  patria;  porque, 
conforme  al  derecho  de  gentes,  no  tienen,  como  un  Embajador 
los  privilegios  de  extraterritorialidad." 

Pasa  á  ventilar  este  extremo  ampliamente  y  expresa  qae, 
aun  cuando  tal  matrimonio  entre  extranjeros  podría  adquirir 
validez  en  algunos  Estados  de  la  Unión,  como  matrimonio 
probado  por  fama  y  cohabitación  precedida  de  consentimiento^ 
según  la  antigua  regla  de  derecho  no  escrito,  el  certificado 
del  Oónsul  no  constituiría  el  matrimonio,  sino  serviría  cuando 
más  sólo  como  prueba  del  consentimiento;  y  que,  sin  embar- 
go, la  práctica  de  celebrar  tales  matrimonios  sería  tachable, 
porque  es  en  fraude  de  la  jurisdicción  local  y  contraria  á  los 
dictados  de  la  cortesía   internacional,  si  no  al  derecho  positivo. 

Por  último,  contrayéndose  el  consultor  á  Estados  no  cris- 
tianos, juzga  que  en  ellos  tienen  competencia  los  Agentes 
Diplomáticos  y  hasta  los  Gónsules  para  celebrar  matrimonios, 
según  la  ley  del  domicilio,  y  no  la  lex  locí^  porque  ya  en 
virtud  de  tratados,  ya  en  fuerza  de  la  costumbre,  loe  ciu- 
dadanos de  los  Estados  Unidos,  así  como  los  de  los  demás 
países  cultos,  se  hallan  exentos  de   la  jurisdicción  civil  y  cri- 
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minal  del  Soberano  del  lagar,  á  diferencia  de  lo  qne  acontece 
entre  los  pneblos  civilizados. 

Parece  pnes,  en  mérito  de  las  obserraciones  hechas^  que 
Di  es  dable  prescindir  de  la  obserTaneia  de  la  específica  ley 
de  1873,  ni  de  las  disposiciones  de  los  artículos  69  y  124 
del  Código  Givil,  antes  deben  sostenerse  como  las  más  arre- 
gladas á  la  naturaleza  de  la  autoridad,  las  que  más  se  avienen 
con  el  respeto  á  las  atribuciones  soberanas  de  la  Bepúblíca, 
las  qne,  por  su  uniformidad,  son  menos  susceptibles  de  abasos,  y 
las  qne  ofrecen  á  los  mismos  extranjeros  mayor  número  de 
ventajas  con  haber  removido  toda  clase  de  estorbos  á  sus 
aniones  legales. 

Lo  más  que  podría  hacerse  para  guardar  consecuencia, 
es  adoptar  la  legislación  francesa,  italiana  y  prusiana,  en 
cnanto  exigen  prueba  al  extranjero,  cuando  trata  de  casarse, 
de  que  lafi(  leyes  de  su  patria  no  se  lo  impiden;  así  como  el 
Oódigo  requiere  de  los  venezolanos  que,  al  desposarse  en 
otra  i^^ación,  ne  infrinjan  las  leyes  patrias.  (Memoria  de  Ee~ 
laciones  Exteriores  de   Venezuela,  de  1881). 

^^ílpafli^^"  Lo»    matrimonios    entre    extranjeros,    cele- 

brados ante  el  Gónsul  de  la  Nación  producen  en  España,  se- 
gún derecho  internacional,  igual  efecto  que  los  celebrados  ante 
la  autoridad  c  ompetente  del  país  á  que  pertenecen  los  cotitra- 
yentes. 

Para  los  casamientos  verificados  entre  español  y  extran- 
jera, si  estos  son  celebrados  ante  el  Gónsul  de  la  Nación  á 
que  pertenece  la  contrayente,  la  validez  del  acto  no  es  reco- 
necido  sino  en  tanto,  cnanto  las  leyes  en  virtud  de  las  cuales 
se  autoriza  el  acto  estén  conformes,  en  lo  esencial,  con  la  le- 
gislación española,  por  cuyo  motivo,  según  la  práctica  cons- 
tantemente seguida,  tales  actos  se  completan. y  formalizan  ante 
la  autoridad  competente  del  país  y  asi  causan  estado  civil 
perfecto.  Se  prescinde  ó  puede  prescindirse  de  esta  última 
formalidad  si  el  contrayente^  es  extranjero,  si  bien  lo  general 
es  ratificarlos  todos,    ante  el  Cónsul  de  la  Nación  de  la  parte 
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eytranjcFa  y  con  la»  formalMade»  exijíidaí^  por  las  leyes  vi- 
gentes sobre  la  materia  en  su  Kación,  si  el  Hcto  ha  sido  pri- 
mei amenté  celebrado  ante  las  autoridades  del  país,  ó  viceversa, 
si  ant^s  lo  ha  sido  ante  el  Cónsul  respectivo.  Y  de  este  modo 
se  obtiene  por  ambos  cónyuges  estado  civil  perfecto,  ya  per- 
manezcan en  España  ó  ya  en  la  Nación  del  contrayente  ex- 
tranjero, y  aun  cuando  fijen  la  residencia  en  un  tercer  país. 
Tal  es  por  lo  menos,  el  parecer  de  los  buenos   jurisconsultos. 

alvo.  <<  En  cuanto  á  los   matrimonios    contraidos    en 

Franc/a  entre  extranjeros  ó  bien  entre  francés  y  extranjero, 
ni  el  Código  Civil  ni  ninguna  otra  ley  contienen  disposiciones 
que  ieR  conciernan,  de  suerte  qw^  puede  decirse  que  la  validez 
de  esos  matrimonios  es  abandonada  á  los  principios  generales 
del  derecho:  para  su  validez  intrínseca  dependen  de  las  leyes 
del  paí^  del  cónyuge  extranjero,  que  es  regido  por  esas  leyes 
en  totlo  lo  que  toca  á  «a  eut^do  y  capacidad  personales,  por 
aplicación  del  principio  Statutum  persones  sequitur  personamy  y 
en  cuanto  á  la  forma  depen«ien  de  las  leyes  fi^ancesas  por 
aplicación  del  principio  locus  regit  aetuWj  así,  de  la  misma 
manera  que  el  francés  no  puede  fnóra  de  Francia  casarse  coa 
una  extranjera  ante  los  Agentes  Diplomáticos  y  Consulares 
franf.eses,  no  puede  tampoco  hacerlo  en  Francia  ante  los  Agen- 
tes Diplomáticos  y  Consulares  extranjeros:  la  celebración  de 
ese  matrimonio  debe  tener  lugar  con  arreglo  á  las  formalidades 
prescritas  por  la  ley  francesa,  que  es  entonces  la  l«y  del  lugar 
en  donde  el  acto  se  consuma.  De  modo  que  resulta  de  la 
diferencia  que  existe  entre  las  leyes  d«  la  Francia  y  las  de 
otros  países  que  el  francés  que  se  casa  oa  Francia  se  expone 
á  ver  anular  su  matrimonio  por  caus^  enunciadas  en  una 
ley  cuyas  disposiciones   ignora. 

Lo  mismo  suoede  c^n  •  los  extranjeros  que  se  casan  en 
Francia :  ellos  quedan  sometidos  á  las  leyes  de  su  país  de  origen^ 
que  rigen  su  estado  personal." 

La  mayor  parte  de  las  legií^laciones  extranjeras  han  adop- 
tado el  Código  Civil  francés  sea  como  texto  sea  como  modelo, 
pero  con  diferentes  modificaciones  según  los  países. 
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Sígaen  siete  páginas,  (hasta  la  195)  menoionando  todos 
epos  países  inclaslvamente  los  de  la  América  así  del  Norte 
como  del   Sor.    EstA  parte  es  interesantísima. 

Más  lejos,  (página  199  y  200),  y  hablando  de  las  difíonl- 
tades  ocasionadas  por  ia  cuestión  de  saber  ouál  es  la  legis- 
lación qoe  rige  los  bienes  de  un  matrimonio  celebrado  entre 
extranjeros,  y  la  sacesión,  se  expresa  de  esta  manera. 

"El  estatuto  matrimonial  se  determina  por  el  domicilio 
del  marido  en  el  momento  del  matrimonio.  Si  ese  domicilio 
es  múltiple,  es  pi-eciso  fijarse  en  aquel  en  donde  los  dos  es- 
posos establecieron  en  primor  lugar  su  morada  efectiva  des- 
pués del  matrimonio." 

"  Este  principio  sirve  de  base  á  la  jurisprudencia  francesa, 
la  cual  ha  decidido  en  varios  casos  que  al  extranjero  casado  en 
Francia  sin  contrato^  aun  con  una  extranjera  y  ante  el  Cónsul 
de  su  Nación,  debe,  á  falta  de  declaración  expresa,  prcRuraír- 
flele  como  bahiendo  adoptado  el  régimen  de  comunidad  legal, 
6i  en  la  época  de  su  matrimonio  se  liabía  fijado  en  Francia,  etc." 

Lo  expuesto  comprueba  que  e^te  país  inlmite  perfecta- 
mente como  válidos  los  matriroouios  celebrados  ante  Cónsules, 
pero  según  ciertas  oondiciones.  También  los  admite  siguiendo 
el  principio  de  la  reciprocidad. 

He  aquí  según  de  Clercget  de  Valiat  (Guia  de  Consulados, 
páginas  466  á  478)  cuál  es  la  competencia  de  los  Agentes 
franceses  en   el  extranjero  en  los  actos  de  matrimonios. 

^'  El  derecho  de  los  Agente^  Diplomáticos  y  Consulares, 
dice,  para  celebrar  el  matrimonio  de  los  franceses  estable- 
cidos en  sus  residencias,  dimana  de  la  competencia  absoluta 
que  les  confiere  el  artículo  18  del  Código  Civil  para  la  re- 
cepción de  todos    los  actos  del  estado  civil." 

<^  Cuando  los  contrayentes  son  ambos  franceses,  les  es  fa- 
cultativo casarse  ante  el  Agente  de  su  país  ó  conformemente 
á  los  usos  locales. — Si  por  el  contrario,  uno  de  ellos  es  ex- 
tranjero, el  Agente  francés  cesa  de  ser  competente  y  el  ma- 
>trimpnio  deberá    forzosamente    celebrarse    en  las    condiciones 
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previstas  por  el  artícalo  170  del  Código  Civil.  Con  mayor 
razóu  au  niatiimonio  contraído  entre  dos  extranjeros,  ante 
nn  Agente  francés,    sería  radicalmente   nulo. 

<<De  conformidad  con  el  artícalo  74  del  Código  Civil,  el 
matrimonio  debe  ser  celebrado  en  Francia  en  la  comuna  ó 
cantón  en  donde  nno  de  los  esposos  tiene  sn  domicilio.  La 
observación  de  esta  prescripción  es  absolnta  en  el  extranjero. 
Así  es  que  nn  Agente  francés  carece  de  calidad  para  casar 
franceses  de  los  cuales  uno  de  ellos  no  hubiese  establecido 
domicilio  en  su  distrito  desde  seis  meses  antes  por  lo  menos* 
El  acto  que  fuese  celebrado  sin  esas  condiciones  podría  ser 
atacado,  aún  por  los  mismos  esposos,  y  declarado  nulo.  Igual- 
mente sucede  cuando  se  falta  á  alguna  de  las  prescripciones 
establecidas  por  las  leyes  francesas  para  contraer  matrimonio, 
que  son ;  tener  la  edad  requerida,  haber  dado  su  consen- 
timiento cada  cónyuge,  no  encontrarse  ligado  por  un  matri- 
monio precedente  etc.  etc.''  (""  Quid  de  Oonmladoa  "  página  ya 
indicada  del  tomo  I ;  ^'  Derecho  Internacional  ^  por  don  Carlos 
Calvo,  tomo  11^  páginas  ya  indicadas), 

Al  quinto  punto  sobre  las  disposiciones  vigentes  en  este 
país  respecto  de  prerrogativas  Consulares,  expondré,  siguiendo 
siempre  la  respetable  opinión  de  los  autores  de  las  mencionadas 
obras,  lo  siguiente : 

La  Francia,  salvo  estipulación  contraria  en  los  tratados, 
atribuye  á  sus  Cónsules  y  reconoce  por  reciprocidad  á  los 
Agentes  extranjeros  un  carácter  público,  que  tiende  á  extender 
el  círculo  de  sus  inmunidades.  (Yer  el  anuario  diplomático 
y  Consular  de  1879,  páginas  189  á  200  j  y  el  de  1880,  páginas 
249  y  siguientes). 

Tratándose  de  ciudadanos  de  otra  Nación,  que  contraen 
matrimonio  ante  algunos  de  sus  Cónsules,  estos  matrimonios 
no  tienen  en  la  Gran  Bretaña  otra  validez  que  la  que  la  ley 
misma  del  país  de  los  contratantes  les  concede,  dado  que, 
domiciliados  en  territorio  británico,  recurran  alguna  vez  á  la 
protección  de  la  ley  inglesa,  en  punto  que  requiera  reconocimiento 
de  la  validez  de  su   matrimonio. 
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T  «*  

loci  aotiu.  I*or  lo  qae  hace  á  los  celebrados  eo  países  ex- 
tranjeros entre  subditos  britáuicos,  siéndolo  ambos  ó  uno  sólo 
de  ellos,  coando  no  son  solemnizados  por  el  Gónsal  británico, 
la  doctrina  es  qne  se  han  de  segair  las  leyes  del  país  en  que  se  ce- 
lebran, y  qne  todo  matrimonio  en  qne  se  han  llenado  las  formas 
requeridas  por  la  ¡ex  loci  actm^  es  perfectamente  válido  en  In- 
glaterra. Pero,  en  todos  los  casos,  es  indispensable  para  la 
validez  de  nn  matrimonio,  qae  la  ley  personal  de  cada  parte 
tenga  ó  haya  tenido  cnmplida  satisfacción,  en  cnanto  dice  re- 
lación á  sn  capacidad  para  contraerlo,  absoluta,  respecto  de  la 
edad,  ó  relativa,  por  lo  qne  hace  á  los  grados  prohibidos  de 
consangainidad   ó   afinidad. 

Pinon?p?ctro  Estados  Uuidos  de  Venezaela. — Estado  Bermú- 
dez. — Presidencia  Provisional. — Número  226.-^Barcelona  :  Oc- 
tubre 13  de  1881.-18°  y  23«.-.Oiudadano  Ministro  de  Rela- 
oiones  Exteriores. — El  ciudadano  Juez  de  1*  Instancia  del  2? 
Circuito  Judicial  de  la  ¿Sección  Barcelona,  dice  á  este  Des- 
pacho en  nota  fecba  5  del  presente,  número  136,  lo  que 
sigue : 

<<  Ciudadano  Presidente  Provisional  del  Estado. — El  sub- 
dito italiano  Pinoni  Pietro,  residente  en  esta  ciudad,  se  ha 
presentado  á  este  Juzgado  haciendo  la  manifestación  de  que 
desea  contraer  matrimonio  con  una  seüorita  venezolana ;  pero 
que  en  su  carácter  de  extranjero  tiene  que  dar  cumplimiento 
al  artículo  127  del  Código  Civil. — Este  Juzgado  cree  que  este 
asunto  debe  ser  del  resorte  del  ciudadano  Miuistro  de  Be- 
lacíones  Exteriores,  para  que  este  alto  Magiistrado  se  entienda 
á  su  vez  con  el  seiior  Agent^^  Diplomático  ó  Consular  de 
Italia  en  Venezuela,  y  pueda  vjhí  adquiíir  el  contrayente  Pinoni 
Pietro  el  documento  ó  certificación  que  necesita.  E^te  indi- 
viduo ha  hecho  presente  que  está  dispuesto  á  consignar  en 
este  Tribunal  el  gasto  que  ocasione  esta  diligencia,  para 
hacerla  llegar  á  su  destino. — Además  ha  dado  las  siguientes 
explicaciones  para  facilitar  el  despacho  de  su  asunto. — <*  Pi- 
noni Pietro,   hijo  legítimo  de  Pinoni  Giovanui  y  de   Pinferite 

TOMO  I  20 
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Grazia,  difuuta,  nataral  fie  Sau  Balsano,  Provincia  Gremona, 
Distrito  de  Jeresina,  Partido  de  San  Balaano  il  givino  7  Genajo 
1877.—  Vino  ó  arribó  á  Puerto  Cabello  el  10  de  Marzo  de 
1877,  proveniente  de  ■Marsella. — Tengo,  pues,  el  honor  de  diri- 
girrae  á  ü.,  para  que  como  digno  órgano  del  ciudadano  Mi- 
nistro dí^  Relaciones  Exteriores,  se  sirva  darle  traslado  de 
esta  nota,  con  el  fin  de  obtener  el  certificado  qne  solicita  el 
italiano  Pinoni  Pietro. — Dios  y  Federación. — Tomás  BengelP 

Y  tengo  el  honor  de  trascribirlo   á  U.  para  los   fines  qne 
juzgue  convenientes. — Dios  y  Federación. —  ¿intonio  Bíissian. 

^'üobieruo.^^^  Estados  Unidos  de  Venezuela. — Ministerio  de 
Kelaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Internacional  Pri- 
vado.— Caracas :  Noviembre  23  de  1881. — Señor  l^residente  del 
Estado  Bermúdez.— Señor: — Mientras  permanecen  en  el  país, 
los  exiranjeros  gozan  de  la  protección  depositada  en  los  tri- 
bunales en  cambio  del  deber  que  les  incumbe  de  respetar  las 
leyes  <iel  Estado  en  cuyo  territorio  entran.  El  Ejecutivo,  á 
nombre  de  la  Nación  de  que  es  Representante  para  con  las 
extranjera^!,  proteje  á  los  ciudadanos  residentes  en  ellas,  según 
la  norma  del  derecho  de  gentes,  contra  las  injusticias  de  que 
hayan  sido  víctimas.  Pero  tomar  parte  en  las  diligencias  que 
un  extraño  debe  cumplir  con  el  objeto  de  contraer  matrimonio, 
sería  convertirse  en  agente  suyo  j  lo  cual  no  tiene  ningún  apo- 
yo en  el  derecho  ni  en  la  práctica  de  los  Estados.  Por  otra 
parte,  conforme  al  artículo  127  del  Código  Civil,  toca  al  ex- 
tranjero que  trata  de  casarse,  comprobar  que  las  leyes  de  su 
patria  no  se  oponen  al  matrimonio  proyectado,  y  eso  ante  el 
respectivo  Juez  de  1*  Instancia.  El  Ministerio  de  Eelaciones 
Exteriores  no  tiene  ningún  papel  en  tales  asuntos. 

Lo  digo  á  ü.  de  orden  del  Presidente,  en  respuesta  á  su 
oficio  de  13  de  Octubre,  número  226. — Soy  de  U.  atento  ser- 
vidor. — Rafael  Seijas. 

n.^s''plliiL\^^^^^^  I  i  Cuál  es  el  régimen  matrimonial  aplicable  á 
™** mT De¿a¿geat.  ^^^'^  subdüos  ingUses  cuyo  matrimonio  ha  sido  cele-- 
hrado  en  la  Embajada  de  Inglaterra  en  París  sin  haber  sido  prece^ 
dido  ni  seguido  de  ningún  contrato  t 
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II  I  Por  qué  ley  debe  ser  regido  él  inmueble  francés  com- 
prado  por  una  mvjer  inglesa  en  el  curso  del  matrimonio,  y  cuá- 
les son  respecto  de  este  inmueble  los  derechos  respectivos  de  los 
esposo»  t 

Hechos.    Mr.  y  Mmo  A subditos  ingleses,  se  casaron 

eft  1880  en  la  Embajada  de  Inglaterra  en  París.  Ningún  con- 
trato de  matrimonio  x)recedió  á  esta  nnión.  El  domicilio  del 
marido  era  Inglaterra. 

El   mismo    año^  los  esposos  M vendieron    á  Mme* 

A por  el  precio  de  nn  millón  do  francos   an  inmueble   si- 

tnado  en  París,  según  acto  registrado  por  el  notario  X,  de 
dicha  ciudad. 

Mme.  A fae  representada  en    el  acto  por  M.  Z 

escribiente  del  notario  X  en  virtud  do  un  poder  otorgado  á 
aquel  por  Mme.  A../. -.ante  un  notario  ingles.  Este  po- 
der hacía  mención  de  la  autorización   dada   por  Mr.  A á 

su  mujer. 

El  dicho  inmueble  fue  comprado  con  dinero  do  préatauío, 
Más  tarde  un  empréstito  hecho  de  la  compaíiía  del  Crédit 
Foncier  sirvió  para  pagar  parte  do  los    primeros  prestamistas 

A  tiempo  de  ser  sustituidos  al  Crédit  Foncier  en  la  primera 
hipoteca,  un  abogado  inglés  en  París  presentó  un  certificado 
de  costumbre  (certificat  de  coutume)  declarando,  que  no  había 
habido  contrato  de  matrimonio,  que  el  inmueble  estaba  situado 
en  París,  y  que  desde  luego,  los  derechos  de  los  esposes 
respecto  á  dicho  inmueble,  debían  ser  determinados  por  la  ley 
francesa. 

Solución  I  11.  El  régimen  según  el  cual  deban  ser  tra- 
tados los  inmuebles  nacionales  pertenecientes  á  extranjeros,  ha 
sido  motivo  de  las  más  animadas  controversias  de  Derecho 
Internacional  Privado. 

Es  hasta  cierto  punto  el  campo  de  batalla  teórico,  en 
donde  se  encuentran  en  supremo  combate  los  realistas  y  los 
personalistas)    los    unos   sosteniendo    las  tradiciones  del     feo- 
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dalisnio  tan  latentes  aun  en  nuestros  Códigos,  someten  los 
derechos  per^tonales  á  la  soberanía  territorial,  fuente  de  todo 
poder  i  los  otros  ligándose  á  la  idea  moderna,  estiman  que 
los  bienes  de  cualquier  género  son  adquiridos  por  ella  y  deben 
estarle  siempre  sometidos,  trátese  ya  de  un  pedazo  de  tierra 
ó  de  la  totalidad  de  acciones  de  poderosa  compañía  indus- 
trial. 

La  lucha  está  empeñada  entre  el  suelo  que  hasta  ahora 
ha  absorbido  al  individuo,  y  éste,  que  busca  reconquis- 
tar su  independencia.  La  victoria  parece  pertenecer  aún  al 
mundo  antiguo;  pero  son  visibles  las  señales  de  una  próxi^ 
ma  derrota.  Alemania,  Italia,  Bélgica,  se  pronuncian  poco 
á    poco    por    la    personalidad    de    las    leyes,    sin     reconocer 

más  límites  que  el  del  interés  vsocial  y  político  de  cada  ÍTa- 
ción. 

Es  necesario  reconocer  que  Francia',  salvo  la  doctrina 
reciente  de  algunos  de  sus  Jurisconsultos,  ha  permanecido 
ligada  á  la  antigua  tradición  de  la  realidad  del  estatuto  in- 
mobiliario. Los  textos  imperativos  del  Oódigo  Civil  reprodu 
cen  la  regla  feudal,  sus  autores  se  inspiran  en  ella,  como 
puede  verse  en  los  trabajos  preparativos  y  notablemente  en  la 
exposición  de  motivos  de  Portalis.  Es  incontestable  que  ellos 
no  han  buscado  renovar  por  una  contemplación  filosóñca  del 
asunto  una  teoría  que  se  presentaba  con  la  autoridad  de  una 
existencia  varias  veces  secular,  y  sobre  la  cual  el  legista  feuílal 
Beaumanoir  establecía  ya  el  principio  en  el  siglo  Xlll  bajo 
esta  forma:  "Cada  barón  es  rey  en  su  baronía."  El  régimen 
dol  feudalismo  fue  abolido ;  pero  inconscientemente  aitastrados 
por  la  pretensión  de  un  fin  político,  los  legistas  modernos  se 
dejaron  embargar  por  la  antigua  concepción  de  los  derechos. 
El  siglo  XIX  se  encontró  estacionado  bajo  el  régimen  lo.gal 
del  siglo  XIII. 

De  ahí  el  segundo  párrafo  del  artículo  3"  del  Código  Civil. 
<<Los  inmuebles,  aunque  ellos  sean  poseídos  por  extranjeros,  serán 
regidos  por  las  leyes  francesas.''  Las  principales  consecuencias 
quo  se  derivan  de  este  texto  formal  son  las  siguientes  en  de- 
recho positivo. 
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1?  La  trasmisión  por  sncesión  y  la  partición  de  bienes  de 
nu  extranjero  muerto  en  Francia,  son  regidos  j)or  la  ley  fran- 
cesa,    sean  franceses  ó  extranjeros  los  herederos. 

2?  El  extranjero  paede  disponer  conforme  á  la  ley  francesa, 
de  los  inmuebles  que  posea  en  Francia,  aunque  ese  modo  de 
disponer  sea   extraño  á  su  ley  nacional. 

3?  La  parte  de  bienes  inmuebles  de  que  el  extranjero 
puede  disponer  libremente  está  determinada  por  la  ley  francesa. 

4?  Los  inmuebles  franceses  pertenecientes  á  extranjeros  por 
la  ley  francesa. 

5?  Los  inmuebles  franceses  no  pueden  ser  trasmitidos  de 
modo  no  reconocido  por  la  ley  francesa. 

6?  El  régimen  de  expropiación,  privado  ó  público,  es 
aplicable  á  los  inmuebles  extranjeros. 

Sin  embargo,  estas  reglas  se  refieren  directamente  á  los 
bienes;  no  es  tratándose  de  las  personas  que  ellas  los  tocan. 
Besulta  que,  considerados  en  sí  mismos,  los  estatutos  reales 
y  personales  son  independientes.  Sin  embargo  de  que  cada  uno 
de  ellos  puede  obrar  indirectamente  sobre  el  ejercicio  del  otro, 
no  conserva  menos  un  dominio  que  le  pertenece  en  propied%d. 
Así,  pues,  el  Estado  real  llama  á  heredar  tales  ó  cuales  ca- 
tegorías de  personas }  pero  es  al  estatuto  personal  que  es  ne- 
cesario recurrir  para  saber  qué  personas  revisten  esas  facultades 
de  manera  regular  y  se  encuentran  dotadas  de  la  capacidad 
personal  necesaria  para  usufructuar.  Ejemplo:  El  hijo  de  un 
extranjero  puede  pretender,  aunque  haya  sido  regularmente 
desheredado  conforme  á  la  ley  nacional  de  su  padre,  su  reserva 
legal  sobre  un  inmueble  francés  dependiente  de  la  sucesión 
paternal ;  pero  la  cuestión  de  saber  si  era  hijo  legítimo  de  su 
padre  será  resuelta  por  el  estatuto  extranjero. 

Un  extranjero  no  puede  disponer  de  un  inmueble  francés 
de  manera  extraña  á  la  ley  francesa  ;  pero  la  cuestión  de  sabré 
antes  si  él  estaba  en  capacidad  legal  para  adquirir  el  dicho 
inmueble,  es  determinada  por  su  ley  nacional.    Es  esta  la  opi- 
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díóu  de  los  tribuuales,  así  eu   los  países  regidos  por    nuestro 
Gódigo,  como  eu   los  que  no  lo  conocen. 

Un  austríaco,  de  23  años  de  edad  contrajo  un  compromiso 
referente  á  bienes  inmuebles  situados  en  Polonia,  país  en  el 
cual,  según  su  legislación,  aquel  sería  mayor.  El  Senado  de 
Yarsovia  (1873)  decide,  por  reforma  de  las  decisiones  del  pri- 
mero y  segundo  grado,  que  '<  siendo  un  estatuto  personal  la 
facultad  de  contraer  compromisos,  debe  ser  regido  según  la^ 
leyes  del  país  del  contrayente  y  que  en  consecuencia,  el  com- 
promiso del  propietario  de  bienes  de  que  se  trata  era  nulo  en 
razón  de  su  minoridad." 

Menores  austríacos  fueron  naturalizados  extranjeros.  La 
Corte  Suprema  de  Austria  decide  que  los  tribunales  anstriacon 
no  son  competentes  para  autorizar  la  enagenaclón  de  inmuebles 
austríacos  pertenecientes  á  dichos  menores  (21  de  Diciembre) 
de  1876). 

Menores  prusianos  poseen  inmuebles  en  Bélgica.  £1  tri- 
bunal de  Yerbins  no  autoriza  la  venta  sino  después  de  una 
deliberación  del  consejo  de  familia  de  dichos  menores,  presidido 
por  el  Juez  de  Paz  de  Juliers  (Prusia).  Los  artículos  é57  y 
458  del  Código  Civil,  á  la  vez  que  conciernen  al  estado  de 
minoridad,  los  poderes  del  tutor  y  el  consejo  de  los  parientes, 
tienen  su  faente  en  el  estatuto  personal. 

Una  venta  de  inmuebles  situados  en  Bélgica  y  pertene- 
cientes á  holandeses  se  efectúa  eu  época  en  que  los  propietarios 
eran  mayores  según  la  ley  holandesa.  Esta  venta,  por  apli- 
cación de  la  ley  personal  de  menores  (Corte  de  Lieja  31  dí^ 
Diciembre  de  1879)   es  declarada  nula. 

En  el  caso  principal  de  este  escrito,  el  inmueble  pertenece 
de  todos  modos  á  extraujeros,  sea  que  figure  á  nombre  del 
marido,  de  la  mujer  ó  de  ambos,  desde  luego  que  está  sometido 
á  la  letra  del  parágrafo  2*»  del  Código  Civil;  es  decir,  que 
no  puede  ser  legado  por  sucesión,  ni  trasmitido  entre  vivos,  de 
modo  no  reconocido  por  la  ley  francesa. 

Pero  los  objetos,  aun  inmobiliarios,  no  pueden  ser  mirado»^ 
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bajo  el  panto  de  vista  jarídioo,  hecha  abstraccióu  de  las  per- 
sonas que  los  poseen.  Lo  qae  tenemos  qae  basar  desde  laego, 
es  el  verdadero  propietario  y  en  consecaenoia  la  facultad  per- 
teneciente á  los  esposos  en  el  estado  del  matrimonio  contraí- 
do por  ellos. 

Se  8abe  que  esta  facultad  de  las  personas,  aun  en  loe  casos 
de  derecho  en  que  ellos  se  encuentren  comprometidos  respecto 
á  inmuebles  franceses,  es  determinada  por  la  ley  de  sus  res- 
pectivos países.  La  Corte  de  París  ha  llegado  ya  á  decidir  que 
la  validez  de  una  donación  de  inmuebles  situados  en  Francia, 
hecha  por  un  español  á  otro  español,  debía  ser  apreciada,  no 
según  la  ley  francesa,  sino  según  la  ley  nacional  del  donador, 
es  decir,  la  española  (París  12  de  Mayo  de  1881).  La  ape- 
lación de  esta  sentencia  fue  admitida  por  la  sala  de  reclama- 
ciones de  la  Oorte  Suprema  y  la  cuestión  pasada  el  28  de  Junio 
de  1882  al  examen  de  la  Cámara  civil. 

Mr.  y  Mme.  A  •  ^ . .  residían  en  Francia  al  momento  de  su 
matrimonio;  pero  lo  celebraron  en  la  Embajada  de  Inglaterra 
en  París;  ellos  escojieron  deliberadamente  para  esta  ceremo- 
nia una  partícula  del  territorio  que,  por  una  convención  di- 
plomática, es  considerada  como  una  continuación  del  territo- 
rio británico.  Además,  el  marido,  en  esta  época,  como  des- 
pués, tenía  su  domicilio  en  Inglaterra.  La  voluntad  de  los 
esposos  de  reatarse  á  la  patria  del  marido  es  evidente.  No 
habiendo  precedido  ni  seguido  á  esta  unión  ningún  contrato 
matrimonial,  Mr.  y  Mme.  A se  encuentran  bnjo  el  estatu- 
to matrimonial  que,  según  la  ley  inglesa,  corresponde  á  sus 
nacionales  que  se  casan  sin  convención.  No  hay  en  este  caso 
ni  siquiera  contradicción  entre  la  ley  nacional  y  la  del  domi- 
cilio matrimonial;  las  dos  leyes  se  confunden  en  una:  la  ley 
inglesa.  Es  pues  á  esta  que  es  necesario  recurrir  para  apre- 
ciar  la  facultad   de  Mme.  A para  adquiriré  recibir  con 

6  sin   la  autorización  de  su  marido. 

La  jurisprudencia  inglesa  y  francesa  están  de  acuerdo  en 
la  admisión  de  esa  regla. 

j  Puede  una  mujer  inglesa  comprar,  bajo  el   régimen   del 
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derecho  comúu  iuglés,  nu  inmueble  para  su  aso  personal  (se- 
párate  usej  con  el  concurso  de  su  marido  ?  Hecha  esa  adquisi- 
ción, debe  ser  ella  considerada  como  el  verdadero  propietario  t 
Esta  propiedad,  por  el  contrario,  como  todas  las  que  no  8on 
protegidas  por  un  settlement  especial  y  una  constitución  de  trust. 
no  está  encomendada  en  el  patrimonio  del  marido,  sola  persona 
jurídica  bajo  el  régimen  ordinario  del  common  lato  t 

Loa  principios  del  common  lato  se  oponen  á  que  el  inmue- 
ble en  cuestión  pueda  ser  considerado  como  propiedad  par- 
ticular de  Mme.  A....  In  thc  view  of  common  íati?,  dice  J.  V, 
Smith  en  su  Manual  of  common  lato,  fhe  wifs  has  no  sepárate 
existence;  she  and  hcr  husband  are  in  law  but  oneperson. 

El  solo  resultado  jurídico  que  existe  en  la  adquisición  de 
1880  es  que  Mme.  A....  ha  comprado  válidamente  por  cuenta 
de  su  marido,  pues  ella  procedió  en  virtud  de  un  poder  regu- 
lar de  él. 

Pero  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  inglés  Mr.  A 

es  único  propietario  del  inmueble  j  en  consecuencia  tiene  la 
libre  j  exclusiva  administración  de  él  del  que  puede  disponer 
sin  el  concurso  de  su  mujer. 

¿Echa  por  tierra  esa  resolución  jurídica  el  artículo  5^  del 
Código  Civil  francés  que  somete  los  inmuebles  aunque  ellos 
sean  poseídos  por  extranjeros,  á  nuestra  legislación  T  Debe  pen- 
sarse que  nó.  El  carácter  de  extranjeros  poseedores  de  po- 
deres del  territorio  francés  continúa  siendo  regido  por  la  ley 
nacional  de  ellos ;  la  aplicación  j  los  efectos  de  esta  ley  no 
dejan  de  subsistir,  mientras  no  vengan  á  entorpecer  alguna 
disposición  de  la  ley  francesa,  relativa  á  la  constitución  de  la 
familia,  al  orden  de  sucesión   ó  cargos  que  gravan  el    suelo. 

Pero  nada  conculca  en  el  régimen  legal  que,    según   la  ley 

inglesa  pertenece  á  los  esposos  A ninguno   de  los  principios 

fundamentales  de  la  organización  de  la  familia  ni  de  la  propiedad 
de  la  legislación  francesa.  Es  fácil  maquinar  un  estado  de  co- 
sas en  que  una  francesa  se  encontrase  en  condición  jurídica 
análoga  á  lá  de  Mme.  A Supongamos,  al  efecto,  que  los  es- 
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posos  A.... son  franceses  en  Tez  de  ser  ingle&es,  y  qne  se 
hubieran  casado  en  Francia  sin  mediar  contrato.  En  este  caso 
el  régimen  de  ellos  habría  sido  el  de  la  comunidad  (artículo  1.393 
y  1.400  del  Código  Oivil. )  Por  este  régimen  Mme.  A hu- 
biera podido  comprar  con  autorización  de  su  marido,  el  inmue- 
ble de  París;  pero  esta  adquisición,  que  no  se  efectuaba  con 
dinero  proveniente  de  un  inmueble  propio  de  la  mujer,  no 
habría  sido  hecha  por  su  cuenta,  sino  por  la  del  marido  ó 
déla  comunidad.  En  las  dos  hipótesis  Mr.  A.... hubiera  te- 
nido la  libre  administración,  hubiera  podido,  solo,  sin  ef  con- 
curso de  su  mujer,  vender,  cambiar  ó  hipotecar  (artículo  1.421 
del  Código  Oivil. ) 

El  artículo  3  del  Código  Civil  no  se  opone  pues,  á  que  la 
ley  inglesa  despliegue  sus  efectos  en  Francia,  en  lo  que  con- 
cierne á  la  capacidad  respectiva  de  los  esposos  A ,pues  el 

resultado  á  que  ella  conduce  es  precisamente  el  mismo  á  que 
conduciría  la  ley  francesa  si  dichos  esposos  hubieran  sido  de 
nuestra  nacionalidad. 

Es  pues,  necesario  concluir :  1"  que  el  inmueble  en  cues- 
tión pertenece  exclusivamente  á  Mme.  A ;  2®  que  Mr.  A.... 

puede  venderlo  ó  hipotecarlo  sin  el  concurso  de  su  mujer;  3? 
que  Mme.  A no  puede  disponer  de  este  inmueble  ni  admi- 
nistrarlo, sin  concurso  de  su  marido.  (Libro  Amarillo  de  Ye- 
nezuela,  1882.) 

KaeioiMUdad.  Eu   la  Mcmoria  de  1880,  dice  la   Cancillería 

venezolana : 

En  ocasión  en  que  se  trata  de  mejorar  las  instituciones 
para  impedir  abusos,  no  parece  ageno  del  propósito  hacer  me- 
moria de  lo  observado  precedentemente  en  punto  á  naciona- 
lidad ;  materia  de  importancia  y  susceptible  de  engaños.  No 
^8  maravilla  que  sucedan  aquf,  cuando  en  otras  grandes  y 
antiguas  Naciones,  se  ven  é,  menudo  individuos  que,  por  sus- 
traerse del  cumplimiento  de  sus  deberes,  se  naturalizan  en 
otro  país  sin  ánimo  de  permanecer  en  él,  y  por  volver  al 
de  su  nacimiento  con  el  carácter  y  privilegios  de  extranjeros. 
Con  ciertos  países  han  celebrado  los  Estados  Unidos  del 
Norte  convenios  en    que    las    partes    reconocen    mutuamente 
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los    efectos  de  Ja  uaturalización  de  bus  ciadadanos ;  mas   s  ^sjq 
por  cierto  plazo  cuando    legresau  al  lugar  de  su  origen,    ^^^y 
Estados  que  no  han  entrado    todaTÍa  en   este  camino. 

Se    conserva  en   las    legislaciones  la  costumbre    de   tener 
por    raíz  de  la  ciudadanía  simultáneamente   el  lugar  de  la  ve- 
nida   al  mundo  y   la   procedencia.    Por  el    contrario,    la  Cooa 
titución  de   Venezuela,    consecuente  con  el    primer    principio, 
al  paso  que    declara  venezolanos  á  los    oriundos  de  su  terri- 
torio, sin  atender  á  la   naturaleza  de  8us  padres,   no  atribaye 
la   misma  calidad  á  los  hijos  de  sus  ciudadanos  nacidos  eu  otra 
parte   sino  con   dos  condicionen  :   1?  que  vengan  á  este   saelOy 
y   2*  que    manifiesten   su  voluntad  favorable.    Y  como   la  ley 
de  13    de  Junio  de  1865  exije  para  la    naturalización  de  cual- 
quier extranjero  estos   mismos   requisitos,    con  sólo  la   adicióD*  • 
de  la  promesa    de  fidelidad  á   la  Goustltucióu  y   leyes    de  lti^:,< 
Eepública,  se  deduce   que  el    legislador  coloca  en  la    categoría» 
de    extranjeros  á    los    hijos   de   venezolanos  nacidos    en    otr9 
parte. 

A  lo  más  á  que  se  han  extendido  otras  iN'aciones,  como 
Alemania,  Inglaterra,  España,  los  Estados  Unidos  del  Norte, 
es  á  consentir  que  los  nacidos  do  subditos  de  ellos  en  país 
extranjero,  que  los  hace  suyos  jure  soliy  mientras  en  él  X)er- 
mauecen,  sean  considerados  como  tales ;  pero  los  recobran  par» 
sí  desde  que  van  á  otra  parte,  ó  á  la  patria  de  sus  pro- 
.  genitores.  Con  tal  política  se  aspira  sólo  á  aumentar  en  qu 
Estado   el  número  de  sus  hijos. 

de  ^e'^entini.  Ocurr ió  aquí  un  caso  de  esta  especie  coa  el 
señor  Federico  Vicentini,  natural  de  Ciudad  Bolívar  y  d© 
padre  italiano.  Habiendo  ido  á  Italia,  no  con  el  objeto  de 
quedarse  allí,  sino  el  de  viajar  temporalmente,  se  le  intimó 
que  se  alistase  como  soldado.  Inútil  fue  que  invocara  su 
nacionalidad  venezolana.  Así  las  autoridades  de  policía  como 
las  del  orden  judicial  y  político  han  coincidido  eu  el  concepto 
de  que  es  italiano,  y  por  lo  mismo  desestimado  sus  peti- 
ciones. Con  tales  fundamentos  ha  elevado  á  este  Ministerio 
algunas  representaciones    dirigidas  á  conseguir    el   apoyo    del 
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Gobierno  de  la  Eepública,  que  es    el  de  sus   simpatías  y  pre- 
^Hecctón,  en  el   empeño  deque  haga  considerar  y  respetar  las 
disposiciones  de    la  ley   primordial,  de  modo  que  por  parte   de 
Italia  no  se  le  cause  ninguna  molestia  ni  se    entorpezcan    sus 
JQovimientos.    El  Ejecutivo  resolvió    que    le    tocaba    proteger 
Al  señor  Yicentini,  durante   la    permanencia  de  él   aquí  ó  en 
otro  país   que  no  fuera   el  de  sus  ascendientes  ;  pero  que  rc9 
P^to  de  Italia  mediaba    la  dificultad    de    existir  allí  una  le- 
¿f'ftlación   contraria.    Sin  embargo,  se   acordó  poner    por    obra 
IftS   diligencias  conducentes    al   logro    del    reclamo  del     señor 
Tioentini ;  y  que,  caso    de   mal    éxito    en  razón   de  la    pugn» 
¿^  las  leyes  respectivas,    entonces   se    propusiera  la    negocia- 
ron de  un  convenio  pomo    los  mencionados  de  la  gran    Ee- 
Pfiblica   del  Norte,    pero  en    que  también    se     confírmase    el 
derecho    de  imponer  la  ciudadanía  al   oriundo  del    suelo,    por 
fliás   que  sus  padres  continuasen  extranjeros. 

«^rte?'i2'*^reteM?dí¡  ^ov  combatir  la  pretensión  de  la  perpetua 
•'^fi^iilir^^^'^''  é  irrevocable  fídelidad,  los  Estados  Uni- 
dos del  Norte  declararon  mediante  ley,  en  1868,  que,  pueH 
en  el  reconocimiento  del  opuesto  principio  se  hablan  fundado 
ellos  para  otorgar  los  derechos  de  ciudadanos  á  emigrados  de 
todas  las  Naciones,  y  convenía  al  mantenimiento  de  la  paz 
pública  rechazar  pronta  y  definitivamente  aquella  idea,  era  in- 
compatible  con  los  principios  fundamentales  de  la  Eepública 
cualquier  *  declaración,  opinión,  ordenó  resolución  de  cualquier 
empleado  de  los  Estados  (luidos  que  negase,  restringiese,  amen- 
gaase  ó  cuestionase  el  derecho  de  expatriación.  Por  su  parte, 
ellos  también  miran  como  ciudadanos  á  todos  los  nacido»  en 
sa  fiuelo  y  no  sometidos  á  potencia  extranjera  ;  y  lo  mismo. 
6  l08  procreados  fuera  de  sus  límites  y  jurisdicción,  mas  con 
la  traba  de  que  los  derechos  de  ciudadanía  no  se  trasmitan 
á  niños  cuyos  padres  nunca  residieron  en  los  Estados  Unidos. 

de^TiiSSgraSoa.  La  Memoria  de  Eelaciones  Exteriores  de  1881, 
continúa  tratando  la  importante  cuestión  nacionalidad  como 
86  verá  en    seguida. 

Tiene    la   Eepública    establecido  por  su  Constitución  que 
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sou   venezolanos   los  oriundos  de   su    Hiielo,  sea  coal    fuere  J^ 
uacioiíalidad  de  sus    padres  ;  y    por   la   ley  de  inmigración  vi 
g(-iite,   de  1855,  y    la  resolución  ejecutiva  de  1865,  que  igoal- 
mente  son   venezoIanoM  cuantos   han  venido  al   país  ó  viniereD 
en   calidad  de  inmigrados    y  sus  hijos  menores  al  tiempo  de^ 
su  llegada,   si  han  recibido  los  beneficios  de  las   leyes  de  in- 
migración. 

^"*ágSi^rM^°^^°      Qae   asiste  á  la  líacióu  derecho  de  obrar  d© 
esta  suerte,  no  lo    pondrá  en  duda  qaien  traiga    á  la  codu  • 
deración  uno  de  los  principios  esenciales  de  los  Estados,  á  saber  : 
el  que  les  da  sobre  el  país  que  ocupan,  1?,  el  dominio  en  vir* 
tud    del    cual  pueden  usar   de  él  para  sí   solos,  disponer  dti 
mismo  y  sacar  toda  la  utilidad   de  que  sea  capaz :  j  2*.,.  el. 
imperio^  6  el  derecho  del    mando    soberano,  por    el  caal  fv^ 
denan  y  disponen  á   su  voluntad  cuanto  pasa    en  el  país»   Ja, 
primero    dice  relación    á    la  propiedad,  lo  segundo  á  las    péi- 
fiouas.    Lo  uno  es  secuela   y  complemento  de  lo  otro.    PriTiír, 
de  este  derecho  á  una    Kación  ó  limitarle  su  ejercicio,    serla' ' 
imposibilitarle    el   cumplimiento  de  su  deber   de    conseryarséi 
defenderse  y    perfeccionarse.    Las    restricciones    de   él   Hacen. 
de  su  misma  voluntad    y   conveniencia,  y  nadie    puede  impo^ 
nérselas.    Esta  es  y  debe  ser  la  doctrina.    Y  como  no  ofende 
el    que  hace  uso  de  su  derecho,    carecen  de  justificación  las 
quejas  contra  el  modo  de  ejercerlo,  ora  emanen  de    otros  Es- 
tados, ora    de  los  publicistas. 

caiT#  cenan»  En    la  tcrccra  edición  del  "  Derecho    in- 

«iertM  leyei    d«  V«ne-  .  i      .     y-   .  ^    x-       w 

■ueu.  ternacional    teórico    y   práctico,'^    correspon- 

diente á  1880,  su  autor,  el  señor  Carlos  Oalvo,  célebre  polí- 
tico Americano,  que  ha  venido  ensanchando  y  mejorando  sa 
escrito  hasta  el  punto  de  haber  duplicado  el  número  de  sas 
tomos,  se  citan  y  censuran  aquella  resolución  sobre  inmigra 
dos  y  el  decreto  de  14  de  Febrero  de  1873,  declaración  de  los  dere- 
chos y  obligaciones  de  los  extranjeros.  Él  eminente  jurisconsulto 
los  considera  como  exajeración  exorbitante  del  summum  jus 
del  soberano,  usurpación  inexorable  de  la  libertad  del  emigrado, 
que  en  ningún  caso  puede  ser  despojado  do  su   nacionalidad  de 
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^en,  sino  por  nn    acto  libremente  realizado  ó  eonseutido  de 
parte. 

^ÍcÍto^^*       En  cnanto  al  decreto  sobro  inmigrados,  es  de 
/bflervar  qae  él  repata  venezolanos  á  loa  que  han  recibido  los 
beneficios  de  la  ley.    Esto  no  es  darles  nacionalidad  extranjera 
sin  9a  libre  asentimiento.    Lo  explicó  suficientemente  la  reso- 
IncióD  do  1865.    En  la  Memoria  de  este  Despacho  de  1866  se 
repitió  del  modo  signiente.    *<Los  inmigrados  conocen  ó  deben 
eonocer  los  arríenlos  de  la  ley  que,  especificando  sas  derechos 
y  deberes,  define  sus   relaciones  con  el  Estado  al  cual  so  in- 
corporan; y,  si  no  obstante  saber  que,    en  cambio   y  corres- 
pondencia de  las  ventajas  que  se  les  conceden,  tienen  que  pro- 
hijar  la  nacionalidad    venezolana,  goznu  de    aquellas,   podría 
inqaixirse  qué  otro  modo  de  aceptación  hay  más   significativo 
qne  ese." 

4odMiidit¿k»°d!^!So'.  Si  tal  razón  no  es  valedera,  no  ha  alegado 
«iflfbtnnjtfMd«v»n.     ^^^^  soperior  el  sefíor  Doctor  Jorge  Oogordán, 

agregado  al  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros  de  Francia, 
en  su  reciente  obra  de  ''La Nacionalidad  bajo  el  punto  de  vista 
de  las  relaciones  internacionales,"  para  defender  que  no  es 
forzado  el  cambio  de  patria  en  el  caso  del  artículo  12  del 
Código  Oivil  de  la  suya,  que  dice  así:  ''La  extranjera  qne 
ae  casa  con  un  francés,  sigue  la  condición  de  su  marido." 
Expresa  el  antor  en  su  comentario  que  no  se  trata  aquí  de 
nna  naturalización  ordinaria;  que  no  se  pide  á  la  mnjer  ni 
deolaración  previa,  ni  promesa  de  fijar  su  domicilio  en  Francia, 
ni  trámite  ninguno;  qne  la  mudanza  de  nacionalidad  se  efec- 
túa por  vía  de  consecuencia  ó  ipso  fado,  "  Sin  embargo,"  con- 
tinúa escribiendo,  "  la  voluntad  es  necesaria  en  este  caso  como 
en  todos  los  demás  para  obrar  la  status  mutatio ;  creemos  que 
00  manifiesta  la  voluntad  con  el  hecho  mismo  del  matrimonio. 
La  mujer,  libre  para  no  casarse,  sabe  á  qué  se  expone  casán- 
dose."   

"Esta  voluntad,  tácitamente  manifestada  por  la  mnjer  el 
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día  del  matrimonio,  teodrá  pleua  validez,  ann  caando  sea 
menor.'' 

La  última  observación  incluye  otro  rasgo  de  paridad  con 
la  providencia  de  Yeneznela  en  cnanto  comprende  á  loi  hijos 
meüores  de  los  inmigrados. 

Pero  bay  más.  El  artículo  19  del  citado  Código  Oivil  de 
Francia  qnita  la  nacionalidad  de  ésta  á  la  francesa  que  se 
casa  con  extranjero,  para  atribuirle  la  de  su  esposo;  ordenan* 
dolo  así'  '<  La  francesa  que  se  casa  con  un  extranjero  seguirá 
la  condición  de  su  marido.''  El  comentador  observa  :  **  Aun- 
que menor,  ella  ha  podido  abrazar  válidamente  una  nacionali- 
dad extraüa  por  medio  del  matrimonio,  puesto  que  ello  era 
sólo  una  consecuencia.  Acerca  del  punto  de  saber  ti  la  mujer 
se  hace  necesariamente  y  á  j^esar  suyo  extranjera  calcándose 
con  un  extranjero,  parece  que,  además  de  bis  mismas  razones 
que  en  la  hipótesis  inversa  para  decidir  afirmativamente,  se 
agrega  aquí  la  consideración  de  que  la  pérdida  de  la  nacio- 
nalidad es,  en  este  caso,  una  especie  de  pena  y  que  por  con- 
siguiente no  es  útil,  para  que  sea  pronunciada  válidamente, 
que  la  consienta  la  persona  interesada." 

Se  d»  su  valor  positivo        Ha  dc  permitir,  pues,  el  señor  Oogordán  que 

á  la  opinidn  del  ,  _  .  i    t 

agregado.  SO  Ic  redarguya  con  sus  propias  palabras,  para 

impugnar  la  calificación  de  abuso  que  da  al  proceder  de  Venezuela 
en  asunto  de  inmigrados,  y  que,  según  afirma,  indujo  al  Gobierno 
francés  á  tomar  la  enérgica  medida  de  avisar  á  los  emigrados 
que,  persistiendo  el  de  este  país  en  mirarlos  como  subdito» 
suyos  desde  su  llegada,  no  podrían  contar  con  la  intervención 
diplomática  de  Francia.  Cualquiera  ve  en  esto  el  asentimiento 
á  la  conducta  de   la  Eepública,  no  la  represalia  de  un  agrario. 

No  carece  Volvicudo  al  señor  Doctor  Calvo,  se  repetirá 

de  antedentes  el  proceder  ,.  »--r>i.  j»^,!/- 

de  Venezuela.  cou  él  que  Mr.  Eobincr  deCiéry,  primer  presi- 

dente honorario  de  la  Corta  de  Besangón,  reconoce  que  esta  ma- 
nera de  proceder  (la  de  Venezuela)  no  carece  de  antecedentes  en 
las  mismas  leyes  y  constituciones  de  Francia;  á saber,  las  de  2  de 
Mayo  de  1790,  de  3  de  Setiembre  de  1791  y  de  24  de  Junio  de  1793 


\ 
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feae,  mediaute  ciertas  coüdicionea,  habían  naturalizado  individnos 
ae   no. manifestaran   la  voluntad  de  serlo.    Que  recientemente 
~tAlemauici  ha  regulado  la  suerte  de  los  fraaceses  que,  no  siendo 
originarios   üo  Lorena  ni  de  Alsacia,  habían  habitado  esas    Pro- 
ocias,  y,  dfspnés  de   breve  plazo,  los  ha  declarado,   á  su  pe- 
,r,    subditos   del    imperio    alemán.    Y  que  en   otros    Estados 
bastado    frecuentcmento    para   hacerse  ciudadano   de  ellos 
laber   adquirido  una   propiedad,   abierto   una  casa  de  comercio 
enlazad  ose  con  una   mujer  del  país. 

E^)   de  este  lugar   hacer   presente  que   todos  los    Esta'dos, 
pelidos  á  ello  por  su  proi)ia  conservación  y  la  imposibilidad 
obrar  diferentemente,   reputan  como  ciudadanos  á  los  hijos 
cindadano  naciólos  en  su  territorio. 

Otras   van  más   allá,   y  atribuyen    forzosamente   la    propia 

lalidad  á   ios    bijos  de  ciudadano  nacidos  en    suelo  extranjero. 

iáles  son  Alemania,   Ioá  Estados    Cuidos  de  América,  Francia., 

Gran   Bretaña,  Italia   etc.    Algunos   han  templado   el  rigor 

B  Aus  leyes  admitiondo  la    prepou»iiírancia   de  l.ts   loca!;-»  que 

erivan    dtd  naciniienh)   la  naturalización;  en  io  cual  no  lo^»  lia 

^guído  todavía  Francia,  aun  cuando  na  tratado  algunas  veces 

te   ponerlo  por  obra.    A  lo    más  á  que  se  ha  extendido   es  á 

msar  en  exigir,  como  requisito  del   derecho  de   protección,  la 

ktrícnla  en  los  registros  de  las  cancillerías  ;  y  á  exigir  con 
Tecto  eu  1873  el   cumplimiento  do   la  ley  militar  de  1872. 

Hay  también  países  que  simultáneamente   practican  el  jus 

linis  j  el  jus    soli,  como  la  Gran    Bretaña  y  los   Estados 

ddos.    Venezuela  no  es   de  esto   número  :  ella   procede  con- 

Íg.a*eiite.    Naturaliza  á  los  oriundos  del  suelo ;  mas  deja  que 

iil  descendiente  de  ciudadanos   suyos    nacido  bajo    otra  juris- 

lieción   se  le  aplique  la   ley  local.    Ko    será    venezolano   sino 

lando    venga  á  domiciliarse    aquí  y  exprese  la   voluntad   de 

rio;  caHÍ  lo  mismo  que  observa  cualquier    extraño    deseoso 

\jie  uataralizarse. 

r  JíSÍn^l^teStorio.    En   «i  evento    de    cesión    de    territorio    hay, 
aede   decirse,    también  forzosa  naturalización;    porque  gene- 
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raímente  se  fija  na  plazo  dentro  del  caal  los  qae  opten  por 
la  antigua  nacionalidad  deben  declararlo  así,  y  además  emi- 
grar del  territorio  anexado,  algunas  veces  con  venta  de  sus 
bienes  inmuebles.  Mas,  suponiendo  que  se  deshagan  de  ellos^ 
lo  cual  no  sucederá  siempre  con  prontitud  ó  sin  detrimento 
de  lo^  dueños,  como  el  emigrar  es  costoso  y  difícil  por  el 
amor  al  suelo,  á  la  familia,  á  los  parientes,  conocidos  y  com- 
pañeros, y  por  no  perder  la  profesión  ú  oficio  de  que  fie  vive 
para  empezar  otro:  no  parece  desacierto  asegurar  que,  por 
más  que  lo  deseen,  los  pobres  y  otros  muchos  «e  hallarán 
imposibilitados  de  conservar,  emigrando  dentro  de  un  término 
corto,  la  ciudadanía  de  su  predilección  y  de   los  suyos. 

En  Francia,  á  quien  se  contraen  es{>ecialmente  los  pnbli» 
cistas  referidos,  se  considera  existente  el  lazo  del  ciudadano 
con  la  patria  de  su  origen,  para  el  efecto  de  castigarle  con 
la  muerte,  aun  cuando  se  hubiese  naturalizado  en  otra  parte 
mediante  autorización  de  su  Gobierno,  si  tomase  las  arma» 
contra  su  Kación  primitiva.  Tanta  fuerza  se  concede  á  la 
relación  del  hombre  con  el  lugar  de  donde  es  originario. 

^'"""^"jL^Zi"'^''''  Eelativamente  al  decreto  de  14  de  Febrero  de 
1873,  él  no  tuvo  por  fin  más  que  hacer  uso  del  derecho  establecido 
en  el  artículo  de  la  Constitución  federal  que  dice :  ^^La  ley  deter- 
mir^nr^  los  derechos  que  corresponden  á  la  condición  de  extran 
jero."  Por  el. Código  Civil  los  extranjeros  gozan  en  Venezuela 
de  los  migmos  derechos  civiles  que  los  venezolanos,  con  las 
excepciones  establecidas  ó  que  se  establezcan,  por  la  Constitu- 
ción y  leyes  especiales.  Se  repitió  eso  en  el  artículo  1*  del 
decreto.  En  cambio  de  estas  ventajas  era  preciso  señalar  las 
obligaciones  correspondientes  á  los  extraños,  á  lo  cual  se  enca- 
mina la  parte  restante.  Sin  privarlos  de  su  ciudadanía,  se  ha^ 
creído  indispensable  distinguir  los  transeúntes  de  los  domici- 
liados, porque  eso  es  muy  racional.  Los  que  espontáneamente 
han  contraído  domicilio,  ó  residido  en  el  país  sin  intermisión 
por  más  de  dos  años,  sin  que  los  obligase  su  carácter  diplo- 
mático ó  couéular,  ó  comprado  bienes  raíces  en  este  territorio 
con    residencia  en  él,  y  los  ocupados  en  el  comercio  ú  otro 
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negocio  con  casa  establecida;  iio  se  hallan  de  cierto  en  las  mis* 
mas  circunstancias  que  los  viajeros  por  pnra  curiosidad  ó  por 
nn  objeto  oficial  ó  científico.  Los  primeros  se  mezclan  en  la 
población,  forman  relaciones  con  los  habitantes,  benefician  al- 
guna industria,  moran  en  el  país,  tal  ve2  procrean  hijos  ó  se 
casan,  y  de  estos  varios  modos  se  unen  á  61  con  vínculos  más 
estrechos.  Por  lo  mismo  parece  justo  que  se  les  repute  iden- 
tificados con  los  naturales,  y  sometidos,  en  sus  personas  y  bie- 
nes, á  las  mismas  obligaciones  que  ellos.  Ouantos  tratados  ha 
tenido  Venezuela  ó  tiene,  estipulan  igual  cosa,  y,  si  agregan 
la  exención  del  servicio  militar  ó  de  las  contribuciones  forzosas 
ó  extraordinarias  de  guerra,  también  la  concede  el  acto  de  que 
se  habla;  y  como  lo  que  caracteriza  esencialmente  á  los  vene- 
zolanos es  el  deber  de  servir  á  la  Nación,  haciendo  el  sacri- 
ficio de  sus  bienes  y  de  su  vida,  si  fuere  utcesario  para  de- 
fenderla, visto  es  que  no   se   ha  pretendido  naturalizarlos. 

El  seüor  Calvo  ha  creído  leer  en  el  decreto  algo  semejante 
á  la  especie  de  naturalización  adquirida  en  España  por  la  mera 
vecindad;  mas  aqn«^l  no  llega  á  tanto.  La  diferencia  capital 
consiste  en  que  no  exige  á*  los  domiciliados  promesa  de  fíde- 
lidad  á  la  Oonstitucíón  y  leyes,  como  se  pide  á  los  que  pre 
tenden  carta  de  naturaleza. 

Hacer  una  excepción  respecto  de  los  extranjeros  que  to- 
men parte  en  las  disensiones  domésticas  de  Venezuela,  no  es 
sino  penar  el  quebrantamiento  de  una  prohibición  que  les  im- 
ponen al  par  su  carácter  de  neutrales  y  el  favor  y  liberali- 
dad con  que  son  acogidos. 

Sabido  es  que  en  las  guerras  internacionales  se  atribuye 
tanta  fuerza  á  la  residencia,  la  posesión  do  bienes  raices  ó  el 
domicilio  comercial  en  territorio  hostil,  que  se  mira  como  ene- 
migo al  que  se  halla  en  alguna  de  esas  condiciones,  aun  cuanuo 
por  otros  respectos  sea  verdaderamente  neutral  ó  ciudadano ; 
y  que  por  lo  mismo  sus  bienes  están  sujetos  á  captura  y  con- 
fiscación hasta  de  parte  del  país  á  que  pertenece.  IsTo  eá  pues 
maravilla,  que  el  decreto  analizado  dé  algáu    más  ensanche  á 
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las  obligaciones  del   extraujero  que  se  ha  colocado  en  tales  oiv» 
canstanoias;  y   que   baga  completa   la  confusión  de  él  cou    ^ 
venezolano,  cuando  llega  al  extremo  punible  de  ingerirse  en  I^3B 
negocios  domésticos. 

Los  demás  artículos  están  de  todo  punto  conformes  á  1  -^8 
principios  tan  justa  y  hábilmente  sostenidos  por  el  8efi«^^)r 
Doctor  Calvo,  en  particular  cuando  con  la  elocuencia,  de  la 
verdad  y  el  convencimiento    pone    á  la  vista    del    mando  b 

que  han  sido  las  reclamaciones  en  la  América  latina ;  hi  M' 
toria  que  conviene  no  olvidar  al  nacer  el  juicio  crítico  de  k  ^ 
leyes. 


No  íon  exactas  ijJq  ([q  scnürse    quc  CU  la  misma  precio 

oloitM   afírmaciones  del  *^ 

Doctor  Calvo.  obra  sc  afirme  que  Venezuela  declara  ciada* 

daño  á  quien    se  casa  con    ana   mujer   del    país,  ó  adquiere 
inmuebles  ó  establece  su  domicilio   en  territorio  de  Yenezaelii| 
cuando  nada  de  esto  es  exacto.    Conforme  á  la  legislación  de 
1844,  cualquiera  de  esas  circunstancias  debía  coexistir  con  Ift 
prueba  de  que  tenía  oficio  de  qué   vivir  ^y  buena  conducta  el 
aspirante  á  naturalización ;  mas  ninguna  de  ellas  ni  todas  jan- 
tas  la  producían  por  sí  solas.    La    ley  vigente,  la   de  13   de 
Junio  de  1865,  pide  dos  cosas  para  la  naturalización  :  1*  resi- 
dencia  del  extranjero  en  este  país ;  2*  la  presentación  de  nn 
memorial  en  que  exprese  su   deseo  de  naturalizarse,  la  Nación 
de  su  origen,  su  estado  y  profesión  y  la  promesa  de  fidelidad 
á  la  Constitución  y  leyes.    'No   es  posible  facilitar  más  la  oa- 
turalización  en  Venezuela. 

Al  ocuparse  en  la  nacionalidad  de  las  naves,  cita  el  aator 
como  vigente  la  ley  de  1"  de  Marzo  de  1842  de  esta  Ee- 
públicn,  cuando  por  el  Código  de  Hacienda  de  1873  se  expidió 
una  nueva  sobre  nacionalización  y  arqueo  de  buques,  y  en 
ella  se  facultó  á  extranjeros  para  nacionalizar  los  buques  de 
su  propiedad,  bajo  la  condición  do  someterse  á  las  disposi- 
ciones de  esa  ley  y  á  las  demás  que  reglamentan  el  comercio 
de  cabotaje,  sin  que  por  ningún  pretexto  haya  motivo  de 
reclamaciones  que  no  sean  las  que  puedan  corresponder  á  cual- 
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:  venezolano  armador  y  dneño  de  bnqne  en  idénticas  cir- 
itancias. 

íckTs^TriíSSd.        Estados  TJnidos   de  Venezuela. — Ministerio 
Belaciones  Exteriores. — ^Dirección  de  Derecho  Internacional 
'Vado. — Caracas  :   Koviembre  4  de  1881. — Besnelto : 

Se  ha  denunciado  á  este  Ministerio  ser  costumbre  antigua 
^  la  costa   al  Oriente  de  Güiria  llevar   á   la  vecina   Colonia 
titánica  de   Trinidad,  á  los    que    nacen    en  aquellos  puntos, 
OD  el  objeto  de  hacerlos  bautizar  por  subditos  ingleses.    Ahora 
^ien,  la  ley  venezolana  de  16  de  Mayo  de  1873  acertadamente 
t)revé,  y  «aetiga  como  falsedad,  el  hecho  de    que    nativos    de 
Tenezaela  soliciten   certiñcados  de  nacionalidad  extranjera,  en 
lo  cual  sólo  se  proponen  sustraerse  de  los  deberes  correspon- 
dientes  á  los  ciudadanos.    Por  otra    parte,    el  artículo  42  del 
Código  Civil  de  la  República  ordena   que  dentro  de  los  tres 
días   inmediatos  á  los    nacimientos  se  declaren   éstos,  y  sean 
presentados  los   reciennacidos,  á  la    primera    autoridad    civil 
del  municipio.    Así  se  forman  los  actos  de  nacimientos,  únicos 
que  por  el  artículo  412  del  mismo    Código  producen  efectos 
civiles.    La    mala    práctica    acusada  arguye  inobservancia  de 
osos  preceptos.    Para  poner  remedio  al  daño,  el  Presidente  de 
la  República  ha  dispuesto :  1^  que  el  Ministerio  de  Belacioues 
Interiores  haga  promover   estricta  aVeriguación  y  juicio  de  las 
personas  que   han   cometido  tales  falsedades,  y  de  las  que  por 
consecuencia  de  ellas  se  juzgan  extranjeros  :  2?  que,  confirmada 
la  verdad  del  denuncio,  excito  á  lo  que  haya  lugar  contra  los 
funcionarios  cuya  misión  haya  servido  de  adminículo  al  delito 
2tiencionado,  y  encarezca  para  en  adelante  el  exacto  cnmplimien- 
to  de  las  leyes  sobre  formación   del  registro  del   estado  civil ; 
3?  que,  en  el  mismo  supuesto,  el  Ministro  de  Eelacioiies  Ex- 
teriores, reclame  contra  la  pretensa  nacionalidad  extranjera  de 
f^riundoB  de  Venezuela,  pero    bautizados  en  otra   parto,  y  pitia 
ce   tomen  providencias  para  que,  en  lo  futuro,  los  respectivos 
luncionarios  coloniales    se    precavan   de  engaños,  ó   dejen   de 
prestarse,  si  han  sido  conniventes,  á  un   hecho    que  defrauda 
¿  Venezuela  de  sus  ciududünos. — Por    el    Ejecotivo   Nacional, 
Srijas, 
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KM.hiriOu  Estados   Uuitlos  de  Venezuela. — Miuisterio. 

v  .Urmwirículas  en  Loga-  .  ti    i.      •  tn     t     r»        ri  I^p' 

ciniiM  eitranjtras.        (io  lielarMoiies  Lxteriorcs, — D.  I.  P. — Caracas: 
Mayo  -4  de  1877. — líesnelto; 

Aunque  el  Gobierno  ba  niaiuhulo  respetar  los  documentos 
de  nacionalidad  expedidos  por  las  Legaciones  y   Oonsulados  de 
los  países  amigos,  no  siempie  se  cumple  su  determinación  por 
uo  conocer  las  autoridades   ni  el  carácter  oficial,  ni  lalengoa, 
ni  la  firma  de   los  funcionarios  de  que  emanan. — También  n 
ban  encontrado  algunos  de  esos  certificados  en   poder  de  in* 
divídaos  que,  como  oriundos  de  Venezuela,  son  uecesariamentft 
ciudadanos,  y  á  ellos  se  refiere  el  decreto  legislativo  de  16  de 
Mayo  de  1873.—- Por  otra  parte,  conviene  á  la  tranquilidad  de 
la  líepúblii^a,  que   sean   decididas  de  antemano   las   cueationeft 
de   nacionalidad,   y  se  forme  la  estadística  de   ios  extranjecoft 
existentes  en  ella,  entre  otros  efectos  para  la  estriota  apliofr* 
ción  de  los  tratados  que  aún  quedan  vigentes,  y,  á  falta  do 
éstos,  del  decreto  de   14  de  Febrero  de  1873,  que   define  su 
derecbos  y  obligaciones, — Con  el  designio  de  remover   dichoi 
inconvenientes  y  lograr  esos  objetos,  el  Ejecutivo  Ifacioual 
suelve:   todo  extranjero  transeúnte  ó  domiciliado  en    los   Esta* 
dos  Unidos  de  Venezuela  debo  presentar  su  carta  de  natura- 
leza en  este  Ministerio,  dentro  del  término   de  seis  meses  con- 
tados desde  la  publicacióíi  de  la  presente  resolución,  á  ñn  de 
que  se  legalice  la  firma  de  quien  la  baya  expedido,    y    se  re- 
gistre aquella  en  uu   libro  destinado   al  efecto,   cuando   ei  de» 
recho  del   portador  sea  claro;  y  en  el  caso  contrario,   se   pi-o- 
mueva  lo  conducente, — Comuniqúese  y  publíquese. — Por  el  Eje- 
cutivo Nacional,  E,  Andxieza  Palacio. 

Estados  Unidos  de  Venezuela. — Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores. — D.  I.  P. — Caracas:   Junio  22  de    1877. — Kesuelto: 

Para  facilitar  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  el  Go- 
bierno acerca  de  la  presentación  de  los  certificados  de  na- 
cionalidad £1  este  Ministerio,  el  Ejecutivo  dispone  que  los  de 
extranjeros  residentes  en  los  Estados  vengan  por  conducto  de 
sus  respectivos  Presidentes,  y  que  éstos  los  aco-npauen  con 
informes  auténticos  sobre  cualquiera  de  los  puntos  aquí  ex- 
presados, ó  digan  si  no   ocurre  ninguno  de  los  casos  previstos. 
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1?  Si  el  portador  nació  en  territorio  venezolano,  antes  6 
^^spaós  de  establecida  la  República. 

2?  Si  nació  á  bordo  de  buque  nacional  de  guerra,  don- 
^^^  quiera  que  éste  se  hallase,  ó  de  nave  mercante  en  aguas 
^  ^clónales,  ó  en  alta  mar. 

3?    Si  nació  á  bordo  de  nave  mercantil    extranjera  surta 
^n  aguas  nacionales. 

4?  Si  nació  de  padre  ó  madre  venezolanos  en  otro  terri- 
torio, vino  á  domiciliarse  en  el  país  y  ha  manifestado  la  vo- 
luntad de  serlo. 

5?  Si  nació  de  padre  ó  madre  venezolanos  en  cualquier 
parte  del  territorio    que  componía  la  Bepública  de  Colombia. 

6?  Si  nació  en  cualquiera  de  las  otras  dos  Secciones  que 
formaban  la  Bepública  de  Colombia  y  se  ha  domiciliado  en 
Venezuela. 

7?  Si  nació  en  cualquiera  de  las  otras  Bepúblicas  His- 
pano-americanas  ó  en  las  Antillas  españolas,  ha  fijado  su 
residencia  en  este  país  y  manifestado  que  quiere  ser  venezolano. 

8?  Si  nació  fuera  de  Venezuela  estando  su  padre  ausente 
en  servicio  diplomático  de  ella. 

9?  Si  nació  en  país  extranjero  de  padres  venezolanos 
ausentes  en  servicio,  ó  por  causa  de  la  Bepública,  ó  con 
expresa  licencia  de  autoridad .  competente  mientras  regía  la 
Constitución  de  1830  ó  la  de  1857. 

10.  Si  habiendo  nacido  en  Venezuela,  obtuvo  carta  de 
naturaleza  en  país  extranjero,  y  ha  vuelto  al  de  ^  su  na- 
cimiento. 

11.  Si  ha  obtenido  naturalización  en  la  Bepública  por  si 
propio. 

12.  Si  la  ha  obtenido  como  mujer  casada  ó  como  menor 
en  cabeza  del  marido  ó  del  padre. 

13.  Si  era  extranjera  y  se  casó  con  venezolano  que  aún 
vive. 

14.  Si  era  venezolana  y  se  casó  con  extranjero  que  ya  ha 
muerto. 
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15,    Si  híi  venitlo  al  país  en  calidad  de  iumigrado  y  go-     1-j 
zando  de  los  boneiicios  qae    las  leyes  de  la  materia   han  con- 
cedido. 

IG.  Sí,  habiéndose  naturalizado  en  Yeuezaela,  ha  pie-^ 
tendido  devolver  la  carta  de  naturaleza,  ó  héchose  InscribL^K 
en  matrícula  de  extranjeros. 

17.  Si  ha  establecido  en  el  país  domicilio  al  tenor  d^5l 
decreto  do  14  de  Febrero  de  1873,  y  desde  qué  tiempo. 

18.  Si  ha  ejercido  los  derechos  políticos  de  los  ciad  ^• 
danos. 

19.  Si  ha  desempeüado  funciones  civiles,  militares  ó  ecB  ^ 
siásticas,  sin  permiso  del  Congieso,  única  autoridad  que  pnec^e 
admitir  extranjeros  al  servicio    público. 

20.  Si  ha   tomado  parte  en  las  contiendas  domésticas  <3.< 
los  venezolanos. — Por  el  Ejecutivo  Nacional,  ATíáueisa  Fálac^^ 

Resolución  pobre  loga-        Estados  XTuidos  dc  Venezucla. — Ministe^í"^ 

bzaciÚD  de  certificados  do       -,      t>   ,      .  t-.  .  -^ 

nacionalidad   extranjera,      de  JxelaClOOeS   ExtCriOreS. — D.   I.  P. — OarSCF»-  ^ 

Enero  14=  de  1878.--Ee8uelto : 

No  se  han  presentado  en    este  Ministerio,  para    la  lega.- 1  - 
zación  prescrita  por  su  resolución  de  21  de  Mayo  último,     ? « ' 
certificados  de  nacionalidad  de  todos  los  extranjeros  residen "r^-- 
6  transeúntes  en  Venezuela,   aunque  fue  la  disposición  matír 
dada  publicar  y  se  publicó  en  el  territorio  de  los  Estados  qn  -* 
constituyen    esta  Federación.    Pudiendo  haber   habido  dificul — 
tades  para  el  cumplimiento  de   lo  dispuesto,  dentro  del  plazca 
de  medio  año  señalado  á  ese  fin,  el  Ejecutivo  Nacional,  movido^ 
por  consideraciones  de  equidad,  ha  determinado  prorrogarlo  por 
seis  meses  más ;  pero  en  la  inteligencia  de  que,  si  no  obstante 
continúa  la  omisión,  no  se  admitirá  en  favor  de  los  negligenteSi 
llegado    el   caso,  el   patrocinio  de  los   Eepresentautes  de    sus 
respectivas  libaciones.    Oficíese,  con  copia  de  esta  resolución,  á 
los  ciudadanos  Gobernador  del  Distrito  Federal  y  Presidentes 
de  los  Estados,  para  que  se  sirvan  promulgarla  en  los  térmi- 
nos de  su  jurisdicción,   teniendo  particular  cuidado  en   avisar 
el  día  en  que  lo  hagan  en  la  capital  del  Estado,  lugar  de  su 


INTROBTJCOIÓN  327 


idenoia,  pues  desde  entonces  empezará  á  contarse  el  semes- 
de  la  prórroga. — Por  el  Ejecutivo  Naciona],  Marco  Antonio 
luzzo, 

bjeción  del  Ministro        Caracas :  EncFO  21  dc  1878.— Con  respecto 
Bretaña.  \  la  resoloción  de  S.  E.  ol  General  Salnzzo, 

ÍDÍstro  de  Relaciones  Exteriores  de  los   Estados    Unidos  de 
en€3ZQela,  expedida  con  fecba  14  del  corriente  y  de  orden  del 
od^r  Ejecutivo,  prorrogando  el  tiempo  fijado  para  la  presen - 
do'tHGión  de  cer  ifícados  de  nacionalidad  extranjera,  el  infraes- 
rito  Ministro  Kesidente  de  S.  M.,  tiene  la  honra  de  manifestar 
jae    DO  puede  admitir  en   cuanto   concierna  á  los  subditos  de 
3.     JH.  los  términos  de  la  siguientQ^  frase  ni  en   principio,  ni  eu 
dfeoto :  '^si  no    obstante  coutiuáa    la  omisión,  no  se  permitirá 
''eu   favor  de  los  negligentes,  llegado  el  caso,  el  patrocinio  de 
"los  Bepresentantes  de  sus   respectivas  Naciones,''  siendo  se- 
fl^c^Jante  principio,  en  estimación  del  infraescrito,  una  infracción 
<ld    derecho  internacional,  y    se  reserva  por  lo  tanto   una  li- 
bertad no  restringida  de  acción  con  respecto  á  la  materia  á  que 
«o  lia  referido. — El  infraescrito  aprovecha  etc. — B.  T,  C.  Mid- 
dleto^, — A  S.  E,  el  General  Marco    Antonio  Saluzzo,  Ministro 
de   IBelaciones  Exteriores. 

^  «^íitorior^jeción.      Estados  ünidos  dc  Venezuela. — Ministerio  de 
elaciones  Exteriores.—Oaracas :  Enero  30   de  1878. — El  infra- 
escrito, Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  los  Estados  Unidos 
TO    Venezuela,  tuvo  el  honor  de  recibir  la  nota  en  que  el  seEíor 
Mimi^tP^  Eesidente  de  S.  M.  B.,  con  fecha  de  21  de  este  mes, 
«dolara  no  poder  admitir  ni  en  principio  ni  en  efecto  las   si- 
S^i^ntes  palabras  de  la  resolución    Ejecutiva  del   14  anterior 
^pox'e    prórroga  del  plazo  fijado  para  la  presentación  de  los  cer- 
wfleados  de  nacionalidad  en  este  Ministerio  :    "si  no  obstante 
^^^tinúa  la  omisión,   no  se  admitirá    en    favor  de  los    negli- 
S^ate^j  llegado  el  caso,  el  patrocinio  de  los  Eepresentantes  de 
^^      írespeotivas  Kacionesj"  principio    que  siendo,  á  juicio  del 
^Sioij'   Middleton,  una  infracción  del  derecho    internacional,   le 
^Ve  á  manifestar  que  se  reserva  su   libertad  de    acción  en 
^^unto. 
1)1  infraescrito  habría  agradecido  una  contradicción  más  ex- 
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pHcita  porqae  eutoüces,  fijado  el  terreno  del  debate,  no  sería 
preciso  darse  á  conjeturar  los  fundamentos  de  un  aserto  no 
motivado.  Mas  ya  que  esto  no  ha  sucedido,  será  lícito  al 
abajo  firmado,  discurrir  de  un  modo  general  sobro  la  onestión 
]n'om  ovida. 

Gomo,  excepto  el  Ejecutivo  Nacional,  las  autoridades  de 
la  Bepública  no  tienen  ocasión  de  conocer  las  firmas  de  los 
Agentes  Diplomáticos  6  Consulares  que  hay  en  ella,  y  cuyos 
certificados  de  nacionalidad  deben  respetar;  como  estos  en  sa 
mayor  parte  van  escritos  en  lengua  que  no  es  la  oficial  del 
país;  como  importa  precaver  los  engaños  de  que  los  particu- 
lares hacen  uso  para  sustraerse  de  los  debeves  de  la  ciudadanía 
nacional ;  y  como  conviniese  decidir  de  antemano  las  cuestionos 
sobre  la  materia  y  formar  la  estadística  de  los  extranjeros  tran- 
seúntes ó  residentes  en  Venezuela ;  el  Gobierno  acordó  sin  apre- 
mio de  ninguna  clase,  en  24  do  Mayo  último,  que  se  presen- 
taran aquí  los  certificados  para  su  legalización  en  el  término 
de  seis  meses.  Se  comunicó  la  medida  á  los  señores  miembros 
del  Cuerpo  Diplomático,  que  nada  notaron  respecto  de  ella. 
Algún  tiempo  después  se  invocó  su  cooperación  á  fin  de  que 
en  tales  documentos  especificaran  diversos  datos;  y  en  general 
se  logró  su    aquiescencia. 

Tríiscurrió  el  plazo  dicho,  sin  qne  se  llenara  el  fin  pro- 
I)ue¿ito,  porque  sólo  unos  pocos  atendieron  al  mandato  debi- 
damente promulgado.  Pero  la  Administración,  tomando  en  cuen- 
ta los  embarazos  que  podían  haber  ocurrido,  y  moviéndose  por 
consideraciones  de  equidad,  determinó  conceder  la  prórroga  de 
un  semestre.  Hasta  aquí  llevó  sus  propósitos  conciliadores ; 
mas  no  podía  tolerar  que  continuase  el  desprecio  de  sus  dis- 
posiciones, y  añadió  como  pena  la  cláusula,  origen  de   la  queja. 

Esta  sencilla  exposición  del  caso  basta  para  apreciar  el 
espíritu  de  generosa  liberalidad  con  que  se  ha  procedido. 

Se  tuvo  por  base  el  axioma  incontestable  y  nniversalnien - 
te  reconocido,  de  que  los  extranjeros,  «lead'í  qu<?  el  Sob.^ran  o 
de  un  territorio  les  permito  la  entrad  i  en  ó',  qny  s-n  ofrtnsa 
puede  negarles,  han  de  obode^íer   las  leyes  y  disposidont^s   del 
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Q-aj^  %,erno.  Si  les  incumbe  tal  obligaciÓD,  es  correlativo  el  de- 
-^  de  exigir  sa  campUtniento.  El  únioo  medio  es  el  de  se- 
r  y  aplicar  penas  á  los  infractores.  ISo  se  ha  negado  á 
cii^^  ^^ano  la  nacionalidad  que  le  corresponda;  al  contrario,  pa- 
rí** ^:::g[uitar  toáo  pretexto  de  no  respetarla,  so  le  ha  requerido  á 
-j;>^^^  mentar  testimonio  auténtico  de  ella.  Con  el  propio  derecho 
^^  excluyo  de  los  empleos  en  todas  partes  á  loa   extranjeros; 

algunas  están  inhabilitados  para  ser  dueños   de  buques,  para 
^uirir  bienes    raíces,  ó  se  les  ha  concedido  la  facultad    con 
^^"tiQitaciones ;  se    mira   como    forzosamente)    subdito    nativo  al 
^^lundo  del  suelo,   aunque  hijo  de  padres  pertenecientes  á  Es- 
^dos    cuyas  leyes   disponen  otra  cosa;   no    pueden  ser  testi- 
gos, ni  arbitros,  ni  abogados,  ni  notarios,  ni  médicos,   ni  far- 
macéuticos, ni  partes  del  ejército,  ni  de  jurado  alguno,  ni  ac- 
tores en  juicio  sin  prestar  la  fianza  judicatum  selvi  cuando  la 
pide  el  demandado,  ni  demandantes  dos  extranjeros  uno  contra 
otro  en  materia  civil  etc.,  etc.    Sea  permitido  estampar  aquí 
que  en  Venezuela  no  recaen  en  los  extranjeros  tantas  incapaci- 
dades, y  que  gozan   de  los  propios    derechos   civiles   que    los 
ciudadanos,  y  se  diferencian  de  ellos  sólo  en  cuanto  á  los  de- 
rechos políticos. 

Pero  hay  más.  Los  publicistas,  y  aun  leyes  de  ciertos  Es- 
tados^  les  atribuyen  hasta  el  derecho  de  despedir  á  los  extran- 
jeros. Véase  como  habla  el  célebre  Phillimore,  miembro  del 
Consejo  privado  de  S.  M.  B.,  y  juez  de  la  Alta  Corte  del  Almi- 
rantazgo. 

"  Se  juzga,  dice,  que  todo  Estado  tiene  obligación  de  to- 
mar á  su  cargo  á  sus  subditos  naturales ;  así  no  puede  negarse 
á  recibir  de  nuevo  á  ciudadanos  que  han   emigrado   en  busca 
de  alimento  ó  empleos   á  países   extranjeros.     Oorrespondiente 
á  esta  obligación  por  parte  del  Estado  del  ciníiadauo,  es  el  derecho 
del  Estado,  á  qneha  emigrado,  [mvn  dovolv»5r  <3l   ciu<lad;iiio  ex- 
tranjero á  su  propia  Nación.     Este  derecho  se  re-jonoceor  lina- 
riamtiite  en  el   derecho  con  el  nombre  de  Droit  de  renvoi.    Al 
mismo  tiempo  convietto  observar,  que    cesa,   cuando  *>!  ciud»- 
di*no   ha  sido  naturalizado   por   ley  expresa   en  el   paítí   extran- 
jero. " 
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Stephens  en  sns  Comentarios  á  las  leyes  inglesas  escribe  : 

**  Cuando  las  circunstancias  políticas,  sin  embargo,  han  he- 
cho conveniente  adoptar  mayor  precaución  en  cuanto  á  extían- 
jeros,  se  ha  seguido  el  sistema  de  expedir  un  decreto  tempo- 
ral  en  que  se  autoriza  á  un  Secretario  de  Estado,  durante  an 
período  señalado,  para  mandar  á  cualquier  extranjero  la  sali- 
da del  reino,  cuando  so  ha  recibido  informe  dé  que  aparece  la 
conveniencia   de  su   remoción." 

Ortolán  (Teodoro)  en  su  obra  Diplomacia  del  Mar  no  ha- 
bla con   menos  claridad. 

"  Con  efecto,  dice,  el  Gobierno  4Í«  cada  Estado  tiene  siem- 
pre el  derecho  de  constreñir  á  los  extranjero»  qu©  se  hallan 
en  su  territorio  á  salir  de  él,  haciéndolos  conducir  hasta  la» 
frontera.  Este  derecho  se  funda  en  que,  no  formando  el  ex- 
tranjero parte  de  la  Nación,  su  recepción  indiTÍdu*l  en  el 
territorio  ea  de  pura  facultad,  de  mera  tolerancia,  y  de  nin- 
gún  modo  de  obligación.  Sin  duda  el  ejercicio  de  este  «l«recho 
puedo  ser  sometido  á  ciertas  formas,  por  las  Wjm  interiores 
de  cada  país  5  mas  no  por  eso  deja  de  existir  •!  derecho,  uni- 
versalmente  reconocido  y  practicado.  En  Francia  no  está  pres- 
crita boy  ninguna  forma  especial  en  la  materia;  el  •jercicio'  de 
ese  derecho  de  expulsión  se  ha  dejado  totalmente  al  Poder 
Ejecutivo.'' 

En  ley  francesa  de  ISttO,  se  establece,  que  el  Ministro  de 
lo  Interior  puede,  por  medio  de  la  policía,  mandar  salir  inme- 
diatamente del  territorio  francés  y  conducir  á  la  frontera  á  todos 
los  extranieros   que  viajen   ó  residan  en  Francia. 

El  Congreso  de  la  gran  República  de  los  Estados  Unidos 
de  América  en  1798  autorizó  por  ley  al  Presidente  para  man- 
dar salir  del  país  á  los  extranjeros  que  estimara  peligrosos  á 
la  paz  y  seguridad  de  los  Estados  Unidos,  ó  á  quienes  sos- 
pechase de  tener  parte  en  maquinaciones  proditorias  ó  secretas 
contra  el   Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  bajo  severas  penas 

por  la  desobediencia. 

El  Gobierno  de  Venezuela  no  sabe  que  se   liay«n  encon-^ 
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^^c:>  tales  (iispoaicioijcs  por   gfraves  que  sean,  contrarias  al  de- 

^^fc^^D  internacional.    Mucho  menos  lo  es   la  que  no  admite   el 

""^^^^cinio  de  los  Eepresentantes  de  su  Kación,  en  favor  de  los 

.    -^^aojeros  que  rehusen  cumplir  una  formalidad  establecida  pre- 

,  ^^inente  para  beneficio  de  ellos  porque  mira  á  poner  fuera  de 

^^  a  su  naeionalidad,   y  que  están   obligados    á  observar   per 

^      ^^to  de  SH  voluntaria   venida  al  país,  cuyo  imperio  se  extienilv 

^       ^3uant03  se   hallan   dentro   de  sus  límites.    Algunas  de  las 

^mas    Legaciones  y  Cens  alados  extranjeros    dé  Caracas  han 


^dido  su  voas  á  la  del  Gobierno,   para  que  se  obedeciera   Uí 

^sentación  ordenada.    Por  su   parte,  en  26  de  Setiembre  úl* 

o,  el  Ministro  de  S.   M.   C.  excitó   á  sus  eonoiodadanos    á 

aovar  anualmente    sus  cartas,    trayendo   á    stt    memoria   lo 

%puestyo  en  el  reglamento  de  registro  de   nacionalidad  de  1871 

nyo  artículo  8**  establece  que,  sin  el  correspondiente  certificado 

e  ella,  no  podrán   hacer  valer  sus  derechos  ni  ser  atendidos  ea 

Xa  Legación  ó  en  los  Consulados.    En   el  11  se  previene  que  se* 

>rán  desatendidas  las  reclamaciones  que  entablen  sobre  asuntos 

anteriores  á  su  áltima  matrícula. 

Por  último,  la  resolución  es  tan  indulgente,  que  deja  á  la 
voluntad  de  loa  interesados  libertarse,  en  cualquier  momento, 
de  sus  ^efectos.  Ellos  cesarán  para  en  adelante  desde  que  las 
partes  remedien  su  omisión  enviando  á  este  Ministerio  los  cer- 
tificados que  se  les  hayan  expedido. 

Eeuueva  el  iufraescrito  al  señor  Middieton  las  protestas  de 
su  consideración  muy  distinguida. — Marco  Antonio  Salm»z0.^ 
Honorable  señor  R.  T.  C.  Middieton,  Ministro  Eesidente  de 
S.  M.  B. — (Lo  mismo,  mutatis  mutandis,  á  los  señores  Maesone 
y  L'Hote  Representantes  de  Italia  y  Francia). 

Decreto  do  5  d«  Mayo  d«    El  Cougrcso  dc  los  Estados  Unidosdo  Venezu<^ 

1882,  sobre  el  carácter  t-^  .  a    i.   ^     -  t^i        i.'      i      ^«    7      i 

d«  Tenezoianos.  la, — Dccrcta: — Art.  único.   El  articulo  o*'  de  la 

Constitución  Federal,  según  el  cual  "  no  pierden  el  carácter  de 
venezolanos  los  que  fijen  su  domicilio  y  adquieran  nacionalidad 
en  país  extranjero,"  no  niega  el  derecho  de  expatriación,  sino 
sólo  declara  un  principio  aplicable  al  caso  en  que  lo»  ciuda- 
danos de  que  se  trata,  vuelvan  á  la   República,  la  cual    los 
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considera  entonces   como  si   en  ella  liubier¡ui  permanecido  cons 
tantemente. 

Dada  en  el  Palacio  Federal  del  Cuerpo  Legislativo  en  üa 
racas :  á  6  de  Mayo  de  1882.— Ano  19°  de  la  Ley  y  24**  de  la 
Federación. — El  Presidente  de  la  Cámara  del  Senado,  J.  P. 
Hojas  Patíí.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,  A. 
Cora.— El  Secretario  de  la  Cámara  del  Senado,  M.  Oahallero. — 
El  Secretario  de  la  Cámara  de  Diputados,  J.  Nicomedes  Ra~ 
mires. 

Palacio  Federal  en  Caracas:  á  15  de  Mayo  de  1882. — Afio 
19*^  de  la  Ley  y  24**  de  la  Federacióu.—Ejecútese  y  cuídese 
de  su  ejecución.— Gtíí^mííw  jBíawco.— Eefrendado.— El  Ministro 
interino  de  Eelaciones  Interiores,  Ezequiel  María  González. 

""""huos' me^^^^^^  El  Congreso  de  les  Estados  Unidos  de  Vene- 
zuela.—  Decreta. — Art.  1°  Los  hijos  menores  de  los  extranje- 
ros naturalizados,  ó  que  se  naturalicen  en  Venezuela,  con- 
forme á  la  Ley  vigente  de  13  de  Junio  de  1865,  quedan  na- 
turalizados, en  cabeza  del  padre,  y  á  falta  de  éste,  en  la  de  la 
madre. 

Art.  2®  También  la  mujer  se  entiende  naturalizada  en  ca- 
beza del  marido. 

Art.  3°  Los  hijos  naturales  menores  de  la  madre  que  se 
naturaliza,  siguen  la  condición  de  ésta. 

Art.  4**  Como  lo  declaró  el  Ejecutivo  Nacional  en  reso- 
lución de  1**  de  Diciembre  de  1865,  son  venezolanos,  cuantos 
han  venido  al  país  ó  vinieren  en  calidad  de  inmigrados,  si  han 
recibido  los  beneficios  de  las  leyes  do  inmigración,  pues  que 
fue  condición  previamente  establecida  por  el  citado  Decre- 
to. No  importa  que  no  hayan  pedido,  ni  pidan  carta  de  na- 
turaleza. 

Art.  5**  El  ejercicio  del  derecho  de  sufragio,  por  parte  de 
un  extranjero,  implica  la  adquisición  de  la  ciudadanía  de  Ve- 
nezuela, sin  necesidad  de  carta, 

§  único.  Cada  vez  que  esto  suceda,  el  Presidente  de  la 
respectiva  Junta  eleccionaria,  lo  pondrá  por  medio  del  Gober- 
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nador  del  Distrito  Federal  ó  del  Preeideute  del  Estado,  según 
sea  el  caso,  en  noticia  del  Ministerio  de  Eelaciones  Exteriores, 
para  que  éste  inscriba  al  individuo  en  el  registro  de  ciudadanos 
natoralizados. 

Art.  6®  Las  personas  que  hayan  adoptado  la  nacionalidad 
de  la  Bepública  no  tienen  derecho  para  despojarse  de  ella, 
devolviendo  la  carta  de  naturaleza,  ó  haciéndose  inscribir  en 
matrículas  de  extranjeros. 

Dado  en    el   Palacio  del    Cuerpo  Legislativo  Federal,   en 

Caracas:  á  23  de  Mayo  de  1882 Año   19«   de   la  Ley  y  24^ 

de  la  Federación.— El  Presidente  de  la  Oámara  del  Senado, 
J.  P.  i2o;a«  Tml. — El  Presidente  de  la  Oámara  de  Diputados, 
A.  Oova. — El  Secretario  de  la  Cámara  del  Senado,  if.  Caba- 
llero»— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Diputados.— J.  Nico- 
medes  Eamires. 

Palacio  Federal  en  Caracas :  á  25  de  Mayo  de  1882.-* Año 
19?  de  la  Ley  y  24**  de  la  Federación. — Ejecútese  y  cuídese 
de  su  ej[ecnción. — Ouzmán  Blanco. — Refrendado. — El  Ministro  de 
Belaciones  Interiores,  Ezequiel  María    González. 

Ciudadanos  hábuea  para    El  Congreso  de  los  Estados  Unídos  dc  Ve- 
los altoi  cargos  de  la  ,-r^  .  a^v.  t 

República.  nczucla. — Dccrcta : — Art.  único.    Los  venezo- 

lanos por  nacimiento,  á  que  se  refiere  la  Constitución  Federal 
en  sus  artículos  26,  66,  párrafos  4  y  7,  76  y  86,  como  hábiles 
para  los  cargos  de  Presidente  de  la  Bepública,  Senador,  Vocal 
de  la  Alta  Corte  Federal,  destinos  diplomáticos,  Consula- 
dos Generales  y  empleos  de  Hacienda,  menos  el  de  Minis- 
tro, son : 

Primero.  Los  oriundos  del  territorio  de  Venezuela,  sea 
cual  fuero  la    nacionalidad  de  sus  padres. 

§  P    Forman  parte  del   territorio    las    aguas  marítimas  y 
fluviales    de  la  Kepública,  sus  buques  de  guerra  en  todo  paraje, 
sus  buques  mercantes  cuando  estén  en  alta   mar,  ó  en  aguas 
de  otro  Estado  cuya  legislación  no  atribuya   la  ciudadanía  lo- 
cal al  que  nazca  en  ellas. 

§  2?    Los  buques  de  guerra  extranjeros  son  considerados 
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como  territorio  extranjero,  ann  cuando  se  hallen  en  agoas  na- 
cionales. 

§  3?  También  se  tienen  por  territorio  extranjero  las  casas 
de  los  Ministros  Diplomáticos  extranjeros  para  los  efectos  de 
esta  ley,  en  cuanto  á  los  hijos  que  les  nazcan  en  ellas. 

Segando.    Los  nacidos  de  padre  ó  madre  venezolanos  en 

caaiquier  parte  del    territorio  qae   componía  la   Bepública  de 

Golombia,  como   lo  dispnso    la   Constitnción  de  Venezuela  de 
1830. 

Tercero.  Los  nacidos  en  países  extranjeros  de  padres  ve- 
nezolanos ausentes  en  servicio  ó  por  causa  de  la  Bepública,  ó 
con  expresa  licencia  de  autoridad  competente,  del  22  de  Se- 
tiembre de  1830  á  22  de  Abril  de  1864,  en  que  estuvieron  vi- 
gentes sucesivamente  las  Constituciones  de  1830  y  de  1857  que 
^sí  lo  declaraban. 

Cuarto.  Los  nacidos  de  padre  venezolano  en  países  ex- 
tranjeros  donde  esté  desempeñando  funciones  diplomáticas. 

Quinto.  Los  hijos  ú%  madre  ó  padre  venezolanos  que 
hayan  nacido  en  otro  territorio,  si  han  venido  á  domiciliarse 
en  el  país  y  expresado  la  voluntad  de  serlo,  según  lo  es- 
tablecido uniformemente  en  las  Constituciones  de  1864,  1874 
y  1881. 

Dada  en  el  Palacio  del  Cuerpo  Legislativo  Federal,  en  Cara- 
cas: á  4  de  Mayo  de  1882.-^ Año  W  de  la  Ley  y  24^  de  la 
Federación.— El  Presidente  de  la  Cámara  del  Senado,  J.  P. 
Bojas  PaúL — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,  A. 
(7ot?a.— El  Secretario  de  la  Cámara  del  Senado,  M.  Caballero. 
— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Diputados,  J.  Nicomedes 
Bamires, 

Palacio  Federal  en  Caracas :  á  3  de  Mayo  do  1882.-— Año 
19°  de  la  Ley  y  24*»  de  la  Federación.— Ejecútese  y  cuídese  de 
su  ejecución.— (?w5;mán  J5?anco.— Eefrendado.— El  MÍDÍ8tro  inte- 
rino de  Eelaciones  ^Interiores,  Ezequiéí  Marta   González. 

^de^cofo^ianw!^"  El  Cougreso  de  los  Estados  Unidos  de  Colom- 
bia.— Decreta: 
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Art.  P  Los  hijos  de  padre  ó  madre  colombianos  nacidos 
faéra  del  territorio  de  la  Eepública^  vengan  ó  no  á  residir  en 
ellfti  tienen  derecho  á  que  se  les  expida  carta  de  naturaleza, 
caando  así  lo  solicite»  de  la  Secretaría  de  Relaciones  Exte- 
riores por  sí  ó  por  medio  de  apoderado,  ó  por  conducto  del 
Cónsul  de  Colombia  en  el  país  en  donde  ellos  residan,  ó  del 
Ministro  Diplomático,  si  lo  hubiere. 

Art.  2?  Para  la  expedición  de  las  cartas  de  naturaleza 
de  que  trata  el  artículo  anterior,  se  observarán  las  formali- 
dades prevenidas  en  las  leyes  y  decretos  sobre  naturalización 
de  extranjeros,  y  cuando  el  solicitante  resida  fuera  del  terri* 
torio  de  la  Bepública,  el  respectivo  Cónsul  ó  Ministro  Diplo- 
mático, si  lo  hubiere,  cumplirá  los  deberes  que  á  los  Gober- 
nadores ó  Presidentes  <le  los  Estados  se  imponen  en  tales 
leyes  y  decretos.  Llenadas  en  ese  caso  las  debidas  forma- 
lidades, será  entregada  la  carta  de  naturaleza  al  peticionario 
por  el  Ministro  ó  Cónsul  que  en  las  diligencias  hubiere  inter- 
venido. 

Art.  3?  Los  individuos  que,  al  tiempo  de  ponerse  on  vi- 
gencia la  Constitución  de  1SG3  estaban  en  posesión  de  la 
caalidad  de  granadinos  por  filiación,  según  lo  dispuesto  en 
.  algana  de  las  anteriores  Constituciones  del  país,  no  han  ne- 
cesitado ni  necesitan  obtener  carta  do  naturaleza  para  ser 
reputados   como   colombianos. 

Dada  en  Bogotá:  á  diez  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  tres. 

El  Presidente  del  Senado  de  Plenipotenciarios,  Francisco 
4é  P.  Mateus. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Bepresentantes, 
Oahriéí  8.  Ruíz. — El  Secretario  del  Senado  de  Plenipotencia- 
rios, Leónidas  Florcs.-^E\  Secretario  de  la  Cámara  de  Eepre- 
«entantes,  Carlos  Coles. 

'^^SS^M.''^"  En  todas  las  leyes  de  Venezuela  acerca  de 
inmigración  se  ha  prescrito  que  los  inmigrados  obtendrían 
desde  su  arribo  carta  de  naturaleza,  sin  necesidad  de  los 
requisitos  que  para  la  naturalización  rigieron  hasta  el  aíio  de 
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1805,  en  que  so  facilitó  hasta  donde  cabe.  Desde  entonces 
basta,  par»  (conseguirla,  encontrarse  en  territorio  venezolano 
y  hacer  )a  petición  conducente.  De  aquella  nunca  variada 
disposición,  y  de  la  conveniencia  de  salir  al  encuentro  de 
dificultades  que  se  iban  elevando  ya  á  la  categoría  de  reda- 
mos, nació  la  urgencia  de  declarar,  como  se  hizo  en  1°  de 
Diciembre  de  1865,  que  eran  venezolanos  cuantos  habían  ve- 
nido al  país  ó  viniesen  en  calidad  de  inmigrados,  y  sus  hijos 
menores  al  tiempo  de  su  llegada,  si  habían  recibido  los  be- 
neficios de  las  leyes  de  inmigración.  Dio  ese  acto  margeD, 
con  las  Legaciones  do  España  é  Italia,  á  una  controversia  cayo 
resumen  puede  leerse  en  la  Memoria  de  este  Despacho  en 
1866.  "So  fueron  vanos  sus  esfuerzos  en  la  ocasión  para  vin* 
dicar  el  derecho  de  la  Bepública,  no  habiéndose  suscitado 
posteriormente  obstáculos  graves  sobre  la  materia.  La  firmeza 
del  Ejecutivo  induce  á  esperar  que  no  ocurrirán  otros.  AA 
contrariOi  ve  cada  día  que  todas  las  Legaciones,  naturalmente 
por  órdenes  superiores,  prestan  á  lo  hecho  el  apoyo  de  sa 
aquiescencia.  Así  no  han  opuesto  ningún  reparo  cuando,  co* 
nocido  que  se  hallaban  cartas  en  poder  de  inmigradosi  el 
Ministerio  ha  manifestado  no  permitirle  las  leyes  su  legaliza* 
ción,  como  se  informó  también  al  señor  Presidente  de  Gara- 
bobo.  Pero  le  fue  añadido  que  sin  embargo  mandase  las  cartas 
de  tales  personas,  no  tocando  su  calificación  sino  al  Gobierno. 

Otro  tanto  ha  sucedido  en  orden  á  una  persona  que,  se^ 
gún  resultaba  de  los  mismos  términos  del  certificado,  había 
nacido  en  territorio  de  Venezuela,  y  cuyo  documento  no  fue 
posible  tampoco  autorizar,  por  impedirlo,  además  de  los  ar- 
tículos constitucionales,  las  terminantes  prohibiciones  de  la 
ley  de  16  de  Mayo  de  1873. 

Matrículas.  La  LogaciÓQ  de  Espaiiii  imprimió  un  aviso  por 
el  cual  previno  á  sus  compatriotas  que,  estando  vigentes  las 
disposiciones  del  decreto  consular  de  5  de  Setiembre  de  1871, 
era  menester  que  renovasen  las  eartas  de  nacionalidad  de  año 
en  ano,  so  pena  de  pagar  duplicados  derechos,  y  de  no  ser 
oídas  sus  reciamaciones  originadas  con    anterioridad  á  la  toma 
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del  docnmeDto  expresado.  En  virtad  de  eso  y  de  estimarse 
conveniente  el  cambio  de  los  certificados,  porque  de  un  día  á 
otro  paede  efectuarse  una  mudanza  en  la  situación  de  los  por- 
tadores de  ellos,  se  dispuso  no  comprobar  los  de  españoles 
expedidos  antes  de  1877.  Gon  efecto,  cualquier  extranjero  de 
los  referidos  puede  perder  el  derecho  de  tal,  naturalizándose 
aquí,  aceptando  funciones  civiles,  eclesiásticas  ó  militares, 
estableciéndose  con  ánimo  de  no  volver  á  su  patria  anterior, 
según  se  expresa  el  Código  Civil  de  Francia,  ('sans  esprit  de 
retourjy  manteniéndose  fuera  de  su  Kación  por  más  de  diez 
ití3os,  como  dice  la  ley  alemana  de  I*"  de  Junio  de  1870^  ó 
casándose  la  extranjera  con  un  ciudadano  et<;.,  etc. 

Caso  singular.  Ocurfló  un  CBSO  slugular  en  el  mes  de  Noviembre. 
Tin  Bugeto  nacido  en  colonia  perteneciente  á  España,  pero  que  no 
acepta  su  naci9nalidad,  manifestó  no  poder  así  presentar  nin- 
gún certificado  de  ella,  y  se  limitó  á  comprobar  su  origen  con 
el  envío  de  su  partida  de  bautismo,  para  asegurar  los  dere* 
chos  que  Venezuela  reconoce  á  los  extranjeros  habitantes  en 
BU  territorio.  Se  le  devolvió  el  documento  sin  nota  de  ninguna 
especie,  con  estas  observaciones. 

*^  El  Gobierno  ha  ordenado  la  presentación  en  este  Minis- 
terio, de  los  certificados  de  nacionalidad  expedidos  á  extran- 
jeros por  las  Legaciones  ó  Consulados  de  los  países  á  que  per- 
tenecen, con  el  objeto  de  legalizar  la  firma  del  que  ios  ha 
despachado,  y  tomar  en  la  oportunidad  la  participación  que 
le  corresponde  en  actos  que  han  de  surtir  efecto  dentro  de  la 
Bepública.  Mas  este  Ministerio,  si  por  tal  motivo  concurre  á 
la  declaración  de  la  nacionalidad  de  un  extranjero,  asintiendo 
á  ella,  no  puede  en  eso  tomar  la  iniciativa,  ni  prescindir  de 
las  autoridades  que  representan  aquí  el  Estado  de  que  es 
miembro." 

Tnfiucncia  de  u  legis-        También  en   el  punto  de    ciudadanía  se  va 

laclon  de  cada  Estado  en  .,  i^^i*  ^^ii 

materia  de  uacionaudad.  reconocicndo  generalmente  la  incontestaole 
superioridad  de  la  legislación  de  cada  Estado  para  deter- 
minar la    naturaleza   de    los   que   nacen  ó  se    hallan   dentro 

TOMO  I  22 
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de  sas  límites.  Ya  se  ba  dicho  otra  vez  cómo  España 
desde  18()4  dio  nDa  ley  por  cayo  artíoalo  1^.  se  manda 
al  Gobierno  conservar  y  garantir  á  los  hijos  de  españo- 
les residentes  en  otros  países  la  cualidad  de  español  en 
cuantos  convenios  celebre  sobre  este  particular  con  las  Be- 
públicas  americanas.    En  ¿I  artículo  2?   ne  ordena  al  Gobierno 

que,  cuando  fuere  imposible  la  conservación  de  este  derecho  por 
impedirlo  la  Constitución  vigente  eu  los  países  donde  tales  hijos 
de  espaüoles  hubiesen  nacido  ú  otra  causa  igualmente  po- 
derosa^  cuide  de  que  los  interesados  lo  recobren  tan  luego 
como  por  variación  de  residencia,  ó  por  otro  motivo  legítimo 
entraren  en  la  posibilidad  de  disfrutarlo.  Ya  España  se  ha* 
bia  sometido  á  esta  regla  eu  su  tratado  con  el  Ecuador  de 
1840,  artículo  12,  en  su  tratado  con  Ohile  de  1847,  artípalo 
7*.,  y  en  su  tratado  con  la  República  Argentina  de  1836,  ar- 
tículo  7^ 

El  Imperio  Germánico  en  sus  más  recientes  instrucciones 
á  los    Cónsules  ha  establecido  lo  que   sigue  : 

<<Si  la  persona  de  cuya  inscripción  se  trata  posee,  según 
las  leyes  alemanas,  la  nacionalidad  alemana,  debe  hacerse 
la  matrícula,  aun  cuando  el  inscrito,  conforme  á  la  legisla- 
ción del  país  de  su  residencia,  sea  subdito  del  mismo.  En 
varios  países,  señaladamente  en  algunos  Estados  americanos, 
considera  la  legislación  como  ciudadanos  de  ellos  á  todos  los 
niños  allí  nacidos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  de  sus 
padres.  En  tales  países  pueden  sin  embargo  ser  matriculados 
los  hijos  de  alemanes,  porque,  con  arreglo  á  la  legislacióu 
alemana,  los  hijos  participan  de  la  nacionalidad  del  padre. 
Con  esta  inscripción  se  conserva  á  los  hijos  la  nacionalidad 
alemana.  Pero,  mientras  ellos  permanezcan  en  país  extraño  y  es-- 
ten  sometidos  á  su  legislaciónj  no  pueden  invocar  contra  el  Oobierno 
de  allí  su  nacionalidad  alemana.'^ 

En  los  reglamentos  ó  instrucciones  trasmitidas  á  los  em- 
pleados consulares  de  los  Estados  Unidos  por  el  Departa- 
mento de  Eelaciones  Exteriores  en  1*  de  Setiembre  de  1874=, 
artículo  115,   página  31,  se  dice  : 
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"  La  ley  dispone  que  personas  nacidas  faéra  de  loa  lí- 
mites y  jarisdicción  de  los  Estados  Unidos,  cuyos  padres  eran 
•ó  sean  al  tiempo  de  su  nacimiento,  ciudadanos  de  los  Estados 
Unidos,  serán  reputadas  y  consideradas  ciudadanos  de  los 
Estados  Unidos,  con  tal  qae  el  derecho  de  ciudadanía  no 
paso  á  individuos  cuyos  padres  nunca  residieron  en  los  Es- 
tados Unidos.  Dentro  de  la  soberanía  y  jurisdicción  de  los 
Estados  Unidos  tales  personas  tienen  derecho  á  todos  los 
privilegios  de  ciudadanos ;  mas  al  paso  que  los  Estados 
Unidos  pueden  por  ley  fijar  ó  declarar  las  condiciones 
que  constituyen  ciudadanos  del  país  dentro  de  su  propia  ju- 
risdicción territorial,  y  conferir  los  derechos  de  ciudadanos 
americanos  en  todas  partes  á  personas  que  no  estén  legíti- 
mamente sometidas  á  la  autoridad  de  algún  país  ó  Gobierno  ex- 
tranjero, no  deben,  intentando  conferirlos  derechos  de  sobera- 
nía á  un  subdito  de  una  Kación  extranjera  que  no  ha  venido 
á  nuestro  territorio,  embarazar  los  justos  derechos  do  tal  Ka- 
ción  al  gobierno  é  inspección  de  sus  propios  subditos.  Si 
parlas  leyes  del  país  de  su  nacimiento,  hijos  de  ciudadanos  amirica- 
nos  nacidos  en  talpais  son  subditos  de  su  Gobierno ,  no  se  entenderá 
la  legislación  de  los  Estados  Unidos  de  suerte  gtie  se  oponga  á  la  ohe* 

diencia  que  ellos  deben  al  país  de  su  nacimiento^  mientras  conti- 
núen dentro  de  su  territorio»  Por  consecuencia,  si  tal  persona 
que  permanece  residiendo  en  el  país  de  su  nacimiento,  acude 
en  solicitud  de  pasaporte  como  ciudadano  de  los  Estados  Uni- 
dos, tal  pasaporte  se  le  expedirá  con  las  limitaciones  de  la 
forma  que  consta  del  número  II*. '^ 

En  el  informe  presentado  á  S.  M.  B.  el  20  de  Febrero  de 
1869  por  una  comisión  compuesta  de  distinguidos  publicistas 
británicos,  autores  algunos  de  tratados  de  derecho  de  gentes, 
hay  ciertos  pasajes  que  dicen  relación  á  ese  punto.  Al  exa- 
minar el  estatuto  de  Jorge  III,  capítulo  21,  por  el  cual  se  esta- 
blece que  los  hijos  de  extracción  inglesa  nacidos  en  país  extran- 
jero son  subditos  de  la  Gran  Bretaña  por  nacimiento,  lo  mismo 
que  si  hubiesen  nacido  en  el  reino,  dicen  aquellos  doctos  co- 
misionados : 

^<  Sin  entrar  en  discusión  nobre  ia  inteligencia  de  esos  esta- 
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tatos,  creemos  jasto  exponer  que,  en  cnanto  ha  llegado  á  nnes- 
tra  noticia,  ninguna  tentativa  se  ha  hecho  nnnca  por  parte  del 
Gobierno  británico,  (á  no  ser  en  países  orientales  donde  los 
tratados  conceden  jurisdicción  especial)  para  apoyar  con  la  fuerza 
reclamaciones,  ó  vindicar  derechos  de  personas  nacidas  fuera,  j 
contra  el  país  de  su  nacimiento,  mientras  residían  allí,  y  cuando 
por  sus  leyes  estaban  investidas    de  su  nacionalidad," 

^^  P'^^gJJP^^J^*'  De  la  correspondencia  seguida  entre  la  Gran 
Bretaña  y  otros  países,  ya  de  Europa,  ya  de  América,  sobre  la 
cuestión  que  nos  ocupa,  consta  que  S.  M.  ha  reconocido  objetiva- 
mente en  muchos  casos  el  gran  principio  ile  la  nacionalidad  jure 
8oli.  Basta  citar  un  oficio  de  Lord  Aberdeen,  que  en  1?  de  1843 
escribía  al  Eepresentante  inglés  en    Portugal. 

Lord  Aberdeen.  <'  Hc  rccibido  cl  oficío  uúmero  111  de  V.  S,,  fe- 
cha á  5  de  Mayo  en  que  manifiesta  haber  informado  al  Ministra 
de  Eelaciones  Exteriores  de  Portugal,  que  el  Gobierno  de  S. 
M.  no  puede  ni  por  un  m.omeuto  admitir  el  derecho  vindicado 
por  el  Gobierno  portugués  de  considerar  como  subditos  portu- 
gueses todas  las  personas  nacidas  en  Portugal,  no  obstante  des- 
cender de  extranjeros  residentes  en   aquel  país." 

"  Juzgo  necesario  para  informe  de  V.  8.  ponerle  en  posesión 
de  la  opinión  del  abogado  general  de  la  Eeina  sobre  varios  casos 
que  se  han  suscitado  en  países  extranjeros,  y  en  que  se  ha  cues- 
tionado el  derecho  íi  que  se  refiere  el  oficio  de  V.  S." 

''  Esa  opinión  es  en  sustancia  que,  si  bien  por  ley  escrita 
de  este  país  todos  los  niños  nacidos  fuera  de  la  obediencia  del 
líey,  cuyos  padres  ó  abuelos  paternos  eran  subditos  por  naci- 
miento, tienen  ellos  mismos  título  para  gozar  derechos  y  pri- 
vilegios británicos  mientras  se  hallan  dentro  de  territorio  bri- 
tánico ;  sin  embargo,  el  efecto  del  estatuto  británico  no  puede 
extenderse  hasta  el  punto  de  quitar  al  Gobierno  del  país  donde 
hayan  nacido  esas  personas,  el  derecho  de  reclamarlas  como  súb- 

■ 

ditos  nativos,  á  lo  menos  mientras  permanezcan  en  üquel  país.'' 

^'ínS^e^¿a/°         "  Segúu  cl  dcrccho  no  escrito  de  Inglaterra, 
todos  los  nacidos  dentro  de  la  obediencia  del  Bey,  sean  hijos 
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de  subditos  británicos,  ó  de  extranjeros,  son  reputados  sub- 
ditos por  nacimiento  de  la  Corona  de  Inglaterra  ;  y,  si  el  de- 
recho de  cualquier  Estado  extranjero  sobre  este  punto  es  el 
mismo  derecho  inglés,  y  si  tal  Estado  extranjero  coloca  á  los 
nacidos  en  su  territorio  en  el  mismo  pié  que  á  sus  propios  sub- 
ditos ó  ciudadanos,  el  Gobierno  de  aquel  Estado  tiene  dere- 
cho de  exijir  á  tales  personas  el  servicio  de  subditos,  aun 
cuando  hayan  sido  hijos  de  extranjeros,  á  lo  menos  mientras 
esos  hijos  permanezcan  en  el  país  de  su  nacimiento." 

Guando  en  1865  se  discutió  aquí  la  misma  cuestión,  el  señor 
EdTvards,  Encargado  de  Negocios  de  la  Gran  Bretaña,  (i  quien 
adujo  este  Despacho  los  argumentos  sacados  de  la  misma  prác- 
tica de  ella,  de  las  opiniones  de  sus  jurisconsultos  Blackstone 
y  Phillimore  y  las  del  publicista  americano  Wheaton  y  otros, 
dijo  de  orden  superior : — "  El  Gobierno  de  S.  M.  es  de  opinión 
que  son  sanos  los  principios  en  que  V.  E.  funda  su  particular 
aserto,  aunque  es  de  observarse  que  por  estipulación  de  tra- 
tado y  por  largo  uso,  un  Estado  puede  conceder  á  los  sub- 
ditos de  otros,  privilegios  que  no  se  otorgan  á  sus  propios 
subditos.  Hay  muchas  circunstancias  que  pueden  dar  á  seme 
jante  uso  un  carácter  no  impolítico  ni  desrazonable.*' 

<^  El  Gobierno  de  S.  M.  opina  además  que,  cuando  la  ley 
nacional  abroga  tal  u«o,  debe  darse  amplio  término  á  los  sub- 
ditos del  Estado  á  quienes  so  retira  el  privilegio,  para  deter- 
minar si  permanecerán  ó  no  en  el  país  donde  se  ha  efectuado 
este  cambio  de  su  relación  anterior." 

^<El  señor  Seijas  percibirá,  por  las  anteriores  opiniones, 
que,  si  bien  el  Gobierno  de  S.  M.  B.  no  hace  oposición  al  cam- 
bio que  el  Gebierno  de  Venezuela  desea  introducir  en  la  po- 
sición de  niños  nacidos  á  sábditos  británicos  en  Venezuela, 
está  lejos  de  admitir  su  fuerza  retroactiva.'^ 

Este  Ministerio  se  apresuró  á  demostrar  que  no  se  trataba 
de  dar  nueva  ley,  sino  de  interpretar  un  principio  que,  con  la 
sola  excepción  del  caso  del  joven  llamado  Alejandro  d'Erapaire, 
se  había  mantenido  desde  la  fundación  de  la  República,  que 
la   impugnada  disposición   no  era  retroaotiví*.    sino   explicativa. 


\ 
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ic^higlísa.  En  12  (lo  Mayo  de  1S70  se  expidió  por  el  Parla- 
mento inglés  una  ley  que  ha  introducido  alteración  maj  no- 
table en  el  sistema  sobre  la  materia  seguido  desde  muy  atrás 
en  la  Gran  Bretaña.  Sus  más  trascendentales  disposiciones  con- 
sisten en  esto.  Habilita  á  todo  extranjero  para  tomar,  adqui- 
rir, poseer  y  traspasar  toda  especie  de  bienes  muebles  6  raí- 
ces; mas  en  el  concepto  de  quo  no  se  extiende  eso  á  finca» 
situadas  fuera  del  Beino  Unido,  ni  da  derecho  para  obtener 
empleo,  ni  de  votar  en  elecciones  municipales,  parlamentarias 
ni  otras.  Declara  que  en  virtud  de  convenio  internacional  cual- 
quier extranjero  naturalizado  en  aquel  país,  puede  recobrar  sa 
nacionalidad  primitiva.  Otorga  al  individuo  subdito  británica 
por  haber  nacido  en  suelo  inglés,  la  facultad  de  decidirse  por 
la  ciudadanía  de  su  origen,  siendo  mayor  y  no  incapaz. — En 
iguales  circunstancias  puede  hacer  otro  tanto,  respecto  del  país 
del  nacimiento,  el  oriundo  de  él,  pero  de  padre  inglés.  Y,  lo 
más  importante,  reconoce,  como  fue  reconocido  en  los  Estados 
Unidos  por  la  ley  de  27  de  Julio  de  1868,  el  derecho  de  ex- 
patriación. Así  dejará  de  tenerse*  por  subdito  británico  al  que 
voluntariamente  se  haya  naturalizado  en  país  extranjero.  El 
extranjero  que  toma  carta  de  naturaleza  británica,  no  será  repu- 
tado subdito  de  la  Corona  dentro  de  los  límites  del  Estado  ex- 
tranjero á  quo  pertenecía,  á  menos  que  por  las  leyes  ó  trata- 
dos del  último  haya  dejado  de  ser  subdito  suyo.  El  subdito 
británico  por  nacimiento  quo  se  haya  naturalizado  en  otro  país, 
puedo  pedir  su  readmisión  á  su  prístina  ciudadanía,  pero  bajo 
las  mismas  condiciones  exigidas  á  cualquier  extraño  que  la  pre- 
tende. También  aquí  se  declara  que  tal  individuo  reincorpo- 
rado en  su  patria  anterior,  no  será  tenido  por  inglés  dentro 
de  los  límites  del  Estado  extranjero  de  que  se  hizo  miembro, 
á  menos  que  por  las  leyes  ó  tratados  del  mismo  haya  perdido 
la  nacionalidad  allí  adquirida.  La  mujer  casada  sigue  la  de 
su  marido.  La  inglesa  nativa  que  por  el  matrimonio  pasó  á 
otra  nueva,  puede  ya  viuda  ser  readmitida  á  la  de  su  naci- 
miento. Cuando  en  virtud  de  lo  dicho,  el  padre  inglés  ó  la 
madre  inglesa  y  viuda  pasan  á  ser  extranjeros,  los  hijos  de 
uno  ú  otra  que,  durante  la  infanci}),  han  residido  en    el  país 
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donde  se  nataralizaroa  ésta  ó  aquél,  y  han  quedado  natura- 
lizados allí,  según  las  leyes  de  aquel  país,  serán  subditos  del 
mismo,  y  no  de  la  Gran  Bretaña.  (Memoria  de  Eelaciones 
Exteriores,  1878.) 

No  picrüen  el  caráctor        Dice  el  artículo  C^  de  la  Oüustitución  viffeu- 

deTenezolanoslos  quefl-  ° 

jeneudomicmoyadquie-    te,   igual  eu  csto  á  las  de  1864  y  1874;  **  no 

xan  nacionalidad  en  país 

extranjero.  pierdou  el   carácter    de    venezolanos   los   que 

fijen  su  domicilio  y  adquieran  nacionalidad  en  país  extraujero." 
"So  habría  sido  razón  entender  que  una  República  como  Ve- 
nezuela, gobernada  por  instituciones  ampliamente  liberales,  hu- 
biese querido  imitar  principios  de  otras  épocas,  ya  cambiados 
donde  existían,  y  atar  6us  ciudadanos  á  la  perpetua  conser- 
Tación  de  su  naturaleza.  Esto  sería  embarazar  el  derecho  de 
expatriación,  que  en  todas  partes  se  reconoce  y  practica  con 
más  ó  menos  trabas.  Lo  cual,  y  los  innumerables  inconvenien- 
tes á  que  daría  margen  la  coexistencia  de  la  nacionalidad  ve- 
nezolana con  otra  ú  otras,  en  individuos  colocados  fuera  de  su 
alcance,  mas  acreedores  á  la  protección  de  su  Gobierno,  recla- 
maban una  medida  en  que  se  fijara  su  verdadero  significado. 
Asi  lo  pensó  la  última  Legislatura  al  explicar  que  la  Gonsti 
tución  no  ha  impuesto  un  gravamen,  sino  otorgado  un  bene- 
ficio; no  ha  privado  de  la  facultad  de  cambiar  de  patria,  sino 
conservado  la  venezolana  al  que,  habiéndose  unido  á  otra,  vuelve 
á  ésta.  Entonces  se  suelda  el  vínculo  que  había  sido  roto, 
sin  tomarse  para  nada  en  cuenta  los  hechos  del  tiempo  de 
su  separación.  Es  confirmación  de  la  antigua  regla  de  que, 
cuando  uno  vuelve  al  lugar  de  su  nacimiento,  reviven  su  do- 
micilio  nativo  y  carácten  7iacional,  Gierto  que  por  algunos  con- 
venios de  los  Estados  Unidos  con  Méjico  y  daciones  europeas 
se  ha  modificado  la  máxima  hasta  el  punto  de  haber  prome- 
tido las  partes  considerar  como  extranjeros  en  su  suelo  primitivo 
á  los  ciudadanos  naturalizados  en  el  otro,  mas  estableciendo 
que  la  residencia  continua  de  dos  ó  tres  años  en  el  territorio 
nativo  importa  el  abandono  del  adoptado.  Gon  esto  se  ha  re- 
caído en  el  viejo  principio,  aunque  haciendo  tardíos  sus  efectos 

^^MtíiujSm   ^       También  atendieron  los  actos  legislativos  de 
de  1882  á  algunos  vacíos  de  la  ley  vigente  de  naturalización 
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(le  extranjeros.     Es   ella  con   extremo   i;oncina,    como    que  n 
<i\ñtí  ¿i  establecer  ])or  únicos  lequisito::^  del    caso    la  presencil 
del  aspirante  en  tierra  de  Yenezaeh;  y   la  solicitud  de  la  carta 
<ití  naturaleza,  con    espresióu  de    alcanas  circunstancias  y  la 
ciferta  de  fidelidad  A  la  Constitución    y  leyes.    Faltaba  dete^ 
niinar  la  nacionalidad  de  los   hijos  uu^uores  y  de  la  mujer  de 
las  per.^onas  naturalizadas  ya  ó   por  n¿naralizar  en  lo  adelante. 
Para  lo  primero  había  que   seguir  las    necesidades    de  la  de- 
pendencia del  padre  durante   la   minoría  do  los  hijos  ;  paralo 
segundo  el  Código  Civil  en   sus  artículos  18  y  19  había  dado 
la  norma,  disponiendo  que   ^'  la  extranjera    que  se  casare  con 
un   venezolano  adquirirá  los   derechos  civiles  de  los  venezola- 
nos, y  la  venezolana  que    se  casare  cou  un  extranjero  se  lé* 
putará  como  extranjera  respecto   de   los    derechos  propios  dd 
los   venezolanos,  siempre  que  por  el  hecho  de  matrimonio  ad- 
quiera  la   nacionalidad    del    marido,    y  mientras    permanezca 
casada." 

Para  los  hijos  naturales  menores,  :^ i  ya  no  han  de  quedar 
privados  de  toda  ciudadanía,  no  ))upde  haber  otra  qne  la  de 
su  madre. 

Allí  mismo  se  confirmó  lo  resuelto  i>or  el  Ejecutivo,  desde 
1®  de  Diciembre  de  1865,  cou  robusto  fundamento  en  la  ley 
de  18  de  Mayo  de  1855,  á  saber:  que  son  venezolanos  cuan- 
tos han  venido  al  país  ó  viuieren  al  país  en  calidad  de  in- 
migrados, si  han  recibido  los  beneficios  de  las  leyes  de  iumi« 
gración,  sin  que  importe  que  no  hayan  pedido  ni  pidan  carta  de 
naturaleza.  Tal  resolución  ha  producidp  el  beneficioso  resal  - 
tado  de  libertar  al  país  de  quejas  de  los  inmigrantes  apoya- 
das por  los  Gobiernos  de  las  daciones  á  que  hubiesen  per- 
tenecido. Ni  podría  ninguna  permitir  que  se  la  llamase  á 
cuenta  sobre  la  observancia  de  sus  propias  leyes.  Comba- 
tida esforzadamente,  en  los  pocos  casos  en  que  se  asomó,  la 
pretensión  de  interponerse  á  favor  de  los  inmigrados,  no  se  ha 
insistido  en  ella. 

Según  leyes  de  algunos  Estados,  la  aceptación  de  empleos 
envuelve  la  voluntad  de  ser    ciudadano  de  aquel   á   quien  se 
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Irve.  El  decreto  de  qae  hablo,  no  prohijó  el  canon  en  toda 
iu  extensión,  limitándolo  á  las  personas  que  espontáneatnerite 
ejercen  el  cargo  del  sufragio ',  porqne  no  cabo  prueba  más 
enfática  del  ánimo  de  participar  de  los  asuntos  domésticos  de 
un  pueblo. 

EinaturaUzado  Finalmente,    prohibió   el   legislador  que  el 

no  puedo  devolTep  la  ^i-tj  .  ii  «iir 

carta,  etc.  naturalizado  se  despojase   de  la   cLadadanía 

venezolana  adquirida,  devolviendo  la  carta  de  naturaleza  ó 
haciéndose  inscribir  en  matrículas  de  extranjeros.  No  sin  mo- 
tivo se  estampó  en  la  ley  semejante  cláusula.  En  el  archivo 
de  este  Ministerio  se  registran  hechos  como  los  que  se  íuten 
ta  prevenir.  Después  de  haber  pedido  y  alcanzado  su  incor- 
))oración  en  esta  patria,  permaneciendo  e?i  ella  y  sin  ánimo 
de  dejarla  por  otra,  algunos  han  devuelto  el  documento  6 
acudido  á  matricularse  en  las  listas  de  consulados  extran- 
jeros de  Caracas,  como  si  fuese  lícito  proceder  de  tal  modo 
en  asuntos  graves,  ó  pudiese  uno,  siguiendo  la  corriente  de 
sus  caprichos,  investirse  ó  desnudarse  de  esta  ó  aquella  na- 
cionalidad ad  Ubitunif  y  no  conforme  á  las  leyes  de  los  Estados 
respectivos. 

simdS ^cií^cho.  Es  este  el  lugar  de  ú^H^^^  que  en  \o^  E^t:i- 

dos  unidos    de  América    el   seüor   Simón    Cimacho,    Ministro 
fiesidente    de    Venezuela  en    ftt    actualidad,  estimó   oportuno 
renunciar  á  la  ciudadanía  de  aqi^el   país  anteriormente  por  él 
tomada,  y  se  le    dijo    que  ninguna  ley  se  había  establecido 
allí  á  tal  fin ;  pero  que   lograría  su  objeto  dando  al  Gobierno 
de  Venezuela  parte  de  tal   abandono.    Siguió    el    Ministro  di- 
Ijlomático  de  la  República    el    consejo,  y   en  su  participación 
hizo  memoria    de  antecedentes   en    el    propio    país   ocurridos. 
Parece  que  ellos  se  refieren    á    Agentes    públicos,   los  cuales, 
como  so  sabe,  están  en  posesión  del  privilegio  de  extraterrito- 
rialidad; de  suerte  que    puede    habérseles  reputado  ansentes, 
y  como*en   la  patria  adonde  han  querido  devolverse.     La  trasla 
ción    al   país  que  se  aspira  á   adopt^tr,   es  indispensablement' 
requisito  de  )a  agregación   á  él ;   una    doctrina    contraria    Me 
varía  en  pos  de  sí  embarazos,  absurdos  y  hasta   peligros. 


346  INTRODUCCIÓN 


No«dmiUduda«i«en-  Haj  quíeii  orcft  Qiie  admite  duda  el  sentido 
tionai  toeaute  á  lA  nació-  del  artículo  constitucional  tocante  a  la  uaoio- 
*  vcneSieto/^*"  *  üalidad  de  los  uativoa  de  Venezaela,  qaienes 
quiera  que  sean  sus  padres.  Antes  Be  disputaba  á  la  Bepú- 
bliea  la  facultad  de  disponer  lo  que  otras  potencias  han  dis- 
puesto j  conservan  ó  no  sin  alteración  según  les  ha  parecido. 
Ko  se  ha  llegado  á  un  arreglo  explícito  hasta  ahora ;  mas  las 
controversias  han  concluido,  y  de  hecho  se  asiente  á  la  práo 
tica  fundada  en  aquella  declaración  terminante.  Otros  afirman, 
sin  embargo,  que  la  regla  no  es  aplicable  sino  á  lo  futuro ;  que 
en  lo  pasado  no  existía.  Quieren  pues,  que  se  prescinda  de 
los  artículos  de  las  Constituciones  anteriores,  en  los  cuales  es- 
tab.i  inserta  la  propia  regla,  como  si  fuesen  palabras  vacías 
de  sentido,  escritas  sin  intención  de  ninguna  especie. 

Decir  que  la  Constitución  de  1830  no  abrazaba  sino  á  los 
hijos  de  padres  venezolanos,  es  hacer  violencia  al  texto  del 
artículo,  que  habla  de  los  hombres  libres  nacidos  en  el  te- 
rritorio, j  ponerle  arbitrariamente  un  sentido  limitado.  Un 
precepto  claro,  terminante,  de  cuya  inteligencia  literal  no  resulta 
absurdo,  conforme  al  principio  que  ha  existido  aun  donde  des- 
pués ha  recibido  modificación  en  ciertos  casos,  y  .acomodado 
á  las  circunstancias  de  las  Naciones  de  América,  ni  puede  ni 
debe  ser  restringido.  La  proposición  indefinida  equivale  á  pro- 
posición universal  cuando,  como  aquí,  constituye  la  esencia 
de  una  cosa,  á  saber,  la  de  la  ciudadanía  del  derecho  de 
gentes. 

Tal  es  el  sentido  que  le  ha  dado  siempre  el  Ejecutivo 
en  las  cuestiones  que  acerca  de  la  materia  se  han  presentado 
antes  de  ahora. 

Y  sobre  todo,  después  que  el  Congreso  de  la  Repáblicaj 
ii  quien  por  la  Constitución  de  1830  tocaba  explicar  las  dudas 
que  ocurriesen  sobre  la  inteligencia  de  sus  artículos,  mediante 
la  ley  de  16  de  Mayo  de  1873  graduó  como  delito,  castigó 
con  la  pena  de  la  falsificación,  y  de  perjurio  en  su  caso,  el 
hecho  de  que  un  individuo  nacido  en  este  territorio  convir- 
tiese  su  nacionalidad  nativa  en   extranjera,  procurando  obtener 
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^    ^btenieudo  al  efí'Cto  ccrtiücadoB  de  Legaciouea  ó   OóuBules  de 

^tro    puís^    y  dispuso    además  se  recogiesen   y   caucelasen   las 

^^'^tau   para  entonces  obtenidas:  qaedó  fijada   debidamente   la 

^^«"dadera  significación   del  artículo.    Antes  y   después    de  esa 

^y    habíala  sostenido  briosamente  la  Administración  del    Sep- 

^^io,  y  en  consecuencia  cancelado  cartas  de  nacionalidad  bri- 

^'^Uica,  española,  francesa,  italiana,  neerlandesa  y  dinamarquesa. 

Por  otra  parte,  la  ley  de  4  de  Mayo  de  1883,  destinada 
^  enumerar  las  diversas  categorías  de  ciudadanos  nativos,  á 
^tiienes  la  Constitución  reserva  ios  cargos  de  Presidente  y 
^Dador  (le  la  liepública,  Miembro  de  la  Alta  Corte  Federal, 
llinlstro  Diplomático,  Cónsul  General  y  ciertos  empleos  de  Ha- 
cienda, coloca  en  primer  lugar  á  los  oriundos  del  territorio  de 
Teuezuela,  sea  cual  fuere   la  nacionalidad  de  sus  padres. 

Ambas  leyes  son  interpretativas  de  la  Constitución  de  1830, 
y  declaran  solamente  el  valor  en  que  debe  tomarse  desde  aque- 
lla fecba,  sin  introducir  nada  nuevo  en  perjuicio  de  persona 
alguna. 

Añádese  á  lo  dicho  que  Alemania,  España  y  los  Esta<U'S 
Unidos  de  América  y  la  Gran  Bretaña,  si  bien  han  prohijado 
en  su  legislación  el  principio  de  que  el  descendiente  de  sub- 
ditos de  ellos  nacido  en  otro  país  hereda  la  nacionalidad  de 
los  padres,  todavía  reconocen  que  tal  no  puede  tener  efecto 
cuando  las  leyes  locales  dispongan  otra  cosa,  á  lo  menos  mien- 
tras el  hijo  permanezca  bajo  el  imperio  de  las  mismas.  Lo 
cual  equivale  á  convenir,  como  es  de  regla,  en  su  preponde- 
rancia, cuando  pugnan  con  las  extranjeras  ;  y  en  que  el  de- 
recho de  gentes  no  niega  á  los  Estados  la  facultad  de  definir 
el   punto  del  modo  más  conforme  á  sus  intereses. 

Por  consiguiente,  cualquiera  que  haya  nacido  en  Veneziiel:» 
de  1830  en  adelante,  es,  sin  ningún  género  de  duda,  venezo- 
lano; y  así  se  ha  resuelto. 

Bien  se  deja  entender  que  lo  son  igualmente  los  nacidos 
antes,  ya  en  tiempo  de  Colombia,  ya  en  los  afiosque  precedieron 
á  su  creación,  porque  uno  y  otro  caso  se  preven  en  las  Cons- 


348  INTRODUCCIÓN 


tituciones    de  1830  y   de    1821.      En    ésta  difje    el    artículo  4? 
"Son  colombianos:  1?  Todos  los  hombres   libres  nacidos  en    el 
territorio  de  Colombia  y  los  hijos  do  éstos.    2<*  Los  que  estabao 
radicados  en  Colombia  al  tiempo  de  su  transformación  política^ 
con   tal    qae  permanezcan    fíeles    á  la    cansa    de  la   indepen^...^ 
dencia."  [Memoria  de  Eelaciones  Exteriores  de  Venezuela,  1883 

En  cuanto  á  la  Constitución  de    1811,    calcada  como   íi 
sobre  la  Anglo-americana  de  1787  que  no  incluye  disposioiox^ 
sobre   la  nacionalidad,  guardó  también  silencio  en  este  pnik.f;^^ 

Capo  de  loa  hermanos        Miffuel  Felipe  v  Bartolomé  Antich,  cla<3a- 

MJgnel  Felipe  y  Bartolo-       ,  ..         V,    Vr  ,  i^^       - 

me  Antich.  danos  uativos  de  Venezuela,  obtuvieron  ceuts 

de  naturaleza  de  ciudadanos  iN'orfce-americanos,  el  8  de  Febrero 
de  1866,  en  el  Estado  de  Kueva  York,  y  habiendo  regresado 
á  Venezuela,  en  el  año  siguiente,  se  hici^on  inscribir  eñ  el 
registro  del  consulado  Norte-americano,  en  Puerto  Cabello,  fc 
jaron  allí  su  residencia  y  abrieron   una  casa  de  comercio.     - 

En  Mayo  de  1872  extendieron  una  protesta  en  el  referido 
consulado,  manifestando  :  que  aunque  nacidos  en  Venezuela,  su 
actual  residencia  mercantil,  no  habían  adquirido  aquí  bienes 
raíces  de  ninguna  clase,  ni  contraído  matrimonio  ni  otros  lazos 
obligatorios,  pues,  siempre  había  sido  su  intención  regresar  á 
los  Estados  Unidos  de  América,  para  establecer  allí  su  resi- 
dencia permanente,  tan  pronto  como  se  lo  permitieran  sus  em- 
presas comerciales,  y  pedían  que  se  elevase  á  la  Legación 
Norte-americana  en  esta  ciudad,  á  ün  de  que  obtuviese  del 
Gobierno  de  Venezaela,  que  se  los  considerase  como  ciudadanos 
Norte-americanos. 

L^  Legación,  en  6  de  Mayo  de  1872,  se  dirigió  á  este  Mi- 
nisterio acompañando  la  protesta  y  apoyando  la  solicitud.  Es- 
ta pretensión  fue  rechazada  en  vista  de  la  terminante  dispo- 
sición del  artículo  7*  de  la  Constitución,  que  dice  :  '*No  pierden 
el  carácter  de  venezolanos  los  que  fijen  su  domicilio  y  adquie- 
ran nacionalidad  en  país  extranjero.'^  Y  como  la  Legación 
replicase  que,  '*  no  era  de  suponer  qne  el  Gobierno  negara  el 
derecho  de  expatriación  á  la  faz  de  la  civilización  moderna,  y 
de  la  concesión   de  este   dereí'ho  por  todas  las  principales  mo- 
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^ftrqaíaa  «lo   Europa, "  y  trajo  eu  su  apoyo  la  ley  de  la  Gran 

'^''etaña  de  12  de  Mayo  de  1870  sobre  naturalización,  y  la  de 

'oa  Estados  Unidos    de   27  de  Julio  de  18G8  sobre  la  misma 

^^teria ;  así  como  los  tratados  que  últimamente  lia  celebrado 

*5^   Gobierno  con   la  Gran  Bretaña,  Austria,  Prusia,  etc.,  rela- 

^'Vos  al  propia  asunto,  esto  Ministerio  tuvo  necesidad  de  de- 

ostrar,  que  el    principio  consagrado  por   la    Constitución  do 

«neznela,  ni  es   nuevo,   ni  desconocido  en  los  Estados  unidos 

^^e  líorte  América,  ni   tampoco   contrario  á    las  doctrinas   del 

derecho  internacional. 

phüumorc.  PhilHmore,  tratando  esta  materia  se  expresa  así : 
'^Gada  Estado  tiene  un  derecho  indudable  á  los  servicios  de 
aaa  ciudadanos.  Cada  Estado  estrictamente  hablando,  tiene  el 
derecho  de  prohibirle  la  salida  de  su  propio  país,  derecho  que 
algunas  potencias  continentales  de  Europa  ejercen  todavía  hoy. 
Estos  derechos  no  están  sometidos  ni  á  la  censura  (control) 
ni  á  la  imposición  de  reglas  para  su  ejercicio,  por  ningún  Es- 
tado extranjero.  '^ 

BiackBtone.  Blackstoue  (íicc :  "  Obediencia  natural  es  la  que 
debe  «1  subdito  que  lo  es  por  nacimiento.  Este  es  un  lazo 
qae  no  puede  ser  cortado  ni  alterado  por  ningún  cambio  de 
tiempo,  lugar  ó  circunstancia,  sino  sólo  por  la  concurrencia  uni- 
da déla  legislación.'' 

*' Un  ingléa  que  se  traslada  á  Francia  ó  á  China,  debe 
allí  la  misma  obediencia  al  Hey  de  Inglaterra,  que  en  su  país, 
y  después  de  veinte  años,  como  el  primor  día. " 

"Porque  es  un  principio  legal,  que  ^1  subdito  de  un  Prín- 
cipe por  nacimiento,  no  puede  por  hechos  propios,  ni  por  pres- 
tar juramento  de  obediencia  á  otro,  poner  á  un  lado  ó  anu- 
lar su  obediencia  natural  ( allegiance  )  para  con  el  primero  :  pues 
esta  obediencia  natural  fue  intrínseca  y  primitiva  y  precedió 
á  la  otra,  y  no  puede  ser  abandonada  sin  la  concurrencia  de 
aquel  Príncipe  á  quien  era  debida  en  primer  lugar.  Es  verdad 
que  el  subdito  por  nacimiento  de  un  Príncipe  á  quien  debe  obe- 
diencia, puede  envolverse  sometiéndose  en  absoluto  á  otro  ;  pero 
es  su  propio  hecho  el  que  le  pone  en  estas   estrecheces  y  difícul- 
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tades  de  deber  Kcrvicios  á  dos  Kenores  ;  y  sería  irrücional  que  por 
semejantes  actos  voluntarios  suyo«,  pudiese,  ¿i  su  voluntad  dÍRolver 
los  lazos  que  lo  unen  á  su  Piínoipo  natural.  En  ciertos  casos 
podrá  perder  sus  derechos  como  subdito  británico,  adhiriéndose 
á  una  potencia  extranjera;  pero  siempre  queda  obligado  á  cum- 
plir sus  deberes,  y  si  en  el  curso  de  semejante  empleo  violare^ 
las  leyes  de  su  país  natal,  estará  expuesto  al  castigo  caandc^^ 
llegue  ai  alcance  do  sus  tribunales." 

iiaueck.  Halleclc,  trae  con  el  mismo  motivo,  lo  sígnie^;-;^ 

te.    '^  §  2^    Obediencia  primitiva  por  el  origen  {allegiancé).    ^^¿ 
que  resulta  del   nacimiento  ó  de  los  padres,  sigue  al  indi-^/^ 
dúo  donde  quiera  que  se  halla,  hasta  que  sea  cambiada  ^x^t 
alguno   de   los    modos  establecidos  ó  reconocidos  por   la  l^^j^ 
como  por  ejemplo,  expatriación,    naturalización,   domicilio   «6*. 
Obediencia  nativa  es  un  incidente  legal  del  nacimiento,  y  « 
la  tácita  fidelidad  y  obediencia  que  cada  persona  debo  á  la  so- 
beranía política   bajo  la  cual  nació.     Este  es   un    principio  de. 
ley   universal,  y  está    sancionado   tanto  por  la  jurisprudencia 
internacional,  como  por   los  Códigos  municipales  de   todos  loa 

países "  "  §  4?  Conflicto  apareiite  entre  la  obedienma  primitim 

{allegiancé)  y  la  naturalización.  Hay  aparentemente  una  con- 
tradicción en  estas  dos  reglas,  pues  ¿cómo  puede  un  Estado 
cualquiera  por  medio  de  su  ley  municipal,  modificar  una  máxi- 
ma general  de  jurisprudencia  internacional,  ó  impedir  ía  apli- 
cación á  sus  propios  subditos,  de  un  principio  establecido  por 
el  derecho  público !  Pero  esta  coutradicción  es  más  aparente 
que  real.  Es  necesario  recordar,  que  aunque  la  ley  interna- 
cional reconoce  el  derecho  de  un  Estado  á  naturalizar  ó  adop- 
tar los  subditos  de  "Otro,  no  es  en  virtud  de  esta  ley  pública 
que  semejante  ciudadano  es  naturalizado  ó  adoptado,  sino  en 
virtud  de  la  ley  positiva  6  municipal  del  país  que  los  naturaliza 
ó  adopta.  El  nuevo  ciudadano  es  enteramente  criatura  de  la 
ley  municipal,  y  está  investido  sólo  con  los  derechos,  privile- 
jios  é  inmunidades  que  esta  ley  es  capaz  de  conferirle.  Así, 
por  otra  parte,  mientras  la  ley  internacional  reconoce  el  de- 
recho de  un  Estado,  de  retener  la  obediencia  primitiva  de 
sus    subditos,    ó  de  expatriarlos,   el   lazo  que    los    obliga    no 
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•está  formado,  ui  bu  nataraloza  (ietermiuada,  por  la  ley públicaj 
sino  por  la  ley  mn7iicipal  de  cada  país.  Como  la  ley  maaicipal 
hace  al  ciudadano  por  uatnralizacióu,  así  tambióa  lo  retiene 
6  lo  deshaee^  reteniendo  ó   disolviendo  la  obediencia  primitiva.'' 

westiake.  Westlakc  cxpone :  "  La  idea  de  obediencia  pri- 
mitiva (allegiance)  como  lazo  personal,  sancionado  ó  sujeto  á 
ser  sancionado  con  un  juramento,  envuelve  necesariamente  su 
perpetuidad  á  lo  menos  hasta  que  sea  disnelto  por  el  con- 
sentimiento   mutuo    entre    el    soberano  y  el   sábdito ;   y   esto, 

expresado  en  la  manera  *'  nemo  potest  exuere  patriam,"  es 
todavía  hoy  la  doctrina  tanto   británica  como   americana,^ 

Calvo.  Concordante  con  esta  doctrina,   es  la  que  trae 

Calvo  en  su  obra  de  derecho  internacional,  publicada  recien- 
temente, dice  así : 

*'Pero  si  es  indudable  que  toda  Nación  independiente 
tiene  derecho  á  conferir  el  título  do  ciudadano  á  un  extran- 
jero, lo  es  igualmente  que  paede  rcíijlamcntar  la  fidelidad  de 
sus  propios  subditos,  é  imponer  condiciones  ó  prohibir  com- 
pletamente su  expatriación.  En  este  sentido  ias  leyes  de  todos 
los  pueblos  han  fijado  requisitos  esenciales  i>ara  la  absoluta 
desnaturalización  de  sus  subditos  ó  ciudadanos,  lltgándose  á 
exijir  por  algunos  el  consentimiento  supremo  del  Poder  Eje- 
cutivo. Pues  bien  ¿cómo  se  concilian  estos  dos  derechos?  Si 
©1  derecho  público  exterior  reconoce  en  nn  Estado  facultades 
para  naturalizar  los  subditos  ó  ciudadanos  de  otro,  ¿cómo 
reconoce  también  el  poder  del  mismo  Estado  para  fijar  coa- 
diciones ó  impedir  en  absoluto  la  expatriación  ?  A  primera 
vista  aparece  que  estas  dos  reglas  son  inconciliables :  sin 
embargo,  la  contradicción  no  es  más  que  aparente." 

'^  El  derecho  internacional  reconoce  el  poder  de  un  Estado 
para  naturalizar  los  subditos  ó  ciudadanos  de  otro,  pero  la 
naturalización  no  se  verifica  en  virtud  del  mismo  derecho  in- 
ternacional, sino  de  la  legislación  local.  Así,  el  nuevo  ciuda- 
dano ó  subdito,  es  creación  pura  y  escluslva  de  las  leyes  ci*- 
viles  y  políticas  del  país  que  lo  adopta,  y  disfrutará  única- 
mente de  los  deieohos,  privilejios  é  inmunidades  que  aquellos 
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lo  coufíeran.  Y  lo  qae  decirnos  de  nataralización  se  aplica 
tanibióu  á  la  expatriaoión  ó  rompimiento  de  los  víncalos  na- 
turales de  ciudadanía,  qae  nacen  y  se  conservan  siempre  á  la 
sombra  de  la  legislación  local.  El  derecho  de  ezpatriaoiÓD, 
pues,  como  el  de  nataralización,  se  subordinan  bajo  el  punto 
de  vista  del  derecho  internacional,  al  principio  general  de  qae 
cada  Estado  independiente  es  soberano  en  sa  propio  territorio, 
y  que  sas  leyes  son  obligatorias  para  las  personas  que  se 
hallan  dentro  de  su  jarisdicción,  pero  no  tienen  efecto  extra- 
territorial."^ 

'^  Resalta  claramente  de  la  doctrina  asentada,  que  mientras 
el  subdito  ó  ciudadano  naturalizado  permanece  en  los  límites 
y  bajo  la  jurisdicción   de  su  nueva  patria,  6  en  otro  caalqníee 
Estado,  conservará  el  carácter  nacional,  conferido  por  la  na-* 
taralización.     Pero   si   éste  no  ha  sido    adquirido,    rompiendo 
según  las  leyes  locales    el  anterior  vínculo  patrio,  es  evidente 
que  la  vuelta  del    naturalizado    á  su   país   natal   le   colocará 
naevamente  bajo  su  jurisdicción,  sujetándole  á  las  obligaciones, 
cargas  y  penas  que  le  impongan  ó  hayan  impuesto  las  leyes, 
á  no  ser  que  se  estipule  lo  contrario  en  tratados  especiales.'>' 

Webster.  "  Estos  príucipios  han  sido  reconocidos,  como 
hemos  dicho  en  el  párrafo  anterior,  por  la  jurisprudencia  de 
los  Estados  Unidos.  En  el  caso  de  Simón  Tousig,  que  había 
vneltn  voluntariamente  al  Austria,  Mr.  Marcy  se  negó  á  pedir 
su  libertad,  como  ciudadano  de  los  Estados  Unidos.  En  el 
de  J.  P.  Knacke,  ciudadano  naturalizado  en  los  Estados  Uni- 
dos, que  al  regresar  á  su  país  natal  (Prusia)  había  sido  obli- 
gado á  prestar  el  servicio  militar,  Mr.  Wheaton  declaró,  que 
si  el  interesado  hubiera  permanecido  en  el  territorio  de  la  Ee^* 
pública  Norte  Americana,  ó  visitado  con  fin  legítimo  otro 
cualquier  paí£(,  con  excepción  de  Prusia,  las  autoridades  de  los 
Estados  Unidos  le  hubieran  protegido  en  sus  derechos  y  '»>ri- 
vilegios  como  ciudadano  naturalizado;  pero  que  habiendo  re- 
gresado á  su  país  natal,  so  restablecía  su  antiguo  carácter,  y 
estaba  en  obligación  de  obedecer  las  leyes  locales,  como  si 
no  hubiera  emigrado.  Mr.  Webster,  Secretario  de  Estado  del 
Gobierno  de    Washington,  reconoció   con   motivo   del  caso  de 
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^'^sioio  Tolen,  Dataral  de  Españí^  y  nataralizado  en  los  Esta- 
^o^   XTnidos,  esta  doctrina,   resolución    confirmada  después  por 
^     ^Xiismo  Mr.  Webster  al  resolver  sobre  la  pretensión  de  Víctor 
Fierre,  natural  de  Francia  y  naturalizado  en  los  Estados 


*^ido8,  el  cual  decía:    "Si  como  resulta,  el  Gobierno  francos 
^,^      reconoce  el  derecho  de  los  naturales  de-  ese  país  á  renun- 
^^lr  BU   ciudadanía,  puede    legalmeute  reclamar   sus   servicios, 
^^mpre  que  los  encuentre  dentro  de  la  jurisdicción  francesa." 

Conforme  en    un   todo    con   estas    doctrinas,   tomadas    de 

positores  que  son  autoridades  en  la  ciencia  del  derecho  in- 

xnacional,  es  la  consignada  por  lu   ley  fundamental  de   Ye- 

^i^zaela  en   su  articulo  7**    ya  cúado:    doctrina   que    la  Gran 

^^retafia  ha  sostenido  y  practicado   durante  siglos,  y  los  Estados 

CTnidos  dé  Norte  América  por   mAs  de  ochenta  años. 

Oierto  es  que  ambas  iíacionvs  h^u  moditicado  recientemente 
^sta  doctrina,  en  virtud  de  las  loyes  que  en  1868  y  1870  han 
«aocionado  respectivamente;  pero  tal  cambio  en  la  legislación, 
no  parece  autorizar  la  aserción  de  que  aquellos  Estados  mien- 
tras profesaron  el  principio  déla  ciudadanía  perpetua  no  estu- 
vieran á  la  altura  de  la  civilización  moderna.  Y  que  esta  era 
la  doctrina  legal,  practicada  uniformemente  por  ambos  países, 
lo  prueban  no  sólo  el  cúmulo  de  autoridades  y  antecedentes 
que  se  dejan  anotados,  sino  la  necesidad  que  hubo  de  sancio- 
llar  aquellos  actos  legislativos  en  que  se  consigna  expresamente 
el  derecho  de  expatriación» 

Gran  Bretaña.  La  ley  dictada  por  !a  Gran  Bretaña,  en  12  de 
^ayo  de  1870,  en  su  número  6?  y  bajo  el  rubro  "  Expatriación^^^ 
establece  lo  siguiente :  "  Cualquii*r  subdito  británico  que  autos 
<}  después  de  la  publicación  de  este  decreto,  no  teniendo  nin- 
guna incapacidad,  se  naturalice  voluntariamente  en  un  Estado 
extranjero,  se  presumirá  desde  la  fecha  en  que  se  hubiere 
naturalizado,  haber  dejado  de  h¡er  subdito  británico,  y  será 
mirado  como  extranjero  5  con  tal  que  (Provided-That)  el  subdito 
británico  que  antes  de  la  publicación  de  este  decreto  sea  na- 
t  uralizado  voluntariamente  en  un  Estado  extranjero  y  aún  desea 
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permanecer  subdito  británico,  |>ae<ltí  dentro  de  dos  año8  después 
de  la  publicación  de  este  decreto,  hacer  una  declara<úóu  de  que 
desea  permanecer  subdito  Británico,  y  por  tal  declaración  becba 
como  una  declaración  de  nacionalidad  británica,  y  di'Hpués  de  pres 
tar  el  juramento  do  fidelidad,  se  presumirá  ser  y  haber  sido  siem- 
pre el  declarante  subdito  británico  ;  con  esta  circunstancia,  qo© 
no  podrá  ser  considerado  como  un  subdito  británico  mientraR 
esté  deutro  de  los  límites  del  Estado  extranjero  eu  el  eoal 
ba  sido  naturalizado,  á  menos  que  haya  cesado  de  ser  sábdito 
de  tal  Estado,  por  las  leyes  de  la  materia,  ó  por  algún  tra 
taüo  celebrado  á  este  efecto." 

Esta  ley  como  se  ve,  aun  cuando  modifica  la  doctrina  do 
la  ciudadanía  perpetua,  no  la  condena  sin  embargo,  y  antes 
bien  la  admite  con  una  condicióu  y  es,  que  se  haga  la  decla- 
ración dentro  de  dos  aDos.  De  modo  que  antes,  el  Estada 
imponía  la  cindadanía,  y  ahora  queda  á  voluntad  del  subdito, 
el  cual  aprovechanilo  el  plazo  de  doa  aflos  concedido  por  la 
ley,  puede  continuar  siendo  subdito  británico,  y  subdito  al 
mismo  tiempo   del   país  en  que  se  ha  naturalizado. 

Estados  Unidos.  La  ley  sauciouada  por  los  Estados  Unidos  en 
27  de  Julio  de  1868,  declara  en  su  Sección  1?:  ^'opuesto  á  los 
principios  fundamentales  de  aquel  Gobierno  cualquier  declara- 
ción, instrucción,  opinión,  orden  ó  decisión  de  sus  empleados 
que  niegue,  limite,  menoscabe  ó  pong»>  en  duda  el  derecho 
de  expatriación."  En  la  Sección  2*  establece:  "que  todos  sus 
ciudadanos  por  naturalización,  tienen  derecho  mientras  B¥ 
hallen  en  i)aís  extranjero,  á  recibir,  y  recibirán  del  Gobierno 
en  sus  personas  y  propiedades,  la  misma  protección  que  en 
iguales  circunstancias  se  concede  á  los  ciudadanos  por  nací- 
miento.  Y  en  la  3^  se  autoriza  al  Presidente  para  emplear 
los  medios  que  crea  necesarios  y  oportunos,  siempre  que  no 
equivalgan  á  actos  de  guerra,  al  fin  de  obtener  ó  efectuar 
la  soltura  de  aquellos  ciudadanos,  caso  de  que  sin  razón  se 
niegue  ó  demore,  hallándose  privadcís  de  su  libertad  por  orden 
de  Gobiernos  extranjeros  con  violación  de  los  derechos  de  la 
ciudadanía    americana. 
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Es  trivial  el  principio  de  que  cada  Estado  iudependionte  es 
soberano  en  su  propio  territorio,  y  que  sus  leyes  no  tienen  más 
fuerza  en  otro  Estado  que  la  que  ésta  quiera  otorgarles.  Sean  las 
que  fueren  las  disposiciones  contenidas  en  la  legislación  IÑTorte- 
simericana,  sobre  el  punto  cuestionado,  ellas  no  tienen  efecto 
alguno  en  Venezuela,  por  aquel  principio  de  derecho  tan  an- 
tiguo como  incontrovertible:  "  Statuta stío  clauduntur  territorio^ 
nec  ultra  te^ritorinm  disponuntJ^  También  carecen  de  fuerza, 
entre  nosotros,  las  estipulaciones  contenidas  en  los  tratados 
celebrados  últimamente  por    los  Estados  Unidos  con   otras  ÜSTa- 

ciones;  pero,  como  se  demostró  entonces,  el  caso  de  los  her- 
manos Antich  es  de  tal  modo  raro,  que  no  encuentra  apoyo 
ni  en  el  texto  de  aquellos  tratados.  El  celebrado  con  Frusia 
en  22  de  Febrero  de  1868,  es  cierto  que  establece  en  su  artículo 
If^^que  los  ciudadanos  de  la  Confederación  Alemana  del  Ñor 
te  que  se  naturalicen  en  los  Estados  Unidos  y  residan  allí 
cinco  aüos  sin  interrupción,  serán  tenidos  por  la  Confedera- 
ción Alemana  del  "Norte  como  ciudadanos  Norte-americanos, 
y  tratados  como  tales."  Pero  también  lo  es,  que  el  mismo 
tratado  establece  en  su  artículo  4.*  lo  siguiente  :  "  Si  un  ale- 
mán naturalizado  en  América  remieva  su  residencia  en  la  Ale- 
mania del  Norte,  sin  la  intención  de  volver  á  América,  será 
considerado  como  que  ha   renunciado  su  naturalización  en  los 

Estados  Unidos,    Recíprocamente  etc "    La  intención  de  no 

volver  se  considerará  existir,  cuando  la  persona  naturalizada  en 
un  país,  resida  más  de  dos   años  en  el  otro  pais. 

Ahora  bien,  Miguel  Felipe  y  Bartolomé  Antich  regresaron 
á  Venezuela  en  el  año  de  1867,  como  ya  se  ha  dicho,  y  se  hi- 
cieron inscribir  en  el  registro  del  Cónsul  Norte* americano,  en 
Puerto  Cabello,  el  6  de  Julio  del  propio  año  de  1867,  con  el 
carácter  de  comerciantes:  desde  esa  fecTia  hasta  hoy,  han  per- 
manecido sin  interrupción,  en  el  territorio  de  la  EepúUlica  con 
residencia  en  Puerto  Cabello,  en  donde  ejercen  la  profesión  de 
comerciautes  Iwijo  la  razón  so(5Íal  d«  '*  Antich  Hermanos,"  con 
una  tienda  abierta  al  efecto. 

En  12  de   Agosto   de  1870  se  dirij^ió   á  este  Ministerio  el 
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<Jóu8ul  General  de  Diuamarca,  Encargado  ucciden talmente  de 
lii  proteciíión  de  los  ciudadanos  Norte-americanos,  manifestan- 
do :  que  en  8  de  Julio  del  mismo  año  habían  sido  reducidos 
á  prisión  Migael  Felipe  y  Bartolomé  Anticb,  en  la  ciudad  de 
Paerto  Cabello,  donde  se  hallaban  domiciliados  y  estahlecida  en 
el  comerció  etc.  De  manera  que,  por  confesión  de  la  misma 
Legación  Norte-americana  consta,  que  los  referidos  Antich  es- 
tán domiciliados  en  Puerto  Cabello,  territorio  de  Venezuela,  y 
ejercen  allí  la  profesión  de  comerciumes. 

Segün  el  artículo  33  del  Código  Civil  vigente:  "BI  lugar 
donde  un  individuo  está  de  asiento  ó  dunde  ejerce  habitiMl- 
mente  su  profesión  ü  oficio,  determina  sti  domicilio  civil  ó  ve- 
cindadJ^ 

El  artículo  35  del  mismo  Código,  concordante  con  aquel, 
dice:  ''Se  presume  desde  luego  el  ámmo  de pennanecer  y  ave 
cindarse  en  un  lugar,  por  el  becho  de  abrir  en  él  tienday  botica, 
fábrica,  taller,  posada,  escuela  ú  otro  establecimiento  durable, 
para  administrarlo  en  perdona  etc/'  Disposición  que  está  en 
perfecto  acuerdo  con  los  artículos  102  del  Código  francés,  16 
del  Código  italiano,  y  74  del  Código  holandés,  y  con  la  ley 
7*  titulo  39  libro  10  del  Código  de  Justiniano  u^l  quis  larem 
rerumque  ac  fortunanwi  suarum  summam  constítuit  Calvo  en 
su  Derecho  Internacional  ya  citado,  trae  al  párrafo  466  lo  si 
guieute  :  "  Los  í^ribunales  ingleses  han  decidido,  qufí  cuando  un 
extranjero  se  establece  en  Inglaterra  y  toma  parte  en  el  comer- 
cio del  pai8,  manifiesta  ipso-facto  su  intención  de  permanecer 
en  el  Estado  y  adquiere  carácter  nacional."  Bsta  doctrina  es 
también  la  Norte-americana,  que  tuvo  lugar  de  aplicarse  en 
muchas  ocasiones  por  los  tribunales  americanos  en  la  última 
guerra  con  la  Gran  Bretaña  en  los  casos  de  presas  marítimas. 

La  doctrina  sostenida  hoy  por  los  Estados  Unidos  d'e  Korte 
América  sobre  el  punto  cuestionado  es,  que  el  Gobierno  pro- 
teje  á  los  ciudadanos  naturalizados  en  los  Estados  Unidos  aun 
cuando  estos  regresen  á  su  país  natal,  siempre  que  la  residen- 
cia sea  temporal.  Por  consiguiente,  si  la  residencia  en  el  país 
natal  es  permanente,  cesa  aquella  protección  j  y  de  aquí  viene, 
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que  en  el  trat^Klo  *;.?h*bra(lo  con  Prusia  se  fijan  dos  años  para 
poner  término  á  la  residencia  temporal,  y  por  consecuencia  d 
la  protección   que  el  Estado  otorga  al  ciudadano  naturalizado. 

domicUio.  Parece  oportuno  recordar,  que  el  domicilio  en- 

vuelve la  idea  de  residencia  permanente,  y  que  cuando  una 
persona  se  domicilia  en  un  lugar,  manifiesta  por  el  mismo  he- 
cho la   intención    de  fijar  allí   su   residencia   permanente.    (*) 

La  mejor  definición  del  domicilio^  dice  Phillimore,  es  la  que 
trae  el  Juez  Norte-americano  Bush,  á  saber:  ^«Una  residen- 
cia, en  un  lugar  particular,  acompañada  con  la  prueba  de  la 
intención^  positiva  ó  presunta,  de  permanecer  allí  por  un  tiempo 
ilimitado.'' 

Story  dice :    "  Dos  cosas,  pues,  deben  concurrir  para  cons- 

(*)    Véase  la  siguiente  ley  de  Colombia  sobre  domicilio. 

El  Congreso  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia. — Decreta : 

Art.  1®  Los  extranjeros  transeúntes  ó  domiciliados;  gozarán  en 
el  territorio  de  la  Unión  de  las  garantías  de  que  trata  el  artículo 
15  de  la  Constitución,  sin  más  limitaciones  que  las  reconocidas  por 
el  derecho  internacional  en  caso  de  gaerra  exterior. 

Art.  2^  Los  extranjeros  domiciliados  en  los  Estados  Unidos  de 
Colombia  que  no  tengan  simplemente  el  carácter  de  transeúntes, 
conforme  al  derecho  y  prácticas  internacionales,  y  que  no  han  obte- 
nido carta,  do  naturaleza  conforme  al  inciso  3?  artículo  31  de  la 
Constitución,  gozarán  de  las  mismas  garantías  y  dereclios  civiles 
que  los  colombianos  ]  pero  estarán  sujetos  á  las  mismas  obligaciones 
que  éstos  en  sus  personas  y  propiedades. 

Art.  3?  Los  extranjeros  así  domiciliados  gozarán  sin  embargo,  de 
las  exenciones  acordadas  por  tratados  públicos,  y  de  las  mismas  que 
disfruten  los  colombianos  en  iguales  casos  jior  las  leyes  y  jn-ácticas 
del  país  á  que  i}ertenezca  el  extranjero. 

Art.  4?  La  manifestación  de  un  extranjero  ante  una  autoridad 
política  del  país,  acerca  de  su  ánimo  do  domiciliarse  en  él,  será 
bastante  para  consideni^lo  comprendido  en  las  disposiciones  del 
artículo  2? 

Art.  5?    Serán  consideradas  como  prosmicione»  acerca  del  ánimo 
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titair  domicilio:  1*  residencia;    y   2^  la  intención  de  hacer  nWí 
el  hogar  de   la  parte." 

Y  como  despnés  que  se  ha  adquirido  un  domicilio,  éste  no 
se  cambia  por  la  sola  intención,  sino  que  es  necesario  que  esta 
intención  se  lleve  á  efecto  con  el  cambio  de  residencia :  "  Do- 
micilium  re  et  fació  transfertur  non  mi^da  contesiatione;^^  están -^ 
do  los  hermanos  Antich  domiciliados  en  Venezuela,  según  su 
propia  confesión,  y  según  las  doctrinas  del  Derecho  Oivil  y 
de  Gentes  que  se  dejan  citadas,  es  claro  que  la  pretensión  de 
la  Legación  Norte-americana  es  insostenible,  como  se  ha  dicha 
antes,  hasta  en  el  terreno  de  la  doctrina  que  hoy  sustenta  aquel 

que  pueda  tener  un  extranjero. de  domioiliarse  en  los  Estados  Uni- 
dos de  Colombia,  las  siguientes  : 

1?  La  residencia  voluntaria  y  continua  en  el  territorio  de  la 
Unión,  por  más  de  cuatro  años,  sin  carácter  diplomático,  consular^ 
de  agente  ó  comisionista  de  negociantes  residentes  en  otros  países. 

2*  La  adquisición  voluntaria  y  posesión  de  fincas  raíces  en 
el  territorio  de  la  Unión,  siempre  que  el  dueño  ó  poseedor  resida 
en  el  país. 

3*  La  residencia  en  el  territorio  de  la  Unión  con  negocios  de 
comercio  y  casa  establecida,  siempre  que  el  extranjero  no  tenga  ca- 
rácter de  agente  ó  comisionista  de  negociantes  residentes  en  otros 
países. 

4.*  Haber  contraído  matrimonio  con  nacional,  y  fijado  en  el 
territorio  de  la  Unión  su  residencia  voluntariamente  por  más  do  dos 
años  continuos. 

5^  Haber  aceptado  y  desempeñado  voluntariamente  cargos  pii- 
blicos  en  servicio  del  país. 

Art.  6?  Las  presunciones  de  que  trata  el  artículo  anterior  co- 
locan al  extranjero  en  el  deber  de  soportar  los  tributos  y  contri- 
buciones personales  que  la  ley  imponga  á  los  colombianos,  entre 
tanto  no  se  acredite  ante  la  autoridad,  que  en  iguales  circuns- 
tancias las  leyes  del  país  á  que  pertenece  el  extranjero,  dan  á  los 
colombianos  iguales  exenciones  á  las  pretendidas  por  el  extranjero, 

Art.  7.**  Lo»  extranjeros  no  domiciliados  ó  transeúntes  estarán  exen- 
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Gobierne,  y  que  ha  coDsigüado  eu  los  tratados  qae  ha  celebrado 
últimamente  cion    diversas  Kacioues. 

Esta  discusión  terminó  manifestando  la  Legación,  que  ha- 
bía referido  á  su  Gobierno  el  punto  controvertido,  puesto  que 
era  claro  el  conflicto  qu«  existía  entre  la  legislación  de  ambos 
países.     (Memoria  de  Eelaciones  Exteriores,  1873.) 

Toeiix.  ^^  El  primer  principio  general    en    esta   materia 

(dice  Fcelix,  Dereoho  Internacional  privado)  resulta  inmedia- 
tamente de  la  independencia  de  las  Xaciones.  Toda  Nación 
jpotée  y  ejerce  sola  y  exclusivamente  la  Soberanía  y  la  jurisdic- 
ción en  toda  la  extensión  de  su  territorio.  De  este  principio  se 
signe  que  las  leyes  de  cada   Estado,    afectan,  obligan  y  rigen, 

tos  de  todo  cargo  ó  tributo   personal,  empleos,  servicios  militares, 
empréstito  ó  exacciones  forzosas  en  estado  de  paz  ó  de  guerra,  sal- 
'Tas   las  limitaciones  reconocidas  por  el  derecho  y  prácticas  inter- 
nacionales. 

4  itnico.  Pero  si  las  leyes  ó  prácticas  de  un  paíi  extranjero 
sujetasen  á  los  colombianos  transeúntes  ó  no  domiciliados  á  algunos 
de  los  gravámenes  mencionados  en  este  artículo,  cesará  la  concesión 
á  favor  del  extranjero. 

Art.  8?  Los  extl:anjero8  no  investidos  del  carácter  diplomático 
que,  perdiendo  su  carácter  de  neutrales,  tomen  voluntariamente  parte 
en  las  contiendas  civiles  ó  internacionales  del  país,  se  considerarán 
identificados  á  los  nacionales  ante  las  leyes,  para  el  efecto  de  sopor- 
tar los  gravámenes  consiguientes  al  estado  de  guerra,  tanto  en  sus 
personas  como  en  su  propiedades. 

Art.  9»  Queda  derogada  la  ley  de  19  de  Abril  de  1865  "  de- 
ñniendo  la  condición  de  extranjero,  sus  deberes  y  obligaciones.^' 

Dada  en  Bogotá  á  13  de  Junio  de  1866.~E1  Presidente  del  Se- 
nado de  Plenipotenciarios,  Aquileo  Parra. — £1  Presidente  de  la  Cá- 
mara de  Kepresentantes,  Julián  Trujillo. — El  Secretario  del  Senado 
de  Plenipotenciarios,  Aureliano  González. -^líAñecTetíiTio  de  la  Cama* 
ra  de  Representantes,  Francisto  F.  de  la  Bspriélla, — Bogotá  21  de 
Juniode  1866.— Publíquesey  ejecútese.— (L.  S.)—-T.  C.  Mosquera.— E\ 
Secretario  de  lo  Interior  y  Relaciones  Exteriores,  José  María  Eójas 
Garrido, 
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<3on  pleno  derecho,  todas  las  propiedades  iamaobles  y  mae- 
blcs  que  se  hallan  en  su  tonitorio,  así  como  todas  las  per- 
donas que    lo  habitan,   hayan  nacido  en  él  ó  no 

El  segundo  ])r¡ncipio  general  es  que  ninguu  Eatado,  uingaoa 
Nación,  puede  con  sus  leyes  afectar  directamente,  ligar  ó 
reglar  objetos  que  están  fnora  de  su  territorio,  ó  afectar  á 
obligar  á  las  personas  que  no  residen  en  él,.esténle  sometidas 
ó  no,  en  razón  de  su  nacimiento.  Esa  es  una  consecuencia  del 
primer  principio  general :  el  sistema  contrario,  que  concediese 
á  una  Nación  poder  para  regir  la«  personas  ó  las  cosas 
que  so  hallan  fuera  de  su  territorio,  desconocería  la  igualdad 
de  derechos  entre  las  diversas  Naciones,  y  la  soberanía  ex- 
clusiva que  á  cada    una    de  ellas  corresponde." 

**  Los  dos  principios  que  acabamos  de  anunciar,  engen- 
dran uua  cousecuencia  impornance,  y  que  encierra  toda  nuestra 
doctrina,  á  saber,  que  todos  los  efaccos  que  las  leyes  extranje-' 
ras  pueden  producir  en  el  Territorio  de  una  Nación,  dependen 
absolutamente  del  consentimiento  expreso  ó  tácito  de  esta  Na- 
ción. No  estando  ninguní  obligada  á  admitir  en  su  territorio 
la  aplicación  y  los  efectos  de  las  leyes  extranjeras,  pueden 
indudablemente  negarles  todo  efecto  en  su  territorio  :  pueden 
decretar  la.  prohibición  en  cuanto  á  algunas  solamente,  y  per- 
mitir que  otras  produzcan  >íus  efe'5to8  en  todo  ó  en  parte. 
Si  la  legislación  del  E-ítado  es  positiva  bajo  uno  ü  otro 
de  esos  aspectos,  los  Tribunales  deben  conformarse  con  ella 
necesariamente." 

El  mismo  autor  añade  en  otro  lugar  :  ^^  La  aplicación 
de  las  leyes  extranjeras  admite  una  doble  restricción,  fundada 
en  el  principio  de  la  independencia  de  las  Naciones  :  las  le- 
yes extranjeras  no  pueden  ser  invocadas  cuando  perjudican 
el  derecho  de  soberanía,  ó  cuando  perjudican  los  derechos 
de  los  nacionales.  Ninguna  Nación  renuncia,  en  favor  de  las 
lüstituciones  de  otra,  á  la  aí>licaeióa  de  los  principios  funda- 
mentales de  su  Gobierno ;  ella  no  se  deja  imponer  doctri- 
nas qne  según  su  modo  de  ver,  bajo  el  pnnto  moral  6 
políti(M>,  son   incompatibles  oon    su   propia    segundad,  su   pro- 
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pío  bienestar,  ó   con   la  conciouzada    observaricii^i  de   sus    ile- 
'oeres  6  de  su  justicia.'^ 

wheaton.  La  misma    doctrina  y  casi  con    las  mismas 

palabras  trae  el  célebre  Wheaton,  que  termina  su  opinión 
así  i 

"  Uno  de  los  autores  mas  célebres  sobre  ©1  conflicto  de 
las  leyes  (Huberus)  ha  establecido  los  principios  aiguií-ntes  como 
aplicables  á  esta  materia  : 

1*.  Las  leyes  de  cada  Estado  rigen  todas  las  personas 
y  las  cosas  situadas  en  los    límites    de    su  territorio. 

2*.  Todas  las  personas  que  habitan  en  los  límites  del 
territorio  de  un  Estado  son  consideradas  como  subditos  de  este 
mismo  Estado,  aun   siendo  su  residencia  solamente  temporal. 

Kent.  El    Canciller  Kent  dice.    "Uo  hay    duda  nin- 

guna sobre  la  verdad  de  la  proposición  general  que  las  leyes 
de  un  país  no  tienen  fuerza  obligatoria  fuera  de  sus  límites 
territoriales;  y  su  autoridad  se  admite  en  otros  Estados  no 
exproprio  vigore  sioo  ex  comitate ;  ó  en  el  lenguaje  de  Huberus, 
quatenus  etc. 

Cada  comunidad  independiente  juzgará,  por  sí  misma  hasta 
qué  punto  debe  permitir  que  el  comitas  inter  coniunitaies  mo- 
tiifíque  sus  intereses  y  política  internos.  La  regla  mas  gene- 
ral y  conveniente  de  la  ley  internacional  que  contribuye  á  la 
seguridad  y  conveniencia  del  género  humano  es  Statuta 
suo  etc. 

story.  Btory,    "  Otra   máxima    ó   proposición   es   que 

ningún  Estado  ó  Nación  puede  por  sus  leyes  afectar  directa- 
mente ó  regir  la  propiedad  fuera  de  su  propio  territorio,  ú 
obligar  las  personas  qne  no  residen  en  él,  bien  sean  subditos 
naturales  ó  nó.  Esta  es  una  consecuencia  natural  de  la  pri- 
mera proposición  ;  pues  sería  totalmente  incompatible  con  la 
igualdad  y  exclusivismo  de  la  soberanía  de  todas  las  Naciones, 
qne  una  Nación  tuviese  libertad  para  regular  las  personas  6 
lafí  coMiUs  que  no  estuviesen    dentro   de    sn     propio    territorio. 
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Conforme  con  esto  ha  rlicbo  claramente  Eoderabarg,  que  ningún 
Soberano  tiene  derecho  para  dar   leyes  fuera  de  sas  propios 
dominios.    "  Constat  igitur  extra  territorium  legam  dioere  lieer 
nemini,  idque  si  fecerit  quU  hnpune  oi  nonpareri  ;  quippe  vbi  ces»e^ 
statutorum  fundamentum^  robur  et  jurisdicUo.^    P.  Voet  dice,  ooo 
el  mismo  motilo  :  ^'  yullum  statutumsive  in  rem,  sive  in  personante 
si  de  ratione  juris  eivilis  sermo  instituaturse  se  exteniit  ultra    sta- 
tuentis  territoriumJ^ 

BouUenoiB.  Boullenois  annncia  la  misma  regla,  á  saber: 
las  leyes  de  la  soberanía  no  tienen  fuerza  y  autoridad  sino  en 
los  límites  del  dominio  del  Soberano  ;  y  é^te  es  indudablemente 
el  lenguaje  común  de  los  jnrÍMtas.  Mr.  Chíef  Justice  Parker  ha 
reconocido  la  doctrina  del  modo  más  completo.  ''Que  las  leyes 
dice,  "  de  un  extranjero  no  puedan  por  autoridad  propia  (inhe- 
rente) tener  efecto  extraterritorial,  ni  fuerza  fuera  de  la  jur;,; 
risdicción  del  Estado  que  las  establece,  es  el  resaltado  necesario^; 
de  la   independencia  de  los  diversas  soberanías.'' 

De  estas  dos  máximas  ó  proposiciones  nace  una  tercera  y 
es,  que  cualquiera  fuerza  y  obligación  que  las  leyes  de  un 
país  tengan  en  otro,  depende  únicamente  de  las  leyes  y  re- 
glamentos municipales  do  este  último;  es  decir,  de  su  propia 
peculiar  jurisprudencia  y  forma  de  gobierno,  y  de  su  propio^ 
expreso  ó  tácito  consentimiento.  IJu  Estado  puede  prohibir  los 
efectos  de  todas  las  leyes  extranjeras,  y  los  derechos  que  nacen 
de  ellas  dentro  de  su  propio  territorio.  Puede  prohibir  algunas 
leyes. extranjeras,  y  puede  admitir  los  efectos  de  otras.  Puede 
reconocer  y  modificar  y  calificar  algunas  leyes  extranjeras; 
puede  extender  ó  dar  efecto  universal  á  otras.  Puede  prohibir 
la  administración  de  algunas  leyes  extranjeras;  puede  favorecer 
la  introducción  de  otras.  Ouando  su  propio  Oódigo  habla  posi- 
tivamente sobre  la  materia,  debe  ser  obedecido  por  todas  las 
personas  que  están  dentro  del  alcance  de  su  soberai^ía. 

Twifls.  Twiss  se    expresa  en   estos  términos.     "  El  im- 

perio de   una    Nación  dentro    de  so   propio  territorio,  es,  por 
derecho  natural,    exclusivo  y    absoluto :  no    es  susceptible   de- 
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^\Tn\lMc\.iii^Q  alguna,  que  uo  sea   ioipuesta   por  la  Kaeióu   misiua^ 

pTxeB    cjtie   cualquiera  restriccióu   impuesta   á  su  ejercicio,  deri- 

vaB^o    su  fuerza  de   una  autoridad   extrafía,   implicaría  un  cer- 

ceo&Txiiento  de  la  independencia  de  una  Nación  en  cuanto  coni- 

piendiege  á  aquella  limitación  y  una  investidura  de  la  t?oberanía 

en  la  misma  extensión,   en  aquel  poder  que  impusiera  geme- 

jante    restricción.    Así  es  que  cualesquiera  excepciones  al  libre. 

ejercicio  del  Derecho  de    imperio    por  una  Nación   dentro  de 

8^   propio  territorio  debe    derivarse  del  consentimiento   de    ¡a 

^ft^ióu  misma. 

"El  Derecho  de  Legislación  Oivil  y  Criminal  con  respecto 
'  toda  propiedad  y  personas,  dentro  del  territorio  de  una 
^ftción,  es  consecuente  del  Derecho  de  imperio.  De  aquí  se  " 
sigile  que  las  leyes  de  cada  Nación  gobiernan  por  derecho 
^atnral,  tanto  á  toda  propiedad  situada  dentro  de  su  territo- 
tio,  como  á  todas  las  personas  residentes  en  él,  sean  naturales 
iS  extranjeras,  y  que  rigen  y  regularizan  todos  los  actos  veriñ- 
eados   ó  contratos  celebrados   dentro   de  sus  límites. 


"  Una  Nación  no  puede  por  eus  leyes  regir  directamente 
la  propiedad  que  está  fuera  de  los  límites  de  su  territorio,  ni 
gobernar  directamente  personas  que  no  residen  en  él.  Esto  es 
una  consecuencia  necesaria  de  la  proposición  asentada  en  la 
sección  precedente;  porque  sería  incompatible  con  el  carácter 
absoluto  del  imperio  territorial  si  las  leyes  de  una  Nación  pu 
diesen  gobernar  á  persoaas  ó  propiedad  dentro  del  territorio 
de  otra  Nación,  y  restringir  así  el  curso  de  las  leyes  de  ia  úl- 
tima Nación  dentro  de  su  propio  territorio. 


"Existe  una  diferencia  en  especie  entre  la  autoridad  que 
reclama  una  Nación  para  regir  por  sus  leyes  á  sus  subditos  na- 
turales por  nacimiento  y  naturalizados,  y  el  derecho  que  posee 
una  Nación  para  regir  por  sus  leyes  toda  propiedad  y  personas 
dentro  de  su  territorio.  La  primera  autoridad  está  fundada  en 
un  pacto  implícito  ó  expreso   entre    los  miembros   de  la  socie- 
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tlail  política  que  constituyen  la  Xacióu,  y  cuyo  pacto  hadado 
origen  á  obligaciones  personales  de  parte  de  ios  miembro»  sub- 
ditos para  con  el  poder  soberano,  en  virtud  del  cual  el  poder 
soberano  de  una  Nación  puede  aplicar  sus  leyes  á  los  miembros 
subditos  tan  luego  como  hayan  vuelto  á  entrar  dentro  de  los  lí- 
mites en  los  cuales  se  extiende  su  derecho  de  imperio 

*^  El  último  derecho  es  consecuente  del  derecho  de  imperio, 
que  es  un  derecho  supremo  dentro  de  los  límites  del  territorio 
de  una  Nación.  Así  cuando  se  dice  que  el  poder  soberano  de 
una  Nación  puede  regir  en  todas  partes  por  sus  leyes  á  sus 
miembros  naturales  por  nacimiento,  ó  naturalizados,  debe  eu 
tenderse  que  aquel  atributo  de  la  soberanía  personal  está  subor- 
dinado á  los  atributos  de  la  soberanía  territorial ;  y  que  una  Na- 
ción no  puede  aplicar  sus  leyes  á  sus  subditos,  mientras  estén 
dentro  del  territorio  de  otra  Nación." 

"  Las  leyes  de  una  Nación  sólo  pueden  tener  efecto  ú  obli- 
gar, dentro  del  territorio  de  otra  Nación,  en  virtud  del  consen- 
timiento expreso  ó  tácito  de  esta  última. 

**  Una  Nación  puede  prohibir  el  curso,  dentro  de  su  territorio 
á  toda  ley  extranjera,  y  negarse  á  reconocer  cualquier  dere- 
cho que  nazca  de  ella.  Por  otra  parte,  puede  prohibir  al- 
gunas leyes  extranjeras,  y  dar  curso  á  otras,  ya  en  absoluto 
ó  suJ)  modo.  Si  la  ley  tradicional  ó  la  ley  escrita  de  la  Nación 
habla  en  tales  materias  esplícitamente,  debe  ser  obedecida  por 
todos  dentro  de  los  limites  locales  de  su  autoridad.  Si  ambas 
callan,  las  Cortes  europeas  de  Justicia  según  el  Comity  de  las 
Naciones  presumen  la  adopción  tácita  de  las  leyes  de  una  Na- 
ción extranjera  por  su  propio  gobierno,  en  asuntos  que  se  re- 
fieran ;'i  intereses  extranjeros,  á  menos  que  sean  incompatibles 
con  su  propia  política  ó  perjudiciales  á  sus  propios  intereses. 
A  ninguna  Nación  se  puede  exigir  en  justicia  que  renuncie  su 
propia  política  fundamental  y  sus  instituciones  en  favor  de  los  de 
otra  Nación  ;  muclio  menos  puede  exigirse  de  una  Naeión  que  sa- 
crifique sus  propios  intereses  en  favor  de  otraNa<iión  ó  que  apli- 
que doctrinas  que  hajo  el  punto  de  'vista  moral  ó  político  son  in- 
compatibles con  su  propia  seguridad  ó  bienestar  ó  con  su  concieU' 
zuda  observancia  de  la  justicia  y  del  deber j^ 
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Con  lo  expuesto  creo  que  bastará  para  convencer  que  ha- 
biendo establecido  la  Constitución  de  la  Eepiiblica,  que  son  ve- 
nezolanas todas  las  personas  que  hayan  nacido  ó  nacieren  en 
el  territorio  de  VenezueLí,  cualquiera  que  sea  la  nacionali- 
dad de  sus  padreéi,  los  hijos  de  italianos  nacidos  en  Venezuela  son 
renezolanos,  sea  cual  fuere  la  dispoüsieión  de  cualquier  Código 
Civil  extranjero  sóbrela  materia;  pues  no  prestándose  la  Na* 
•  ción  á  darle  efecto  alguno  á  una  ley  extranjera  que  pugna 
con  au  principio  consignado  claramente  en  su  ley  fundamenta], 
esa  ley  extranjera  carece  do  valor  en  el  territorio  de  Venezuela. 
Sd  consecuencia,  el  Gobierno  tendrá  y  continuará  teniendo  como 
yenezolanos  de  derecho  y  de  hecho,  á  los  4iijos  de  extranjero 
nacidos  en  Venezuela  sin  excepción  algún»,  haciendo  efectivos 
en  ellos,  "llegado  el  caso,  los  derechos  y  deberes  que  la  Cons- 
títación  y  leyes  de  la  Eepública  otorgan  é  imponen  á  los  de- 
más ciudadanos." 

I* nacionalidad  de  loa        Tratándote  de  reputar  españoles  á  los  hijo» 

wpftfiolva    en    la  Améri- 

M  Latina.  Notable  do-    dc   éstos     sacidos  CU  Venezuel»,  el  Ministro 
ría  Ycnezoiana.    *''    dc  Eelacioucs    Exteríorcs    de    la    Bepública, 
contestó  la  pretensión  del  Encs^rgado  de  negocios  de  España, 
con  las  razones    que  en   seguida  se  leerán : 

"El  Gobierno  croe,  como  el  Consejo,  que  importa  elevar 
el  asunto  de  nacionalidad  en  general  á  la  atención  de  los 
Delegados  dt-il  pueblo,  que  han  de  reunirse  el  10  de  Diciem- 
bre próximo,  y  para  esa  oportunidad  está  reuniendo  todos  los 
datos  que  puedan  ilustrarlo.  Mas  juzga  conveniente  observar 
á  ÜS.  que,  por  lo  que  hace  á  españoles,  la  cuestión  se  halla 
resuelta  en  el  tratado  de  reconocimiento,  pnz  y  amistad  que 
celebraron  ambas  partes  en  30  de  Marzo  de  1S15.  En  su  ar- 
tículo 13  se  permitió  á  los  españoles  que  por  causas  particu- 
lares habían  residido  en  esto  país  y  adoptado  su  nacionalidad, 
recobrar  la  suya  primitiva,  siempre  que  hiciesen  uso  de  este 
derecho  dentro  del  plazo  de  un  año,  inscribiéndose  en  los  re- 
gistros que  (h-bici  abrir  la  Legación  ó  Considado  General  de 
España.  Pasado  este  término,  no  podían  considerarse  españo- 
les sino  los  procedentes  de  España  y  sus  actuales  dominios,  y 
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los  que  por  bq  uacioualidad  trajesen  pasaporte  de  aatoridades 
espaSolas  y  se  hiciesen  inscribir  en  dicho  registro  des<le  su 
llegada.  Sí  puen,  sólo  son  espaSoles  los  procedentes  de  Es- 
paña y  los  que  por  su  nacionalidad  traigan  pasaporte  de  au- 
toridades españolas,  la  razón  concluya  que  están  declarados 
venezolanos  los  nacidos  en  territorio  de  Véneznela.  Que  así 
lo  entendió  )a  misma  Legación  española,  se  deduce  inequí- 
vocamente del  lenguaje  de  que  se  hizo  uso  ©n  el  congenio 
firmado  por  ella  sin  la  menor  dificultad  y  en  que  se  prorrogó 
por  ocho  meses  el  término  señalado  para  las  inscripciones. 
Allí  se  estipula  que  <'  las  inscripciones  de  españolós  oriundos  de 
los  actuales  dominioS  de  España^  que  resulten  hechas  en  los  re- 
gistros de  la  Legación  ó  Consulado  de  España  desde  el  23 
de  Junio  de  1847  hasta  el  22  de  Febrero  de  1848,  serán  consi-^ 
deradas  y  admitidas  por  el  Gobierno  de  Venezuela  en  los  mismoB 
términos  y  para  los  mismos  efectos  que  las  inscripciones  de  la 
misma  especie^  registradas  dentro  del  aíio  que  para  ello  se  señaló 
en  él  propio  articulo  del  tratado. 

Cuando  el  señor  Mquqz  y  Fánez  juzgó  que  podía,  insoribir 
en  la  matrícula  á  naturales  de  este  país,  el  Gobierno  comba- 
tió vigorosamente  la  pretensión,  y  auoquB  el  señor  Encargado 
de  lí"egocios  protestó  contra  la  inteligencia  dada  por  Vene- 
zuela al  pacto,  ella  insistió  en  que  los  nacidos  en  el  país, 
cualquiera  que  fuese  el  origen  de  sus  padres,  eran  venezola- 
nos, y  no  podían  confundirse  con  los  españoles  para  ninguno 
de  los  efectos  ó  estipulaciones  del  tratado  que  establecía  con 
«laridad  la  justa  y  natural  diferencia  entre  unos  y  otros.  Se 
discutió  el  punto  después,  rebatiendo  esta  Secretaría  los  ar- 
gumentos de  España  de  tal  modo,  que  por  resultado  el  señor 
Muñoz  suspendió  la  concesión  de  cartas  de  naturaleza  españo- 
la á  los  nacidos  en   este  territorio. 

Así  permaneció  muchos  años,  y  así  permanece  todavía  el 
asunto.  En  186Ó  el  Poder  Ejecutivo  tomó  en  cuanto  al  joven 
Alejandro  d'  Empaire  una  resolución  que  sometió  al  Congre- 
so, para  que  fallase  definitivamente,  en  la  Memoria  de  Eela- 
<;iones  Exteriores  de  1861.  Ella  se  contrajo  á  un  menor, 
hijo  de  francés,  sujeto  á  la  patria  potestad,  y  que   no   había 
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manifestado  de  au  modo  formal  ó  S  lo  meuos  por  liecho.s  ine- 
-qaív^ocos  bu  volantad  de  adoptar  la  iiaciixialidad  veuezolaua. 
Mas  debo  hacer  presente  á  US.  q;ie  el  Poder  Legisílativo  no 
ha  decidido  aún  definitivamente,  y  que  por  otra  part*í  exi'<ten 
razones  qne  no  permiten  eí3tal)l<:K;«r  [)aridad  entre  los  es[»aiIo- 
les  y  los  demás  extranjeros.  Venezuela  fue  colonia  de  Espa- 
ña solamente;  con  E^pañi  sólo  tiene  tracado  que  prevea  y 
decida  el  caso;  y  España  ha  reconocido  el  principio  que  se 
tlefíende,  en  el    Ecuador,  en    Ohde,    en    Guatemala. 

Véase  además  lo  qne  dijo  al  Congreso  el  Poder  Ejecutivo 
hablando  de  aquella  resolución,  en  la  cual  explica  que  no  fue 
an  ánimo  comprender  á  los   hijos  de  español. 

"Había  sido  esto  pafi»  colonia  de  España,  gran  parte  de 
su  población  traía  origen  de  españoles;  y  ella  formaba  uno 
de  los  dos  elementos  do  la  soííí»^  iad  que  se  constituyó  en  Na- 
oión  libre  y  soberana  emancipa  mióse  de  la  metrópoli.  Claro 
■está  de  consiguiente,  que  los  hijos  de  Cístos  individuos  proce- 
dieron de  ciudadanos  de  VenezneUi,  y  que  ella  no  podía  con- 
sentir en  íiarles  ei  carácter  de  extraños,  sin  íesconocer  ipso 
Jacto  el  derecho  con  que  declaró  su  inííepeníiei»oia,  y  sin  des- 
pojarse de  crecido  núait*ro  de  miembros  suyos.  Así  como 
cuando  un  Estado  cede  parte  de  su  territorio,  hay  cambio 
colectivo  de  nacionalidad  para  todos  los  habitantes  del  territo- 
rio transferido,  de  la  misma  manera,  si  una  colonia  rompe 
los  lazos  que  la  ligaban  á  su  matlre  patria,  los  habitantes  de 
ella  pasan  á  formar  otra  Nación,  y  pierden  su  naturaleza  pre- 
cedente/^ 

Las  consideraciones  que  pueden  alegarse  eo  favor  de  la 
extraterritorialidad  del  estatuto  personal,  cuando  se  ventiia  el 
punto  de  si  es  mejor  seguir  este  ó  aquel  rumbo,  no  tienen 
cabida  una  vez  que  él  se  ha  fijado.'  Tal  aserción  se  funda  en 
!a  siguiente  doctrina  de  Fcelix,  Derecho  Internacional  privado. 
*'  Ei  primer  principio  general,  en  esta  materia,  resulta  inme- 
diatamente de  la  independencia  de  las  Naciones»  Toda  Nación 
posee  única  y  exolasivamente  la  soberanía  y  jurisdicción  en  to- 
da la  extensión  de  8a  territorio.    De  este  principio  se   sigue 
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que  las  leye-^  de  cada  Estado  afectan,  obligan  y  rigen  con 
pleno  (ierecíif.»  todas  las  propiedades  inmuebles  y  muebles  que 
se  hallan  en  su  territorio,  así  como  todas  las  personas  que  lo 
habitan,  liaynn  nacido  en  él  ó  nó^  en  fin,  que  estas  leyes 
afectan  y  ri^c*n  asimismo  todos  los  contratos  otorgados,  todos 
los  actos  consentidos  ó  cometidos  en  la  circunscripción  de  este 
territorio." 

^'El  segundo  principio  general  es  que  ningún  Estado, 
ninguna  Kacióu,  puede  con  sus  leyes  afectar  directamente,  ligar 
ó  regular  objetos  qne  se  hallan  faéra  de  su  territorio,  ó  afec- 
tar y  obligar  las  perdonas  que  ^n  él  no  residen,  esténle  some- 
tidas ó  nó  en  razón  de  su  nacimiento.  Esa  es  una  conse- 
cuencia del  primer  principio  general :  el  sistema  contrario,  que 
concediese  á  una  Nación  poder  para  regular  personas  ó  cosas 
que  se  hallasen  fuera  de  su  territorio,  desconocería  la  igual- 
dad de  derechos  entre  las  diversas  J^aciones  y  la  soberanía 
exclusiva  que  corresponde  á  cada  una  de  ellas." 

''Los  dos  principios  que  acabamos  de  anunciar,  engendran 
una  consecuencia  importante,  y  que  encierra  toda  nuestra  doo- 
trina,  á  saber,  que  todos  los  efectos  que  las  leyes  extran> 
jeras  pueden  producir  en  el  territorio  de  una   Nación,  depeu 

é 

den  absolutamente  del  consentimiento  expreso  ó  tácito  de  es- 
tci  ]^TlQiÓD.  No  estando  ninguna  obligada  á  admitir  en  su 
territorio  la  aplicación  y  los  efectos  de  las  leyes  extranjeras, 
puede  indudablemente  negarles  todo  efecto  en  su  territorio, 
puede  decretar  la  prohibición  en  cuanto  á  algunas  solamente, 
y  permitir  que  otras  produzcan  sus  efectos  en  todo  ó  en  par- 
te. Si  la  legislación  del  Estado  es  positiva  bajo  uno  ú  otro 
de  esos  aspectos,  los  tribunales  necesarlamerito  han  de  confor- 
marse con  ella.  Si  guardan  silencio,  8Ólo  entonces  los  tri- 
bunales pueden  apreciar,  en  los  casos  particulares,  hasta  vjué 
punto  hay  razón  para  seguir  las  leyes  extranjeras  y  aplicar 
sus  disposiciones.  El  consentimiento  expreso  de  la  Nación 
en  la  aplicación  de  las  layes  extranjeras  en  su  territorio  re- 
sulta ya  de  leyes  particulares  que  ha  dado,  ya  de  tratados 
concluidos  con   otras   Naciones.    El   consentimiento    tácito    se 
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manifiesta  por  medio  de  las  decisiones  de  las  autoridades  ja- 
diciales  y  administrativas^  así  como  de  los  trabajos  de  los 
autores.'' 

Gomo  para  no  dejar  campo  á  la  menor  dada,  el  mismo 
pQblicista,  poco  más  adelante,  ensena  que  las  leyes  extranje- 
ras no  pneden  ser  invocadas  en  dos  casos. 

1^  Caando  perjudican  el  derecho  de  soberanía.  2^  Guan- 
do perjudican  el  derecho  de  los  naturales.  Porque  ninguna 
üTación  renancia,  en  favor  de  las  instituciones  de  otra,  á  la 
aplicación  de  los  principios  fundamentales  de  su  Gobierno  ; 
ninguna  se  deja  imponer  doctrinas  que,  según  su  modo  de  ver, 
bajo  el  punto  de  vista  moral  ó  político,  son  incompatibles  con 
sn  propia  seguridad,  su  propio  bienestar,  ó  con  la  concien- 
zuda observancia  de  sus  deberes  ó  de  la  justicia. 

Aplicando  estas  máximas  al  caso  presente,  se  deduce:  1^ 
que  las  leyes  de  España  relativas  á  ciudadanía  no  pueden 
tener  efecto  fuera  de  los  límites  de  su  territorio :  2^  que,  si 
ee  han  de  observar  ^n  este  país,  es  sólo  en  cuanto  por  él  se 
baya  consentido:  3?  que  el  consentimiento  expreso  se  mani- 
fiesta por  medio  de  las  leyes  y  tratados. 

Ahora  bien,  en  la  Constitución  de  Colombia,  así  como  en 
la  de  Venezuela,  se  reconoce  cual  colombianos  y  venezolanos 
á  los  que  estaban  domiciliados  en  sus  territorios  respectivos 
al  tiempo  de  la  transformación  política,  siempre  que  se  man- 
tuviesen  fíeles  á  la  causa  de  la  independencia.  Y  siendo  en- 
tonces españoles  todos  ellos,  es  evidente  que,  si  no  sentaron 
plaza  en  las  filas  de  los  enemigos  de  la  revolución  ni  salie- 
Ton  del  país,  aceptaron  con  ella  el  cambio  de  nacionalidad 
que  produjo.  Eran,  pues,  venezolanos  tales  individuos,  y  los 
bijos  procreados  por  ellos  nacieron  igualmente  venezolanos. 
Por  medio  de  dichas  leyes  la  Bepáblica  ha  declarado  su  vo- 
luntad de  oponerse  á  la  aplicación  en  ella,  de  las  disposicio- 
nes de  España  que  reputen  subdito  de  la  monarquía  al  hijo 
de  español  que  nazca  en  otro  Estado. 

TOMO  1  24 
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Si  á  .e^ta  declaración  se  uue  la  del  tratado,  qjieda  decidid 
la  caestiÓD  en  favor  de  YeDezaela,  de  nn  modo  concluyen' 
Así  el  mismo  Qobierno  que  expidió  la  resolación  coneernieu^  «, 
al  joven  d'  Empaire,  expresó  qne  ella  no  hablaba  con  los  hi,;^.^^^- 
de  español,  como  se  leo  en  el  pasaje  citado.  Así  el  señor  U^zDq 
Jacinto  Albístur,  alto  empleado  de  la  primera  Secretaría  ^^ 
Estado  en  España,  cita  el  tratado  de  Venezuela  como  ano  «/^ 
aquellos  antecedentes  en  que  se  ha  reconocido  que  los  h  i/os 
de  español  no  conservan  la  naturaleza  de  sus  padres. 

Como  España  ha  definido  en  un  pacto  solemne  con  Yeoe- 
znela  el  carácter  de  aquellos  hijos,  mal  podría  quejarse  de  des- 
igualdad, aun  snpaesto  que  se  adoptase,  lo  cnal  no  se  ha  he- 
cho, otra  regla  en  cuanto  á  los  descendientes  de  los  subditos 
de  otras   Kaciones. 

US.  sabe  muy  bien  que,  en  materia  de  tratados,  es  máxima 
incontestable  que  ninguna  de  las  partes  tiene  derecho  de  in- 
terpretarlos á  su  voluntad,  porqae,  si  fuese  arbitra  de  hacerlo 
cualquiera  de  ellas,  los  entendeiía  de  modo  que  redundase  en 
su  solo  provecho.  Por  esta  razón  extraña  el  Gobierno  que, 
sin  previo  acuerdo  con  él,  se  haya  resuelto  en  Madrid  la 
cuestión,  y  que  US.  mire  como  un  acto  de  cortesía  sola- 
mente la  participación  que  ha  hecho,  cuando  es  deber  impe- 
rioso de  España  obrar  en  este  punto  en  perfecta  inteligencia 
con  Venezuela,  y  sobre  todo  no  proceder  á' cumplir  resolucio- 
nes que  á  nada  menos  conducen  que  á  privar  á  la  Bepública 
de  sus  ciudadanos.  Ello  es  tanto  más  líotable,  cuanto  el  Go* 
bierno  de  S.  M.  ha  dicho  al  de  Venezuela  por  boca  del  señor 
Zambrano  que  '^  estas  cuestiones  sólo  se  resuelven  por  los 
principios  del  derecho  de  gentes  y  por  las  estipulaciones  in- 
ternacionales, después  de  examinar  cada  caso  los  Gobiernos 
interesados." 

Si  conforme  á  la  ley  natural  sola  los  hijos  siguen  la  con- 
dición de  sus  padres  y  entran  en  todos  sus  derechos,  después 
que  un  Estado,  haciendo  uso  de  la  facultad  que  tiene  para 
naturalizar  á  los  extranjeros  y  á  sus  hijos,  ha  determinado 
otra  cosa,    es  necesario  seguir  sus  disposiciones,  como  se  ex- 
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plica  Yattel  al  examinar  este  punto.  ¿  Qué  será  pues,  caan- 
do  á  la  ley  civil,  qae  paede  establecerlo  así  por  la  razón 
que  bien  le  parezca,  se  añade  la  autoridad  de  un  tratado  in- 
ternacional 9  i  Por  qué  se  ha  de  reclamar  aquí  contra  una 
disposición  común  á  la  Gran  Bretaña  y  á  los  Estados  Unidos 
donde  no  se  reclama  contra  ella  f  Esto  sí  constituiría  una  ver- 
dadera desigualdad. 

Por  conclusión,  el  Gobierno  sostiene  las  declaraciones  que 
en  el  particular  se  comunicaron  al  señor  Don  Juan  Gregorio 
Muñoz  y  Fúnez,  primer  Encargado  de  Negocios  de  España 
en  Venezuela;  protesta  no  reconocer  como  extranjero  á  nin- 
gún hijo  de  español  nacido  en  este  país,  y  sienta  como  lo  ha 
hecho  el  Gobierno  de  S.  M.  O.,  que  la  sola  circunstancia  de 
hallarse  un  individuo  matriculado  en  una  Legación  como 
ciudadano  de  un  país,  no  es  documento  suficiente  para  que 
le  reconozcan  como  tal  las  autoridades  del  lugar  de  su  resi- 
dencia. 

La  nacionalidad  ni0-       El  Scuado  y   la  Cámara  de  Diputados  del 

K no  •  americana   en  el      __  _  ,,  ^  .  ■»  ^ 

íuador  otorgando  bu    Ecuador,  rcuuídos  en  Congreso,   considerando  : 

eindadanía  á   los    ame-  ^«>-w  ,t  j         -4.  lír- 

ricanoB  y  permitiendo-       1?    Quc  á  los  graudcs  lutercses  dc  América 

leaelejercicipdesuspro-  .  ^         i  i  ^         i  i 

ftfliones  gratuitamente,  convicue  cstrechar  los  víuculos  quc  uueu  al 
Ecuador  con  las  Repúblicas  aliadas  del  Pacífico,  con  el  fin  de 
consolidarlos  y  hacer  patente  su  fraternidad ;  y 

2®  Que  hay  igual  conveniencia  de  estrecharlos  y  afir- 
marlos con  los  Estados  Unidos  de  Colombia  y  Venezuela,  que 
antes  compusieron  con  el  Ecuador  un  solo  cuerpo  de  Nación, 
decretan : 

Art.  1*  Los  chilenos,  bolivianos,  peruanos,  colombianos  y 
venezolanos  gozarán  de  todos  los  derechos  de  ciudadanía  ecua- 
toriana desde  que  pisen  el  territorio  de  la  Bepública,  y  mani- 
fiesten ante  cualquiera  autoridad  política  su  voluntad  de  na« 
tura) izarse   en  ella. 

Art.  2^  Los  abogados,  médicos,  cirujanos  y  demás  profeso- 
res de  ciencias  recibidos  en  las  Eepúblicas  de  Chile,  Bolivia, 
Perú,   Estados   Unidos  de    Colombia  y  Venezuela,  podrán  ejer- 
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cer  ©11  el  Ecuador  libremente  sus  profesiones  y  sin  pagar  nin- 
guna tílase  (le  derechos  relativos  á  ellas,  sin  otra  obiigación 
que  la  de  justificar  con  los  correspondientes  documentos  aate 
el  Consejo  General  de  instrucción  pública  ó  ante  cualquier 
Consejo  académico,  que  han  sido  recibidos  en  una  de  las  in- 
dicadas Repúblicas. 

Art.  3**  El  Poder  Eiecutivo  remitirá  á  cada  uno  de  loa 
Gobiernos  de  las  Eepúblicas  aliadas  y  á  los  de  los  Estados 
Unidos  de  Colombia  y  Venezuela  un  ejemplar  de  este  de* 
creto. 

Art.  4^  Quedan  derogadas  cuantas  disposiciones  fueren 
contrarias  á  este  decreto. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  Quito,  capital  de  la  Bepública,  á  24  de  Octubre 
de  1867. 

El  Presidente  del  Senado,  Pedro  Garbo, — El  Presidente  de 
la  Cámara  de  Diputados,  Camilo  Ponce. — El  Senador,  Secretaria 
accidental,  Pedro  Fermín  Gevallos. — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Diputados,  Pedro  Antonio  Sáncliez, 

Palacio  de  Gobierno  en  Quito :  á  25  de  Octubre  de  1S67. — 
Ejecútese,  J.  Carrión. — El  Ministro  del  Interior,  R.  Carvajal^ 
(Memoria  de  Eelaciones  Exteriores,  1869). 

La  nacionalidad  Mariauo  Melgarejo,   Presidente  Provisional 

llispano-americana  en  i         t>    v     •  j.         i^         -j 

Eouvia.  de  la  Bepública  de    Bolivia,  etc..  Conside- 

rando : 

Que  la  comunidad  de  la  ciudadanía  en  América  es  una 
necesidad  que  Bolivia  no  puede  olvidar  por  su  parte,  cuando 
la  unión  de  las  diferentes  Bepúblicas  concurrentes  á  la  guerra 
extranjera  que  amaga  la  autonomía  de  todas,  asegura  la  inde- 
pendencia y  la  gloria  del  Continente ; 

Que  la  Unión  que  crea  la  guerra  debe  procurar  Bolivia 
que  se  afíanze  para  la  época  de  la  paz  como  un  homenaje  á 
la  civilización  del  Nuevo  Mundo; 


/ 
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Ed  ejercicio  de  la  plenitud  de  los  poderes  públicos  de 
que  me  hallo   investido ;  decreto : 

Art.  V*  Las  fronteras  de  Bolivia  no  se  consideran  desde 
esta  fecha,  respecto  á  los  americanos  del  Sur,  sino  como  líneas 
matemáticas,  destinadas  á  determinar  el  límite  de  la  jurisdic- 
ción  nacional. 

Art.  2°  Los  naturales  de  las  Bepúblicas  Sur-americanas 
que  ingresen  al  territorio  de  Bolivia  en  calidad  particular  ó 
que  la  reasuman  en  él,  gozarán  de  los  mismos  derechos  que 
los  bolivianos,  excepto  únicamente  para  desempeñar  la  Presi- 
dencia de  los  Altos  Poderes,  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judi- 
cial. 

Art.  3**  El  ejercicio  de  los  derechos  políticos,  priva  á 
los  neutrales  de  las  otras  Repúblicas  que  los  obtengan  de  la 
protección  de  sus  Gobiernos,  les  impone  los  deberes  y  obliga- 
oiones  que  las  leyes  prescriben  y  prescriban  en  adelante  para 
los  bolivianos. 

Art.  4®  Los  americanos  del  Sur  que  según  las  leyes  de 
Bolivia  sólo  invistan  en  el  territorio  la  calidad  de  transeúntes 
no  están  expeditos  para  ejercer  derechos  políticos  ni  contraer 
las  obligaciones  prescritas  en  el   artículo  anterior. 

Art.  5**  Los  bolivianos  que  fueren  solicitados  para  obtener 
cargos  públicos  en  otros  Estados  de  América  en  lo  inte- 
rior ó  exterior,  podrán  aceptarlos  sin  permiso  previo  ni  otro 
deber  que  el  de  comunicar  un  simple  aviso  al  Gobierno  de  su 
patria. 

Art.  6°  El  Gobierno  de  Bolivia  interesado  en  consolidar 
la  doión  Americana  comunicará  el  presente  decreto  álos  demás 
Gobiernos  do  América. 

Promulgúese  por  bando  nacional. 

Dado  en  la  Sala  de  mi  despacho,  en  la  muy  ilustre  y 
denodada  ciudad  de   La   Paz  de  Ayacucho:  á  18  de  Marzo  de 

18G6. 

Mariano  Melgarejo. — El  Secretario  General  de  Estado,  Ma- 
riano   Donato   Muñoz. — El   Oficial  Mayor,  Francisco    VeJarde. 
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Mariano  Melgarejo,  Benemérito  de  la  Patria  en  grado  he 
róieo  y  eminente,  Presidente  de  la  Eepública,  Capitán  Gene- 
ral de  sus  Ejércitos,  Gran  üiadaduuo  de  Bolivia,  Conservador 
del  orden  y  la  paz  pública,  Gran  Craz  de  la  Imperial  orden 
del  Ornzero  del  Brasil,  General  de  División  de  Chile,  etc,  etc, 
etc.  Considerando; 

Que  la  comunidad  de  ciudadanía  proclamada  por  el  Go- 
bierno en  su  decreto  de  18  de  Marzo  de  1866  comprende  úni- 
camente á  los  americanos  del  Sur  del  Continente. 

Que  es  necesario  extender  este  derecho  á  todos  los  hijos  del 
Nuevo  Mundo,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad  para  reali- 
zar la  práctica  del  gran  principio  de  la  unión  y  de  la  frater- 
nidad americana  que  ha  de  elevar  á  estos  pueblos  á  su  mayor 
grado  de  prosperidad  y  grandeza ; 

Que  el  Gobierno  de  Boliva,  fiel  intérprete  del  sentimiento 
nacional,  necesita  para  completar  su  obra  de  espansión  y  fran- 
quicia, suprimir  todas  aquellas  trabas  y  restricciones  que  no  se 
encuentren  en  armonía  con  nuestra  actual  organización,  á  fin  de 
que  los  americanos  puedan  libremente  establecerse  en  el  terri- 
torio de  la  Eepública  y  ejercer  bajo  toda  clase  de  garantías  sus 
profesiones  é  industrias ; 

Que  tan  liberal  medida  no  solo  satisface  las  nuevas  exi- 
gencias de  la  América  que  tiende  irresistiblemente  á  su  unifi- 
cación como  medio  poderoso  de  engrandecimiento  y  de  fuerza, 
sino  que  coloca  á  la  Eepública  de  Bolivia  á  la  altura  de  sus 
destinos  para  poder  utilizar  el  concurso  de  las  inteligencias  é 
industrias  de  los  americanos  que  quieran  radicarse  en  ella, 
implantando  las  mejoras  de  que  es  susceptible. 

Oído  el  dictamen  afirmativo  del  Consejo  de  Ministros  y 
en  uso  de  la  plenitud  del  poder  público  de  que  me  hallo  in- 
vestido. Decreto  : 

Art.  1®  Ningún  americano  se  considerará  extranjero  en 
Bolivia. 

Art.  2»  Todo  americano  de  cualquiera  nacionalidad  que 
sea,  podrá  obtener  la  ciudadanía  boliviana    con  sólo   declarar 
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por  escrito,  ante  cualquiera  de  las  Prefecturas,  su  voluntad 
de  establecerse  en  la  Eepública.  Inscrito  su  nombre  en  el  re- 
gistro cívico,  la  ilíisn)a  Prefectura  le  franqueará  la  carta  de 
oiodadanía. 

Art.  S^  Podrán  nsímismo  ios  americanos  ejercer  libre- 
mente en  la  Bepública  sus  profesiones  liberales,  científicas,  li- 
teraiias  ó  artísticas,  siempre  que  presenten  el  respectivo  di- 
ploma, credencial  ó  título  expedido  por  autoridad  competente 
y  legalizado  en  debida  forma  para  su  examen  y  aceptación  por 
el  Gobierno  Nacional. 

Art.  4®  El  presente  Decreto  se  considera  como  complemen- 
tario del  de  18  de  Marzo  de  1866. 

El  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  queda  encargado  de 
comunicar  ambos  Decretos  á  los  Gobiernos  de  las  Naciones 
americanas,  solicitando  al  propio  tiempo  la  adopción  de  igual 
medida,  para  ser  extensivas  á  todo  el  Oontiuente  las  franqui- 
cias acordadas. 

Dado  en  la  Sala  de  mi  Despacho  en  la  muy  ilustre  y  de- 
nodada ciudad  de  La  Pa;s  de  Ayacuclio  á  los  diez  y  seis  días 
del  mes  de  Julio  del  año  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho. — 
Mariano  il/cZflrare/o.— Eefrendado. — El  Ministro  de  Gobierno,  Jus- 
ticia y  Eelaciones  Exteriores. — Mariano  Donato  Muñoz.  —  El 
Ministro  de  Culto  6  Instrucción  Páblica,  Ángel  Remigio  Revo- 
Uo.^El  Ministro  de  Hacienda,  Manuel  de  la  Lastra,—^!  Ministro 
de  Guerra,  Nicolás  Rojas, — Es  Conforme.— El  Oficial  mayor, 
Jtia7i  Francisco  Velarde. 

Nacionalidad  Proyccto  dc  Icy  dcclarando   compatible  la 

Hispano-americana   en.,,,  -i-^-r  ^  i  i 

Colombia.  Ciudadanía  en  la  JSueva  Granada  y  en  cual- 

quiera de  las  Repúblicas  Hispano-americanas.  El  Senado  y  la 
Cámara  de  Representantes  de  la  líueva  Granada,  reunidos  en 
Congreso,  Decretan : 

Art.  1^  Los  ciudadanos  por  nacimiento  de  cualquiera  de 
las  Repúblicas  Hispano-americanas,  no  serán  obligados  á  re- 
nunciar los  vínculos  que  los  unen   á  su  patria,  ni  la  fidelidad 
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qne  lo  deben,  para  adquirir  la  cualidad  de  ciadadanos  de  la 
Nueva  Granada. 

Art.  2®  La  presente  ley  será  paesta  por  el  Poder  Bje- 
eativo  en  conocimiento  de  todos  los  Gobiernos  Hispano-ame- 
ricanos,  recomendando  la  adopción  común  del  principio  en  ella 
establecido. — Dado   etc. 

Presentado  á  la  Oámara  de  Eepresentantes  por  el  infraes- 
crito  Secretario  de  Eelaciones  Exteriores Lino  de  Pombo» 

NacionaUdad  Esta  Bcpública  lia  consa^ado  el  pensamien- 

llispano-americana  en  el,  ,  ,.»-■•.  .  «  ^^ 

Salvador  to  uiiiversal  Hispano^americano,  en  el  artí- 

culo 2®  de  su  Gonstitación^   qne  dice  así : 

<<El  Salvador  se  considera  como  una  porción  disgregada 
de  la  patria  Centro-americana,  y  está  dispuesto  á  concurrir  con 
todas  ó  con  algunais  de  las  Repúblicas  en  que  se  halla  dividida 
á  la  organización  de  un  Gobierno  Kacional,  cuando  las  circans- 
tanoias  se  lo  permitan  y  convenga  así  á  sus  intereses,  lo  mismo 
que  á  formar  parte  de  la  Gran  Confederación  Latino-ameri- 
cana." 

inmunidadcB  conauía-  Sefiores  del  Cousejo  dc  AdmiüistraciÓD  — 
A^.oíSn.  vice'p^e'  Devolvicudo  el  expediente  relativo  al  retiro 
Bidente  de  la  RepúbUca.    ^^^  ExequatuY  y  á  la  expulsión   del  ex«  Cónsul 

venezolano  que  residía  en  el  Puerto  de  la  Habana,  señor  Ma- 
nuel MuÍLOz  y  Castro,  por  Decreto  del  señor  Capitán  General 
de  la  isla  en  20  de  Marzo  de  1851,  cumplido  el  2Q  del  mismoy 
tengo  el  honor  de  someter  á  vuestra  consideración  el  informe  que 
he  creído  deber  presentaros. 

Haré  que  lo  preceda  un  breve  extracto  del  expediente. 

El  señor  Castro  había  sido  nombrado  Cónsul  de  la  Bepú* 
blica  por  Letras  patentes  de  27  de  Febrero  de  1847  :  aceptó 
en  9  de  Mayo :  pidió  al  Excmo  señor  Capitán  General  de  la 
isla  permiso  para  ejercer  su  empleo,  mientras  remitía  á  España 
las  Letras  y  obtenía  de  8.  M.  C.  el  competente  Exequátur^  y 
en  11  del  propio  Mayo,  obtuvo  el  permiso  de  ejercer  las  fun- 
ciones privadas  de  Agente  conñdeucial  hasta  la  resolución  de 
S.  M.  5  que  era,  según  lo  informó  entonces  el  señor  Muñoz, 
cuanto  permitían   las  facultades  de  S.  E. 


INTEODTJCCIÓN  377 


Ejerció  el  señor  Muñoz  desde  el  propio  día  su  encargo^ 
con  libertad  y  seguridad ;  y  en  Diciembre  del  mismo  afio,  por 
conducto  del  mismo  Magistrado  superior  de  la  isla,  recibió  el 
Uxequatar^  que  el  23  do  aquel  mes  de  Setiembre  se  había  dig- 
nado expedir  S.  M.  la  Eeina  Isabel  II. 

Este  Exequátur  contiene  la  cláusula  siguiente:  "Por  tanto 
mando  al  Gapitán  General  de  la  isla  de  Cuba  y  á  los  demás 
Gobernadores,  Jueces  y  Justicias  á  quienes  en  alguna  manera 
pueda  tocar  el  cumplimiento  de  esta  Real  Cédula,  hayan  y 
tengan  al  referido  Don  Manuel  Muñoz  y  Castro  por  tal  Cónsul 
de  la  Eepública  de  Venezuela  en  la  ciudad  y  puerto  de  la  Ha- 
bana, en  la  forma  prevenida  por  la  Beal  orden  de  24  de  Marzo 
de  1829,  y  que  le  admitan  al  uso  y  ejercicio  de  su  empleo,  con 
el  cual  no  ha  de  poder  ejercer  acto  alguno  de  jurisdicción,  per- 
mitiéndole sólo  la  interposición  de  su  arbitrio  en  las  controver- 
sias que  se  ofrecen  entre  mercaderes  y  maestres  de  navios  ó 
entre  maestres  y  marineros  para  componerlas;  en  cuya  confor- 

■ 

midad  y  no  en  otra  manera,  mando  se  le  admita  al  uso  y 
ejercicio  de  su  empleo  y  le  dejen  llevar  y  percibir  los  derechos 
y  emolumentos  que  por  razón  de  tal  Cónsul  le  tocan,  y  que 
goce  las  exenciones,  prerrogativas  y  libertades  que  le  deben  ser 
guardadas   sin   ponerle  en  ello  embarazo  alguno." 

Aunque  esta  cláusula  en  lo  concerniente  á  jurisdicción 
está  arreglada  en  todo  al  Derecho  público  de  nuestro  tiempo, 
qne  no  consiente  jurisdicción  extraña  dentro  del  territorio 
nacional,  en  la  parte  que  hace  referencia  á  la  Beal  Cédula  de 
24  de  Marzo  de  1829,  paréceme  que  imponía  el  deber  al  Des- 
pacho de  Eelacioues  Exteriores  de  Venezuela  de  haber  inqui 
rido  inmediatamente  el  contenido  de  aquella  disposición;  por- 
que aunque  ella  estuviese  muy  natnralmente  dentro  de  las 
regias  facultades  de  S.  M.,  desde  que  venía  á  intervenir  en  el 
servicio  do  la  Bepública  y  á  establecer  condición  en  Letras 
l)afenie8  expedidas  por  el  Gobierno,  era  por  lo  menos  necesario 
conocer  ci^a  condición. 

Tero  ni  el  Cónsul   ni  el  Poder  Ejecutivo  se  ocuparon  más 
lie  este  i)nnto;  lo   qne  no  es  extraño,  donde  casi  no  ha  exis- 
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tido  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  y  oaaudo  casi  pre- 
valece la  desdichada  preocupación  de  que  es  innecesario,  y 
de  que  ellas  lo  son,  y  de  que  lo  son  también  el  estudio  de 
la  ciencia  y  la  ciencia  misma  ;  error  que,  dicho  sea  de  paso, 
costará  á  la  Eepáblica  un  cuarto  de  millón  por  año,  aparte  de 
lo  que  deja  de  adquirir,  y  lo  que  es  más  doloroso,  tratamien- 
tos injuriosos  á  su  dignidad. 

En  el  caso  de  que  me  ocupo,  según  lo  ha  dicho  el  Minis- 
tro Eücargado  de  Negocios  de  S.  M.  O.  al  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  la  República,  la  Real  Cédula  confiere  al  Capitán 
General  de  Cuba  la  facultad  de  expulsar  al  Cónsul,  hasta  sin 
formar  expediente  ó  sin  forma  de  juicio,  cuando  sospeche  qae 
puede   ser  periudicial. 

Hizo  pues,  el   Capitán  General   uso   de   una  facultatl  suya,, 
conferida  por  su  Gobierno,  y  consentida   por  el   de  Venezuela 
desde  1847  hasta  1851. 

Pero  hay  más.  Aquella  condición  no  hubiera  podido  ser  ' 
reclamada:  primero,  porque  es  libre  á  todo  Gobierno  admitir 
ó  no  Cóusules  extranjeros  en  uno  ó  más  puertos  determina- 
dos :  segundo,  porque  aún  le  es  más  potestativo  en  territorios 
coloniales,  donde  la  regla  universal  es  no  admitirlos,  y  vieue 
á  ser  excepción  ó  gracia  la  permisión ;  y  tercero,  porque  eu  el 
Derecho  público  creado  y  sostenido  por  los  pueblos  europeos 
desde  los  tiempos  de  Grecia  y  Roma  hasta  nuestros  días,  la 
legislación  de  las  colonias  es  un  réjimen  excepcional,  en  que  pre 
valece  ó  queda  un  vasto  campo  á  lo  arbitrario;  y  eu  este  sis- 
tema, el  derecho  de  domicilio  es  cabalmente  el  más  frágil  de 
todos,  de  modo  que  suelen  carecer  de  él  hasta  aquellos  qno 
lo  tienen  por  Derecho  natural,   los  hijos  mismos  déla  colonia. 

Es  importante  observar  que  el  Capitán  General  retiró  pri- 
mero el  ExeqxiatuY  al  señor  Muñoz,  para  mandarle  salir  en  el 
término  de  ocho  días;  y  ese  retiro  es  un  miramiento  á  la  Re- 
pública, que  toman  en  consideración  los  publicistas,  y  que  mu- 
chos de  ellos  exigen  como  requisito  para  ejercer  la  jurisdicción 
criminal  sobre  la  persona  del  que  fue  Cónsul. 
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Este  puuto  envuelve  cuestioues  que  no  sou  de  e»te  lagar  ^ 
pero  sí  lo  es  recoüccer  que  el  Oapitáa  Geueral  de  Ouba  cum- 
plió con  este  miraniieuto  ó  requisito. 

También  dio  cuenta  al  señor  Ministro  Encargado  de  ÍTe- 
godos  de  S.  M.  O.  cerca  del  Gobierno  de  Venezuela  en  el 
término  de  la  distancia,  y  Su  Señoría  impuso  al  Poder  Eje- 
cativo  por  medio  de  su  Ministro  de  Relaciones,  de  lo  ocurrido 
en  la  Habaoa  con  el  señor  Muñoz,  y  explicó  el  proceder,  con 
protestas  de  los  bneuos  deseos  de  Su  Señoría  y  de  su  Gobier- 
no, (ie  cultivar  y  adelantar  cada  vez  más  las  felices  y  útiles 
relaciones  de  amistad  eutre  ambos  Gobiernos  y  ambos  pueblos. 

¿Serla  competente  el  Gobierno  de  Venezuela  para  entrar 
á  juzgar  la  conducta  del  señor  Capitán  General  de  la  isla  de 
Onba,  en  uso  de  una  facultad  legítimamente  conferida,  y  por 
nuestra  parte  consentida,  y  que  nunca  hubiéramos  podido  sino 
consentir í  Yo  juzgo  que  no:  y  aunque  crea  que  según  nues- 
tras leyes  no  habría  podido  librarse  un  mandamiento  de  ex- 
palsión  contra  un  Cónsul  extranjero,  por  el  mérito  de  las  hc- 
tuacioues  que  contra  el  nuestro  se  practicaron  en  la  Habana, 
y  que  apenas  hubieran  podido  calificarse  de  indicios,  y  ame- 
ritado la  apertura  de  un  juicio,  como  allá  rigen  otras  leyes,  que 
no  tenemos  derecho  de  conculcar,  y  con  las  cuales  nos  había- 
mos conformado,  es  mi  opinión  que  no  tenemos  derecho  á  re- 
clamo alguno  proveniente    del  caso  que  nos  ocupa. 

Pero  este  expediente  abraza  en  sí  una  materia  de  Derecho 
público,  que  no  podríamos  eludir,  en  mi  humilde  concepto, 
sin  liaccrnos  culpables  del  desdén  de  nuestros  más  importantes 
deberes.  La  reunión  de  estas  piezas  arroja  -de  sí  una  pregunta, 
ante  la  cual  no  nos  es  dado  retroceder. 

(  Gozan  los  Cónsules  en  el  territorio  extraño  de  inmunidadesy 
exenciones  y  privilegios  personales? 

En  las  discusiones  de  la  Honorable  Cámara  de  Eepresen- 
tantes  del  3,  del  6,  del  6,  del  7,  y  del  8  de  Mayo  de  1851,  no 
sólo  ha  prevalecido  la  opinión  de  que  gozan  los  Cónsules  de 
tales  inmunidades,  sino  que  ha  sido  unánime  el  sentir  de  nues- 
tros hombres  públicos  y  oradores  déla  Cámara,  estimando  ofen- 
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dida  la  dignidad  nacional  en  e)  acto  de  juiisdicción  ejercido 
sobre  nuestro  OónsnL  La  Cámara  no  ignoraba  lo  que  sean  las 
facultades  de  un  Capitán  General  español  en  una  colonia  dis- 
tante. Es  necesario  pues  concluir,  lójicamente,  que  prevaleció 
en  el  Honorable  Cuerpo  el  principio  sostenido  por  algunos  pu- 
blicistas, y  apoyado  en  algunos  hechos  históricos,  de  que  los 
Cónsules   gozan  de  inmunidades  personales. 

La  Cámara  ha  preguntado  al  Gobierno  si  se  había  cumplido 
con  lo  prevenido  en  el  párrafo  segundo,  artículo  19,  de  los  Tra- 
tados vigentes  con  la  España,  el  cual  habla  de  represaliasy  y 
en  su  acuerdo  de  2  de  Mayo  exige  del  Gobierno  que  obre  en 
sus  atribuciones,  y  que  le  dé  cuenta  del  resultado. 

Al  mismo  tiempo  corren  en  el  expediente  los  Diarios  de 
sus  debates,  en  que  obran  los  discursos  de  nuestros  oradores, 
y  en  que  resalta  la  doctrina  de  la  inmunidad  conmiar. 

En  semejante  estado  de  cosas,  yo  no  creería  que  llenaba 
los  deberes  de  este  puesto,  si  eludiendo  la  cuestión  con  una 
solución  parcial  y  tanjente,  si  rehuyendo  la  verdadera  dificul- 
tad, prestara  un  declive  al  caso  consumado  del  Cónsul  Muñoz, 
dejando  en  pié,  en  nn  país  naciente,  todas  las  dí&cultades  de 
una  cuestión  que  nos  expondría  en  el  curso  del  tiempo  á  oom- 
plicacionea  numerosas,  y  aun  á  perjuicios  y  menguas  de  in- 
calculable trascendencia. 

Entro  pues,  en  la  materia,  deseando  que  el  Gobierno  de 
mi  patria  ocupe  ya  el  terreno  del  Derecho  público,  y  empiece 
á  fijar,  aunque  tarde,  las  soluciones  que  la  justicia  y  la  con- 
veniencia de  estos  países  reclaman  urgentemente,  desde  que  al 
desplomarse  Colombia  y  descender  al  sepulcro  su  Libertador, 
cayó  con  ambos  el  gran  pensamiento  de  la  Asamblea  ameri- 
cana, llamada  al  examen  y  á  la  solución  de  todos  los  princi- 
pios y  de  todos  los  intereses  de  las  nuevas  Naciones,  en  su 
contacto  necesario  y  creciente  con  los  demás  pueblos  civiliza- 
dos de  la  tierra,  y  los  de  estos  pueblos  mismos  entro  sí,  al 
entrar  en  esa  nueva  vida,  de  relaciones  infinitas  y  de  porve- 
nir incalculable. 
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ADte8  que  todo  preseutaré  el  cúiualo  de  doctrina,  el  cCi- 
ulo  de  hidtoria,  y  ei  de  prácticas  y  autoridades  que  basten 
fundar  una  solución.  Ko  podría  caer  en  la  vanidad  de  fijar 
D  punto  del  Derecho  público,  sino  apoyándome  en  la  irre- 
Asable  autoridad  de  los  historiadores  y  publicistas  de  más 
rédito,  y  en  las  doctrinas  y  hechos  de  los  pueblos  civilizados 
e  la  tierra.  Tampoco  me  sería  posible  disentir  de  las  creen- 
Las  que  prevalecieron  entre  nuestros  legisladores,  sin  pre- 
entarme  apoyado  en  un  cuerpo  entero  de  derecho,  de  ejem- 
•lo  y  de  conveniencia  nacional. 

Paso  á  cumplir  este  deseo,  ofreciendo  al  Consejo  el  fruto 
L«  un  estudio  en  qae  la  coucieucia  del  deber  me  ha  servido 
Le  único  estímulo. 

'Autoridades  hutdricaí     Hasta  fíncs  del  síglo  IS  uo  SO  había  formado 

da  la  institución 

consular.         uu    cucrpo    gcoeral  de  historia  ni  de  ^doctrina 
|le  la  institución    consular. 

De  las  leyes  y  reglamentos  expedidos  por  algunos  Sóbe- 
nnos, de  estipulaciones  ó  convenios  entre  otros,  y  de  las  prác- 
IB  generales,  sacó  materia  para  nutrir  su  ^^  Discurso  sobre 
iles^^  el  sabio  Meissler,  en  1751;  y  más  tarde,  en  1790, 
IMTibió  su  "  Ensayo  '^  el  señor  Be  StecJc.  Trató  del  "  Origen 
f  de  las  funciones  cviisíilares  "  Borel  en  1807;  y  del  "  Origen^ 
naturaleza,  progresos  é  influencia  de  Jos  establecimientos  consíi- 
lares  ^  el  célebre  Warcien  en  J813.  Sobre  el  trabajo  de  estos 
iQtores,  es  que  emprendió  su  grande  obra  sobre  '^  Bl  desen- 
volvimiento de  las  instituciones  judiciales  y  administrativas,  crea- 
iaé  para  utilidad  del  comercio,  y  sobre  la  legislación  comercial 
f  marítima  de  los  principales  Estados  de  la  Europa  y  de  los 
Unidos  de  la  América  del  Korte,^^  el  acreditado  y  profundo 
Alejandro  Miltitz,  que  además,  publicó  sus  tres  volúmenes  tra- 
bando "l>tf  los  consulados  en  el  extranjero,  tales  como  han  sido 
•nsiituidos  por  los  principales  Estados  de  Europa  y  los  Unidos 
ie  la  América  del  Xorte.^^ 

Este  gravp  «utor,  para  profundizar  en  el  estudio  de  las 
instituciones  de  todos  los  pueblos,  y  para  encontrar  los  nu- 
tnerosos  datos  en  que  debiera  fundar  el  volumen  de    su  doc- 


382  INTRODUCCIÓN 


trina  ^  así  como  para  presentar  un  cnadro  universal  de  4a  le- 
gislación marítima  y  mercantil  de  los  diferentes  Estados  antigaos 
y  modernos,  hubo  de  tomar  también  nociones  y  pruebas  de 
la  obra  famosa  de  Pardessvs,  publicada  en  1828,  *'  Sobre  las 
leyes  martíimas  anteriores  al  siglo  18"  y  del  *^  Curso  dedereélio 
comercial y^^  que  publicó  el  miimo  autor  en  1831. 

La  ^^  Historia  del  Comercio^  de  Mr,  Bepping  ;  el  "  Curso 
diplomático^^  de  F,  O,  de  Martens^  y  la  grande  obra  de  Mr. 
SoTioelly  abundan  en  las  mismas  noticias;  y  M.  Alexandre^  y 
«7.  R.  de  Olercq,  en  su  acreditado  ^^  Formulario  ^^  publicado  en 
París  en  1848,  bajo  los  auspicios  del  Ministro  de  Negocios 
Extranjeros,  han  terminado  la  obra  difícil  y  útilísima  de  poner 
en  evidencia  la  institución  consular. 

Labruyérey  Mensch^  Ribeira^  Bursotti,  y  otros,  han  contri- 
buido más  ó  menos  al  esclarecimiento  de  la  misma  materia; 
y  el  caballero  Magnone,  y  el  Canciller  Tancoigne,  en  sus  pu- 
blicaciones de  1847,  han  dado  complemento  á  este  ramo  de  la 
ciencia  del  derecho  público. 

la  iSudd^^nraiap.  Las  prjmcras  trazas  del  establecimiento  de 
ht^imoá^^nnetirien.  Oónsules  SO  cncucntran  en  los  descarnados 
anales  del  Egipto^  donde  los  Tyrios,  reinando  ProteOj  conocieron 
ya  la  necesidad  de  una  institución  protectora  del  comercio  y 
navegación  de  los  extranjeros,  y  los  establecieron  en  Memphis 
por  los  anos  1244  antes  de  J.   O. 

Por  el  de  526  consta  que  Amasts  permitió  á  los  Helenos^ 
que  designaran  un  maji^trado  en  el  puerto  de  Naucratis^  para 
conocer  de  las  causas  de  los  extranjeros. 

No  tuvieron  los  Fenicios  ni  Cartagineses  leyes  ni  prácticas 
semejantes,  que  mal  se  avendrían  con  la  insolente  supremacía 
y  el  tiránico  monopolio  con  que  dominaban  los  mares,  por 
aquellos  tiempos  conocidos. 

Los  BhodioSy  aun  en  medio  del  esplendor  de  su  poder  ma- 
rítimo y  mercantil,  tuvieron  la  gloria  de  formar  el  código  in- 
mortal Lex  Rhodia^  encomiado  por  toda  la  antigüedad,  y  al- 
tamente honrado  por   Sirabón,  y  por  el  mismo  Cieerón  :  Código 


f 
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^•T^    fama  ha  llegado  iutacta  á  unestros  días;  pretendiéadose 

-^^^      Bomanos,    Amalfitanos,   Fisanos^    Venecianos j  Españoles  j 

^j-    ^^^ '^^^^Sf   no  hayan  hecho  otra  cosa  en   sus  institaciones  ina- 

^     ^  ^^aas   y    comerciales,  que  copiar   los  estatutos  de  la   isla  de 

:#.    Eáte  Oódigo    conoció    los   consulados,  como  agencias  y 

o  tribunales  de  extranjeros. 

La  Grecia  ilustrada   creó,   6   bien  aceptó,   la  misma  insti- 
ion. 


Atenas  estableció  sus    Frogénes  para  juzgar  las  causas  de 
^"^  38  mercaderes  extranjeros  y  para  protegerlos.    Otros  funciona- 
08  tuvo  llamados  Nautodixas^  para  las  causas  y  gentes  de  mar. 
e  unos  y  otros  hacen  mención  OrateruSj  JSarpocraión,   Suidas^ 
Ly^ias  en  su  arenga  contra  AlciMades,  y  también  I>emÓ8tenes 
^^n  su  oración  contra  jEJ;phormión, 

Húbolos  también  en  JEJsparta ;  y  ya  se  nombraban  de  una 
ciudad  en  territorio  extraño,  por  convenios  mutuos;  y  llamá- 
ronse ^^  JSpagogues^^  los  de  primera  instancia,  y  ^^  Nautodíxas^^ 
los  de  segunda. 

Esto  sucedía  por  los  años  434  y  siguieutr.^,  antes  del  na- 
cimiento del  Redentor. 

La  soberbia  Roma  vaciló  por  siglos  en  la  admisión  de  unos 
establecimientos  que  en  cierta  manera  la  igualaban  con  los 
pueblos  extranjeros,  y  no  fue  sino  iiajo  los  Cónsules  Apio  Olau 
^io  y  sServilio  que  aürmaron  los  comerciantes  el  privilegio  de 
«er  juzgados  extraordinem ;  es  decir,  sumarísima  y  especial- 
mente. Ko  se  llamaron  desde  luego  Cónsules,  porque  este 
título  pertenecía  á  la  dignidad  suprema  de  la  Eepública ;  pero 
<ion  los  nombres  de  "  Bajuli,  Frcepositi,  Seneschali^  Priores  mer- 
^atorunij  6  bien  Seniores^^^  ejercieron  la  jurisdicción  civil  volun- 
taria y  contenciosa  sobre  los  mercaderes  extranjeros.  No  consta, 
ó  no  he  podido  yo  encontrar,  que  Eoma  consintiera  en  que  la 
nominación  de  estos  funcionarios  se  hiciera  por  un  poder  ex- 
traño,  ni  aun  que  recayera  en   extranjeros. 

Bajo  los  Visigodos  se  conocieron  con  el  nombre  de  "  Telo^ 
narii ; "  y  habla  de  ellos  el  cuerpo  de  sus  leyes  en  el  libro 
once;   título    tres,  párrafo   segundo;   donde   además  menciona 
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los  otros  nombres  ya  expresados,  qae  se  usaban  en  diferentes 
plazas  mercantiles  del  Mediterráneo^  como  más  extensamente 
paede  verse  en  "  Joan  Marqtiardns,  De  "  Jure  Mercator ; " 
libro  3.°,  capítulo  6.*»  números  17  y  33. 

Por  aquellos  siglos  se  establecieron  iguales  funcionarios 
en  España,  donde  la  dominación  Visigoda  concedió  á  los  extran- 
jeros nombrar  sus  arbitros  y  jueces,  para  decidir  sus  litigios 
mercantiles  de  conformidad  con  las  leyes  y  usos  particulares 
de  sus  ciudades  respectivas.  En  España  prevaleció  el  nombre 
venido  de  Italia  de  Consulado  de  la  mar» 

Siguieron  estableciéudose  estos  tribunales  y  prácticas  en 
todas  las  plazas  del  Mediterráneo,  y  generalizándose  los  nombres 
de  Cónsules  y  Archi" Cónsules,  En  Venecia  se  les  llamó  Sopra- 
cónsules. 

Del  principio  uuivorsalmente  reconocido  desde  los  tiempos 
más  remotos  de  la  civilización  humana,  de  que  toda  jurisdic- 
ción en  un  territorio  dado  emana  precisamente  de  aquel  que 
tiene  el  dominio  del  territorio,  nacía  la  práctica  de  que  estos 
Cónsules j  Seneschalis,  Prepósitos,  etc.,  fuesen  nombrados  en  gran 
número  de  casos  por  la  suprema  autoridad  de  las  plazas  mer- 
cantiles en  que  ejercían.  Así  lo  asienta  ^'  Marquardus,''  libro 
3.®,  capítulo  6?,  pero  bien  hemos  visto  ya  en  la  ligera  resena 
que  antecede  que  los  Menfilitanos,  los  TyrioSj  los  Bliodios,  los 
Hehncs  y  los  Visigodos  de  España  y  de  Italia,  aceptaron  la 
institución,  y  aun  algunos  la  fundaron,  dejando  la  elección  á 
los  mercaderes  extranjeros  en  las  plazas  de  su  residencia  y 
aun  á  la  autoridad  de  las  ciudades  ó  pueblos  extraños. 

ISi  podía  ser  de  otro  modo.  Nótase  bien  la  historia  que 
recayendo  los  nombramientos  en  nucionales  del  territorio,  ad- 
ministraban una  justicia  flaca  y  enfermiza  al  extranjero,  y  nun 
á  veces  monstruosa,  por  lo  difícil  que  era  en  aquellos  sííjIos 
un  conocimiento  universal  de  las  leyes  y  prácticas  mercantiles 
de  los  demás  pueblos. 

Ocurrióse  por  esta  razón  á  convenios  internacionales,  6 
entre  plazas  y  plazas  mercantiles,  para  que  cada  pueblo  nom- 
brara sus  Cónsules  en  los  puertos  de  los  otros. 


INTEODUCCIÓN  385 


Aun  fae  mayor  esta  necesidad  desde  el  establecimiento  de 
las  potencias  Berberiscas  al  Sar  del  mar  Mediterráneoj  que  era 
el  emporio  del  comercio. 

En  el  ^^  Código  diplomático^^  de  Leíbnitz^  tomo  1®  número  10, 
página  3%  se  encaentra  nn  Tratado  concluido  del  año  de  la  Ejira 
628,  que  corresponde  al  1.230  de  naestra  Era  cristiana,  entre 
Federico  II,  Emperador  y  Eey  de  Sicilia  y  el  Príncipe  sarrace- 
no AblmisaCj  en  el  cual  so  estipuló  :  que  hubiese  un  Cónsul 
ó  Prefecto  mahometano,  para  administrar  la  justicia  á  los 
mahometanos,  que  traficaran  en  la  isla  de  Córcega  :  que  este 
Oónsul  sería  establecido  por  Federico,  pero  que  había  de  recaer 
8a  elección  en  un  mahometano,  para  que  pudiese  conocer  la 
jurisprudencia  de  los   que  profesaban   su   religión. 

En  el  siglo  11  la  institución  de  los  Cónsules  llegó  á  ser 
casi  general  en  aquellas  Naciones,  por  medio  de  tratados;  y 
8US  funciones  se  definieron  casi  por  todos  con  estas  palabras. 
*<  Velar  sobre  la  conservación  de  las  personas  y  bienes  de  sus 
nacionales,  y  terminar  las  contiendas  que  ocurrieran  entre 
dlos.'^ 

En  1661,  cuando  trataron  las  Provincias  Unidas  con  el  Por- 
tugal, estatuyeron  las  mismas  reglas ;  y  en  1667,  en  el  tratado 
entre  Inglaterra  y  España,  aparece  quizá  por  la  primera 
vez  formulada  la  estipulación  en  los  términos  que  generalmente 
ha  continuado  hasta  nuestros  días.  El  artículo  27  está  conce- 
bido en  estos  términos :  '<E1  Cónsul  que  residirá  en  los  Estados 
del  Bey  de  España,  para  socorro  y  protección  de  los  subditos 
del  Eey  de  la  Oran  Bretaña,  será  nombrado  por  el  Eey  de 
la  Oran  Bretaña ;  y  después  que  sea  así  nombrado  gozará  del 
mismo  poder  y  autoridad  en  el  ejercicio  de  su  encargo,  qne 
goce  ó  gozare  en  adelante  en  los  dominios  del  susodicho  Eey 
de  España  cualquier  otro  Cónsul  que  en  ellos  exista ;  y  el 
Cónsul  español  que  resida  en  Inglaterra,  gozará  de  tanta  au- 
toridad y  poder  como  cualquier  otro  Cónsul  de  cualquiera  otra 
Nación  haya  ejercido  ó  ejerza  en  aquel  Eeino." 

Por  estipulaciones  semejantes  se  vino  creando,  conservando, 
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extendiendo  y  organizando    la  institución    consular,  desde   los 
tiempos  más  lejanos  hasta  fines  del   siglo  16°. 

Desde  los  Egipcios^  las  Naciones  Griegas^  Rontia  y  los  Estados 
de  Italiaj  principalmente  Pizza,  AmialfiSf  Florencia  y  Veneciay 
hasta  Marsella  y  Barcelonaj  todas  tuvieron  sus  Cónsules  recípro- 
camente ;  y  desde  la  Ley  Ehodia  hasta  las  (h'denanzas  de  Aragón^ 
todos  los  códigos  marítimos  de  aquellos  siglos  reconocieron 
más  ó  menos  la  validez  de  la  insti ración.  Veso  en  la  historia 
que  tuvo  en  ocasiones  jurisdicción  propia,  que  en  otras  tne 
simple  agencia,  que  en  partes  resMüó  en  jueces  territoriales 
y  en  otras  en  extranjeros ;  elegidos,  ya  por  su  Soberano  ó  ya 
por  el  del  suelo;  ora  la  constituíais  tribunales  colectivos,  ora 
jueces  singulares;  á  veces  por  loyeíJ,  á  veces  por  tratados,  á 
veces  por  convenios  municipales,  á  veces  en  consejos  ó  audien- 
cias mixtas;  pero  en  ninguna  parte,  do  la  historia  se  encuen- 
tra mención  alguna  de  las  iumuniilades,  exenciones  ó  privile- 
gios que  gozaran  los  Cónsules  propiamente  dichos,  semejantes 
á  los  Cónsules  de  nuestros  días,  excepto  en  los  tratados  de  los 
pueblos  y  soberanos  cristianos  con  ías  potencias  de  Berbería; 
en  todos  los  cuales,  no  sólo  se  sustraía  al  Cónsul  de  la  juris- 
dicción territorial,  sino  que  de  ella  se  exceptuaba  á  todos  los 
subditos  de  la  otra  Nación  contratante,  excepto  en  casos  que  la» 
convenciones  predicen   y  determinan    expresamente. 

Sin  embargo,  necesario  es  confesar,  y  muy  del  caso  para 
el  objeto  que  me  ocupa,  que  el  carácter  y  las  funciones  consulares 
vinieron  en  crecimiento  desde  los  más  remotos  días  de  la  ci- 
vilización, hasta  fines  del  siglo  16?  ;  y  así  lo  reconocen  la  ma- 
yor parte  de  los  autores  que  dejo  citados.  Según  ellos  alcan- 
zaron los  Cónsules  á  ser  jueces,  jefes,  y  protectores  de  sus 
nacionales,  y  en  el  desempeüo  de  estos  deberes  se  llegaron  á 
considerar  representantes  de  sus  Gobiernos  respectivos.  Y  aun- 
que no  lo  diga  la  historia,  Miltiiz  asegura,  siguiendo  á  otros» 
que  llegaron  los  Cónsules  á  gozar  de  cierta  protección  espe- 
cial del  derecho  de  gentes.  Yo  lo  consiento,  aunque  no  lo 
veo  comprobado  suficientemente.  Los  únicos  casos  que  citan 
los  historiadores  se  refieren  á  puertos  de  la  Berberiaj  *  y  tres  en 
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Europa,  que  no  bastan  á  formar  reglas  contra  siglos  y  dacio- 
nes qae  obran  en  contrario. 

La  ciudad  de  ^^  Marsella j^^  en  1226,  consintió  esa  jurisdic- 
ción y  esas  inmunidades  en  un  convenio  con  ^'  Thonias^^  conde  de 
"  Saloya,^^  "  Mainfroy^^^  en  1259,  confirma  los  privilejios  de  los 
Cónsules  de  "  Oénova^^^  acordados  ya  por  los  Príncipes  JV^y- 
mandosj  y  el  Eey  Federico  los  renueva  en  1289.  En  fin,  "  Oar- 
los  V  de  Anjou,^^  en  1298,  concede  al  reino  de  ^^Ndpoles^^^  en 
calidad  de  mercedes  libres,  que  los  ^'  Cónsules  catalanes  '^  gocen 
inmunidades. 

Gomo  estos  cuatros  hechos  ocurren  todos  en  el  curso  de  un 
siglo,  y  son  los  únicos  conocidos,  apenas  podrá  concluirse  que 
la  tendencia  del  siglo  XIII  era   favorable  á  las  i nm unidades 

Consulares ;  pero  su  ejemplo  vale  poco,  ya  por  su  aislamiento, 
ya  por  la  barbarie  y  confusión  de  aquella  edad,  ya  por  la 
tiranía  de  los  Gobiernos,  ya  por  la   casi    perpetuidad    de  los 

.  litigios,  y  ya  porque  el  sistema  diplomático  do    nuestrotí  días 

,  no  Tino  á  iniciarse   sino  400  afíos  más  tarde. 

Aunque  ninguna  de  estas  razones  existiera,  poco  signifi- 
carían las  inmunidades  consulares  anteriores  al  siglo  XVIl, 
al  propósito  de  este  informe,  por  el  contexto  de  lo  que  paso 
¿%   exponer. 

i  Junde™      en        A  fines  del  siglo  XVI  y  principio  del  XVII 
loB  dos^uiumoi^iiigioi  y    j^^^^^  |.¿  actual  diplomacia,  con  la  creación  de 

las   Legaciones  residentes. 

El  Derecho  de  los  pueblos  cristianos  y  civilizados,  reintegró 
la  jurisdicción  territorial  y  aniquiló  toda  jurisdicción  civil  y  cri- 
minal de  Cónsul  ó  funcionario  extranjero.  Les  quedó  lo  que 
llama  Flassan  "  la  jíirisdicción  wluntaria  y  la  contenciosa :  *' 
llamándose  así  las  funciones  de  notarios  que  desempeñan  los 
Cónsules  en  actos  exclusivos  de  sus  nacionales,  y  los  juicios 
conciliatorios  que  los  mismos  nacionales  quieren  celebrar  ante 
ellos,  y  á  cuya  aprobación  y  ejecutoria  está  exclusivameute 
limitada  su  jurisdicción  contenciosa. 

Todos  los   pueblos    do    la   oristiandaí^l    se   uniformaron    en 
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estos  prinoipioe,  y  quedó  la  antigua  institución  Consular,  coii 
la  totalidad  de  jurisdicción  y  preeminencia,  en  los  Estados 
que  llaman  les  publicistas :  "  El  LevantCj  6  Potencias  de  Ber- 
beria^^  y   á  veces  "ia  Barbarie^ 

Esto  ha  seguido  hasta  los  presentes  días,  aunque  no  faltan 
ejemplos  de  que  alguna  potencia  haya  querido  tratar  con  las 
Bepúblicas  de  Sud-América,  y  aun  esté  tratando,  por  medio 
de  un  Cónsul.  Práctica  que  confunde  estos  países  con  los 
moros  de  la  costa  de  África^  y  que  es  altamente  injuriosa  á  la 
dignidad  de  las  ]^aciones  americanas. 

Sola  y  exclusivamente  los  moros  del  Levante  conservan 
Cónsules  como  Representantes  de  sus  Gobiernos  respectivos, 
con  jurisdicción  civil  y  criminal,  y  con  inmunidades  y  exen- 
ciones, que  ei  resto  del  mundo  no  concede  sino  á  los  Ministros 
Diplonuíticos  debidamente  acreditados. 

Argel  (antes  de  su  conquista  por  la  Francia,)  Trtpolij  Tú- 
nezy  el  Ugipto,  los  Pachalatos  de  la  "  Siria^^  y  el  mismo 
<^  MarruecoSj^^  son  Estados  más  ó  menos  independientes,  en  lo 
que  toca  á  su  organización  interna,  y  como  tales  ejercen  su 
propio  imperio;  pero  no  están  en  posesión  del  grande  atributo 
de  la  '^  Soberanía  transeunte^^^  porque  más  ó  menos,  reconocen 
en  la  Sublime  Puerta^  el  señorío  inmanente  del  sucesor  del 
Profeta,  ó  Soberano  de  la  Media  Luna. 

Ha  sido  pues  necesario  á  los  Gobiernos  de  Europa,  res- 
petar la  supremacía  del  Sultán,  y  para  esto,  negar  á  los  Es- 
dos  barbarescos  la  gran  prerrogativa  de  hacerse  representar  por 
medio  de  Ministros  públicos,  que  sólo  pueden  acreditar  los  pue- 
blos propiamente  soberanos ;  y  recíprocamente,  no  han  podido 
los  Gobiernos  europeos  acreditar  en  los  Estados  de  África  y 
J^ordeste  del  Asia,  sino  empleados  de  un  orden  inferior,  que 
forman  una  especialidad,  un  régimen  excepcional,  completa- 
mente inaplicable  á  ningún  pueblo  soberano  y  civilizado  de  la 
tierra. 

Derecho  Ycamos  ahora  cuales  son  las  funciones  con- 

eonyencional  de   la  .  _  ,    ,  .,  .^-ij 

Europa  y  América  res-    sularcs   y    el  caráctcr  y  las  inmunidades  de 

pecto   á   la    institución       _  ,,  .         ,  ^       _  r*      t^ 

consular.  los  Cóusulos   actualcs.    Sería  en   vano    que 

se  buscaran  fuera    de  las    convenciones   y    tratados    de   los 
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pueblos  civilizados.  Es  pues,  necesario  repasar,  aunqae  ligera- 
mente, los  tratados  de  las  principales  Oortes  entre  sí ;  y  como 
no  sería  posible  que  este  informe  contuviese,  ni  aun  por  medio 
de  un  extracto,  la  totalidad  de  las  convenciones  y  tratados 
de  la  Europa  y  América,  escojeré  un  solo  Estado,  y  ese 
será  la  Francia. 

STingún  tratada  he  podido  hallar  que  la  ligue  con  el 
"  Badén,  La  Baviera,  Bélgica,  Chile,  China,  Ecuador,  Estados 
de  la  Iglesia,  Centro  América,  Grecia,  Haití  y  Hannover,"  en 
materia  Consular,  aunque  sé  que  se  ha  celebrado  alguno  de  estos. 
Con  Bolivia,  por  tratados  de  1834,  pactó  el  Gobierno 
francés  : 

El  establecimiento  recíproco  de  Cónsules  en  los  puertos  en 
que  cada  Gobierno  tuviera  á  bien  aceptarlos,  y  previo  su  con- 
sentimiento. 

Fueron  exentos  de  alistamientos  militares,  de  contribucio- 
nes personales,  mobiliarias,  y  nada  más. 

Sus  archivos  y  sellos  se  declararon  inviolables. 

Se  les  atribuyó  el  carácter  de  albaceas  de  sus  nacionales 
en  los  casos  "ab-intestato." 

La  policía  interior  de  los  buques  de  su  bandera,  en  cuanto 
DO  se  rozara  con  persona  ó  cosa  exterior. 

Seles  confirió  el  poder  de  reclamar  y  arrestar  y  devolver 
á  sus  marineros  nacionales,  y  el  de  asistencia  de  la  autoridad 
local  para  dichos  objetos. 

Se  les  atribuyó  el  conocimiento  en  los  casos  de  avería  de 
los  buques  de  su  dación,  cuando  los  nacionales  ó  habitantes 
del  país  no  tengan  interés  en  el  caso. 

Se  les  encargó  del  '^  salvamento  ^  de  los  restos  náufragos 
de  su  bandera. 

Se  ofreció  recíprocamen  te  toda  concesión  que  en  lo  sucesivo 
86  acordara  por  el  uno  ó  por  el  otro  Estado  á  otra  Nación 
en   materia   consular. 

Este  tratado,  que    es  sin  disputa  uno  de  los  que   existen 
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mejor  elaborados,  está  may  distante,  como  se  ve,  de  atribuir 
á  los  Cónsules,  Yice-eónsules  y  sas  delegados  inmunidades  di- 
plomáticas, ó,  para  hablar  con  mas  precisión,  exenciones  per- 
sonales de  la  jurisdicción  civil  y  criminal  del  territorio,  ó  sobre 
la  importación,  exportación  é  industria. 

Con  el  Brasil^  por  el  tratado  de  1826,  estipuló  la  Francia : 

La  admisión  de  Oónsules,  previo  ^^  Exequátur '^'^  y  allana- 
miento del  puerto  por  el  Gobierno  del  territorio,  y  además, 
tratarlos  como  á  los  de  la  libación  más  favorecida. 

El  artículo  G°  establece:  que  las  requisiciones,  visitas  ó 
allanamientos,  exámenes  ó  investigaciones  que  por  crímenes 
imputados  al  extranjero  hayan  de  hacerse  en  sus  casas,  no  se 
lleven  á  efecto  sin  la  presencia  del  Cónsul,  Yice-cónsul  ó  de- 
legado respectivo. 

Por  el  17  se  permite  á  los  Oónsules  representar  en  puntos 
concernientes  á  la  tarifa. 

Y  por  el  V*  de  los  artículos  adicionales  se  añadió :  que  los 
Cónsules  de  uno  y  otro  Gobierno  serían  tratados  como  los  de 
la  Nación  más  favorecida,  y  por  los  principios  de  la  más  exacta 
reciprocidad. 

Con  la  "  Dinamarca^  '^  por  el  tratado  de  1663,  artículo  44:, 
se  dijo ;  que  los  dos  Soberanos  tendrían  el  uno  cerca  del  otro 
sus  Ministros,  y  en  determinados  puertos,  sus  Cónsules  á  fin 
de  poder  comunicarse  con  mayor  facilidad,  y  proponerse  el  uno 
al  otro  los  medios  de  promover  el  bien  de  sus  subditos.  Nnda 
pues,  de  inmunidades. 

Esta  estipulación,  hecha  en  el  nacimiento  de  la  diplomacia, 
todavía  acerca  á  los  Cónsules  algún  tanto  al  carácter  de  Mi- 
nistros públicos,  que  á  mediados  de  aquel  siglo  habían  reasumi- 
do por  prácticas  parciales. 

En  el  tratado  de  1742,  renovado  en  1749  y  en  1813,  se 
dice  respecto  á  Cónsules :  que  tendrán  el  derecho  de  asociarse 
al  Juez  territorial  en  el  inventario  de  los  bienes  de  sus  na- 
cionales,   en  casos  '<  ab-intestato, "  y  de  nombrar  depositarios. 

Está  pues  demostrado,  que  entre  las  dichas  Cortes,  no  go 
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zan  los  Cónsules  de  los  privilegios  y  exenciones  qae  el  derecho 
común  de  gentes   acuerda  á  los  Ministros  públicos. 

Con  el  reino  de  **  Las  dos  Sicilias, "  por  el  tratado  de  179Gí 
sólo  se  menciona  que  habrá  Cónsules,  y  por  el  de  1817  se  ofre- 
cieron ios  dos  Gobiernos  igualarse  recíprocamente  con  el  más 
favorecido. 

Con  la  España  ha  celelebrado  la  Francia  diferentes  tratados 
desdólos  tiempos  más  remotos:  pero  respecto  á  la  institución  con- 
sular, la  primera  estipulación  escrita  se  encuentra  en  el  tratado 
de  paz  llamado  de  los  Pirineos.  Uníanse  las  dos  Naciones  por 
el  pensamiento  de  Luis  XIV ^  que  quería  hacer  un  pueblo  de 
los  dos  Estados,  en  cuanto  fuese  compatible  con  su  indepen- 
dencia. ^ 

Sin  embargo,  en  materia  consular,  aceptan  recíprocamente 
los  funcionarios  de  que  se  trata,  y  dicen  que  gozarán  lo  que 
•en  la  práctica  les  está  reconocido;  pero  no  les  acuerdan  inma- 
Didades  ni  privilegio  alguno,  que  los  independizara  de  la  ju- 
risdicción territorial. 

En  768,  Lids    XV  y  Carlos  III,  ampliando  el  ''Pacto  de 

^/amilia,^^  establecieron  que  los  administradores  de  aduana,  en 

todos  los  actos  de  visita,  examen,  precaución,  etc.,  citaran  al 

Cónsul  de  la  otra  parte  contratante,  bajo  pena  de  nulidad  de 

los   actos. 

Se  estipuló  también  que  el  Cónsul  asistiera  á  toda  decla- 
ración de  Capitán,  Patrón  ó  marinero  de  su  bandera,  y  agen- 
ciara por  ellos  como  legítimo  patrocinante. 

Se  previno  á  los  nacionales  de  cada  Estado  que  respetaran 
á  los  Cónsules  como  sus  superiores  inmediatos. 

Se  atribuyó  á  los  Cónsules  el ''  salvamento "  de  los  restos 
náufragos. 

Y  se  les  facultó  para  la  busca,  arresto  y  devolución  de 
los  marineros. 

* 

En  Marzo  de  1769  nueva  convención  se  celebró  entre  las 
dos  Coronas,  sólo  para  arreglar  las  funciones  consulares,  y  es- 
tableció : 
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La  condioión  del  Exequátur  y  su  presentacióu  al  Gobernador 

ó  justicia  del  lugar. 

El  artículo  2**  declaró  á  los  Góusules  subditos  del  Príncipe 
(¡ue  los  oombraba,  y  les  acordó  la  iamuuidad  personal;  y  qae 
no  pudieran  ser  arrestados  ni  reducidos  á  prisión,  excepto  en 
el  caso  de  crimen  atroz.  Y  en  el  de  ser  negociantes,  limitó 
la  inmunidad  á  los  casos  de  deuda  y  de  acciones  mixtas ;  pero 
«en  los  de  delito  ó  cuasi  delito^  quedaban  sujetos  á  la  juris- 
dicción territorial. 

So  les  eximió  del  alojamiento  que  no  requiriese  una  imperiosa 
necesidad,  y  también  de  todo  servicio  personal. 

Se  les  autorizó  para  llevar  espada  y  bastón. 

Se  les  permitió  una  ensena  sobre  la  puerta  exterior  de  sas 
oasas  en  que  se  representara  un  buque  y  la  inscripción  "Cón- 
sul de  Fr&ncia  ó  Cónsul  de  España;''  y  añade  la  estipulación 
un  concepto  diametralmente  contradictorio  con  la  inmunidad 
que  deja  ya  aceptada,  en  las  siguientes  palabras :  bien  "enten- 
dido que  esta  marca  exterior  no  podrá  jamás  ser  interpretada 
como  un  derecho  de  asilo,  ni  capaz  de  sustraer  la  casa  ni  á 
los  que  la  habitan  del  alcance  de  la  justicia  del  país,  sino  co- 
mo signo  para  indicar  á  los  marineros  y  nacionales  la  habi-* 
taoión  del   Cónsul,'' 

Para  los  casos  de  atestación  jurídica  por  parte  del  Cónsul, 
se  cometió  á  la  jurisdicción  militar,  y  eu  su  defecto,  á  la  jus- 
ticia ordinaria,  la  que  debía  avisarle  políticamente,  la  necesidad 
en  que  estaba  de  su  dicho  y  pasar  á  la  casa  del  Cónsul  á 
tomarlo. 

Se  les  facultó  para  el  nombramiento  de  Vice-cónsules,  y 
se  hicieron  extensivas  á  estos  las    prerrogativas  de  aquellos. 

Se  dio  á  los  Cónsules  jurisdicción'  sumaría  é  inquisitiva 
dentro  de  los  buques  de  su  bandera,  y  se  les  declaró  agentes 
y  apoderados  natos  de  sus  nacionales. 

Se  prohibió  á    las   justicias  y    funcionarios  del    territorio 
pasar  á  bordo  de  los  buques  de  la  otra  bandera  sin  la  asistencia  * 
del  Cónsul. 
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Se  les  atribuyó  la  jarisdicción  volantaria  entre  aaa  na- 
cionales. 

Se  les  dio  derecho  para  el  reclamo,  arresto  y  devolución  de 
los  marineros  de  buques  de  su  pabellón. 

Y  también  para  el  de  los  vagabundos,  quo  de  su  país  se 
encontraran  en  el  territorio  extraño  de  cada  Consulado 

Se  les  refrendó  la  facultad  de  todo  lo  concerniente  ai  sal- 
vamento de  los  náufragos  de  su  Kación. 

Se  les  atribuyó  el  albaceazgo  de  las  sucesiones  '<ab-intestato" 
de  sus  nacionales. 

Esta  convención,  que  se  llama  ^'del  Pardo,"  en  la  opinión 
de  <^Steck,  de  Miltitz,'^  y  otros,  es  la  más  extensa  que  se  haya 
celebrado  sobre  Cónsules,  y  la  que  más  los  haya  favorecido ; 
pero  debe  tenerse  presente,  que  fué  uno  de  los  nudos  con  que 
la  casa  de  Bordón  pretendía  unir  y  hermanar  las  dos  Nacio- 
nes, y  que  estos  pactos  son,  como  se  han  llamado,  ^^Pactog  de 

Esto  se  confirma  por  la  convención  de  1774,  arreglando 
las  funciones  del  almirantazgo  y  de  los  Cónsules  en  materia 
de  contrabando^  en  la  cual  se  convierte  á  los  Cónsuíes  en 
administradores  en  muchos  casos,  y  más  que  nada,  en  los  del 
comercio  del  tabaco,  en  ambas  Ilaciones  estancado :  respecto  de 
este  y  de  otros  artículos  prohibidos  se  convirtió  á  los  Cónsules 
y  Vice-cónsules  en  jueces  competentes,  y  se  les  entregaban  los 
contrabandistas  para  que  obraran  con  ellos  según  las  ordenes 
de  su  Corte.* 

Podían  embargar  buques  en  los  puertos,  rías  y  costas,  y 
podían  confiscar  á  prevención. 

En  786  nueva  convención  se  celebró  sobre  los  contrabandos 
de  sal,  tabaco  y  mercaderías  probiUidas,  y  en  ésta  se  ordenó 
que  las  naves,  los  cargamentos  y  tripulaciones  de  los  contra- 
bandistas quedasen  exclusivamente  bajo  la  jurisdicción  de  sus 
Cónsules  respectivos,  con  otras  muchas  y  muy  importantes 
facultades,  que  no  pueden  considerarse  sino  como  excepciones 
propias  de  un  ^^Pacto    de  familia,^  que  no  tienen  analogía  con 
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los  intereses  y  derechos  de  los  demás  pueblos,  ni  paeden  cons- 
titair  derecho  entre  ellos. 

En  1796  y  en  1814  se  han  celebrado  tratados  de  paz  entre 
la  ^^Francia  y  la  España,"  y  en  ambos  se  ha  reconooido  la 
necesidad  de  nuevo  tratado  de  comercio,  habiendo  caducado 
los  anteriores. 

Con  los  "Estados  Unidos'  de  la  América  del  Norte,  esti- 
tipuló  la  "Francia"  en  el  tratado  de  amistad  y  comercio  de 
1778,  que  se  admitirían  recíprocameote  Cónsnles,  Vice-'cónsules, 
Agentes  y  Comisarios;  y  en  efecto,  en  84  de  aquel  siglo  hubo 
de   celebrarse. 

Se  requirió  el  ' 'Exequátur,"  libre  de  costo  alguno,  y  tam* 
bien   su  presentación. 

Se  declaró  inviolabilidad  á  sus  papeles  y  Chancillerías. 

Se  les  eximió  del  servicio  personal,  del  alojamiento  mili- 
tar, del  servicio  en  milicia  y  toda  guardia,  del  deber  de  tn-> 
telas  y  cúratelas,  y  de  todo  derecho,  imposición  y  cargo 
personal. 

Se  les  declaró  sujetos  á  contribución  por  bienes  muebles 
é  inmuebles  de  que  fuesen  posesores  ;  y  en  todos  los  demáB 
respectos  quedaron  sujetos  á  las  leyes  del  .país  como  los  na- 
cionales. 

En  el  caso  de  ser  negociantes,  se  les  sujetó  á  cualquiera  car- 
ga ó  imposición  que  gravase  á  los  demás  negociantes. 

Se  les  autorizó  para  colocar  las  Armas  de  sus  Estados 
sobre  las  puertas  de  sus  casas,  expresando  que  no  signifícabau 
asilo,  ni  para  personas  ni  para  efectos  ningunos. 

Se  les  autorizó  para  nombrar  Vice-cónsules  y  Agentes,  y 
se  ciñó  á  estos  á  dirigir  y  aconsejar  á  sus  nacionales,  y  á  in- 
formar á  los  Cónsules,  negándoles  toda  inmunidad,  privilegio 
y  emolumentos  de   cualquiera  clase. 

Se  les  facultó  para  establecer  una  Chancillería,  y  para  ejercer 
en  ella  la  jurisdicción  voluntaria. 

Se  les  facultó  para  recibir  atestaciones  en  su  Chancillería ; 
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y  en  sus  buques,  á  los  Capitanes,  patrones,  pasajeros  y  uego 
oiantes  de  su  Nacióu,  que  se  prestarau  á  ello,  así  como  toUa 
saerte  de  declaraciones,  testamentos  y  codicilos,  y  se  declaró  que 
estos  actos,  firmados  y  sellados  por  el  Cónsul,  habían  de  con- 
siderarse auténticos  por  la  jurisdicción  territorial. 

Se  les  constituyó  albaceas  á  falta  de  ejecutores  testamen- 
tarios, curadores  ó  herederos  legítimos  de  sus  nacionales  di- 
funtos. 

Se  les  caracterizó  como  notarios  para  los  casos  de  protesta 
y  exposición  de  los  Capitanes  de  buques  que  hubiesen  sufrido 
avería,  y  si  ningún  ciudadano  residente  en  el  territorio  tenia 
interés  en  la  causa,   se  les  cometía  del  todo. 

Se  les  encargó  el  salvamento  de  los  náufragos. 

Se  les  concedió  la  autoridad  de  policía  á  bordo  de  los  bu- 
ques de  su  Nación,  y  toda  jurisdicción  civil,  siempre  que  ninguna 
relación   tuviese  la  materia  del  juicio  fuera  del  buque. 

Se  les  facultó  para  el  arresto  de  los  Capitanes,  oficiales  y 
marineros  de  los  mismos  buques,  para  pedir  su  extradición 
y  su  prisión  en  cárceles  páblicas,  y  se  marcó  á  este  derecho 
el  término  de  tres  meses  para  cada  caso  ocurrente. 

Estando  los  delincuentes  fuera  del  buque,  se  cometió  la 
captura    á    la  jurisdicción    territorial. 

Todo  juicio  entre  unos  mismos  nacionales  de  la  una  Po- 
tencia  en  territorio  de  la  otra,  y  especialmente  toda  discusión 
relativa  á  salarios  ó  condiciones  de  enganche  entre  gente» 
de  mar,  se  declararon  de  la  competencia  de  los  Cónsules  y 
Vice-cónsules. 

Y  por  último,  se  ofrecieron  recíprocamente  toda  otra  con- 
cesión que  en  adelante  otorgase  cualquiera  de  las  Altas  Par- 
tes contratantes  á  otro  poder    extraño. 

En  la  guerra  de  1793,  entre  la  "  Francia  y  la  Inglaterra ,•> 
los  Cónsules  franceses  en  los  ^^  Estados  Cuidos ''  pretendieron 
ejercer  la  jurisdicción  en  las  cuestiones  marítimas  del  comercio 
neutro,  expedir  letras  patentes  de  represalia  y  corso,  y  apro- 
piarse los  juicios  de  presas ;  pero  el  Gobierno  de  la  Bepú- 
blica   expresamente  lo  negó. 
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Este  tratado  qne  había   sido  celebrado    por    el    recon 
miento  de  la    independencia  de  los  "  Estados  Unidos,"  y    ^^^ 
qnizá  por  las  obligaciones  de    gratitad   qne  estos  debían  á 
Francia,  fae  tan    lato  en    la    jarisdicción    consalar,    y     oi^ 
pantos  importantes,  vino    á    declararse  insubsistente  en    1 
por    el  Oongreso  y  el  Gobierno  de  la  República. 

En  1800  se  celebró  naevo  tratado,  y  en  él  sólo   se  obl 
garon  á  admitir  Consoles    en   los  paertos  en  que  tuviese  p« 
conveniente    admitirlos  el  Gobierno  del  territorio,  y  á  que 
zaran  del  carácter,    jarisdicción  y  prerrogativas    que  gozar 
los    de    la  libación  más  favorecida. 

Finalmente,    en  1822  por     la  convención  de    navegación.    / 
comercio,  se  estipuló  solamente  que  los  Cónsules  tenían   jurisdLc- 
ción  sobre  los  marineros  de  los  buques  de  sus  respectivas  bande 
ras,  para   arrestarlos    ó  hacerlos  arrestar,  y  pedir  su  extradícíó/z. 

La  '^  Francia ''  estipuló  con  la  '^  Bepúbiica  Mejicana  '^  6D 
una  forma  puramente  administrativa,  aunque  recíproca,  en  1827  \ 
y    por  éstas  Letras  : 

Fue  establecida  la  admisión  de  Cónsules  previo  el  ^^  Exe- 
quátur ''  y  se  les  declaró  exentos  de  alojamientos  militares  y 
de  contribuciones  directas  personales,  mobiliarias  y  suntua- 
rías,  excepto  en  el  caso  ide  ser  subditos  del  territorio,  dueños 
ó  posesores  de  bienes,  o  comerciantes,  en  cuyos  casos,  que- 
daban sujetos  á  las  contribuciones  que  como  tales  debieran 
pagar. 

Se  les  encargó  de  los  bienes  de  sus  nacionales,  ab^intestatOy 
de  los  salvamentos  por  naufragio,  de  la  policía  interior  de  los 
baques  de  su  bandera,  de  la  aprehensión  de  los  marineros  de 
los  mismos,  y  por  último  se  declaró  la  inviolabilidad  de  los 
papeles  y  sellos  de  sus    Chancillerías. 

Entre  la  ^*  Francia  y  la  Gran  Bretaña  "  se  han  celebrado 
multitad  de  tratados,  especialmente  desde  el  siglo  quince  al 
décimo  octavo:  pero  el  derecho  de  nombrar  Cónsules  el  un 
Gobierno  en  loa  paertos  del  otro,  no  se  encuentra  estable- 
cido hasta    1713,  en  la  convención  particular  de  UtrecM^  en  la 
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sólo  se  dijo,    que    serían    establecidos.    Hasta   entonces, 

jm  tratado  de    1606  había  en   tres  puertos  de  Francia  y 

de  Inglaterra  nn  tribunal    mixto  de    dos   franceses,     dos 

íes  y  un  qninto  juez  elegido  por  loa  cuatro,  el  cual  tri- 

intervenía  en  los  negocios  de  los  subditos  del  otro  Es- 

en  el    territorio    en  que  residiera ;  y    por    los    tratados 

1655,  1667  y  1677,    no  se  hicieron   las  dos    Coronas     sino 

ífiioqes  agenas  de  la  institución  consular  ;  y  por  el  de   697 

Igualó  al  extranjero  con    el  nacional,  sin   ninguna  otra  es- 

kción. 

lia    convención  de  ütrecht   igualó  los  derechos  del  extran- 

con  el  nacional,  y    lo  atribuyó  todo,  aun  la  aprehensión 

larineros   y  las  sucesiones  ab-intestatOj  y    las    diferencias 

las  gentes    de  mar,  á    la    jurisdicción  territorial ;    pero 

a  especial  se  convino    en  que  se  establecieran  Cónsules, 

qne  más    adelante  se  pactaría  sobre  los    derechos,    in- 

idades  y  libertades  de  tales   funcionarios. 

!n    1786   se  repitió  la  misma  cláusula  en  nuevo  tratado, 
señaló  el    término  de  dos  meses  al  efecto. 

idJSo    se  había   hecho  en  802,  pero  en  nn  tratado  de   aquel 

\'  se  volvió    á  ofrecer,  sin    que  después  so  haya  cumplido, 

814,  en    que  tampoco    se   celebró  convención  consular ; 

sí    se  facilitó  algún    tanto  el  nombramiento  de    Cónsu- 

r^franceses  en  cuatro  ó   cinco  puntos  de  la    Oran  Bretaña  ; 

el  tratado  d^  navegacióu   de  las  dos  Naciones  celebrado 

1826,  tampoco  se  determinaron  los  puntos  relativos    á   la 

ítación  consular. 

\  Besnlta,  pues,  que  las  dos  potencias  que  presiden  en  la 
iala  mercantil  de  los  pueblos  de  Europa,  no  han  querido 
ncsa  definirse  recíprocamente  derechos,  privilegios,  inmunida- 
B   ni  jarisdicción  de  sus    respectivos  Cónsules. 

Con  los  "  Países  Bajos,"  celebró  la  "  Francia,"  tratado  de 
listad,  comercio  y  navegación  y  también  de  confederación  en 
12';  pero  póIo  pe  estipuló  que  pudiera  haber  Cónsules. 

Sato  mismo  se  repitió  en  el  de  1678, 
■  Ea  1697  declararon  ambas  Potencias  que  no  se  admitirían 
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más    OÓDsales  entre  sí,  sino  Ministros  residentes  en  la  0< 
En  1713  se    repitió  esto    mismo,  y   también   en  39. 

En  785  sólo  se  estipuló  que  quedaran  igualados  á  loa        ^ 
clónales  los   subditos  del  otro   Gobierno. 

Sin   embargo  de  esto,  algunos  Cónsules  se   han  tolerad '^ 
recíprocamente  las  dos  Naciones. 

Con  el  "Portugal,"  casi  no  ha  existido  un   tratado  de 
"  Francia,"  pues    que  la  Corte  de  la  "  Gran    Bretaña "  hi  '^^ 
imposible  el  cumplimiento  del  de  1797 ;  y  que  los  de  667       ^ 
713  nada  definieron  respecto  á  Cónsules.    Sin  embargo,  por  \^^    ^' 
"  Letras  de  transacción  "  cambiadas  por  las  dos  Cortes  en  181^^^; 
se  acordó  la  adopción   de  Cónsules,    igualándolos  á  los  de  '^9, 
Nación  más  favorecida. 

.  Con  la  Prusia  no  convino  la  Francia  en  materia  de  co- 
mercio y  navegación  basta  1717 ;  y  entonces  so  igualaron  re- 
cíprocamente con   la  más  favorecida. 

Pero  quedó  este  convenio  sin  ejecución  hasta  753,  en  que 
por  poco  tiempo  se  vio  restablecido. 

Después  de  dos  ó  tres  tentativas  de  convención,  quedó 
todo  pendiente,  y  hasta  1840  tampoco  había  definido  la  Francia 
con  la  Prusia  las  exenciones  y  jurisdicción  de  los  Cónsules. 

Con  Bagtisa,  á  fines  del  siglo  pasado,  convino  la  Francia 
que  los  Cónsules  ejercieran  jurisdicción  civil  y  criminal  sobre 
los  buques  de  su  Nación  y  gentes  de  mar,  y  también  en  los 
pleitos  civiles  entre  sus  nacionales,  en  que  ningún  interés 
tuvieran  los  del  país.  También  se  les  acordaron  algunas  exen- 
ciones. 

Mas  explícitos  han  sido  los  tratados  de  la  Francia  con  la 
Rusia. 

Admitidos,  se  prohibió  que  fuesen  naturales  del  territorio 
en  que  iban   á  ejercer. 

Se  les  atribuyó  la  policía  de  los  buques  y  la  jurisdicción 
voluntaria  en  causas  civiles  de  sus  nacionales,  y  el  arreglo  de 
las  cuestiones  por  avería,  y  la  creación  de  factorías,  y  las  ates- 
taciones del  origen  y   procedencia  de  las  mercaderías;  y  de- 
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«rarou  recíprocamente  á  sas  Cónsules  en  el  goce  de  aquellas 
senciones   que  disfrutaran   los  de  la  Nación    más  favorecida. 

En  cuanto  á  loa  casos  ab-intestato^  se  constituyó  á  los  üón- 
Tiles  en  depositarios,  y  en  los  de  minoridad  del  heredero,  se 
^s  declaró   tntores. 

Bespecto  á  inmunidades  y  privilegios,   se   les  acordó   que 
gozarían  los  de  la  Xación   más  favorecida. 

La  jurisdicción  civil  y  criminal  quedó  íntegramente  á  las 
jasticias  territoriales. 

Con  la  Cerdoñaj  desdo  1745  existía  la  declaración  de  la 
Jiepública  de  Qénova^  que  admitía  Cónsules  y  Vice-cónsules ; 
pero  que  consagraba  la  integridad  de  la  jurisdicción  territorial. 

]ín  1753,  ct'lebió  cofi  la  Cámara  de  Comercio  de  Marsella^ 
autorizada  por  la  Majestad  do  Luis  XY  una  convención  en 
que  tampoco  so  concóiió  á  los  Cónsules  jurisdicción,  inmunidad 
ni   preriogativií.  ülguna. 

Por  la  declaración  de  1772  entre  la  Francia  y  la  República 
de  Genova,  no  se  cometió  á  loá  Có.jsales  sino  qne  proísciieiaran 
los   actos  tío  la  jnri^sdiccióu  de  los  tribunales   t-rritorialos. 

Por  el  tratado  de  171)0  cutre  la  Francia  y  el  liey  de 
Cerdeña,  tampoco  «o  creó  jurisdiccióu  consular  ni  se  recono- 
cieron inmunidades  ;  ni  por  el  de  1797 ;  y  en  consecuencia  hay 
que  concluir  que  tampoco  la  Oerdem  ha  convenido  en  inmu- 
nidades consulares. 

Tampoco  ha  convenido  el  Beino  de  Sajonia^  en  su  tratado 
del  aiio  779. 

Con  la  Suecia  y  Noruega  tuvo  la  Francia  tratados  de  co- 
mercio desde  1559,  y  han  sido  refrendados  en  1G31,  661,  662, 
741,  784  y  810;  pero  en  ninguno  de  ellos  se  han  consagrado 
inmunidades  ni  privilegios  consulares. 

En  los  distintos  tratados  de  la  Suiza  con  la  Franciay 
desde  1444  hasta  hoy,  nunca  se  ha  convenido  sino  en  que  haya 
Cónsules:  jamás  se  les  ha  acordado  inmunidades  ni  privilegios. 

!No  los  hci  establecido  la  Francia  en  sus  tratados  con  la 
Toscana. 
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Ni  con  el   Uruguay. 

Tampoco  con  la  antigua  República  de  Venecia» 

Eespecto  á  las  Ciudades  Anseáticas,  desde  las  Letras  Pa- 
tentes del  siglo  quince  hasta  la  convención  de  1769,  no  se 
encuentra  la  intención  de  acordar  inmunidades,  exenciones  ni 
privilegios  á  Cónsules,  ni  tampoco  con  posterioridad/ 

Ninguna  estipulación  conozco  celebrada  entre  la  Francia  y 
el  Austria  relativa  á  Cónsules,   pues  que  estas  dos  Potencias, 

al  n^enos  hasta  1840,  aun  no  habían  celebrado  el  que  recípro- 
camente se  ofrecieron  en  la  paz  de  Utreclit^  (1713)  por  el  de  Bas- 
tadtj  de  1714,  por  el  de  Viena^  de  1738,  por  el  áe  Aix-la'Ohapellet 
en  1748,  por  el  de  CampoForniOj  año  6?  ó  1797,  por  el  de 
InineTille,  de  1801,  ni  por  los  de  1814  y  1815 ;  en  todos  los  cua- 
leí?,  sólo  se  establece  por  las  Altas  Partes  contratantes,  que  se 
igualarán  recíprocamente  á  la  más  favorecida  en  materias  de 
comercio. 

He  aquí  el  resultado  de  un  examen  rápido,  pero  bien  con- 
traído á  la  materia  consular,  en  todos  los  tratados  de  la  Nación 
francesa  con  las  demás  del  mundo  civilizado.    Sí  fuera  posible  en 
la  extensión  de  un  informe  continuar  este  examen  recorriendo 
todos  los  Estados  de  Europa,  no  encontraríamos  sino  un  resul- 
tado semejante- 
La  ^^ Historia  de  la   Diplomacias^  por  Flassant,  la    de  los 
^£htahlecimient08  Consular es^^  por  Miltitz,  y  los  "Cuerpos  Dj- 
plomáticos"    de    Bardeyracj   Bu-Moni^  Roussety    Be  Cussy^    y 
BPAuterive^  Martens  y  otros,  que  fácilmente  pueden  consultarse, 
son  autoridades  irrecusables  en  estas  materias;  y  del  examen 
de  sus  luminosos  escritos,  como  <lel  texto    de  los  tratados,  con- 
venciones y  demás  actos  pasados   entre  las  diferentes  Cortes  en 
.materia  consular,   resulta  la  convicción  más  perfecta  de  que, 
.   hasta  fines  del  siglo  décimo  sexto,   en  que  tuvieron  origen  las 
Legaciones    residentes^  y  con  ellas  la    Biphmucia  de  nuet^tros 
tiempos,  los  Cónsules,  Yice-cónsules,  Delegados,  Agentes,  etc. 
tuvieron  frecuentemente  extensa  jurisdicción,  y  en  consecuen- 
cia, cierto  carácter  público  independiente  de  la  autoridad  te- 
rritorial, y  aun  exenciones,  privilegios  é    inmunidades,  ya  fuesen 
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acordados,  ó  ya  cod sentidos  ;  pero  que  desde  aquella  fecha  en 
adelante,  los  Cónsules  han  quedado  reducidos  en  el  trato  de 
las  Naciones  civilizadas  al  carácter  de  agentes^  no  de  sus  Gobier- 
nos, iino  de  snt  nacionales  como  particulares^  y  que  en  conse- 
cuencia, son  sus  patrocinantes  y  consejeros^  sus  apoderados  natos^ 
y  corren  con  las  averías,  con  el  salvamento  de  los  restos 
náufragos,  con  los  bienes  ab-intestatOj  con  las  tutelas  y  curate- 
jas  de  los  menores  de  su  Nación  en  el  país  extraño,  con  el 
Teelamo  de  los  marineros  prófugos,  con  el  cuidado  de  los 
incendios  y  bienes  de  sus  nacionales,  y  con  el  de  una  caridad 
especial  y  hasta  obligatoria  con  sur  compatriotas  enfermos  y 
desvalidos;  pero  de  ninguna  manera  en  posesión  de  inmuni- 
dades, exenciones  ni  privilegios  personales. 

Autoridades  en  pro  7  en    Haré  mencíóu  de  las  autoiidades  que  sostie 

•MitTA  de  lai  inmunidades  .... 

eonsmiires,  y  de  la juris-    ueu  las  inmuuidades,  exenciones  y  privilegios 

dicción   en   quo  pudrían 

itandarse.  de  los  Cóusules,  ya  <pn  mayor,  ya  en   menor 

exteusión;  y  pásate  después  á  mencionar  las  autoridades  que 
niegan  á  lo»  Cónsules  tales  prerrogativas : 

1?  La  Qrande  Enciclopedia  del  siglo  18*  es  á  mis  ojos  la 
más  grave  autoridad  entre  los  que  apoyan  las  prerrogativas 
consulares.  Los  nombres  de  Diderot^  D^Alemberty  Toussaint^ 
SousseaUj  Bouclier^  IPArgis^  él  Abate  Lenglet  Dufresnoy^  Marmor- 
tely  Toltaire^  y  demás  sabios  que  concurrieron  á  la  formación 
de  aquella  obra  colosal,  no  pueden  menos  que  comunicarle  cierto 
carácter  dogmático,  que  necesariamente  ha  de  inspirar  un  pro- 
fundo respeto. 

Dannos  los  enciclopedistas  de  Iberdún  (tomo  4*,  página 
103  y  siguientes)  una  historia  menos  extensa  de  lo  que  pudiera 
esperarse,  ya  de  la  institución  consular  en  el  exterior,  ya  de  la 
institución  consular  interior  de  los  antiguos  y  modernos  pue- 
blos, y  terminan  con  la  siguiente  definición  : 

^<  Las  funciones  de  estos  Cónsules  (en  los  puertos  extranjeros) 
S0n :  mantener  en  sus  departamentos  los  privilegios  de  la  Nación 
francesa,  según  las  estipulaciones   que  han  sido  celebradas  por 

TOMO  I  26 
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ella  con  el  Soberano  de  ca<la  país:  tener  inspección  y  jorli- 
dicción  tanto  civil  como  criminal,  sobre  todos  loa  subditos  de  li| 
Nación  francesa  que  se  encnentren  en  sn  departamento,  y  sin-' 
^alármente  sobro  el  comercio  y  los  ne^^odantes.'^  Y  añade :  "noj 
solamente  hacen  las  reces  del  Aln^irantazgo,  sino  qae  son  yenli 
daderos  justicias  ordinarias/*  Estos  conceptos  se  apoyan  en 
una  declaración  real  de   25   de  Mavo  <le  1722. 


f; 


Aún  máR :  postieii '  que  puede  un  Cónsul  embarcar  á  aqod 
ú  aquellos  de  sus  nacionales  que  tu  vienen  una  conilacta  ea- 
<:anda1osa,  y  obligar  á  los  ducílos  y  Gapicanes  de  boqaes  i 
recibirlos  y  d<*i»f)rt.:Arlos;  y  funda  estii  y  otras  prerrogativas  en 
■ítra  n^al  OruLMianza  de  ICSl. 

Gallan  los  enciclopedistas   absolutñmente    en    el    punto  de 
winiutiidadi'S,  rxenciones     y     privilegios  consulares;  pero  como' 
éstas  prerru;jat.ivas  respecto    á   cónsules,    Vice-cónsales,  Pro- 
i^ónííules,  Afrentes  ó  Gomisarios,   no    i'ueden   fundarse   sino  en 
el  ejeníivjio    de  c.Sffc  jurisdicüióu  civil  y   criminal,   desde   qae  la 
Representación  del  Soberano  extranjero,  está  atribuida  exclusiva-  j 
mentó   á  los  Ministros    públicos,  es  npc^esario  concluir,   que  la 
autoridad   resiictablc   á   que  me   reSeiv,   a[)oya    las    antedichas 
l»r(;rrogativas ;   y  uo   he  debido    vaciU-   para  colocarla    en  este  | 
lugar. 

Gita  la  enciclopedia  una  sola  autoridad,  que  por  lo  mismo 
debo  suponer  de  gran  peso,  poro  que  no  be  podido  cousaltar. 
Es   la  de  Touheau  "  Instituciones  del  derecho    consular.'^^ 

2®  La  segunda  autoridad  que  citaré,  aunque  pudiera 
ocupar  el  primer  lugar  en  respet.ibilidad,  es  la  del  "  Oran 
Diccionario  iTnivcrsal  del  Derecho  ;^^  obra  á  que  concurrieron 
los  primeros  moralistas,  jurisconsultos  y  publicistas  del  siglo 
XVIII.  Entre  ellos  los  mismos  enciclopedistas  de  Iberdún^  y 
además  M>  BouchaUj  De  Maillane,  De  Jancourtj  De  La  Lande, 
v   otros   sabios    de  celebre  nombradía. 

El  extenso  artículo  sobre  Gónsules,  de  esa  grande  obra^ 
tle  que  fue  editor  el  acreditado  francés  De  Felice  (Tomo  III, 
página  566  y    siguientes,   edición    de   Iberdún     1777)    sostiene 
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I  el  Cónsul  debe  ser  iudependiente  de  la  jariadicción  cri- 
itil  del  país  en  qae  reside,  excepto  en  el  caso  de  atentado 
itra  el  derecho  de  gentes,  y  que,  annque  no  goce  de  la 
ál  independencia  é  inviolabilidad  de  los  Ministros  públicos, 
goza  de  nna  entera  inmunidad  en  su  persona,  casa,  pape- 
\^-  oficiales  y  domésticos,  con  exención  de  toda  tasa,  imposi* 
in,  donativo,  carga  y  servidumbre,  excepto  sólo  el  caso  de 
pr  subdito  en  el  territorio. 

Atribuyele  la  jurisdicción  civil  entre  los  comerciantes,  sus 
ieionales,   y  entre  las  gentes  de  mar. 

Esta  doctrina  es  apoyada  por  el  célebre  publicista  Binkers- 
,  autor  que,  sobre  la  fe  que  merece    De  Felice^    sostiene 
la  jurisdicción  consular,  es  una  ley  generalmente    recono- 
en  todos  los  países  en  que  existen  Oónsules. 

,  3*  El  célebre  Vattel^  texto  de  nuestras  Universidades,  en 
l^^Ley  de  las  N'acionesj  ó  principios  de  la  ley  natural  aplicados 
conducta  y  negocios  de  las  Naciones  y  de  los  Sóberanosj'^ 
Ion  de  Londres,  1797,  libro  2?,  capítulo  2?,  página  147, 
iene:  que  el  Cónsul  debe  estar  exento  de  la  jurisdicción 
inal  del  territorio  eu  que  oficia :  que  continúa  subdito  de 
Soberano,  y  responsable  al  mismo  de  sus  acciones ;  y  sólo 
^ite  excepción  en  el  caso  de  alguno  de  los  crímenes  que 
^a  enormes  el  derecho  de  gentes,  ó  el  caso  en  que  el 
^nsul  vsea  subdito,  nacido  ó  naturalizado  en  el  territorio  de 
►  comisión.  i 

Yatíel  cita  en  apoyo  de  su  opinión,  dos  casos  :  primero  : 
de  los  Estados  Generales  de  las  Provincias  Unidas  (Holanda) 
m  consideraron  como  infracción  de  la  ley  de  las  Ilaciones, 
arresto  de  su  Cónsul  por  el  Gobernador  español  de  la  plaza 
I  Cádiz»  Y  el  de  1634  en  que  la  fiepública  de  Yenecia  llegó 
bí  á  nna  ruptura  con  el  Papa  Urbano  VIII,  por  violencias  eje- 
tadas  en  el  Cónsul  de  la  Eepública  por  el  Gobernador  de 
tama. 

Estas    citas  de  Vattel  (página  148  edición  de  Londres)  las 
íB    también    el  "  Diccionario    Universal ''    (tomo    III  página 
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4*  De  Fdicv  eita  eu  apoyo  (h)  su  opiíiióa  los  tratados  di 
las  PotíMicias  i^nropeas  en  el  penúltimo  siglo  eon  el  Imperu 
Otomano  ]/  las  Regencias  de  Berbería ;  y  especialmente  citi'] 
el  (le  1G04  eiitie  Enrhine  IV  de  Francia  y  la  Puerta  Otomana; 
el  de  1613  enrío  I  is  Provincia.^  Unidas  y  el  mitmo  Imperíú; 
el  de  1G75  entre  hi  Inglaterra  y  la  misma  Potencia;  el  de 
167G  entre  la  Injí!aterra  y  la  Regencia  de  Trípoli;  el  delfiS 
entre  la  Francia  y  el  Emperador  de  Marruecos;  el  de  IWlj 
entre  este  Príncip.»  y  ios  Holandeses ,  y  los  de  85  y  89  de  Luii 
JÍIV  con  'Irípolí,  Tánez  y  Argel,  (La  inílividaalidad  con  qi 
lie  n'iHTi  lo  ú^ias  citas  tiene  poi-  objeto  servir  al  examen  qn« 
ní;«s  ;í(li-Ia;.i.'  liaiv.  del  eréilito  que  se  deba  en  ijste  panto  & 
h\    .¡ai'iiiiad  *mi»'  las  trae). 

Ki  iní.siiji)  autor  eita  el  artículo  Ü?,  título  3?,  libro  2*  de  la 
li.y   lio  U)s   Visigodos,   que  regula   las  materias  mercantiles. 

Y  cita  el  tratado  de  Nimega,  estipulación  34,  entre  la 
.Fíiniria  y  la^   Provincias  Unidas,  que  caducó  con  los  de  Risuii^ 

L'trccltt  y    Ver  salles. 

Bello  ("  Principios  de  Derecho  de  Gentes,^'*  Caracas,  1837, 
p;igina  71)  «tiia  á  Vattel  y  lo  contradice,  pero  con  referencia 
á  Ckiity,  dice  que  son  de  la  doctrina  de  Vattel  los  publicistafi 
siguientes : 

Warden,  *•  Origen  y  naturaleza  de  los  establecimientos  con- 
sidares," 

Du  Fratiquenoy,  (*'  El  Ministro  público,^ J  y 

Borel,  {''Del   Origen  y  de  las  funciones  de  los  Cónsules.'*') 

El  ilustre  Kent  al  ex"oader  su  doctrina,  que  expondré 
después,  contraria  á  las  inmunidades  esenciales  consulares, 
trae  como  autoridad  opuesta  á  su  sentir  la  de  Steel',  en  su  "  JSn- 
sayo  sohrc  los  Cónsules.'^ 

Don  Josc  de  Olmeda  y  León  en  sus  ^'Elementos  del  derecho 
2)iíMico,  de  la  ^)a.c?  y  de  la  guerra ;  "  publicados  en  Madrid  en 
1771,  bajo  los  auspicios  del  Conde  de  Aranda,  dií.íi.*  c».l  tomo  1.**, 
parte  2*,  capítulo  2?,  página  230,  "  El  Cónsul  es  un  hombre 
destinado  para  velar  sobro  los  derechos  y  privilegios  concedidos 
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sa  Nación,  y  decidir  las  diferencias  entre  sos  comerciantes. 

Q  carácter  no  es  de  Ministro  público,  ni  goza  de  sns  pre- 
rrogativas; no  obstante,  como  se  le  considera  encargado  con 
^na  comisión  de  sa  Soberano,  so  le  deben  tener  alganas  aten- 
ciones,  y  especialmente  concederle  todas  las  precisas  segurida* 
des  y  exenciones  para  la  ejecnción  de  sa  encargo.  Por  esta 
razón  no  se  le  considera  sajeto  al  Estado  en  qne  él  reside, 
y  86  le  contempla  independiente  de  la  justicia  civil  y  criminal, 
no  podiendo  ser  preso  ni  castigado  por  ella,  á  menos  qne  él 
no  viole  el  derecho  de  gentes,  en  cayo  caso  el  mejor  acaerdo 
será  remitirlo  á  sa  Soberano  para  qae  le  castigae.'' 

Aanque  esta  opinión  es  casi  contradictoria  pues  que  niega 
las  inmunidades  diplomáticas,  y  después  concede  la  primera  de 
todas  ellas,  que  es  la  que  obra  contra  el  dominio  y  la  sobe- 
ranía territorial,  me  ha  parecido  sin  embargo  que  obrando  con 
la  debida  imparcialidad,  no  debía  omitirla  en  apoyo  de  una 
opinión,  que  si  no  ha  prevalecido  en  las  sesiones  de  nuestra 
Legislatura,  encontró  por  lo  menos  enérgicas  simpatías. 

Otra  he  encontrado  mucho  más  reciente  (1841)  y  siu  duda 
respetable.  Es  la  del  ^<  Diccionario  ó  Eneíclopedia  del  lenguaje 
y  de  las  ciencias  jfoUticas^^  redactada  por  cincuentisiete  de  los 
hombres  más  eminentes  de  la  Francia  en  el  presente  siglo,  y 
entre  los  cuales  figuran  los  nombres  de  Loxiis  Blanc^  de  Oor- 
menin^  de  Charles  Didier^  de  F.  LamennaiSj  de  JV".  Parfaif  y 
otros  semejantes.  Obra  que  concibió  el  famoso  escritor,  tan 
dolorosamente  malogrado  para  la  democracia,  Oarnier  PagéSj 
que  publicaron  Du  Oler(ij  PlagnerrCj  y  de  la  que  había  en  solo 
París,  tres  ediciones  hechas  para  1848,  de  cuyo  año  es  la  que 
he  consultado.  Esta  Enciclopedia  dice,  á  la  palabra  üónsul, 
página  278,  en  resumen  lo  que  sigue  : 

Llama  á  los  Cónsules  Ministros  públicos,  encargados  es- 
pecialmente de  velar  sobre  los  intereses  de  los  nacionales  que 
comercian  con  el  exterior.  Considera  la  institución  insuficiente 
basta  el  siglo  XVI  y  perfeccionada  con  posterioridad.  Están  los 
Cónsules  encargados  de  proteger  á  sus  nacionales  y  represen- 
car   por  ellos   á  su   Gobierno.     Les   atribuye  las  funciones  eo- 
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Cita  eu  8a  apoyo  á  Monserj  De  Realj  Mercator  y  Bauohau. 

Mablyj  qne  es  aatoridad  harto  respetable,  en  sa  obra  ^'  De- 
recho público  de  la  Europa "  dice  qae  los  Oónsales  no  son  Mi- 
nistros públicos  en  el  orden  diplomático,  ni  gozan  sns  faeros, 
á  no  estipularse  eii  los  tratados,  eu  los  cuales  deben  señalarse 
sns  exenciones. 

El  ilustre  Canga  Arguelles^  á  la  palabra  Oónaulei^  de  sa 
'^Diccionario  de  Raciendaj^^  Madrid  1833,  se  expresa  en  éstos 
términos : 

Los  Cénsales  no  tienen  más  consideración  que  la  de  anos 
tueros  agentes.  Están  exentos  de  alojamientos  y  cargas  con- 
cejiles:  pagan  las  contribuciones  que  se  derraman,  y  si  hacen 
el  comercio  por  mayor  ó  menor,  se  les  trata  como  á  los  de- 
más de  esta  clase,  según  declaración  expresa  en  real  cédala 
de  1®  de  Febrero  de  1765.  Las  casas  de  los  Cónsules  y  Vi- 
ce-cónsules  no  gozan  inmunidades,  ni  éstos  pueden  tener  en 
parte  pública  de  ellas  las  armas  del  Príncipe  ó  Estado  á  quien 
sirvieron.  Pueden  colocar  en  sus  torres  ó  azoteas  una  señal 
que  manifieste  á  los  de  su  Nación  ser  la  casa  del  Cónsul.  No 
ejercen  jurisdicción  alguna  sobre  los  individuos  de  su  Nación  t 
pero  se  les  permite  componer  arbitral  mente  sus   diferencias. 

Nuestro  ilustre  compatriota  Andrés  Bello,  en  su  obra  en 
otro  lugar  ya  citada,  al  capítulo  7?  página  67  establece,  que  los 
Cónsules  son  meros  agentes  de  sus  compatriotas  eu  los  países 
extraños:  dice  que  ningún  Gobierno  (página  69  §  2*)  puede 
conferir  jurisdicción  á  su  Cónsul  en  país  extraño :  asegura  qae 
los  Cónsules  ingleses  no  tienen  poder  judicial  ninguno :  alega 
que  entre  España  y  Francia  no  se  ha  consentido  tal  jurisdic- 
ción; y  recuerda  que  entre  Francia  y  los  Estados  Unidos,  si 
bien  se  aceptó  en  parte  en  su  primer  tratado,  fue  luego  abo- 
lido de  común  acuerdo.  Cita  las  Instrucciones  del  OaMnete  de 
Washington,  de  1805,  en  que  les  previene:  '*que  no  pertenece 
á  su  oficio  ninguna  autoridad  judicial,  sino  la  que  expresamente 
se  les  haya  conferido  por  una  ley  de  los  Estados  Unidos,  y 
sea  tolerada  por  el  Gobierno  en  cuyo  territorio  residan ;  y  que 
por  el  contrario,  todo  incidente  que  por  su  naturaleza  pida  la 
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iatervénción  de  la  jasticia,  debe  someterse  A  las  autoridades 
locales.  Cita  además  la  ley  6f,  título  11,  libro  6*  de  la  JV* 
Reeopilaciónf  que  dispone  que  los  Cónsules  no  puedan  ejercer 
jurisdicción  alguna,  ni  aun  entre  los  subditos  de  su  Soberano, 
sino  componer  amigable  y  extrajudicial mente  sus  diferencias. 

En  fin  (página  73)  <Uos  Cónsules,  dice,  no  gozan  de  la 
protección  especial  que  el  derecho  de  gentes  cout^ede  á  los 
Embajadores  y  demás  Ministros  diplomáticos.  Eu  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  son  independientes  del  Estado  en  cuyo  te- 
rritorio residen,  y  sus  archivos  y  papeles  son  inviolables.  Mas 
por  lo  tocante  á  sus  personas  y  bienes^  tanto  en  lo  criminal  coc- 
ino en  lo  civily  se  hallan  sujetos  á  la  jurisdicción  local.^ 

Beconoce  Bello  que  los  Cónsules  en  las  Potencias  Berberiscas 
hacen   excepción  de  estas  reglas. 

Bello  cita  en  su  apoyo  á  Martens  ^^  Tratados  depaz^^^  tomo 
primero,  página  629  de  la  segunda  edición;  á  Kentj  ^<  Comen- 
tariosy^  parte  primera,  sección  segunda ;  y  á  UlUot  en  su  ^<  Có- 
digo Diplomático  ",  página  518.  Y  además,  funda  el  cuerpo  de 
su  doctrina,  en  el  célebre  Chitty,  "iey  común^^  volumen  pri- 
mero, capítulo  tres. 

Estos  mismos  autores,  consultados,  confirman  las  citas  de 
nuestro  ilustre  compatriota,  como  vamos  á   verlo. 

A  falta  de  los  "  Tratados  de  paz^ ''  de  Martens^  puedo  citar 
el  "  Derecho  dé  O  entes  moderno  de  la  Europa^  '^  fundado  sobre 
los  tratados  y  la  práctica,  de  Mr.  Jorge  Federico  de  Martens^ 
en  su  nueva  edición   anotada  por'  el  Ministro  Ferreira. 

El  autor  sostiene,  que  excepto  los  Cónsules  residentes  en 
Berbería,  no  pertenece  á  tales  funcionarios  sino  la  jurisdicción 
voluntaria  entre  sus  nacionales,  y  la  contenciosa  entre  los  mis- 
mos,   que  expresamente  les  acuerden   los  tratados   públicos. 

En  cuanto  á  inmunidades,  terminantemente  dice  Martens^ 
tomo  primero,  libro  4*»,  capítulo  3**,  página  325.  (París  1831) 
que  no  pueden  igualarse  á  los  Ministros  pdblicotí,  que  están 
sujetos  á  la  jurisdicción  civil  y  criminal  del  Estado,  y  que 
deben  pagar  los  impuestos. 
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Martens  cita  en  su  apoyo  las  siguicDtea  autoridades  : 
Yan  Steck,  ^^Unsayo^^:  página  58. 

Y  BynJcershoeclCj  *<  Juez  competente  de  ¡os  Embajadores ''  ca- 
pitulo 10,  §  6* 

Ademas  de    Wicquefort^  que  ya  he  citado. 

El  emineute  publicista  americano  Santiago  Kent,  en  sus  **  Cp- 
mentarlos   sobre  Ja  Ley  Americanaf^  sexta  edición  ÍTew  York, 
1848,   volumen   primero,  parte  primera,  lección  2*   página  41  y 
siguientes,  establece;  que  lo»  Cónsules  de  la  Oran  Bretaña  no  ^ 
ejercen  jurisdicción  sino  en  los  Estados  de  Berbería.    Asienta*^ 
que  ningún  Gobierno  puede  investir  Cónsules  con  jurisdicciói^ 
en  país  extraño,  sin  consentimiento  del    Soberano  t-erritorial  ^ 
decide  que  los  Cónsules  de  los  Estados  Unidos  no  tienen  otr^ 
jurisdicción  que  la  de  arbitraje  consentido,  y  1»  de  recibir  acto^ 
de  sus  nacionales,  y  autenticarlos.    Cita  los  tratados  entre  aque- 
lla  Eepública  y   la  Franciay  en  que  se  ha  limitado  del  mis- 
mo  modo  aquella  autoridad :  y  con  la  de  la  Corte  de  los  Es^ 
todos  ünidoSj  asienta,  que  la  doctrina  verdadera  es  ^'  Considerar 
á  los  Cónsules  personeros  natos  de  si^  nacionales  que  no  tengan 
especial  representación,^^ 

En  cuanto  á  inmunidades  y  exenciones,  les  niega  el  "  j«í 
gentium,^^ 

Impugna  á  Vattely  y  declara  á  los  Cónsules  bajo  la  ju- 
risdicción civil  y  criminal  del  territorio. 

Citado  á  Wardenj  exceptúa  ciertos  actos  respecto  á  la  Fran- 
cia, y  reconoce  que  deben  exceptuarpe  los  Cónsules  del  Levanta, 

El  sabio  jBTenf,  que  goza*  hoy  de  una  celebridad  americana 
y  europea  á  un  tiempo,  apoya  sus  aserciones  en  las  más  ro- 
bustas pruebas  y  autoridades;  y  entre  estas  cita  á 

V     Wicquefort  y  Martens^  que  he  tenido  el  gusto  de  consultar 
j  de  citar  en  las  líneas  precedentes. 
A  Cliitiy,  ley  comercial, 
A    MansjUeld. 

Los  actol^  del  Congreso  Federal  de  14  de  Abril  de  1792,  28 
de  Febrero  de  1803,  y  20  de  Julio  de  1840. 

A  Toler,  ^^  Memoria  de  Ware,^^ 
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A  William  Harria ;  en  la  misma  memoria. 
A  Potter  '*  Seguros  del  mar " 
A  Beaves  **  Solre  Cónsules, " 
A  M,  PicJceñng. 

Los  tratados  de  los  Estados  Unidos  con  Hannover,  S ne- 
cia, Frnsia  y  Bosia. 

Wlteatcn    **  Caso  del  Bello  Coruñés,  "j 

La  Memoria  del  Ministro  de  Estado,  ó  Relaciones  Ezterio- 
res  de  los  Estados  Unidos  al   Congreso  de  1836. 

^^  Bynkershoeclc^^  De  Toro  Legat,  c.  10. 

MartenS'Jj.  4*»  c.  3.  Sec.  8. 

Beaves^  L.  M.  vol.  P  título  "De  Cónsules." 

Valín-Y^  V  libro  1*  título  9*  "  De  Cónsules. " 

FardessuSj  ^^ Dereoho  Comercialj^^  título  4**,  páginas  148  y 
183. 

Las  opiniones  del  Atomcy  General  ( Fiscal )  de  los  Esta- 
dos Unidos,   volumen   P  páginas  45  y  302. 
Y  aun  otras  respetables  autoridades. 

Elliotj  en^  su  "  Código  diplomático  AmerioanOy^^  publicado  en 
Washington  en  1834,  á  la  página  548  que  cita  Bello,  no  corres- 
ponde absolutament>e  á  la  cita,  en  que  sin  duda  se  cometió  una 
errata;  pero  en  su  "Ifanwaí  DiplomáticOj^^  capítulo  1**,  Sec 
ción  ].l^  niega  á  los  agentes  los  derechos  del  Ministro  pú- 
blico, y  funda  que  no  están  provistos  de  Letras  Credencia- 
les ó  de  Provisión ;  y  añade ;  "  los  privilegios  que  les  otorguen 
pegúenos  y  débiles  Estados^  no  bastan  á  formar  una  regla. " 

El  mismo  Elliot  trae,  página  430  y  siguientes,  las  instruc 
cioilis  oficiales  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  &  sus  Cón- 
s«les  y  y  ice-cónsules;  y  en  el  capítulo  4®  dicen  ellas  lo  siguien- 
te :  artículo  16 :  <^  el  Cónsul,  excepto  aquellos  de  los  Estados  de 
Berbería,  no  están  investidos  con   ningún  poder  diplomático. 

Elliot  trae  las  mismas  doctrinas,  pruebas  y  hechos  que 
exhibe  Kent;  y  cita  á  Man^field,  Taunton,  Chitty,  Beaves,  Pi- 
ckering  y  Wheaton  $  y  concluye,  respecto  á  inmunidades  del 
Cónsul,  con  estas  palabras:  <' Si  el  Cónsul  delinque,  ó  se  hace 
responsable  de  una  coUiducta  ilegal  ó  impropia,   está   sujeto  á 
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la  revocación  de  sn  Exequátur^  y  será  castigado   couforme 
las  leyes  del  país  en  que  es  Cónsul :  ó  puede  ser  enviado  á 
Gobierno,  á  voluntad  de  aquel  bajo  el  cual  ha  delinquido."- 
-<  El  Cónsul  no  es  Ministro  público,  ni  goza  los  privilegios 
tal  carácter,    ni  está  bajo  la  especial    protección   del    dere<^ 
de  gentes:  en  lo  civil  y  criminal  está  sujeto  á  la  jurisdiccltft] 
del  territorio."-«-Luego  añade :   ''  los  privilegios  consulares  sou 
mucho   más   extensos  en    los  países  Mahometanos  que  en    lojs 
Cristianos. ^^ 

Story,  publicista  afamado,  en  sus  <'  Comentarios "  (se^n 
lo  trae  Elliot,  página  408)  sostiene,  que  el  Estatuto  de  los 
Estados  Unidos,  que  se  encuentra  en  el  primer  Código  cri- 
minal del  primer  Congreso,  y  que  atribuye  los  juicios  de  los 
Cónsules  á  la  Suprema  Corte^  se  debe  entender  como  reducido 
á  la  responsabilidad  de  los  Cónsules  ante  los  Estados  Uniiosy 
por  infracción  de  las  leyes  de  los  Estados  Unidos ;  y  de  nin- 
gún modo,  por  faltas  ni  delitos  contra  las  leyes  del  territorio 
en  que  residen. 

Elliotj  en   fin,   expone  gran    número  de  casos,    refuta  la 
teoría  contraria,  y  cita  otras  graves  autoridades. 

Carlos  De  Martens,  en  su  "  Manual  Diplomático ^^^  que  sirve 
en  nuestros  días  en  gran  parte  del  mundo  de  catecismo  de  la 
ciencia,  remitiéndose  á  Meissler^  en  su  "  Discurso  sobre  Cónsules/*' 
Hamburgo,  1751,  á  Borel  "  Del  origen  y  funciones  de  los  Cáii^ 
sides "  S.  Petersburgo,  1807,  á  De  Martens  (G.  F.)  "  Dereelio 
de  gentes^^  Goettingue,  1801 ;  y  á  i>.  IVarácn,  reasume  la  doc- 
trina en  estos  términos :  "No  se  les  debe  colocar  (á  los  Góa- 
sules)  en  la  clase  de  Ministros  públicos,  ni  aun  de  tercer  orden, 
en  punto  á  prerrogativas,  porque  carecen  de  credenciales,  etc. 
Exceptúase  los  Cónsules  en  Berbería."— Los  declara  patrones  de 
sus  nacionales,  y  arbitros  de  las  diferencias  que  les  sometan; 
y  les  niega  toda  jurisdicción.  Tomo  1^  capítulo  1",  §  13,  pá- 
gina 65. 

Benneval^  en  sus  "  Instituciones  del  Derecho  natural  y  de 
gentts/^  (París  1825)  se  ocupa  de  los  agentes  poUticos  conoci- 
ílos  por  la  ciencia,  y  trata  por  eonsi<;fuiente  de  sus  inmunidades, 
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exenciones  y  privilegios,  y  ni  aun  inenciouii  á  los  Góasales, 
y  ^ice-cónsules,  etc.  en  su  tomo  2'  página  223  y  siguientes, 
^^    tampoco  en  el  apéndice. 

!Bl  duda  del  derecho  úe  asilo  en  las  casas  de  los  JEmbaja- 
^^^•«f,  los  somete  caso  de  traición,  y  otros,  á  la  jurisdicción 
^^^  Soberano  á  quien  ofeiideí),  y  disminuye  como  ningún  otro 
^^t>licista  los  mencionados  derechos,  aun  para  los  Ministros 
^^Vilícos  de  1*  clase.  En  pues,  otra  autoridad,  que  debe  com 
^^tiarse  entre  las  que  niegan  jurisdicción  y  prerrogativas  á  la 
^^^titución  consular. 

Puffendorf  en  su  obra  *<  De  loa  deberes  del  liombre  y  del 
^tídadano^  habla  del  Embajador;  y  dice  su  célebre  traductor 
ISarbeyraCj  (tomo  2?,  nota  1*  página  187,  edición  de  París,  1822) 
que  no  trata  de  los  derechos  de  tales  Ministros  públicos.  Sin 
embargo,  cualquier  lector  que  poseído  de  la  severidad  de  prin- 
cipios del  ilustre  publicista,  vea  como  ensena  las  materias  de 
DerechOj  y  sus  excepciones,  y  el  silencio,  en  que  ni  remotamente 
se  hace  cargo  de  los  Cónsules  y  Vice-cóusules,  no  podrá  menos 
que  contarlo  entre  las  autoridades  que  no  han  pensado  en 
atribuir    inmunidades  á  la  institución    consular. 

El  mismo  Puffendorf  en  su  grande  obra  de  1672,  <<  El 
Derecho  de  la  naturaleza,  y  de  gentetj  6  sistema  general  de  los 
principios  más  importantes  de  la  Moral,  de  la  Jurisprudencia  y 
de  la  Politica^  etc.  guarda  el  propio  silencio  sobre  inmuni- 
dades de  la  institución  consular;  j  bien  debía  mencionarlas, 
al  hablar  del  derecho  público  de  gentes,  si  sus  funcionarios 
Ii^abieran  estado  en  su  concepto,  exentos  de  las  reglas  generales 
de  la  jurisdicción  territorial. 

No  he  podido  concordar,  ni  explicarme  de  ningún  modo, 
la  contrariedad  que  hay  entre  la  citada  nota,  y  el  texto  de 
Puffendorf.  Aquella  dice :  "  como  nuestro  autor  no  explica  en 
parte  alguna  el  derecJio  de  los  Embajadores^'^  etc.  etc. ;  mientras 
que  Puffendorf  en  su  tomo  1?,  párrafo  23,  capítulo  3®  libro  2», 
ala  página  2-47  claid  y  explícitamente  establece  la  inmunidad 

m 

del    Embajador.    Pero  cualquiera  que  sea  el  secreto  de    esta 
contrariedad,  es  lo  cierto,  que  ni  Puffendorf  ni  Barheyrae  men- 
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cioDan  á  los  Oóusulca  al   hablar   de  exenciones  dí  privilegios 
del  derecho  público  de  gentes. 

BarbeyraCj  al  tratar  por  sí  la  materia  en  su  nota  1*  al  §  12, 
capítulo  9"",   libro  8?,    tomo  2*,    página  595  de   la  edición  de 
Amsterdam,  1734,  reconoce  la  inmunidad  de  los  Ministros  pú- 
blicos,  acepta  las  teorías  de  Mr.  Btidáens  que  en  sus  "  Elementos 
de  Filosofía  práctica  ^^  la  funda  en  los    principios  de  la  ley  na 
tural,  común  á  todos  los  hombres,  y  no  en  el  quo   Grocío  llam 
Derecho  de  gentes,   es  decir,  el  cuerpo  de  las  convenciones  vo 
luntarias.    Pero  el  glosador  guarda  un   silencio  total  respect 
á  Cónsules :  y  no  podía  ser  de  otro  modo,  porque  sus  mismo 
principios  fundamentales  arrojan  la  convicción  de  que  no  sor:^ 
aplicables  de  modo  alguno  á   tantos  y  tan   diversos  funciona. - 
rioe,  las  eminentes,  delicadas  y  aun   i)eligrosas  exenciones  de  que 
se  trata. 

Engo  Qrocio  en  su    famosa    obra  ''  Derecho  de  ¡a   Guerra  y 
de  la  Faz,^^  publicada  en   1625,  se  constituyó  en  el  gran   Maes- 
tro   del  derecho  público,  y  es  hoy    todavía,   con  los  dos   que 
acabo  de  citar,  el  texto  de  las  escuelas  generales;  y  esta  auto- 
ridad viene  en  apoyo  de  la  jurisdicción  territorial  en  materia  de 
Cónsules.    En  su  "  Derecho  de  Emhajadas^^^  capítulo  18,  libro  2? 
tomo  2%  desde  la  página  531  hasta  la  547  trata  extensa  y  dog- 
máticamente la  materia  de  inmunidades,  y  ni  de  la  manera  más 
remota  indica  á  los  Cónsules,  Vice-cónsules,  etc.    Y  no  se  puede 
suponer  que  Grocio  ignorase  la  existencia  de  estos  funcionarios, 
que  ya  en  tiempo  de  Proteo^  1244  años  antes  de  Jesucristo,  tenían 
establecidos  los  Tirios  en  Memphis,  según   el  respetable  testi- 
monio de   EerodotOj  autor  tan  familiar  al  ilustre  Orocio,  y  que 
según  el  mismo   Herodoto,  Amasis  permitió  á  los  Helenos,  579 
aíios  antes  de  nuestra  era,  en  el  puerto  de  Naiicratis* 

La  acreditada  obra  de  L,  Macarél,  Bruselas,  1837,  que  abra- 
za en  totalidad  la  "  Juris;prudencia  Administrativa  de  la  Francia '' 
y  que  en  materia  de  competencia  es  tan  general  y  tan  dogmá- 
tica, no  hace  la  menor  mención  de  los  Cónsules  ni  Vicecónsu- 
les extranjeros,  lo  cual  convence  de  la  doctrina  de  este  publi- 
cista, pues  exclnye  á  tales  funcionarios  de  toda  jurisdicción,  que 
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''ía  el  údíco  funddiuento  de  sus  exenciones  y  priv^ilegios,  paesto 

le  el  derecho  de  Representación  de  sus  Soberanos  no  les  es  apli- 
ble  en  manera  algnna. 

JEscriche^  en  sa  "  Diccionario  de  Legislación ''  niega  á  los 
snles  (página  140,  edición  de  Caracas)  toda  inmunidad  que 
conste  en  el  tratado  de  los  pueblos  respectivos. 

El  ^^  Diccionario  general  de  Adtninistración^^  obra  publicada 
París,  1849,  y  de  que  son  autores  Alfredo  Blandí^  Chaussiau^ 
-Titanes,  Metmier,  Fierret,  Begnard,  y  17  sabios  de  entre  los 
s  afamados  de  nuestro  siglo,  á  la  página  522,  trata  exteusa- 
nte  de  los  establecimientos  consulares,  y  en  la  materia  á 
^e  este  informe  se  refiere,  niega  á  los  Cónsules  tales  inmuni- 
^de?,  exenciones  y  privilegios  personales,  haciéndolos  depeuder 
^oclusivamente  d«  los  tratados  ó   de  las  leyes  de  cada  país. 

El  antor  de  la  "  Ciencia  del  Gohierno^^^  el  lamoso  M.  de  Bealj 
^11  su  célebre  Enciclopedia,  ala  págiuaCl,  tomo  5",  París,  1764, 
\ice  terminantemente,  que  los  Cónsules  no  gozan  de  la  protec- 
ción especial  del  derecho  de  gentes.  Cita  doctrinas  y  hechos  de 
la  Corte  do  Viena,   de  !N"ápoles,   de  Holanda,  y  o.;ras. 

Reinccio  en  sus  **  Elementos  del  Derecho  natural  y  de  gentes^ 
y  su  Corrector,  Don  Mariano  Lucas  Garrido^  á  la  página  177, 
tomo  2?,  edición  de  Madrid,  1837,  al  hablar  de  las  inmunida- 
des, no  sólo  sostiene  la  de  los  Ministros  públicos  de  1*,  2*  y  3* 
cíase,  sino  que  habla  de  la  que  el  derecho  de  la  guerra  ha 
acordado  generalmente  á  los  timbaleros,  cornetas  y  músicos  mi- 
ítares,  y  ni  por  la  más  lejana  incidencia,  menciona  á  los  Con- 
mies  y  V  ice- cónsules. 

El  afamado  Eenrique  Wheaton^  novísimo  publicista,  en  sus 
'  Elementos  de  la  ley  internacional^^''  á  la  página  190  de  la  edición 
3*,  de  Eiladelfia,  1846,  asienta,  como  en  general  lo  hacen  todos 
los  jurisconsultos ;  que  el  poder  judicial  de  un  Estado  abraza 
boda  controversia  sobre  derechos  personales  y  reales,  cuyas 
partes  residan  en  el  territorio.  Cita  la  ley  de  los  Estados  Uni- 
dos, donde  1h  ubicación  de  la  cosa  ó  persona,  decide  de  la 
competencia )  la  inglesa,  que  da  el  conocimiento-  de  las  causas 
al  foro  doméstico,  con   prescindimiento  de  partes   y  del  lugar 
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eD  que  la  acción  taviera  origeu ;  las  que  sigaen  el  principio  ro- 
mano *'  Actor  s€<j^iiitur  forum  reij^^  que  es  nuestra  propia  doc- 
trina; y  cita  también  la  ley  francesa^  y  otras.  Niega,  por 
tanto  jurisdicción  á  los  Cónsules,  excepto  el  caso  de  tratado  ex- 
preso. A  la  página  293  dice,  '^  si  delinquen,  puede  ser  suspenso 
el  Exequátur,  y  serán  castigados  según  las  leyes  del  país  en 
que  faltaren,  ó  pueden  ser  remitidos  á  su  Soberano  para  que 
los  castigue,  si  el  Estado  ofendido  lo  quiere  así  preferir.'' 
Por  fin,  añade :  ^<  en  lo  civil  y  criminal  están  sujetos  á  la 
ley  del  territorio,  como  cualquiera  otro  extranjero  que  se  en- 
cuentre en  él." 

Azunij  el  profundo  compilador  del  "  Derecho  Marítimo  '^  tra- 
ducido por  Bodas,  Madrid  1830,  es  uno  de  los  autores  qne 
más  se  ha  ocupado  de  la  historia  del  Consulado:  íntima  rela- 
ción tiene  con  la  materia  de  que  trata,  y  en  ningún  paraje 
de  su  obra  hace  la  más  ligera  mención  de  inmunidades,  exen- 
ciones ni  privilegios  consulares.    (Madrid  1830/ 

Ortolán,  en  sus '^  Reglas  internacionales  y  diplomáticas  de  la 
Mar,  Paris,  1845,  á  la  página  312  y  siguientes,  tomo  1.*,  muy 
propiamente  explica  el  fundamento  que  tiene  la  jurisdicoión 
consular  en  las  escalas  de  Levante,  y  la  niega  en  todo  el 
mundo  cristiano. 

El  tratado  sobre  el  "^  Bereclio  internacional  privado,  6  soire 
tí  conflicto  de  las  leyes  de  diferentes  Naciones  en  la  miateria  de 
dereehoj^^  publicada  por  Mr.  Fodix,  segunda  edición,  París, 
1847,  única  y  exclusivamente  excluye  de  la  jurisdicción  terri- 
torial á  los  Soberanos  extranjeros  y  á  sus  Ministros  públicos, 
y  á  aquellos  que  por  tratados  í^ozeu  tal  privilegio  (página  195 
y  siguientes.)     Cita  á  Schmalz,  Mittermaier,  y  otros. 

En  una  obra  publicada  eu  1848  bajo  los  auspicios  del 
Ministro  de  Eelaciones  Exteriores  de  Francia,  por  Jlír.  Alexan- 
drs  y  J.  if.  De  Clercq,  la  cual  se  titula,  **  Formulario  al  uso 
de  los  Cónsules^^  expresamente  se  asienta,  á  la  página  185,  que 
la  jurisdicción  mercantil,  y  la  civil  y  criminal  de  los  Cónsules, 
fiólo  existe  y  se  reconoce  en  el  Levante,  Berbería ;  por  consi- 
guiente, niega  inmunidades  á  los   agentes,  que   sin  represen- 
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taoiÓD   de  sa  tíoberauo^  y  sin  jarisdicción   ni  credeucialeB,  uo 
tienen  en  realidad  título  algano  á  tales  privilegios. 

El  Barón  Carlos  de  Martens,  autor  del  célebre,  *^  Manual 
Diplomático^  de  1822,  ha  publicado  en  1832  una  obra  más 
extensa,  que  llamó  ^'  Ouía  Diplomática,^^  que  en  verdad  goza 
de  gran  celebridad.  En  ella,  página  164,  edición  de  Leipsic, 
1832,  trata  la  materia  de  este  informe  con  alguna  extensión } 
j  BU  doctrina  es:  ^^que  el  Cónsul  está  sujeto  á  la  jurisdic- 
ción civil  y  criminal  del  país  en  que  reside  y  que  no  goza 
de  las  prerrogativas  é  inmunidades  de  los  Ministros  públicos.'' 

La  autoridad  del  Conde  de  Gardén,  en  su  ^^  Tratado  completo 
de  Diplomacias^  está  tan  debilitada  por  la  inexactitud  de  su  his- 
toria del  Consulado,  y  por  las  ambigüedades  de  su  lenguaje, 
que  no  sería  muy  importante  en  este  lugar;  pero  acompañada  de 
tantas  otras,  citaré  sus  palabras,  íí  la  página  323  del  tomo 
1.**,  edición  de  París,  1833. — "  Sin  duda,  (dice)  no  gozan  (los 
Cónsules)  de  los  derechos  acordados  á  los  Enviados,  están  so- 
metidos á  la  jurisdicción  del  Estado  en  que  residen,  y  á  su 
policía  y  sus  impuestos." 

El  Tratado  de  ^^  Inmunidades  ^^  que  trae  el  Profesor  De 
JPelice^en  sus  ^'Lecciones  del  Derecho  natural  ]^^- de  gentes^^^  Faiísy 
1850,  al  ñn  del  tomo  2.*  excluye  también  del  goce  de  las  in- 
mnnidades  diplomáticas  á  los  Cónsules,  Yice-cóusules  etc. 

Jean  Louis  Kluber,  en  su  obra  ^^  Derecho  de  Gentes  moderno 
de  la  UuropajSs  París  1831,  desde  la  página  306  del  tomo  1?  se 
extiende  hasta  la  página  414  hablando  de  las  inmunidades 
diplomáticas,  con  relación  á  los  Ministros  de  1%  2.*  y  3^  clase, 
y  respecto  á  Cónsules,  aunque  dice  que  gozan  de  la  protec- 
ción del  derecho  de  gentes,  es  sólo  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones; pues  respecto  á  jurisdicción,  la  limita  á  la  puramente 
TOluntaria,  y  en  cuanto  á  inmunidades,  las  hace  depender  de 
las  leyes  y  de  los  tratados. 

finalmente,  y  por  no  aglomerar  aun  mayor  número  de 
autoridades;   el   sabio  Butherforth,   en    bus  ^^ Instituciones   del 
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Derecho  natural  aplicado  á  las  NacioneSj^^  sólo  trata  de  las  in- 
mnuidades  como  derecho  de  los  Ministros  públicos,  acreditado* 
por  sus  Soberanos  respectivos,  como  sus  Representantes  eo 
el  extranjero  ;  como  paede  verse  en  su  libro  2.'*  capítulo  9.* 
§  20,  de  la  seganda  edición   de  Baltimore,  1832. 

En  el  cúmulo  de  autoridades  históricas  que  dejo  asentado; 
eu  el  historial  que  en  ellas  fundé  de  la  institución  consular, 
áesde  la  primera  noticia  que  de  ella  se  encuentra,  catorce 
siglos  antes  de  nuestra  era,  basta  el  19  que  corremos;  y  en 
el  análisis  de  todos  los  tratados  que  tocan  esta  materia  desde 
1496  antes  de  J.  C,  en  que  empieza  la  colección  del  célebre 
Barbejrac,  hasta  nuestros  días,  de  la  que  sólo  he  presentado 
en  obsequio  de  la  brevedad  el  cuadro  de  los  tratados  de  la 
Nación  francesa,  creo  poder  asentar  el  tema  del  presente  in- 
forme. 

No  gozan  los  Cónsules  de  inmunidades j  exenciones  ni  privilegia» 
personales  ni  nacionales ;  sino  de  mera  independencia  en  el  ejerei^ 
do  de  sus  empleos,  en  todo  lo  que  sea  compatible  con  las  leyes  del 
Estado  en  que  residen  ;  y  de  la  extraterritorialidad  de  sus  Ohanoi- 
lleriaSj  sellos  y  archivos. 

No  he  podido  persuadirme,  aunque  lo  he  procurado,  de  qae 
sin  presentar  el  anterior  volumen  de  derecho,  de  prácticas  nni- 
versales  y  de  autoridad,  pudiera  considerarme  autorizado  á  4* 
jar  un  punto  de  derecho  público,  donde  este  ni  otro  alguno 
se  encuentran  decididos  por  derecho  positivo,  cuando  se  ven- 
tilan puntos  que  envuelven  la  dignidad  de  la  Nación  y  su  in- 
teresante porvenir,  cuando  apenas  nace  un  Despacho  de  Re- 
laciones Exteriores,  sin  antecedentes,  sin  archivos,  sin  biblioteca 
y  sin  la  dotación  competente,  y  sobre  todo,  cuando  del  expe- 
diente pasado  por  el  Gobierno  al  Consejo,  aparece  haber  pre- 
valecido en  la  Honorable  Cámara  de  Eepreseutates  una  opi- 
nión favorable  á  las  inmunidades  consulares;  pues  que  todos 
nuestros  oradores  y  hombres  de  Estado,  se  inclinaron  á  sentir 
ofendida  la  dignidad  de  la  Eepública  en  el  caso  á  que  se  re- 
fiere el  expediente;  resonando  en  la  Cámara  los  diversos,  elo- 
cuentes y  férvidos  discursos,  inspiraciones  honrosas  del  patrio- 
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tismo,  qae  debían  merecer  del  Consejo  de  Estado,  como  en 
efecto  han  merecido,  an  profundo  respeto,  y  que  imponían  á 
su  Presidente,  comisionado  para  abrir  concepto,  no  la  mera 
obligación  de  presentar  una  opinión  personal  desnada  de  aato- 

ridad,  sino  nn  cuerpo  de  doctrina,  que  sirviera  de  respaldo  á 
la  conclusión  que  dejo  meramente  indicada. 

Debo  ja  dar  fin,  formulando  esa  misma  conclusión,  con  sus 
legítimos  fundamentos,  y  paso  á  cumplir  este  deber. 

7c^iusidn  Permítame  el  Consejo  antes  de  proceder  exponga 
la  doctrina  que  sigo  en  la  división  del  Derecho  público  de  gentes. 

Paréceme,  como  ha  parecido  á  los  publicistas  del  presente 
siglo  y  aun  del  pasado,  que  la  división  de  Bugo  Orocio  es 
insuficiente  6  inadecuada,  en  Derecho  necesario  y  Derecho  vo~ 
luntario.  Ella  no  serviría  á  los  ñnes  de  una  demostración  cual 
es  mi  deber  consignar  en  este  informe. 

Pero  debo  confesar  además,  aunque  con  verdadera  pena, 
que  no  encuentro  más  propia  á  las  necesidades  de  la  ciencia 
las  otras  divisiones,  que  con  los  nombres  de  Derecho  natural, 
eomún  ó  primitivo^  Derecho  convencional  ú  obligatorio^  Derecho 
Consuitudin^riOj  etc.  han  pretendido  eludir  la  de  Grocio.  Esto 
no  es  extraño:  la  ciencia  es  vieja  en  los  hechos,  pero  la  cien- 
cia no  tiene  un  siglo  en  sa  formulación  abstracta. 

Como  no  es  de  este  lugar  una  disertación,  me  ceñiré  á 
definir  mis  términos,  para  mejor  poder  explicarme. 

Antes  que  nada  reconozco  el  Derecho  público  positivo :  es  de- 
cir, el  conjunto  de  leyes,  disposiciones  y  sentencias,  libradas 
en  uso  del  imperio  de  cada  pueblo,  ó  señorío  transeúnte,  es- 
tatuyendo las  reglas  de  su  inteligencia  con  los  pueblos  extraños 
en  las  materias  de  contacto.  Tales  son  las  Decisiones  de  la  Corte 
Suprema  de  justicia  de  los  Estados  ünidosj  las  Decisiones  del 
Parlamento,  de  la  Corona  ó  del  Almirantazgo  en  Inglaterra,  las 
Ordenanzas  de  los  Beyes  6  de  las  Asambleas  de  la  Francia,  etc. 
etc. 

En  segundo  lugar  coloco  el  Derecho  convencional  propio: 
en  los  tratados,  convenios,  y  demás  tistipulacioues  de  la  Nación 
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propia  coa  las  extrañas ;  las  cuales  vienen  á  ser  leyes,  no  por 
mero  uso  del  propio  imperio^  sino  por  convención*  De  este  de- 
recho convencional  propio,  es  parte  el  que  se  llama  consceta- 
dinario,  caando  se  fanda  en  actos  propios. 

En  tercer  lugar  el  Dereclio  confDencional  extraño^  6  el  cuer- 
po de  principios  y  prácticas  más  generalmente  establecidos  y 
aceptados  por  los  demás  pueblos  civilizados  de  la  tierra,  ya 
en  sus  tratados  y  convenciones,  y  ya  en  sus  hechos ;  los  cuales 
vienen  á  ser  reglas,  wi  no  obligatorias,  legítimas  por  lo  menos, 
á  falta  de  Derecho  positivo  y  de  DerecJio  convencional  propio. 

Do  e8te  Derecho  convencional  extraño^  paréceme  que  es  nna 
parte  de  lo  que  «e  llama  Derecho  consueUt^dinario^  cuando  no  se 
alega  por  la  repetición  de  hechos  nuestros,  sino  por  la  repeti- 
ción d<í  hechos  extraños. 

En  cuarto  lugar  paréceme  que  dtíbe  colocarse  el  Derecho 
público  naturalj  común  ó  primitivo;  ó  de  otro  modo,  el  que 
aplica  los  principios  de  la  ley  natural  á  las  relaciones  de  los  . 
pueblos  y  los  Gobiernos  entre  sí;' porque  esos  principios,  aun- 
que hayan  sido  el  origen  de  todas  las  leyes,  y  tratados  y 
prácticas  ya  existentes,  no  pueden  regir  por  si  solos  sino  en 
tanto  que  no  se  opongan  al  Derecho  positivo^  al  Derecho  con- 
vencional propioj  6  al  Derecho  convencional  de  la  generalidad  de 
los  pueblos  cultos. 

En  quinto  lugar  paréceme  que  cabe  el  Derecho  voluntario, 
es  decir,  las  deci8i«»ues  que  con  relación  á  la  mera  convenien- 
cia de  cada  pueblo,  se  sostuvieran  en  uso  de  una  libertad  le- 
gítimn,  ó  de  un  derecho  propio  para  elegir,  sin  mengua  délos 
principios  inmutables  de  justicia,  lo  más  adecuado  á  honestos 
intereses ;  y  este  Derecho  público  voluntario  y  pienso  que  es 
el  lugar  de  Ins  autoridades  cientfñ<2as,  siempre  que  ellas  se  re- 
fieran á  la  conveniencia  del  género  humano,  inseparable  de  la 
justicia. 

Paso  á  dar  mi  conclusión,  sometiéndola  muy  respetuosa- 
mente á  lavS  luces  del  Consejo. 

j^ Gozan  \o^  Cónsules  inmunidades,  exenciones  y  privilegios 
personales  f 


/ 
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Ed  nuestro  derecho  público  positivo,  uo  lo  gozan. 

Primero:  porqae  la  ley  de  30  de  Abril  de  1847,  que  crea 
y  reglamenta  estos  establecimientos  por  parte  de  la  Repúbli- 
ca en  los  paises  extranjeros,  al  capítnlo  1°,  artícalo  3®,  hablando 
de  la  materia  dice:  ^'como  tales  Gónsales,  tendrán  derecho  á 
las  exenciones,  prerrogativas  é  inmunidades  que  según  el  de- 
recho de  gentes  y  los  tratados  vigentes  correspondan  á  estos 
empleados.''  De  modo  qne  nuestro  P^r^e^o  público  positivoy  es- 
tablecido ya  en  esta  materia,  nada  acuerda,  por  sí  mismo,  nada 
concede,  ni  otorga,  ni  confiere,  sino  que  se  remite  al  Derecho 
convencional  propio^  al  convencional  extraño^  al  natural  y  al  I70- 
luniario. 

Segundo :  no  gozan  los  Cónsules  tales  prerrogativas,  por- 
que tampoco  las  acordaron  las  leyes  de  Colombia. 

Tercero:  no  las  gozan,  porque  están  vigentes  en  la  Bepú- 
blica  las  Leyes,  Pragmáticas  y  Eeales  cédulas  de  los  Beyes  de 
España  anteriores  á  1808,  que  no  estén  en  contradicción  con 
nuestras  Leyes  y  disposiciones  posteriores,  y  el  Código  de  la 
Novísima  Recopilación  contiene  con  relación  á  esta  materia,  las 
siguientes  disposiciones  : 

Nota  número  5^:  página  179,  tomo  3? 

"  En  Eeal  orden  de  siete  de  Febrero  de  1757,  con  motivo 
de  haber  algunos  Cónsules  extranjeros,  no  obstante  las  repe- 
tidas Beales  resoluciones  declaratorias  de  sus  facultades,  in- 
troducídose  á  conocer  de  negocios  de  presas,  figurando  una  es- 
pecie de  Tribunal  en  sus  casas  ^  tuvo  S.  M.  por  conveniente 
prevenir  el  progreso  de  semejantes  abusos,  y  mandar  á  este 
fin  á  todos  los  Gobernadores,  por  punto  general,  no  permitan 
á  los  Cónsules  se  propasen  en  el  uso  de  sus  oficios,  cuyo  objeto 
y  calidad  se  reduce  á  la  de  unos  meros  agentes  y  patrocinantes 
de  las  personas  de  su  Ilación  para  solicitar  que  se  les  haga 
justicia." 

Ley  6»  título  2*  lihro  C« 

"  Don  Garlos  III,  en  el  Pardo  por  decreto  de  primero  de 
Febrero  de  1765." 
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Reglamento  sobre  re-  ,     "  Habieodo  ocnmdo  varias  dadas  acerca  de 

quisitos  para  el  ofltablcci- 

miento  de  Cónsules  y  Vi-    los  requísitos,  Que  han  de  tener  los  Oónsa- 

c«-cdn8ulcs ;  exenciones,  -r^  /  « 

y  uw  de  aui  facuitadeB.  les  y  vice-cónsnle«  de  las  potencias  extran- 
jeras, para  servir  estos  oficios  en  las  plazas  y  pnertos  de  mis 
dominios,  donde  los  baya  habido  anteriormente  con  Beal  cé- 
dala de  aprobaciÓD,  como  asimismo  las  exenciones  y  privi 
legios  qae  les  están  concedidas ;  he  tenido  á  bien  aprobar  el 
nombramiento,  etc  etc.''.... '^Qae  donde  haya  necesidad  de  es- 
tablecerse Gónsnles  y  Yice-cónsales,  por  haberse  aamentado  el 
comercio  de  la  Kación  qae  los  nombre  paedan  hacer  recarso.  á 
mi  Eeal  persona  para  qae  enterado  de  la  necesidad  paeda  acor- 
darles esta  gracia,  si  taviese  á  bien  dispensar  el  qae  no  los 
haya  habido  por  lo  pasado  :  qae  por  razón  de  Gónsnles  no  ten- 
gan otra  gradnación  qae  la  de  anos  meros  agentes  de  sn  Na- 
ción"  ^'Qae  se  entienda  estar  exentos  únicamente 

de  alojamiento,  y  todas  cargas  concejiles  y  personales;  pero 
qne  al  mismo  tiempo,  si  los  Oónsnles  y  Yice-cónsales  cooii^r- 
ciaren  por  mayor  ó  por  menor,  sean  tratados  como  cnalqaiera 
individno  extranjero  qne  haga  igaal  comercio :  qae  sas  casas 
no  gozen  de  inmanidades  algnnas,  ni  paedan  tener  en  parte 
pública  la  insignia  de  las  armas  del  Príncipe  ó  Estado  qae 
los  nombra;  y  qae  sólo  paedan  en  sns  torres  ó  azoteas,  ó  eo 
otro  paraje  de  sus  casas,  poner  señal  qae  manifieste  á  los  de 
sn  Nación  caal  es  la  casa  de  sn  Gónsal :  qae  no  puedan  ejer- 
cer jarisdicción  algnna,  anuqae  sea  entre  vasallos  de  sa  propio 
Soberano,  sino  componer  extrajadicial  y  amigablemente  sas  di- 
ferencias." . .   

Ley  7* 

^<Doa  Garlos  IIÍ,  en  San  Lorenzo,  por  Eeal  orden  de  20 
de  Noviembre  de  1778." 

"  Enterado  etc me  he  servido  declarar  que  así  co- 
mo los  Gónsnles  ni  sus  propias  casas  no  gozan  de  aquellos 
privilegios  y  exenciones  qae  solo  corresponden  á  los  Ministros 
caracterizados  por  los  Soberanos,  así  los  comerciantes  extra i]> 
jeros  no  tienen  derecho  más  que  á  ser  tratados  con  los  mis- 
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mos  miramieutos  y  cousideraeióa  que  se  debeu   á  au   vasallo 
del  Key  Dacioual   honrado.'' 

Por  Real  reaolución  comuuicada  en  oideu  de  22  de  Agosto 
de  1780,  fue  confirmada  la  Real  orden    precedente. 

Habiéndose     negado   terminantemente  cu  e^tas  disposicio- 
nes  supremas,  de    tiempo  legal  para  nosotios,  las  inmunidades, 
exenciones  y   privilegios    de   los  Cónsules,  no  es    dable    pre- 
tenderlas   sin  qne    por  nueva  ley  queden   aquellas  derogadas. 

A  la  luz  del  DerecJio  convencional  proj^io^  tampoco  gozan 
aquellas  prerrogativas  los  Cónsules  en    la  República. 

El  artículo  17  del  Tratado  canjeado  en  22  de  Junio  de 
1846  entre  Venezuela  y  S.  M.  la  Reina  de  España,  sólo  dice 
que  los  Cónsules  del  un  Gobierno  en  los  dominios  del  otro, 
acreditados  y  reconocidos  que  sean,  disfrutarán  de  las  fran- 
quicias, privilegios  é  inmunidades  de  que  gocen  los  de  la  Na- 
ción más  favorecida, 

1^0  los  acuerda  el  tratado  de  Golomhia  con  el  Perú^  de 
1823 ;  ni  su  adicional :  ni  el  celebrado  con  Chile  en  22 ;  ni 
8a  adicional:  aunque  ambos  son  de  GViion,  Liga  y  Confedera- 
da perpetuas.  Tampoco  el  de  Amistad  y  Alianza  con  Buenos 
Airesj  en  1823 ;  ni  el  de  Unión^  Liga  y  Confederación  celebrado 
t5on  Méjico  en  el  propio  año ;  ni  el  de  Faz^  Amistad^  Nave- 
gación  y  Comercio  celebrado  con  los  Estados  Unidos  del  Norte 
en  1824,  en  que  sólo  se  estatuyó  igualar  á  los  Cónsules  con  los 
de  la  Nación  más  favorecida  según  el  artículo  26.  Eu  el  28, 
que  los  exceptúa  del  servicio  público  y  de  contribución  que 
no  provenga  de  comercio  ó  de  propiedad,  se  declara  que  en 
todo  lo  demás  quedan  sujetos  á  las  leyes  de  los  respectivos 
Estados. 

Tampoco   se  acordaron  aquellas  prerrogativas  eu  el  trata 
do  de  1825  con  las  Provincias  Unidas  de    Céntimo  América. 

En  el  del  propio  año  con  la  Gran  Bretaña  no  se  encuen- 
tra otra  mención  aplicable  á  la  materia  de  este  informe,  que 
el  haberse  igualado  con  la  Nación  más  favorecida. 

En  el   de  1829  con   los  Países  Bajos  no  se  pactó  en  el  ar- 


424  INTRODUCCIÓN 


tícalo  24  8ino  que  los  GÓQsales  serían  recíprocamente  tratados 
como  los  de  la  Nación  más  favorecida. 

Lo  mismo  «lijo  la  convención  de  1823  entre  Venezuela  y  la 
Francia, 

La  de  1834  con  la  Oran  Bretaña,  no  acordó  sino  la  aplica- 
ción   mutatis    mutandis    á    las  Altas  Partes  contratantes  del 

tratado  de  1825    con  Colombia. 

< 

La  convención  del  propio  año  con  la  Nueva  Granada  fae 
exclusivamente    sobre  la  división  de  la  deuda  de  Colombia. 

En  el  tratado  de  1836  con  los  Estados  Uindos  del  Norte 
sólo  se  convino  por  ambas  partes  en  igualar  á  los  Cónsules 
con  los  de  la  Kación  más  favorecida,  sujetándolos  en  todo  á 
las  leyes  de  los  respectivos  Estados,  con  excepción  del  servicio 
y   contribución   personal. 

El  celebrado  con  las  Ciudades  anseáticas^  de  Amistad,  Co- 
mercio y  Navegación,  en  1837,  sólo  pacta  en  el  artículo  22^ 
que  se  igualen  Ion  Cónsules  con  los  de  la  Nación  i^ás  fa- 
vorecida. 

La  misma  cláusula  contiene  el  artículo  9^  del  tratado  de 
1838  sobre  Amistad,  Comercio  y  Navegación  con  la  Dina- 
marca. ^ 

Los  de  correos  con  Nueva  Granada  y  Ecuador,  y  los  cele- 
brados con  la  Gran  Bretaña  en  1838  y  1839,  no  podían  ocu- 
parse dd  esta  materia. 

Nada  estatuyó  el  celebrado  ea  1840  con  S.  M.  el  Rey  dé 
Suecia  y  Noruega. 

Ni  los  de  Amistad,  Comercio,  Navegación  y  Alianza  coa 
la   Nueva  Granada,  1842. 

El  de  1843  con  la  Francia  liberta  á  los  Cónsules  de 
alojamientos  militares,  y  contribuciones  personales  extraordina- 
rias, y  los  iguala  con  los  de   la  Nación  más  favorecida. 

La  convención  con  la  Francia  del  propio  año,  fue  sólo  sobre 
correos,  y  lo  mismo  la  de  1844   con  la  Gran  Bretaña. 

Resulta  de  este  examen  que  por  el  Derecho  convencional  de 
Venezuela  tampoco   gozan   los   Cónsules  de  inmunidades,   pri- 
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vilegios  ó  exencioDeSy  que  meDgüeQ    la  jarísdiccióa  territorial 
Bobre  ellos  y  sus  casas,  familias  y  cosas. 

Aute  el  Derecho  convencional  extraño^  demostré  ya  eu  una 
prolija  sinopsis  de  todos  los  tratados  de  la  Faclón  francaa 
(que  tocan  la  materia  consalar)  con  casi  todas  las  ^Naciones 
de  Earopa  y  algunas  de  América,  que  no  han  existido  ni 
existen  las  inmunidades  consulares,  á  excepción  d^i  caso  que 
temporalmente  ofreció  el  Pacto  de  Alianza  de  las  doH  ramas 
reinantes  de  la  casa  de  Borbón^  cuando  pretendieron  ^^  abatir 
los  Pirineos.''^ 

Escojí  á  la  Francia^  porque  á  ella  cede  el  paso  casi  toda 
la  diplomacia  europea :  por  ser  su  dinastía  la  más  antigua : 
por  su  centralidad  entre  los  dos  mares  de  mayor  comercio,  y 
y  entre  las  Kaclones  de  la  Europa  :  porque  la  Inglaterra  ha  sido 
•fiiempre  la  más  remisa  en  concesiones  consulares,  y  hubiera 
podido  estimarse  su  elección  poco  imparcial:  porque  cuenta 
la  Francia  mayor  número  de  tratados  eu  los  siglos  recientes 
que  las  demás  Naciones  ;  y  en  fin,  porque  habiendo  ella  pactado 
con  casi  todas  las  demás,  indirectamente  concurrían  todas  á 
esclarecer  el   examen.     El  él  aparece  confirmada  mi  conclusión. 

El  Derecho  público  natural j  común  ó  primitivo,  no  pudiera 
de  modo  alguno  favorecer  las  inmunidades  consulares. 

Según  sus  reglas — ^^  La  independencia  de  cada  Nación 
consiste  en  no  recibir  leyes  de  otra:  y  la  soberanía,  en  el 
ejercicio  libre  de  su  propia  autoridad  en  toda  la  extensión  de 
su  territorio."  Ya  se  considere  la  soberanía  immanente  en  la 
extensión  de  sus  derechos,  ó  ya  la  transeúnte;  llámele  señorío 
6  llámase  imperio,  todos  son  connaturales  con  el  dominio  del 
territorio.  En  las  nociones  de  la  ciencia,  tan  elementales  y 
sabidas,  nada  hay  tan  lógico  como  que  dentro  del  territorio 
no  cabe  jurisdicción  extraña :  que  toda  jurisdicción  ha  de  ser 
parte  del  "propio  imperio  ;  y  que  siendo  idénticos,  ó  los  miamos, 
los  límites  del  territorio  y  los  límites  de  la  soberanía,  es  dia- 
metralmente  opuesto  á  los  principios  del  Derecho  natural  que 
existan  dentro  del  Estado  hombres  independientes  de  su  juris-- 
dicción. 
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Ed  vano  se  ocarriría  al  Derecho  natural^  en  sn  aplicación 
á  los  negooios  y  á  los  intereses  de  las  Naciones  para  cercenar 
el  imperio,  para  hacerlo  menor  que  el  territorio^  para  imaginar 
una   exención  contraria  á  todos   los  principios  primitivos. 

Paso  en  fin,  á  jazgar  la  materia  qae  nos  ocupa  en  los 
dominios  del  Bereclio  voluntario*,  primero,  bajo  el  panto  de  vista 
de  la  utilidad]  y  segando,   bajo  el   de  )a  autoridad. 

En  este  terreno  no  sólo  no  caben  las  inmunidades  consn- 
lares,  sino  qae  aparecen  como  ano  de  los  más  grandes  males, 
que  padiera  echarse  sobre  la    vida  de  nn   pni^hlo. 

El  comercio  pide  Cónsales  donde  qaiera  qae  entran  y  sa- 
len baques:  donde  qaiera  que  hay  personas  ó  intereses  ex- 
tranjeros. Nuestro  país,  hoy  desierto,  ha  de  poblarse  rápida- 
mente de  extranjeros,  tan  pronto  como  se  ponga  en  contacto, 
si  no  lo  estuvieren  ya^  las  dos  más  grandes  necesidades  del  Nnevo 
y  del  Yiejo  Mqndo.  En  el  Viejo,  descargar  el  exceso  de  po- 
blación que  no  puede  mantener,  y  que  lo  precipita  en  el  caos:- 
en  el  Nuevo,  la  adquisición  de  millones  de  hombres  que  sus- 
tituyan Naciones  á  sus  inmensas  selvas,  y  que  levanten  este 
Continente  á  la  altura  colosal  á  que  fue  predestinado  en  la 
creación. 

4  Qué  nos  haríamos  con  un  hombre  inmune  en  cada  punto 
litoral,  en  el  roce  con   nuestros  jefes  políticos  y  jueces   de   paz  f 

¿Quó  despacho  bastaría  al  número  y  á  la  complicación  de 
esas  competencias  y   reclamos? 

¿A  cuánto  montarían  por  año  las  indemnizaciones  á  que 
daríamos  lugar  ? 

Pero  además,  si  ningunn  Nación  de  la  tierra  nos  había 
de  conceder  la  reciprocidad,  ¿podríamos,  deberíamos  nosotros 
acor«lpr  esas  prerrogativas  á  los  Cónsules?  Y  aún  además, 
si  otorgándosenos  tales  inmunidades  consulares  por  otras  Po- 
tencias, esa  reciprocidad  sería  quimérica  como  tantas  otras 
reciprocidades,  porque  nuestros  Cónsules  no  serán  por  machos 
años  sino  subditos  del  Estado  en  que  sirvan,  á  quienes  nunca 
alcanza  tal  concesión,  ¿  para   qué  la  aceptaríamos ! 
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Conolayamos.  Yo  tendría  por  una  verdadera  desgracia^ 
por  UDa  gran  calamidad,  la   adopción  de  tal  principio. 

Y  en  materia  de  ^^  atitoridad^\  ya  he  mostrado  en  el  más 
prolijo  examen,  no  sólo  imparcial,  sino  empeñado  en  halhu- 
lOB  fundamentos  de  las  tendencias  que  dominaron  en  tantos  y 
tan  distinguidos  Representantes,  que  apenas  be  encontrado 
14  autoridades,  mientras  que  me  han  venido  á  las  manos,  con 
menor  esfuerzo,  para  contradecir  la  doctrina  de  éstos,  multitud 
de  publicistas. 

Y  creo  que  debo  hacer  más.  Debo  analizar  esas  autori- 
dades que  sostienen  las  inmunidades  consulares.  Escogeré  las 
tres  más  respetables,  por  no  extenderme  demasiado. 

Es  verdad  que  la  Grande  Snciclopedia  registra  en  su 
ftontispicio  un  número  de  nombres  célebres;  pero  cada  uno 
de  ellos  es  responsable  de  sus  propios  artículos :  y  no  hay 
que  alucinarnos ;  el  artículo  Cónsules  es  de  Mr.  Boucher 
d?  Argis,  que  si  bien  era  eminente  en  Derecho  administra- 
tivOf  no  lo  fue  tanto  en  Derecha  ptlblicoj  pues  que  el  artídulo 
"  Constitución  del  Imperio j^^  el  "  DiplomáticOy^  y  otros  de  esta 
ciencia,  no  se  confiaron  sino  al  Abate  Lenglet  Dujresnoy;  pues 
que  su  nombre  no  está  registrado  entre  los  publicistas  <iel 
siglo  pasado  ni  del  x>reseute.  ÜS'otaré  además,  que  el  artículo 
es  demasiado  estrecho  para  la  obra  magna  de  que  tratamos. 

El  artículo  Cónsules  del    ^'  Oran  Diccionario  tmiversal    de 

Derecho "  es  de  uno  de  los  cinco  autores  anónimoSj  de  quienes 

dice  De  Felice^  que    no  quisieron  dar  sus    nombres.    El   autor 

confiesa  la   duda,  y   al  resolverla,  se  refiere  á  los  tratados  de 

^€is   potencias  de   Europa  con   Argel^  Trípolij  TÚ7icz,  Marruecos 

ó  la  Puerta   Otomana,    ÍTo  es  posible,  en  materias  abstractas, 

^ífc  sospecha  de  mala  fe  y  mucho  menos   tratándose  de  autores 

tan  graves;    pero  es  imperdonable  que  escribiéndose  para  los 

X>U6blos  de  la  cristiandad,  se  prescindiese   de  tres  mil  dnos  de 

Xiechos,  usos,  leyes  y  convenios  suyos,   para  echar  mano  de  los 

estatutos  celebrados  con  la    Barbarie,   verdaderas  excepciones 

ilel  derecho  universal.    Apenas  puede  disculpar  tanto  descuido, 

que  nacía  la  Diplomacia  poco   antes  de  escribirse  aquellos  con- 
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ceptoB,  de  mauera  que  todavía  la  <lefiae  cou  sa  primera  8igni- 
ficacióu ;  es  dfecir :  ''  JBl  arte  de  verificar  los  diplomas,  títulos^ 
patentes,  ejecutorias  y  demás  actos  públicos  de  la  antigüedad,^ 

En  cnanto  á  Vattel,  es  autor  tan  grave  y  decisivo,  como  qae 
sirve  de  texto  en  nuestras  Universidades  y  Colegios,  y  me 
arredraría  la  empresa  de  refutarlo,  sino  viese  que  mi  obligación 
es  decir  con  rectitud  lo  que  la  razón  me  dicta,  si  no  fuese 
materia  en  que  juegan  Ja  dignidad  y  la  utilidad  de  mi  Patria, 
y  sino  pudiera  afrontarle  con  un  cúmulo  de  doctrina,  de  his- 
toria  y  de  autoridad,  ante  el  cual  desaparecen  sus  prestigios. 

Desde  luego  que  dos  solos  hechos  que  cita,  ambos  del  niglo 
XVII,  no  son  á  la  verdad  fundamentos  para  establecer  un 
punto  de  DrecJio  público.  Menos  todavía  siendo  sacados  de  la 
historia  de  la  Holanda  en  su  nacimiento,  y  de  la  pequeña 
Venecia  en  sus  relaciones  con  el  Papa  ;  porque  en  verdad  que 
éstas  decisiones  deben  buscarse  en  escala  mayor,  con  relación 
á  cierto  número  de  daciones.  Para  fijar  un  punto  de  derecJío 
público,  no  basta  gradQ  alguno  de  reputación  personal,  pues 
que  sólo  han  de  autorizarse  tales  conclusiones  por  el  cúmulo 
de  los  hechos  y  el  volumen  del  derecho,  que  puedan  desen- 
trañarse en  la  historia  del  género  humano.  Menos  puede 
perdonarse  al  eminente  Vattel  que  esos  dos  y  únicos  hechos 
que  cita,  no  sean  hechos  consumados,  sobre  que  pudiera  fun- 
darse alegatos  de  derechos  adquiridos :  no  son  sino  meras  pre- 
tensiones, no  consentidas.  Esto  está  probando,  que  engolfado  el 
autor  en  el  estudio  de  los  antiguos,  en  las  profundas  inves- 
tigaciones de  Orocio,  Puffendorf,  los  dos  Goccios,  Woljfio,  Heineo- 
do,  Hobbes,  jurisconsultos  y  filósofos  que  sacaron  de  la  historia 
de  la  antigüedad  la  ciencia  del  derecho  de  las  gentes,  esquivó  «u 
atención  á  la  materia  consular. 

La  sola  singularidad  de  que  llamara  Vattel  ^'moderna  ins- 
titución'^ la  del  establecimiento  de  Cónsules,  escribiendo  á  me- 
diados del  último  siglo,  nos  autoriza  para  negarle  nuestra  fe 
en  cuanto  escribe  sobre  ella. 

¡¡Cómo!!  ¿una  institución  que  conociéronlos  Ugipcios,  los 
Eodios,   los   Griegos,    los    Italianos  todos,  los  Sicilianos,  Mar* 
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sellesesj  Barceloneses,   Oodos,    Visigodos,   es  una  institación    mo 
deroa  en  el    siglo  décimo   octavo  I 

¿Unos  fancionarios  <le  quienes  según  Miltitz  j  Aziinij  que 
citan  á  Strabón,  hablan  las  Leyes  Bodias,  y  de  que  hablan  las 
de  Atenas  y  Esparta,  al  establecer  sus  Proxenes,  Nautodiques 
y  j^agogues;  agentes  que  menciona  el  celebre  JDemóstenes;  em- 
pleados conocidos  en  Boma  con  el  nombre  de  Prwtor  Péregrinus, 
y  de  quienes  tratan  la  Ley  romana,  Bhodia  Jactu,  el  Código,  el 
Digesto  6  Pandectas,  y  aun  antes  el  Código  Teodosiano^  las  No» 
velas  de  ías  ciudades  itálicas  y  las  Leyes  Amalfitanas;  y  de 
quienes  más  tarde  se  ocupan  las  de  Wishurgo,  la  famosa  Bule 
lyOleron,  el  Consolatto  del  mare,  y  las  ordenanzas  de  Aragón  y 
JBarcelona,  eran  recientes  en  el  siglo  décimo  octavo  í 

¿  Podía  Vattel  ignorar  las  célebres  leyes  de  Casiodoro,  dadas  á 
los  Ostrogodos,  las  de  la  monarquía  Ooda,  vigentes  muchas  en  su 
tiempo^  las  de  los  Burguiñones,  y  fa  de  casi  todos  los  pueblos 
mercantiles  del   Mediterráneo  f 

jCómo  podía  prescindir  de  las  concesiones  de  Don  Jaime 
1?  de  Aragón,  que  en  122S  concedía  á  los  del  comercio  de  Bar- 
célona  nombrar  sus  Cónsules  en  íiltra7narl  ¿Cómo  de  la  merced 
hecha  por  Ouido,  Bey  de  Jerusalém,  á  los  Marselleses,  en  1190, 
para  establecer  su  Cónsul  en  Accon^  4 Cómo  del  Cónsul  de 
JPizza,  residente  en  Constantinopla,  de  que  habla  el  Consolatto 
del  mare,  impreso  en  Venecia  dos  siglos  antes  de  que  Vattel 
escribiera!  4 Nueva,  al  tiempo  de  Vattel,  la  institución  que  el 
aSo  de  1100  vemos  consagrada  en  el  tratado  del  Emperador  Alejo 
con  los  de  Pizza,  para  que  nombren  Cónsul  en  Constantinopla  1 
4 Y  nueva,  en  fin,  cuando  Bicardo  tercero  de  Inglaterra  desde 
el  tiempo  de  las  Cruzadas,  nombra  á  Lorenzo  Strozzi  por  Cón- 
sul Británico  en  Italia?  {  Anderson  ''Orígenes  del  comercio:" 
A2uni,  página  128,  tomo  1°,  de  la  traducción  española,  ]\Ia- 
drid  1803). 

Y  aun  en  mero  Derecho,  no  podía  ignorar  Vattel  que  la 
inmunidad,  qn*^  viene  del  latín  mti/tem,  no  significa  en  su  origen 
8ino  exención  del  servicio  oneroso,  y  que  este  privilegio  no  puede 
Teñir  sino    del   soberano  territorial.     Ni    podía    Vattel  ignorar 
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que  la  exención^  ee  un  privilegio  en  materia  de  contrihuciórij 
ifnpoiioión  ó  carga  jyáblicaj  qne  tampoco  puede  venir  siuo  del 
Soberano  territorial,  auugue  la  uaturaleza  del  privilegio  sea 
pasiva. 

Menos  podía  ignorar  qne  el  privilegio  activo^  el  de  hacer 
yexijir,  toca  dentro  del  territorio  exclusivamente  á  sti  señor;  j 
por  ñUf  harto  bien  sabría  qne  el  Exequátur  no  es  otra  cosa 
que  el  Pareatis  de  la  jurisprudencia  latina;  el  óbedézcase^  cúm- 
plase^ llévele  á  efecto]  y  que  jamás  un  Soberano  renunciaría  sus 
prerrogativas  hasta  el  punto  de  mandar  obedecer  una  jurisdic- 
oióu  de  origen  extraño,  en  oposición  abierta  con  el  ejercicio  de 
su  propio  imperio — sino  en  rarísimos  casos,  impuestos  por  ne- 
cesidades transitorias.  Para  aceptar  tan  extraña  aberración  de 
los  principios  universales  del  DerecJiOj  era  indispensable  que  ' 
Vattel  hubiera  encontrado  en  la  razórij  en  la  conveniencia  y  en 
la  historia  del  mundo,  tantas  y  tan  fortísimas  razones  como 
las  que  apoyan  la  inmunidad  de  los  Embajadores  y  Ministros 
públicos, 

Y  este  será  mi  último  argumento. — Para  asentar  como  Be- 
rechOy  á  la  faz  del  mundo  civilizado,  inmunidades^  exenciones  y 
privilegios,  que  menguan  la  Soberanía,  que  cercenan  el  imperio 
de  cada  pueblo  sobre  su  territorio,  no  bastan  unas  dudas,  ni 
dos  pretensiones,  ni  tres  excepciones,  ni  una  docena  de  auto- 
ridades mal  fundadas.  Necesítase  un  volumen  de  justicia  abs- 
tracta, de  conveniencia  humana,  de  hechos  multiplicados  por 
los  siglos,  y  de  autoridades  contestes  de  todos  los  historiado* 
res,  ñlósofos,  moralistas,  jurisconsultos  y  legisladores  de  la  tierra. 

Se  necesita  eso  que  consagra  las  inmunidades  de  los  Em  • 
bajadores  y  MÍ7iistros  públicos:  inmunidades  que  se  apoyan  so- 
bre las  leyes  del  JDigesto  como  sobre  las  doctrinas  de  Cicerón; 
inmunidades  que  deflenden  ó  que  confiesan  Josefo  como  He^ 
rodotOj  Varrón,  como  Séneca^  Cornelio  Ifepos  como  Diodoro,  Ser- 
vio el  gramático  como  Quinto  Gurdo,  y  como  ellos  Virjilio,  Tito 
Libio,  JDión,  Orisóstomo,  Menandro  Protector,  Prócopo,  Bioyiisio 
Qodefroi,  y  todos  los  escritores  insigues  de  la  primera  vida  de 
la  civilización. 
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Y  aún  es  necesario  que  continCie  el  género  hamano  en  aque- 
lla creencia^  como  con  respecto  á  la  inmunidad  qae  hoy  llama- 
mos diplomática  la  sostienen  todos  los  publicistas  que  dejo  basta 
aquí  citados;  y  Lamhert  por  lo  qae  hace  á  la  Francia,  Kads- 
vio  en  la  historia  de  Federico  IIj  Gromer  en  la  de  Polonia,  León 
eluvio  en  la  de  Turquía,  Mariana  en  la  de  los  Moros  y  Es^ 
'gaña.  Hume,  y  Smollett  en   las  de  Inglaterra^  Anquetil  y  Rollin 

en  las  Mistorias  universale^'i,  y  en   fin,  cuantos  han  extendido 

ó  recopilado  los  anales  de  los  pueblos*. 

No  sólo  injusticia  sino  impiedad  llamaba  Filipo  de  Macedo- 
nia  tocar  á  la  persona  del  Embajador.  Gon  iguales  palabras  lo 
condenaba  el  famoso  orador  romano.  Aun  en  las  guerras  ci- 
viles, altamente  coudena  Tácito  al  partir  de  Vespasiano,  por  ha- 
ber víoUkIo  el  derecho  d«  los  Embajadores  del  de  Vitilio.  San' 
tas  y  sagradas  llaman  á  las  personas  de  los  Embajadores  los 
Libros  sagrados  de  la  cristiandad.  Eschias  recibe  los  de  Ehabsacé, 
aunque  teme  que  vengan  con  malos  designios ;  y  el  Santo  Bey 
David  cast'ga  con  la  guerra  á  los  Ammonitas  por  el  ultraje 
hecho  á  los  Embajadores. 

Tanto  asi,  y  nada  menos,  se  necesita  para  fundar  y  hacer 
reconocer  del  mundo  esas  inmunidades,  subversión  de  la  juris- 
prudencia, flagrante  contradicción  délo  sagrado  del  imperio. 

Niego  por  tanto  las  inmunidades  consulares,  y  aunque  po- 
seído íntimamente  del  convencimiento  de  mi  fragilidad,  y  aun 
de  la  de  toda  razón  humana ;  bien  persuadido  de  que,  apesar 
de  la  fuerza  de  mi  convicción,  pudiera  muy  bienestar  en  el  error, 
la  voz  del  deber  me  impele  á  pedir  del  Consejo  consulte  á  S. 
E.  el  Podei  Ejecutivo. 

Primero:  que  en  el  caso  de  la  expulsión  del  señor  Ma- 
nuel Muñoz  y  Castro  del  territorio  de  Cuba  por  el  Capitán 
General  de  aquella  isla,  vistas  las  condiciones  del  Exequátur  y 
su  consentimiento,  y  visto  el  retiro  del  mismo  Exequátur  ante- 
rior á  la  expulsión,  y  las  explicaciones  dadas  por  el  señor  Ministro 
de  S.  M.  C.  con  relación  á  aquel  procedimiento,  no  encuentra  el 
Consejo  fundamento  de  der^ho  para  reclamación  alguna  al  Go- 
bierno de  S.  M.  C. 
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Segaodo :  que  el  nombramiento  de  nn  noevo  Oónsnl  bien  es- 
cogido, qae  ayude  y  favorezca  uaestro  comercio  con  aquella  is- 
la, es  medida  que  la  ilustración  del  Gabinete  estimará  sin  duda 
importante  á  los  intereses  mercantiles  y  pecuarios  de  este  país, 
y  por  tanto,  exije  que  tan  pronto  como  ella  sea  posible  se 
lleve  á  efecto  por  el  Poder  Ejecutivo. 

Tercero :  que  así  se  contesto  al  señor  Ministro  Encargado  de 
IN'egocios  de  S.  M.  O.  y  al  señor  Manuel  Muñoz  y  Castro. 

Cuarto:  que  declare  el  Gobierno  por  los  fundamentos  del 
presente  informe,  qomo  punto  de  derecho  público  positivOy  de- 
cidido en  uso  de  la  libertad  y  de  la  autoridad  de  que  le  in- 
Tiste  el  propio  derecJio :  que"  los  Cónsules,  Vice-cónsnles,  Pro- 
cónsules, Agentes  y  Comisarios  mercantiles,  provistos  de  letras 
patentes  que  requieren  el  Exequátur  del  Gobierno  del  territorio, 
ni  los  nombrados  por  los  que  ejercen  en  virtud  de  tales  letras, 
no  gozan  de  inmrtiidades,  exenciones  ni  privilegios  personales,, 
que  mengüen  en  uianera  alguna  la  jurisdicción  territorial,  ya 
sean  ó  hayan  sido  nombrados  por  el  Gobierno  de  la  Eepüblica 
en  los  puertos  extranjeros,  ó  ya  sean  ó  hayan  sido  nombrados 
por  los  Gobiernois  amigos  para  los  puertos  ó  ciudades  de  la 
Bepública. 

Qae  esto  no  disminuye  la  independencia  á  que  el  Gobier- 
no reconoce  que  tienen  derecho  para  ejercer  las  funciones  de 
su  encargo,  en  cuanto  estén  de  acuerdo  con  las  leyes  vigentes 
cu  fcl  territorio  en  que  ejercen. 

Qae  sus  Cliancillerias  y  el  pabellón j  escudo,  archivo  y  sellos 
de  cada  Consulado,  son  inviolables:  que  en  ningún  caso  pue- 
den ser  ocupadoi4,  registrados,  embargados  ni  ofendidos,  sin 
que  el  agresor  incurra  en  el  lleno  de  la  responsabilidad  que 
por  este  desacato  impongan   las  leyes. 

Que  el  expresado  pabellón^  que  en  los  <iíaH  solemnes  pue- 
den usar  enarbolados  sobre  las  casas  de  su  habitación,  y  el 
escudOj  que  pueden  fijar  sobre  las  puertas  exteriores  de  estas 
mismas  casas,  no  significan  derecho  de  asiloy  ni  inmunidadesj 
exenciones  ó    privilegio,  que  sustraiga  la  persona,  la  casa  ni  á 
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^úñez  de  Tabeada,  8*  edición,   183S. 
JBoyer  "  Diccionario  JS."  Amsterdán,  1719. 
St^ouniantj  París,  1789. 

Jieuman  y  Barettij  5*  edicióu,  por  Scoane^  Loadres,  1837  ;  y 
«tíoíí  (El  Abate)  París,  1701. 

"  La    Teoría  y  práctica  de  comercio  y  de  marina ''  dedicada 
<i OH  Felipe  V  por  dou   Qerónimo  de  TJztáriz  en  1724,  se  hace 
go  del  oficio  de  los  Cónsales  y  su  carácter,  en  la    página 
de  la  tercera  edición,  Madrid  1757,  y  como  era  de  esperarse, 
^^^ta  mucho  de  considerarlos  Ministros  públicos  y  de  conceder 
*^**  inmauidades  personales;  y  á  la  página  410  terminantemente 


^^  declara  contraria  á  ellas. 

Oormon  (Francisco)  en  su  "  Diccionario  trilingüe/^  Aroberes, 
I776y  define  el  carácter  consular  de  este  modo  :  '^  Aquel  que  en 
loff  puertos  de  mar  está  encargado  de  los  intereses  de  los  comercian- 
tes de  su  Nación.^^  No  les  considera  representantes  de  su  Go- 
bierno, 8Íco  agentes  ó  apoderados  de  los  individuos  de  sii  Nación. 
Esta,  que  es  la  verdadera  doctrina,  excluye  todo  privilegio 
diplomático. 

La  ''  Colección  de  Tratados  de  Pazj  Alianzaj  Neutralidadj 
eto»f  Jiechos  por  los  pueblos^  reyes  y  j)ríncipes  de  JBspaña^  con  los 
pueblos^  reyes  y  principes  de  ¡a  Europa  y  otras  partes  del  mundo^ 
deide  antes  del  establecimiento  de  la  monarquía  gótica  hasta  el 
reinado  de  Fernando  VI  por  don  José  Antonio  de  Abren  y  Ber- 
tañado^  á  expensas  de  Garlos  II,  Madrid,  año  de  1752,  es  otro 
délos  cuerpos  diplomáticos  consultados,  y  en  él  se  verá  con- 
firmado que  la  España,  potencia  de  primer  orden,  que  dominó 
por  edades  enteras  la  política  de  la  Europa,  no  reconoce  ni 
ha  reconocido  nunca,  fuera  de  sus  pactos  voluntarios,  ni  la 
jurisdicción  consular,  ni  las  inmunidades  y  exenciones  de  que 
aquí  tratamos. 

El  "  Código  de  Derecho  Internacional "  dado  á  luz  por  E. 
de  Ferretery  impresión  de  Barcelona,  1836,  que  contiene  por 
divisiones  políticas  y  mercantiles  los  tratados  y  convenciones 
de  la  Nación  española  con  todas  ias  demás,  es   otra  autoridad 
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irrecusable  de  la  verdadera  doctrina   de  aquella   Corte   en  la 
materia  que  nos  ocupa. 

Por  último  '*  La  Grande  Encichpedia  del  comercimnie^  ó 
Oran  Diccionario  de  comerciOj^^  publicado  en  París  por  33  de 
los  más  conocidos  profesores  y  estadistas  de  la  época,  bajo  la 
dirección  de  M.  Ouillamiienej  á  la  palabra  Cónsul^  se  extiende 
largamente  sobre  el  carácter,  funciones  y  derechos  anexos  á 
este  oficio  público,  y  haciendo  la  verdader}i  diferencia  qne  hay 
entre  las  doctrinas  y  prácticas  del  mundo  cristiano  y  las  de, 
Berbería,  reconoce  y  consagra  principios  semejantes  á  los  que 
en  e.ste  informe   he  sostenido. 

1^0  terminaré  sin  añadir  nua  autoridad  opuesta  á  las  pre- 
cedentes, y  que  he  recordado,  y  he  consultado,  que  apoya  h 
jurisdicción  asi  como  las  inmunidades  consulares.  Es  la  dd 
"  Compendio  histórico^  teórico  ypráctico  de  Comercio, "  publicado  ea 
París  en  176  L,  obra  riquísima  en  jurisprudencia,  en  estadistíe» 
y  geografía,  pero  cuya  doctrina  consular  tengo  por  contraria 
al  verdadero  De^'echo  público  del  mundo  civilizado,  no  menos 
que  á  la  paz  y  al  progreso  de  las  Naciones.—Caracas :  Abril 
12  de  185t¿.—Guz7ndn. 

sobr^eTnmunidldea^coi^  Guzmáu  Blauco,  Ilustrc  Amcricano,  Prest- 
'"'"'los  có^n.uies'''"'*''  dente  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 
En  uso  de  las  facultados  que  me  confirió  el  Congreso  d« 
Plenipotenciarios,  ratificadas  por  la  Legislatura  nacional  en  3  de 
Junio  de  1880,  ampliadas  en  19  de  Mayo  de  1881  y  prorroga- 
das en  11  de  Mayo  de  1882. 

Aprobados  y  acept^iuos  por  el  Ejecutivo  desde  1852  el 
dictamen  del  Consejo  de  Gobierno  sobre  inmunidades  consola* 
res,  que  entonces  se  imprimió  ou  un  folleto  da  51  páginas  y 
en  1871  se  reprodujo  y  puso  en  circulación  oñcialmente  para 
qne  sus  conclusiones  sirviesen  de  regla  como  resolución  de 
nn  punto  de  derecho  público  positivo  de  Venezuela  y  estiman- 
do conveniente  al  mismo  objeto  y  oportuno  á  las  circunstan- 
cias renovar  la  medida  en  forma  más    significativa,  decreto : 

Art.  1?    Ni    los    Cónsules,    Vice-cónsules,    Pro-cónsules, 
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9Dtes  y  Gomisarios  mercantiles,  provistos  de  letras   paten- 
qae  requieren     Exequátur    del  Gobierno    del    territorio  ni 
nombrados  por  loa  que  ejercen  en  virtud  de  tales  letras, 
^an   de  inmunidad  ni  privilegios  personales  que  amengüen 
manera  alguna  ia  jurisdicción  territorial ;  ya  sean  ó   hayan 
^lo  nombrados  por  el  Gobierno  de  la  Eepública  en  los  puer- 
«  extranjeros,  ó  ya  sean  ó  hayan  sido    nombrados    por  los 
tibiemos  amigos  para  los  puertos   ó  ciudades  de    la    Bepú- 
^lica. 

Art.  2?    Esto    no    disminuye   la   independencia    á  que  el 
'Gobierno  reconoce  que    tienen    derecho   para  ejercer  las  fun- 
ciones de  su    encargo,    en  cuanto  estén   de    acuerdo    «on  las 
toyes  vigentes  en  el  territorio  en  que  las  ejercen. 

Art  3?  Las  cancillerías  y  el  pabellón,  escudo,  archivo  y 
sellos  de  cada  Gonsulado  son  inviolables,  y  en  ningún  caso 
pueden  ser  ocupados,  registrados,  embargado^  ni  ofendidos, 
sin  que  el  agresor  incurra  en  el  lleno  de  la  responsabilidad 
-que  por  este  desacato  impongan  las  leyes. 

Art.  4?  El  expresado  pabellón,  que  en  los  días  solemnes 
pueden  usar  enarbolado  sobre  las  casas  de  su  habitación,  y 
el  escudo  que  pueden  fijar  en  las  puertas  exteriores  de  estas 
mismas  casas,  no  significan  derecho  de  asilo,  exención  ni  pri- 
Til^o  que  sustraiga  la  perisona,  la  casa,  ni  ^  los  que  en 
ella  se  encuentren,  del  derecho  común  y  jurisdiccional  del 
territorio. 

Art.  5?  En  todo  lo  demás,  las  personas  de  los  Cónsules 
extranjeros  deben  ser  tratados  y  considerados  con  el  honor  y 
respeto  á  que  las  hacen  acreedoras  la  confianza  del  Oobierno 
que  los  nombra  y  la  del  que  los  admite,  dándoseles  en  actos 
públicos  asiento  y  lugar  entre  las  autoridades  Municipales  del 
pueblo  en  que  residan,  en  el  orden  de  su  relativa  antigüedad  ; 
y  estarán  exentos  de  todo  servicio  personal. 

Art.  6?  Las  disposiciones  de  este  Decreto  servirán  de 
norma  para  todo  Exequátur  Consular  que  el  Gobierno  expida 
y  para  la  negociación  de  tratados  sobre  la  materia. 
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Art.  7?  Kl  Miuistro  de  llelacioiies  Excerioren  qaeda  encar- 
garlo del   cuoiplimiento    de   este   Decreto. 

J)ado,  íiriuado  de  mi  mano,  sellado  cou  el  Gran  Sello 
Nacional  y  refrendado  por  el  MiiiíHtro  do  Relaciones  Exteriores 
en  el  Palacio  Federal  de  Caracas :  á  25  de  Enero  do  1883,  ano 
19*  de  la  Ley  y  24?  de  la  Federación.— Gawwiíí»  Blanco^'^Ea- 

•u  iw^K«Si"r«*i?riK?ri^         Entre  las  conquistas  alcaníiadas  por  Veue- 
'''  buíen  AmS""^'"'    zucla  en   estos  últimos    tiempos,    no     es    de  i 
las  menos  gloriosas,   la  de  haber    resuelto   tan    dignamente  el   i 
punto  de  derecho  internacional,  que  trataré  en   esta  Memoria, 
en  corroboración  de  las   ideas   que  inspiraron    al   Gobierno  en 
tan  sabio  medio. 

Trátase  del  carácter  que  asumen  aún  en  algunos  países  de 
Sur  América  que  se  mencionarán  luego,  ciertos  Agentes  con- 
sulares extranjeros. 

Ya  por  los  años  de  1860  á  1864,  decía  el  ilustre  sabia 
y  jurisconsulto  venezolano,  Andrés  Bello,  "Principios  de  De- 
recho internacional ''  que  la  innovación  introducida  por  cierta* 
Kaciones  en  las  Repúblicas  Sur-americanas  de  asociar  al 
carácter  de  Cónsul  General  el  do  Encargado  de  Negocioí. 
producía  el  electo  do  dar  á  este  funcionario  las  inmunidades 
consulares,  y  le  asimilaban  á  los  Cónsules  de  las  ]Sacioue6 
cri.stiaiKjy  eu  los  Estados  Berberiscos  y  en  otros  países  maho- 
metano.s. — Loaran  así  hacer  más  expedita  la  acción  de  las 
grandes  «obro  las  pequeñas  i)otenciaa. 

Este  hecho  se  íincaentra  plenamente  confirmado  por  Mar- 
teus,  el  cnr.l  se  expie.sa  así  en  su  "  Gnía  diplomática,"  (edición 
de  lí^GC,  págiim  o7) :  "  los  Cónsules  Generales  de  las  grandes 
potencias  en  el  Levante,  en  América  y  en  los  Principados 
danubianos,  tienen    de  Jieclio,  el   carácter  Diplomático.^ 

Semejante  estado  de  cosas  predominó  en  Venezuela  hanra 
1876  y  generalmente  en  Sur-América  hasta  hace  apenas  12  á 
15  Síño?y  pero  de  entonces  acá  se  ha  modificado  con  respecto 
á  algunos  solamente  como  la  Confederación  Argentina,  el  Pa- 
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c-agaay,  el  Perú,   Méjico  y   Chile,   y  anii  Haití,  en  donde  hay 
kioy  una  representación  especial  para  lo  diplomático,  ( Ministros 
X'lenipotenciarios  y  Legaciones),   y  otro  especial  también,  como 
debe  «er,  para    lo  consular. — Los  demás  Estados   como  Kneva 
Colombia,   Ecuador,   Centro  América  y   Uruguay,  han  perma- 
necido respecto  de   determinadas   Naciones   de  Europa  y  se  ha- 
llan actualmente  en  idéntico  estado  que  cuando  Bello  escribía 
lo    que  precede.     Afamados    publicistas   presentan  argumentos 
€\xxe  pueden  serrir  de  segura  regla  para  no  continuar  admitiendo 
prácticas  tan  contrarias   á  la  dignidad  Sur-americana. 

He  aquí  eNOS  argumentos : 

De  Olercq  et  de  Yallat,  al  tratar  de  la  admisión  y  reco- 
nocimiento de  los  Góusules  por  los  Gobiernos  extranjeros,  (Guía 
práctica  de  Consulados,   página  90),  dicen  lo  siguiente : 

^'El  derecho  de  gentes  moderno  no  impons  d  ningún  Oo- 
iierno  la  obligación  ahsoluía  de  recibir  Cónsules  extranjeros^  así, 
mientras  que  algunos  Estados  admiten  en  su  territorio  tantos 
Cónsules  como  place  á  los  Gobiernos  extranjeros  instituir,  otros 
no  consienten  en  recibirlos  sino  en  los  puertos  de  mar  ó  en 
ciertas  residencias,  ó  bien— r«A««an  recibir  Cónsules  Generales  en 
lugares  en  donde  aceptan  sin  dificultad  simples  Cónsules» — Es  pre- 
ciso, pues,  que  los  Gobiernos  que  quieren  instituir  Consulados 
ge  aseguren  el  derecho  de  ello  por  tratados  formales  ó  por 
convenciones  verbales." 

Los  Estados  Sur-americanos  en  donde  aún  se  sigue  la  prác- 
tica arriba  mencionada,  no  podrían,  según  esos  principios,  de- 
clarar qno  no  admitirán  más  en  sus  capitales  ni  en  ningún 
otro  punto  de  su  territorio,  Cónsules  Generales  de  ninguna  Na- 
ción ? — Indudablemente  que  sí. 

Más  lejos,  página  92  de  la  misma  obra  citada,  y  al  tratar 
de  la  admisión  por  los  Gobiernos  extianjeros,  de  Cónsules  re- 
vestidos de  títulos  diplomáticos,  los  señores  de  Clercq  et  de  Va- 
llat,  dicen: 

"Cuando  los  Cónsules  se  hallan  revestidos  de  títulos  diplo- 
máticos, como  el  de  Agente  político  ó  Encargado  de  Negocios, 
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están    proviAtoB  al   mismo  tiempo  de  una  comisión   para  acre- 
ditarlos en  su  calidad  consolar  y  de  una  carta  credencial  para 
acreditarlos  en  sa  calidad  diplomática. —  La  comisión  consalai^ 
está  redactada  en   la  forma  ordinaria,  y  no  hace  en  manera  oí— 
guna  mención  del  titulo  diplomático  ;  la  caria  credencial  menciona 
por  el  contrario,    el  título  consular :  ella  emana  del  Jefe   del 
Poder  Ejecativo,  y   es  dirigida  por    ejemplo,  al  Bey  de  Túnez 
caando  tiene  por  objeto  acreditar  cerca  de  él  nn  Encargado 
de  Negocios ;  ella  emana  del  Ministro  de  Negocios  Extranjeros 
y  es  dirigida  al  Virrey  de  Egipto  cuando  se  trata  de  acredi- 
tar cerca  de  él   un  agente  político ;  en  fin,  y  en  las  formas 
ordinarias  ella  es  dirigida  por  el  Ministerio  de  Negocios  Ex- 
tranjeros de  Francia  á  los  Ministros  de  Negocios  Extranjeros 
respectivos  caando  se  trata  de   acreditar  un  Encargado  de  Ne- 
gocios cerca  de  un   Gobierno   cristiano." 

La  comisión  consalar  es  en  general  el  objeto    de  un  exe 
quatur  en  la  forma  de  costumbre :  la  carta  credencial  prodaoe 
su  efecto  por  el  becho   mismo  de  su  presentación  y  de  su  ad- 
misión oficial,  y  aun  no  es  seguida  de  contestación   alguna. 

— **  Podría  suceder  sin  duda  que  un  Ooiierno  quisiese  reco- 
nocer un  agente  con  una  calidad  y  no  con  la  otra  ;^el  exequátur 
consular  no  envuelve  pues,  reconocimiento  del  carácter  diplomático^ 
pero  en  general  puede  admitirse  que  el  reconocimiento  del  Cón- 
sul en  su  calidad  diplomática  supone  el  reconocimiento  de  su  ea* 
lidad  C0n«u?ar  y  que' el  exequátur  puede  ser  considerado  desde 
entonces  como  una  simple  formalidad  más  bien  que  como  \% 
condición  indispensable  del  ejercicio  público  de  sus  funcionea 
consulares." 

Según  esto  ¿los  Estados  Sur-americanos  ya  mencionados, 
no  podrían  rehusarse  á  aceptar  en  adelante  Agentes  extranje- 
ros con  el  doble  carácter  diplomático  y  consular,  y  establecer 
como  regla  fija  y  permanente  que  no  los  admitirán  sino  coa 
un  solo  y  único  carácter,  el  diplomático  t 

Evidentemente  que  sí. 

La  fijación  de  tan  justa  regla,  así  como  la  relativa  á  Con- 
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isnles  Generales  ya  referida  más  antes,  es  nn  derecho  perfecto 
^ae  tienen  aquellas  Naciones  americanas,  y  pondrá  término  pa- 
ra siempre  á  la  práctica  que  queda  señalada  en  este  escrito 
como  ha  tenido  la  gloria  de  hacerlo  Venezuela,  dirigida  por  su 
liastre  Begenerador  á  quien  debe  esta  otra  conquista.  ( Librp 
Amarillo  de  Venezuela,  1882.) 

Los  GónraiMno  son  Eu  Inglaterra  los  Cónsules  son  t^indos  pu- 
-opiAión  britinica.  ramcutc  como  agentes  comerciales,  bi  exen- 
tos de  ciertas  cargas,  no  más  que  cualesquiera  otros  ciudadanos 
extranjeros  ;  y  las  pocas  prerrogativas  que  les  sean  concedidas, 
no  pasan  de  las  estipuladas  en  las  convenciones  consulares. 
Bn  suma,  puede  decirse  que  ellas  se  reducen  al  permiso  para 
que,  cuando  muera  en  el  Beino  unido  y  sus  dependencias 
nn  ciudadano  exiranjero  y  no  haya  persona  con  título  le- 
gítimo para  administrar  los  bienes  que  deja,  pueda  el  Cón- 
sul de  su  Nación,  ó  el  Vice-cónsul  ó  Agente  consular  re- 
sidentes en  el  lugar,  tomar  posesión  de  ellos,  y  aplicarlos  al 
gasto  de  entierro  y  pagos  de  las  deudas  del  difunto,  y  re- 
servar lo  sobrante  para  aquellos  á  quienes  pueda  correspon- 
rler.  En  cuanto  á  impuestos,  el  único  de  que  están  exentos 
Bs  el  de  la  renta  fincóme  Taxjj  por  lo  que  hace  al  sueldo 
ó  remuneración  que  tienen  de  sus  Gobiei  no».  No  así  üe  otra 
ganancia  ó  provecho  que  se  grangeen  en  el  ejercicio  de  cual- 
quiera profesión,  arte  ó  industria,  sin  exceptuar  los  intereses 
que  devenguen  como  tenedores  de  alguna  deuda  pública,  en 
los  cuales  se  les  hace  el  riguroso  descuento  al  verificarse  el 
pago  de  los  cupones. 

Correspondencia  ni  inteligencia  oficial,  no  la  ticDcn  los 
Cónsules  que  residen  fuera  de  la  metrópoli,  con  la  autoridad 
local,  porque  los  Corregidores  no  están  autorizados  para  cam- 
biar una  letra  con  ellos,  circuüscritas  sus  fanciohes  á  lo  pu- 
ramente municipal.  Así  los  Cónsules,  si  han  menester  algo 
del  Gobierno,  cuando  no  hay  en  Londres  Ministro  de  su 
Nación,  ó  ricuden  al  de  un  paí8  amigo,  ó  se  dirigen  direc- 
tamente al  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros.  Esto  último 
ha  practicaíro    en  todos    los  caaon  el    qae   habla  ;    y     no  cree 
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demás  íDÍormar  á  U.  qne  ha  sido  siempre  deador  al  Gobierno 
de  S.  M.  B.  de  ia  mayor  cortesía  y  benevolencia.  (Memoria 
de  Belaciones  Exteriores,  1881). 

Los  cunsuies  Estados    Unidos  de  Yeuezatla. — Ministeri<^ 

comercio.  de    Eelacioncs  Exteriores.—Caracas  :  Diciem- 

bre 12  de  1864,  ano  1?  de  la  Ley  y  6*  de  la  Federación, — 
Besuelto. — A  pesar  de  no  haber  establecido  las  [N'acioues  cris- 
tianas ceremonial  para  los  Consoles,  y  de  no  acostumbrarse 
en  Europa  presentarlos  á  los  Soberanos  ni  recibirlos  en  las 
Cortes,  el  Gobierno  de  Yenezaela  ha  invitado  varias  veces 
á  las  ñestas  nacionales  á  los  Agentes  consalares  que  residen 
en  Caracas ;  mas  ellos  con  frecuencia  ó  se  han  excusado  de 
asistii  ó  han  desatendido  completamente  las  invitaciones,  no 
contestándolas  siquiera.  Ambas  cosas  se  notaron  el  10  del 
corriente,  on  que  no  acompañó  al  Ejecutivo  ninguno  de  los 
Cónsules  á  quienes  fue  participada  la  disposición  de  celebrar 
con  un  Te  Deum  la  gloriosa  batalla  de  Santa  Inés,  insinuán- 
doseles el  deseo  de  qne  coucurríeraü.  Así  una  práctica  hija 
de  extremada  benevolencia  para  con  los  países  de  que  depen  • 
den  estos  funcionarios,  y  de  consideración  particular  á  ellos 
mismos,  ha  venido  á  producir  resultados  muy  ágenos  de  los 
sentimientos  que  la  dictaron,  y  se  ha  visto  con  pena  que  los 
Cónsules  no  se  hallan  dispuestos  á  tomar  parte  en  las  solem- 
nidades públicas.  Por  otra  parte,  la  estipulación  de  los  tratados 
en  que  se  autoriza  á  los  Cónsules  para  enarbolar  el  pabellón 
de  su  patria,  en  el  lugar  de  su  residencia,  los  días  de  so- 
lemnídades  públicas,  nacionales  ó  religiosas,  indica  á  un  tiempo 
el  deber  do  estos  empleados,  y  el  punto  hasta  dónde  pueden 
llegar  on  su  cumplimiento.  El  Ejecutivo  nacional,  por  tanto, 
en  guarda  de  la  dignidad  de  los  Estados  Unidos,  cree  con- 
Ten''::>te  prescribir  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  que 
no  cuente  con  ellos  para  actos  á  que  han  sido  convidados 
por  una  indebida  extensión  de  las  prerrogativas  del  Cuerpo 
Diplomático,  ni  pierda  de  vista  que  su  carácter  es  tan  sólo 
el  de  agentes  de  comercio. — Por  el  Ejecutivo  Kacional. — (Fir- 
mado). Seijas. 
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coDimiar.  Por  otros  aspectos  se  ha  modificado  lo  qae  se 
llamaba  derecho  de  asilo  en  las  Legaciones  y  Consulados,  qne 
aáo  se  conserva  indebidamente  en  algonas  de  estas  débiles 
BepúblicaS;  por  más  que  clamen  contra  el  uso  de  él  los  mismos 
que  se  ven  obligados  á  concederlo,  según,  dicen,  en  fuerza  de 
consideraciones  de  humanidad  y  simpatía  con  la  desgracia.  Bes  • 
pecto  á  casas  de  Cónsules  se  ha  suprimido  completamente  por 
convenios  mutuos  y  hasta  por  leyes  internas.  En  cuanto  á  las 
moradas  de  los  Ministros  públicos  y  buques  de  guerra,  nadie 
pone  en  duda  el  derecho  del  Estado  á  quien  interesa,  para 
pretender,  con  todos  los  miramientos  del  caso,  la  entrega  del 
que  se  guarece  allí  por  sustraerse  de  la  acción  de  las  au- 
toridades. Mantener  la  contraria  prática  equivaldría  á  dar 
constante  intervención  á  ios  Ageutes  diplomáticos  extraños  en 
cuestiones  domésticas,  con  peligro  de  su  neutralidad  y  menos- 
cabo de  la  soberanía  nacional,  que  amenudo  sale  de  allí  las- 
timada. El  asilo  en  territorio  extraño  se  limita  por  los  con- 
venios de  extradición;  masen  ellos  no  se  acostumbra  compren- 
der, antes  se  excluyen  amenudo  explícitamente,  los  delitos 
políticos.  Hay  pues,  que  pensar  en  otro  recurso.  En  el  ar- 
tículo 12  del  tratado  de  Venezuela  y  España,  coincidiendo  su 
celebración  con  ciertos  esfuerzos  auti-aniericanos,  ambas  partes 
se  prometieron  no  consentir  que  desde  sus  respectivos  territo 
rios  se  conspirase  contra  la  seguridad  ó  tranquilidad  del  otro 
Estado  y  sus  dependencias,  impidiendo  cualquiera  expedición 
que  se  preparase  con  tan  dañado  objeto,  y  empleando  contra 
las  personas  culpables  de  semejante  intento  los  recursos  más 
eficaces  que  consintiesen  las  leyes  de  cada  país.  Es  la  únic.» 
disposición  sobre  el  particular  contenida  en  los  tratados  de 
Venezuela;  á  su  ejemplo  podrían  negociarse  más  amplias.  (  Me- 
moria de  Eelaciones  Exteriores  de  Venezuela,  1880.) 

No  €8  inTioiabu     Adcmás  del  arreglo  concerniente  á  las  reclamacio- 

el  asilo  coTiPuIar.  ^ 

Caso  tn  Chile.  neg  dcl  bergantín  Macedonian  y  de  la  fragata  ba- 
llenera FranMinj  de  qne  el  Congre80  tiene  ya  conocimiento,  va- 
rias otras  cuestiones  de  interés  se  han  debatido  entre  el  Go- 
bierno y   el  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
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tenoiario  de  los  Estados  Unidor,  de  las  cuales  me  ooaparé  bre- 
vemente. 

El  2  de  Marzo  del  preseate^  año  un  oficial  de  poli- 
cía siQ  dirigió  por  orden  verbal  del  Intendente  de  Valpa- 
raíso al  hospital  americano  que  existe  en  an  barrio  apartado 
de  esa  ciudad,  con  el  objeto  de  averiguar  si  eran  ó  no  exactos 
ciertos  denuncios  dados  á  la  autoridad,  acerca  de  la  ocultacióa 
en  dicho  hospital  de  varios  individuos  que  habían  tomado  ana 
parte  activa  en  el  motín  del  28  de  Febrero  último.  La  casa 
del  señor  Cónsul  de  los  Estados  Unidos  en  Valparaíso  estaba 
contigua  á  ese  hospital :  ambos  edificios  están  construidos  en 
un  paño  común  de  tierra,  forman  al  parecer  una  sola  propiedad , 
y  se  hallan  unidos  al  centro  por  un  jardín  que  los  comunica 
completamente.  Esta  distribución  interior  de  ambos  edificios 
da  margen  á  que  cualquiera  que  no  tenga  motivos  particulares 
de  conocerla,  entre  por  equivocación  en  uno  de  sus  departa* 
mentos,  cuando  en  realidad  crea  entrar  en  el  otro.  El  oficial 
encargado  de  registrar  el  hospital  fue  víctima  de  este  ^rror 
involuntario.  Oreyendo  penetrar  en  el  hospital,  se  introdujo  á 
la  casa  del  señor  Cónsul :  vio  en  los  balcones  á  uno  de  los  reos  qne 
buscaba,  y  esta  circunstancia  le  fortificó  en  la  idea  de  ser  esa 
la  casa  cuya  inspección  le  había  sido  encomendada.  Luego  qae 
por  la  señora  del  Cónsul  fue  advertido  de  su  error,  suspendió 
todo  registro,  dio  cuenta  al  Intendente  y  le  pidió  instruccio- 
nes para  conducirse  en  la  situación  inesperada  en  que  se  en- 
contraba. Mientras  tardaba  en  llegar  la  respuesta  del  Intendente, 
acaecieron  escenas  harto  dignas  de  lamentarse. 

El  señor  Cónsul  que  á  la  sazón  se  hallaba  fuera  de  su 
casa,  fue  noticiado  de  la  visita  domiciliaria  que  el  oficial  trataba 
de  practicar  en  ella :  inmediatamente  se  dirige  allí  y  trata  de 
introducirse  por  la  puerta  del  jardín,  cuya  entrada  había  deja- 
do el  oficial  al  cuidado  de  los  soldados  que  le  acompañaban. 
Estos  le  impidieron  el  paso,  obedeciendo  á  la  consigna  que  tenían 
de  no  dejar  entrar  ni  salir  á  persona  alguna^  pero  luego  que 
recibieron  contraorden  de  su  jefe,  le  franquearon  la  entrada, 
y   presentaron  sus  armas  en  signo  de  respeto  al  señor  Cónsul. 
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En  el  interior  del  jardín  había  apostado  un  centinela,  caya 
presencia  en  ese  iagar  alarmó  al  señor  Cónsul :  éste  trató  de 
desarmarle;  pero  llamado  en  ese  momento  por  sa  esposa,  conñó 
á  ano  de  los  que  le  acoiupauabau  el  encargo  de  continuar  la 
lacha.  El  oficial  que  observaba  esta  escena  desde  los  balcones 
de  la  casa,  dio  voces  para  prevenir  al  agresor  del  centinela 
las  consecuencias  á  que  podía  exponerle  su  temeridad :  entonces 
se  precipitan  el  señor  Gónsnl  y  sus  compañeros  sobre  el  oficial, 
le  ultrajan  y  amenazan  hasta  el  extremo  de  amagar  su  vida  con 
un  revólver:  y  para  evitar  un  lance  ruidoso  é  inhumano,  el  ofi- 
cial conviene  en  desarmarse,  apacigua  el  ardor  de  su  tropa  que 
estaba  exasperada  y  pasa  á  dar  explicaciones  al  señor  Cónsul 
acerca  del  equívoco  que  lo  había  inducido  á  penetrar  en  su 
casa,  explicaciones  que  desde  el  principio  ofreciera,  pero  que  se 
había  rehusado  constantemente  recibir.  En  estos  momentos  lle- 
ga la  respuesta  del  Intendente  á  la  consulta  que  le  había  he- 
cho el  oficial,  y  como  en  ella  se  le  prevenía  que  saliese  in- 
mediatamente  de  la  casa  presentando  sus  excusas  al  señor  Cón- 
sul, se  apresuró  á  cumplir  en  el  acto  con  las  instrucciones  re- 
cibidas. Si  al  subir  el  oficial  á  los  balcones  de  la  casa  estaba 
6  no  tendida  una  bandera  de  los  Estados  Unidos  á  lo  largo 
de  la  escala,  sobre  la  cual  aquel  pasó,  es  un  hecho  que  no  es- 
tá suficientemente  averiguado.  En  una  declaración  tomada  por 
el  mismo  Cónsul  á  su  esposa  y  á  uno  de  sus  sirvientes  domés- 
ticos se  asegura  la  efectividad  del  hecho;  pero  el  oficial  lo 
contradice  abiertamente  en  varias  ocasiones  que  ha  sido  inte- 
rrogado por  el  Intendente  acerca  de  este  punto.  Pero  sea  de 
esto  lo  que  fuere,  esta  circunstancia  no  altera  lo  sustancial 
de  los  hechos ;  pues  aun  dándola  por  cierta,  ella  no  constitui- 
ría un  ultraje  intencional  á  la  bandera  de  un  Estado  amigo^ 
desde  que  se  considere  que  no  es  el  modo  propio  de  invocarla 
como  signo  de  protección  el  tenderla  sobre  el  suelo,  en  un  pun- 
to destinado  al  tránsito  común,  y  por  donde  pasaron,  á  la  vez 
que  el  oficial,  el  señor  Cónsul;  sus  acompañantes  y  domés- 
ticos. 

Igucrando  el  Gobierno    estos  detalles,  ó  instruido  sólo  de 
que  variw^i  de  los  reos  del  motín  del  28  de  Febrero  estaban  re- 
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fugiados  eu  CAn'á  del  señor  Cóusul,  citó  á  aua  conferencia  al 
señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de 
los  Estados  Unidos,  con  el  fin  de  arreglar  de  nna  manera  sa- 
tisfactoria y  mútaamente  decorosa  á  la  dignidad  de  ambos 
países,  la  entrega  de  esos  reos.  El  señor  Ministro  manifestó 
la  mejor  disposición  para  concurrir  á  allanar  esta  diñcaltad, 
y  se  convino  en  que  él  escribiese  al  Cónsul  para  que  no  re- 
sistiese la  entrega  de  los  reos  tan  pronto  como  le  fuese  re- 
clamada por  el  Intendente,  y  en  que  el  Gobierno  daría  á  éste 
instruccioaes  para  conducirse  con  circunspección  y  miramientos 
hacia  el  Cónsul  en  la  aprehensión  á  que  iba  á  procederae. 
Comunicadas  previamente  estas  instrucciones  por  el  Gobierno 
al  Intendente,  y  por  la  Legación  al  Cónsul,  aquél  dirigió  á 
éste  un  oñcio  el  4  de  Marzo  último  pidiéndole  la  entrega  de 
dichos  reos,  y  advirtiéndole  además  que  el  oñcial  conductor 
del  oñcio  llevaba  instrucciones  para  recibirlos,  y  para  no  em- 
plear la  fuerza  que  le  acompañaba  sino  en  el  inesperado  caso  de 
que  se  hiciera  resistencia.  El  señor  Cónsul,  instruido  por  la 
Legación  del  ningún  derecho  que  tenía  para  pretender  gozar 
de  las  prerrogativas  del  asilo,  no  dio  sin  embargo  cumplimiento 
á  la  requisición  del  Intendente ;  y  después  de  haber  invertido 
más  de  dos  horas  en  tentativas  infructuosas  para  inducir  á 
los  reos  á  que  se  sometiesen  voluntariamente  á  una  obediencia 
legal,  se  opuso  á  que  el  oficial  procediese  á  tomarlos  por  la 
fuerza.  Abandonó  su  casa  protestando  de  la  violencia  que  se 
le  hacía,  y  en  seguida  procedió  el  oficial  á  registrarla,  acom- 
pañado de  otro  oficial  de  la  Marina  de  guerra  de  los  Estados 
Unidos,  el  cual  ayudó  á  aquel  á  descubrir  los  reos  que  se 
trataba  de  aprehender. 

El  Gobierno  mandó  levantar  una  información  judicial  de 
estos  hechos,  y  hallándolos  suficientemente  comprobados  soli- 
citó en  conferencia  verbal  con  el  señor  Ministro  Plenipotenciario 
de  los  Estados  Unidos,  que  removiese  ó  suspendiese  por  sí  mis- 
mo al  Cónsul,  como  medio  de  conciliar  la  dignidad  del  país 
hollada  por  éste,  con  los  miramientos  y  consideraciones  que 
deseaba  guardar  á  su  Nación.  Lo  infructuoso  de  este  paso 
amistoso  y  conciliatorio  precisó  al  Gobierno  á  tomar  por  sí  mismo 
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UDa  medida  que  habla  creído  pradente  someter  á  la  discrecióa 
del  se&or  Miuiatro:  y  cou  fecha  12  de  Marzo  comunicó  Á  la 
Legacióu  de  los  Estados  üuidos  la  resolucióu  en  que  el  Gobierno 
liaba  por  cancelado  el  exequátur  que  había  expedido  á  la  pa- 
tente del  señor  Cónsul  de  su  Nación  en  Valparaíso,  y  le  tras- 
mitió copia  de  las  piezas  justificativas  de  esa  medida,  supU- 
.cáudole  la  elevase  con  sus  antecedentes  al  conocimiento  de  su 
Gobierno. 

Se  hü  pretendido  que  los  hechos  referidos  uo  autorizaban 
Á  nuestro  Gobierno  para  cancelar  el  exequátur  que  habia  ex- 
'  pedido  á  la  patento  del  señor  Cónsul,  y  que  una  parte  de 
ellos  envolvía  graves  injurias  contra  éste,  uo  menos  que  una 
violación  formal  de  los  privilegio.^  sancionados  por  la  costumbre 
en  favor  de  los  funcionarios  consulares.  Eí  Gobierno,  por  el 
contrario,  ha  manifestado  bu  convicción  de  que  tales  hechos 
eran  más  que  safícientes  para  justificar  la  medida  adoptada 
respecto  del  señor  Cónsul;  que  esta  se  haya  de  acuerdo  con 
loH  principios  profesados  por  el  mismo  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  en  varios  tratados  que  ha  celebrado  con  otras  Poten- 
cias; y  que  lejos  de  tener  que  quejarse  el  fitfi.jr  Cónsul  déla 
conducta  observada  por  nuestras  autoridades,  la  suya  se  presta, 
por  el  contrario,  á  ser  objeto  de  serios  y  graves  cargos  que 
ha  sido  menester  reprimir,  tanto  para  remover  una  cansa  de 
embarazos  en  las  relaciones  amistosas  que  la  Eepáblica  anhela 
conservar  con  el  Gobierno  y  pueblo  de  los  Estados  unidos, 
como  para  evitar  un  mal  precedente  en  lo  sucesivo  que  podría 
ser  causa  de  funestas  consecuencias. 

Conformándose  á  los  precedentes  sancionados  por  el  Go. 
bierno  de  los  Estados  Unidos  en  los  tratados  celebrados  cou 
la  Gran  Bretaña  en  1794  (art.  XIII),  y  en  1815  (art.  IV)  j 
con  la  Snecia  en  1816  (art.  V),  y  en  1827  (art.  XIII);  y  con 
ia  Grecia  en  1837  (art:.  XII),  nuestro  Gobierno  ha  sostenido 
el  principio,  que  basta  que  un  Cónsul  se  haga  reo  de  una 
conducta  impropia  ó  ilegal  para  con  las  autoridades  del  país 
de  su  residencia,  para  que  el  Soberano  de  éste  pueda  privarle 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  dando  cuenta  de  ello  á  su  Go« 
bierno  respectivo.    En  la  alternativa  de  dejarse  á  la  prudencia  de 
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uuo  ú  Otro  Soberano  la  facaltad  de  saspeuder  á  un  Cónsul 
del  ejeroicio  de  sas  fancioaes,  la  razón  y  la  -  conveniencia  pú- 
blica aoonsejun  confiar  esa  facultad  al  Gobierno  del  Estado 
qne  se  cree  ofendido,  antes  que  al  del  Estado  á  qne  pertenece 
el  ofensor.  Aon  admitida  la  posibilidad  de  qne  se  llegae  á 
abnsar  de  tal  derecho,  menos  mal  es  qne  un  Gobierno  varíe 
de  Góusul  cuando  las  autoridades  del  país  en  que  residen  no, 
puedan  entenderse  con  él  amistosamente,  que  el  someter  á  estas 
á  la  penosa  necesidad  de  estar  en  contacto  diario  con  una 
persona  que  ha  llegado  á  ser  causa  constante  de  dificultades 
y  embarazos.  El  deber  en  qne  además  se  halla  el  Soberano 
ofendido  de  explicar  al  otro  su  conducta,  es  ja  un  freno  sa- 
saludablé  que  tienda  á  impedir  que  aquel  se  precipite  en  la 
senda  de  una  arbitrariedad  caprichosa.  Esta  regla  es,  pues, 
tan  conforme  á  la  razón,  comoá  los  principios  reconocidos  por 
el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  y  el  de  las  otras  Potencias 
con  las  cuales  h^.  contratado. 

El  Gobierno  expuso  extensamente  los  hechos  á  que  la  doe« 
trina  anterior  era  aplicable,  para  demostrar  que  la  conducta  del 
señor  Cónsul  Dierecía  por  lo  menos  calificarse  de  impropia 
para  con  las  autoridades  del  país,  haciéndose  en  consecuencia 
acreedor  á  la  medida  adoptada  respecto  de  él.  En  efecto,  no 
sólo  se  condujo  con  notable  descomedimiento  provocando  escenas 
que  hubieran  podido  ser  de  consecuencias  desastrosas,  sino,  lo 
qne  es  más  grave,  trató  de  embarazar  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción local  en  uno  de  los  ramos  que  más  interesan  á  la 
seguridad  y  tranquilidad  públicas,  cual  es  la  justicia  criminal. 

Sometidos  los  hechos  y  consideraciones  anteriores  á  la  apre- 
ciación ilustrada  del  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos,  se  ha  dejado  de  insistir 
en  la  reposición  del  Cónsul  al  ejercicio  de  su  empleo,  exigién- 
dose tan  sólo  una  reparación  de  los  ultrajes  que  se  suponen 
cometidos  contra  él  y  los  que  le  acompañaron,  con  ocasión  del 
equívoco  padecido  por  el  oficial  que  eníró  en  su  casa  el  día 
2  de  Marzo.  (Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de-  Chile, 
de  1859). 
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^"bMdiiIÜ^^'  Antes  de  dejar  esta  materia  de  Cónsules,  en 
que  el  Gobierno  ha  adoptado  los  principios  del  informe  del 
"Vice-presidente  de  la  Eepública  y  Presidente  del  Consejo  de 
iEstado,  ciudadano  Antonio  Leocadio  Gnzmán,  dado  en  1852, 
y  qae  en  1871  se  mandó  reimprimir  y  circular  á  las  Legaciones 
extranjeras  en  Caracas,  no  me  parece  impropio  citar  un  hecho 
reciente,  que  viene  á  confirmar  las  sanas  doctrinas  allí  decla- 
radas. Una  de  ellas  es  que  estos  agentes  no  gozan  de  inmu- 
nidades personales,  si  bien  son  inviolables  aus  cancillerías, 
bandera,  escudo,  archivo  y  sellos ;  y  que  el  pabellóo,  que 
pueden  enarbolar  en  su  morada,  y  el  escudo,  que  pueden  fijar 
en  las  puertas  exteriores  de  la  misma,  no  siguifican  derecho 
de  asilo,  ni  inmunidades,  exención,  ni  privilegio  que  sustraiga 
la  persona,  la  casa  ni  tt,  los  que  en  ella  se  encuentren,  del 
derecho  común  y  jurisdicción  del  territorio.  Ahora  bien,  existía 
entre  Italia  y  los  Estados  Unidos  de  América  un  convenio 
consular  celebrado  en  8  do  Febrero  de  1868,  por  cuyo  artículo 
6?  se  estipulaba  que  las  oficinas  y  habitaciones  de  los  Cónsules, 
serian  en  todo  tiempo  inviolablesj  sin  que  las  autoridades  locales 
padiesen  invadirlai  bajo  ningún  pretexto,  ni  examinar  ni  se- 
cuestrar los  papeles  allí  depositados,  y  se  expresaba  al  mismo 
tiempo  que  ni  tales  oficinas  ni  habitaciones  deberían  servir  de 
logares  de  asilo.  Próximos  á  terminar  los  diez  años  prescritos 
¿  la  existencia  de  la  Convención,  el  Gobierno  de  Italia  no  ha 
consentido  se  prorrogase  tácitamente ;  sino  que  la  ha  denun- 
ciado con  el  fundamento  de  ser  desventajosa  la  cláusula  re- 
ferida* 

'^  Las  convenciones  consnlares,^'  decía  el  Ministro  Melgari, 
^'existentes  boy  entre  Italia  y  potencias  extranjeras,  están 
de  acuerdo,  en  general,  en  declarar  absolutamente  inviolables 
sólo  las  oficinas  y  archivos  de  sus  respectivos  Cónsules,  de- 
jando así  en  todo  respecto  sometidos  al  derecho  común  las  casas 
por  ellos  habitadas. 

^'  Las  únicas   excepciones  de  esta  regla  son  los    convenios 
Tigentes  con   los  Estados  Unidos    de  América  y  Bélgica,  que 
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ciaramente  admiteu  la   exencióu  de  las  habítacioues    coasalare^ 
tambiéu. 

"  La  existencia    de    estas  dos  convecciones   basta,     prá^^ 
ticamente,  para  imposibilitar  la  aplicación  de  la  regla  gener 
porque,  en  virtud    de  la  cláusala    contenida  en    todas  las 
más  consalares    relativa   al    trato  otorgado    á    la  Nación    ok 
favorecida,  los  Cónsules    de  los  otros  Estados  tienen  tambi 
naturalmente  el  derecho  de    invocar  para    su  propio   beneñe 


la  especial  exención    de  los    Cónsules  de  los    Estados  Unid 
y  de  Bélgica. 

<^  "So  he  menester  decir  cuan   poco    se   acuerda   semejan 
estado    de    cosas  con  los  modernos  principios  del  derecho  i 
ternacional,  principios    que  han  de  tomar  en  consideración 
progreso  de  la  civilización    y    las    muy    extendidas    garantía 
sancionadas   por  las  leyes    modernas   para  proteger  la  libertan  ^ 
individual  y  la  inviolabilidad  del    domicilio,  y  así    tienen  qn 
dejar  abierto    el    camino     al    derecho    coman,    reservando 
privilegio  de   la   exención  sólo  á  las  habitaciones  de  ngen 

diplomáticos,    verdaderos  representantes  de  la  soberanía     ex 

trana. 

"  Por  otra  parte,  una  vez  admitido  el  principio  de  estm^rr 
los  empleados  consulares  sujetos  á  comparecer  ante  los  tribcr-* 
nales  del  reino,  para  responder  allí  de  las  obligaciones  con- 
traídas, y  hasta  cierto  punto,  también  de  los  delitos  á  ellos 
imputados,  no  parece  lógico  que  se  les  conceda,  con  esta  exen- 
ción, medio  de  evadir  en  favor  de  sí  mismos  y  de  sus  efectos 
el  cumplimiento  de  la  sentencia. 

"  Los  inconvenientes  y  dificultades  que  pueden  nacer  de 
la  práctica  de  tal  sistema,  se  han  patentizado  especialmentec 
en  ciertos  casos  ocurridos,  poco  ha,  con  esa  Legación  y  que 
estando  aún  vivos  en  nuestra  memoria,  sería  superfino  recor- 
dar aquí. 

''Se  desea  ahora  remediar  semejante  estado,  y  no  se  ha 
ofrecido  al  Gobierno  del  rey  otro  medio  que  el  de  denunciar 
los  dos  convenios  en  que  se  estipula  la  inmunidad  de  las  ha- 
bitaciones consulares. 
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**A    este  fin  me  apresuro  á  significar  A  U.,   señor    Encar- 

S^^tlo  de  Negocios,  como  actual  representante  del  Gobierno  de 

^o^  astados   Unidos   en  Boma,    la    formal  intención    del    Go- 

^Verno  del  rey  de    terminar  en  17  de  Setiembre  de   1878    los 

afectos  de  la  convención    consular  de  8    de  Febrero   de  1868 

^^nforme   ál  artículo  17  de  la  misma. 

^' Al  notificar  á  ü.  esta  determinación,  séame  lícito  añadir 
9cie  el  Gobierno    del  rey  no  sólo    está  dispuesto     á  celebrar, 
^'i^o  muy  deseoso  de  concluir,  tan  pronto  como  se  pueda,  con 
f       Gobierno  de    los  Estados  Unidos,   un    nuevo  convenio  so- 
el    mismo    asunto,  que  empiece  á    cumplirse   al   terminar 


antiguo,  6  aun  antes,  ai  se  creyere  conveniente. 

«  Abrigo  la   confianza    de  que  la    nueva    estipulación  no 
margen  á  dificultad,   porque  estamos  prontos   á  reprodu- 
en  general   el  tenor  del    convenio  existente,    excepto  las 
abras  Mutaciones  del  artículo  6,  que  naturalmente  han  de 
X>nmirse,  y   cualquier  otro    punto  especial  que,  como    acaso 
X)ste  de  la    experiencia  hecha,  pudiera  perfeccionarse    arre- 
ándolo mejor  ó  definiéndolo  más  claramente." 

Lof  oónguies       Para   corroboración  de  las  ideas  del  Despacho 

"^K)  pueden  presenciar 

matrimonios.  sobro  quo  eu  los  matrimonios  de  extranjeros 
^qní  celebrados  se  cumplan  las  leyes  nacionales,  puedo  citar 
la  contestación  dada  por  el  Gobierno  de  Washington  á  su 
Agente  en  Suiza  en  8  de  Junio  de  1880.  Decíale  allí,  en  sa- 
tisfacción á  su  consulta,  que  un  Ministro  público  ó  Cónsul  de 
los  Estados  Unidos  no  tenía  facultad  legal  de  celebrar  un 
matrimonio  en  el  Distrito  de  Colombia ;  en  cuanto  á  la  facultad 
de  los  Cónsules  para  ello,  en  país  extraño,  se  refirió  á  las 
instrucciones  dadas  á  los  mismos  en  1874,  y  según  las  cuales 
no  la  poseen,  á  no  concedérsela  la  legislación  del  lugar ;  res- 
pecto de  los  Ministros,  dijo  que  la  ley  de  22  de  Junio  de 
18G0  no  expresaba  ni  implicaba  que  ellos  estuviesen  igualados 
con  los  Cónsules  en  ese  respecto ;  y  que,  por  consiguiente, 
sin  que  la  Jex  loci  lo  exigiese  ó  autorizase  á  un  Ministro  de 
los  Estados  Unidos  para  celebrar  nupcias,  carecía  de  ese  de- 
recho. 
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Con  igaal  opiuión  el  liepresentante  Anglo-americano  en 
Suiza  eomanieó  por  circular,  eu  20  de  Julio  de  1880,  que,  si 
bien  uo  era  atribucióu  Buja  certificar  oficialmente  las  leyes 
de  los  Estados  Unidos,  ni  decidir  á%  la  validez  de  los  ma- 
trimonios, le  parecía  que  íino  celebrado  conforme  á  la  ley  fede- 
ral de  Suiza^  tocante  al  estado  civil  y  á  los  registros,  si  se 
efectuaba  en  prei^eiicia  de  un  Cónsul  de  los  Estados  Unidos, 
era  válido  para  todos  los  fines  á  que  hubiese  logar,  y  surtiría  , 
los  propios  efectos  que  el  solemnizado  en  aquellos.  (Memoria  « 
de  Eelaciones  Exteriores  de  Venezuela,  1880). 

Lüi  Cónsules  no  pueden    Estados  Uuidos  de  Vcnezuela. — Ministerio  de   ^ 

intervenir  en  el 

otorjjamiento  do  poderes.  Relacioucs  Exteriorcs. — Dircccióu  de  Derecho  -^ 
Internacional  Privado. — Circular. — Caracas  :  29  de  Julio  de  1880-  - 
— Eesueltü : 

Dígase  á  los  Cónsules  y  Agentes  Comerciales   de  la  Be^ 

pública. 

na  observado    este    Ministerio    que    algunos    Cónsules   y 
Agentes  Comerciales  autorizan  el  otorgamiento  de  poderes. 

Según  el  artículo  9°  del  Código  Civil,  la  forma  extrínseca 
de  los  actos  entre  vivos  y  de  última  voluntad  se  rige  por  lai 
leyes  del  país  donde  se  hacen ;  aunque   en   estos  los   venezo- 
lanos pueden   seguir  las  de  su  Nación,    cuando  se   otorga   el 
acto  ante  el  empleado  competente  de  la  Eepública  en  el  lugar 
del  otorgamiento.      Ahora  bien,    no  existe   disposición   alguna 
que  dé  competenci-k  á  los  Cónsules  ni   á   los  Agentes    comer- 
ciales   para    autorizar  la  constitución     de   poderes.    Por    otra 
parte,  en  cuanto   á   poderos    para  actos  judiciales,  el  artículo 
IG  del  Código  de  Procedimiento  Civil    exige,  cuando  son  otor- 
gados eu  país    extranjero,    que   tengan    las  formalidades  allí 
establecidas,  y  vengan  además   legalizados  por  un  Magistrado 
del  lugar  ó  por  otro  funcionario  público  competente. 

Estas  reflexiones  han  inducido  al  Ilustre  Americano,  Pre- 
sidente de  la  Eepública,  á  declarar:  que  no  toca  á  los  Cón- 
sules ni  á  los  Agentes  comerí»i:ile8  intervenir  en  A  otorga- 
miento de  poderes  de  ningaua  clase,  pero  sí  legalizar  la  firma 
de  los  Magistrados    locales  en   «líos  puesta,  en   virtud  de  la 
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faciviltad  que  al  efecto  les  concede  el  artículo  39  de  la  ley 
^®^X>ectÍTa,  á  falta  de  Agente  Diplomático. — Por  el  Ejecutivo 
"^^^^ional. — Pedro  J.  Saavedra, 

_^      Xnttnrención  Estados  TJnidos  de  Venezuela. — Ministerio 

^^^     Xos  CdnsulcB  eu 

B  BuceBionts.  de  Bclacioues  Exteriores. — Dirección  de  Dere- 


V 


Internacional  Privado. — Caracas :  Noviembre  2i  de    1880. 

^E^suelto :    Conforme   al   tratado    de    reconocimiento,    paz    y 

Istad  concluido  con  Empana  en  30  de  Marzo  de  1845,  <Mos 

ínsulas  y   Yice-eónsules   de  la    Eepública  de  Venezuela  en 

'^aSa  y  los  de  España    en   Venezuela,  intervendrán   en   las 

cesiones    de  los  subditos   de  cada    país,   establecidos,    resi« 

^^ lites  ó  transeúntes  en  el  territorio  del  otro  por   testamento 

^      ab-intestato." 

El  tratado  vigente  con  Italia,  de   19    de   Julio  de  1861, 
^tribuye  á  los  Cónsules  Generales,    Cónsules  y  Vice-cóusules 
^a  liquidación  y  administración  de.  las    sucesiones,     ^'cuando 
talleciesen  sus  nacionales  sin  haber  dejado  herederos  ó  ejecu- 
\  teres  testamentarios  ó  cuyos  ejecutores  testamentarios  ó  here- 

I  deros  fuesen  desconocidos,  ó  estuviesen  igualmente  incapacita- 

dos ó  se  hallasen  ausentes," 

Por  el  tratado,  también  vigente,  con  Dinamarca,  de  19  de 
Diciembre  de  1862,  se  concede  la  misma  facultad  á  los  Cón- 
sules Generales,  Cónsules  ó  Vice-cónsules,  "  cuando  fallecieren 
sus  nacionales  sin  haber  testado  ni  designado  ejecutores  testa- 
mentarios presentes,  y  con  la  capacidad  legal,  ó  sin  haber 
ilejado  herederos  presentes,  ó  cuando  los  herederos  sean  me- 
nores." 

A  esos  mismos  funcionarios,  y  no  á  otros,  otorgaban  igua- 
les derechos  tratados  que  han  fenecido  en  virtud  de  denuncia 
de  la  Bepública.  T  conviene  tanto  más  que  sea  así,  cuanto 
aquellos  empleados,  como  se  expresa  en  las  referidas  estipula- 
ciones, tienen  que  responder  do  la  liquidación  y  administi  ación 
de  las  herencias,  y,  en  calidad  de  sus  representantes,  (leíen- 
derlas  en  los  tribunales  del  lugar,  llamados  (\  decidir  do  las 
pretensiones  que   se  deduzcan   contra  ellas. 

Por  otra  parte,  el  artículo  403  do]  ('óiligo  de  Proc( -litüicnto 
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Civil  dice,  tratando  de  la  herencia  yacente,  que,  "  si  los  bienes* 
pertenecen  á  extranjero  y  residiere  en  el  lugar  en  que  se^ 
encuentren  aquellos  algún  Eepresentante  ó  Agente  público  deS 
la  Kación  á  que  aquel  pertenecía,  se  le  citará,  y  si  quisiere-^ 
hacerse  cargo  de  la  defensa  y  administración  de  la  herencia«sE- 
se  hará  en  él  el  nombraviiento  de  curador;  pero  si  en  lof^^ 
tratados  públicos  celebrados  con  la  Kación  á  que  pertenecí»  -# 
el  difunto  se  dispusiere  otra  cosa,  se  observará  lo  que  en  ellof— 
estuviere  acordado." 

Combinando  esos  preceptos,  á  fin  de  determinar  puntos  . 
pendientes  en  este  Ministerio,  el  Ilustre  Americano,  Presidentes 
de  la  República,  resuelve  como  fruto  del  estudio  de  la  ma — 
teria : 

1?    Que  son  los  Cónsules  ó  Vice-cónsules  de  España,  Ita — 
lia  y  Dinamarca    los  empleados  á  quienes  asiste  derecho  par^ 
liquidar  y  administrar     las  herencias  dejadas  por  sus  compa  — 
triotas  dentro  de  sus  respectivos  distritos    consulares,  en   \(^s 
casos  antedichos. 

2?  Que,  faltando  en  el  lugar  de  la  muerte  esos  Agente*^ 
no  queda  más  recurso  que  aplicar  con  el  mayor  esmero  iat 
leyas  internas  dirigidas  á  la  conservación  de  las  herencias 
para  sus  legítimos  sucesores,  y  al  llamamiento  de  éstos  m 
demora  por  todos  los   medios  de  publicidad. 

3?  Que  respecto  de  los  bienes  de  los  demás  extranjeros, 
con  cuyas  Naciones  no  existen  tratados,  se  cumpla  el  notado 
artículo  del  Código  de  Procedimiento,  en  la  inteligencia  (it 
que  el  Representante  ó  Agente  de  que  allí  se  habla,  no  puede 
ser  sino  el  Cónsul  ó  Vice-cónsul,  no  sólo  por  corresponderlea 
tal  atribución,  sino  también  porque  á  los  Agentes  Diplomáticos 
no  podría  citárseles  ni  tomárseles  cuenta  de  su  administración, 
sin  quebrantamiento  de  la  ley  de  19  de  Mayo  de  1841  sobre 
inmunidades  de  los  Ministros  públicos  en  Venezuela. 

Publíquese  para  conocimiento  general,  y  particularmente 
de  los  Jueces.— Por  el  Ejecutivo  Naciona.l — Fedro  J.  Saavedra, 

La  bandera  coníui^fT*     El  scñor  Naphcgyi  obtuvo  del  Gobierno   en 
1875  un   contrato-privilegio  respecto   de   fábrica  de  papel    de 
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^ní)elote  y  extracción    de    fibras.    Le  fue  concedida   la    libre 

^otroiluceión  de  h\s  máquinas,  aparejos  y  sustancias  necesarias 

^    ftu  empresa.    Ahora  bien,  él  desembarcó  últimamente  varios 

^^'^ctos   en  Barcelona.    Eotre    ellos    había ^  licores,    conservas, 

^  febles   y   ornamentos  de   iglesia.    Pretendió  importarlo  todo 

^^^Xi  franquicia.    La  Aduana,  falta  de  comunicación  del  Gobier- 

^^^,  que  al  señor  Naphegyi  tocaba   pedir  y   presentar,  le  hizo 

^t^rgar  los   pagaros  correspondientes   por  los  derechos.    Como 

^    vencerse  no   los  satisficieran  ni  él  ni  sus  fiadores,  se  entabló 

^^:^ntra  todos  demanda  ejecutiva;  y  el  Juez,  en   cumplimiento 

^  la   ley,  procedió  á  embargar  preventivamente  los  objetos  de 

alor  hallados  en  su  casa.    Durante  el  acto,  el  sefior  j^aphegyi 

6u  esposa  se    empeñaron    en   entorpecer    la  acción  judicial, 

^^niendo  ya  sobre  un  piano,  ya  en  el   umbral  de    la    puerta 

de  la  calle,  la    bandera  de  los  Estados  Unidos.    Aquel  fun- 

jdonario  la  hizo  levantar,  y    siguió  el  procedimiento.    Esto  es 

lo  que  se  ha  llamado  insulto  á  la  bandera. 

Si  un  particular  pudiera  valerse  de  ella  para  impedir  los 
actos  de  la  autoridad,  se  colocaría  ipso  facto  en  la  situación 
de  on  sob«^rano,  de  un  buque  de  guerra,  de  un  Agente  Diplo- 
mático, de  un  ejército  extranjero,  que  gozan  del  privilegio  de 
extraterritorialidad.  A  los  Cónsules  se  permite  el  uso  de  la 
bandera,  mas  en  la  inteligencia  de  que  no  significa  derecho 
de  asilo,  ni  los  sustrae  de  la  jurisdicción  del  país  de  su  resi- 
dencia. En  un  particular,  la  bandera  •  de  su  Nación  no  puede 
tenerse  sino  como  un  adorno;  ni  debo  permitírsele  más  que 
60  los  días  de  fiesta  el  uso  de  ella,  y  sólo  como  una  gracia. 
ISso  mismo  se  les  prohibió  eu   el  Perú  en   1827. 

cíTÍfufa".  El  señor  Eckert,  según  el  tenor  de  su  nom- 
bramiento, es  agente  comercial  de  los  Estados  Unidos  en  el 
puerto  de  La  Guaira.  Por  tanto  carece  de  autoridad  para  ejer- 
cer fuera  de  allí  sus  funciones,  ü'm  embargo,  se  presentó  en 
Barcelona,  y  llamándose  Cónsul  sin  título  para  ello,  se  dirigió 
al  señor  Presidente  del  Estado,  y  le  informó  de  que  había  ido 
en  nombre  de  su  Gobierno  á  averiguar  el  supuesto  insulto  á 
a  bandera.    El  mismo  reglamento  consular  de  los  Estados  Uní- 
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Mo8  expresa  qad  sus  Agentes  comerciales  soq  peculiares  del  ser- 
vicio de  aquella  República,  y  que   las  otras  potencias  no  los 
estiman  acreedores  á  la  gerarqnía  ó  privilegios  de  Cónsules.    El 
Presidente  de  Barcelona  le  pidió  prueba  del  carácter  que   se 
atribuía  en  aquella  ciudad,  j  como  no  produjera  sino  su  di- 
ploma de  Agente  comercial  en  La  Guaira,  se  abstuvo  de  con-  - 
testarle  por  escrito ;  mas  privadamente   le  aseguró  que  las  an — - 
toridades  del  Estado  oirían  y  despacharían  eficazmente  las  so — 
licitudes  á  ellas  dirigidas  en  averiguación  de  los  hechos,  ma — 
teria  de  sus  gestiones.    El  señor  Eckert  escribió  al  señor  Pre — 
sidente  Yelutini  nueva  comunicación,  en  que  se  quejaba  de  nn^ 
amenaza  hecha  al  señor  Kaphegyi  en  su  casa,  llamándola  Ooa- 
salado  de  los  Estados  Unidos,  únicamente  por  ser  huésped  en 
ella  'y  y  pidiendo,  entre  otras  cosas,  el  arresto  del  hombre  que  se 
atrevió  á  violar  las  leyes  del  tratado  entre  los  dos  países.  Aunque 
ninguno  existe  vigente,  pues  lo  mi^imo  el  de  1824  que  el  de 
1836  y  el  de  1860  fueron  denunciados,  y  caducaron,  se   pro- 
cedió á  la  averiguación   de  la  falta  indicada.    Por  ese  medio 
se  conoció  que  hubo  tan  sólo  una    altercación  entre  el  encar- 
gado del  dueño  de  la  casa  del  señor  Naphegyi  y  éste  mismo, 
en  razón  de  negarse  el  último  al  pago  de  los  alquileres  ven- 
cidos. 

En  1€  de  Diciembre  el  Juez  de  Primera  Instancia,  en  de- 
manda puesta  al  propio  Naphegyi  por  su  fiador  Nicolás  Guindo, 
dispuso  el  solicitado  arraigo  de  aquel  y  la  consiguiente  pro- 
hibición de  ausentarse  antes  de  haber  cumplido  el  decreto.  Ya 
él  se  había  embarcado  sin  conocimiento  de  la  Aduana.  En- 
tonces se  mandó  al  Comandante  del  Resguardo  trasladarse  á 
bordo  de  la  goleta  americana  Oeorge  lÁttlefield^  en  la  cual  es- 
taba, y  notificarle  el  auto  para  que  volviese  á  tierra.  Mas  el 
señor  Eckert,  que  con  él  se  había  ido,  se  opuso  á  bu  vuelta, 
dijo  que  estaba  bajo  su  protección  como  Cónsul  de  los  Estados 
Unidos,  y  se  opuso  también  á  la  detención  de  la  goleta.  Llamó 
al  Capitán,  hizo  formar  la  tripulación,  teniendo  uno  de  los  ma- 
rineros un  chuzo  en  la  mano  para  impedir  la  aproximación  de 
la  falúa  de  la  Aduana,  y  dijo  en  tono  de  amenaza,  que  no  sal- 
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^  liasen  á  bordo  dí  tocaran  al  casco  de  la  embaTcacióo.  Eápi-* 
vfdamente  izaron  en  seguida  las  reías  con   rnuiuo  al  Norte. 

^  De  esta  exposición,  apoyada  en  los  docamentoa  del  caso, 
^p^alta  qae,  lejos  de  haber  sido  expulsados  los  señores  Eckert 
l^S'  S'aphegyi,  ellos  salieron  espontáneamente  de  Barcelona,  con 
V^ikíenosprecio  délos  mandatos  de  la  autoridad  judicial,  que  ha- 
^ ^bia  ordenado  el  arraigo  del  segundo  y  la  detencióu   «le  la  go- 

'^^fea  en  que  se  embarcaron.    (Memoria  de  Belacione»  Extt^riores 

^e  Venezuela,  1880.) 

Keoeiidad  En  la  actual  organización  del  servicio  con«- 

dft  organitar  nuestro  _  i  ,  ,  ,.*. 

Mfí^  coiuraiftr.        sular  Tenezolauo  y  salvo   algunas  modifica - 

I  *3^!ones  que   de  sí  mismas  so   imponen,  como    necesarias  que 

ijOD,  suficiente   parece  ser    para  su   guía,   señor    Ministro,    la 

de  16  de  Julio  de  1865,  hoy  en  vigor.    La  reorganización 

i^l  Guerpo  Consular  venezolano   bajo    las    bases   del   francés, 

es  el  mejor  organizado,  ó  siquiera  como  el  peruano,  que 

comenzado  el  primero  en  América  á  seguir  las  huellas  de 

nel,  según   puede  verse  por  el  reglamento  que  acompaño    á 

•0Sta  nota,  daría   sin  duda  mucho  mayor  realce    é  importancia 

^que  ios  que  hoy   tiene,  á  nuestra    representación  nacional    en 

*ei   extranjero,   realce  é  importancia  necenarios  sobre  todo  para 

daciones    pequeñas,    débiles    y    mal    conocidas,    como  lo  non 

nuestras  Eepúblicas    Sur-americanas. 

Kada  obsta  sin  embargo,  señor  Ministro,  para  que,  aún 
conservando  el  mismo  sistema  que  hoy  tenemos,  se  introduz- 
can en  él  modificaciones  útilísimas,  que  serán  un  gran  paso 
hacía  la  organización  que  otros  países  más  afortunados  po- 
seen. 

Esas  modifícacioDes,  entre  ellas  algunas  de  urgencia,  son  : 
1?  Clasificación  de  los  Consulados,  en  Consulados  de  carreray 
llenados  por  faucionarios  que,  siendo  venezolanos,  sólo  se  ocu- 
pen de  esas  fauciones  y  no  ejerzan  el  comercio ;  y  en  Con- 
sulados puramente  ad  ho7iorem,  llenados  por  personas  de  toda 
nacionalidad  á  los  cuales  ssa  permitido  ejercer  el  comercio. — 
Quizás  valdrá  más  dar  á  estos  últimos,  solamente  el  título  de 
Vice-cónsnl,   para  mejor   eítablpcer  la   diferenda. 
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Para  las  razones  de  tal  clasiñcación,  ver  el  ^^  Guia  práctica 
de  los  Consulados ^^^  de  los  señores  de  Olercq  et  de  Vallat, 
páginas  5,  14,  15,  16,  73  y  74  del  tomo  I — ;  ver  igualmente 
Calvo,  **  Tratado  de  derecho  internacional  teórico  y  prácticOy^^ 
tomo  I  páginas  513  y  546,  y  en  fin,  el  ^^  Reglamento  consular 
del  Perú,  página  4 ;   obras  todas    que   acompañan  esta  nota. 

2?  Que  sean  Consulados  de  carrera  aquellos  que  de  al- 
guna manera  se  encuentren  retribuidos,  ya  porqun  los  emolu- 
mentos sean  suficientes  para  sostener  un  nacional,  ya  porque 
dichos  cargos  gocen  de  retribución  fijada  por  el  Gobierno. 

3?  Como  éonsecuencia  de  los  artículos  precedentes,  esta- 
blecer por  ley ;  que  para  llenar  un  Consulado  de  carrera^ 
será  absolutamente  indispensable   en  lo  adelante : 

A.— Ser  venezolano  y  tener  25  años  cumplidos; — B. —  Pasar,, 
ante  ana  Comisión  ad  hoc  que  nombrará  el  Gobierno,  un 
examen  que  versará  sobre  todas  aquellas  materias  del  progra- 
ma adoptado  en  Francia  y  en  el  Perú  para  los  examenes  con- 
sulares. Esas  materias,  de  las  cuales  podrá  tomarse  lo  que 
sea  más  fácil  estudiar  prácticamente  en  Venezuela,  son  :  las 
lenguas  inglesa  y  francesa,  el  derecho  público,  la  historia  del 
derecho  de  gentes,  el  derecho  internacional  actual,  la  historia 
diplomática,  los  negocios  y  prácticas  comerciales,  la  geogra- 
fía política  y  económica.  Ja  estadística,  la  economía  política  y 
la  administración  consular.  (Ver  dicho  programa  en  el  "  Anua- 
rio Diplomático  Consular  de  Francia,^^  ediciones  oficiales  para 
1879  y  80,  que  ahora  remito  también,  páginas  258  á  263: — 
ver  la  misma  obra,  páginas  250  á  254,  por  Jo  qae  toca  á  la 
manera  do  formííción  de  la  Comisión  de  examen.) 

Según  lo  evidencia  dicho  programa,  hay  en  él  varias  ma- 
terias que  no  exigen  estudio  profundo,  sino  una  especie  de  re- 
sumen compendiado  de  lo  más  esencial  para  el  mejor  desem- 
peño de  las  funciones  consulares,  que  tan  variados  conocimientos 
requieren. 

4®  Establecer  y  fijar  el  distrito  consular  que  á  cada  Cón- 
sul corresponda.  La  práctica  seguida  por  las  principales  Na- 
ciones, es  asignar  como  límites  para  cada  distrito,  los  del  De- 
partamento, Provincia  ó  Estado  en   donde  se  halla  enclavado 
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paerto  ó  ciudad  de   la   residencia  úéi  Cónsul j  jefe  de  servicio, 
indo  en  los  Departameutos,   Provincias   ó  Estados  vecinos 
aqnel  en  donde  dicho  jefe  reside,  no  existe  otro  Consulado 
la  misma  Kación,  el   distrito  consular  comprende  entonces 
ó  más  Departamentos,  Provincias  ó  Estados,  según  lo  exijan 
intereses  del  país  representado  y  á  fin  de  que  ningún  punto 
territorio  quede   sin   la  debida  protección.    En  ningún  lu 
de  los   distritos  consulares  puede  existir  más  de  un  fou- 
mario  de  la  misma  Fación  con  el  título  de  Cónsul,  sino  Vi- 
iónsules  y  Agentes  comerciales   bajo  la  dependencia  del  Cón- 
:*^,  jefe  de  distrito,   organización   ésta  muy  ventajosa  para  el 
.    .     icio,  como  puede  verse  en  el  "  Ouia  de  Consulados^^  pági- 
-^88  31  á  37. 

Ahora  bien,  señor  Ministro,  el  servicio  consular  venezolano 
[;!]pre6ettta    hoy  la   anomalía,   de   que,   en   un  mismo    Departa- 
lento  ó   Provincia,  existe  más  de  un  funcionario  con  el  título 
le  Cónsul,  y   con   esta   particularidad  hacia  la  cual  me   per- 
lito  llamar  la  ilustrada    atención  de  U.,  que  los  Cónsules    de 
'origen  venezolano,  que  han  consagrado  su  vida  exclusivamente 
ftl   servicio  de  la  Bepública  en  el  exterior,  se  encuentran  en 
.posición  inferior  respecto  de   los  extranjeros,  para  los    cuales 
>;  aquel   cargo   es   un   mero  título  honorífico.    La  razón  de  esa 
¡  inferioridad   consiste  en  que  los  primeros    residen   en   puertos 
6  ciudades  que  no   son    capital  de  Departamento  ó  Provincia, 
entretanto  que  los  segundos  ó  los  extranjeros  han  sido   nom- 
brados  para  la  capital  de  esos  Departamentos  ó  Provincias. 
Ejemplos  de  esto :  el  Consulado  de  Saint  líazaire  con  respecto 
al  de  Kantes,  capital  del  Departamento  del  Loira  inferior,  el 
Consulado   del    Havre    con    respecto  al  de  Buan,  capital    del 
Departamento  del  Sena  inferior.    Así  para   evidenciar  lo  que 
acabo  de  exponer,  como  para  el  caso  de  que  el  Gobierno,  en 
su     solicitud    conocida    por  la    representación    nacional  en  el 
exterior,    decida    adoptar  la  división    en    distritos  consulares, 
tengo  el  gusto  de  acompañar  á  U.,  junto  con  las  otras  obras 
ya  enumeradas,  un  pequeño  Atlas  departamental  de  la  Fran- 
cia.   (Documentos  de  la  Memoria  de  Belacionés  Exteriores  de 
Venezuela,  1881). 
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cínsuiea  latino-ameri-    BolJvía,    el    BrasíL    Ohíle,    Oosta    Eica,    el 

oano8    en    Europa.    DIfl-      tx  ■,  ^    , 

.¡uitadua  de  tener  oónsuioi    Ecuador,    Golombia,  Gaatomala,   Haití,   Jüfi- 

•xtranjeros  en  rea  de  na-  '     ,  .         i        t>       ^i-i-  a  - 

cionaios.  cara^ua,  Paragnáy,  la   República  Argentina, 

San  Salvador  y  Urngaáy,  en  una  palabra,  casi  todos  los  países 
americanos  tomados  alfabéticamente  aquí,  tienen  Cónsules  Ge- 
nerales en  Bélgica,  encargados  de  fiscalizar  y  dirigir  la  accüón 
de  los  Cónsules  de  su  patria.  Estos  Cónsules  Generales,  aun- 
que en  general  Agentes  no  retribuidos,  como  los  Cónsules 
Tenezolanos,  se  ocupan  exclusivamente  en  su  cargo  consular 
y  dedican  toda  su  atención  á  los  intereses  del  país  que  tienen 
á  honra  representar.  No  sucede  lo  mismo  con  los  Cénsales 
venezolanos  en  Lieja,  Gante  y  Amberes;  absorbidos  por  el 
cuidado  de  sus  asuntos  personales,  conociendo  muy  poco  ó  nada 
el  país,  no  poseyendo  sino  escasos  archivos,  están  imposibili- 
tados de  prestar  los  servicios  que  el  país  tiene  derecho  á  es- 
perar de  ellos.  £1  público  de  los  lugares  de  su  residencia  no 
ignora  ese  estado  de  cosas,  y  se  dirige  á  menudo  derechamente 
al  Consulado  de  Bruselas  que,  gracias,  me  atrevo  á  decir,  á 
mis  constantes  afanes,  mis  diligencias  y  mi  reciente  ■  viaje  á 
Venezuela,  posee  hoy  archivos  completos  y  preciosos,  y  está 
en  aptitud  de  suministrar  al  público  todos  los  informes  ima- 
ginables acerca  de  la  situación    mercantil  é  industrial  de  la 

República.  El  Consulado  de  Yeneznela  en  Bruselas,  que  se 
instalará  dentro  de  algunos  días  en  el  magnífico  palacio  13, 
avenida  de  la  Eeina,  es  ya  de  hecho  la  guía  de  los  otros 
Consulados  de  la  República  en  Bélgica  y  de  los  comerciantes 
é  industriales  de  este  último  país.  Dedicado  por  entero  á  mis 
funciones  oficiales,  he  adquirido  la  experiencia  y  la  convicción 
de  que  (sobre  todo  en  vista  de  la  celebración  de  un  tratado 
de  comercio  y  amistad  entre  ambos  países)  sería  útil  extender 
la  acción  de  mi  puesto  consular  á  toda  Bélgica.  (Memoria  de 
Relaciones  Exteriores  de  Venezuela,  1881). 

Caso  del  cóusui  Tcne-    Ministcrio  dc  Rclacioues   Exteriores. — Direc- 

zolano  en   Sautiago     íIc         .  ,        -      -^  ,         ^  .  ,    t^    .        •. 

Cuba.  Inconveniencia  do    cion  üc  Dcrccho  Intomacional  Pnvado. — Ca- 

iiombrarCdnsulesextrau-  -r^.,        ,  ^,        ^r^r^^       -^ 

joros.  tacas:  Dicie!nbre  4  de   1883. — Resuelto. 

El  Cónsul   interino   de  Venezuela   en   Sautiago  de  Cuba, 
señor  Temístocles  Amador  Ravelo,  fue  excitado  por  este  Mi- 
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nisterio  á  dar  explicación  de  sa  contacta  en  cuanto  á  no  ha- 
berle comunicado  sino  en  25  de  Mayo,  y  como  un  snceso 
ordinario,  la  compra,  en  el  lugar  de  su  residencia,  del  vapor 
Od/ntabro,  que  se  decía  destinado  para  una  operación  de  gnerra 
contra  el  Gobierno,  cuando  aquel  hecho  habría  sucedido  á 
principios  de  ese  mes  ó  más  bien  en  el  de  Abril,  y  por  no 
haber  dado  ningún  paso  con  el  fin  de  enterar  de  la  negocia- 
ción y  el  proyecto  á  los  funcionarios  llamados  á  impedir  su 
consumación,  sobre  todo  existiendo  en  el  tratado  venezolano- 
espaQol  un  artículo  por  el  cual  se  prohiben  tales  expediciones. 
Al  responder,  el  Cónsul  se  queja  de  los  términos  duros  en  qu© 
se  le  había  escrito,  y  agrega  que  se  halla  dispuesto  á  resig- 
nar el  cargo,  si  no  se  le  satisface,  como  lo  espera,  de  la  in- 
juria  que  se   le  ha  inferido. 

Ahora  bien,  los  Cónsules,  aun  cuando  sean  extranjeros, 
mediante  la  aceptación  del  puesto,  se  constituyen  en  la  obli- 
gación de  cumplir  las  leyes  del  país  de  que  por  su  voluntad 
se  hacen  servidores,  y  que  los  ponen  bajo  la  dependencia  de 
la  Eepública.  Esas  leyes  les  conceden  ciertas  facultades,  de- 
finen sus  deberes,  y  las  consecuencias  que  su  infracción  lleva 
consigo.  Entre  los  derechos  así  reconocidos  á  la  autoiídad  que 
los  emplea,  está  naturalmente  el  de  dirigirles  observaciones 
razonables  que  de  ningdn  modo  pueden  tenerse  por  injuria, 
sino  como  estímulos  para  asegurar  el  buen  servicio  público. 
Pedir  tiatisfacción  por  ellas  es  sublevarse  contra  la  ley,  faltar 
al  deber  contraído  ó  incurrir  en  un  grave  desacato  á  la  au- 
toridad del  Presidente  de  la  República,  de  quien  los  Ministros 
no  son  sino  órganos  constitucionales.  Por  tanto,  y  con  el 
voto  afirmativo  del  Consejo  Federal,  remueve  del  puesto  de 
Cónsul  interino  de  Venezuela  en  Santiago  de  Cuba  al  señor 
Temístocles  Amador  Eavelo.— Por  el  Ejecutivo  Nacional.— ;Se(;a«. 

nacbnaiw.  Promulgada  que  fue  la  Constitución  Federal, 
en  cuyo  artículo  72  se  prescribe  que  los  destinos  diplomáti- 
cos y  los  Consulados  Generales  recaigan  en  venezolanos  por 
nacimiento,  se  llamó  al  Encargado  de  Negocios  que  se  había 
establecido  en  los  Países  Bajos,  se  revocó  la  patente  expedida 
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á  favor  de  dos  Góusules  Generales  nombrados  ano  en  París  y 
otro  en  Londres,  y  se  admitió  la  renuncia  qne  tenía  de  an- 
temano hecha  el  de  Nueva  York,  por  no  concurrir  en  estos 
cuatro  individuos  la  circunstancia  de  que  habla  la  ley  fun- 
damental. 

May  de  desearse  sería  que  todos  los  Cónsules  de  la  Be- 
pública,  de  cualquier  denominación,  fuesen  venezolanos,  así 
como  respecto  de  los  suyos  los  establecen  algunos  Estados  que 
tienen  suficientes  medios  para  proveerlos  de  sueldo.  Los  Oón- 
sules  nacionales  están  atenidos  á  los  contingentes  honorarios 
que  sus  funciones  les  producen  ;  y  si  es  verdad  que  en  alga- 
nos  puertos  dan  de  vivir  al  empleado,  no  puede  decirse  lo 
mismo  de  la  mayor  parte.  El  Poder  Ejecutivo  cree  con  persona 
muy  calificada  para  juzgar  en  estas  materias,  que  un  país 
naciente,  todavía  pobre,  y  obligado  á  justa  economía,  cuando 
el  aislamiento  es  imposible,  así  como  el  cumplir  deberes  im- 
portantes sin  saber  lo  que  pasa  en  los  pueblos  hermanos,  no 
se  halla  en  situación  de  adoptar  semejante  restricción.  Pocos 
son  los  ciudadanos  que  viven  en  países  extranjeros,  ó  que  pae- 
dan  ir  á  establecerse  en  ellos  por  su  propia  cuenta;  y  entre 
tanto  los  Consulados  Generales  serían  admitidos  con  gusto  en 
las  capitales  de  América  y  en  las  de  Europa  por  personas  que, 
bien  escogidas,  desempeñarían  esmeradamente  esos  cargos  de 
honor,  y  en  cada  quincena  suministrarían  un  caudal  de 
datos  políticos,  estadísticos,  industriales  y  mercantiles,  necesa- 
rios elementos  de  acierto  en  la  administración  de  los  negocios 
públicos. 

Mas  bien  pudiera  ser  que  jóvenes  venezolanos  habilitados 
al  efecto  por  su  educación  y  que  se  destinasen  á  la  carrera  diplo- 
mática, empezaran  por  el  servicio  de  los  Consulados.  Con  tal 
designio,  al  expedirse  en  l.«>  de  Setiembre  de  1863  un  nuevo 
decreto  de  emolumentos  consulares,  se  impuso  á  los  Cónsules 
y  Agentes  comerciales  la  obligación  de  llevar  un  registro  de  los 
derechos  que  cobraran  y  de  pasar  copia  de  él  cada  seis  me- 
ses á  esta  Secretaría.  Así  es  fácil  venir  en  conocimiento  de 
cuáles  Consulados  producen  lo  necesario  á  la  subsistencia  de  los 
sngjefcos  que  los  obtengan;  y  publicándose  dichos  estados  se- 
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mestrales,  como  el  Gobierno  se  propone  haoerlo,  recibidos  que 
sean  todos  los  del  año  anterior,  es  posible  que  algunos  nata- 
rales  se  animen  á  solicitar  aquellos  puestos,  y  se  logre,  hasta 
dónde  por  ahora  es  posible,  el' fin  apetecido.  No  son  muchas 
las  plazas  en  que  los  honorarios  consulares  sufragan  el  costo 
de  la  residencia  en  ellas.  De  modo  que  hasta  el  presente  tan 
sólo  llegan  á  seis  los  ciudadanos  empleados  en  semejantes  car- 
gos. Con  el  progreso  que,  así  como  en  todo  lo  demás,  ha  de 
haber  también  en  el  comercio  exterior  de  la  República,  para 
cayo  fomento  son  necesarios  los  Cónsules,  se  multiplicarán  al 
par  sus  obvenciones,  en  términos  que  elias  por  sí  mismas  y 
con  la  ayada  de  un  corto  sueldo,  contribuyan  á  dar  ensan- 
che á  la  realización  del  pensamiento  nacional. 

El  Ministro  lleva  constante  correspondencia  con  cierto  nú- 
mero de  los  actuales  Cónsules,  y  por  ese  medio  los  instruye 
de  todo  lo  que  deben  conocer  en  los  diversos  ramos  de  la  ad- 
ministración, principalmente  en  lo  que  mira  á  promover  los 
intereses  comerciales  de  la  República.  Los  actos  legislativos, 
los  cambios  de  administración,  los  sucesos  políticos,  los  asun- 
tos internacionales  de  gravedad,  las  resolución»  h  del  Gobierno, 
üns  programas,  en  suma,  cuanto  sirve  para  dar  una  idea  exacta 
de  8U  proceder,  cuanto  contribaye  á  caracterizarlo,  cnanto  se 
encamina  á  propagar  sus  esperanzas  j  propósitos,  da  pábulo 
4l  tan  frecuentes  comunicaciones.  En  ollas  ocupan  un  lugar 
importante  las  materias  que  atañen  á  las  fanciones  señaladas 
é  los  Cónsules  y  Agentes  comerciales,  no  solo  en  las  leyes  pri- 
Tativas  de  la  República  sobre  el  particular,  sino  también  en 
los  tratados  que  se  ban  concluido  con  otras  libaciones,  y  que 
incluyen  bastantes  artículos  en  ese  respecto.  Por  su  parte^ 
dichos  empleados,  en  especial  algunos,  toman  interés  en  corres- 
ponder á  la  confianza  de  los  Estados  Unidos,  según  su  res- 
pectiva aptitud  ;  y  el  Gobierno,  vista  la  falta  de  compensación 
regular  y  permanente  de  sus  servicios,  no  puede  mostrarse 
rigoroso  con  ellos  .  (Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  1865). 
s^ioei  Gobierno  gene-       Estados  Uuidos  de  Yenezucla. — Ministerio 

ral  puede  nombrar  Con-       ,t^,.  -n^.  -r^     i     n       r^ 

Buiee.  de  Relaciones  Exteriores. — D.  1.  P.— Caracas  : 

ÜToviembre  7  de  1877.— Resuelto: 
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Dígase  al  ciadadano  Presidente  del  Táchira. 

El  Gobierno  ba  aprobado  la  resolacióo  qae  IJ.  insertó  , 
oficio  de  2i  de  Setiembre,  señalado  con  el  número  190,  tocaí] 
á  la  incapacidad  de  ese  Estado  de  la  Federación  Yenezola 
para  entenderse,  respecto  de  pombramientós  de  Cónsules, 
oon  algún  otro  Estado  de  la  Federación  Colombiana,  ya  con 
Gobierno  mismo  de  la  yecina  Eepública.  En  ambos  países 
materia  consalar  se  halla  atribuida  á  la  potestad  federal,  c 
exclusión  de  cualquiera  otra.    Obvios    son  los    inconyenien 


que  resultarían  de  dividir  el  manejo  de  esa  incumbencia  ent» 
la  entidad  representativa  del  todo  y  algunas  de  las  partes^ 
de  tolerar  que  ellas  traspasaran  el  círculo  de  sus  poderes 
mezclarse  en  funciones  negadas  á  su  competencia.    Como 
gunos  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela  hubiese  elegido  ik  -m 
Cónsul  en  1864,  el  Ejecutivo  declaró  que  no  reconocía  por  Oda-* 
sales  de  laKacióa  sino  los  que  él  propio  hubiese  nombrado  en 
uso  de  sus  facultades,  y  que  eran  nulos  y  de  ningún  valor  los  actotf 
de  los  procedentes^  de   origen  inconstitucional.    Por   tanto,  ea 
para  el  Ejecutivo  ííacional,  y  debe  ser   para  U.    Vice-cÓDBoi 
de  Colombia  en  San  Antonio  ol  señor  Numa  P.   Ferrero,  debi- 
damente elegido  por  ella  y  aceptado  por  Venezuela,  hasta  qm 
este  Despacho  envíe  á  U.  alguna  comunicación  en  contrario. 

Publíquese. — Por  el  Ejecutivo  Nacional. — Seijas. 
romo  deben  llenar  la        Estados  Unidos    dc   Venczucla. — Ministexb 

TacanLo  los  Cónsules  au.        ,        -r»    ,       .  -r^    ^       -  -r^.  .,       ,      -^ 

sentes.  dc  Belaciones  Exteriores. — Dirección  de  Den» 

cho  Internacional  Privado. -Caracas :  Enero  17  de  1883.  Besuelto: 

Ocurre  á  veces  que  Cónsules  de  la  Sepública,  á  quienes 
está  prohibido  ausentarse  del  lugar  de  su  residencia  sin  pei^ 
miso  de  este  Ministerio,  ó  del  Agente  diplomático  nacional  en 
el  país  respectivo,  á  no  ser  eu  casos  de  urgencia  que  han  de 
acreditar  debidamente,  hacen  viales  sin  cumplir  esa  formali* 
dad,  encomendando  sus  funciones  á  individuos  no  recóuucidoB 
de  antemano  por  el  Gobierno  territorial,  aúu  cuando  les  sirvan 
de  Secretarios,  porque  ni  la  ley  de  Venezueh^  los  autoriza 
para  tenerlos.  De  aquí  proceden  inconvenientes  no  sólo  en  el 
despacho  de  los  buques  de  comercio,  sino  también  en  el  ejer- 
cicio de  los  demás  actos  de  su  competencia.    A  fin  de  reme- 
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diarlo,  el  Presidente  de  la  Eepública,  con  el  voto  afirmativo  del 
Consejo  Federal,  dispone  que  en  todo-lagar  donde  haya  un  Oón- 
^^^y  se  nombre  también  un  Vice-cónsul,  llamado  necesariamente 
^  Guplirlo  por  muerte,  enfermedad,  ausencia  ú  otro  impedimento 
I^S^'timo,  y  cuya  elección  sea  hecha  con  tiempo  y  los  requisitos 
'^<iÍ8pensables  á  su  eficacia.  Comuniqúese  en  circular  á  los 
^^^usules,  con  prevención  de  que  propongan  personas  adecúa- 
^^^  para  sustituirlos  en  tales  circunstancias,  donde  no  existan 
^*o^-cónsules. — Por  el  Ejecutivo  K^acional. — Seijas. 

tiraen^^du^res.         Alguuos  Góusules  han   nombrado  Cancille- 
••    El  de  París   pidió  el   año  pasado  la    aprobación  del  que 
ía  elegido.    Mas  no  pudo  accederse  á  su  deseo,   visto  que 
la  ley  vigente  sobre  Oonsulados  y  Agentes  comerciales  es 
^^Boonocido  tal  cargo.    Quedan   pues,   en  el    predicamento    de 
^ttipleados  particulares  del  Oónsul  y   sin    carácter  oficial.    La 
invención   consular   que  existía  entre    Venezuela   y    Francia 
llabla,  es  verdad,  de  Cancilleres;   pero  ni  está  vigente,  ni  guar- 
daba armonía    con   la  legislación  patria  interna.     (Memoria  de 
Belaciones  Exteriores  do    Venezuela,  18S2). 

dañtqí^tur.  El  scSor  V.  K.  Máthisou,  Vice-cónsul  de  la 
Oran  Bretaña  en  Ciudad  Bolívar,  fue  en  1875  objeto  de  una 
medida  de  este  Ministerio,  para  el  retiro  de  su  exequátur,  funda- 
da en  su  participación  en  los  asuntos  de  política  interna.  Eb 
1878  entró  de  nuevo  en  el  mismo  cargo  con  el  asentimiento 
de  la  Administración  de  entonces,  y  había  continuado  hasta 
ahora.  Mas  por  una  parte  se  han  recibido  informes  sobre  su 
porfiada  ingerencia  en  cuestiones  domésticas,  y  por  otra  se 
tavo  noticia  del  hecho  siguiente.  Con  el  ánimo  de  precaver 
la  propagación  á  Guayana  del  alzamiento  del  General  ISolórzano, 
y  en  vista  de  residir  en  Trinidad  varios  de  los  desafectos  que  otra 
Tez  llevaron  á  dicho  Estado  el  incendio  revolucionario,  y  no  cesan 
de  maquinar  nuevas  conmociones  i  su  Presidente,  General  Pulgar, 
dispuso  que  nadie  fuera  de  la  isla  á  Guayana  sin  pasaporte 
del  Cónsul  de  Venezuela  en  J.'uerto  España.     Esto  lo  comu- 
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nicó  el  señor  Máthísoa  al  Excmo.   seüor  Gobernador   de  Trii 
dad  en  un  oficio  en  qae  expone  qae  el  Presidente  del  Estai 
por  al^i^una  razón   desconocida^  está  resaelto  á  cnmplir  estríen; 
mente  la  naeva  ley,  qae  califica  tumbién  de  medida  ariitrair^mma. 
La  comnnicacióny  no  sólo    se  publicó  en  an  número  extraarc — ?/- 
nario  de  )a  '^Gaceta  de  Pnerto  Espaíla/'  sino  que  se  fijó  en  I^^s 
esquinas  de  la  ciudad  como   cartel,  con  la   circunstancia  agrí 
vante  de  haberse  añadido  una  traducción    inglesa    de  la  pn 
videncia,  que  la  presenta  con  el  carácter  de  una  odiosa  exaccic^n 
en  beneficio  del  Cónsul.    Bu   vez  de   traer  pasaporte,  se  vertid  ió 
comprar  pasaporte.    El  acto  fue  expedido  en  IH  de  Diciembir^s 
Para  el  10  de  Enero  se  hizo  la  publicación  en    la  ^'Gaceta  <7o 
Trinidad."  El  mismo  día  se  dirigió  el  Cónsul  de  Venezuela  allí   al 
señor  Secretario  del  Gobierno  de  la  Colonia,  con  la  exposición 
del  caso  y  la  solicitud  de  la  rectificación  en   el  mismo  períódioa, 
además  de  protestar  contra  la  inexactitud  cometida  por  el  seSíor 
Yicexcónsul.    Tales  fueron    los  antecedentes   de   la   resolución 
que  canceló  el  seguudo   permiso  del  señor   Máthison  para  ejer- 

• 

cer  las  funciones   consulares.      Se  remitió    á  la    Legación    de 
Venezuela  en  París  y  Londres  para  ser  comunicada  al   Gobierr   ■ 
no  Británico.    Simultáneainente    se  dio  parte  de  ella    al   Ho- 
norable  señor   Encargado  de  Negocios   interino  Coronel  MauM 
field,  por    si    estímase  oportuno    proveer   la    vacante  en  otiC 
individuo    aceptable  p^ira  el   Ejecutivo,   que    en  tal   supuesto^ 
se  agregó,  lo  admitiría  gustoso.  Aquel  caballero  respondió  acom*" 
pañando  en  copia  un  oficio  á  él  dirigido  de  orden  del  Exorno. 
señor  Gobernador  de  la  Colonia  inglesa,  y  observando  que  la 
imputación  de  infidelidad  en  traducir  la  orden  quedaba  inválida 
por  la  respuesta  dada  al  señor  Silva  Gandolphi  el  17  de  Enero^ 
«n  que  se  atribuye  la  falta  al  traductor  oficial,    y  se  expresa 
espontáneamente  la    pena    que  al  señor  Gobernador  causó   tal 
negligencia.    (Memoria  de  delaciones  Exteriores  de  Venezuela,, 
1881) . 

del  QtíwirQo Lgiés.  Caracas  :  ditubre  25  de  1875. — El  iufraes-^ 
crlto,  Ministro  Eemdente  de  S.  M.  B.,  tiene  la  honra  de  in- 
formar á  S.  E.    ol   señor  Blanco,    Ministro    de   Eelaciones     Ex- 
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-"■-^i  ores  de  los  EstadOvS  Unidos  de  Venezuela,  que  remitió  al 
ioTide  Derby,  Secretario  de  Estado  principal  de  S.  M.  para 
'^^^focios  Extranjeros,  copia  de  la  nota  de  S.  E.  de  6  de 
^Sosto  último,  en  qae  rehusa  manifestar  las  razones  que  in- 
^QjeroQ  á  S,  E.  el  Presidente  de  esta  República  á  retirar  el 
[>ornai80  bajo  el  cual  Mr.  Máthison  ocupaba  el  puesto*  de 
^ice-cónsul    británico  en  Ciudad  Bolívar. 

El  infraescrito  tiene    ahora  la  honra  de  manifestar  á.  S.  E. 

^^    i^e&or  Blanco,  en  desempeño   de  instrucciones    que  ha  reci* 

"^i^o  del  Conde  Derby,  que  el  haber  rehusado  S.  E.  comunicar 

^    infraescrito  los  pormenores  de  la  conducta  de  Mr.  Máthison 

4^Q  indujeran  á  S.  E,  el  Presidente  de   esta  Bepública  á  dar 

^^1^  paso,  no  puede  ser  visto  por  el   Gobierno   de  S.  M.  sino 

^^Uio  un  proceder  muy  poco  amistoso,  y  que  el  Gobierno  de 

^«  M.  considera  también    que  es  desrazonable  rehusar  dar  al- 

SUna  explicación  sobre  la    materia    fuera    del    cargo   general 

llecho   contra  Mr.  Máthison,  contenido  en  la  nota  de  S.  E.    el 

Mor  Blanco,  de  27  de   Julio  último,  eopia    de    la  cual     fue 

lemitida  también  al  Conde  Derby    por  el  infraescrito. 

El  infraescrito  tiene  también  la  honra  de  informar  á  S.  E. 
el  seSor  Blanco,  que  ha  recibido  además  instrucciones  del 
Oonde  Derby  de  protestar  á  nombre  del  Gobierno  de  S.  M. 
oomo  lo  hace  por  la  nota  que  ahora  tiene  la  honra  de  dirigir 
á  S.  E.  centra   el  proceder  que  se  ha  seguido  en  este  asunto. 

Aprovecha  el  infraescrito  la  ocasión  para  renovar  á  S.  E. 
Im  seguridades  de  su  alta  consideración. — JS.  T.  C.  Middleton, 
— A  8.  E.  el  señor  Jesús  María  Blanco,  Ministro  de  Belacio- 
nes  Exteriores  etc.,  etc.,  etc.  ^ 

Nou  del  Miniítcrio        Garacas  :  Diciembre  6  de  1875. — Sírvese  ex- 

d#  Sotado  TeiiMolaiio  al 

mnirtro  Residente  de  la    pouer   el  Honorablc  señor     Ministro    que    ha 
«u» anterior  <         do  instruccioncs  dc  S.  E.  el  Conde  Der- 

by, para    protestar  contra  el    proceder  que  se  ha    seguido  en 
este  asunto,  el   cual  no  puede  ser  visto   sino  como  muy    poco 
amistoso,   y  que  además,  el  Gobierno   de  S.  M.  considera  que 
no  es   razonable  rehusar  algnna    explicación  en   la  materia. 
Cuando  S.  E.  el    Presidente   de   lix   República   resolvió  sus 
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pender  el  perineo  que  había  coucedido  al  señor  Máthison  par^ 
desempeñar  el  Vice-consalado  iuglés  en  Oiadad  Bolírar,  el 
iufraeserito  dio  coDocimieuto  de  ella  al  Honorable  señor  Mi- 
nistro Besidcnte  de  S.  M.,  expresándole  que  el  mencionado 
señor  Máthison  se  mezclaba  en  la  política  interior  del  país^ 
dejando  por  inae  hecho  de  ser  adecuado  en  el  ejercicio  de 
las  funciones  consulares,  para  el  cultivo  de  las  amistosas 
relaciones  que  Venezuela  y  su  Gobierno  quieren  mantener  con 
la  Gran  Bretaña ;  y  esta  explicación  de  la  causa  que  sirvió 
de  fundamento  á  la  medida,  no  merece,  en  concepto  del  in- 
fraescrito  ser  estimada  sino  como  una  muestra  del  ingenuo 
deseo  del  Gobierno  de  la  Eepública  de  contribuir  á  estre- 
char lus  relaciones  de  armonía  y  buena  inteligencia  que 
existen  entre    las  dos  Naciones. 

Como  lo  sabe  el  señor  Ministro,  el  Gobierno  del  país  eu 
el  cual  ha  sido  acreditado  un  Agente  consular,  es  el  Juez  ex- 
clusivo de  la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  que  aquel  en- 
tre á  ejercer  ó  continúe  ejerciendo  sus  funciones,  y  es  por  un 
deber  de  cortesía  y  de  amistad  que  se  comunican  al  Gobierno 
de  quien  el  nombrado  depende,  los  motivos  que  concurran 
l)ara  no  admitirle  ó  para  retirarle  el  exequátur.  Con  ese  de- 
ber cumplió  el  Gobierno  del  suscrito  al  manifestar  á  la  Jje- 
gación  de  S.  M.  Británica  que  el  señor  Máthison  faltaba  á  sus 
obligaciones  do  neutralidad,  ingiriéndose  eu  los  asuntos  polí- 
ticos de  la  Eepúblif.a  ;  pero,  si  en  virtud  de  la  exigencia  del 
señor  Ministro,  huDíera  trasmitido  todos  los  detalles,  compro- 
bantes del  proceder  inegnlar  del  señor  Máthison,  habría  re- 
conocido tácitamente  una  jiuísdicción  extraña,  y  establecido  un 
precedente  contrario  á  la  práctica  qne,  conforme  á  los  principios, 
del  Derecho  intemacicnu.!,  ha  sí^is^uido  el  Gobierno  de  Vene- 
zuela. 

Ko  parecerá  inoportuno  recordar  la  doctrina  de  Wheaton, 
que  es  la  de  todos  los  países  de  América,  acerca  de  los  Cónsules. 

"Los  Cónsules  no  son  Ministros  públicos.  Sea  cual  fuere 
la  protección  á  que  tengan  í1<m*  cho  en  el  desempeño  de  sus 
deberes  oficiales,  y  senn  cuales  fueren   los  privilegios  particu- 
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\are8,  qne  les  confieran  las  leyes  y  usos  locales  ó  pactos  in- 
'ternacionales,  según  el  derecho  de  gentes  general,  no  les  co- 
rresponden las  inmunidades  pecnliares  de  los  Embajadores.  Nin- 
gún Estado  tiene  obligación  de  permitir  la  residencia  de  Oón- 
snles  extranjeros,  á  menos  qae  por  convención  haya  estipulado 
recibirlos.  Han  de  ser  aprobados  y  admitidos  por  el  soberano 
local;  y  si  se  hacen  culpables  de  conducta  ilegal  ó  impropia, 
están  sujetos  á  que  se  les  retire  el  exequátur  á  ellos  conce- 
dido, y  pueden  ser  castigados  por  las  leyes  del  Estado  donde 
residen  ó  mandados  volver  á  su  propio  país,  á  discreción  del 
€k)bierno  que  han  ofendido.  En  causas  civiles  ó  criminales  están 
sujetos  á  la  ley  local,  del  mismo  modo  que  otros  extrapjeros 
residentes  que  deben  sumisión  temporal  al  Estado." 

Por  eso  los  Estados  Unidos  en  la  Convención  Consular 
firmada  con  Francia  en  1863,  pactaron  ^<  que  el  Gobierno  que 
daba  el  exequátur,  se  reservaba  el  derecho  de  retirarlo,  ex- 
poniendo las  razones  por  las  cuales  había  creído  conveniente 
hacerlo." 

Calvo,  después  de  asentar  que  el  Soberano  de  un  país  es 
solamente  dueño  de  negar  el  exequátur  á  un  Cónsul,  como  lo 
hizo  en  186d  la  Gran  Bretaña  respecto  del  mayor  Hegerty, 
nombrado  por  el  Presidente  Grant  para  Cónsul  en  Glasgow, 
arade;  ^^El  derecho  de  retirar  el  exequátur  no  es  menos  ili- 
mitado, cuando  el  Cónsul  faltando  á  los  deberes  de  su  cargo, 
ka  expuesto  su  situación  con  mezclarse  indebidamente  en  los 
asuntos  del  país,  con  tomar  parte  en  los  manejos  de  los  par- 
tidos políticos,  en  una  palabra,  con  salir  del  papel  que  se  le 
ha  señalado." 

Hablando  de  Inglaterra,  el  mismo  autor  nos  dice,  que  ella 
niega  toda  especie  de  ventaja  particular  y  personal  á  los  Cón- 
sules que  admite  en  sus  puertos;  que  las  reglas  por  las  cua- 
les se  regula  su  legislación  en  la  materia  son  tales,  que  se 
la  ha  visto  embargar  y  vender  los  archivos  del  Consulado  de 
Francia  en  Londres*,  como  prenda  del  impuesto  señalado  al  dueño 
de  la  casa  ocupada  para  el  servicio  de  la  Cancillería  ;  que  más 
recientemente  loa  agentes  del  Gobierno  británico  se  han  creído 
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autorizados  para  someter  al  gravamen  del  Income  TaXj  el  im- 
porte de  los  derechos  que  los  agentes  extranjeros  cobran  por 
los  actos  de  notario  ú  otros  que  ejecutan  en  lo  interior  de  su 
Cancillería  y  en  su  calidad  oficial. 

No  debe  perderse  de  vista  que  el  señor  Máthison  ejerce 
aquí  la  profesión  de  comerciante,  lo  cual  necesariamente  le  pone 
en  mayor  roce  con  los  venezolanos,  y  aumenta  la  fuerza  de 
los  motivos  que  le  someten  á  la  jurisdicción  del  país  de  sn 
residencia. 

Por  último,  no  ha  presentado  formal  diploma  de  su-  Go- 
bierno, ni  se  le  ha  despachado  un  verdadero  exequátur  con  la 
firma  del  Presidente.  No  h.ubo  más,  sino  qiíe  el  señor  Minis- 
tro Eesidente  pidió  permiso  para  que  dicho  individuo  desem* 
peñase  el  Yice-consulado  británico  en  Oiudad  Bolívar,  j  este 
Ministerio  lo  concedió. 

Hoy  Venezuela  no  tiene  vigente  ninguna  convención  coií- 
sular^  cuyos  efectos  se  pudiera  pretender  que  se  aplicasen  á 
la  Gran  Bretaña ',  y  además  ha  aceptado  prácticamente  las  con- 
secuencias de  la  aplicación  de  los  antedichos  principios  á  sus 
Cónsules. 

Por  lo  expuesto,  el  Ilustre  Americano  Presidente  de  la 
República,  considera  la  protesta  de  esa  Legación  como  dej)re- 
siva  de  los  derechos  de  soberanía  de  los  Estados  Unidos  de 
Venezuela,  y  ha  dado  al  infraescrito  orden  de  protestar,  en 
guarda  de  aquellos,  contra  semejante  paso.  (Firnjado). — Jesús 
M.  Blanco. 

ei^^'arTcreíc^^^^^^^  Poca  reflcxión     se   necesita    para   conven- 

(íomldo^fíl^MS^    cerse  de  la  verdad  que  las  antecedentes  pala- 
do  Reíadones  Exteriores    ^^^^  anuncíau,    Las  fuuciones  diplomáticas  y 

consulares  son  muy  distintas  por  su  naturaleza.  Aquella» 
tienen  pur  objeto  los  asuntos  políticos,  las  relaciones  éntrelos 
Estados;  y  estas  miran  únicamente  á  la  protección  del  co- 
mercio.  Las  primeras  han  menester  el  acompañamiento  de 
ciertos  privilegios  que  faciliten  y  cubran  con  una  egida  su 
desempeño.  Para  \d.t  segundas  bastan  los  derechos  que  Íes- 
tiene  reconocidos  el   Gobierno  en    el    informe    del  Vice-presi- 
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dente  de  Veiiezaela  que  aprobó  el  Consejo  de  Estado  en  1852, 
y  que  se  puso  de  nuevo  en  circulación  en  1871.  Exención  del 
servicio  militar  para  la  persona  ;  inviolabilidad  para  el  ejercicio 
del  cargo,  el  sello,  la  bandera  y  el  archivo.  La  Administra- 
cién  actual  ha  logrado  despejar  este  revuelto  campo,  y  cortar 
abusos  que  vinculaban  su  apoyo  en  una  larga  tolerancia,  di- 
versificando así  completamente  ambas  categorías.  Ya  la  Ee- 
pública  de  Venezuela,  que  nunca  ha  deseado  para  sus  Cón- 
sules privilegios  ágenos  de  ellos,  se  ha  levantado  también  al 
nivel  de  los  países  cultos,  y  hoy  no  se  confunde  con  las  Ila- 
ciones bárbaras  á  las  cuales  se  coartaron  sus  atributos  de 
soberanía  é  independencia  con  el  establecimiento  en  sus  plazas 
de  Cónsules  que  lo  eran  todo  y.  estaban  sustraídos  de  sus 
leyes.  Pero  aquellas  mismas  manifiestan  en  el  día  su  repugnan- 
eia  á  continuar  soportando  una  situación,  que  ya  en  la  práctica, 
ya  en  obras  de  publicistas,  se  ha  querido  imponer  aun  á  las 
Bepúblicas  Hispano-americanas,  igualadas  como  han  sido  en 
el  trato,  con  las  regiones  de  Oriente.  Es  de  presumirse  que 
al   cabo  regirá  en  todo  el  mundo  una  sola  doctrina. 

Sin  embargo,  serían  vanos  los  e^fnerzos  aquí  hechos  para 
consolidarla,  si  no  se  pusiera  coto  al  uso  de  reunir  ambos 
caracteres  en  unos  mismos  individuos.  Porque,  gozando  de 
inmunidad  en  lo  civil  y  en  lo  criminal  los  Agentes  Diplomáticos, 
y  no  correspondiendo  á  ella  los  Cónsules,  que,  por  el  contra- 
río, se  hallan  sujetos  á  toda  especie  de  jurisdicción  en  el 
lagar  de  su  residencia,  resulta  necesariamente  que  lo  político 
proteje  lo  mercantil.  De  modo  que,  si  llegara  el  caso  de 
demandar  al  Cónsul,  bi  tomara  á  su  cargo  la  sucesión  de 
algún  compatriota  ausente,  si  se  hiciera  reo  de  cualquier 
delito,  no  habría  posibilidad  de  ejercer  contra  él  los  derechos 
que  asistiesen  á  las  partes  ó  á  las  autoridades ;  no  habría 
medio  de  obligarle  al  cumplimiento  de  las  disposiciones  judicia- 
les. Para  todo  se  alegaría  como  inviolable  la  investidura 
diplomática.  Sabido  es,  y  lo  confirman  expedientes  de  este 
Ministerio,  que,  cuando  algunos  Encargados  de  Negocios,  y 
Cónsules  Generales,  simultáneamente,  han  intervenido  en  li- 
quidaciones de    herencia,    no  sólo    han    procurado    constituir 
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mandatarios  con  una  simple  oarta  y  prescindiendo  de  toda 
formalidad  legal,  sino  que  han  llegado  á  pretender  qae  el 
Ministro  de  Eelaeiones  Exteriores  les  sirviese  con  los  tribana- 
Íes  y  demás  aatoridades.  Siempre  ha  existido  en  las  Oons- 
ritaciones  de  Venezuela  un  artículo,  semejante  al  89  de  la 
presente,  que  autoriza  á  la  Alta  Corte  Federal  para  ^'  conocer 
de  las  causas  civiles  ó  criminales  que  se  formen  á  los  em- 
pleados diplomáticos  en  los  casos  permitidos  por  el  derecho 
público  de  las  daciones."  Algunos  de  ellos  se  enumeran  por 
tratadistas  de  la  ciencia :  como  si  el  Agente  Diplomático  posee 
bienes  raíces  en  el  país,  si  se  hace  actor  en  juicio,  si  es  ciu- 
dadano de  la  Kación  en  que  está  acreditado  y  no  se  le  ad- 
mitió sino  bajo  la  condición  da  continuar  sábdito  de  ella.  Aquí 
convendría  añadir :  si  es  al  mismo  tiempo  Cónsul  por  lo  to- 
cante á  los  negocios  del  Consulado,  y  al  igual  de  los  demás 
Cónsules.  Pero,  sobre  las  dificultades  que  encontraría  la  aplica- 
ción de  estos  principios  y  que  deben  evitarse  en  cuanto  sea 
posible,  pues  á  los  Estados  pequeños  todo  se  les  disputa,  lo 
mejor  es  anticiparse  á  la  presentación  de  diferencias  tales. 
Esto  se  consegairía  declarando,  como  regla  de  derecho  interna- 
cional, la  inconipatibilidad  de  las  funciones  diplomáticas  y  las 
consulares.  Por  este  camino  no  se  volvería  á  reconocer  en 
ningún  Agente  extranjero  aquel  doble  carácter,  y  cesando  los 
que  en  la  actualidad  lo  obtienen,  campearían  desembarazada- 
mente las  máximas  que  en  materia  consular  quedan  establecidas* 

com!itri(Sd'd"í«f¿;:  E^  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de 
S cons^íSlSf ''""  ""''  la  Eepüblicade  Venezuela,  reunidos  en  Con- 
greso,— Considerando :  1*  Que  según  los  principios  del  derecho 
internacional,  los  Cónsules  están  sometidos  á  la  jurisdicción 
del  país  en  que  residen.  2*  Que  la  acumulación  de  las  fun- 
ciones diplomáticas  y  las  consulares  en  una  misma  persona 
dificulta  el  ejercicio  de  aquel  derecho. — Decretan  : 

Art.  1*    Venezuela  estima  incompatibles  las  funciones    di- 
plomáticas y   las  consulares  reunidas  en  un  mismo  individuo. 

Art.  2**    En   consecuencia    declara,  que    ni   por    su    parte 
hará    semejante   mezcla  en  sus    Agentes    exteriores  ni    podrá 
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admitirla  en  los  de  otras  Nacioues  enviados  á  sa  territorio.—* 
Dado  etc. 

Sabido  es  qne  el  derecho  internacional,  al  paso  qne,  salvas 
algnnas  excepciones,  concede  á  los  Agentes  Diplomáticos  el  pri- 
vilegio de  no  estar  sometidos  á  la  jarisdicción  civil  y  criminal 
<Lel  Estado  en  qne  viren,  lo  niega  á  los  Cónsules,  cnalqniera 
qne  sea  su  denominación,  porque  destinados  á  ejercer  funcio- 
nes muy  diferentes  de  las  que  incumben  á  los  primeros,  no 
necesitan  como  estos  de  la  completa  independencia  sin  la  cual 
se  encontrarían  embarazos  de  gran  momento.  La  ley  venezo- 
lana de  19  de  Mayo  de  1841,  explicando  el  artículo  174  de  la 
Oonstitnción  y  determinando  las  penas  en  que  incurren  la 
Corte  Suprema  y  los  demás  tribunales  cuando,  fuera  de  lo» 
casos  permitidos  por  el  derecho  de  gentes,  pretendan  ejercer 
jarisdicción  sobre  los  Ministros  públicos,  ó  las  personas  de  sus 
familias  ó  comitivas,  han  conñrmado  en  esta  parte  el  principio 
de  la  inmunidad.  El  otro  está  asimismo  reconocido  más  ó 
menos  explícitamente  en  la  legislación  nacional,  y  siempre 
lo  ha  seguido  Venezuela  bien  respecto  de  sus  Cónsules,  bien 
-en  cuanto  á  los  extranjeros. 

Mas  por  un  medio  indirecto,  é  indudablemente  sin  inten* 
ción  de  los  que  lo  emplean,  puede  llegar  á  de^^^truirse  nn  prin- 
cipio de  tan  evidente  utilidad,  y  que  importa  por  lo  mismo 
sostener.  Aludo  á  la  práctica,  ya  bastante  general  en  Yene- 
zaela,  de  acumular  en  un  mismo  individuo  las  funciones  di- 
plomáticas y  las  consulares.  Así  se  confunden  los  Cónsules 
con  los  Ministros  públicos,  y  se  colocan  en  una  situación  que 
no  puede  dejar  de  ofrecer  muchos  inconvenientes  al  país  donde 
residen.  Porque,  á  más  de  quedar  en  general  fuera  del  alcance 
de  las  leyes,  entre  las  facultades  de  los  Cónsules  hay  algunas 
para  cuyo  ejercicio  han  menester  la  intervención  de  los  tribu- 
nales, y  de  que  amenudo  resultan  cuestiones  que  á  estos 
les  incumben  decidir.  Tales  son,  por  ejemplo,  loa  casos  de  muer- 
te ab-intestato  de  sus  compatriotas  en  que  tienen  derecho  de 
intervenir  como  representantes  de  los  difuntos.  Supóngase  que 
alguna  vez  haya  acciones  que  deducir  contra  las  herencias  por 
parte  de  ciudadanos  de  Venezuela  ó    de    una  tercera  Xación, 
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y  que  los  Oónsnles  MinistroB  no  quieran  hacer  justicia  á  sus 
demandas,  ni  oir  los  mandatos  de  los  magistrados.  Entonces 
probablemente  se  les  vería  sacar  los  bienes  del  país  á  cuyos 
habitantes  pertenecen  en  todo  ó  en  parte,  con  evidente  per- 
jaicio  de  los  acreedores,  que  habrían  de  salir  en  pos  de  ellos  ^ 
lo  cual  no  debe  consentirlo  ningún  Estado  que  comprenda  la 
protección  que  le  toca  dar  á  sus  miembros.  Figúrese  lo  que 
resultaría  de  bacer  Agentes  Diplomáticos  á  Cónsules  comercian- 
tes, si  se  negaran  al  pago  de  las  contribuciones  públicas,  si 
no  les  plugiese  conformarse  en  el  ejercicio  de  su  industria 
con  las  leyes  de  la  Nación,  si  pretendieran  en  suma  violar  los 
derechos  ágenos  á  la  sombra  de  sus  inmunidades.  Bien  b& 
alcanza  que  los  casos  supuestos  son  algunos  de  los  que  con 
templó  el  artículo  constitucional ;  mas  bo  por  eso  carecería  su 
aplicación  de  dificultades  que  conviene  prevenir.  Discurre  el  Po- 
der Ejecutivo  que  se  conseguiría  esto  notificando  Venezuela 
á  los  otros  Estados  en  una  ley,  que  considera  incompatibles 
las  funciones  diplomáticas  y  las  consulares  reunidas,  y  que  en 
consecuencia  ni  las  acumulará  por  su  parte  eu  una  miMua 
persoDa,  ni  las  admitirá  en  los  Agentes  acreditados  á  ella  por 
las  Naciones  amigas.  Asi  se  manifiesta  en  el  proyecto  de  ley 
que  se  acompaña  con  el  número  5.^ 

No  contiene  lo  que  precede  ninguna  alusión  á  los  dignos 
miembros  del  cuerpo  diplomático  actual  que  reúnen  el  cargo 
de  Cónsules,  poniéndolos  su  respetable  carácter  á  cubierto  de 
toda  sospecha :  son  observaciones  abstractas  cuya  exactitud 
no  se  les  esconde  á  ellos  mismos,  y  tanto  menos  cuanto  pal- 
parán, bajo  otros  aspectos  que  los  referidos,  la  impropiedad 
de  semejante  mezcla;  y  se  contraen  sólo  á  las  consecuencias 
posibles  de  un  uso  capaz  de  aniquilar  en  la  práctica,  princi- 
pio«.  jEjeneralmente  aceptados.  (Memoria  de  Relaciones  Exte- 
riores de  Venezuela,  1856). 

MiníitrouaUaL.  Lcgacióu  dc  S.  M.  cl  Ecy  de  Italia.— El  Encar- 
gado de  Negocios  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia  tiene  el  honor  de 
comunicar  al  Excelentísimo  señor  Ministro  de  Eelaciones  Exte- 
riores por  orden  de  su  Gobierno,  las  consideraciones  sigaiente& 
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relativas  á  la  adoptación  de  la  ley  venezolana  acerca  de  la 
incompatibilidad  de  las  funciones  diplomáticas  j  consalares 
en  Qua  misma  i)ersona. 

La  Legislatara  de  Venezaela,  en  los  considerandos  que  pre* 
ceden  á  los  artículos  de  la  ley  de  que  se  trata,  ha  olvidado 
al  parecer  tener  en  cuenta  las  atribuciones  que  en  los  regla- 
mentos con.sulares  se  confieren  á  los  Cónsules  y  el  carácter  pú-' 
blico  de  que  se  hallan  re?vestidos  estos  funcionarios  ;  porque 
desde  la  institución  secular  de  los  Cónsules  y  según  los  %Bgla- 
mentes  vigentes  entre  las  Naciones  civilizadas,  estos  funcionarios 
no  sólo  representan  á  sus  nacionales  velando  por  los  intereses  ge- 
nerales del  comercio  que  estos  últimos  ejercen  en  países  extran- 
jeros, y  protegiéndolos  también  en  el  goce  legal  de  sus  dere- 
chos y  el  pacífico  ejeicicio  de  su  industria^  sino  también  re- 
presentan  al  Gobierno  que  los  ha  comisionado. 

Así  hallándose  los  intereses  de  los  subditos  de  una  Nación 
tan  directamente,  en  país  extranjero,  bajo  la  protección  de  su 
Agente  acreditado  como  Cónsul  y  Jefe  de  la  Legación ,  ninguna 
incompatibilidad  podría  existir,  en  principio,  entre  el  mandato 
diplomático  y  el  consular. 

En  fin  el  Gobierno  del  Eey  no  puede  entreverlas  dificul- 
tades á  que  se  refiere  la  ley  adoptada  en  Venezuela,  que  de- 
clara que  cuando  estos  dos  caracteres  oficiales  están  reunidos 
en  un  mismo  funcionario,  pueden  ocasionar  trabas  en  las  re- 
laciones con  los  Gobiernos  extranjeros. 

En  consecuencia   el  infraescrito  declara  en    nombre  de  su 
Gobierno  que  hace  toda  especie  de  reservas  contra  la  adopción 
dé  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1876  y  su  aplicación  á  los  Agen 
tes  que  el   Gobierno  de  Boma    podría    comisionar   en   Vene- 
zuela. 

Entre  tanto,  aprovecha  esta  oportunidad  para  reiterar  al 
Excelentísimo  señor  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  la  segu- 
ridad de  su  alta  consideración. 

Caracas :  Mayo  1**  de  1877.— (Firmado).— 0^.  Pl.  Massone.— 
Al  Excelentísimo  señor  Ministro  de  Eelaciones  Exteriores.— 
Caracas. 
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^"  voSiMueía/*     Estados  Unidos  de  Venezuela. — Ministerio  de  JE^e<^ 
laciones  Exteriores. — Oaracas :  Mayo  10  de  1877. — El  infraescritccr: 


Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de  Vi 
nezuela,  tiene  el  honor  de  responder  á  la  nota  que  el  señor  En< 
gado  de  Negocios   de  Italia  dirigió  á  este  Ministerio  con  fecha 
1?  del  corriente^  y  en  que   se  protesta  contra  la  adopción 
'  la    ley    venezolana  de    29   de  Mayo  1876    sobre    incompatib/ — 
lidad  de   las  fanciones  diplomáticas  y  las   consolares   en  nna  ^ 
misnñ  persona^  y  contra  SQ   aplicación   á   los   Agentes  que  el 
Gabinete  de  Boma  podria  comisionar  en  la  Eepública. 

Entrando  á  exponer  los  f  and  amentos  del  caso,  el  Caba- 
llero Masftono  nota  que  la  Legislatura  Kacional,  en  los  consi- 
derandos de  la  ley,  al  parecer  olvidó  las  atribuciones  qae  los 
reglamentos  consalares  confieren  á  los  Gónsales  y  *el  carácter 
público  de  qae  están  revestidos,  porque  no  sólo  representan  á 
sas  compatriotas  velando  por  los  intereses  generales  de  su  co- 
mercio y  protegiéndoles  en  el  goce  legal  de  sus  derechos  y  el 
pacífico  ejercicio  de  su  industria,  sino  también  representan  al 
Gobierno  que  los  ha  comisionado. 

El  infraescrito  se  toma  la  libertad  de  observar  que,  cuando 
la  Legislatura  expresó  que  los  Cónsules  son  simples  personeros 
de  sus  nacionales,  no  quiso  decir  que  deben  su  nombramiento 
á  estos,  y  que  no  representen  á  sus  Gobiernos,  pues  la  misma 
ley  nacional  sobre  la  materia,  de  13  de  Junio  de  1885,  es 
poco  más  ó  menos  igual  á  los  reglamentos  de  otros  países.  Su 
intención  fué  contraponer  los  Ministros  públicos  á  los  Cónsules 
en  punto  á  inmunidades  y  prerrogativas,  y  dar  á  entender  que 
los  últimos  no  tienen  por  objeto  las  relaciones  políticas  de 
los  Estados,  sino  los  particulares  intereses  de  sus  ciudadanos. 
Se  trató  de  describir  á,  los  Cónsules  por  el  rasgo  de  más  bulto 
que  los  caracteriza,  y  de  ningún  modo  negarles  representación 
oñcial. 

"No  hay  duda  que  la  tienen,  pero  limitada  al  objeto  pri- 
mordial de  protejer  el  comercio. 

De  la  diversa  naturaleza  de  los  Agentes  Diplomáticos  y  los 
consulares  resulta  que  los  primeros  están  exentos  de  la  juris- 
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icción  civil  y  criminal  del  país  de  sa  residencia,  mientras  los 
lilltimos  se  encuentran  por  el  contrario  sometidos  á  una  y  otra. 
ero,  como  un  mismo  Individuo  no  puede  estar  exento  de  las 
flejes  y  sometido  á  las  leyes,  de  aquí  la  necesidad  de  esta- 
^"bleoer  la  separación  decretada  por  la  Legislatura,  y  que  se 
¡*ttiicamina  al  apetecible  objeto  de  evitar  anticipadamente  difi- 
^  Onltades  futuras.  Sobre  el  particular  este  Despacho,  en  su  Me- 
QQoria  de  1874  al  Congreso,  recomendando  la  ley  que  se  ha 
pedido,  hizo  las  reflexiones  que  el  Caballero  Massone  leerá 
la  inclusa  copia,  destinada  á  desenvolver  los  inconvenientes 
^e  la  coofusión  de  los  dos  caracteres.  Y  muchos  años  antes 
«n  1856;  ya  se  recomendaba  en  otra  Memoria  la  propia  ley, 
liabiéndose  palpado  desde  entonces  los  daños  de  aquella  con- 

-  fDBÍÓD. 

Y  conviene  agregar  á  lo  dicho  que,  como  ningún  Estado 
^.ttone  obligación  perfecta  de  recibir  Ministros  ni  Cónsules  de 
itro,  puede  poner  á  su  recepción  las  condiciones  que  estime 
ecnadas.  Así  algunas  daciones  han  establecido  la  regla  de 
o  recibir  como  Ministro  á  un  subdito  suyo:  así  no  se  tiene 
por  ofensa  no  admitir  como  Ministro  á  un  individuo  particular 
é  quien  inhabilite  alguna  causa.  Venezuela  á  su  turno  ha 
[n^paesto  la  condición  de  que  los  nombrados  no  sean  simultánea- 
'''  mente  Ministros  y  Cónsules. 

»^  El  Gobierno  de  la  Bepública  espera  que  las  precedentes 

k  ezplicaciones  convencerán  al  de  S.  M.  I.  de  la  justicia  de  la  ley 
V'Teferida,  contra  la  cual   ninguna   otra   Nación  ha  protestado; 
■  ^  de  que,  tratándose  de  un  acto  expedido  en  uso  de  la  sobe- 
¡   ranía  nacional,  y  que  no  vulnera  ningún  derecho,   sus  disposi- 
[   oiones    pautarán  la   conducta  del  Ejecutivo  en   los  casos  que 
ocurran. 

Benueva  el  infraescrito  al  señor  Massone  las  seguridades 
de  su  consideración  distinguida. — E,  Andíieza  PaZacío.— Al  Ho- 
norable señor  Pascual  Massone,  Eucargado  de  Negocios  de 
Italia. 

angio^drano.^ci^o^^^       El  reuuiíse  una  turba  delante  de  la  casa  de 
connü  británico  .a  Ñor-    ^^  cóusul  iusultáudole  y  requiriéudole  la  en- 

trega  de  ciertas  personas  que  se  suponen  vivir  con  él,  no  es 
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uu  insulto  comprendido  eu  la  ley  de  30  de  Abril,  1790,  y  por 
consiguiente  el  ofensor  no  pu*Hle  ser  legaloiente  perseguido  on 
las   Cortes  de  los   Estados  UnidoK. 

Caso  de  Lotombe.  Uq  Cónsul  uo  está  exce¡)tu^do  de  procedimiento 
legal  por  el  derecho  de  gentíos,  ni  lo  está  el  Cónsal  General 
francés  por  la  convención  consular  entre  Francia  y  los  Estados 
Unidos,   de   1788,   anulada   en  1798. 

Ckso  de  viuaTUfio.  Eu  UD  oaso  iutcutado  contra  un  Cónsul  General 
de  Francia  por  negocios  do  naturaleza  pública,  y  en  el  cual 
obró  como  Agente  comercial  de  su  país,  el  Presidente  de  los 
Estados  Unidos  no  tiene  derecho  constitucional  para  interponer 
su  autoridad  si.no  antes  bien  dejar  la  materia  á  los  tribunales 
do  justicia. 

Los  Cónsules  extranjeros  sólo  pueden  comparecer  ante  las 
Coi  tes  Federales. 

La  Constitución  y  las  leyes,  en  vista  de  la  responsabilidad 
de  los  Cónsules  han  creado  estos  tribunales  con  exclusión  d« 
las  Cortes  del  Estado,  de  modo  que  puedan  comparecer  ante 
dichos  tribunales. 

**sioop  ]3?t8¿°*'*  Ninguna  Potencia  extranjera  puede  legal  men- 
te instituir  ó  erigir  Cortes  judiciales  de  ninguna  especie  en  la 
jurisdicción  territorial  de  los  Estados  Unidos,  sino  de  acuerdo 
con  los  tratados  y  en  cumplimiento  de  los  mismos.  Ko  estando 
garantizada  la  jurisdicción  de  Almirantazgo  que  se  ha  ejercido 
en  los  Estados  Unidos  por  Cónsules  de  Francia,  esta  jurisdic- 
ción no  es  legal. 

• 

^"^  %^&to^^^^'  Un  Cónsul,  aunque  agente  público,  se  supone 
revestido  de  autoridad  sólo  para  asuntos  comerciales.  Tiene 
incuestionable  derecho  para  intentar  reclamaciones  por  la  resti- 
tución de  la  propiedad  perteneciente  á  subditos  de  ese  país,  pero 
no  lo  incumbe,  sin  la  especial  autorización  de  su  Gobierno, 
intentar  reclamación  por  causa  de  violación  de  la  jurisdic- 
ción territorial  de  su   país. 

coruíéaAvheaton     ^^^   Vicc-cónsul,  debidamente  reconocido  por 
TMiostro  Gobierno,  es  parte  legal  para  asegurar  ó  defender  los 


INTBODUCCIÓN  4:79 


derechos  Oe  propiedad  de  ÍD<lividaos  de  sa  Nación,  en  una 
Corte  de  Almirantazgo.  En  ausencia  de  poderes  especiñcos  de 
autoridad  competente,  no  tiene  el  derecho  de  recibir,  en  su 
carácter  público,  los   productos  de  la  propiedad   acusada. 

^^  iíJii.%ace"°°*"  No  hay  ni  un  simple  privilegio  personal. 
Bs  privilegio  del  soberano  extranjero  que  su  representante  sea 
enjuiciado  sólo  en  las  Cortes  de  los  Estados  Unidos,  con  cujo 
Gobierno  solamente  tiene  relaciones  ;  y  no  se  pierde  por  omitir 
alegarlo  en  la    acción. 

Cualquier  contrato  hecho  por  un  Cónsul  de  una  Potencia 
neutral,  con  ciudadanos  de  una  Potencia   beligerante,  con  el 
objeto    de   protejor  contra  la  captura  por  el  otro   beligerante, 
cualquier  género  ó  mercancía  que  tal   ciudadano   tenga   en    las 
filas  del  enemigo,  es  nulo  y  contrario  al  orden  público. 

The  Lilla.  Ningún  individno  puede  intervenir  en  una  causa 

de  presa  ni  reclamar  la  devolución  do  la  propiedad  capturada 
so  pretexto  de  que  la  captura  se  hizo  en  aguas  neutrales. 
Cualquier  reclamo  que  se  haga  debe  intentarse  por  la  Nación 
neutral  cuyos  derechos  se  hubieren  violado.  Ni  aún  un  Cón- 
sul, por  virtud  de  su  simple  mandato,  tiene  ilerecho  á  in- 
tervenir. 

^^***  ^^crawfOTd'  ^*^°^'*  Ningún  Cónsul  tisne  por  el  derecho  de  gentes 
inmunidades  ó  privilegios  de  Embajador  ó  Ministro  público. 
Está  sometido  á  litigios  judiciales,  como  cualquier  otro  indivi- 
duo, en  los  tribunales  del  país  en  que  reside. 

H«pUai1fL^*°Baií^ray^    ^^^  «ortcs  dc  distrito  y  dc  circúito  de  los 
^  ^^sSSwS^ctT**'*      Estados  Unidos  tienen  jurisdicción  legal  sobre 
los  Cónsules  extranjeros. 

^***  **  ^^'¿efa''' ''"*"  Un  Cónsul  extranjero  puede  ser  arrestado 
por  una  Corte  de  circúito  do  acuerdo  con  los  actos  de  28  de 
Febrero  de  1839,  y  de  14  de  Enero  de  1841  y  el  Código  ds 
Procedimiento  de  Nueva  Yoik  por  causa  de  dinero  cobrado  por 
el  Cónsul  en  su  carácter  de  fiduciario. 

^Sfdoa  wbrrcdní^e^°'  Los  Estados  Uuidos  uosou  respousablcs  por 
perjuicios  ocasionados  por  sumas  de   dinero  ilegalmente  perci- 
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bidas  por  los  Cónsules,  ni  por  ningún  otro  acto  ageno  á  los 
deberes  de  su  empleo. 

Los  Cónsules  de  los  Estados  unidos  no  tienen  autoridad 
legal,  como  tales  Cónsules,  para  solemnizar  matrimonios  en  loB 
países  comprendidos  bajo  el  palio  del  derecho  de  gentes  de  la 
«ristiandad^  pero  si  en  Ioh  países  no  cristianos,  en  los  que  por 
convención  ó  de  hecho  tienen  el  derecho  de  extraterritorialidad 
los  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos. 

•ob^c^t^^aiM.  ^i  el  derecho  de  gentes  ni  los  actos  del  Con- 
greso consideran  á  los  Cónsules  y  Yice-cónsules  extranjeros 
como  Ministros  públicos  sino  sujetos  á  la  jurisdicción  civil  de 
nuestras  Cortes;  y  en  el  caso  del  Cónsul  genovés  Dallas  se 
xesolvió  que  no  estaban  exceptuados  de  las  persecuciones  de 
la  justicia. 

El  Presidente  no  puede  intervenir  en  semejante  caso ;  pero 
cuando  se  reclamu  un  privilegio  se  puede  intentar  el  pleito 
ante  la  Corte  Jurie^diccional  del  Estado;  ó  si  se  intenta  ante 
ana  Corte  nacioní;!,  el  Cónsul  puede  intentar  el  conocimiento 
de  la  causa  ante  la  Corte  Suprema. 

áBii^^oic^eéa.  La  reclamación  del  Enviado  francés  sobre  el 
ejercicio  del  poder  judicial  por  el  Cónsul  de  su  Gobierno  en 
el  puerto  de  Savannah  no  está  garantizada  por  tratados  vi- 
gentes. 

El  Presidente  no  puede  conceder  semejante  jurisdicción 
bajo  el  pié  de  reciprocidad. 

Los  principios  del  derecho  internacional,  según  se  reco- 
nocen en  Europa,  no  dan  á  los  Cónsules  el  ejercicio  del  poder 
judicial,  sino  que  los  derechos  y  deberes  de  estos  funcionarios 
dependen,  tanto  por  su  autoridad  como  por  su  extensión,  de 
los  tratados  vigentes  entre  los  Gobiernos  que  emplean  e:sta 
especie  de  Agentes  Comerciales. 

de  c/Sí?^xteLnjero8.  Los  Cóusulcs  cxtraujeros  no  gozan  de  otras 
inmunidades  que  las  concedidas  á  los  extranjeros  que  vienen 
á   este  país  á  negocios  particulares,  si  se  exceptúa  la  de  ser 
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ptsTseguidos  y  enjaiciados  exclasivamente  en  las  Cortes  Fede- 
rales, üaando  an  Cónsul  se  hace  culpable  de  alguna  falta  por 
conducta  impropia  ó  ilegal,  queda  sujeto  á  la  revocación  de  su 
escequaiuTj  y  á  ser  castigado  según  nuestras  leyes  ó  á  ser 
eoTiado  á  su  país,  á  la  disposición  de  su  Gobierno. 

CModeiconrai^británico  j^^^  Cóusulcs  cxtranjcros  no  están  exceptua- 
dos ni  por  tratados  ni  por  ley  del  efecto  penal  del  Estatuto 
que  prohibe  el  enganche  de  tropas  en  los  Estados  Unidos  para 
el  servicio  militar  de  una  Ilación  extranjera. 

BiencBde^extranjeros  j^^^  bicucs  dc  los  cxtraDJeros  quo  muereu  en 
los  Estados  Cuidos  están  sometidos  á  la  jurisdicción  de  las 
autoridades  locales. 

El  Cónsul  del  país  del  difunto  sólo  puede  intervenir  como 
inspector,    pero  no    tiene  autoridad  jurisdiccional. 

^""'ctLdínr''""'  Los  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  que 
desempeñen  consulados  extranjeros  en  los  Estados  Unidos  no 
están  exentos  del  servicio  de  Jurados  ni  del  servicio  en  la 
milicia^  ni  por  el  derecho  de  gentes,  ni  por  la  Constitución 
7  leyes  de  los  Estados  Unidos,  aunque  estén  exceptuados  por 

f  

los  Estatutos  del  Estado  de  la  Unión  en  que  residan. 

^^^cónsuiw/^'  Los  Cónsules  extranjeros  no  tienen  ningún 
derecho  en  el  juicio  de  una  persona  cuyos  actos  los  afecten 
como  cómplices,  á  intervenir  por  escrito;  pero  pueden  compa- 
recer como  testigos  ó  consejeros,  en  auxilio  de  la  defensa  de 
la  persona  indiciada. 

Un  Cónjsul  puede  ser  autorizado  para  comunicarse  directa- 
mente con  el  Gobierno  del  país  en  que  reside,  pero  no  adquiere 
por  este  motivo  los  privilegios  diplomáticos  de  un  Ministro. 

Ni  tampoco  los  adquiere  aunque  sea  nombrado  al  mismo 
tiempo  Encargado  de  ISTegocios. 

La  extraterritorialidad  de  los  Cónsules  extranjeros  en   Tur- 
quía es  enteramente  independiente  del  hecho  de  representación 
TOMO  r  31 
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diplomática,  y  se  conserva  por  la  diferencia  de  ley  y  religión, 
DO  siendo  sino  incidental  al  hecho  de  la  extraterritorialidad 
reconocida  de  los  cristianos  en  todos  los  países  no  cris- 
tianos. 

Los  Cónsules  son  aceptados  y  admitidos  por  la  auto- 
ridad local.  Si  el  Cónsul  se  hace  culpable  de  impropia 
ó  ilegal  conducta  puede  revocársele  el  exequátur  qae  se  le 
hubiere  dado,  y  ser  castigado  ó  despedido  del  país,  á  opción 
del  Gobierno  ofendido.  En  causas  civiles  y  criminales  los  Con- 
snles  están  sometidos  á  la  autoridad  local  del  mismo  modo  que 
los  demás  extranjeros  residentes  obligados  á  prest  ar  obediencia 
(allegiance)  temporal  al  Estado.  Un  Cónsul  comerciante,  en 
todo  lo  que  concierne  á  sus  negocios,  está  sometido  ala  auto- 
ridad local,  lo  mismo  que  el  comerciante  nativo.  El  carácter 
de  Cónsul  no  proteje  el  de  comerciante  cuando  concurren  en 
una  misma  persona.  (Todos  estos  casos  han  sido  tomados  del 
Digest  of  tlte  published  opinions  of  the  attorneys- general  and  of 
the  Uading  decisions  of  the  federal  courts,  etcj. 

^^^eíeEcSSSa^*^  Propiamente  hablando  no  tiene  Venezuela 
sistema  consular  propio,  aunque  sí  los  medios  y  recursos  ne- 
cesarios para  establecer  uno  perfecto,  capaz  de  ser  de  grande 
utilidad  á  la  Eepública.  En  las  listas  de  Cónsules  qae  he 
leído  en  las  Memorias  de  nuestro  Ministerio  de  Eelaciones  Ex- 
teriores, se  ve  que  tenemos  160,  de  los  cuales  apenas  diez 
son  venezolanos,  pudiendo  emplear  en  este  importante  servicio 
cincuenta  jóvenes  que  irían  á  educarse  á  Europa,  y  volver 
á  ser  útiles  á  su  patria  en  el  interior.  Cuarenta  mil  francos 
mensuales  producen  nuestros  consulados,  que  podrían  distri- 
buirse entre  cuarenta  ciudadanos  á  razón  de  mil  francos  de 
sueldo  mensual  cada  uno.  Qué  hermoso  sería  ver  salir  en  uno 
de  los  vapores  que  van  á  Europa  á  cuarenta  Cónsules  vene- 
zolanos!    Los  inconvenientes  de  nombrar  extranjeros   para  este 

cargo,  han  resultado  y  resaltan  constantemente.  4  Cómo  se 
castiga  á  un  extranjero  Cónsul  de  Venezuela,  cuando  falta 
á  su  deber  I  Ni  qué  interés  puede  tener  ose  Cónsul  por  una 
patria  que  no  es  la  suya,  cuya  geografía  no  conoce,  (se  sabe 
de  alguno  que  aapone   á   Venezuela  en  la  América   Central)  T 
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X 11  embargo,  para  hacer  el  Gobierno  de  Venezuela  la  salu- 
e    reforma  aquí    señalada  apenas  le  basta  dar  una   reso- 
<3n  ejecutiva,  apropiando  al  objeto  el  producto  de  nuestros 
importantes  consulados;  producto  que  es  considerable. 

^^   ^cTxSSS*  "''^''         El    Congreso  de   los   Estados    Unidos    de 
enezuela,  decreta :  Ley  de  los  Agentes  consulares  y  comer- 
''^'iales.    Capítulo  I.     De  los  Cónsules.     Art.  1?     Habrá  Cón- 
sules Generales  á  juicio  del  Ejecutivo  Nacional  en  las  capitales 
^  otros  lugares  de    las    Naciones  de  Europa    y    América;  y 
^abrá  también  Cónsules  particulares  en    las   plazas  y  puertos 
extranjeros,  en  que  lo  estime  conveniente. 

§  único.  Los  individuos  en  que  el  Ejecutivo  provea  los 
Consulados  Generales  no  deben  tener  relaciones  de  comercio 
con  puertos  de  Venezuela. 

Art.  2?  Los  Cónsules  ejercerán  sus  funciones  en  virtud 
de  las  letras  patentes  expedidas  por  el  Ejecutivo,  y  del  exe- 
quátur del  Gobierno  Supremo  del  país  en  que  hayan  de  re- 
sidir, ó  de  la  autoridad  superior  del  territorio  en  que  van  á 
ejercer,  y  siendo  interinos,  en  virtud  de  su  nombramiento  y 
de  la  autorización  del  Ministerio  de  Eelaciones  Exteriores  res- 
pectivo ;  y  como  tales  Cónsules,  tendrán  derecho  á  las  exen- 
ciones, prerrogativas  é  inmunidades  que  según  el  derecho  de 
gentes  y  tratados  vigentes  ó  las  prácticas  existentes,  corres- 
pondan á  estos  empleados. 

Art.  3?  El  Ejecutivo  Nacional  podrá  también  nombrar 
Agentes  comerciales  en  los  puertos  en  que  lo  crea  convenien- 
te; y  los  Cónsules  Generales  podrán  igualmente  nombrar  en 
sus  distritos  consulares  y  bajo  su  responsabilidad,  estos  mismos 
Agentes,  previa  la  autorización  del  Ejecutivo. 

Art.  4®  Los  Agentes  comerciales,  nombrados  por  el  Eje- 
cutivo, ejercerán  las  funciones  que  él  les  atribuya  dentro  del 
íiiáxmun  de  las  que  correspondan  á  los  Cónsules,  pero  con 
un  carácter  privado,  previo  el  consentimiento  de  la  autoridad 
local  competente.  Y  los  nombrados  por  los  Cónsules  cum- 
plirán   las  órdenes  de  éstos,  eomo  sus   delegados,  y  prestarán 
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todo8  los  bueuos  oficios  qae  estén  á  su  alcance  á  los  ciada- 
danos  veni^zolauos  qae  se  encuentren  en  el  lugar  de  su  resi- 
dencia. 

Ari.  5"  En  el  caso  de  maerte,  enfermedad,  aasencia  ú 
otro  impedimento  legítimo  de  los  Cónsules  y  Agentes  comer- 
ciales, podrán  ser  reemplazados  provisionalmente  por  personas 
idóneas  que  nombrará  el  Ministro  ó  Agente  Diplomático  de  la 
Bepública  en  el  país  respectivo,  dando  cuent-.k  al  Poder  Eje- 
cutivo para  su   aprobación. 

Art.  G?  Los  Cónsules  y  Agentes  comerciales  estarán  subor- 
dinados al  Ministro  ,ó  Agente  Diplomático  de  la  Eépública  en 
la  Nación   en  que  residan. 

Art.  7°  Los  Cónsules  Generales  tendrán  la  facultad  de 
vigilar  la  conducta  de  los  Cónsules  particulares  residentes  en 
el  mismo  país,  y  á  falta  de  Agente  Diplomático  de  Venezuela, 
les  servirán  de  órgano  para  comunicar  con  el  Ministro  de  Eela- 
ciones  Exteriores  de  la  Eépública.  En  casos  de  urgencia,  ó 
de  estar  los  Cónsules  particulares  más  próximos  al  territorio 
nacional  que  los  generales,  podrán  aquellos  entenderse  desde 
luego  con  el  Gobierno,  sin  perjuicio  de  dar  después  cono- 
cimiento de  sus  actos  á  los  Cónsules  Generales. 

Capítulo  IL  De  las  formalidades  que  deben  observar  Jos 
Cónsules  y  Agentes  comerciales  al  entrar  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones.  Art.  8?  Mientras  los  Cónsules  no  obtengan  el 
exequátur  de  sus  letras  patentes,  ejercerán  sus  funciones  basta 
donde  la  autoridad    local  com  pétente  se  lo  permitiere. 

Art.  9<>  Los  Agentes  comerciales  presentarán  desde  luego 
el  título  de  sus  nombramientos  á  la  autoridad  competente  del 
lugar  á  que  se  les  destine,  solicitando  la  autorización  conve- 
niente para  entrar  en  el  ejercicio  de  su  empleo,  si  tal  fuere 
la  práctica  allí  establecida. 

Art.  10.  Admitido Jun  Cónsul  ó  Agente  comercial  al  ejer- 
cicio de  sus  funciones  en  la  forma  de  costumbre  ea  el  país 
respectivo,  procederá  desde  luego  á  recibir  el  archivo,  sello  y 
bandera  del  Consulado,  de  la  persona  ^en  cuyo  poder  se  encuen- 


INTRODUCCIÓN  485 


tren,  bajo  formal  iuveotario,  del  caal  remitirá  aua  copia  á  la 
Secretaría  de  Eelaciones  Exteriores  de  Yenezaela.  El  Oónsal 
e»  responsable  del  contenido  del  inventario. 

§  único.  Al  cesar  en  sns  funciones  un  Oónsal  por  cnal- 
quiera  cansa,  consignará  sa  diploma  en  manos  del  entrante, 
el  cnal  lo  remitirá  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  de 
Venezuela  para  que  allí  se  cancele. 

Art.  11.  Los  Cónsules  que  no  se  encuentren  en  Venezuela 
en  la  época  de  su  nombramiento,  enviarán  al  Ministro  de  Be- 
laciones  Exteriores,  por  escrito,  firmada  de  su  puno,  la  afir- 
mación de  cumplir  debidamente  sus  funciones,  ó  la  prestarán 
ante  el  Agente  Diplomático  ó  el  Oónsal  General  de  Venezaela 
que  haya  en  la  Nación  de  su  residencia. 

Art.  12.  Si  hubiere  en  manos  del  Cónsul  cesante,  y  en 
calidad  de  tal,  algunas  propiedades,  fondos  ó  efectos  de  cual- 
quiera especie,  deberán  pasar  á  su  sucesor  con  todos  los  docu- 
mentos y  papeles  relacionados  con  el  depósito  para  la  aplica- 
ción correspondiente,  según  las  leyes. 

Art.  13.  Al  entrar  en  el  ejercicio  de  su  empleo,  eL  Cónsul 
ó  Agente  comercial  deberá  participarlo  inmediatamente  al  De- 
partamento de  Belaciones  Exteriores  de  Venezuela,  al  Ministro 
ó  Agente  Diplomático  de  la  Bepública  en  el  país  en  que  va  á 
servir,  y  á  los  demás  Cónsules  venezolanos  residentes  en  el 
mismo  país  y  en  los  puertos  vecinos  de  otras  Naciones ;  y  pu- 
blicarlo por  la  prensa.  Del  exequátur  mandarán  ¡copia  autori- 
zada los  Cónsules  al  Ministerio  de  Belaciones  Exteriores  ex. 
presado. 

Art.  14.  Ningún  Cónsul  ó  Agente  comercial  podrá  ausen- 
tarse  del  lugar  de  su  residencia  consular  sin  que  haya  obtenido 
permiso  del  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  Venezuela, 
ó  del  Agente  Diplomático  de  la  Bepública  en  el  país  respec- 
tivo, á  menos  que  sea  en  caso  de  urgencia,  lo  cual  deberá 
acreditarse  debidamente  ante  el  jefe  de  aquel  Departamento. 
En  este  último  easo  dejará,  bajo  su  responsabilidad,  un  Vice- 

CÓDSUl. 
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Capítulo  III.  De  los  registros  y  demás  pupeles  y  efectoc^ 
del  UoBsulado.  Art.  15.  Los  Oóusales  y  Agentes  comerciales 
deberán  tener  los  libros  siguientes : 

1?  Un  registro  ó  libro  copiador  de  su  correspondencia  con 
el  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  y  con  el  respectivo  Ageuce 
Diplomático  de  Venezuela. 

2^  Un  libro  copiador  de  la  demás  corespond encía  que  ocu< 
rra  en  negocios  del  Consulado . 

3*  Un  registro  en  que  se  asienten  las  protestas  y  demáis 
actos  de  que  deban  dar  fe. 

4*  Otro  para  los  pasaportes  que  dieren,  expresando  los 
nombreS;  edad,  profesión,  señales  de  los  individuos  y  lugar  á 
que  se  dirijan. 

5°  Otro  para  anotar  los  recibos  que  hubieren  dado  por 
derechos  y  emolumentos  percibidos  en  virtud  de  la  ley,  espe- 
cificando las  sumas  y  motivos. 

6*  Otro  en  fin,  en  que  se  llevará  la  cuenta  y  razón  couoi- 
probada  de  las  cantidades  recibidas,  y  de  las  invertidas,  co- 
rrespondiente á  las  herencias  ab-intestato. 

7^.  Otro  en  que  conste  el  padrón  de  los  venezolanos  re- 
sidentes en  el  distrito  del  Consulado,  y  también  el  de  los  tran- 
seúntes. 

Art.  16.  El  despacho  ú  oficina  del  Consulado  deberá  te- 
nerse en  nna  pieza  destinada  exclusivamente  á  este  uso,  y  á 
la  entrada  de  ella  se  colocarán  las  armas  de  Venezuela,  las 
cuales  se  pondrán  también  sobre  la  puerta  exterior  de  la  casa 
consular,  si  estuviere  convenido  por  tratado,  ó  fuere  tal  la  prác- 
tica del  lugar. 

Art.  17.  Cada  Consulado  deberá  tener  un  sello  oficial,  la 
bandera  y  las  armas  de  Venezuela.  El  sello  se  tendrá  siem- 
pre guardado  en  un  lugar  seguro,  y  se  usará  para  autorizar 
todos  los  documentos  que  expidiere  el  Cónsul  ó  Agente  comer- 
cial con  el  carácter  de  tal,  y  para  sellar  la  correspondencia. 

Capítulo  IV.  De  los  deberes  de  los  Cónsules  y  Agentes 
eme  reíales.    Sección  1^     De  la  naturaleza  de  los  deberes  con  • 
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salares.  Art*  18.  El  deber  principal  de  los  Oónsales  y  de  los 
Agentes  comerciales  en  las  plazas  j  puertos  extranjeros,  es  pro- 
teger el  comercio  nacional  y  auxiliar  á  los  ciudadanos  conforme 
á  la  práctica  y  usos  establecidos  por  el  derecho  de  gentes,  y 
con  arreglo  á  lo  acordado  en  los  tratados  públicos,  y  á  las  ius- 
tracciones  que  se  les  comuniquen. 

Art.  19.  Los  Cónsules  no  desempeñarán  ninguna  función  di- 
plomática. Pero  sí  deben  dirigirse  á  las  autoridades  locales, 
en  toda  la  extensión  de  su  distrito,  para  reclamar  contra  cual- 
quier infracción  de  los  tratados  ó  convenciones  existentes  entre 
los  Estados  Unidos  de  Venezuela  y  el  país  de  su  residencia, 
y  para  protejer  ofíciodamente  los  derechos  é  intereses  de  sus 
compatriotas^  y,  sólo  á  falta  de  Agente  Diplomático  de  su  Ka- 
ción,  podráii  exponer  lo  que  crean  necesario  al  Gobierno  su- 
premo del  país  en  que  ejerzan  sus  funciones. 

Art.  20.  Los  Cónsules  cuidarán  de  evitar  disputas  con 
las  autoridades,  á  quienes  elevarán  sus  representaciones  con 
el  debido  respeto   y  moderación. 

Art.  21.  Por  ningún  motivo  se  mezclarán  en  los  asuntos 
políticos  ó  locales  del  Estado  en  que  residan^  bajo  la  pena 
•de  ser  reprobados  y  destituidos  de  su  cargo  por  el  Ejecutivo 
Ifacional. 

Art.  22.  Enarbolarán  la  bandera  venezolana  en  los  días 
de  fiestas  públicas,  religiosas  ó  nacionales,  la  pondrán  á  media 
asta  en  los  días  de  duelo  público  ó  la  arriarán  en  caso  ne- 
cesarlo,  todo  de  conformidad  con  los  usos  y  prácticas  estable- 
cidas en  el  país  en  que  residan. 

Art.  23.  En  su  correspondencia  observarán  las  reglas  si- 
guientes : — !•  Numerar  sus  comunicaciones  desde  el  principio 
hasta  el  fin  de  cada  año,  empezando  nueva  numeración  en 
el  próximo. — 2*.  Separar  perfectamente  los  asuntos  que  tra- 
taren en  cada  nota.— 3?  Escribir  al  principio  de  todo  oficio 
ana  indicación   compendiosa  de  su  contenido. 

Art.  24.  Los  gastos  de  correspondencia  con  el  Ministerio 
de  Belaciones  Exteriores  correrán  á  cargo  de   los  Cónsules. 

Sección  2".    De  los   deberes   de    los  Cóosules  y    de    los 
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Agentes  comerciales  con  respecto  á  las  propiedades  de  los 
venezolanos  qne  mueran  intestados  ó  sin  tener  en  el  lugar 
qnien  los  represente.  Art.  25.  Los  Cónsules  y  los  Agentes 
comerciales  tomarán  y  conservarán  en  depósito  todos  los  efec- 
tos y  propiedades,  muebles  ó  inmuebles,  pertenecientes  á  al* 
gún  ciudadano  de  Venezuela  que  falleciere  en  el  territorio  de 
su  Consulado ;  man  para  hacerlo  se  requiere  : 

1**.    Que  las  leyes   del    país  no  prohiban  esta  intervención 
á  los  Cónsules,  ó  que  ella  haya  sido  estipulada  en  algún  tratado . 
público. 

2^,  Que  la  persona  haya  muerto  sin  dejar  en  el  terri- 
torio del  Consulado  ó  agencia  sucesores  legítimoS|  socios  en 
negocios  mercantiles,  albaceas  testamentarios  ú  otras  perso- 
nas que    de  cualquier  modo  la  representen. 

Art.  26.  Al  poner  en  ejecución  este  deber,  los  Cónsules 
y  Agentes  comerciales  observarán    los    trámites  siguientes: 

1?  Antes  de  encargarse  de  los  efectos  y  propiedades, 
harán  un  inventario  y  avalúo  prolijo  de  todos  ellos,  en  nnióu 
de  dos  testigos  idóneos  venezolanos  y,  en  su  defecto,  extran- 
jeros. * 

2^  Recogerán  lo  que  se  deba  al  difunto,  si  muriere  in- 
testado, y  en  el  mismo  caso  pagarán  sus  deudas  legítimas,  ^ 
previa  la  fianza  del  acreedor  de  mejor  derecho,  si  este  re* 
qnisito  no  se  opusiere  á  las  leyes  del  país,  con  cuyo  objeta 
pondrán  en  venta  pública  los  bienes  que  sean  necesarios,  avi- 
sando al  público  tres  veces  por  carteles  y  en  los  periódicos 
del  lugar.  Dicha  venta  se  ejecutará  por  este  orden :  1<^.  los 
artículos  perecederos,  los  cuales  se  enajenarán  desde  luegOf 
y  aun  sin  la  formalidad  de  avisos,  cuando  su  naturaleza  lo 
exigiere  :  2*,  los  bienes  semovientes :  3^  los  demás  bienes 
muebles  :  4*,  los  inmuebles  rurales  :  5*,  los  inmuebles  ur- 
banos. 

3®.  Acordarán  lo  conveniente  para  la  conservación  de 
todos  los  demás  bienes,  pudiendo  arrendarlos,  ó  contrata  r  sa 
administración  y  cuido  hasta    que    se  disponga  de  ellos. 


INTEODTJOOIÓN  489 


4^  Trascurrido  un  año  después  de  la  muerte,  si  algo  que- 
ilare  en  numerario,  se  remitirá  á  la  Tesorería  General  de  la 
República,  con  testimonio  de  lo  actuado.  Pero,  si  antes  del 
año  se  presentaren  los  herederos,  ó  sus  representantes  le- 
gítimamente autorizados,  solicitando  la  herencia  y  comprobando 
debidamente  los  derechos,  se  les  entregará  inmediatamente  por 
los  Cónsules  ó  los  Agentes  comerciales  con  deduccióu  de  los 
derechos  que  les  correspondan. 

5*>.  Si  hubiere  dudas  en  cuanto  á  los  herederos,  porque 
varias  partes  se  presenten  con  este  título  reclamando  la  he- 
rencia, el  Oónsul  ó  Agente  comercial  dispondrá  que  deduzcan 
sus  derechos  ante  los  tribunales  competentes. 

6?  En  los  libros  del  Consulado  se  llevará  con  toda  pro- 
lijidad cuenta  y  razón  comprobada  de  las  cantidades 
recibidas  y  de  las  invertidas  correspondientes  á  la  he- 
rencia, así  como  de  todo  lo  demás  que  tenga    relación  con  ella. 

7*  Concluidas  las  diligencias  que  quedan  mencionadas,  el 
OÓDSul  ó  el  Agente  comercial  dará  cuenta  de  todo  lo  obrado 
al  Ministro  de  Eelaciones  Exteriores  de  Venezuela,  expresando 
el  balance  en  dinero  que  se  haya  remitido  á  la  Tesorería 
General,  ó  los  efectos  que  hayan  sido  entregados  y  acompa- 
ñados de  una  lista  especificada  de  los  bienes  que  quedan  á  sa 
cargo,  ó  de  los  que  hayan  sido  entregados  á  los  representantes 
del  difunto,  según  haya  ocurrido  el  caso. 

Art.  27.  Los  bienes  que  queden  en  poder  de  los  Cón- 
sules después  de  pagadas  las  deudas,  no  se  enajenarán  hasta 
pasados  dos  años  de  la  muerte  del  venezolano  que  los  dejó, 
si  no  hubiere  parecido  algún  sucesor  legítimo  suyo ;  pero 
si  algunas  circunstancias,  á  juicio  del  Poder  Ejecutivo,  hicieren 
necesaria  antes  la  venta  de  todos  ó  parte  de  ellos,  el  mismo* 
Poder  Ejecutivo  lo  ordenará,  dándose  en  todos  casos  por  la 
Secretaría  de  Eelaciones  Exteriores  las  instrucciones  convenien- 
tes á  los  Cónsules.  El  producto  de  estos  bienes  se  remitirá 
también   á  la  Tesorería  General  de  la   República. 

Art.  28.    Los  Cónsules  y  los  Agentes    comerciales  en    caso 
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de  muerte  de  algúu  ciadadano  de  Venezuela,  eu  los  términos 
expresados  en  los  artículos  anteriores,  avisarán  inmediatamente 
sn  muerte  en  los  periódicos  de  la  jurisdicción  de  su  Consulado 
ó  agencia,  y  también  al  Agente  Diplomático,  sí  lo  hubiere,  y 
al  Ministro  de  Belaciones  Exteriores,  con  copia  del  inventario 
y  avalúo  de  los  bienes  mortuorios. 

Sección  3*    De  los  deberes  de  los  Cónsules  y  de  los  Agen- 
tes comerciales  en   los  casos   de   naufragio.     Art.  29.     Cuando 
algún  buque  de  Venezuela  naufragare  sobre  las  playas    del  te- 
rritorio en   que  residan  Cónsules  ó  Agentes  comerciales,  toma- 
rán éstos  todas  las  medidas  conducentes   á   salvar   las   tripula- 
ciones, buques  ó  sus  cargamentos  y  á  poner  en  seguridad  en 
almacenos  los  efectos  y  mercancías  que  salven,  si  así  les  fuere 
permitido  por  las  leyes  del  país,  haciendo  de  todo  un    inven- 
tario  exacto  para  ser  entregado  á  sus   dueños,   luego  que  se 
presenten^  pero  los  dichos  Cónsules  y  Agentes  comerciales  no 
tendrán  derecho  á  tomar  en  depósito  los  efectos  y   mercancías 
salvados,  siempre  que  su  dueño  ó  consignatario  se  halle  en  el 
lugar  y  en  estado  de  dirigir  sus  negocios.    Si  no  se  encontrare 
allí  el  dueño  ó   consignatario  de  dichos  efectos  y   mercancías, 
los  Cónsules  y  los  Agentes  comerciales  procederán  de  la  misma 
manera  que  se  ha  establecido  en  la  sección  2^  de  este  capítulo*. 

Sección  4*  De  los  deberes  de  los  Cónsules  y  de  los  Agen- 
tes comerciales  respecto  de  los  buques  nacionales  y  sus  ca^ 
pitanes.  Art.  30.  Los  Cónsules  ó  los  Agentes  comerciales  de- 
berán por  sí  ó  por  medio  de  una  persona  inteligente,  depen- 
diente de  su  Consulado,  pasar  á  bordo  ó  instruir  á  los  capi- 
tanes ó  sobrecargos  del  buque  ó  buques  de  Venezuela,  que 
lleguen  al  puerto  de  su  residencia,  de  cuanto  pueda  serles 
útil  y  necesario  saber  relativamente  al  estado  mercantil  y  po- 
lítico del   país. 

Art.  31.  Los  Cónsules  y  los  Agentes  comerciales  guardarán 
en  depósito,  durante  la  permanencia  del  buque  ó  buques  en 
el  puerto,  el  registro,  carta  de  mar  y  pasaporte  de  que  estén 
provistos,  exigiéndolos  del  capitán  al  hacer  la  visita  expresada 
en  el  artículo  anterior,  si  no  hubiere  en  el  país  disposiciones^ 
en  contra. 
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Art.  32.  Los  Gónsules  y  los  Agentes  comerciales  proca- 
í^arán  qne  se  decidan  por  medio  de  arbitros  todas  las  diferen- 
cias qne  ocurran  entre  los  negociantes,  capitanes  y  marineros 
Venezolanos ;  y  cuidarán  de  que  se  observen  por  ellos,  con 
puntualidad,  las  leyes  y  reglamentos  marítimos  de  la  Re- 
pública. 

Art.  38.    Las  patentes  de  sanidad  deberán  ser  visadas  por 
los  Oónsules  ó  los  Agentes  comerciales,  sin   cuyo  requisito  no 
96  considerarán   limpias ;  ñas,  respecto  de  los  buques  de  menos 
^6  doscientas  toneladas,  bastarán  las  patentes  expedidas  por  di 
<3lios  Oónsules  ó  Agentes  comerciales. 

Art.  34.  Si  un  capitán  de  buque  venezolano  infringiere 
alguna  ley  ó  disposición  vigente  de  la  Bepública,  será  un  deber 
de  los  -  Oónsules  y  los  Agentes  comerciales  enviar  al  Ministro 
de  Belaciones  Exteriores  una  relación  auténtica  del  hecho, 
expresando  el  nombre  y  señales  del  buque,  el  puerto  á  que 
pertenezca,  el  lugar  de  la  residencia  del  capitán  y  el  puerto 
á  donde  se    haya  dirigido  últimamente. 

Sección  5?  De  los  deberes  de  los  Oónsules  y  los  Agentes 
comerciales  con  respecto  á  los  marineros  venezolanos.  Art.  35. 
Los  Oónsules  y  los  Agentes  comerciales  prestarán  entera  pro- 
tección á  los  marineros  venezolanos,  no  sólo  para  poner  á  cu- 
bierto sus  personas  y  bienes  en  los  países  extranjeros,  sino  tam- 
bién para  vigilar  sobre   su  conducta  y   buen  comportamiento* 

Art.  36.  Onidarán  los  Oónsules  y  los  Agentes  codoercia- 
les  de  que  las  estipulaciones  entre  capitanes  y  marineros,  con - 
tenidas  en  el  rol  de  tripulación  respectiva,  sean  fielmente  cum- 
plidas, á  fin  de  evitar  que  sin  justa  causa  se  encuentren  dichos 
marineros  despedidos  y  abandonados  en  países  extranjeros,  6 
que  los  buques  queden  sin  justa  causa  privados  de  la  dotación 
necesaria. 

Art.  37.  Será  obligación  de  los  Oónsules  y  los  Agentes 
comerciales  favorecer  á  los  marineros  venezolanos  que  se  en- 
cuentren desvalidos  y  enfermos  ó  en  la  miseria,  en  los  puertos 
de  su  residencia,  sujetándose  á  las  instrucciones  que  expida  el 
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Poder  Ejecativo,  y  procurar  además  agenciarles  ios  medios  de 
regresar  al  territorio  de  la  Eepública. 

Art.  38.    Exigirán  de  los  capitanes  de  bnqnes  venezolanos, 
y  á  falta  de  éstos  solicitarán  de  los  baques  extranjeros   con 
destino  á  alguno  de  los  puertos  de  la   Bepública,  que  tomen 
á  su  bordo  el  marinero  ó  marineros  desvalido»,  ajustando  el  \ 
precio  del  pasaje  en  los  términos  más  cómodos  y  equitativos. 

La  cantidad  que  por  este  respecto  deba  abonarse  al  oa 
pitan  del  buque,  será  girada  por  los  Cónsules  ó  los  AgenteS/  co- 
merciales, á  favor  de  dicho  capitán  y  contra  el  Administrador 
de  Aduana  del  puerto  á  donde  se  dirija  con  los  marinero8|  _ 
quedando  éstos  en  el  deber  de  reintegrar  la  suma  ya  indicada 
en  la  misma  Aduana  que  hizo  el  desembolso  del  medo  y  en 
el  tiempo  que  le  señalará  el  Administrador  principal  de  ella, 
atendidas  las  circunstancias  que  deban  considerarse  conforme 
á  las  instrucciones  que  para  ello  dicte  el  Poder  Ejecutivo. 

Capítulo  y.  De  las  facultades  de  los  Cónsules.  Art.  39. 
Los  Cónsules  y  los  Agentes  comerciales  en  los  puertos  ó  los 
lugares  de  su  residencia  tienen  la  facultad  y  el  deber  de  rt- 
cibir  toda  especie  de  protestas  ó  declaraciones,  que  los  capita- 
nes, maestres,  marineros  y  pasajeros  y  comerciantes  ciudadanop 
de  la  Bepública  de  Venezuela,  ó  cualesquiera  extranjeros,  teoh 
gan  por  conveniente  hacer  ante  ellos  sobre  asuntos  en  qae 
se  versen  intereses  de  los  dichos  ciudadanos  de  Venezuela,  y 
las  copias  de  estos  actos,  firmadas  por  los  mismos  Cónsules. 6 
Agentes  comerciales  y  selladas  con  el  sello  consular,  tendrán 
entera  fe  y  crédito  en  todas  las  oficinas  y  tribunales  de  la 
Eepública.  También  están  facultados  para  legalizar  los  docu- 
mentos expedidos  por  las  autoridades  locales  á  falta  de  em-  . 
pleados  diplomáticos  de  Venezuela,  y  los  expedidos  por  las  au- 
toridades venezolanas  después  que  lo  haya  hecho  el  Ministro  de 
Eelaciones  Exteriores  de  la  Eepública. 

Art.  40.  Los  Cónsules  y  los  Agentes  comerciales  están 
autorizados  para  expedir  los  pasaportes  que  sean  necesarios  á 
los  ciudadanos  venezolanos,  autenticándolos  con  su  firma  j  el 
sello  consular. 
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Art.  41.  También  podrán  visar  ios  pasaportes  de  los  extran- 
jeros que  vengan  á  Venezuela,  y  qae  así  io  soliciten,  anotando 
en  ellos,  caando  faere  necesario,  las  observaciones  que  crean 
oouvenientes  para  conocimiento  de  los  encargados  de  la  policía 
en  el  territorio  de  la  Eepública. 

Oapítalo  VI.  Eesponsabilidad  de  los  Gón»nles  y  los  Agen- 
tes comerciales.  Art.  42.  Los  Ministros  y  Agentes  Diplo- 
máticos en  países  extranjeros  podrán   suspender   de  sus  fnn- 

'  cienes  á  los  Cónsules  y  Agentes  comerciales  por  malversación 
6  mala  conducta,  y  reemplazarlos  provisionalmente  con  otros 
Cónsules  ó  Agentes  comerciales,  dando  aviso  inmediatamente 
á  la  Secretaría  de  Eelacioues  Exteriores  con   los  documentos 

.    oorrespondientes  para  la  resolución  del  Gobierno. 

Art.  43.     Los  Cónsules  ó    Agentes  comerciales  que   falsi- 
ficaren cualquier  documento,  ó  que  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
eiones  cometieren  cualquier  acción  que  las  leyes  de  Venezuela 
eaiitiquen   de  delito,    serán  juzgados    conforme  á   las  mismas 
.    leyes. 

.  Art.  44.  Las  demás  faltas  leves  de  los  Cónsules  y  de  los 
Agentes  comerciales,  serán  corregidas  por  el  Poder  Ejecutivo 
oon  amonestaciones  ó  con  multas  que  no  excedan  de  cien 
pesos. 

Capítulo  VIL  De  los  sueldos  y  emolumentos  de  los  Con- 
soles y  los  Agentes  comerciales.  Art.  45.  Los  Cónsules  Ge- 
nerales, que  á  juicio  del  Ejecutivo  Kacional  necesiten  dota- 
clones  del  Tesoro  público,  porque  el  lugar  de  su  residencia 
no  les  proporcione  emolumentos  suficientes  para  una  decente 
aobsistencia,  gozarán  del  sueldo  anual  de  dos  á  tres  mil  fuertes, 
además  de  los  derechos  que  les  correspondan  por  su  oñcio  j 
y  también  la  mitad  del  sueldo  como  viático  de  ida  y  vuelta, 
'  en  la  forma  prescrita  para  los  Agentes  Diplomáticos,  cuando 
en  efecto  deban  hacer  el  viaje. 

Art.  46.  Será  permitido  á  los  Cónsules  y  los  Agentes  co- 
merciales de  la  Eepública  en  puertos  y  lugares  extranjeros, 
cargar  por  sus  actuaciones  los  derechos  y  emolumentos  si- 
gnientes  : 
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1°  Por  la  visita  que  deben  hacer  á  todo  bnqae  venezo- 
lano, á  sn  llegada  al  puerto  respectivo,  cobrarán  seis  pesos 
á  los  de  más  de  cien  toneladas :  dos  pesos  á  ios  de  cincuenta 
á  cien  toneladas :  nn  peso  á  los  qae  excediendo  de  quince 
no  pasan  de  cincuenta  y  nada  á  los  de  menos  de  quince  to- 
neladas. , 

2*"  Por  visar  los  pasaportes  que  se  necesiten  para  países 
extranjeros  en  las  Antillas  y  las  Naciones  Sar-americanas, 
dos  pesos ;  y  en  los  demás  lugares,  cuatro  pesos.  Nada  car- 
garán por  este  respecto  á  aquellas  personas  que  vengan  á 
establecerse  en  la  Bepública  en    clase  de  inmigrados. 

3^  Por  autorizar  con  su  firma  y  el  sello  del  Consulado 
cualquiera  protesta,  declaración,  deposición  ú  otro  acto,  doa 
pesos. 

4**  Por  la  certificación  del  sobordo  de  un  buque  que  no 
llegue  á  veinte  toneladas,  medio  peso  :  de  veinte  toneladas 
hasta  doscientas,  dos  pesos :  excediendo  de  doscientas  hasta 
cuatrocientas,  cuatro  pesos  :  y  de  cuatrocientas  en  adelante, 
seis  pesos.  Por  certificación  de  una  facturn,  cuyo  importe  no 
exceda  de  dos  mil  pesos,  dos  pesos :  excediendo  de  dos  mil 
y  no  de  cuatro  mil,  tres  pesos  :  excediendo  de  cuatro  mil,  y 
no  de  seis  mil,  cuatro  pesos;  y  por  las  que  excedan  de  seis 
mil,  seis  pesos. 

5?  Por  la  toma  de  posesión,  inventario,  venta  y  finalmente 
fenecimiento  de  la  cuenta  y  entrega  del  producto  líquido  de 
las  mercancías,  efectos  y  cualesquiera  otros  bienes  muebles, 
que  por  muerte  de  algún  ciudadano  de  la  Eepública  queden 
sin  dueño  en   los   límites  de  su  Consulado,   cinco  por  ciento. 

6*  Por  tomar  en  depósito  ó  practicar  cualquiera  otra  di- 
ligencia necesaria  respecto  á  los  efectos,  bienes  y  mercaderías 
que  deban  ser  entregados  al  representante  legítimo  antes  de 
la  liquidación  final,  dos  y  medio  por  ciento ;  y  sobre  la  tota- 
lidad del  producto  de  las  ventas  que  hayan  hecho,  cinco  por 
ciento. 

7"    Al  tomar  en  depósito  los  papeles  de  un   buque  el  Cón- 
sul  ó  Agente    comercial  dará  una  certiñcación  sellada  al  oa- 
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^pitáD9  y  al  devolverlos  dará  otra,  j  por   cada   diligeoeia  co- 
brará an  peso. 

8*  Por  expedir  caitas  de  sanidad,  un  peso;  y  por  poner- 
les el  visto  bueno,  dos  pesos. 

9®  Los  pesos  de  que  habla  esta  ley  son  pesos  fuertes  de 
premio. 

Art.  47.  I^iugunos  otros  ni  más  altos  derechos  ó  emo- 
lumentos, se  cobrarán  por  los  Cónsules  y  los  Agentes  comer- 
oíales  á  los  venezolanos  ó  extranjeros  por  las  actuaciones  ex- 
presadas; pero  si  unos  ú  otros  necesitaren  de  otro  servicio 
de  los  Cónsules  ó  los  Agentes  comerciales,  los  funcionarios 
respectivos  cobrarán  por  su  trabajo  los  mismos  derechos  que 
se  permita  cobrar  á  los  notarios  públicos  del  lu/2:ar,  por  ser- 
vicios de  I»  misma  especie. 

Capítulo  VIIL  Disposiciones  Generales.  Art.  48.  Los 
Cónsules  y  los  Agentes  comerciales  llevarán  un  registro  do 
los  emolumentos  que  perciban,  y  remitirán  copia  de  él  cada 
seis  meses  á  la  Secretarla  de  Eelaciones  Exteriores,  para  los 
efectos  del  artículo  45  de  esta  ley;  expresando  en  dicho  re- 
gistro los  buques  y  las  personas  que  los  hayan  causado. 

Alt.  49.  Cuando  una  factura,  sobordo,  protesta  ú  otro 
documento  que  haya  de  visar  el  Cónsul,  deba  expedirse  por 
duplicado  ó  triplicado,  sólo  se  cobrará  el  derecho  correspon- 
diente á  un  ejemplar,  aunque  tenga  que  poner  en  los  otros 
certificaciones  ó  visto  bueno. 

Art.  50.  Los  Cónsules  y  los  Agentes  comerciales  darán 
cuenta  por  escrito  al  Ministro  de  Eelaciones  Exteriores  de 
Venezuela  cada  tres  meses,  por  lo  menos,  de  todo  lo  que  ocurra 
de  alguna  importancia  para  el  comercio,  política  6  intereses 
de  la  Eepública  en  el  territorio  de  sus  Consulados ;  y  si  nada 
ocuriiere,  escribirán  siempre  en  los  períodos  indicados  para 
avisar  que  están  en  sus  respectivos  puestos.  Mencionarán 
particularmente  los  sucesos  que  influyan  en  el  comercio  y  en 
la  navegación  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  darán 
cuenta  de  las  causas  de  su  disminución,  é  indicarán  los  medios 
de    conseguir  su  incremento. 
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Art.  51.  Cada  seis  meses  formarán  los  Gónsales  j  ios 
Agentes  comercialeSf  estados  de  las  entradas  y  salidas  de  los 
baques  nacionales  y  extranjeros,  que  procedan  de  los  paertos 
de  Venezuela,  con  especifícacióa  de  los  efectos  y  valores  de 
sus  cargamentos,  y  los  remitirán  al  Ministerio  de  Belaciones  Ex- 
teriores de  la  Eepública. 

Art.  52.  El  Ejecutivo  Nacional  determinará '  ei  uniforme 
que  deban  usar  los  Cónsules  en   países  extranjeros. 

Dado  en  el  salón  de  las  sesiones  del  Congreso  en  Caracas : 
á  8  de  Junio  de  1865,  2»  y  7«— El  Presidente  de  la  Cámara 
del  Senado,  Antonio  L.  Guzmán. — El  Presidente  de  la  Cámara 
de  Diputados^  Víctor  J.  Diez. — El  Senador  Secretario,  Andrés 
Ab  Silva. — El  Diputado  Secretario,  J,  A.  Torrealba, 

Caracas:  Junio  15  de  1865,  año  2*  de  la  Ley  y  ?•  de  la 
Federación,— Ejecútese. —  A.  Ouzmdn  JBíanco.— Por  el  primer 
Designado  en  ejercicio  de  la  Presidencia  de  la  Eepública. — El 
Ministro  de  Eelaciones   Exteriores,  Rafael  Seijas. 

^'T^exoíaSS"'^''  El  decreto  de  22  de  Julio  de  1847,  fija  el 
uniforme  de  los  Cónsules  de  Venezuela  en  el  exterior.  Consiste 
en  una  casaca  de  paño  azul,  con  cuello  recto,  sin  solapas,  con  bor- 
dado de  oro  que  no  exceda  de  dos  pulgadas  figurando  hojas  de  oli- 
va en  el  cuello,  vueltas  y  carteras;  y  botones  dorados  de  tamaño 
regular  con  las  «irmas  de  la  Eepública,  chaleco  abrochado  de 
casimir  anteado  y  con  botones  de  la  misma  clase  que  los  de 
la  casaca,  un  poco  más  pequeños.  Calzón  largo  de  paño  azul 
6  corto  según  la  etiqueta  del  país.  Espada  con  puño  dorado. 
Sombrero  negro  apuntado  con  la    escarapela  nacional. 

^'  "^'an^ormcs;"'''  ^*  Es  coutrarlo  á  ias  prácticas  esencialmente 
republicanas  y  democráticas  de  la  América  latina,  el  uso 
de  uniformes,  bordados  y  distinciones  propias  de  la»  cortes 
europeas.  Debemos  huir  de  todo  lo  que  puetla  confundir  nues- 
tros hábitos  y  costumbres  sencillos  y  austeros,  de  los  hábitos  y 
costumbres  aristocráticos  de  las  Naciones  extranjeras,  deseosas 
siempre  de  distinguirse  de  los  demás  hombres  y  pueblos,  aun 
Gon  el  empleo  y  uso  de  insignias  personales  que  tienden  más 
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á  perpetuar  la  divisióa  de  las  clases  sociales,  que  á  la  unidad 
de   esas  mismas  clases. 

No  sucede  lo  mismo  en  estas  Repúblicas  americanas,  tu 
que  por  todos  los  medios  posibles  se  trata  de  consolidar  en 
la  sociedad  humana,  la  igualdad  legal  de  nuestras  instituciones, 
junto  con  la  libertad  personal  j  la  fraternidad  universal  de 
nuestro  pueblo. 

"So  se  arguya  que  de  Europa  nos  viene  la  civilización  ;  no. 
Conrengo  en  que  de  allí  nos  venía  basta  ochenta  años  atrás; 
pero  no  ahora,  en  que  esa  poderosa  Nación  del  Norte  es  el 
asombro  de  la  historia,  de  la  tradición  y  del  mundo.  Los  Esta- 
dos Unidos  son  los  principales  productores  de  la  más  alta  y 
encumbrada  civilización  en  las  artes,  las  ciencias  y  las  in- 
dustrias. Sus  Agentes  diplomáticos  no  tienen  uniforme  especial 
I  cómo  han  de  tenerlo  los  Cónsules  ?  No  se  concibiría  esta 
excepcióo. 

Nosotros,  si  necesitamos  ejemplos,  debemos  buscarlos  en 
nuestro  propio  hemisferio,  que  nos  los  suministra  inusitados 
en  todas  las  adqui»ioioues  de  la   especulación  humana. 

Facturas  Está  por  dccldir  una  disputa  que  se  originó 

consulares.     Se     dirime  ^  ,        ^,         i  -iitt  jn  -kt 

una  competencia.  eutro  los  Cónsulcs  dcl  Havrc  y  de  San  Na- 
zario  sobre  á  cuál  de  los  dos  tocaba  certificar  las  facturas  de 
mercancías  despachadas  de  un  puerto  y  embarcadas  en  el  otro. 
Dice  el  primero,  que  es  de  su  competencia,  en  virtud  de  lo 
que  resolvió  el  Ejecutivo  en  16  de  Diciembre  de  1863.  Había 
habido  un  caso  análogo  respecto  de  géneros  que,  procediendo 
del  Havre,  se  llevaban  á  Liverpool,  de  donde  seguían  directa- 
mente á  Venezuela.  Se  dispuso  entonces  que  era  atribución 
del  Cónsul  del  puerto  en  que  se  manifestaban  y  embarcaban 
las  mercancías  visar  las  facturas  y  demás  documentos  indis- 
pensables, lo  mismo  que  recibir  los  derechos  correspondientes. 
A  este  argumento  agrega  el  señor  Parra  Bolívar,  que  es  punto 
de  derecho  mercantil,  umversalmente  admitido,  que  no  se  com- 
pleta el  despacho  de  mercancías  sino  desde  el  instante  en  que 
se   firman  ó    entregan  los  conocimientos  al  cargador   por    el 
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Capitán  del  buque  que  las  conduce,  y  en  su  defecto  por  el 
armador  ó  agente  de  una  compañía  de  navegación.  Exponía 
también  en  su  apoyo  que  la  compañía  de  vapores  trasatlánticos, 
desde  su  establecimiento,  creó  agentes  particulares  en  todos 
|06  otros  puertos  de  Francia  y  de  Europa,  coq  encargo  de  expe- 
dir conocimientos  directos  para  cualquier  destino,  como  lo  pro- 
baban los  avisos  por  ella  publicados.  Estimaba,  pues,  con 
referencia  al  Havre,  embarcados  allí  los  efectos  por  los  Guales 
la  sociedad  libraba  conocimientos,  sin  que  importara  que  sus 
vapores,  intermedios  entre  aquel  lugar  y  los  puertos  de  Ve- 
nezuela, los  tomasen  en  San  Nazario.  De  todo  deducía  que  el 
Cónsul  de  este  último  sitio  estaba  invadiendo  la  jurisdicción  de 
él,  y  privándole  de  emolumentos  á  que  tenía  derecho.  Su  com- 
petidor juzga  que  el  conocimiento  adquiere  completo  valor, 
una  vez  hecho  en  San  Kazario  el  embarque  de  los  géneros ; 
expone  que  ellos  van  del  Havre  por  el  ferrocarril  y  no  bajo  la 
responsabilidad  déla  compañía  de  navegación;  arguye  que  la 
providencia  de  1803  se  refiere  á  facturas  y  manifiestos,  no  ex- 
tendiéndose á  conocimientos ;  que  el  embarque  se  efectúa  en 
San  Nazario;  que  las  facturas  consulares  son  susceptibles  de 
modificación,  cuundo  se  cambian  los  artículos  de  los  bultos  ó 
dejan  estos  de  salir;  que  los  manifiestos,  ya  que  deban  redac- 
tarse según  las  facturas,  no  pueden  refrendarse  sino  después 
que,  entregadas  al  Cónsul,  se  compruebe  la  semejanza  de  unos 
y  otras ;  que  él  no  había  autorizado  á  nadie  para  cobrar  en  el 
Havre  á  nombre  suyo  los  derechos  del  visto  bueno  concedidos 
por  la  ley,  etc.  El  Ministerio  de  Eelaciones  Exteriores  some- 
tió al  de  Hacienda  la  cuestión,  que  aun  no  consta  se  haya 
decidido.  Solamente  dijo  al  señor  Bourbeau  que  entre  tanto 
no  se  opusiera  á  que  el  Doctor  Parra  legalízase  las  facturas 
de  mercancías  despachadas  del  Havre  para  Venezuela,  pues  á 
ningún  Cónsul  era  permitido  ejercer  sus  funciones  fuera  del 
espacio  á  que  han  sido  circunscritas.  Y  como  después  ■  repre- 
sentase el  Cónsul  de  Burdeos  que  el  de  San  Nazario  intervenía 
también  en  el  despacho  de  mercancías  llevadas  por  mar  del 
uno  al  otro  punto,  determinó  llamando  en  su  apoyo  la  reso- 
lución  de  IC  de  Diciembre  de   18G3,  *'  qne  las  mercancías  ma- 
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nifestadas  y  embarcadas  en  Bárdeos  en  baques  que  las  cod. 
dncen  á  San  ITazario,  y  de  los  caales  se  trasbordan  en  este 
último  puerto  á  los  vapores  de  la  Compañía  Trasatlántica  para 
seguir  á  Venezuela  por  vía  de  Martinica,  donde  se  efectúa 
un  nuevo  trasbordo,  están  indudablemente  comprendidas  en  la 
citada  resolución,  siendo  el  Oónsul  en  Burdeos  el  único  acree- 
dor á  los  emolumentos  que  su  despacho  produzca.''  (Memo- 
ria  de  Belaciones  Exteriores  de  Venezuela,  1869). 

otro  caso.  El  Cóusul  CU  la  Habana  preguntó  cómo  debía 
proceder  cuando  se  le  llevaban  facturas  de  efectos  destinados 
á  Venezuela,  pero  que  se  embarcaban  en  naves  que  se  diri- 
gían á  otra  parte,  y  de  donde  se  trasladaban  á  buques  eoca- 
minados  directamente  (i  puertos  nacionales.  Por  una  parte, 
no  quería  contribuir  con  su  negativa  á  disminuir  el  comercio, 
harto  reducido  ya,  entre  ambos  mercados.  Por  otra,  veía  no 
poder  llenar  las  formalidades  prescritas  para  la  remisión  de 
las  facturas  bajo  pliego  sellado  á  cargo  del  Capitán.  En  ese 
conflicto  certificó  una  entregándola  al  interesado,  y  otra  envió 
al  Administrador  de  la  Aduana  respectiva.  Había  indicado  á 
los  comerciantes  que  acudiesen  al  Cónsul  del  lugar  de  la  última 
procedencia,  lo  que  á  veces  hallaba  dificultades  en  la  falta  de 
tal  empleado  en  ella,  y  á  veces  en  la  de  los  agentes  de  los 
cargadores.  Decidióse  la  consulta  aplicando  la  misma  resolu- 
ción SQSodicha. 

Al  propio  Cónsul  se  notificó,  para  inteligencia  del  comer- 
cio venezolano,  que  el  señor  Director  General  de  la  Adminis- 
tración de  Cuba  había  prevenido  el  exacto  cumplimiento  del 
artículo  2*  de  la  instrucción  de  adaanas  y  de  la  regla  1*  de 
la  real  orden  de  1"  de  Julio  de  1859,  prohibiendo  terminante 
mente  las  manifestaciones  á  la  orden,  bajo  las  penas  estable- 
cidas contra  los  infractores,  para  lo  cual  se  fijaba  el  plazo 
de  dos  meses.  Ko  es  solo  aquí  donde  so  prohiben  tales  ope- 
raciones, sin  duda  por  lo  expuestas  que  se  hallan  á  servir  de 
medianeras  para  el  cambio  de  h\  verdad.  (Ministerio  de  Ee 
laciones  Exteriores  de  Venezuela,  18G9). 

^''''  ^^^!'  *""     "Leopoldo,  Rey  de  loa  Belgas.     A  todos  los  pre- 
sentes  y  venideros,  salud!    Las   Oi'inianis  han  adoptado  y  Nos 
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saDcioDamos  lo  qae  sigae:  Art.  I.  Los  Cénsales  de  las.  Po- 
tencias extranjeras  qaedan  sometidos  cuando  tienen  la  caalidad 
de  belgas,  al  pago  de  todas  las  contri baciones  qne  recaen  6 
pnedan  recaer  en  los  demás   belgas. 

Art.  II.  Los  Cóusales  que  tienen  la  cualidad  de  belgas 
están  exentos  del  servicio  de  la  guardia  cívícía  y  de  cualquier 
otro  servicio  personal  local,  siempre  que  den  prueba  de  que 
los  Estados  á  quienes  deben  su  nombramiento,  conceden  semejan- 
tes inmunidades  á  los  Cónsules  de  Bélgica  de  la  misma  categoría. 

Art.  III.  Los  Cénsules  que  son  extranjeros,  pero  que  han 
establecido  »u  domicilio  en  Bélgica  del  modo  previsto  en  el 
artículo  13  del  Código  Civil  (*)  serán  tratados,  en  cuanto  á  las 
contribuciones  y  los  servicios  personales  locales  sobre  el  mismo 
pie  que  los  Cónsules  qne  tengan  la  cualidad  de  belgas. 

Art.  IV.  Los  Cónsules  que  son  extranjeros  y  que,  además 
de  sus  funciones  consulares,  ejercen  algún  comercio  ó  profesión, 
están  obligados  al   pago  de  todas  las  contribuciones. 

Están  exentos  del  servicio  de  la  guardia  cívica  y  de  los 
demás  servicios  personales  locales. 

Art.  y.  Los  Cónsules  que  son  extranjeros  y  que  además 
de  sus  funciones  consulares  no  ejercen  ningún  comercio  ni  pro- 
fesión,  están   exentos: 

1**  De  la  contribución  personal  en  provecho  del  Estado,  de 
las  provincias  ó  municipios: 

2*  Del  servicio  de  la  guardia  cívica  y  de  todos  los  demás 
fcíervicios  personales  locales : 

3^    De  alojamientos  militares. 

Antes  de  poder  gozar  de  las  exenciones  mencionadas  en 
los  párrafos  1"  y  3%  probarán  que  el  Gobierno  de  que  son  man- 
datarios concede  las  mismas  inmunidades  á  los  Cónsules  de 
Bélgica   d^  la  misma  categoría." 


(*)     "Art.  13  del  Código   Civil   bélgico  :     el   extranjero  que,   con 
autorización  del  Rey,    haya  sido  admitido  á  establecer  su  domicilio 
en  Bélgica,  gozará  de   todos  los  derechos  civiles  mientras   continúe 
allí  TeBiáienáo," 


\ 
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Promalgamos  la  presente  ley,  ordenamos  qoe  sea  revestida 
<\el  sello  del  Estado  y  publicada  por  el  órgano  del  Monitor. 

Dado  en   Bruselas  á  1?  de  Enero  de  1856  y  sellado  con  el 
sello  del  Estado.— (Firmado).    Leopoldo.— Fot  el  Bey,  el  Minis- 
tro de  negocios  Extranjeros. — (Firmado). — Visconde  Vilain  XIIL 
— El  Ministro  de  Justicia.— (Firmado).— AlpA  NotliombP 

conreneidn  consular       Art.  V*    Cada  uua  de  las  altas  partes  con. 

«ntre  Bélgica  y  los   Eb-  ,  ,..>-.  ^  , 

tados  Unidos.  tratantes  consiente  en  admitir  Cónsules  Gene* 

rales,    Gónsules  y  Yice-cónsules  y    Agentes  consulares  de  la 

>otra  en  todos  sus  puertos,   ciudades  y  lugares,  excepto  aque- 
llos donde  no  convenga  admitir  tales  Agentes. 

Sin  embargo,  no  será  aplicada  á  una  de  las  Altas  Partes 
contratantes  esta  reserva  sin  serlo  igualmente  á  cualquiera  otra 
potenciat 

Art.  2^  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules, 
y  Agentes  consulares  de  cada  una  de  las  dos  Altas  Partes 
contratantes  gozarán  recíprocamente,  en  los  Estados  de  la  otra, 
de  todos  los  privilegios,  exenciones  ó  inmunidades  de  que  go- 
oen  los  Agentes  de  la  misma  clase  y  cualidad  de  la  Hación 
más  favorecida.     Dichos    Agentes,  antes  de  ser  admitidos  al 

ejercicio  de  sus  funciones  y  gozar  de  las  inmunidades  á  ellas 
inherentes,  deberán  presentar  un  diploma  en  la  forma  esta- 
blecida por  las  leyes  de  sus  respectivos  países.  El  Gobierno 
de  cada  una  de  las  dos  Altas  Partes  contratantes  les  expedirá 
gratis  el  exequátur  necesario  al  ejercicio  de  sus  funciones;  y 
con  la  presentación  de  este  documento,  gozarán  de  los  derechos, 
prerrogativas  é  inmunidades  concedidas  por  esta  convención. 

Art.  3®  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  y 
Agentes  consulares,  ciudadanos  del  Estado  que  los  ha  nom* 
brado,  no  podrán  ser  arrestados  preventivamente  sino  en  el 
caso  de  crimen  calificado  y  castigado  como  tal  por  la  legisla* 
oión  local  ]  estarán  exentos  de  alojamiento  militar,  de  todo 
servicio  tanto  en  el  ejercicio  regular  de  tierra  ó  de  mar,  como  en 
la  guardia  nacional  ó  cívica  ó  milicia ;  asimismo  estarán  exentos 
de  todas  las  contribuciones  directas   del   Estado,  de  las  pro- 
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vincias  ó  los  municipios  impuestas  á  las  personas,  ya  como 
capitación,  ya  respecto  de  sus  propiedades,  á  menos  qae  se 
impongan  por  la  posesión  de  bienes  inmuebles  ó  por  los  interese» 
de  un  capital  empleado  en  el  Estado  donde  dichos  Agentes 
ejercen  sus  funciones.  Sin  embargo  esta  exención  no  podrá 
aplicarse  á  los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Yice-cónsules  ó 
Agentes  consulares  que  ejerzan  alguna  profesión,  industria  ó 
comercio,  caso  en  el  cual  dichos  Agentes  quedarán  sometidos 
al  pago  de  las  contribuciones  debidas  por  cualquier  otro  ex- 
tranjero en  las  mismas  circunstancias. 

Art.  4:?  Cuando  la  justiciado  uno  délos  dos  países  tenga 
que  recibir  alguna  declaración  judicial  ó  deposición  de  un  Con 
sul  General,  de  un  Cónsul,  Yice-cónsul  ó  Agente  consular  ciu- 
dadano del  Estado  que  lo  ha  nombrado  y  que  no  ejerza  el  co  - 
mercio,  le  invitará  por  escrito  á  presentarse  ante  ella  y,  caso  de 
impedimento,  deberá  pedirle  su  testimonio  escrito  ó  trasladarse 
á  su  morada  ó  Cancillería  para  obtenerlo  de  yiva  toz. 

Dicho  Agente  deberá  acceder  á  la  solicitud  cuanto  antes  le 
sea  posible. 

En  todos  los  casos  de  crimen  previstos  por  el  artículo  ($ 
de  las  enmiendas  á  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  en 
el  cual  se  asegura  á  las  personas  acusadas  de  crímenes  el  de~ 
recho  de  llamar  testigos  en  su  favor,  se  requerirá  la  comparecen- 
cia de  dichos  Agentes  con  todos  los  miramientos  posibles,  de- 
bidos á  la  dignidad  consular  y  á  los  deberes  de  su  cargo.  Se 
concederá  un  trato  semejante  á  los  Cónsules  de  los  Estados 
Unidos  en  Bélgica  en  iguales  casos. 

Art.  5?  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cóusoles 
y  Agentes  consulares  podrán  colocar  encima  de  la  puerta  ex- 
terior de  sus  cancillerías,,  un  escudo  con  las  armas  de  su  Na- 
ción y  una  inscripción  que  lleve  estas  palabra :  Consulado  ge- 
neralj  Consulado,  Viee-consulado  6  Agencia  Consular  de  Bélgica 
ó  de  los  listados  Unidos. 

Podrán  también  enarbolar  allí  la  bandera  de  su  Nación, 
excepto  en  la  capital  del  país,  si  hay  en  ella  Legación.    Del 
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mismo  modo  podrán  enarbolar  el  pabellón  nacional  sobre 
el  bote  á  qoe  saban  en  el  pnerto  para  el  ejercicio  de  snsfan- 
ciones. 

Art.  6®  Las  cancillerías  consulares  serán  en  todo  tiempo 
inviolables.  Las  autoridades  locales  do  podrán  invadirlas,  ba* 
jo  ningún  pretexto.  Eu  ningún  caso  podrán  visitar  ni  cojer 
los  papeles  que  estén  allí  encerrados.  Las  cancillerías  consu- 
lares no  pueden,  en  ningún  caso,  servir  de  lugares  de  asilo ; 
y  si  un  Agente  del  servicio  consular  se  ocupa  en  otros  ne- 
gocios, se  guardarán  separadamente  los  papeles  relativos  al 
Consulado. 

Art.  7?  Eu  caso  de  muerte,  impedimento  ó  ausencia  de 
los  Cónsules  Generales,  Gónsules,  Yice-cónsnles  y  Agentes  con- 
sulares, sos  cancilleres  ó  secretarios,  después  que  se  haya  no- 
tificado el  carácter  oficial  de  ellos  al  Ministerio  de  nego- 
cios Extranjeros  en  Bélgica,  ó  al  Departamento  de  Estado  en 
Washington,  serán  admitidos  con  pleno  derecho  á  desempeñar 
interinamente  los  asuntos  de  los  puestos  respectivos,  y,  durante 
BU  interinidad,  gozarán  de  todos  los  derechos,  prerrogativas  é 
inmunidades   concedidas  á  los  propietarios. 

Art.  8<*  Los  Gónsules  Generales  y  Gónsules  podrán,  en  cnan- 
to lo  permitan  las  leyes  de  su  país,  nombrar,  con  aprobación 
de  sus  respectivos  Gobiernos,  Yice-cónsulea  y  Agentes  comerciales 
en  las  ciudades,  puertos  y  lugares  comprendidos  en  su  distrito. 
Estos  Agentes  pueden  ser  escogidos  indistintamente  entre  los 
belgas,  los  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  ó  los  de  otros  países. 
Se  les  proveerá  de  un  despacho  regular  y  gozarán  de  los  pri- 
Tílegios  estipulados  en  esta  convención  á  favor  de  los  agentes 
del  servicio  consular,  sometiéndose  á  las  excepciones  especi- 
ficadas en  los  artículos  3?  y  á*». 

Alt.  9°  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  y 
Agentes  consulares  tendrán  derecho  de  dirigirse  á  las  auto- 
ridades administrativas  ó  judiciales,  sea  en  Bélgica,  del  Es- 
tado, de  la  provincia  ó  municipio,  sea  en  los  Estados  Uni- 
dos, de  la  Unión,  de  los  Estados  ó  de  las  municipalidades  en  toda 
la  extensión  de   su   distrito  consular,   para  reclamar  de  toda 
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infracción  de  loa  tratados  ó  convenciones  existentes  eotre  Bél- 
gica y  los  Estados  unidos,  y  para  proteger  los  derechos  6  in- 
tereses de  sus  conciudadanos.  Si  no  se  hiciere  justicia  h  sa 
reclamación,  dichos  Agentes,  á  falta  de  Agente  diplomático 
de  8U  país,  podrán  acudir  directamente  al  Gobierno  del  país 
donde  ejercen  sus  funciones. 

Art.  10.  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Yice-cónsales  y  • 
Agentes  consulares  tendrán  derecho  para  recibir  en  sus  canci- 
llerías, en  su  habitación  particular,  en  la  de  las  partes  ó  á  bordo 
de  los  buques,  las  declaraciones  de  los  capitanes  y  tripulacio- 
nes de  las  naves  de  su  país,  de  los  pasajeros  que  se  hallen  á  bor- 
do y  de  cualquier  otro  ciudadano  de  su  Nación.  Además  di- 
chos Agentes  tendrán  el  derecho  de  recibir  conforme  á  las  leyes 
y  reglamentos  de  su  país,  en  sus  cancillerías  ú  oficinas,  cuales- 
quiera contratos  entre  ciudadanos  de  su  país  y  ciudadanos  6 
otros  habitantes  del  país  donde  residen,  y  aun  cualesquiera 
actos  de  estos  últimos,  con  tal  que  esos  actos  se  refieran  á 
bienes  situados  ó  á  negocios  que  deben  tratarse  en  el  territo- 
rio de  la  Nación  á  que  pertenezca  el  Cónsul  ó  Agente  ante  el 
cual  se  otorguen. 

Las  copias  de  dichos  actos  y  los  documentos  oficiales  de 
toda  especie,  ya  originales,  ya  en  copia  ó  en  traducción,  de- 
bidamente legalizados  por  los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Yíce*   - 
cónsules  ó  Agentes   consulares,   y  provistos  de  su  sello  oficial, 

harán  fe  en  justicia  en   todos  los  tribunales  de  Bélgica  y  de 
los  Estados  .Unidos. 

Art.  11.  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  y 
Agentes  consulares  se  encargarán  exclusivamente  del  manten!* 
miento  del  orden  interior  á  bordo  de  las  naves  de  comercio  de  su 
Nación,  y  conocerán  por  sí  solos  de  todas  las  diferencias  que 
se  hayan  suscitado  en  el  mar  ó  se  susciten  en  los  puertos 
entre  los  capitanes,  los  oficiales  y  los  hombres  de  la  tripula- 
ción, por  cualquier  motivo  que  sea,  particularmente  para  el 
ajuste  de  los  salarios  y  cumplimiento  de  los  contratos  re- 
cíprocamente consentidos.  Las  autoridades  locales  no  podrán 
intervenir  sino  cuando  los    desórdenes    acaecidos  sean  de   tal 
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nataraleza  que  tarben  la  tranquilidad  y  el  orden  público  en 
tierra  6  en  el  puerto,  ó  cuando  esté  mezclada  en  ellos  una 
persona  del  país  ó  que  no  forme  parte  de  la  tripulación. 

En  todos  los  demás  casos  las  susodichas  autoridades  se 
limitarán  á  prestar  todo  apoyo  ék  los  Cónsules  y  Vice-cónsules 
ó  Agentes  consulares,  si  son  requeridas  al  efecto,  para  hacer 
arrestar  y  conducir  á  la  cárcel  á  cualquier  individuo  inscrito 
en  la  lista  de  la  tripulación,  cuando,  por  cualquier  motivo, 
dichos  Agentes  lo  estimen  conveniente. 

Art.  12.  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Yice-cónsules  y 
Agentes  consulares  podrán  hacer  arrestar  á  los  oficiales,  marine- 
ros y  todas  las  demás  personas  que  formen  parte  de  las 
tripulaciones,  de  cualquier  modo  que  sea,  de  los  buques  de 
guerra  ó  de  comercio  de  su  Kación,  que  estén  indiciados  6 
acusados  de  haber  desertado  de  dichos  buques  para  volver  á 
enviarlos  á  bordo  ó  trasportarlos  á  su  país.  Al  efecto  se 
dirigirán,  por  escrito,  á  las  autoridades  locales  competentes 
de  los  países  respectivos,  y  les  reclamarán,  por  escrito,  esos 
desertores,  justificando,  con  la  exhibición  de  los  registros  del 
buque,  ó  de  la  lista  de  la  tripulación,  ó  con  otros  documentos 
oficiales,  que  los  hombres  que  reclaman,  formaban  parte  de 
dicha  tripnlaciÓD. 

Justificada  así  esta  demanda  por  sí  sola,  no  podrá  ne- 
gárseles la  entrega  de  los  desertores,  á  no  probarse  debida- 
mente que  eran  ciudadanos  del  país  donde  se  reclama  la  ez< 
tradición  en  el  momento  de  su  inscripción  en  la  lista.  Se  les 
prestará  toda  ayuda  y  protección  para  la  pesquisa,  captura  y 
arresto  de  tales  desertores,  que  aun  serán  detenidos  y  guar- 
dados en  las  cárceles  del  país,  á  solicitud  y  á  costa  de  los 
Cónsules,  hasta  que  estos  Agentes  hayan  encontrado  ocasión 
de  despacharlos.  Sin  embargo,  si  no  se  presentare  esta  oca- 
sión en  el  plazo  de  tres  meses,  contados  desde  el  día  del 
arresto,  los  desertores  serán  puestos  en  libertad  y  no  podrán 
volver  á   ser  arrestados   por   la  misma   cansa. 

Si   el   desertor  ha  cometido  algún  delito  y   el  tribuna]  que 
t'ene  derecho  de   conocer  de  él,  reclama  y  ejerce  este  derecho, 
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se  diferirá  la  entrega  hasta  qae  se  haya  proDaociado  y  ejecu- 
tado la  sentenoia    del  tribunal. 

Art.  13.  A  no  haber  estipalaciones  contrarias  entre  los 
armadores,  cargadores  y  aseguradores,  todas  las  averías  ex- 
perimentadas en  el  mar  por  los  buques  de  ambos  países,  ya 
lleguen  voluntariamente  al  puerto,  ya  entren  de  arribada  for- 
zosa, serán  arregladas  por  los  Cónsules  Generales,  Cónsules,. 
yice-<(¡ónsules  ó  Agentes   consulares  de  los  países  respectivos». 

Sin  embargo,  si  se  hallaren  interesados  en  dichas  averías 
habitantes  del  país  ó  ciudadanos  de  una  tercera  Kación,  y  las 
partes  no  pudieren  entenderse  amigablemente,  procederá  el  re- 
curso á  la  autoridad   local    competente. 

Art.  14.  Todas  las  operaciones  relativas  al  salsamento 
de  los  buques  bélgicos  que  naufraguen  en  las  costas  de  los 
Estados  Unidos  y  de  los  buques  de  los  Estados  Unidos  qae- 
naufraguen  en  las  costas  de  Bélgica,  serán  dirigidas  por  los 
Cónsules  Generales,  Cónsules  y  Vice-cónsules  de  los  dos 
países  respectivos;  y,  hasta  la  llegada  de  ellos,  por  los  Agen- 
tes consulares  respectivos,  donde  exista  una  agencia;  en  los 
lugares  y  puertos  donde  no  existiere  agencia,  las  autoridades 
locales,  mientras  llega  el  Cónsul  en  cuyo  distrito  se  haya 
efectuado  el  naufragio  y  á  quien  debe  darse  aviso  inmediata- 
mente, deberán  tomar  todas  las  providencias  necesarias  para 
la  protección  de  los  individuos  y  conservación  de  los  restos  del 
naufragio. 

Por  lo  demás,  las  autoridades  locales  no  tendrán  que  inter- 
venir sino  para  mantener  el  orden,  garantir    los  intereses  de 

los  salvadores,  caso  de  no  pertenecer  á  las  tripulaciones  náufra 
gas,  y  asegurar  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  debeu 
observarse  para  la  entrada  y  salida  de  las  mercancías  sal- 
vadas. 

Se  entiende  que  estas  mercancías  no  serán  sometidas  á 
ningún  derecho  de  aduana,  á  menos  que  se  destinen  al  con- 
sumo en  el  país  donde  se  ha  efectaado  el   naufragio. 

La  intervención  de  las  autoridades  locales  en  estos  diferen^ 
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tes  casos  no  ocasionará  gastos  de  niogona  especie,  faéra  de 
aqueltos  á  qae  den  lagar  las  operaciones  del  salvamento  y  la 
conservación  de  los  objetos  salvados,  así  como  aquellos  á  qne 
estuvieren  sujetos,  en  análogas  circunstancias,  los  buques  na- 
cionales. 

'  Art.  15.  En  caso  de  fallecimiento  de  un  belga  en  los 
Estados  CTnidos,  ó  de  un  ciudadano  de  los  Estados  Unidos  en 
Bélgica,  si  no  hay  ningún  heredero  conocido  ó  ningún  ejecutor 
testamentario  instituido  por  el  difunto,  las  autoridades  locales 
competentes  informarán  de  la  circunstancia  á  los  Cónsules  ó 
Agentes  consulares  de  la  Nación  á  que  pertenece  el  difunto,  á 
fin  de  qne  pueda  ponerlo  desde  luego  en  noticia  de  las  partes 
interesadas. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  ó  Agentes 
consulares  tendrán  derecho  de  comparecer,  personalmente  ó 
por  delegado,  en  todos  los  actos,  en  lugar  de  los  herederos 
6  de  los  acreedores  ausentes  ó  menores,  hasta  que  estos  sean 
debidamente  representados. 

Art.  16.  La  presente  convención  permanecerá  en  vigor 
durante  diez  años  contaderos  desde  el  canje  de  las  ratifica- 
ciones, las  cuales  serán  expedidas  conforme  á  las  Constituciones 
respectivas  de  ambos  países,  etc. 
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EL  DERECHO  INTERNACIONAL 

HI8PAN0-AMERICAN0,  PUBLICO  Y  PRIVADO. 


Oonclusiones  definitivas  por  autoridad  de  cosa  juzgada, 

y  conclusiones  generales. 


Origen  del  derecho  El  orígeu  dcl  dcrecho  páblico  y  privado  de 

pubUoo  y  priyado  hispano  »  •/    * 

americano.  las  Bcpúblicas  hispano-amerícanas,  debe  bus- 

carse en  la  fuente  de  las  diferencias  interDacionales  con  las 
potencias  extranjeras,  que  han  producido  la  desigualdad  en  el 
trato  de  las  Ilaciones  de  los  hemisferios  conocidos,  obligándo- 
nos á  fundar  uno  especial  que  responda  á  la  satisfacción  de 
nuestras  aspiraciones,  y  á  las  necesidades  de  nuestros  intere- 
ses generales. 

Sobre  El  natural  crecimiento  de  e&tos  pueblos,  asi 

unidad  de  nuestra  ,  i  ^  •       ^^ 

legisución.  como   los   progresos   cada  vez  más  crecientes 

de  la  civilización,  nos  indican  el  deber  de  fijar  una  regla  de 
oondncta  invariable,  franca,  firme  y  enérgica,  por  toda  la  Amé- 
rica concertada,  para  tratar  con   el  lesto  del  mundo. 

uaudos.  Hallándonos  en  aptitud  de  gobernarnos  de  una 
manera  conforme  á  nuestros  intereses,  nnestra  verdadera  po- 
lítica debe  consistir  en  gobernar  libres  de  alianzas  permanentes 
€00   cualquier  porción  del  mundo  exterior. 
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u  doctrinado  Monroe.  No  habíeodo  podído  lograrse  la  extensióii  de 
]08  principios  del  derecho  público  europeo  á  los  territorios  ame- 
ricanos, fin  positivo  de  la  doctrina  de  Monroe,  qaedó  esta  re- 
ducida en  la  práctica  á  impedir  colonizaciones  europeas  en  el 
territorio  Norte-americano. 

«1  coDgrerodl^  Panamá.  El  objeto  principal  de  este  Congreso  consis- 
tió en  prevenir  los  males  de  nuestras  flaquezas  en  las  rela- 
ciones con  las  grandes  potencias  ;  en  extinguir  los  gérmenes  de 
discordia  civil;  en  matar  el  espíritu  délas  revueltas;  en  es* 
tablecer  medios  pacíficos  para  terminar  nuestras  disputas  re- 
cíprocas,  de  modo  que  formásemos  una  sola  Nación  ^  pujantOi 
respetable,  capaz  de  progreso  y  engrandecimiento,  y  de  ana 
igualdad  no  escrita  en  el  papel,  sino  verdadera,  efectiva,  prác- 
tica, con  los  poderosos  de  la  tierra.  Este  pensamiento  sabsiste 
en  todas  las  Bepúblicas  americanas,  y  su  realización  ha  venido 
á  ser  la  necesidad  más  constante  y  más  encarecida  de  nues- 
tra nacionalidad. 

Sobre  Se  malogró  este  provecto  porque  sólo  cua- 

el  fraoaflo  de  este  *.       «•  *        * 

proyecto.  tro  Eepublicas  asistieron  al  Congrego  de  Pa- 

namá por  meilio  de  sus  respresen tantos,  después  de  no  pocas 
dilaciones  y  entorpecimientos;  otras  faltaron  ó  por  adversas  á 
la  idea,  ó  por  envueltas  en  disidencias  domésticas;  y  los  tra* 
tados  y  convenciones  allí  suscritos  no  alcanzaron  la  aprobación 
de  Bolívar  ni  la  de  las  Legislaturas  de  las  partes  representa- 
das en  Panamá,  excepto  la  de  Colombia,  quedando  por  falta, 
de  ratificación    y  canje,  reducidos  á  letra  muerta. 

arbitramento.  Toda  diferencia  entre  las  Eepublicas  latino- 

americanas, y  entre  estas  y  Europa,  ó  los  Estados  Unidos,  de- 
be decidirse,  sin  apelar  á  la  guerra,  por  arbitramento  de  po- 
tencia ó  potencias  amigas.  Las  decisiones  del  arbitro  en  este 
caso  son  concluyentes  y  definitivas. 

Pero  si  la  cuestión  ó  diferencia  internacional  ha  de  de- 
cidirse por  comisiones  individuales  mixtas,  y  terceros  para  di- 
rimir las  controversias  de  los  comisionados,  estas  decisiones 
ameritarán   ser  anuladas,  si  se  prueba  el  fraude  ó  prevaricato 
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de  los  comisionados  ó  dol  arbitro.  En  este  caso,  debe  inten- 
tarse acción  criminal  contra  el  defraudador  de  la  fe  p&blica, 
ÍDcarriendo  en  la  pena  de  extradición,  si  la  parte  ofendida 
le  reclama. 

Si  la  culpa  fuere  dolosa  por  extralimitación  de  atribucio- 
nes en  los  comisionados  ó  el  arbitro,  éstos  incarrirán  en  la 
misma  pena  y  serán  criminalmente  persegnidos. 

En  la  constitución  de  comisiones  mixtas,  las  partes  con- 
Ctatantes  deben  tíjar  previamente  el  procedimiento  á  que  han 
de  someterse  las  comisiones. 

Todas  las  controversias,  de  cualquier  naturaleza  que  sean, 
quedan  sometidas  á  arbitramento. 

Cuando  las  partes  interesadas  no  puedan  couvenir  en  el 
uombramiento  del  arbitro,  se  hará  éste  por  plenipotenciarios 
especiales  nombrados  por  las  Naciones   contratantes. 

La  reunión  de  los  plenipotenciarios  se  llevará  á  efecto  en 
el  territorio  de  cualquiera  de  las  Naciones  vecinas  á  las  in- 
terei^adas,  que  designe  aquella  que  primero  hnbiere  solicitado 
el   nombramiento. 

Siempre  que  al  solicitarse  la  designación  de  arbitro,  en 
el  caso  del  artículo  anterior,  estuviere  reunida,  en  el  número 
antes  determinado,  la  Asamblea  de  Plenipotenciarios  de  que 
habla  el  artículo  10  del  tratado  de  unión  y  alianza  de  las 
Bepúblicas  americanas,  suscrito  en  Lima  el  23  de  Enero  de 
1865,  corresponderá  á  la  dicha  Asamblea  hacer  el  expresado 
nombramiento. 

Si  una  de  las  partes  contratantes  rehusare  ó  eludiere  el 
nombramiento  de  arbitro,  la  otra  podrá  ocurrir  á  los  demás 
Gobiernos  de  los  Estados  americanos,  los  cuales  tomarán  en 
consideración,  cada  uno  por  su  parte,  la  exposición  del  caso, 
y  procurarán  decidir  á  la  parte  renuente  á  no  prescindir  del 
principio  de  arbitramento   para  la  solución  de  sus  diferencias. 

Cuando  las  partes  interesadas  no  hubieren  fijado  de  an- 
temano la  manera  de  proceder  para  ventilar  sus  derechos  ^ 
corresponderá  al   arbitro  determinar  el  procedimiento. 
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Sobra  recUmAcioDefl  OaalQuiei  oxtranjero    qne  por  cualquier  motivo 

de  extranjeros  en  •»  *  •  « 

América.  íuteutare  reclamacioDes  contra  alguno  de  los 
Eetados  latino-americanos,  queda  sujeto  á  perder  cualquier  de- 
recho que  pueda  tener,  é  incurrirá  en  multa  de  quinientos  á 
tres  mil  pesos  fuertes,  ó  prisión  de  tres  á  doce  meses,  si 
apareciere  de  una  manera  manifiesta  que  ha  exajerado  el  monto 
de  los  perjuicios  que  pretenda  haber  sufrido. 

Si  la  reclamación  resultare  de  todo  punto  falsa,  incurrirá 
en  multa  de  mil  á  cinco  mil   pesos   fuertes,  ó  prisión  de  seis 
á  veinte  y  cuatro  meses,  sin  perjuicio  de  seguírsele  procedi-  ' 
miento  criminal  por  perjurio. 

El  reclamante,  en  este  último  caso,  comete  dos  faltas:  la- 
primera  consiste  en  la  burla  de  la  fe  pública;  la  segunda,  en 
el  delito  de  perjurio,  del  cual  conocerán  los  tribunales  crimi- 
nales de  justicia. 

Guando  por  inotivo  de  convención  ó  tratado,  haya  conve- 
nido ó  convenga  cualquiera  de  las  Eepúblicas  latino-america- 
nas, en  pagar  suraas  de  dinero  á  cualquier  Nación  extranjera, 
por  reconocimiento  de  reclamaciones  de  sus  subditos,  la  Ee- 
pública  tiene  el  derecho  de  suspender  los  pagos  que  se  hubiere 
comprometido  á  hacer  en  pago  de  dichas  reclamaciones,  si  el 
Estado  extranjero  que  recibe  el  dinero,  se  negare,  por  cual- 
quer  causa,  motivo  ó  pretexto,  á  decir  á  qué  reclamantes  ba 
pagado,  y  á  devolver  los  expedientes  motivo  de  la  reclama- 
ción,* y  motivo  del  pago. 

En  este  caiso,  desapareciendo  la  causa^  que  es  el  expediente^ 
del  reclamo,  desaparece  el  efecto,  que  es  la  convención  ó  pacto 
que  ha  originado  el  pago. 

Declárase  que  en  derecho  internacional  es  inadmisible  la 
intervención  de  Kaciones  extranjeras,  para  el  fin  de  obtener 
de  las  Eepúblicas  americanas  indemnizacionoí}  pecuniarias  en 
favor  de  sas  subditos,  porque  esas  Naciones  extranjeras  no  han 
admitido  semejante  principio  en  sus  relaciones  recíprocas  entre 
&íj  y  porque  América,  ejerciendo  los  derechos  incontestables 
de  BU  soberanía,  está  dispuesta  á  rechazarlas  resueltamente,  por 
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graves     que    seau  las  consecuencias   que    pueda  traerle  esta 
determinación. 

Ningún  Gobierno  americano  está  obligado  á  indemnizar 
á  los  eKtranjeros  que  hayan  sufrido  daños  6  perjuicios  á  con- 
secuencia de  fuerza  mayor. 

Ningún  Gobierno  americano  es  responsable  á  los  extran. 
jeros  de  los  daños  causados  por  facciones ;  y  ningún  Gobierno 
tomará  á  su  cargo  ni  pagará  deuda  ú  obligación  contraída 
en  auxilio  de  insurrección  ó  rebelión  interior,  ni  ningún  re- 
clamo proveniente  de  la  pérdida  ó  emancipación  de  algún 
esclavo ;  sino  que  se  tendrán  por  ilegales  y  nulas  todas  las 
deudas,    obligaciones    y  reclamaciones  de  esta  naturaleza. 

Todos  los  ciudadanos  latino-americanos  que  sin  carácter 
público  decretaren  contribuciones  ó  empréstitos  forzosos,  ó 
cometan  actos  de  despojo  de  cualquiera  naturaleza,  así  como 
los  ejecutantes,  serán  responsables  directa  y  personalmente 
con  sus  bienes  al  perjudicado. 

En  cuanto  á  daños  causados  á  extranjeros  por  autorida^ 
des  legalmente  constituidas,  los  Gobiernos  americanos  sólo 
serán  responsables  de  esos  actos  cuando  resulten  cometidos, 
deliberada^  voluntaria  é  intencionalmente ;  y  esta  responsabilidad 
afectará  al  Gobierno  únicamente  en  el  caso  en  que  la  auto- 
ridad delincuente  estuviere  real  y  positivamente  imposibilitada 
de  resarcir  con  sus  bienes  los  perjuicios  causados  al  perju- 
dicado. En  este  caso,  la  acción  se  intentará  por  el  perjudi- 
cado ante  las  Cortes  Federales  americanas,  ó  las  Supremas, 
donde    no  hubiere   aquellas. 

Ningún  Estado  latiuo-americauo  es  tampoco  responsable 
de  las  infracciones  que  de  la  Gonstitucióa  y  leyes  cometan 
las  autoridades  inferiores  con  perjuicio  de  los  subditos  ex- 
tranjeros, ó  de  los  nacionales.  Lo  único  que  puede  hacerse 
en  este  caso  es  contribuir  el  Gobierno  á  los  fines  déla  justicia 
para   que  el  empleado  sea  legalmente  castigado. 

Los   que    intenten  reclamaciones   contra    la    Nación   sean 

TOMO  1  33 


514  P£IHEBA  PAETE.— EL  DEBECHO 


naciODales  ó  extranjeros,  por  razón  de  daños,  perjaícios  ó  ex- 
propiación, por  acto»  de  empleados  nacionales  ó  de  los  Es- 
tados ya  sea  en  guerra  civil  ó  internacional,  ó  en  tiempo  de 
paz,  deben    proceder  de  la  manera  siguiente: 

La  reclamación  se  hará  precisamente  por  formal  demanda 
ante  la  Gorte  Federal. 

En  estos  juicios  serán  citados,  además  del  representante 
de  la  Nación,  el  empleado  á  quien  se  imputen  los  hechos  y 
el  Estado  á  que  pertenezca  dicho  empleado  si  tal  faere  el 
caso. 

Antes  de  la  contestación  de  la  demanda,  el  tribunal  hará 
publicar  en  algún  periódico,  y  á  expensas  del  actor,  un  ex- 
tracto de  la  demanda,  en  el  cual  se  expongan  los  hechos  y  los 
demás  fundamentos  en  que  se  apoye  la  acción,  el  nombre,  ape- 
llido, domicilio  y  profesión  del  demandante  y  la  cantidad  de- 
mandada.    El  Secretario  del  tribunal  firmará  este   extracto. 

En  estos  juicios  no  se  admitirá  la  prueba  testimonial  sino 
en  el  caso  de  acreditarse  que  el  empleado  que  cansó  el 
perjuicio  ó  expropiación,  se  negó  á  dar  la  correspondiente 
constancia  escrita,  que  aparezca  comprobado  de  un  modo 
evidente  por  la  naturaleza  y  circunstancias  del  caso,  que 
fue  de  todo  punto    imposible  obtener  aquella  constancia. 

El  tribunal  podrá  mandar  á  instruir  todas  las  pruebas  qae 
crea  conducentes  al  descubrimiento  de  la  verdad,  bien  sea  á  pe- 
tición de  las  partes,  ó  de  cualquiera  otra  persona  ó  de  oficio. 

En  estos  juicios  se  seguirá  la  ley  que  paute  el  proce- 
dimiento de  la  Alta  Gorte  Federal  de  cada  Eepública  ameri- 
cana. 

Es  regla  general  en  todas  las  Naciones  soberanas,  qae  el 
Estado  no  indemniza  jamás  de  los  azares  de  la  guerra,  síno^ 
eomo  ya  queda  dicho,  de  los  perjuicios  que  voluntaria,  inten- 
cional y  deliberadamente  se  hayan  ocasionado  por  orden  del 
<jlobierno. 

Una   medida  de   reparación,  contraria  al  principio  anterior, 
ho  se  apoya  esencialmente  en  ninguna  obligación  jurídica.     Pre- 
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tender  indemnizaciones  por  perjuicios  sufridos  durante  un  es- 
tado de  guerra,  sería  lo  mismo  que  pretenderlas  por  los  efectos 
de  una  plaga,  ó  peste  ó  epidemia,  sea  cuál  fuere  su  na- 
turaleza, que  nunca  pueden  comprometer  la  responsabilidad  del 
Estado. 

Todo  extranjero  que  saliendo  de  su  patria,  se  traslade  á 
otro  país,  ha  aceptado  ipso  facto  una  parte  en  la  buena,  como 
en  la  mala  fortuna  del  país  en  que  ha  entrado. 

En  el  mantenimiento  de  estos  principios  no  es  posible 
ceder,  por  grande  que  pueda  ser  el  interés  político  que  acon- 
seje una  transacción,  sin  exponerse  á  sentar  precedentes  con- 
trarios á  los  principios  umversalmente  reconocidos  del  derecho 
internacional. 

Kingún  Estado  merece  ser  considerado  como  soberano  é 
independiente,  si  no  tiene  el  poder  necesario  para  establecer 
su  legislación  civil  y  criminal.  Los  Estados  que  carecen  de 
él  se  hallan  privados  de  uno  de  los  atributos  esenciales  de 
la  soberanía  de  las  Kaciones,  y  deben  ser  mirados  más  bien 
como  dependientes  que  como  soberanos  y  libres. 

Un  Estado  semejante  no  podría  ejercer  jurisdicción  al- 
guna, ni  llevar  á  cabo  las  empresas  que  estimara  convenientes 
ni  celebrar  contratos;  sería  un  Estado  enteramente  muerto 
bajo  el  punto  de  vista  del  derecho   de  gentes. 

El  derecho  de  jurisdicción  civil  y  criminal  sobre  todas  las 
personas  y  cosas  dentro  de  los  límites  territoriales,  que  per- 
tenece á  un  Estado  con  relación  á  sus  propios  ciudadanos  y 
á  las  propiedades  de  éstos,  se  extiende  necesariamente  á  los 
extranjeros   residentes  en  el  país. 

Los  delitos  tienen  siempre  carácter  local,  y  sólo  son  jus- 
ticiables y  punibles  por  las  leyes  del  Estado  en  que  se  han 
cometido. 

Habitar  en  un  territorio  extranjero,  es  someterse  á  la 
soberanía  del  país  que  se  habita.  En  ello  se  ve  el  derecho 
del  Estado  á  velar  por  su  propia  conservación  y  seguridad, 
y  por  la  de  los   habiríUJte^,  sean   nacionales   ó  extranjeros. 
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Sobro  loa  derechos  Lo8    i»xtraniero8    gozarán    en   el  territorio 

civiles  do  los  extraojeros      ,      .  .  *       i  .  «  , 

en  la  América  latina.       latino-americaDO  06  los   mi8inos  derechos   01- 
viles  que  los    uacionales,  sio  más  limitación  qae    las    estable 
cidas  en  la  Constitución  de  estos  Estados  y  las  qae  provengan 
de  leyes  especiales. 

Se  tienen  como  domiciliados  para  los  efectos  de  este  prin- 
cipio, los  extranjeros  qne  se  encnentren  en  algunos  de  los  casos 
siguientes : 

1*  Los  que  hayan  adquirido  domicilio  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  Código  Civil  de  las  Eepáblicas  ameri- 
canas. 

2^  Los  que  hayan  manifestado  la  intención  de  domiciliar- 
se en  el  territorio  americano  al  Gobernador  de  los  Distritos 
Federales,  Presidentes  de  los  Estados,  ó  Gobernadores  de  Pro- 
vincias. 

3**  Los  que  hayan  residido  en  el  territorio  voluntaria* 
mente,  y  sin  interrupción  por  más  de  dos  anos,  sin  carácter 
diplomático  ó  consular. 

^®    Los  que  hayan   comprado  bienes  raíces  en  el  territorio 
americano,  y  se  encuentren  en  él. 

5°  Los  que  residan  en  el  territorio  con  negocios  de  co- 
merciOi  ó  de  cualquiera  otra  especie,  con  casa  establecida 
aunque  tengan  carácter  consular. 

Los  extranjeros  domiciliados  están  sujetos  á  las  mismas 
obligaciones  que  los  naturales,  en  sus  personas  y  propiedades. 
Ko  están  sin  embargo  obligados  ñi  al  servicio  militar,  ni  á 
las  contribuciones  forzosas  y  extraordinarias  de  guerra,  en  los 
casos  de  conmoción  interior  á  mano  armada. 

Los  extranjeros  que  tomen  parte  en  las  contiendas  do- 
mésticas de  cualquiera  de  las  Eepúblicas  latino-americanas, 
pierden  su  carácter  de  neutrales,  y  se  considerarán  identifica* 
dos  á  loa  nacionales  para  el  efecto  de  soportar  los  /rravámenes 
consiguientes  al  estado  de  guerra,  tanto  en  sna  perdonas  como 
en  sas  propiedades. 

ITi  los  extranjeros  domiciliados  ni  los  transeúntes,  tienen 


V 


INTEENACIONAL  HISPANO-AMERlCAN(^  517 

derecho  para  ocurrir   á  la  vía  diplomática,  sino  caando  habien 
do  agotado    los  recursos   legales    ante    las    autoridades  com- 
petentes, aparezca  claramente,  que   ha   habido    denegación  de 
lasticia  ó  injusticia  notoria. 

Los  extranjeros  no  tienea  derecho  para  pedir  indemniza- 
ción al  Gobierno  por  las  pérdidas  ó  perjuicios  provenientes 
de  la  guerra,  sino  en  los  casos  en  que  lo  tengan  los  na- 
cionales. 

^íu  ^^ítria""  Todo  ciudadano  americano   que  introduzca 

en  estos  países  los  mapas  ó  cartas  geográficas  publicados  en 
Enropa,  con  datos  falsos  sobre  los  límites  de  las  colonias  ó  pose- 
siones europeas  en  América,  limítrofes  con  nuestros  territorios, 
es  traidor  á  la  patria. 

El  deber  de  la  dignidad  nacional  impone  la  obligación  á 
todo  americano  que  se  halle  en  Europa,  de  protestar  contra 
toda  noticia,  rumor  ó  documento  falso  que  sobre  nuestra 
política,  progresos^  tradiciones^  derechos  y  civilización,  se 
publiquen  en  perjuicio  de  la  verdad,  y  de  la  exacta  realidad 
de  las  cosas. 

^dtfMenciaí?s°*  Todo  Gobicmo  americano  tiene  un  derecho 
incuestionable  á  establecer  derechos  diferenciales  sobre  los 
productos  naturales,  producciones  ó  manufacturas,  que  pro- 
venientes de  las  posesiones  ó  colonias  europeas  en  América, 
se  importen  en  nuestros  puertos,  pues  no  siendo  esas  pose- 
siones ó  colonias  ni  productoras  ni  manufactureras,  es  claro 
que  no  merecen  la  protección  especial  de  los  tratados,  y  que 
el  comercio  con  ellas  antes  bien  nos  perjudica,  como  puede 
leerse  en  la  página  67. 

tratados  de  Comercio.  ^0  convicno  á  las  BcpúbUcas  americanas  hacer 
tratados  de  comercio  con  Europa,  sino  bajo  el  pie  de  la  más 
estricta  igualdad,  y  cuando  esos  tratados  nos  aseguren  ven- 
tajas positivas,  de  suerte  que  nunca  y  por  ningún  motivo 
puedan  ser  objeto  de  controversias  y  reclamaciones. 

Sobre  neutralidad  de  las       Los  Estados   latino-americauos   deben  tra- 

colonias  europeas  en 

hispano-américa.        tar  dc  impedir,  cou  arreglo    á   las  doctrinas 
del  derecho    de  gentes    y   las  reglas  de  los  tratados,  que  se 
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conspire  contra  nuestra  paz  y  naestra  tranquilidad  en  las  colo- 
nias ó  posesiones  europeas  en  América.  Las  levas,  los  con- 
ciertos subversivos,  la  formación  de  expediciones,  el  despacho 
de  buques  ó  correspondencias,  de  armas  ó  pertrecho,  las  jun- 
tas revolucionarias,  las  reuniones,  el  envío  de  comisionados, 
la  compra  y  equipo  de  naves,  el  aumento  de  sus  fuerzas, 
en  una  palabra,  el  bacer  del  suelo  ó  aguas  de  un  Estado 
amigo,  base  de  operaciones  hostiles,  todo  cae  bajo  la  prohibición 
de  la  ley  internacional. 

repfo^uas.  Dado  cl  caso  de  no  asegurarse  la  neutralidad 

de  las  colonias  ó  posesiones  europeas  en  América  en  nuestras 
contiendas  civiles,  los  Estados  perjudicados  deben  considerar 
esas  colonias  ó  posesiones  europeas  en  América,  como  una 
amenaza  á  nuestra  paz,  bienestar  y  tranquilidad.  En  conse 
cuencia,  tienen  las  Bepúblicas  americanas  un  derecho  incues 
tionable,  por  todas  las  Kaciones  reconocido,  de  ejercer  justas 
represalias. 

^°uSno^?riS^.*^  Deben  ser  obligatorios  para  todos  los  Estados 
americanos  los  artículos  del  tratado  que  sobre  conservación 
de  la  paz  en  estas  Bepúblicas,  se  celebró  en  Lima  en  23  de 
Enero  de  1865. 

^°^wo?buStÍr^^  Toda  pretensión  europea  sobre  derogatoria 
de  nuestras  leyes  interiores  ó  cualquiera  pretensión  encami- 
nada  á  establecer  con  nosotros  la  desigualdad  del  trato  común 
internacional,  debe  ser  considerada  en  América  como  atenta- 
toria á  nuestra  soberanía,  dignidad  é  independencia,  y  por 
consiguiente  indiscutible. 

á  la  ge^íidn'dSíímática  N"i  los  extraujcros  dom¡ciliados  ni  los  tran- 
seúntes tienen  derecho  para  ocurrir  á  la  vía  diplomática,  sino 
cuando  habiendo  agotado  los  recursos  legales  ante  las  autori 
dades  nacionales  competentes  aparezca  claramente  que  ha  ha- 
bido denegación  de  justicia  o  injusticia  notoria,  presentando  al 
efecto  pruebas  irrecusables  del  aserto. 

^^de%OTÍo°*^      La  presión  que  en  América  puedan  ejercer  las 
circunstancias  ó  los  acontecimientos,  y    la  necesidad  de  la  de- 
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feDsa,  para  asegurar  la  independencia    de  estos    Estados,  los 
derechos  de  igaaldad,  y  el  principio  natural  de  propia  conser 
vaciÓD,    nos   obligan  á  hacer  uso  del  corso,  con   toda  la  ex 
tensión  y   latitud  que    pueda  daree    á  las  letras  de  marca. 

Eenuncíar  á  este  medio  de  defensa,  es  para  nosotros,  re- 
nunciar á  todos  los  deberes,  obligaciones  y  responsabilidad 
que  tenemos  con  nosotros  mismos,  y  con  los  habitantes  de  las 
Bepúblicas  latino  americanas. 

Todo  lo  que  en  este  libro  so  dice  relativamente  á  que  el 
pabellón  neutral  cubre  las  personas  y  la  mercancía  neutral  y 
la  enemiga  en  ciertos  casos,  debe  entenderse  ajustado  al  pro- 
ceder especial  de   cada  uno  de  los  beligerantes. 

Sobra  piratas.  Es  pirata  el  ncutral  provisto  de  letra  de  marca. 
En  este  caso  están  comprendidos  solamente  los  nacidos  en  Eu* 
ropa,  Asia,  África  y  Oceanía.  El  beligerante  hispano-americano 
puede  dar  letra  de  marca  á  cualquier  ciudadano  americano, 
bien  sea  este  ciudadano  nativo  de  los  Estados  Unidos,  ó  bien 
nativo  de  las  Américas  Central  y  Meridional.  El  corsario  es, 
en  este  caso,  protegido  por  todas  las  Eepúblicas  latino-ame- 
ricanas. 

^enVngraL^'  El  alto  tespcto  quc  por  las  cosas  humanas  han 
mostrado  constantemente  los  estadistas  hispano-americanos,  es 
lo  que  nos  ha  inducido  á  hacer  tratados  de  varia  naturaleza 
con  Europa.  Es  de  esta  manera  que  debemos  apreciar  y  juz- 
gar los  tratados  anteriormente  hechos. 

-  Mas,  cualquier  tratado  que  se  hallare  vigente  con  la  po- 
tencia extranjera  que  nos  haga  ó  declare  la  guerra,  se  tendrá 
por  perecido  desde  el  día  do  la  declaratoria.  El  fenecimiento 
es  indefinido,  y  las  obligaciones  contraídas  por  el  tratado,  no 
son  válidas  sino  hasta  el  día  en  que  se  hubiere  hecho  la  de- 
claración de  guerra. 

p¿terfa.  Debe  ser  calificado,  juagado  y  sentenciado  co- 

mo pirático  todo    acto   de  violencia,  robo,   depredación,  bom- 
bardeo etc.,  cometido  en  alta  mar,  ó  en  el  mar  territorial  de 
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una  Nación  con  quien  se  está  en  paz,  bien  sean  estos  actos  co- 
metidos por  particulares,  ó  bien  por  naves  de  un  Estado  cual- 
quiera, cuando  se  cometen  antes  de  la  declaración  formal  de 
guerra. 

Los  jefes,  tripulantes  y  marineros  de  estas  naves  particula- 
res, y  los  jefes,  tripulantes  y  marineros  de  buques  de  guerra 
de  un  Estado  cualquiera  con  quien  se  está  en  paz,  pueden  y 
deben  ser  en  todo  tiempo  juzgados  como  piratas  por  la  comi- 
sión en  el  mar  territorial  ó  en  alta  mar,  de  actos  de  violen- 
cia, bombardeo,  robo,  depredación  etc.,  siempre  que  caigan  bajo 
la  jurisdicción  del  país  en  que  hubieren  cometido,  estos  hechos 
piráticos. 

Los  buques  de  propiedad  particular  de  ciudadanos  hispa- 
no-americanos  están  comprendidos  bajo  el  imperio  de  la  mis- 
ma  calificación  y  ley.  Así  que  las  naves  armadas  por  facciones 
opuestas  al  Gobierno  de  hecho  y  no  reconocidas  como  belige- 
rantes, carecen  de  toda  representación;  pueden  ser  detenidas 
y  apresadas  en  alta  mar,  y  aun  en  las  aguas  de  su  propio 
Estado,  caando  cometan  violaciones  del  derecho  de  gentes,  en 
dafío  de  terceras  Naciones  ó  de  sus  ciudadanos,  ó  cuando  lle- 
guen á  puertos  de  esas  Naciones ;  y  en  uno  y  otro  caso  pue- 
den ser  entregadas  al  Gobierno  de  cuya  obediencia  se  han  sus- 
traído por  medio  de  la  rebelión. 

Sobre  Con  arreglo  á  las  prácticas  del  derecho  de 

olausura  de  puertos  ,  ,        .         ▼^    ^     ,  i  i 

nacionales.  gcutcs,  cualquier  Estado  puede  cerrar  al  co- 

mercio exterior  uno  ó  todos  los  puertos  habilitados  para  el  trá- 
fico mercantil,  cuando  así  lo  juzgue  coaveniente  á  sus  intere- 
ses. Basta  al  efecto  la  simple  notificación  del  decreto  de  clau- 
sura, y  la  prohibición  á  los  Cónsules  en  el  extranjero,  de  des- 
pachar buques  para  el  puerto  ó  puertos  cerrados. 

bloqueos^ en" enerai.       El  bloquco  dc  Méjico  por  Francia;  el  de  Bue- 
nos Aires    por  Francia  é  Inglaterra,  y  el  de  cualquier  Estado 
latino- americano  en  lo  sucesivo,  se  consideran  en  América  como 
una  amenaza  á  los  derechos,  soberanía  é  independencia  de  estos 
Estados. 
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bioqueopMífico.  No  excluyendo  el  bloqueo  pacífico  las  pres- 
cripciones é  imposicioneis  del  bloqueo  en  tiempo  de  guerra,  sino 
que  antes  bien  las  considera  justas  y  necesarias,  no  es  ni  puede 
ser  aceptable  por  los  Estados  americanos  del  centro  y  del  sur» 
la  ficción  diplomática  tras  de  la  cual  se  preteDide  atrincherar 
un  principio  tan  ilógico  como  falso.  Oonaideraremos,  pues,  el 
bloqueo  pacífico  como  un  verdadero  estado  de  guerra. 

bomb^deo.  El  Estado  no  es  responsab!e   por  las  pérdi- 

das ó  daños  causados  á  extranjeros  por  el  bombardeo  de  pla- 
zas fortificadas  ó  no. 

Igual  máxima  es  aplicable  á  bombardeos  por  causa  de  con- 
mociones políticas  internas. 

El  bombardeo  de  cualquier  puerto  americano  por  Nación 
extranjera  es  atentatorio  á  la  dignidad  de  las  Eepúblicas 
americanas,  no  menos  qne  al  derecho  y  prácticas  del  mundo 
civilizado. 

Sobre   la  jorisdiceión  m    j      i.  j^  «  i 

en  cuanto  k  buques  mer-  Touo  buquo  quc  pouctre  ou  las  aguas  de 
<5ante«e^puerto8  latino.  ^^  Estado  cxtranjcro,  aucle  en  puerto  ex- 
tranjero, remonte  un  río,  etc.,  está  sometido  á  la  autoridad  del 
Estado  extranjero  mientras  permanece  en  el  territorio  maríti- 
mo del  último. 

de  iM^^Í'^^tiieB.  ^^^^  buque  que  entre  á  puerto  no  habili- 

tado, ó  de  alguna  manera  infrinja  las  leyes  fiscales,  excepto 
en  los  casos  previstos  por  las  leyes  de  hacienda,  incurre  en  las 
penas  y  multas  que  estas  leyes  le  imponen. 

iuotSm.         a  falta  de  estipulaciones  contrarias,  los  vapores 
-paquetes  ó  correos,  son  considerados,  para  todos  los  efectos  le- 
gales, bajo  el  mismo  pie  que  los  buques  mercantes, 

^'^''de^butuér'^^^^         Véanse  las  reglas  que   para  el    efecto  de 
abanderar  buques  deben  seguirse,  en  la  página  160. 

Violación  del  territo-      .  ^\  ^cto  por  cl  cual  una  Nacíóu   cualquiera 

no  por  buques  de  guerra  *^  ■* 

extranjeros.  pretenda  extraer  individuos  de   un  buque  d© 

guerra,  aunque  sean  criminales,  es  una  violación  del  territo- 
rio de  la  potencia  á  que  pertenezca  el   buque. 


522  PBIMBBA  PABTE.---EL  DERECHO 

Gaando  un  orimÍDal  se  refajia  en  baqae  de  gaerra,  y  su 
comandante  se  niega  á  su  extradioióo,  no  qaeda  otro  reoarso 
Bino  el  de  elevar  la  reclamación  al  Gobierno  de  la  misma. 

á  buqiw'^mer^ntes.  .  Son  los  quc  cstablcce  el  Código  fiscal  para 
todas  las  banderas.  Establecer  principios  diferentes  en  trat&dos 
públicos,  es,  además  de  altamente  ilegal,  altamente  inconve- 
niente. La  reciprocidad  con  que  se  nos  halaga,  es  ficticia,  des- 
de que  se  considere  qae  no  tenemos  buqaes  mercantes  en  el 
número  que  se  reqaiere,  para  competir  con  los  extranjeros^, 
únicos  favorecidos  en    tratados   inconsultos. 

deT^twritwio.  El  arribo  de  un   buque  de  guerra  extranjero 

á  puertos  no  habilitados  para  el  comercio,  prescindiendo  del  ca- 
so de  arribada  forzosa,  naufragio,  etc.,  es  una  violación  del  te- 
rritorio, contra  la  cual  debe  reclamarse. 

®°^'®,  .'^         La  navegación  de  los  ríos  que  tengan  «us  ca- 

navegación  de  nos.  *5  i  o 

beceras  en  el  territorio  de  cualquiera  de  las  Bepúblicas  ame- 
ricanas, ó  que  en  cualquier  sentido  las  atraviesen,  debe  ser  li- 
bre para  todas. 

Cuando  haya  de  concederse  permiso  á  las  Naciones  extran- 
jeras para  navegar  por  esos  mismos  ríos,  debe  ser  este  per- 
miso motivo  de  tratado  especial  entre  las  Naciones  propietarias 
y  las  ribereñas,  de  común  acuerdo. 

La  necesidad  de  prescindir  en  esos  tratados  de  los  térmi- 
nos igualdad  de  bandera  y  Naeión  mát  favorecida^    resalta  en 
los  perjuicios,  reclamaciones  y  disputas  que  nos  han  producida 
y    causado  todos   los  tratados  hechos  con  las    potencias  ex- 
tranjeras. 

Sobre  Véase  el  con veoio  de  extradición   celebrado  en 

oxtradicioD. 

Lima,   en  27  de  Marzo  de  1879,  entre  varias  Repúblicas  latino- 
americanas. 
Sobre  la  ley  que  rige  el        Los  cxtraDJeros  gozan   CU  la  Repúbüca  de 

üstado  y  la  capacidad  ju-  »/  «=» 

rídica  délas  personas, los    los  mismos  derechos  civiles  quc  los  uacionalcs. 

bienes  situados  en  la  Re-  __,  ,      .  ,  .11.       ^i.  11 

pública  y  los  contratos        El    cstado  y  la  capacidad  jurídica   de   las 

celebrados  en  país  eztran-  ,  ,  1  •  « 

jero.  personas    se   juzgarán    por  su  ley   nacional, 

aunque  se  trate  de  actos  ejecutados  ó  de  bienes  existentes  ea 
otro  país. 
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Los  bienes  inmuebles  existentes  en  la  Eepública  y  los  mué 
bles  que  tengan  en  eDa  una  situación   permanente,   serán  re- 
gidos  por   las   leyes    nacionales,  aonqae  sus   dueños  sean  ex- 
tranjeros ó  no  residan   en  el  Estado,  salvo  lo  dispuesto  en  jel 
título  de  las  sucesiones. 

Los  contratos  celebrados  fuera  de  la  Eepública,  serán  juz- 
gados, en  cuanto  á  su  validez  intrínseca  y  efectos  jurídicos  de 
sus  estipulaciones  por  la  ley  del  lugar  de  su  celebración ;  pero 
si  esos  contratos  por  su  naturaleza  ó  por  convenio  de  partes 
tuviesen  que  cumplirse  precisamente  en  la  Eepública^se  suje- 
taran  á  las  leyes  de  ésta.  En  uno  y  otro  caso,  el  iñóíla  iflF ' 
ejecutarlos  se  regirá  por  las  leyes  de  la  Bepública. 

Las  formas  ó  solemnidades  externas  de  los  contratos  ó  de 
cualesquiera  otros  actos  jurídicos,  se  regirán  por  la  ley  del 
lugar  en  que  han  sido  celebrados. 

La  prueba  de  la  autenticidad  de  los  instrumentos  otorgados 
en  otro  país  estará  sujeta  á  las  leyes  de  la  Bepública. 

b^'oL'e?pÍ&°2?teí,Sír¿  La  validez  del  matrimonio  para  los  efectoa 
írí^lr^eíiaR^^^^^^  civiks,  sc  juzgará  por  la  ley  del  lugar  en 
que  se  ha  celebrado. 

La  capacidad  jurídica  para  contraer  matrimonio  se  juzgará 
por  la  ley  nacional  de  los  contrayentes. 

Los  extranjeros  que  pretendan  casarse  en  la  Bepública, 
estarán  obligados  á  probar  su  capacidad  jurídica  ante  la  au- 
toridad que  la  ley  local    designe. 

También  estarán  sujetos  á  las  leyes  de  la  Bepública,  en 
lo  relativo  á   impedimentos  dirimentes. 

Los  derechos  y  deberes  personales  que  el  matrimonio  pro- 
duce entre  los  cónyuges,  y  entre  éstos  y  sus  hijos,  serán  re- 
gidos por  la  ley  del  domicilio  matrimonial ;  pero  si  este  variase, 
se  regirán  por  las  leyes  del  nuevo  domicilio. 

Las  capitulaciones  matrimoniales,  celebradas  fuera  de  la 
Bepública,  estarán  sujetas  á  las  mismas  disposiciones  que  re- 
glan los  contratos. 
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ISo  habiendo  capitulacioues  matrimouiales,  la  ley  del  do- 
micilio conjugal  regirá  los  bienes  muebles  de  los  cónyuges,  sea 
cual  fuere  el  lugar  en  que  aquellos  se  hallen  ó  en  que  hayan 
sido  adquiridos. 

Los  bienes  inmuebles  y  los,  muebles  de  situación  perma- 
nente se  regirán,  en  todo  caso,  por  la  ley  del  lugar  en  que 
^stén  situados. 

El   matrimonio  disuelto    en   otro    país  con    arreglo  á  sus 
propias  leyes,  y  que  no  hubiera  podido    disolverse  en  la  Be- 
pública,  no  habilitará  á    los  cónyuges    para   contraer    nueras 
^-«ifptíías.'^" 

'Si  los  Agentes  Diplomáticos,  ni  los  Cónsules,  tienen  fa- 
cultad para  decidir  de  la  anulación  del  matrimonio  ó  divorcio. 

Sobre  lá  sucesidn.    La  Capacidad  para  testar  se  regirá  por  la  ley 
nacional  del  testador. 

Los  extranjeros  podrán  testar  en  la  Eepública  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  de  su  nacimiento  ó  naturalización,  ó  según 
las  de  su  domicilio. 

La  capacidad  para  suceder  y  la  sucesión  se  regirán  por 
la  ley  á  que  se  haya  sujetado  el  testador,  con  las  restricciones 
siguientes : 

1^  "So  tendrán  efecto  las  disposiciones  testamentarias  so- 
bre bienes  existentes  en  la  República,  si  se  oponen  á  la  Cons- 
titución política,  á  las  leyes  de  orden  público,  ó  á  las  buenas 
costumbres. 

2?  En  la  sucesión  de  un  extranjero  tendrán  los  nacionales, 
á  título  de  herencia,  de  porción  conyugal,  ó  de  alimentos,  los 
mismos  derechos  que  según  las  leyes  del  Estado  les  corres- 
ponderían sobre  la  sucesión  de  otro  nacional ;  y  los  harán  efec- 
tivos en  los  bienes  existentes  en  el   país. 

Los  testamentos  otorgados  fuera  de  la  Eepública  y  que 
deban  cumplirse  en  ella,  estarán  sujetos  á  las  limitaciones  es- 
tablecidas en  el   artículo  anterior. 

Las  solemnidades  externas  del  testamento  se  regirán  por 
la  ley  del  lugar  en  que  ha  sido  otorgado. 
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Las  donaciones  ínter-vivos  se  sujetarán  á  las  disposiciones 
contenidas   en   los  párrafos  anteiiores. 

La  sucesión  intestada  se  regirá  por  la  ley  nacional  del 
difantO)  con  las  limitaciones  contenidas  en  el  párrafo  en  que 
se  trata  de  la  capacidad  para  suceder  y  la  sucesión.  A  falta 
de  parientes  con  derecho  á  la  herencia,  los  bienes  existentes 
en  la  Bepúblíca,  quedarán  sujetos  á  las  leyes  de  ésta. 

Sobre  la  competencia  de        Los  quc  tengan   domicilio  establccido  CU  la 

los  tribunales  nacionales 

sobre  actos  jurfdiooi  rea-    República,    scau   nBcionalcs  ó  extranjeros,  y 

bzados  fuera  de  la  Repu-  '  ■•  j  ' 

biicay  sóbrelos  celebra-    estéu   prescntcs  Ó  auseutcs,    pucdcn   ser  de- 
dos por  extranjeros  que  ,     ,  ,        ^    ._  ,    '  .j.      •    i 

no  residan  en  ella.        mandados  autc  los  tribunalcs  territoriales  para 
el  cumplimiento  de  contratos  celebrados  en    otro  país. 

También  pueden  serlo  los  extranjeros  que  se  hallen  en  el 
país,  aunque  no  sean  domiciliados,  si  esos  contratos  se  hubieren 
celebrado  con  los  nacionales,  ó  con  otros  extranjeros  domici- 
liados en  la  Eepública. 

Los  extranjeros,  aunque  se  hallen  ausentes,  pueden  ser 
demandados  ante  los  tribunales  de  la  Kación : 

P  Para  que  cumplan  las  obligaciones  contraídas  ó  que 
deban  ejecutarse  en  la  Bepública. 

2?  Cuando  se  intente  contra  ellos  una  acción  real  con- 
cerniente á  bienes  que   tengan  en  la  Bepública. 

3**  Si  se  hubiese  estipulado  que  el  Poder  Judicial  de  la 
Bepública  decida  las  controversias  relativas  á  obligaciones 
contraídas  en  otro  país. 

Los  extranjeros  no  domiciliados  en  la  Bepública  que  en- 
tablen alguna  demanda  contra  los  naturales  ó  contra  los  ex- 
tranjeros naturalizados  ó  domiciliados,  afianzarán  las  resultas 
del  juicio,  si  así  lo  exigiere   el  demandado. 

No  se  exigirá,  sin  embargo,  tal  fianza,  en  los  casos  si- 
guientes : 

V  Sí  el  extranjero  apoyase  su  demanda  en  nn  documento 
fehaciente  ; 

2?    Si   tuviese  en  la  Bepública  bienes  suficientes  ; 

3^    Si  la  parte  líquida  y  reconocida   del  crédito  cuyo  pagó 


^'W 
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solicita,   faese  bastante  para  responder   de   los   resultados  de 
sn  demanda ; 

4^    Si  la  demanda  versare  sobre  actos  comerciales ; 

5®  Si  el  extranjero  hubiese  sido  compelido  judicialmente 
á  interponer  la  demanda. 

En  los  juicios  que  se  promuevan  sobre  el  cumplimiento  de 
obligaciones  contraídas  en  país  extranjero,  el  modo  de  proceder 
se  arreglará  á  las  leyes  de  la  Bepública. 

Sojuzgarán  también  por  las  mismas  leyes  las  excepciones 
provenientes  de  hechos  que  se  hayan  realizado  en  la  Bepública^ 
así  como  las  acciones  rescisorias,  resolutorias  ó  revocatorias  que 
se  funden  en  ellos,  pero  cuando  se  trate  de  probar  la  existencia 
de  un  acto  jurídico,  ocurrido  fuera  del  país,  la  prueba  se  arre- 
glará á  la  ley  del  lugar  donde  ese  acto  se  realizó. 

La  prescripción,  considerada  como  medio  de  adquirir  bi^es, 
sojuzgará  por  la  ley  de  la  situación  de  éstos. 

La  prescripción,  considerada  como  medio  de  extinguir  las 
obligaciones,  se  juzgará  por  la  ley  del  lugar  en  que  éstas  hayan 
tenido  orijen. 

nacioíSi  sobrrdlittos%*(í  Los  quo  delinquieren  fuéra  del  país  falsifi- 
S* y^ wbro^ii?  de *f^fl-  cando  la  moneda  nacional,  billetes  de  banco 
*'*"°otTO?E?t?dMf**  ^^  de  circulación  legal,  títulos  de  efectos  pú 
blicos  ú  otros  documentos  nacionales,  serán  juzgados  por  los 
tribunales  de  la  Bepública,  conforme  á  sus  leyes,  cuando  sean 
aprehendidos  en  su  territorio  ó  se  obtenga  su  extradición. 
También  son  competentes  los  tribunales  nacionales  para  juzgar: 

V  A  los  ciudadanos  de  la  Bepública  que  hubiesen  come- 
tido en  país  extranjero  un  delito  de  incendio,  asesinato,  robo  ó 
cualquier  otro  que  esté  sujeto  á  la  extradición,  siempre  que  haya 
acusación  de  parte  ó  requerimiento  del  Gobierno  del  país  en 
que  el  delito  se  hubiere  cometido  ; 

2®  A  los  extranjeros  que  habiendo  cometido  los  mismos 
delitos  contra  ciudadanos  de  la  Bepública,  vengan  á  residir 
en   ella,  siempre  que  preceda  acusación  de  parte  interesada  ; 
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3?    A  los  piratas. 

El  procedimiento  en  esos  jaieíos  se  sujetará  á  las  leyes 
ílel    país. 

Onando  en  el  logar  de  la  perpetración  y  en  el  del  juicio 
sea  diferente  la  pena  que  corresponda  al  delito,  se  aplicará  la 
menos  severa. 

Las  disposiciones  que  preceden   no  tendrán  efecto: 

1^  Si  el  delincuente  ha  sido  juzgado  y  castigado  en  el  lugar 
de  la  perpetración  del  delito ; 

2®  Si  ha  sido  juzgado  y  absuelto  ú  obtenido  remisijón  de 
la  pena ; 

3?  Si  el  delito  ó  la  pena  se  hubiesen  prescrito  con  arreglo 
á  la  ley  del  país  en  que  se  delinquió. 

La  responsabilidad  civil  proveniente  de  delitos  ó  cuasi  delitos 
se  regirá  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  hayan  verificado  los 
hechos  que  los  constituyen. 

Serán  castigados  en  la  República  conforme  .1  sus  leyes,  los 
delitos  coDa^istentes  en  falsificar  para  la   circulación: 

1*    Moneda  que  tenga  curso  legal  en  cualquier  país  ; 

2*  Obligaciones  ó  cupones  de  la  deuda  pública,  ó  billetes 
de  banco  de  cualquier  Kación,  con  tal  que  su  emisión  esté  autori- 
zada por  una  ley  de  la  misma ^ 

3^  Obligaciones  ú  otros  títulos  emitidos  en  cualquier  país 
por  sus  municipalidades  ó  establecimientos  públicos  de  toda 
especie,  ó  cupones  de  intereses  ó  de  dividendos  correspondientes 
á  tales  títulos  ^ 

4?  Acciones  de  sociedades  anónimas,  legalmente  constitui- 
das en  otro  país. 

Sobre  la  ejecucidn  de  las    Las  sentcucias  y  cualesquicra  otras  resolucio- 

senteucias  7  otros  actos  .,..,  ,.  ...  -..••  i 

jurisdiccionales,  ucs  judicialcs  CU  materia  civil  expedidas  en  las 
Eepúblicas  americanas,  se  cumplirán  por  las  autoridades  na- 
cionales con  sujeción  á  lo  prevenido    en  este  título. 

La  ejecución  de  dichas  sentencias  ó  resoluciones  se  pedirá 
al  Juez  ó  Tribunal  de  1!  Instancia  del  lugar  en  que  han  jde 
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camplirse  para  loque  se  le  dirigirá   nn    exhorto  con  inserciónr 
de  todas  las  piezas  necesarias. 

El  Jaez  exhortado  le  dará  cumplimiento  en  cuanto  no  sea 
incompatible  con  la  Constitución,  leyes  de  orden  público,  y 
buenas  costumbres  de  las  Bepúblicas  americanas. 

1?    Si  no  se  opone  á  la  jurisdicción  nacional. 

2*>    Si  la  parte  hubiese  sido  legalmente  citada. 

3**    Si  la  sentencia  ó  resolución  estuviese  ejecutoriada  con 

arreglo  á  la  ley  del  país  en   que  se  haya  expedido. 

La  parte  que  se  considere  perjudicada  por  el  auto  del  Juez 
exhortado,  puede  interponer  los  recursos  que  la  ley  permita  en 
el  país  de  la  ejecución ;  pero  será  prohibida  toda  controversia 
que  no  se  refiera  á  alguno  de  los  casos  puntualizados  en  el 
párrafo  anterior. 

Los  exhortes  que  se  expidan  en  las  Bepú)>Iicas  'america- 
nas para  la  ejecución  de  los  laudos  ó  fallos  arbitrales,  se  cum- 
plirán, con  arreglo  á  las  disposiciones  precedentes,  si  están 
homologados. 

Los  laudos  quo  no  estén  homologados  se  sujetarán  á  las 
mismas  reglas  que  los  contratos. 

Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  surtirán  sus  efectos 
bajo  las  mismas  condiciones  establecidas  en  el  párrafo  que 
trata  del  cumplimiento  de  los   exhortes. 

Los  exhortes  que  tengan  por  objeto  hacer  una  simple  no- 
tificación, recibir  declaraciones,  ó  cualesquiera  otras  diligencias- 
de  esta  naturaleza,  se  cumplirán  siempre  que  estuvieren  debí- 
mente  legalizados. 

Lo  dispuesto  en  los  párrafos  precedentes  se  observará  tam- 
bién, respecto  de  las  sentencias  y  otros  actos  judiciales,  a^^í  como 
fiobre  los  arbitrales  expedidos  en  otros  países. 

1**  Si  favorecen  el  derecho  de  los  ciudadanos  de  estas  Be- 
públicas. 

2^    Bi  aunque  sean  expedidos  á  favor  de  otras  personas ,  se- 
acredita  que  en  el  Estado  donde  tuvo  lugar  el  juicio  ó  el  arbi- 
traje, se  observa  la  reciprocidad . 
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No  se  exigirá  la  reciprocidad  para  ejecutar  los  exhorto» 
relativos  á  actos  de  jarisdicción  volantaria  ó  á  simples  dili- 
gencias judiciales. 

Los  medios  de  la  ejecución  para  el  cumplimiento  de  los 
exhortes  á  que  se  refieren  los  párrafos  anteriores,  serán  los 
establecidos  en  la  Bepública. 

lepdSacíSies.  Para  quc  los  exhortos  y  otros  instrumentos  pú* 
blicos  procedentes  de  un  país  extranjero  produzcan  efectos  le- 
gales en  la  Bepública,  su  autenticidad  será  comprobada  conforme 
á  las  reglas  siguientes  : 

Los  exhortos  en  que  se  solicita  la  ejecución  de  sentencias 
y  laudos,  serán  legalizados  en  la  Kación  de  su  procedencia  con- 
forme á  la  ley  ó  práctica  establecida  en  ella. 

Si  la  última  firma  de  esa  legalización  fuere  la  del  Agente 
Diplomático  ó  consular  del  país  de  la  ejecución,  será  autenti- 
cada por  el  Ministro  de  Eelaciones  Exteriores  del  mismo. 

Si  la  última  firma  fuere  la  del  Agente  Diplomático  ó  consu- 
lar de  una  Kacióo  amiga,  el  Bepresentante  ó  Agente  de  esta 
en  el  país  de  la  ejecución  la  autenticará  y  pasará  el  exhorto  al 
Ministro  de  Belaciones  Exteriores  para  los  efectos  indicados  en 
el  inciso  anterior. 

Si  la  Kación  de  que  procede  el  exhorto  tuviese  ea  el   país 
en  que  ha  de  cumplirse  Agente  Diplomático  ó  consular,   podrá 
el  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  aquella   Kación    remi« 
tirle  el  exhorto  para  que,  previa  la  autenticación  de  su  firma, 
pase  al  de  igual  clase  de  la  Kacióa  en  quifllBlbde  ejecutarse  á 
fin  de  que  le  dé  el  curso  respectivo. 

Los  domas  documentos  surtiráu  sas  efectos,  si  son  legali- 
zados por  el  Agente  Diplomático  ó  consular  de  la  Bepública,  ó 
de  manera  que  la  comprobación  pueda  hacerse  por  el  Minis- 
tro de  Belaciones   Exteriores  del  país  de  la  ejecución. 

^WftXySntcB*    Las    disposiciones   de    los   títulos  anteriote» 
no  alteran  las  establecidas  en  los  tratados  vigentes  con  otra» 

ÜTaciones. 

TOMO  I  3* 
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Las  lejea,  sentencias,  contratos  y  demás  actos  jarídicos 
que  hayan  tenido  origen  en  país  extranjero,  sólo  se  observa- 
rán en  la  República,  en  cnanto  no  sean  incompatibles  con  su 
Constitución  política,  con  las  leyes  de  orden  público  ó  con  las 
buenas  costumbres. 

Corresponde  al  que  invoca  una  ley  extranjera  y  pide  su 
aplicación,  conforme  á  los  títulos  precedentes,  probar  la  exis- 
tencia de  dicha  ley. 

nacKkUid.  Todo  cl  quo  haya  nacido,  nazca  ó  naciere  en  el 
territorio  de  cualquiera  de  las  Repúblicas  americanas,  es 
ciudadano  de  la  Nación  americana  en  que  haya  nacido,  sea 
cual    fuere  la   nacionalidad   de  sus  padres. 

Los  extranjeros  que   vengan    al  territorio    americano,     en  > 
calidad    de  inmigrados,  si  han    recibido   ios  beneficios  de    las 
leyes  de  inmigración. 

El  ejercicio  del  derecho  de  sufragio  por  parte  de  un  ex- 
tranjero, implica  la  adquisición  de  la  ciudadanía  sin  necesidad 
de  carta. 

Los  hijos  menores  de  los  extranjeros  naturalizados  ó  que  se 
naturalicen  en  cualquiera  de  estas  Repúblicas,  quedan  natura- 
lizados en  cabeza  del  padre,  y  á  falta  de  éste,  en  la  de  la 
madre. 

La  mujer  se   entiende  naturalizada  en  cabeza  del  marido.. 

Los  extranjeros  que  hayan  adoptado  la  nacionalidad  de 
cualquiera  de  4HHtepúblicas  latino-americanas,  no  tienen  de- 
recho para  despojarse  de  ella,  devolviendo  la  carta  de  na- 
turaleza, ó  haciéndose  inscribir  en  matrículas    de   extranjeros. 

Los  hijos  de  padre  ó  madre  de  cualquiera  de  estas  Be- 
públicas,  vengan  ó  no  á  residir  en  ellas,  tienen  derecho  á 
•que  se  les  expida  carta  de  naturaleza,  cuando  así  lo  soliciten 
de  la  respectiva  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  por  sí 
-ó  por  medio  de  apoderado,  ó  por  conducto  del  Cónsul  res- 
pectivo en  el  país  en  donde  aquellos  residan,  ó  del  Ministro 
Diplomático,   si  lo  hubiere. 


INTERNACIONAL   HISPANO  AMERICANO  531 

No  pierden  el  carácter  de  americanos  los  que  fijen  sa  do- 
micilio y  adquieran  nacionalidad  en  país  extraDJero. 

hábfiS'®paS'e?e^^?%08       Los  amcricanos  por  nacimiento  hábiles  pa- 
*"''  '"JSwiS.'*  ^"^     ra  los   altos  cargos  de  la  Eepública,  son  : 

1®.  Los  orinados  del  territorio  americano,  sea  cual  faere 
la  nacionalidad  de  sus   padres. 

§  1°.    Forman   parte   del  territorio  las    aguas    marítimas 
y  fluviales,  sus  buques  de  guerra  en  todo  paraje,  sus    buques  ' 
mercantes  cuando  estén  en  alta  mar,  ó  en  aguas  de  otro  Estado 
cuya  legislación    no  atribuya  la  ciudadanía  local  al  que  nazca 
en  ellas. 

§  2<*.  Los  buques  de  guerra  extranjeros  son  considerados 
como  territorio  extranjero,  aun  cuando  se  hallen  en  aguas  na 
clónales. 

§  3®.  También  se  tienen  por  territorio  extranjero,  las  ca- 
sas de  los  Ministros  Diplomáticos  extranjeros,  en  cuanto  á 
los  hijos  que  les  nazcan  en  ellas. 

2^.  Los  nacidos  en  países  extranjeros  de  padres  latino- 
americanos ausentes  en  ser  rielo  ó  por  causa  de  la  Bepúblioa, 
ó  con    expresa  licencia   de   autoridad  competente. 

3^.  Los  nacidos  de  padres  americanos  en  países  extran- 
jeros donde  estén  desempeñando  funciones  diplomáticas. 

4^  Los  hijos  de  padre  ó  madre  latino-americanos  que  hayan 
nacido  en  otro  territorio,  si  han  venido  á  domiciliarse  en  Amé- 
rica y  expresado  la  voluntad  de  serlo. 

^^^^tío^^éSSjJniT'  Véase  el  reglamento  que  sobre  este  punto  se 
halla  en  la  página  324  y  siguientes. 

Sobre  igualdad  de  de-      *«    ,        .     ,     ,  ,  .  .  , 

rechoB  de  io8  americanoB  Todo  ciudadauo  hispano-americauo  gozará .  en 
en  lai  R^pubücaa  ame-    ^j    ^g^ritorio    de  todas  y-  cada  una  de    estas 

Bepúblicas  de  todos  los  derechos  de  ciudadanía  que  por  la 
Oonstitución  y  leyes  de  cada  una  tenga  el  ciudadano  na- 
tivo. 

Los  abogados,  médicos,  cirujanos,  ingenieros  y  demás  pro- 
fesores de  ciencias  recibidos  en  cnalquiera  de  las  Universidades 
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de  cualquiera  de  las  Bepúblicas  híspano-americanas,  podrán,  en 
el  territorio  de  cualquiera  de  ellas,  ejercer  libremente  sus  pro* 
festones,  sin  pagar  ninguna  clase  de  derechos,  emolumentos  ó 
contribuciones,  sin  otra  obligación  que  la  do  justificar  con  los 
correspondientes  documentos,  que  han  sido  recibidos  en  cual- 
quiera de  las  indicadas  Bepúblicas. 

Las  fronteras  limítrofes  de  los  varios  Estados  latino-ame- 
ricanos, no  se  consideran,  respecto  de  los  mismos  americanos , 
sino  como  líneas  matemáticas,  destinadas  á  determinar  el  límite 
de  la  jarisdicción  nacional. 

Cada  una  de  estas  Bepúblicas  es  una  porción  disgregada 
de  la  patria  Centro  y  Sud-americana,  dispuesta  cada  una  á 
concurrir  con  todas  ó  con  algunas,  á  la  organización  dé  un 
Gobierno  nacional,  lo  mismo  que  á  formar  parte  de  la  Confede* 
ración  latino-americana. 

Sobre  consjjea^^mmuni-  YésíUñe  los  informcs,  Icjes,  documeutos,  jui- 
cios y  opiniones  que  los  Gobiernos  hispano-americanos,  los 
tratadistas  y  Gobiernos  extranjeros  han  consentido,  firmado, 
aprobado  y  confirmado  en  la  materia  consular  expuesta  en  este 
primer  tomo. 

FIN  DEL  TOMO    PRIMERO. 
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